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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 4 de julio de 1977.

Materia: Correecionl.

Recurrentes: Procurador General de la Corte de Apelación de
Santo Domnigo, y José Ramos Tejera, c.s. Julio C. Cas-
tro Luna.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto‘lel Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Percibí, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte R. Al-
burquerque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes
de Agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación intrpuesto por el Dr. Al-
berto Herasme Brito, abogado ayudante del Procurador
General de la Corte de Apelación de Santo Domingo, Jos&
Ramón Tejera. dominicano, mayor de edad, casado, con
cédula de identifiacción personal No. 39346, serie lra.,
en la causa seguida a Julio C. Castro Luna, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 4 de julio del
año 1977, cuyo dispositivo dice así: Falla: PRIMERO: Ad-
mite como regular y válida en la forma el recurso de ape-
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 4 de julio de 1977.

Materia: Correccionl.

Recurrentes: Procurador General de la Corte de Apelación de
Santo Domnigo, y José Ramos Tejera, c.& Julio C. Cas-
tro Luna.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto4el Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez ?arenó, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte R. Al-
burquerque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes
de Agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación intrpuesto por el Dr. Al-
berto Herasme Brito, abogado ayudante del Procurador
General de la Corte de Apelación de Santo Domingo, José
Ramón Tejera. dominicano, mayor de edad, casado, con
cédula de identifiacción personal No. 39346, serie 1ra.,
en la causa seguida a Julio C. Castro Luna, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 4 de julio del
año 1977, cuyo dispositivo dice así: Falla: PRIMERO: Ad-
mite como regular y válida en la forma el recurso de ape-



ladón interpuesto por el Dr. Francisco Antonio Cadena
Moquete, a nombre y representación de Julio C. Castro,
Manuel de Jesús Frías, y de la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., contra sentencia dictada por la séptima Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 19 de agosto de 1975, cuyo dispo-
sitivo dice así: :"Falla: PRIMERO: Se declara al nombrado
Julio C. Castro Luna, culpable de violar los artículos 49-50
y 61 de la ley 241 y aplicando el principio a su favor se
condena a sufrir tres (3) años de prisión correccional; SE-
GUNDO: Se ordena a suspensión de la licencia que para
manejar vehículos de motor ampara al nombrado Julio C.
Castro Luna, por el término de seis (6) meses, a partir
do la presente sentencia; TERCERO: Se condena al nom-
brado Julio C. Castro Luna, al pago de las costas penales;
CUARTO: Se declara buena y válida en cuanto a la forma,
la constitución en parte civil hecha por el señor José Ra-
món Tejera, a través de su abogado Dr. Antonio de Jesús
Leonardo, en contra del nombrado 5 ;4E0 C. Castro Luna,
y Manuel de Jesús Frías; QUINTO: En cuanto al fondo se
condena al nombrado Julio C. Castro Luna, y a Manuel
de Jesús Frías a pagar solidariamente al nombrado José
Ramón Tejeda, la suma de RD$ 7,000.00 (Siete mil pesos
oro), como justa reparación por los daños y perjuicios mo-
rales y materiales sufridos por él a consecuencia de la
muerte sufrida por su hijo José Antonio Tejeda, en el ac-
cidente de que se trata; SEXTO: Se condena a los nom-
brados Julio C. Castro Luna y a Manuel de Jesús Frías a
pagar al nombrado José Ramón Tejeda los intereses lega-
les de la suma acordada, a partir de la fecha de la deman-
da, como indmnización suplementaria; SEPTIMO: Se con-
dena a los señores Julio C. Castro Luna y Manuel de Jesús
Frías, al pago de las costas civiles con distarcción de las
mismas en provecho del Dr. Antonio de Jesús Leonardo,
quien afirma baberas avanzado en su totalidad; OCTAVO:
Se ordena que la presente sentencia le sea común y opo-
nible en su aspcto civil, a la Compañía de Seguros Pepín,

S. A., por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo que
causó el accidente, placa No. 206-765), de acuerdo con la
ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;
Por haber sido hecho dentro del plazo y demás formalida-
des legales; SEGUNDO: Revoca, la sentencia recurrida, y
la Corte, por propia autoridad y contrario imperio: A) De-
clara al prevenido Julio C. Castro Luna, no culpable de
los hechos penales a su cargo, (violación a la ley 244), en
perjuicio de Juan Antonio Tejeda, y en tal virtud se le
descarga por no haber violado la ley 241; E) Rechaza las
conclusiones de la parte civil constituida, José Ramón Te-
jera, contra Julio C. Castro Luna y Manuel de Jesús Frías,
por improcedente y mal fundada; C), Declara las costas
del procedimiento, de oficio, ya que el prevenido Julio C.
Castro Luna. fué descargado; D), Condena a la parte ci-
vil consttiuída, José Ramón Mejía, al pago de las costas
civiles con distracción de las mismas en prevecho del Dr.
Francisco Antonio Clidena Moquete, abogado, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen de Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 11 de julio del
año 1977, por el Dr. Alberto Herasme Brito, dominicano,
mayor de edad, con cédula de identificación personal No.
10020, abogado ayudante del Procurador General de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaria del la Cámara a-qua. en fecha 11 de julio cl-.21
año 1977, a requerimiento del Dr. Antonio de Jesús Leo-
nardo, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 5818, serie 49, en representación de
José Ramón Tejeda, en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;
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jera, contra Julio C. Castro Luna y Manuel de Jesús Frías.
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del procedimiento, de oficio, ya que el prevenido Julio C.
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año 1977, por el Dr. Alberto Herasme Brito, dominicano,
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1135 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y, 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado,
pone de maniificsto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el
texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sen-
tencia impugnada los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia, está en la imposiilidad, al
ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
fallo impugndao;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 4 de julio del año 1977,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Cene de Apela-
ción de San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y SE-
GUNDO: Declala las costas de oficio.

(FIRMADOS)- — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leontc R. Alburquerque Castillo.
— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día. mes y año, en él expresados, y
fué firmada. leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación do Santo Domingo, de
fecha 29 de noviembre de 1976.

N'aten-u Correccional.

Recurrentes: César Cruz Rodríguez, César 'Jordán y Comercial
Unión, S. A. Compañía de Seguros.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

1P+∎ •r

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia. regularmente constituida por los Jueces Néstor
Ccntin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuea-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio &-
ras, Jeaquín M. Alvarez Perelló, Juan r3autsita Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte R. Albur-
querque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrtfo Nacional, hoy día 3 del mes
de agosto de 1981, años 1.38 d la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por César
Cruz Rodríguez, dominicano, mayor de edad, portador de'
la cédula de identificación personal NQ 159639, domiciliado
y residente en esta ciudad; César Cruz Mordán,
dominicano, mayor de edad, casado, portador de la
cédula de identificación personal No. ( 	 ) domiciliado
y residente en esta ciudad; y Comercial Unión, Compañía
de Seguros, con asiento en esta ciudad; contra sentencia
correccional dictada en la Corte de Apslac'ón de Santo Do-
mingo, en fecha 29 de noviembre del año 1976, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como regu-
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1$5 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo 'impugnado,
pone de maniifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el
texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sen-
tencia impugnada los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia, está en la imposiilidad, al

ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
fallo impugndao;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 4 de julio del año 1977,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y SE-
GUNDO: Declala las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente. Francisco Elpidio Betas, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo.
— AI0gue1 Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 29 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: César Cruz Rodríguez, César Montan y Comercial
Unión, S. A. Compañía de Seguros.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regulannente constituida por los Jueces Néstor
Ccntín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
t.:, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 13t-
ras, Jcaqtún M. Alvarez Perelló, Juan Bautsita Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte R. Albur-
querque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, DistrtIo Nacional, hoy día 3 del mes
de agosto de 1981, años 1,38 de la Independencia y 118' da
la Restauración, dicta en audiencia pública como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por César
Cruz Rodríguez, dominicano, mayor de edad, portador de
la cédula de identificación personal N9 159639, domiciliado
y residente en esta ciudad; César Cruz Mordán,
dominicano, mayor de edad, casado, portador de la
cédula de identificación personal No. (	 ) domiciliado
y residente en esta ciudad; y Comercial Unión, Compañia
de Seguros, con asiento en esta ciudad; contra sentencia
correccional dictada en la Corte de Alas-1301án de Santo Do-
mingo, en fecha 29 de noviembre del año 1976, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como regu-

1
	

fr



1894
	

BOLETIN JUDICIAL

lar y válida en la forma los recursos de apelación inter-
puestos: a) por el Dr. Pedro Flores Ortiz, en fecha 19 de
julio de 1973, a nombre y representación de César Cruz
Rodríguez, prevenido; César Mordán, persona civilmente
responsable, y la Unión Comercial S. A., Compañía de Se-
guros; b) por el Dr. Máximo Ilenriquez Saladín, Procura-
dor Fiscal del Dirtrito Nacional, en fecha 23 de julio de
1973, contra sentencia dictada por la Séptima Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 13 de julio de 1973, cuyo dispositivo di-
ce así: "Falla: PRIMERO: Declara al nombrado César An-
tonio Cruz Rodríguez, de generales anotadas, culpable de
violación a los artículos 49, 61 y 65 de la 241, en per-
juicio de Wilson Cabral, María del Carmen Martínez, y
en consecuencia condena al pago de una multa de Cin-
cuenta pesos oro (RD$50,00), acogiendo circunstanci as ate-
nuantes a su favor; SEGUNDO: Ordena la suspensión de
la licencia que para manejar vehículo de motor ampara al
nombrdo César Antonio Cruz Rodrígbez, por un período
de seis meses (6), a partir de la sentencia; TERCERO:
Condena al nombrado César Cruz Rodríguez, al pago de
las costas penales; CUARTO: Declara al co-prevenido Ra-
món María Capellán, Frías, de generales anotadas, no cul-
pable de los hechos puestos a su cargo, (violación a la ley
241), en perjuicio de Wilson Cabral, María del Carmen
Martínez y del co-prevenido César Antonio Cruz Rodrí-
guez, y en consecuencia se descarga por no haber violado
ninguna de las disposiciones establecidas en la Ley 241;
QUINTO:: Declrra las costas penales de oficio en cuanto
al co-prevenido Ramón María Capellán Frías ; SEXTO:
Declara buena y válida en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil incoada por el señor Wilson Cabral a
través de su abogado Dr. Víctor José Delgado Pantaleón,
contra los nombrados César Cruz Rodríguez y César Cruz
Mordán, prevenido, y persona civilmente responsable, res-
pectivamente, por haber sido hecha de conformidad con
la Ley; SÉPTIMO: En cuanto al fondo de la referida cons-
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titución en parte civil condena a los nombrados César An-
tonio Cruz Rodríguez y César Cruz Mordán, prevenido ; y
persona civilmente responsable respectivamente, al pago
de una indemnización de Mil quinientos pesos oro (RD$1,-
500.00) en favor del señor Wilson Cabral, como justa re-
paración por los daños y perjuicios morales y materiales
sufrids por él, a consecuencia del accidente; OCTAVO:
Condena a los señores César Antonio Cruz Rodríguez y
César Cruz Mordán, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Víctor José
Delgado Pantaleón, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; NOVENO: Declara la presente sentencia co-
mún y oponible a la Compañía Unión Comercial S. A., Co.,
en representación de 13. Prectzman Aggerholm, C. por A.,
por ser ala entidad aseguradora del vehículo que causó el
accidente, en virtud del artículo 10, Ref. de la Ley 4117;
DECIMO: Declara como regular y válido en cuanto a la
forma la constitución en parte civil incoada por el nom-
brado César Antonio Cruz Rodríguez, a través del Dr. Pe-
dro Flores Ortiz, contra el señor Belisario Peguero, por
haber sido hecha de acuerdo a la ley; DECIMO PRIME-
RO: En cuanto al fondo rechaza las conclusiones de la
parte civil constituida, Sr. César Antonio Cruz Rodríguez,
a través de su abogado Dr. Pedro Flores Ortiz, por im-
procedentes y mal fundadas; DECIMO-SEGUNDO: Con-
dena a César Antonio Rodríguez, al pago de las costas ci-
viles, por no haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalilades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra Ramón María Capellán Frías, César Antonio Cruz Ro-
drígeuz y César Cruz Mordán Rodríguez, por no haber
comparecido ninguno de ellos, no obstante haber sido le-
galmente citados para la audiencia; TERCERO: Confirma
la sentencia recurrida en todas sus partes; CUARTO: Con-
dena a César Antonio Cruz Rodríguez, al pago de las cos-
tas de la alzada; QUINTO: Condena a César Antonio Cruz
Rodríguez y a César Cruz Mordán, al pago de las costas
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cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís en las mismas atribucio-
nes; y SEGUNDO: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio &ras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas AlMánzar, Felipe Os-
valdo Perdono Báez, Leonte R. Alburquerque C.— Miguel
Jacobo, secretario general.

La presente sentencia ha sido dada y firmada par los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresiidos, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.-- (Firmado): Miguel Jacobo.
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civiles con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Bienvenido Figueroa Méndez; SEXTO: Declara esta sen-
tencia común y oponible a la Compañía Unión Comercial
Ass., Co., de Seguros, por ser la entidad aseguradora del
vehículo, en virtud del. Art. 10 de la Ley 4117.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaria
de la Cámara a-qua, el día 8 de mayo de 1977, a requeri-
miento del Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula de identifica-
ción personal No. 47715, serie primera, a nombr e y repre-
sentación de César Cruz Rodríguez, César Cruz Mordán y
Comercial Unión Ass , Co. Compañía de Seguros, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 doi Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar las sentencias que en materia re-
presiva deben enunciar los hechos en relación con el tex-
to de la ley penal aplicada; que al no precisar la senten-
cia impugnada los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al
ejercer su poder de control, de decidir si la ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccoinales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 29 de noviembre de 1976.
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cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís en las mismas atribucio-
nes; y SEGUNDO: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipa Os-
valdo Perdcmo Báez, Lconte R. Alburquerque C. Miguel
Jacobo, secretario general.

La presente sentencia ha sido dada y firmada par los
refrores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada. leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
techa 16 de enero de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Cayetano Meléndez Montás.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente consttiuída por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo -a, y Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del
mes de agosto del año 1081, años 138' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración; dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobne el recurso de casación interpuesto por Caye-
tano Meléndez Montás, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chófer, portador de la cédula de identidad personal No.
135854, serie primera, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, de fecha 16 de enero de 1975, cuyo dispo-
sitivo dice así: 'Falla: PRIMERO: Admite como regular y
válida en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto: a) Por el Magistrado Procurador Fiscal del Distri-
to Nacional, en fecha 1ro. de marzo de 1972; b) por el Dr.
Salvador Cornielle Segura, en fecha 25 de febrero de 1972,
a nombre y representación de Cayetano Meléndez, contra
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sentencia dictada el 25 de febrero de 1972, por la Sexta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: "Falla • PRI-
MERO: Se declara al nombrado José Mateo (a) Joseíto,
no culpable de violar los artículos 367 y 372 del Código
Penal, en perjuicio de Cayetano Meléndez Montás, y ea
consecuencia se descarga de toda responsabilidad penal,
por falta de intención delictuosa; SEGUNDO: Se declara
buena y válida la constitución en parte civil intentada por
el señor Cayetano Melénde z Montás, en contra de José Ma-
teo (a) Joseíto, en cuanto a la forma, por haberlo heeho
mediante el cumplimiento de los requisios legales, se re-
chaza en cuanto al fondo por improcedente y mal funda-
da; Se declaran las costas penales de oficio; TERCERO: Se
condena a la parte civil constituida al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas, a favor del Dr. Por-
firio Agramonte, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Por haber sido interpuesto de conform i dad con
la ley'; SEGUNDO: Stoconfirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida, por haber sido dictada conforme a dere-
cho; TERCERO: Condena a Cayetano Meléndez, parte ci-
vil constituida, al pago de las costas civiles, y no se esta-
tuye sobre ésa por no haberla solicitado el abogado de le
defensa; declarándose las penales de oficio;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaria
de la Cámara -agua, el 29 de enero de 1975, a requerimien-
to del recurrente, en la cual no se propone ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
» liberado y vistos los artículos 193 del Código de Procedi-

miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de casación;
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Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fué dictada en dispositivo, por lo

cual carece no sólo de motives, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias, y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el
texto de la Ley Penal aplicada; que al no precises la sen-
tencia impugnada los hechos y estar carente do motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al
ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sid•)
bien o mal aplicada, por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el día 16 de enero de 1975, cuyo
dñspositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; y SE-
GUNDO: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Leonte R. Alburquerque C.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 5 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Luis N. Caro, René A. Castillo y la Popular de Se-
guros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, JoaqIiin L. Hernández Espaillat y Leonte
R. Alburquerque C., asistidos del Secretraio General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo do Guzmán, Distrtio Nacional, hoy día 3 del
mes de agosto del año 1981, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis N.
Caro, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifica-
ción personal No. 5801, serie 21; René A. Castillo, dominica-
no, mayor de edad; la Compañía Popular de Seguros, C.
por A., y por René Fiallo, dominicano, mayor de edad, con
cédula de identificación personal No. 138433, serie Ira,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 5
de diciembre del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto
a la forma, los recursos de apelación interpuestos, a) por
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Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fué dictada en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motives, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en Ja
obligación de motivar sus sentencias, y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el
texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sen-
tencia impugnada los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Certe de Justicia, está en la imposibilidad, al
ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada, por lo que procede la casación del
fallo impubmado;

Por tales motivos, PRIMERO ...Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, el día 16 de enero de 1975, cuyo
ckispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; y SE-
GUNDO: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Leonte R. Alburquerque C.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 5 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Luis N. Caro, René A. Castillo y la Popular de Se-
guros, C. por A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez
Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaqñín L. Hernández Espaillat y Leonte
R. Alburquerque C., asistidos del Secretraio General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrtio Nacional, hoy día 3 del
mes de agosto del año 1981. años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis N.
Caro, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifica-
sión personal No. 5801, serie 21; René A. Castillo, dominica-
no, mayor de edad; la Compañía Popular de Seguros, C.
por A., y por René Fiallo, dominicano, mayor de edad, con
cédula de identificación personal No. 138433, serie Ira.,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 5
de diciembre del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto
a La forma, los recursos de apelación interpuestos, a) por
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el Dr. Julio César Ubrí Acevedo, en fecha 10 de octubre
de 1978, a nombre y representación de Luis N. Caro Del-
gado, en su doble calidad de prevenido y persona civilmcn-
te responsable, de la Compañía de Seguros La Popular,
C. por A., y René Fiallo, como parte civil constituida; y
b), por el Dr. Tobías Montero D'Oleo, ayudante del Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, en fecha
6 de octubre de 1978, centra senetncia de fecha 5 de oc-
tubne de 1978; dictada por la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: i"Falla: PRIMERO: Se declara al pre-
venido Luis M. Caro Delgado, dominienao, mayor de edad,
portador de la cédula de identidad personal No. 5801, se-
rie 21, domiciliado y residente en la calle 4ta., No. 7, del
Ensanche Kennedy, ciudad, culpable de violación al artícu-
lo 49, letra b) de la ley 241, sobre Tránsito de Vehículos,
en perjuicio de Mayra Ramírez de Pérez y Dr. José F. FV-
rez Peña, y en consecuencia se le condena a sufrir tres (3)
meses de prisión correccional; al page de una multa de RD
$50.00 (Cincuenta pesos oro), y al pago de las costas pena-
les; SEGUNDO: Se declara al co-prevenido Dr. José F.
Pérez Peña, dominicano, mayor de edad, portador de
cédula de identidad personal No. 3996, serie 20, domicilia-
do y residente en la calle Paseo de los Locutores No. 61,
Ensanche Evaristo Morales, ciudad, no culpable de viola-
ción de las disposiciones de la ley 241. y en consecuencia,
se le descarga de toda responsabilidad penal, por no ha-
ber cometido los hechos puestos a su cargo, y se le de-
claran las costas de oficio; TERCERO: Se declara buena y
válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte civil
hecha por los señores Dr. José F. Pérez Peña y Mayra Da-
nilda Ramírez Méndez de Pérez, por mediación de su abo-
gado Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, contra Luis
M. Caro Delgado y René A. Piano Rodríguez, por haber
sido hecha de conformidad con la ley, y en cuanto al fon-
do se condena a Luis M. Caro Delgado y a René A. Fiallo
Rodríguez, prevenido y persona civilmente responsable,

respectivamente, al pago de las siguientes indemnizaciones:
a) RD$4.000.00 (Cuatro mil pesos oro), .a favor de Mayra
Danilda Ramírez Méndez de Pérez, como justa reparación

por los daños morales, materiales y corporales sufridos por
ellas en el accidente; y b) RD$1,729.72 (Un mil seteceintos
veintinueve pesos con setenta y dos centavos), a favor del
Dr. José F. Pérez Peña, por los daños materiales sufridos
por su vehículo en el accidente; al pago de los intereses
legales de dichas sumas, a contar de la fecha de la deman-
da, a título de indemnización supletoria, y al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Se rechaza,
la constitución en parte civil hecha por René A. Fialla
Rodríguez, por mediación de su abogado Dr. Julio César
Ubrí Acevedo, por improcedente y mal fundada en dere-
cho; se condena al pago de las costas civiles en provecho
del Dr. José Pérez Peña, y QUINTO: Se declara la presen-
te sentencia común' y oponible en el aspecto civil a la
Compañia de Seguros Centro de Seguros La Popular, C.
por A., entidad aseguradora del vehículo causante del
accidente, de conformidad con el artículo 10, Mod. de la
Ley 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor,
por haber sido dicho recurso interpuesto de conformidad
con la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo, se confirma
en todas sus partes la sentencia recurrida, por haber sido
dictada conforme a derecho; TERCERO: Condena a Luis N.
Caro Delgado, en su doble calidad de prevenido y persona
civilmente responsable, a la Compañía de Seguros La Po-
pular, C. por A., y al señor René Fiallo, a pago de las cos-
tas penales y civiles de la aizada, con distracción de las ci-
viles en provecho del Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Se-
gura, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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el Dr. Julio César Ubrí Acevedo, en fecha 10 de octubre
de. 1978, a nombre y representación de Luis N. Caro Del-
gado, en su doble calidad de prevenido y persona civilmen-
te responsable, de la Compañía de Seguros La Popular,
C. por A., y René Fiallo, como parte civil constituida; y
b), por el Dr. Tobías Montero D'Oleo, ayudante del Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, en fecha
6 de octubre de 1978, centra senetncia de fecha 5 de oc-
tubne de 4978, dictada por la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: ¡"Falla: PRIMERO: Se declara al pre-
venido Luis M. Caro Delgado, dominicnao, mayor de edad,
portador de la cédula de identidad personal No. 5801, se-
rie 21, domiciliado y residente en la calle 4ta., No. 7, del
Ensanche Kennedy, ciudad, culpable de violación al artícu-
lo 49, letra b) de la ley 241, sobre Tránsito de Vehículos,
en perjuicio de Mayra Ramírez de Pérez y Dr. José F. Pé-
rez Peña, y en consecuencia se le condena a sufrir tres (3)
meses de prisión correccional; al par de una multa de RD
$50.00 (Cincuenta pesos oro), y al pago de las costas pena-
les; SEGUNDO: Se declara al co-prevenido Dr. José F.
Pérez Peña, dominicano, mayor de edad, portador de la
cédula de identidad personal No. 3996, serie 20, domicilia-
do y residente en la calle Paseo de los Locutores No. 61,
Ensanche Evaristo Morales, ciudad, no culpable de viola-
ción de las disposiciones de la ley 291, y en consecuencia,
se le descarga de toda responsabilidad penal, por no ha-
ber cometido los hechos puestos a su cargo, y se le de-
claran las costas de oficio; TERCERO: Se declara buena y
válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte civil
hecha por los señores Dr. José F. Pérez Peña y Mayra Da-
nilda Ramírez Méndez de Pérez, por mediación de su abo-
gado Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, contra Lula:
M. Caro Delgado y René A. Fiallo Rodríguez, por haber
sido hecha de conformidad con la ley, y en cuanto al fon-
do se condena a Luis M. Caro Delgado y a René A. Fiallo
Rodríguez, prevenido y persona civilmente responsable,
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respectivall.em,. al pago de las siguientes indemnizaciones:
a) RD$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro), a favor de Mayra
Dani'da Ramírez Méndez de Pérez, como justa reparación
por los daños morales, materiales y corporales sufridos por
ellas en el accidente; y b) RD$1,729.72 (Un mil seteceintos
veintinueve pesos con setenta y dos centavos), a favor del
Dr. José F. Pérez Peña, por los daños materiales sufridos
por su vehículo en el accidente; al pago de los intereses'
legales de dichas sumas, a contar de la fecha de la deman-
da, a título de indemnización supletoria, y al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Segura, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Se rechaza,
la constitución en parte civil hecha por René A. Fiallo
Rodríguez, por mediación de su abogado Dr. Julio César
Ubrí Acevedo. por improcedente y mal fundada en dere-
cho; se condena al pago de las costas civiles en provecho
del Dr. José Pérez Peña, y QUINTO: Se declara la presen-
te sentencia comúi? y oponible en el aspecto civil a la
Compañía de Seguros Centro de Seguros La Popular, C.
por A., entidad aseguradora del vehículo causante del
accidente, de conformidad con el artículo 10, Mod. de la
Ley 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor,
por haber sido dicho recurso interpuesto de conformidad
con la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo, se confirma
en todas sus partes la sentencia recurrida, por haber sido
dictada conforme a derecho; TERCERO: Condena a Luis N.
Caro Delgado, en su doble calidad de prevenido y persona
civilmente responsable. a la Compañía de Seguros La Po-
pular, C. por A., y al señor René Fiallo, a pago de las cos-
tas penales y civiles de la aizada, con distracción de las ci-
viles en provecho del Dr. Rafael Cristóbal Cornielle Se-
gura, quien afirma haberles avanzado en su totalidad.

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 11 de diciem-
bre del año 1978, a requerimiento del Dr. Juan J. Sánchez,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 13030, serie 10, en representación de Luis
M. Caro, René A. Castillo, y la Compañía de Segures La
Popular, C. por A., en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 8 de enero del
año 1979, a requerimiento del Dr. Julio César Ubrí Ace-
vedo, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 123169, serie 12, en representación
de René Fiallo, en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de 'a Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el exámen del fallo impugnado,
pone de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción, y además, calificar esos hechos en relación con el
texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sen-
tencia impugnada, los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia está en la imposibilidad, al
ejercer su poder de control, es decir, si la Ley ha sido bien
o mal aplicada; por lo que procede la casación del fallo
impugnado;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-

ción de Santo Domingo, en fecha 5 de diciembre del año
1978, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de
Apelsción de San Cristóbal, en las mismas atribuciones, y
SEGUNDO: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández EspaiLlat, Leonte Rafae Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.-- (Firmado): Miguel Jacobo.
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 11 de diciem-
bre del año 1978, a requerimiento del Dr. Juan J. Sánchez,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 13030, serie 10, en representación de Luis
M. Caro, René A. Castillo, y la Compañía de Segures La
Popular, C. por A., en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 8 de enero del
año 1979, a requerimiento del Dr. Julio César Ubrí Ace-
vedo. dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 123169, serie 12, en representación
de René Mallo, en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de 'a Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado,
pone de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción, y además, calificar os hechos en relación con el
texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la sen-
tencia impugnada, los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia está en la imposibilidad, al
ejercer su poder de control, es decir, si la Ley ha sido bien
o mal aplicada; por lo que procede la casación del fallo
impugnado;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-

ción de Santo Domingo, en fecha 5 de diciembre del año
1978, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de
Apelación de San Cristóbal, en las mismas atribuciones, y
SEGUNDO: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafae Alburquer-
que Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.-- (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 26 de julio de 1977.'

Materia: Correccional.

Recurrentes: Justo E. Fernández Fonder, c.s., Danilo Almánzar.
Ahogado: Dr. Francisco José Canó Matos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Feli pe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde oelebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, hoy día 3 del mes de agost#,
del año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Justo
Emilio Fernández Fonder, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, estudiante, portador de la cédula de identificación
personal No. 153009, serie primera, domicliado y residen-
te en esta ciudad, en la causa seguida a Danilo Almánzar,
contra la sentencia correccional dictada por la Core de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 26 de julio de 1977,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como
regular y válido en cuanto a la forma los recursos de ape-
lación interpuestos, a) por el Dr. Euclides Acosta Figuereo,
en fecha 21 de octubre de 1975, a nombre y representa-

4	 ción del prevenido Danilo Almánzar R., dominicano, ma-
yor de edad, cédula de identificación personal No. (.. ),
residente en la calle Domingo Sabio No. 120, Barrio Ma-
ría Auxiliadora, 27 de Febrero, de esta ciudad, de la per-
sona civilmente responsable, señor Ing. Caonabo Javier
Castillo, y de la Compañía Nacional de Seguros San Ra-
fael, C. por A.; b) por Rafael C. Flores, en fecha 21 de
octubre de 1973. a nombre del prevenido Danilo Almán-
zar, y del Ing. Caonabo Javier Castillo, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A.; y d), por el Dr. José Caiv5
Mates, en fecha 19 de noviembre de 1975, a nombre y re-
presentación de la parte civil constituida, señor Justo M.
Fernández Fondeur, contra sentencia de fecha 1ro. de oc-
tubre de 1975, dictada por la Segunda Cámara de lo Pe-
nal, del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: "Falla • PRIMERO: Se decla-
ra el defecto en contra de Danilo Almánzar, por no com-
parecer a la audiencia para la cual fué legalmente citado;
SEGUNDO: 83 dechlra al nombrado Danilo Almánzar,
culpable de violar los artículos 40-61 y 65 de la 1c17 241,
y acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, así co-
mo aplicando el principio del no cúmulo de penas„ se
condena a pagar RD$100.00 (Cien pesos oro) de multa;
TERCERO: Se ordena la suspensión de la licencia, que
para manejar vehículos de motor ampara al nombrada
Danilo Almánzar, por el término de (6) seis meses, a par-
tir de la presente sentencia; CUARTO: Se declara al nom-
brado Agustín M. Fernández Fondeur, no culpable de los
hechos puestos a su cargo y en consecuencia se descarga
por no haber violado la ley 241, en ningún aspecto; QUIN-
TO: Se condena a Danilo Almánzar al pago de las costas
penales y se declaran de oficio en cuanto se refiere a Agus-
tín llf. Fernández Fondeur; SEXTO: Se declara buena y
válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil
hecha por el nombrado Justo M. Fernández Fondeur, en
contra del Ing. Caonabo Javier Castillo, persona civilmen-
te responsable y de Danilo Almánzar, en su calidad de

•
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SENTENCIA DE FECHA S DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo. de
fecha 26 de julio de 1977.'

Materia: Correccional.

Recurrentes: Justo E. Fernández Fonder, c.s., Danilo Almánzar.
Ahogado: Dr. Francisco José Cenó Matos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Felino Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonle Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, hoy día 3 del mes de agosto
del año 1981, arios 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesta por Justo
Emilio Fernández Fonder, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, estudiante, portador de la cédula de identificación
personal No. 153009, serie primara, domiciliado y residen-
te en esta ciudad, en la causa seguida a Danilo Almánzar,
contra la sentencia correccional dictada por la Core de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 26 de julio de 1977,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite temo
regular y válido en cuanto a la forma los recursos de ape-
lación interpuestos, a) por el Dr. Euclides Acosta Figuereo,
en fecha 21 de octubre de 1975, a nombre y representa-
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ción del prevenido Danilo Almánzar R., dominicano, ma-
yor de edad, cédula de identificación personal No. (..,i,
residente en la calle Domingo Sabio No. 120, Barrio Ma-
ría Auxiliadora, 27 de Febrero, de esta ciudad, da la per-
sona civilmente responsable, señor Ing. Caonabo Javier
Castillo, y de la Compañía Nacional de Seguros San Ra-
fael, C. por A.; b) por Rafael C. Flores, en fecha 21 de
octubre de 1975, a nombre del prevenido Danilo Almán-
zar, y del Ing. Caonabo Javier Castillo, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A.; y d), por el Dr. José Canó
Matos, en fecha 19 de noviembre de 1975, a nombre y re-
presentación de la parte civil constituida, señor Justo M.
Fernández Fondear, contra sentencia de fecha 1ro. de oc-
tubre de 1975, dictada por la Scgunda Cámara de lo Pe-
nal, del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Se decla-
ra el defecto en contra cle Danilo Almánzar, por no com-
parecer a la audiencia para la cual fué legalmente citadc;
SEGUNDO: Sc clocara al nombrado Danilo Almánzar,
culpable de violar los artículos 40-61 y 65 de la lcitt 241,
y acogiendo circunstancias atenuantes en su favor, así co-
mo aplicando el principio del no cúmulo de penas„ se
condena a pagar RD$100.00 (Cien pesos oro) de multa;
TERCERO: Se ordena la suspensión de la licencia, que
para manejar vehículos de motor ampara al nombrado
Danilo Almánzar, por el término de (6) seis meses, a par-
tir de la presente sentencia; CUARTO: Se declara al nom-
brado Agustín M. Fernández Fondeur, no culpable de los
hechos puestos a su cargo y en consecuencia se descarga
por no haber violado la ley 241, en ningún aspecto; QUIN-
TO: Se condena a Danilo Almánzar al pago de las costas
penales y se declaran de oficio en cuanto se refiere a Agus-
tín M. Fernández Fondeur; SEXTO: Se declara buena y
válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil
hecha por el nombrado Justo M. Fernández Fondeur, en
contra del Ing. Caonabo Javier Castillo, persona civ:lmen-
te responsable y de Danilo Almánzar, en su calidad de



1908	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 1909

conductor, por ajustarse a la ley; SEPTIMO: En cuanto al
fondo de la referida constitución en parte civil, se conde-
na al Ing. Caonabo Javier Castillo, propietario de la ca-
mioneta objeto del referido accidente, al pago de una in-
demnización de RD$1,000.00 (Un mil pesos oro) en favor
del señor Justo M. Fernández Fondeur, como justa repa-
ración por los daños y perjuicios morales y materiales su-
fridos por él a consecuencia del accidente de que se tra-
ta; OCTAVO: Se declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutable a la Compañía Nacional de Seguros
San Rafael, C. por A., conjuntamente con la persona civil-
mente responsable, Ing. Caonabo Javier Castillo, propietario
de la camioneta Mazda, póliza No. A-1-42697, motor No. 13D-
U6162393, con límite de seguro de RDS2, 3, Y 6,000.00 pesos

oro, de acuerdo con la Ley 4117, por haberlos hecho confor-
me a la ley; SEGUNDO: En cianato al fondo de dichos re-
cursos, se revoca la sentencia apelada, en cuanto al preve-
nido Danilo Amánzar, y la Corte obrando por contrario
imperio y autoridad propia, lo declara no culpable de vio-
lación a los artículos 49, 61 y 65 de la ley 241, puestos a su
cargo, y en consecuencia lo descarga de toda responsabili-
dad penal y civil, declarando las costas penales de oficio;
TERCERO: Admite como regular y válida en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha por Justo R.
Fernández F., contra el Ing. Caonabo Javier Castillo y
del prevenido Danilo Almánzar, por haberlas hecho de
conformidad con la ley, y en cuanto al fondo, se rechaza
por improcedente y mal fundada; CUARTO: Condena a
la parte civil constituida al pago de las costas civiles de
la alzada, con distracción de éstas en provecho del Dr. Ra-
fael Acevedo, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al doctor Francisco José Canó Matos, abogado

del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el día 4 del mes de agosto
del año 1977, a requerimiento del Dr. José Canó
Matos, cédula No. 7227, serie 10, renovada, a nombre y
representación del recurrente Justo E. Fernández Fondeur,
en la cual no propone ningún medio determinado de ca-
sación.

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito
por su abogado Dr. José Canó Matos, en echa 16 de enero
del año 1981;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnada
pone de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por 19
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con cl
texto de la ley penal aplicada, que al no precisar la sen-
tencia impugnada los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al
no ejercer su poder de control, de decidir si la ley ha sido
bien o mal aplicada, por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuera casa-
da por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrán
ser compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 26 de julio de 1977, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
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1 kiconductor, por ajustarse a la ley; SEPTIMO; En cuanto al
fondo de la referida constitución en parte civil, se conde-
na al Ing. Caonabo Javier Castillo, propietario de la ca-
mioneta objeto del referido accidente, al pago de una in-
demnización de RD$1,000.00 (Un mil pesos oro) en favor
del señor Justo M. Fernández Fondeur, como justa repa-
ración por los daños y perjuicios morales y materiales su-
fridos por él a consecuencia del accidente de que se tra-
ta; OCTAVO: Se declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutable a la Compañía Nacional de Seguros
San Rafael, C. por A., conjuntamente con la persona civil-
mente responsable, Ing. Caonabo Javier Castillo, propietario
de la camioneta Mazda, póliza No. A-1-42697, motor No. BD-
U6162393, con límite de seguro de RDS2, 3, Y 6,000.00 pesos
oro, de acuerdo con la Ley 4117, por haberlos hecho confor-
me a la ley; SEGUNDO: En conato al fondo de dichos re-
cursos, se revoca la sentencia apelada, en cuanto al preve-
nido Danilo Amánzar, y la Corte obrando por contrario
imperio y autoridad propia, lo declara no culpable de vio-
lación a los artículos 49, 61 y 65 de la ley 241, puestos a su
cargo, y en consecuencia lo descarga de toda responsabili-
dad penal y civil, declarando las costas penales de oficio;
TERCERO: Admite como regular y válida en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha por Justo R.
Fernández F., contra el Ing. Caonabo Javier Castillo y
del prevenido Danilo Almánzar, por haberlas hecho de
conformidad con la ley, y en cuanto al fondo, se rechaza
por improcedente y mal fundada; CUARTO: Condena a
la parte civil constituida al pago de las costas civiles de
la alzada, con distracción de éstas en provecho del Dr. Ra-
fael Acevedo, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al doctor Francisco José Canó Matos, abogado

del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaria de la Cámara a-qua, el día 4 del mes de agosto
del año 1977, a requerimiento del Dr. José Canó
Matos, cédula No. 7227, serie 10, renovada, a nombre y
representación del recurrente Justo E. Fernández Fondeur,
en la cual no propone ningún medio determinado de ca-
sación.

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito
por su abogado Dr. José Canó Matos, en echa 16 de enero
del año 1981;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado
pone de manifiesto que fué dictado en dispositivo, per 19
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con cl
texto de la ley penal aplicada, que al no precisar la sen-
tencia impugnada los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al
no ejercer su poder de control, de decidir si la ley ha sido
bien o mal aplicada, por lo que procede la casación &A
fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuera casa-
da por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrán
ser compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 26 de julio de 1977, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
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sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones;
y SEGUNDO: Compensa las costas entre las partes;

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernnado
Ravelo de la Fuente, Franlisio Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alhurqucrque Castillo.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
24 de mayo de 1979.

Materia: Comercial.

Recurrentes: Banco Popular Dominicano, C. por A.
Ahogado: Dr. Bienvenido Ledesma.

Recurrido: Dr. Juan A. Cirala.
Abogado: Lic. José Eduardo Frias.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Cort,e de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Ftiente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández. Espaillat, y Leonte
R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario General
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3
del mes de agosto del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el
Banco Popular Dominicano, C. por A., con su domicilia
social en la calle Isabel la Católica No. 70, de esta ciudad.
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santiago, en sus atribuciones comerciales, el 24 de mayo
de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones;
y SEGUNDO: Compensa las costas entre las partes;

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernnado E.
Ravelo de la Fuente, Franlisio Elpidio Beras. Joaquín M.
Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín

L. !Fernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, Leida y publicada por mí, Secretario G¿neral,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 3 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
24 de mayo de 1979.

Materia: Comercial.

Recurrentes: Banco Popular Dominicano, C. por A.
Ahogado: Dr. Bienvenido Ledesma.

Recurrido: Dr. Juan A. Cirala.
Abogado: Lic. José Eduardo Frias.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fllente, Primer Sustituto en Funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Peroné), Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, y Leonte
R. Alburquerque Castillo, asistidos dcl Secretario General
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad da
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3
del mes de agosto del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el
Banco Popular Dominicano, C. por A., con su domicilio
social en la calle Isabel la Católica No. 70, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santiago, en sus atribuciones comerciales, el 24 de mayo
de 1'979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Bienvenido Ledesma, en representación
de los Ores. Salvador Jorge Blanco y Rosina de Alvarado,
cédulas Nos. 37108 y 63865, serie 31, abogados del rem-
rrente, en la lectura de sus colclusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. José
Eduardo Frias, en representación del Lic. Edilio Vargas
Ortega, cédula No. 11530, serie 40, abogado del recurrido
Juan A. Girala, dominicano, mayor de edad, casado, co-

merciante, domiciliado en la calle San Luis No. 70, de la
ciudad de Santiago, cédula No. 24409, serie 31;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, del 3 de agosto d3
1979, suscrito por sus abogados, en el cual se proponen
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del lro. de octubre de
1979, firmado por el abogado del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 31 de julio del año 1981,
por el Magistrado Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama a los Magistrados Fernando E. Ftavelo de la
Fuente, Manuel A. Amiama, Jueces de este Tribunal, para
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso die casación de que se trata, de confor-
midad con las leyes Nos. 684 y 1934 y 926 de 1955;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los tetxos legales invocados por el re
currente, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 63 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de una demanda en reparación de daños y perjui-
cios intentada por el hoy recurrido Juan A. Girola contra sr.

el ahora recurrente, Banco Popular Dominicano, C. por
A., la Cámara Civil, Comercial yde Trabajo de la Prime-

ra Circunscripción del Juzgado de Primera Instan&a del
Distrito Judicial de Santiago, dictó, en sus atribuciones
comerciales, el 13 de junio do 1978 una sentencia cuyo
dispositivo dice así: l'Falla: PRIMERO: Acoge las conclu-
siones principales de la parte demandada y en consecuen-
cia ordena la fusión de las demandas levantadas por el se-
ñor Dr. Juan A. Girala, contra el Banco Popular Domini-
cano, C. por A.; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones sub-
sidiarias en ambas demandas de la parte demandada y en
consecuencia condena al Banco Popular Dominicano, C.
por A., a pagar al señor Juan A. Girala una indemniza-
ción de Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00), como justa re-
paración de los perjuicios morales sufridos por dicho se-
ñor; TERCERO: Condena al Banco Popular Dominicano,
C. por A., al pago de los intereses legales de dicha suma,
a título de indemnización suplementaria; CUARTO: Con-
dena a la parte que sucumbe al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho del Lic. Edilio Vargas
Ortega, abogado que lifirma estarlas avanzanoo en su to-
talidad; lo), que sobre los recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: PRIMERO: Declara buenos y
válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación in-
terpuestos por el Banco Popular Dominicano, C. por A., y
por el doctor Juan A. Girala, contra la sentencia dictada
en fecha trece (13) del mes de junio del año Mil novecien-
tos setenta y ocho (1978), por la Cámara Civil, Comercial
y de Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cu-
yo dispositivo aparece copiado en otro lugar de la presen-
te decisión; SEGUNDO: Rechaza por improcedente las
conclusiones del Banco Popular Dominicano, C. por A., y
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Condena al Banco Popular Dominicano, C. por A.,
al pago de las costas y ordena su distracción en provecho
del Lic. Edilio Vargas Ortega, abogado que afirma haber-
las avnazado en su mayor parte;
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Oído al Dr. Bienvenido Ledesma, en representación
de los Dres. Salvador Jorge Blanco y Rosina de Alvarado,
cédulas Nos. 37108 y 63865, serie 31, abogados del reu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. José
Eduardo Frias, en representación del Lic. Edilio Vargas
Ortega, cédula No. 11530, serie 40, abogado del recurrido
Juan A. Girala, dominicano, mayor de edad, casado, co-
merciante, domiciliado en la calle San Luis No. 70, de la
ciudad de Santiago, cédula No. 24409, serie 31;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, del 3 de agosto do
1979, suscrito por sus abogados, en el cual se proponen
les medíos que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 1ro. de octubre de
1979, firmado por el abogado del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 31 de julio del año 1981,
por el Magistrado Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama a los Magistrados Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Manuel A. Amiama, Jueces de este Tribunal, para
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las leyes Nos. 684 y 1934 y 926 de 1955;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los tetxos legales invocados por el re
currente, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de una demanda en reparación de daños y perjui-
cios intentada por el hoy recurrido Juan A. Girala contra
el ahora recurrente, Banco Popular Dominicano, C. por
A., la Cámara Civil, Comercial yde Trabajo de la Prime-

ra Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, dictó, en sus atribuciones
comerciales, el 13 de junio de 1978 una sentencia cuyo
dispositivo dice así: ITalla: PRIMERO: Acoge las conclu-
siones principales de la parte demandada y en consecuen-
cia ordena la fusión de las demandas levantadas por el se-
ñor Dr. Juan A. Girala, contra el Banco Popular Domini-
cano, C. por A.; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones sub
sidiarias en ambas demandas de la parte demandada y en
consecuencia condena al Banco Popular Dominicano, C.
por A., a pagar al señor Juan A. Girala una indemniza-
ción de Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00), como justa re-
paración de los perjuicios morales sufridos por dicho se-
ñor; TERCERO: Condena al Banco Popular Dominicano,
C. por A., al pago de los intereses legales de dicha suma,
a titulo de indemnización suplementaria; CUARTO: Con-
dena a la parte que sucumbe al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho del Lic. Edilio Vargas
Ortega, abogado que afirma estarlas avanzanoo en su to-
talidad; b), que sobre los recursos interpuestos intervino
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Falla: PRIMERO: Declara buenos y
válidos en cuanto a la forma los recursos de apelación in-
terpuestos por el Banco Popular Dominicano, C. por A., y
por el doctor Juan A. Girala, contra la sentencia dictada
en fecha trece (13) del mes de junio del año Mil novecien-
tos setenta y ocho (1978), por la Cámara Civil, Comercial
y de Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cu-
yo dispositivo aparece copiado en ctro lugar de la presen-
te decisión; SEGUNDO: Rechaza por improcedente las
conclusiones del Banco Popular Dominicano, C. por A., y
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Condena al Banco Popular Dominicano, C. por A.,

• al pago de las costas y ordena su distracción en provecho
del Lic. Edilio Vargas Ortega, abogado que afirma haber-
las avnazado en su mayor parte;
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•

Considerando, que el recurrente propone en su me-
morial de casación, los siguientes medios: Primer Medio:
Violación del artículo 13154e1 Código Civil, al desnatu-
ralizar los hechos; Segundo Medio: Desconocimiento
artículo 1134 del Código Civil y errónea aplicación del ar-
tículo 1382 del mismo Código; Tercer Medio: Violación
de los artículos 130 y 131 del Código de Procedimiento
Civil;

Considerando, que el recurrente alega, en su vrirner
medio de casación, fan síntesis, que, todo aquel que inten-
ta una acción en justicia o exe-apciona la que se &rige en
su contra, debe probar los hechos en qué fundamenta su
acción o su excepción; que el artículo 1315 del Código Ci-
vil, ofrece en el presente caso una importancia considera-
ble; qua en la sentencia impugnada la Corte a-qua da pa
establecidos una serie de hechos y circunstancias no proba-
dos; que no se probó, ni ante el tribunal de Primera Ins-
tancia, ni ante la Corte, que la currección del depósito
de Girala, fuese la obra de un empleado bancario, pues en
la práctica diaria del Banco Popular Dominicano, C. por
A., los depósitos defectuosos, son devueltos a los clientes
con la indicación de que procedan a corregirlos, para po-
der darle entrada en la cuenta corriente correspondiente;
que la Corte se limita a expresar que ella da por proba-
dos esos hechos, sin explicar de cuáles elementos del pro-
ceso ella obtiene las pruebas; que la Corte a-qua desnatu-
ralizó los medios de prueba aportados al proceso, incurrien-
do en la violación del artículo 1315 del Código Civil, po-
niendo en boca de la parte demandada hechos no debatidos;
pero,

Considerando, que los jueces no están obligados a
enunciar, en particular, ni mucho menos contar las piezas
cuyo contenido sirva de apoyo a sus decisiones; que es bas-
tante, salvo que se imponga la necesidad de una mención
especial, la expresión "por los documentos y piezas que
informan el presente expediente", como consta en la sem

tencia impugnada, para indicar que se ha procedido a su
examen y ponderación; que la sentencia que se impugna
da por establecido, sin desnaturalización alguna, los si-
guientes: a) que en fecha Iro. de diciembre de 1975, el Dr.
Girala envió un depósito al Banto Popular Dominicano, c.
por A., para acreditarlo a su cuenta corriente, por la can-
tidad de RD$156.20; b) que en dicho formulario de depó-
sito se advenía cierta tachadura, y un empleado del refe-
rido Banco llenó un formulario de depósito a fin de que
los RD$156.20 ingresaran a la cuenta del Dr. Juan A. Gi-
rela; e) que equivocadamente dicho empl eado bancario hi-
zo constar el nombre en dicho depósito del señor Ramón
Paulino Checo, en vez del Dr. Juan A. Girala; d) que di-
cha suma le fué acreditada, como era natural, a la cuenta
corriente de dicho señor Checo; e) que esta inexplicable
error dió lugar a que posteriormente le fueran devueltos
al Dr. Girala una serie de cheques expedidos a favor de
varias firmas comerciales; O que los cheques devueltos
por supuesta insufieigneia de fondos, fueron: en fecha 2
de diciembre de 1975, el cheque No. 455, girado a favor
de Abbott Laboratories Internacional Co., por valor de RD
8123.70; en fecha 17 de diciembre de 1975, el cheque No.
4809, girado a favor de Ocoeña, C. por A., por la suma de
RD$148.42; en fecha 6 de enero y 5 de febrero de 1976,
les cheques Nos. 516, 584 y 586, girados a faya de «a
fael lsambert, Daniel Espinal, C. por A., y Estación Gaso-
linera Colón, por RD$25.56, RD$68.00 y RD$30.12, res-
pectivamente; g), que luego de estas devoluciones, el Ban-
co Popular Dominicano, al advertir su error procedió a
acreditarlo a la cuenta corriente del Dr. Girala su depó-
sito de fecha Iro. de diciembre de 1975, por RD$156.20;
Considerando, que por lo antes expuesto, y dada la cir-
cunstancia de ser el Dr. Girala propietario de una farma-
cia en esta ciudad, evidentemente que ese hecho del Ban-
co k causó a dicho Dr. Gigla daños y perjuicibs morales
que sin duda alguna obliga a dicho Banco a repararlos,
por ser el único responsable de dicha sivación; que, en
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Considerando, que el recurrente propone en su me-
morial de casación, los siguientes medios: Primer Medio:
Violación del artículo 1315.4e1 Código Civil, al desnatu-
ralizar los hechos; Segundo Medio: Desconocimiento del
articulo 1134 del Código Civil y errónea aplicación del ar-

tículo 1382 del mismo Código; Tercer Medio: Violación
de los artículos 130 y 131 del Código de Procedimiento
Civil;

Considerando, que el recurrente alega, en su vrimer
medio de casación, en síntesis, que, todo aquel que inten-
ta una acción en justicia o excepciona la que se dirige en
su contra, debe probar los hechos en qué fundamenta su
acción o su excepción; que el artículo 1315 del Código Ci-
vil, ofrece en el presente caso una importancia considera-
ble; que en la sentencia impugnada la Corte a-qua dá per
establecidos una serie de hechos y circunstancias no proba-
dos; que no se probó, ni ante el tribunal de Primera Ins-
tancia, ni ante la Corte, que la currección del depósito
de Girala, fuese la obra de un empleado bancario, pues en
la práctica diaria del Banco Popular Dominicano, C. por
A., los depósitos defectuosos, son devueltos a los clientes
con la indicación de que procedan a corregirlos, para po-
der darle entrada en la cuenta corriente correspondiente;
que la Corte se limita a expresar que ella dá por proba-
dos esos hechos, sin explicar de cuáles elementos del pro-
ceso ella obtiene las pruebas; que la Corte a-qua desnatu-
ralizó los medios de prueba aportados al proceso, incurrien-
do en la violación del artículo 1315 del Código Civil, po-
niendo en boca de la parte demandada hechos no debatidos;
pero,

Considerando, que los jueces no están obligados a
enunciar, en particular, ni mucho menos contar las piezas
cuyo contenido sirva de apoyo a sus decisiones; que es bas-ra,
tante, salvo que se imponga la necesidad de una mención ni.:11
especial, la expresión "por los documentos y piezas que
informan el presente expediente", como consta en la sen-

tenia impugnada, para indicar que se ha procedido a su
411,	examen y ponderación; que la sentencia que se impugna

dá por establecido, sin desnaturalización alguna, los si-
guientes: a) que en fecha 1ro. de diciembre de 1975, el Dr.
Girala envió un depósito al Banto Popular Dominicano, C.
por A., para acreditarlo a su cuenta corriente, por la can-
tidad de RD$156.20; b) que en dicho formulario de depó-
sito se advertía cierta tachadura, y un empleado del refe-
rido Banco llenó un formulario de depósito a fin de que
les RD$156.20 ingresaran a la cuenta del Dr. Juan A. Gi-
rola; e) que equivocadamente dicho empleado bancario hi-
zo constar el nombre en dicho depósito del señor Ramón
Paulino Checo, en vez del Dr. Juan A. Gírala; d) que di-
cha suma le fué acreditada, como era natural, a la cuenta
corriente de dicho señor Checo; e) que este inexplicable
error dió lugar a que posteriormente le fueran devueltos
al Dr. Girala una serie de cheques expedidos a favor de
varias firmas comerciales; f) que los cheques devueltos
por supuesta insuficigncia de fondos, fueron: en fecha 2
de diciembre de 1975, el cheque No. 455, girado a favor
de Abbott Laboratories Internacional Co., por valor de RO
S123.70; en fecha 17 de diciembre de 1975, el cheque No.
4809, girado a favor de Ocoeña, C. por A., por la suma de
RD$148.42; en fecha 6 de enero y 5 de febrero de 1976,
les cheques Nos. 516, 584 y 586, girados a favor de Ra
fael Isambert, Daniel Espinal, C. por A., y Estación Gaso-
linera Colón, por RD$25.56, RD$68.00 y RD$30.12, res-
pectivamente; g), que luego de estas devoluciones, el Ban-
co Popular Dominicano, al advertir su error procedió a
acreditarlo a la cuenta corriente del Dr. Girala su depó-
sao de fecha lro. de diciembre de 1975, por RD$156.20;
Considerando, que por lo antes expuesto, y dada la cir-
cunstancia de ser el Dr. Girala propietario de una farma-
cia en esta ciudad, evidentemente que ese hecho del Ban-
co In ,causó a dicho Dr. Girfla daños y perjuicibs morales
que sin duda alguna obliga a dicho Banco a repararlos,
por ser el único responsable de dicha sivación; que, en



1916
	

BOLETIN JUDICIAL

consecuencia, y por todo lo expuesto, el primer medio del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en ssu segundo medio, el recurren-
te alega, en síntesis, lo siguiente: que en el caso que nos
ocupa, la Corte a-qua, ha aplicado las disposiciones del
artículo 1382 del Código Civil, que concierne a la respon-
sabilidad extra contractual, en una materia regida den-
tro de los límites del contrato de cuenta corriente suscri-
to entre las partes, que el contrato de cuenta corriente
es la ley de las partes, en la especie El Banco Popular
Dominicano, C. por A., y el Dr. Juan Girala, en base al
*cual se regían las relaciones contractuales entre ambos;
que por consiguiente, aplicando el artículo 1382, la Corte
a-gua, ha desvirtuado el proceso sometido a su considera-
ción, ya que se imponía a ella el examen de la converc-
ción legalmente entre las partes; que la Corte a-gua ha
hecho una falsa aplicación del artículo 1382 del Código
Civil; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, la Cor-
te a-qua, para confirmar la del Primer grado que había
acordado una indemnización de RDS4,000.00 en favor de
Juan A. Girala, a cargo del Banco Popular Dominicano,
C. por A., se dán los motivos siguientes: !'que el artículo
32 de la Ley de cheques establece que todo banco que
teniendo provisión de fondos y cuando no haya ninguna
oposición rehusara pagar un cheque regularmente
emitido a su cargo, será responsable del perjuicio que
resultare al librador la falta de pago del título y por el
daño que sufriere el crédito del librador; que es obvio cl
perjuicio que en su crédito sufre un comerciante que te-
niendo fondos suficientes en un banco, éste Por razones
de descuido de alguno de sus empleados o funcionarios,
rehusa el pago de algún cheque girado en su contra; que
esta Corte de Apelación, aún tomando en cuenta la serie
de cheques que en diferentes ocasiones les fueron devuel-
tos al Dr. Girala por insuficiencia de fondos y cuya rela-
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ción iué depositada por el Banco Popular Dominicano, C.
por A., estima que la suma de RD$4,000.00 es una suma
justa y adecuada para reparar los daños y perjuicios su-
fridos por el Dr. Girala como consecuencia del rehusa-
miento de pago de Parte del Banco Popular Dominicano,
C. por A., de los cheques aludidos en esta sentencia; que,
por lo transcrito, resulta indudable que la Corte a-qua ha
basado su sentencia en las reglas de la Ley de Cheques,
No. 2859, y no en el artículo 1382 del Código Civil, como
lo alega el recurrente, que, en consecuencia, el segundo
medio también carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considerando, que en terco y último medio el recu-
rrente alega, que Juan A. Girala recurrió en apelación
contra la sentencia de fecha 13 de junio de 1978, dictada
per la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial ,de Santiago, en cuyo recurso solici-
taba a la Corte de Apelación de Santiago que revocan la
sentencia apelada en cuanto al monto de la indemnización
y que condenara al Banco Popular Domlnicano, C. por A ,
al pago de una indemnización de RD$40,000.00 como jus-
ta reparación por los daños y Perjuicios morales experi-
mentados por él; que la Corte a-qua confirmó, en teclas sus
partes, la sentencia de primera instancia, es decir, recha-
zó el recurso de Juan A. Girala; que la sentencia ahora re-
currida emitió compensar las costas entre las partes, cons-
tituyendo esto una violación de los artículos 130 y 131 de
Código de Procedimiento Civil; pero,

Considerando, que, cuando un reclamante en repara-
ción de daños y perjuicios obtiene de los jueces, en primer
grado o en segunda grado, el reconocim¿ento de la ver-
dad de esos daños como cuestión básica y evalúen los mis-
mos, el hecho de que esa evolución resulte inferior a lo
que haya pedido el demandante o apelante, no constituye
un caso de sucumbencia parcial del reclamante y una ga-
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consecuencia, y por todo lo expuesto, el primer medio del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su segundo medio, el recurren-
te alega, en síntesis, lo siguiente: que en el caso que nos
ocupa, la Corte a-qua, ha aplicado las disposiciones del
artículo 1382 del Código Civil, que concierne a la respon-
sabilidad extra contractual, en una materia regida den-
tro de los límites del contrato de cuenta corriente suscri-
to entre las partes, que el contrato de cuenta corriente
es la ley de las partes, en la especie El Banco Popular
Dominicano, C. por A., y el Dr. Juan Girala, en base al
cual se regían las relaciones contractuales entre ambos;
que por consiguiente, aplicando el artículo 1382, la Corte
a-qua, ha desvirtuado el proceso sometido a su considera-
ción, ya que se imponía a ella el examen de la comiere-
ción legalmente entre las partes; que la Corte a-qua ha
hecho una falsa aplicación del artículo 1382 del Código
Civil; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, la Cor-
te a-qua, para confirmar la del Primer grado que había
acordado una indemnización de RDS4,000.00 en favor de
Juan A. Girala, a cargo del Banco Popular Dominicano,
C. por A., se dán los motivos siguientes: !`que el artículo
32 de la Ley de cheques establece que todo banco que
teniendo provisión de fondos y cuando no haya ninguna
oposición rehusara pagar un cheque regularmente
emitido a su cargo, será responsable del perjuicio que
resultare al librador la falta de pago del título y por el
daño que sufriere el crédito del librador; que es obvio cl
perjuicio que en su crédito sufre un comerciante que te-
niendo fondos suficientes en un banco, éste Por razones
de descuido de alguno de sus empleados o funcionarios,
rehusa el pago de algún cheque girado en su contra; que
esta Corte de Apelación, aún tomando en cuenta la serie
de cheques que en diferentes ocasiones les fueron devuel-
tos al Dr. Girala por insuficiencia de fondos y cuya rela-
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ción fué depositada por el Banco Popular Dominicano, C.
por A., estima que la suma de RD$4,000.00 es una suma
justa y adecuada para reparar los daños y perjuicios su-
fridos por el Dr. Girala como consecuencia del rehusa-
miento de pago de Parte del Banco Popular Dominicano,
C. por A., de los cheques aludidos en esta sentencia; que,
por lo transcrito, resulta indudable que la Corte a-qua ha
basado su sentencia en las reglas de la Ley de Cheques,
No. 2859, y no en el artículo 1382 del Código Civil, como
lo alega el recurrente; que. en consecuencia, el segundo
medio también carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considerando, que en terco y último medio el real-
mente alega, que Juan A. Girala recurrió en apelación
contra la sentencia de fecha 13 de junio de 1978. dictada
per la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial ,de Santiago, en cuyo recurso solici-
taba a la Corte de Apelación de Santiago que revocara la
sentencia apelada en cuanto al monto de la indemnización
y que condenara al Banco Popular Dominicano, C. por A.,
al pago de una indemnización de RD$40,000.00 como jus-
ta reparación por los daños y Perjuicios morales experi-
mentados por él; que la Corte a-qua confirmó, en tcdas sus
partes, la sentencia de primera instancia, es decir, recha-
zó el recurso de Juan A. Girala; que la sentencia ahora re-
currida emitió compensar las costas entre las partes, cons-
tituyendo esto una violación de los artículos 130 y 131 de
Código de Procedimiento Civil; pero,

Considerando, que, cuando un reclamante en repara-
ción de daños y perjuicios obtiene de los jueces, en primer
grado o en segunda grado, el reconocimiento de la ver-
dad de esos daños como cuestión básica y evalúen los mis-
mos, el hecho de que esa evolución resulte inferior a lo
que haya pedido el demandante o apelante, no constituye
un caso de sucumbencia parcial del reclamante y una ga-
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1nancia de causa a la parte adversa que confiera a los jue-
ces, como en el caso de que se trata, la facultad de com-
pensar ,en todo o en parte las costas; que esa facultad de
los jueces sólo puede ejercerse cuando, dentro de un mis-
mo litigio, los litigantes contrapuestos obtienen ganancia
de causa en algunos puntos y pérdida de causa en otros
tal como resulta de los textos Legales invocados, sin ra-
zón alguna, por el recurrente; que, por lo expuesto, el ter-
cer y último medio también carece de fundamento, y debe
ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
D'ación interpuesto por el Banco Popular Dominicano, C.
Por A., contra la sentencia comercial dictada por la Corte
de Apelación de Santiago, el 24 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se ha copiado en pan., anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al Banco Popular Dominicano, C.
por A., al pago de las costas y ordena su distracción en
provecho del Dr. Edilio Vargas Ort:iga, abogado del rec-a-
nido, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS). — Fernnado E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpiditi Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat —
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genes-al,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 28 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Dr. Federico Read Medina, Ptocurador de la Corte
de Santo Domingo, c. s. Miguel Feliz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Joaquín L. Hernández Espaillat, y Leonte Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes
de agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr.
Federico Read Medina, Procurador General de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en la causa seguida a
guel Feliz, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
nr...ccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 28 de agosto del año 1978, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: PRIMr..RO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 2 de agosto de 1977, por el Dr. Fermín Peña, a nem
bre de la parte civil constituida contra sentencia de fecha
23 de julio de 1977, dictada Por la Octava Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,



nancia de causa a la Parte adversa que confiera a los jue-
ces, como en el caso de que se trata, la facultad de com-
pensaren todo o en parte las costas; que esa facultad de
los jueces sólo puede ejercerse cuando, dentro de un mis-
mo litigio, los litigantes contrapuestos obtienen ganancia
de causa en algunos puntos y pérdida de causa en otros
tal como resulta de los textos legales invocados, sin ra-
zón alguna, por el recurrente; que, por .lo expuesto, el ter-
cer y último medio también carece de fundamento, y debe
ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Banco Popular Dominicano, C.
por A., contra la sentencia comercial dictada por la Corte
de Apelación de Santiago, el 24 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al Banco Popular Dominicano, C.
por A., al pago de las costas y ordena su distracción en
provecho del Dr. Edilio Vargas Orina, abogado del recu-
rrido, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS). — Fernnado E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Seres, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdom.o Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo F., Secretar:o General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jecoloo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 28 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Dr. Federico Read Medina, Procurador de la Corte
de Santo Domingo, c. s. Miguel Féliz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Francisco ElPidio Beres, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Joaquín L. Hernández Espaillat, y Leontie Rafael Albur-
querque Castillo, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrcto Nacional, hoy día 5 del mes
de agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, corno
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr.
Federico Read Medina, Procurador General de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en la causa seguida a Mi-
guel Feliz, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rneccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 28 de agosto del año 1978, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 2 de agosto de 1977, por el Dr. Fermín Peña, a nom-
bre de la parte civil constituida contra sentencia de fecha
25 de julio de 1/977, dictada Por la Octava Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
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go, en la cual no se propone ningún medio dcterniMado de
casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20,23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el exámcn del fallo im pugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, pa lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de los
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
4	 obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-

siva, deben enunciar los hechos que resulten de la ins-
trucción y además, calificar como hechos en relación con
el texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la
sentencia impugnada los hechos y estar carente de moti-
vos, la Suprema Corte de Justicia, está en la imposibili-
dad, al ejercer su poder de control, de dee'dir si la ley
ha sido bien o mal aplicada; por loq ue precede la casación
del fallo;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dicta-. da en atribuciones correccionales por la Corte de A pela-
ción de Santo Domingo, en fecha 28 de agosto del año 1978,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Cristóbrl, en las mismas atribuciones, y
Segundo: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pera), Juan Bautista Ro,
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran .en su encabezamiento, en la

0	 audiencia púbica del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada per mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Se declara
al nombrado Miguel Feliz, de generales que constan, cul-
pable de violación a la Ley'3143, en perjuicio de Marino
Valdez y José Guillermo L., y en consecuencia se la con-
dena al pago de una multa de Cien pesos oro (RD$100.00),
y al pago de las costas penales; SEGUNDO: Se declara al
Ing. José María Carías, de generales anotadas, no cul-
pable de violación a la Ley 3143 y en consecuencia, se le
descarga de toda responsabilidad penal y se declaran las
cestas de oficio; TERCERO: Se declara regular y válida
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha
por los señores Marino Valdez y José Lucía Guillermo,
por haber sido hecha de conformidad con la ley y en
cuanto al fondo, se fija en la suma de (RD$2,381.20), Dos
mil trescientos ochenta y un peso oro con veinte centavos,
quo el prevenido Miguel Feliz, deberá pagar a los seño-
res Marino Valdéz y José Lucía Guillermo y (RD$5,000.00)
Cinco mil pesos oro, a título de indemnización por los da-
ños causados, y al pago de las costas civiles con di:bac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Fermín Peña,
abogado de la parte civil constituida, por haberlas avan-
zado en su tctalidad. Por haberlo hecho conforme a la
loy; SECUNDO: En cuanto al fondo, revoca en todas sus
partes la sentencia apelada, y la Corte, por propia auto-
ridad y contrario im perio declara a Miguel Feliz, y al Ing.
José María Garlas, no culpables de violación a la Ley 3143,
y en consecuencia se descargo, el primero, por insuficien-
cia de pruebas y el segundo por no haber cornet'do los
hechos puestos a su cargo, declarando las costas de ofi-
cio.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrdao Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 6 de septiembre
del año 1978, a requerimiento del Dr. Federico Read Medi-
na, Procurador de la Corte de Apelación de Santo Domin-
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go, en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20,23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo immignado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, per lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de los
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva, deben enunciar los hechos que resulten de la ins-
trucción y además, calificar como hechos en relación con
el texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la
sentencia impugnada los hechos y estar carente de moti•
vos, la Suprema Corte de Justicia, está en la imposibili-
dad, al ejercer su poder de control, de dec i dir si la ley
ha sido bien o mal aplicada; por loq ue precede la casación
del fallo;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 28 de agosto del año 1978,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lao:ón de San Cristóbel, en las mismas atribuciones, y
Segundo: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro,
jas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Ra-

fael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F., Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

11111	 audiencia públ ica del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada per mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: 52 declara
al nombrado Miguel Féliz, de generales que constan, cal-
pable de violación a la Ley'3143, en perjuicio de Marino
Valdez y José Guillermo L., y en consecuencia se le con-
dena al pago de una multa de Cien pesos oro (RD$100.00),
y al pago de las costas penales; SEGUNDO: Se declara al
Ing. Jcsé María Carías, de generales anotadas, no cul-
pable de violación a la Ley 3143 y en consecuencia, se le
descarga de toda responsabilidad penal y se declaran las
cestas de oficio; TERCERO: Se declara regular y válida
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha
por los señores Marino Valdez y José Lucía Guillermo,
por haber sido hecha de conformidad con la ley y en
cuanto al fondo, se fija en la suma de (RD$2,381.20), Dos
mil trescientos ochenta y un Peso oro con veinte centavos,
quo el prevenido Miguel Féliz, deberá pagar a los seño-
res Marino Valdéz y José Lucía Guillermo y (RD$5,000.00)
Cinco mil pesos oro, a título de indemnización por les da-
ños causados, y al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Fermín Peña,
abogado de la parte civil eonsti:tuída, por haberlas avan-
zado en su totalidad. Por haberlo hecho conforme a la
ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo, revoca en todas sus
partes la sentencia apelada, y la Corte, por propia auto-
ridad y contrario im perio declara a Miguel Feliz, y al Ing.
José María Caries, no culpables de violación a la Ley 3143,
y en consecuencia se descarga, el primero, por insuficien-
cia de pruebas y el segundo por no haber cornet .do los
hechos puestos a su cargo, declarando las costas de ofi-
cio.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrdao Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 6 de septiembre
del año 1978, a requerimiento del Dr. Federico Read Medi-
na, Procurador de la Corte de Apelación de Santo Domin-
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de 'Apelación de Santo Domingo,
de fecha 13 de abril de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Mario de Js. Cleto, José del Carmen Liberato y la
Compañia de Seguros, C. por A.

Ahogado: Dr. Juan J. Sánchez A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto del Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte R. Albur-
qu.erque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes
de agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario de
Jesús Cleto, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer,
portador de la cédula de identificación personal número
61052, serie primera, domiciliado y residente en La Vic-
toria, Distrito Nacional; José del Carmen Liberato, domi-
nicano, mayor de edad, casado, portador de la cédula de
identificación personal No. 673, serie 73, con domicilio y
residencia en esta ciudad y Cia. de Seguros Dominicana de
Seguros, C. por A., con asiento social en esta ciudad, contra
la sentencia correccional dictada por la Corte de Apela-
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ción de Santo Domingo, de fecha 13 de abril de 1979, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como
regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos por el Dr. José Rafael Helena Ro-
dríguez, el día 5 de agosto de 1976; a nombre y represen-
tación de Mario de Jesús Cleto, José del Carmen Liberato
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.; b) por
el Dr. César Augusto Canó González, Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Nacional, en fecha 19 de julio
de 1976; contra sentencia dictada por la Séptima Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, de fecha 19 de julio de 1976; cuya parte dis-
positiva dice así: "Falla: PRIMERO: Se declara al nom-
brado Mario de Jesús Cleto, dominicano, mayor de edad,
cédula de identidad No. 61052, serie primera, residente
en La Victoria, Distrito Nacional, culpable de haber viola-
do el artículo 49, párrafo 1ro. de la Ley 241; en conse-
cuencia se condena a Doscientos pesos oro (RD$200.00) de
multa y al pago de 1.-ts costas penales; se ordena además
la suspensión de la licencia para conducir que ampara al
prevenido, por un período de un (1) años; SEGUNDO: Se
declara buena y válida la constitución en parte civil in-
coada por el señor Fabio Sarmiento de Jesús, a través de
su abogado Dr. Abraham Bautista Alcántara, por haber
sido hecha de acuerdo con la Ley; en cuanto al fondo con-
dena a los señores Mario de Jesús Cleto y José del Car-
men Liberato, al primero por su hecho personal, y al se-
gundo, persona civilmente responsable, al pago de una in-
demnización de Ocho mil pesos oro (RD$8,000.00); más
los intereses legales de dicha suma, a partir de la deman-
da y la ejecución de la sentencia, como justa reparación
por los daños morales y materiales sufridos por el deman-
dante de este accidente; TERCERO: Condena a los seño-
ras previdos y persona civilmente responsable al pago de
las costas civiles con distracción y provecho en las mis-
mas en favor del Dr. Abraham Bautista Alcántara, quien
afirma haberles avanzado en su totalidad; CUARTO: Or-
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de 'Apelación de Santo Domingo,
de fecha 13 de abril de 1979.

Materia: Correccional

Recurrentes: Mario de Js. Cleto, José del Carmen Liberato y la
Compañia de Seguros, C. por A

Ahogado: Dr. Juan J. Sánchez A.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto del Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Leonte R. Albur-
querque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes
de agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario de
Jesús Cleto, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer,
portador de la cédula de identificación personal número
61052, serie primera, domiciliado y residente en La Vic-
toria, Distrito Nacional; José del Carmen Liberato, domi-
nicano, mayor de edad, casado, portador de la cédula de
identificación personal No. 673, serie 73, con domicilio y
residencia en esta ciudad y Cía. de Seguros Dominicana de
Seguros, C. por A., con asiento social en esta ciudad, contra
la sentencia correccional dictada por la Corte de Apela-

ción de Santo Domingo, de fecha 13 de abril de 1979, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla • PRIMERO: Admite como
regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos da
apelación interpuestos por el Dr. José Rafael Helena Ro-
dríguez, el día 5 de agosto de 1976; a nombre y represen-
tación de Mario de Jesús Cleto, José del Carmen LibeTato
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. per A.; b) par
el Dr. César Augusto Canó González, Magistrada Procura-
dor Fiscal del Distrito Nacional, en fecha 19 de julio
de 1976; contra sentencia dictada por la Séptima Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, de fecha 19 de julio de 1976; cuya parte dis-
positiva dice así: "Falla: PRIMERO: Se declara al nom-
brado Mario de Jesús Cleto, dominicano, mayor de edad,
cédula de identidad No. 61052, serie primera, residente
en La Victoria, Distrito Nacional, culpable de haber viola-
do el artículo 49, párrafo lto. de la Ley 241: en conse-
cuencia se condena a Doscientos pesos oro (RD$200.00) de
multa y al pago de litS costas penales; se ordena además
la suspensión de la licencia para conducir que ampara al
prevenido, por un período de un (1) años; SEGUNDO: Se
declara buena y válida la constitución en parto civil in-
coada por el señor Fabio Sarmiento de Jesús, a través de
su abogado Dr. Abraham Bautista Alcántara, por haber
sido hecha de acuerdo con la Ley; en cuanto al fondo con-
dena a los señores Mario de Jesús Cleto y José del Car-
men Liberato, al primero por su hecho personal, y al se-
gundo, persona civilmente responsable, al pago de una in-
demnización de Ocho mil pesos oro (RD$8,000.00); más
los intereses legales de dicha suma, a partir de la den-lan-
da y la ejecución de la sentancia, como justa reparación
por los daños morales y materiales sufridos por el deman-
dante de este accidente; TERCERO: Condena a los seño-
res previdos y persona civilmente responsable al pago de
las costas civiles con distracción y provecho en las mis-
mas en favor del Dr. Abraham Bautista Alcántara, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Or-
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dena que esta sentencia le sea común y oponible y ejecu-
table a la Compañía de Seguros Dominicana de Seguros,
C. por A., entidad aseguradoí.a del vehículo que ocasionó
el accidente; de conformidad con el artículo 10 de la Ley
4117, por haber sido hecho cada uno dentro del plazo y
demás formalidades legales; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia recurrida en su ordinal primero, en lo que respec-
ta a la pena impuesta al prevenido Mario de Jesús Cleto
y la parte por propia autoridad fija la multa en la suma
de Cien pesos oro (RD$100.001, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes y reteniendo falta del otro con-
ductor, Ramón Sarmiento; TERCERO- Modifica asimismo,
el ordinal segundo de la sentencia apelada; en lo que res-
Peda a la indemnización acordada, y la Corte por propia
autoridad la fija en la suma de Seis mil pesos oro (RD$6,-
000.00), por estar esta suma más en armonía con los per-
juicios recibidos; CUARTO: Confirma la sentencia recu-
rrida en sus demás aspectos; QUINTO: Condena a Mario
de Jesús Cleto al pago de las cestas penales; SEXTO: Con-
dena a Mario de Jesús Cleto y a José del Carmen Libera-
to, al pago de las costas civiles, con distracción de las ci-
viles en provecho del Dr. Abraham Bautista Alcántara,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTI-
MO: Declara esta sentencia común y oponible a la Com-
pañía de Seguros Dominicana de Seguros, C. por A.; (SE-
DONMCA), por el ser el asegurador del vehículo que ma-
nejaba Mario de Jesús Cleto y fué uno del causante del ac-
cidente;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de casación levantada en la Cámara

a-qua el 28 de abril del año 1977, a requerimiento del Lic.
Digno Sánchez, cédula No. 2819, serie primera, en re pre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone
ningún medio determinado de casación;

c

BOLETIN JUDICIAL	 1925

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado Dr. D. Sánchez, en fecha 19 de enero
del año 1981;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23, y 43 de la Ley sobre Proce
dimiento de Casación;

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motives sino de toda relación de
hechos;

Considerando que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la rela-
ción con el texto de la Ley Penal aplicada; que al no pre-
cisar la sentencia impugnada los hechos y estar carente de
motivo, la Su prema • Corte de Justicia está en la imposibi-
lidad, al ejercer su poder de control, de decidir si la ley
ha sido bien o mal aplicada, por lo que procede la casación
del fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuera casa-
da por falta o insuficiencia de motivos, las costas podrán
ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, de fecha 13 de abril del 1979, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Pedro de. Macorís, en las mismas atribuciones, y Se-
gundo: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín NI.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe

~Ir
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dena que esta sentencia le sea común y oponible y ejecu-
table a la Compañía de Seguros Dominicana de Seguros,
C. por A., entidad aseguradoí.a del vehículo que ocasionó
el accidente; de conformidad con el artículo 10 de la Ley
4117, por haber sido hecho cada uno dentro del plazo y
demás formalidades legales; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia recurrida en su ordinal primero, en lo que respec-
ta a la pena impuesta al prevenido Mario de Jesús Cleto
y la parte por propia autoridad fija la multa en la suma
de Cien pesos oro (RD$100.00), acogiendo en su favor (lir
cunstancias atenuantes y reteniendo falta del otro con-
ductor, Ramón Sarmiento; TERCERO: Modifica asimismo,
el ordinal segundo de la sentencia apelada; en lo que res-
Poeta a la indemnización acordada, y la Corte por propia
autoridad la fija en la suma de Seis mil pesos oro (RD$6,-
000.00), por estar esta suma más en armonía con los per-
juicios recibidos; CUARTO; Confirma la sentencia recu-
rrida en sus demás aspectos; QUINTO: Condena a Mario
de Jesús Cleto al pago de las cestas penales; SEXTO: Con-
dena a Mario de Jesús Cleto y a José del Carmen Libera-
l°, al pago de las costas civiles, con distracción de las ci-
viles en provecho del Dr. Abraham Bautista Alcántara,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTI-
MO: Declara esta sentencia común y oponible a la Com-
pañía de Seguros Dominicana de Seguros, C. por A.; (SE-
DONMCA), por el ser el asegurador del vehículo que ma-
nejaba Mario de Jesús Cleto y fué uno del causante del ac-
cidente;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de casación levantada en la Cámara

a-qua el 28 de abril del año 1977, a requerimiento del Lic.
Digno Sánchez, cédula No. 2819, serie primera, en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone
ningún medio determinado de casación;
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Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado Dr. D. Sánchez, en fecha 19 de enero
del año 1981;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23, y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motives sino de toda relación de
hechos;

Considerando que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la rela-
ción con el texto de la Ley Penal aplicada; que al no pre-
cisar la sentencia impugnada los hechos y estar carente de
motivo, la Suprema-Corte de Justicia está en la imposibi-
lidad, al ejercer su poder de control, de decidir si la ley
ha sido bien o mal aplicada, por lo que procede la casad/sil
del fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuera casa-
da por falta o insuficiencia de motivos, las costas podrán
ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, de fecha 13 de abril del 1979, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo y envía el asunto Por ante la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones, y Se-
gundo: Compensa las costas entre las partes.

(EMMADOS). — Néstor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha lro. de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Clara Herrera y la San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.(
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Osvaldo Perdomo Báez, Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, Joaquín J. Hernández Espaillat y Leonte R.
Alburque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5
del mes de agosto del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dibta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casaceón, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Clara
Herrera, dominicana, mayor de edad, soltera, con cédula
de identificación personal número 5702, serie 22, y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.. con su asien-
to social en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correcc¿onales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha Aro. de marzo
del año 1979, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO:
Admite como regular y válido en cuanto a la forma, ?1
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Manuel Valen-
tía Ramos, a nombre de la prevenida Clara G. Herrera M.,
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en fecha
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Isvaldo Perdomo Báez, Leonte R. Alburquerque C — Mi-
uel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
:udiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
ué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
pie certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTE.NCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 1ro. de marzo de 1979.

Materia: Q)rreccional.

Recurrentes: Clara Herrera y la San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte R.
Alburque Castillo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5
del mes de agosto del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' de la Restauración, dieta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación inter puesto por Clara
Herrera, dominicana, mayor de edad, soltera, con cédula
de identificación personal número 5702, serie 22, y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con su asien-
to social en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 1ro. de mano
del año 1979, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO:
Admite como regular y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Manuel Valen-
tín Ramos, a nombre de la prevenida Clara G. Herrera M.,
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en fecha
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1ro. de noviembre de 1977, contra sentencia de la Sexta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera lnstanda del
Distrito Nacional, de fecha 31 de agosto de 1977, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla : PRIMERO: Se pronuncia el de-
fecto en contra de la nombrada Clara G. Herrera Matos,
Por no haber comparecido a la audiencia, no obstante ha-
ber sido legalmente citada; SEGUNDO: Se declara a la
nombrada Clara R. Herrera Matos, culpable del delito de
violación de la ley 241, en perjuicio de la señora Ondina
Matos, y en consecuencia, se condena al pago de una mul-
ta de Veinticinco pesos oro (RDS25.00), y costas, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Se
declara buena y válida la constitución en parte civil inten-
tada por la señora Ondina Matos, a través de su abogado
Dr. Luis Bolívar Peña y Ramírez, en contra de la señora
Clara R. Herrera Matos, en su forma, y por haberla he-
cho de acuerdo a las disposiciones legales; cn consecuen-
cia y en cuanto al fondo , se condena a la señora Clara R.
Herrera Matos, en su calidad de ptrsona civilmente res-
ponsable, al pago de una indemnización de Tres mil pesos
oro, (RD$3,000.00), a favor de la parte civil constituida,
como justa reparación Por los daños morales y materiales
sufridos por dicha parte civil, en el referido accidente.
más al pago de los intereses legales de la suma acordada
a título de indemnización complementaria, a partir de la
fecha de la demanda en justicia, así como al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas, en provecho
del Dr. Luis Bolívar Peña y Ramírez, quien afitnia ha-
berlas avanzado en su mayor parte; CUARTO: Se declara

eme la presente sentencia le sea común y oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la
entidad aseguradora del vehículo q ue ocasionó el susodi-
cho accidente; y QUINTO: Se rechazan las conclusiones
de la Com pañía de Seguros San Rafael, C. por A., y la per-
sona civilmente responsable, por improcedente y mal fun-
dada, por haber sido hecho de acuerdo a la ley; SEGUN-
DO: Pronuncia el defecto de la señora Ondina Matos, par-
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te civil consttiuída, por falta de conclusión; citada en la
puerta del Tribunal; TERCERO: Modifica la sentencia ape-
lada, en cuanto a la indemnización im puesta y la Corte
obrando contrariamente la fija en Dos mil quinientos pesos
oro (RD$2,500.00) como justa reparación por los daños
morales y materiales sufridos por la parte civil constitui-
da, en el accidente que nos OCUIM; CUARTO: Confirma en
sus demás aspectos la sentencia recurrida; QUINTO: Or-
dena que esta sentencia le sea común y oponible a la Co-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad asegurado-
ra del vehículo que ocasioné el accidente; en virtud de la
ley 4117, en su artículo 10 Mod., sobre seguros obligato-
rios de vehículos de motor.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del-recurso de casación levantada en la
Secretaria de la Cámara a-qua, en fecha 21 de octubre del
año 1979, a requerimiento del Dr. Miguel Angel Cedeño
J., dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula de
identficación personal No. 17700, serie 28, en representa-
ción de Clara Herrera y la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A, en la cual no se propone ningún medio &—
terminado de Sasación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminali, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo im pugnado, po-
ne de manifiesto que, fue dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
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1ro. de noviembre de 1977, contra sentencia de la Sexta
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancea del
Distrito Nacional, de fecha 31 de agosto de 1977, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla . PRIMERO: Se pronuncia el de-
fecto en contra de la nombrada Clara G. Herrera Matos,
Por no haber comparecido a la audiencia, no obstante ha-
ber sido legalmente citada; SEGUNDO: Se declara a ta
nombrada Clara R. Herrera Matos, culpable del delito de
violación de la ley 241, en perjuicio de la señora Ondina
Matos, y en consecuencia, se condena al pago de una mul-
ta de Veinticinco pesos oro (RD$25.00), y costas, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: Se
declara buena y válida la constitución en parte civil inten-
tada por la señora Ondina Matos, a través de su abogado
Dr. Luis Bolívar Peña y Ramírez, en contra de la señora
Clara R. Herrera Matos, en su forma, y por haberla he-
cho de acuerdo a las disposiciones legales; en consecuen-
cia y en cuanto al fondo , se condena a la señora Clara R.
Herrera Matos, en su calidad de persona civilmente res-
ponsable, al pago de una indemnización de Tres mil pesos
oro, (RD$3,000.00), a favor de la parte civil constituida,
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por dicha parte civil, en el referido accidente.
más al pago de los intereses legales de la suma acordada
a título de indemnización complementaria, a partir de ]a
fecha de la demanda en justicia, así como al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas, en provecho
del Dr. Luis Bolívar Peña y Ramírez, quien afitnia ha-
berlas avanzado en su mayor parte; CUARTO: Se declara

eme la presente sentencia le sea común y oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la
entidad aseguradora del vehículo aue ocasionó el susodi-
cho accidente; y QUINTO: So rechazan las conclusiones
de la Com pañía de Seguros San Rafael, C. por A., y la per-
sona civilmente responsable, por improcedente y mal fun-
dada, por haber sido hecho de acuerdo a la ley; SEGUN-
DO: Pronuncia el defecto de la señora Ondina Matos, par-
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te civil consttiuída, por falta de conclusión; citada en la
puerta del Tribunal; TERCERO: Modifica la sentencia ape-
lada, en cuanto a la indemnización im puesta y la Corte
obrando contrariamente la fija en Dos mil quinientos pesos
oro (RD$2,500.00) como justa reparación por los dañes
morales y materiales sufridos por la parte civil constitui-
da, en el accidente que nos ocupa; CUARTO: Confirma en
sus demás aspectos la sentencia recurrida; QUINTO: Or-
dena que esta sentencia le sea común y oponible a la Co-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., entidad asegurado-
ra del vehículo que ocasioné el accidente; en virtud de la
ley 4117, en su artículo 10 Mod., sobre seguros obligato-
rios de vehículos de motor.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del-recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 21 de octubre del
año 1979, a requerimiento del Dr. Miguel Angel Cedeño
J., dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula de
identficación personal No. 17700, serie 28, en representa-
ción de Clara Herrera y la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., en la cual no se propone ningún medio de-
terminado de Sasación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminali, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo im pugnado, po-
ne de manifiesto que, fue dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
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siva deben enunoiar los hechos que resulten de la ins-
trucción y además, calificar esos hechos en relación con
su texto de la Ley Penal aplicada; que al precisar la sen-
tencia impugnada los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia está en la imposibilidad al
ejercer su poder de control de decidir si la ley ha sido
bien o mal aplicada, por lo que procede la casación d?.1
fallo impugnado;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de A pe-
lación de Santo Domingo, en fecha 1ro. de marzo del año
1979, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, en las mismas atribu-
ciones; y SEGUNDO: Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Confin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente.Francisco Elpidio Beras, Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jaybo F.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 22 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel Brea c.s. Víctor M. Gómez Sánchez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bauiista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat, y Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General. en la Sala donde celebra
sus audiencias, en lá ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de agosto del
año 1981, años 138' de la Independencia, y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

. Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel Brea, dominicano, mayor de edad, casado, con cédu-
la de identificación personal No. 61954, serie primera;
Víctor Manuel Gómez Sánchez, dominicano, mayor de
edad, casado, con cédula de identificación personal Núm.
50611, serie 31; Cooperativa Nacional de Transporte de
Choferes Dominicanos, Inc., y la Compañia Unión de Se-
guros, C. por A., con asiento social en esta ciudad de San-
to Domingo, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 22 de junio del año 1978, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos,
a) por el Dr. Ellis Jiménez Moquete, en fecha 9 de sep-
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rtiembre de 1976, a nombre y representación del preve-
nido Víctor M. Gómez Sánchez, dominicano, mayor de
edad, cédula No. 506-11-31, residente en la Manzana F,
Edificio No. 3, Los Jardines, de esta ciudad; de la Coope-
rativa Nacional de Choferes Dominicanos y/o Eladio Re-
yes Calcaño, persona civilmente responsable y de la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A.; y b) por el Dr. Fran-
oisco Chahín Jacobo, en fecha 7 de octubre de 1976, a
nombre y representación da la parte civil constituida, se-
ñor Manuel Brea, contra sentencia de fecha 8 de septiem-
bre de 1976, dictado por la Cuarta Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: ("Falla • Se pronuncia el defecto en
contra del nombrado Víctor M. Gómez Sánchez, portador
de la cédula personal de identidad No. 50611, residente en
la Manzana P, No. 3, (Los Jardines), no obstante haber si-
do legalmente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado
Víctor M. Gómez Sánchez, culpable de violar el artículo
49, letra c), de la Ley 241 (wlpes y /heridas involuntarios
causados con el manejo o caducción de vehículo de mo-
tor), y en consecuencia se condena a pagar RD$25.00 de
multa; TERCERO: Se condena al nombrado Víctor M.
Gómez Sánchez, al pago de las costas penales; CUARTO:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil
hecha en audiencia por el señor Manuel Brea, por inter-
medio de su abogado Dr. Francisco Chahin Jacobo, en con-
tra del nombrado Víctor M. Gómez Sánchez: QUINTO: Se
condena al nombrado Victor M. Gómez Sánchez al pago de
una indemnización solidaria de (Setecientos pesos ()rol,.
RD8700.00, en favor del señor Manuel Brea, como justa
reparación por los daños morales y materiales sufridos
Por éste en el accidente de que se trata y al pago de los
intereses legales de la suma reparatoria que le sea otor-
gada a partir de la presente demanda; SEXTO: Se declara
la presente sentencia común y oponible a la Compañia
Uni.ón de Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad ase-
guradora del automóvil marca Colt, modelo 1973, color

azul y blanco, placa No. 94-572, mediante póliza número
SD-25650, propiedad de la Cooperativa Nacional de Chofe-
res Dominicanos y conducido por el nombrado Víctor M.
Gómez Sánchez y contra la Coo perativa Nacional de Cho-
feres Dominicanos, en virtud de lo dispuesto por el Art.
10 de la Ley No. 4117, sobre Seguros Obligatorios de Ve-
hículos de Motor. Por haber &do dichos recursos inter-
puestos conforme a la Ley. SEGUNDO: En cuanto al fon-
do de dichos recursos, se pronuncia el defecto contra el
prevenido Víctor M. Gómez Sánchez, por no comparecer,
no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida, retenien-
do falta de parte de la víctima; CUARTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales de la alzada y la per-
sona civilmente responsable„ a las civiles con distracción
de estas últimas en Provecho de los Di es. Juan Jorge
Chahín y Francisco Chahín Jacobo, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaria de la Cámara a-qua, el 17 de octubre del año
1978, a requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, domi-
nicano, mayor de edad, con cédula de identificación per-
sonal No. 22718, serie 2, en representación de Víctor M.
Gómez Sánchez; la Cooperativa Nacional de Transporte
de Choferes Dominicanos, Inc., y la Unión de Segures, C.
por A., en la cual no se propone ningún medio determina-
do de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 5 de junio del año 1979,
a requerimiento del Dr. Jorge Chahin Tuma. dominicano,
mayor de edad, casado, con cédula de identificación perso-
nal No. 10561, serie 25, en representación de Manuel Brea,
en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;
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tiembre de 1976, a nombre y representación del preve-
nido Víctor M. Gómez Sánchez, dominicano, mayor de
edad, cédula No. 506-11-31, residente en la Manzana F,
Edificio No. 3, Los Jardines, de esta ciudad; de la Coope-
rativa Nacional de Choferes Dominicanos y/o Eladio R^_-

yes Calcaño, persona civilmente responsable y de la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A.; y b) por el Dr. Fran-
cisco Chahín Jacobo, en fecha 7 de octubre de 1976, a
nombre y representación de la parte civil constituída, se-
ñor Manuel Brea, contra sentencia de fecha 8 de septiem-
bre de 1976, dictado por la Cuarta Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: ("Falla: Se pronuncia el defecto en
contra del nombrado Víctor M. Gómez Sánchez, portador
de La cédula personal de identidad No. 50611, residente en
la Manzana P, No. 3, (Los Jardines), no obstante haber si-
do legalmente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado
Víctor M. Gómez Sánchez, culpable de violar el artículo
49, letra e), de la Ley 241 (gplpes y heridas involuntarios
causados con el manejo o caiducción de vehículo de mo-
tor), y en consecuencia se condena a pagar RD$25.00 de
multa; TERCERO: Se condena al nombrado Víctor M.
Gómez Sánchez, al pago de las cestas penales; CUARTO:
Se declara buena y válida la constitución en parte civil
hecha en audiencia por el señor Manuel Brea, por inter-
medio de su abogado Dr. Francisco Chahín Jacobo, en con-
tra del nombrado Víctor M. Gómez Sánchez; QUINTO: Se
condena al nombrado Víctor M. Gómez Sánchez al pago de
una indemnización solidaria de (Setecientos pesos oral,,
RDS700.00, en favor del señor Manuel Brea. como justa
reparación por los daños morales y materiales sufridos
Por éste en el accidente de que se trata y al pago de los
intereses legales de la suma reparatoria que le sea otor•
gada a partir de la presente demanda; SEXTO: Se declara
la presente sentencia común y oponible a la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad ase-
guradora del automóvil marca Colt, modelo 1973, color

azul y blanco, placa No. 94-572, mediante póliza número
SD-25650, propiedad de la Cooperativa Nacional de Chofe-
res Dominicanos y conducido por el nombrado Víctor M.
Gómez Sánchez y contra la Coo perativa Nacional de Cho-
feres Dominicanos, en virtud de lo dispuesto por el Art.
10 de la Ley No. 4117, sobre Seguros Obligatorios de Ve-
hículos de Motor. Por haber s'do dichos recursos inter-
puestos conforme a la Ley. SEGUNDO: En cuanto al fon-
do de dichos recursos, se pronuncia el defecto contra el
provenido Víctor M. Gómez Sánchez, por no comparecer,
no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida, retenien-
do falta de parte de la víctima; CUARTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales de la alzada y la per-
sona civilmente responsable„ a las civiles con distracción
de estas &Vanas en Provecho de los Dres. Juan Jorge
Chahín y Francisco Chahín Jacobo, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 17 de octubre del año
1978, a requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, domi-
nicano, mayor de edad, con cédula de identificación per
sonal No. 22718, serie 2, en representación de Víctor M.
Gómez Sánchez; la Cooperativa Nacional de Transporte
de Choferes Dominicanos, Inc., y la Unión de Segures, C.
por A., en la cual no se propone ningún medio determina-
do de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 5 de junio del año 1079,
a requerimiento del Dr. Jorge Chahín Tuma, dominicano,
mayor de edad, casado, con cédula de identificación perso-
nal No. 10561, serie 25, en representación de Manuel Brea,
en la cual no se propone ningún medio determinado de
casación;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de•
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
mictito de Casación;

Considerando, que el examen del fallo im pugnado, po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda nelao:ón de he-
chos;

Considerando, que los jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc- 	 11...
ción y además calificar esosechos en relac'ón con el tex-141
to de la Ley Penal aplicada; ue al no precisar la senten-
cia impugnada, los hechos y estar carentes de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad, de
ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
fallo impugnado;	 „
.	 Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 22 de junio del año 1978, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones, y Segundo: De-
clara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Bcras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo. — Miguel Jacobo
F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fod.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Distrito Na-
cional, de fecha 9 de agosto de 1978.

Materia: Oorreccional.

Recurrentes: Pablo A. Victoria Soto y la Co:npañia Dominicana
de Seguros (SEDOMCA).

Intervinientes: Dr. Manuel Ramón Sosa Vas<illo, abogaod de si

mismo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Su pnema Corte de
de Justicia. regularne.nte constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar. Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillta, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de lelebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de agos-
to del año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Pablo O. Victoria Soto, dominicano, mayor de
edad, chófer, domiciliado en la calle El II/remiso, No. 103,
Mata Hambre, de esta ciudad, cédula No. 16572, serie. 3; y
Compañía Dominicana de Seguros (SEDOMCA), contra la
sentencia de Primera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, dictada en sus atribu-
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo im pugnado, po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo cual
carece no sólo de motivos, sino de toda relación de he-
chos;

Considerando, que los Jueces del fcndo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además calificar eses hechos en re'ac:ón con el tex-
to de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la senten-
cia impugnada, los hechos y estar carentes de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad, do
ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 22 de junio del año 1978, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo. y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones, y Segunda: De-
clara las costas de oficio.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Bcras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Lconte Rafael Alburquerque Castillo. — Miguel Jacobo
F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la '—
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 1-".
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fod.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Distrito Na-
cional. de fecha 9 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Pablo A. Victoria Soto y la Compañia Dominicana
de Seguros (SEDOMCAL

Inter • inientes: Dr. Manuel Ramón Sosa Vassallo, abogaod de si
mismo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
de Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillta, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de lelebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 del mes de agos-
to del año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración. dicta en audiencia pública como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta
mente por Pablo O. Victoria Soto, dominicano, mayor de
edad, chófer, domiciliado en la calle El Memiso, No. 103;
Mata Hambre, de esta ciudad, cédula No. 16572, serie 3; y
Compañía Dominicana de Seguros (SEDOMCA), contra la
sentencia de Primera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, dictada en sus atribu-
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ciones correccionales el 9 de agosto de 1978, cuyo dispo-
sitivo ese copia más adelante; •

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Manuel

Ramón Sosa Vasallo, cédula No. 15802, serie 47; como in-

terviniente;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Cámara a-qua, el 14 de agosto de 1978,
a requerimiento del Dr. Luis R. Castillo Mejía, cédula
No. 18933, serie 3, en representación de los recurrentes. en
la que no se indica ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención del 30 de marzo de
1979, firmado por el interviniente Dr. Sosa Vasallo;

La Suprema Corte de Justicia, dIspués de haber de-
liberado y vistos los artículos 67 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránstio y Vehículos; 1383 del Código Civil, yl, 37,
62 y 65 d.e la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciu-
dad el 26 de octubre de 1976, en el que no hubo personas
lesionadas, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, dictó el 6 de febrero de 1978,
una sentencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; b), que sobre los recursos
interpuestos, la Cámara a-qua dictó el fallo ahora impug-
nado con el siguiente dispositivo: "Falla: PRIMERO: Se
declara regular y válida en cuanto a la forma el recurso
de apelación interpuesto por el Dr. Luis R. Castillo Me-
jía, actuando a nombre y representación del prevenido
Pablo O. Victoria Soto, y la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., en fecha diez (10) del mes de febrero del

año 11978, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional,
en sus atribuciones correccionales, de fecha seis (G) del
mes de febrero del año 1978, por haber sido hecha con-
forme a la ley de la materia y cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Se declara al señor Pablo O. Victoria
Soto, culpable de violar la Ley No. 241, sobre tránsito de
vehículos, de fecha 28 de diciembre de 1967, en sus artícu-
los 61 y 65, en tal virtud se le condena a pagar una mul-
ta de Diez pesos oro (RDS10.00), de multa y las costas
penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes
del artículo 463 del Código Penal; Segundo: Se declara
buena y válida la constitución en Parte hecha por el .se.
ñor Manuel Ramón Sosa Vasallo, contra el señor Pablo
O. Victoria Soto, en su doble calidad de conductor y per-
sona civilmente responsable, y la Compañía de Seguros
Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), por ser
regular en la forma y justa en cuanto al fondo; Tercero:
Se declara al señor iManuel Ramón Sosa Vasallo, no cul-
pable, por no haber violado a la ley No. 241, en ninguno
de sus artículos; Cuarto: Se condena al señor Pablo O.
Victoria Soto, en su doble calidad, a pagar al señor Ma-
nuel Ramón Sosa Vasallo, una indemnización de Un mil
pesos oro, (R1)81,000.00), como justa reparación de los da-
ños y perjuicios materiales sufridos por este último a cau-
sa del referdio accidente; Quinto: Se condena al señor Pa-
blo O. Victoria Sosa, al pago de los intereses legales de
la referida suma, a partir de la referida demanda, a título
de indemnización su pletoria; Sexto: Sa condena al señor
Pablo O. Victoria Soto, al pago de las costas civiles del
procedimiento; Séptimo: Se declara la presente sentencia
común, y oponible, con todas sus consecuencias legales a
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOM-
CA), en su calidad de entidad aseguradora del veliculo
que ocasionó el accidente; SEGUNDO: En cuanto al fondo,
se confirma, en todas sus partes, la sentencia recurrida,
excepto en el ordinal tercero que declara no culpable, por
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ciones correcolonales el 9 de agosto de 1978, cuyo dispo-
sitivo ese copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Manuel

Ramón Sosa Vasallo, cédula No. 15802, serie 47; corno in-
terviniente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Cámara a-qua, el 14 de agosto de 1978,
a requerimiento del Dr. Luis R. Castillo Mejía, cédula
No. 18933, serie 3, en representación de los recurrentes en
la que no se indica ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de intervención del 30 de marzo de
1979, firmado por el interviniente Dr. Sosa Vasallo;

La Suprema Corte de Justicia, clZspués de haber de-
liberado y vistos los artículos 67 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránstio y Vehículos; 1383 del Código Civil, yl, 37,
62 y 63 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciu-
dad el 26 de octubre de 1976, en el que no hubo personas
lesionadas, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, dictó el 6 de febrero de 1978,
una sentencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; b), que sobre los recursos
interpuestos, la Cámara a-qua dictó el fallo ahora impug-
nado con el siguiente dispositivo: "Falla: PRIMERO: Se
declara regular y válida en cuanto a la forma el recurso
de apelación interpuesto por el Dr. Luis R. Castillo Me-
jía, actuando a nombre y representación del prevenido
Pablo O. Victoria Soto, y la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., en fecha diez (10) del mes de febrero del

año 11978, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional,
en sus atribuciones correccionales, de fecha seis (6) del
mes de febrero del año 1978, por haber sido hecha con-
forme a la ley de la materia y cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Se declara al señor Pablo O. Victoria•
Soto, culpable de violar la Ley No. 241, sobre tránsito dé
vehículos, de fecha 28 de diciembre de 1967, en sus artícu-
los 61 y 65, en tal virtud se le condena a pagar una mul-
ta de Diez pesos oro (RD810.00), de multa y las costas
penales, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes
del artículo 463 del Código Penal; Segundo: Se declara
buena y válida la constitución en Parte hecha por el se-
ñor Manuel Ramón Sosa Vasallo, contra el señor Pablo
O. Victoria Soto, en su doble calidad de conductor y per-
sona civilmente responsable, y la Compañía de Seguros
Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCA), por ser
regular en la forma y justa en cuanto al fondo; Tercero:
Se declara al señor ,Manuel Ramón Sosa Vasallo, no cul-
pable, por no haber violado a la ley No. 241, en ninguno
de sus artículos; Cuarto: Se condena al señor Pablo O.
Victoria Soto, en su doble calidad, a pagar al señor Ma-
nuel Ramón Sosa Vasallo, una indemnización de Un mil
pesos oro, (RDSI,000.00), como justa reparación de los da-
ños y perjuicios materiales sufridos por este último a cau-
sa del referdio aoa:dente; Quinto: Se condena al señor Pa-
blo O. Victoria Sosa, al pago de los intereses legales de
la referida suma, a partir de la referida demanda, a título
de indemnización su pletoria; Sexto: Se condena al señor
Pablo O. Victoria Soto, al pago de las costas civiles del
procedimiento; Séptimo: Se declara la presente sentencia
común, y oponible, con todas sus consecuencias legales a
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOM-
CA), en su calidad de entidad aseguradora del veliculo
que ocasionó el accidente; SEGUNDO: En cuanto al fondo,
se confirma, en todas sus partes, la sentencia recurrida,
excepto en el ordinal tercero que declara no culpable, por
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no haber violado la Ley No. 241, al señor Manuel R. Sosa
Vasallo, por haber adquirido dicho ordinal la autoridad
de la cosa irrevocablemente juzgdaa, por no existir en el
presente caso ninguna a pelación del Ministerio Público;
TERCERO: Condena al prevenido Pablo O. Victoria Soto,
al pago de las costas penales causadas de la presente al-
zada; CUARTO: Condena a los apelantes Pablo O. Victo-
ria Soto y Compañía Dominicana de Seguros, C. por A ,
al pago de las costas civiles de la presente instancia, con
distracción de las mismas en provecho de los Dres. Rafael
Cristóbal Cornielle Segura y Manuel Ramón Sosa Vasa-
llo, abogados de la parte civil constituida, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la Dominicana de Seguros, C. por
A., no ha expuesto en el momento de formular su recur-
so, ni Posteriormente, los medios en que la funda, según
lo requiere, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, por lo que dicho recur-
so debe declararse nulo, en consecuencia sólo se procederá
a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar
culpable al prevenido recurrente, Pablo O. Victoria Soto
y fallar como lo hizo, después de ponderar los elementos
de juicio regularmente administrados en la instrucción
de la causa, dió por establecido: a), que el 26 de octubre
de 1976, el prevenido conducía su vehículo de norte a
sur, por la avenida Jiménez Moya, y al doblar por la es-
quina de la calle ElMemiso, de improviso a la izquierda
chocó con el vehículo que transitaba detrás; b), que con
motivo del choque el carro del Dr. Sosa Vasallo sufrió va-
rios desperfectos; e) que el accidente se debió a que el
prevenido no hizo las señales de que iba a doblar, confor-
me lo dispone el artículo 77, letra a), número 1, de la Ley
241; que el prevenido conducía a exceso de velocidad y en
forma descuidada y atolcndrada, en violación a los Arts.
61 y 65, de la mencionada Ley de Tránsito;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de violación al artículo 77, letra a), número
1, de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, san-
donados con la pena de RD$5.00 a RD$25.00, por el Art.
80 do dicha Ley; que al condenar al prevenido recurrente
a una multa de $10.00, le aplicó una sanci5n ajustada a
la Ley;

Considerando, que asimismo la Cámara a-qua, dió
por establecido que el hecho del prevenido habí aocas:o-
nado al Dr. Manuel Ramón Sosa Vasallo, parte civil cons-
ttiaida, daños y perjuicios materiales a su vehículo, que
evaluó en RD$1,000.00, como reparación de los daños y
perju . cios materiales sufridos por dicho vehículo; que al
condenar al prevenido recurrente al pago de esa suma, a
título de indemnización, más los intereses legales a par-
itr de la demanda, la indicada Cámara le aplicó correcta-
mente el artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspec-
tos la sentencia impugnada, en lo concerniente al interés
del prevenido recurrente, no contiene vicio alguno que
justifique su casación.

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinicry
te a Manuel Ramón Sosa Vasallo, en los recursos de ca-
sación interpuestos por Pablo O. Victoria Soto y Compa-
ñía Dominicana de Seguros, (SEDOMCA), y contra la sen-
tencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictada en sus atr,i-
bucíones correccionales el 9 de agosto de 1978, cuyo dis-
postlivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulo el recurso interpuesto per la
Compañía Dominicana de Seguros (SEDOMCA); y Terce-
ro: Rechaza el recurso del prevenido Pablo O. Victoria So-
to, y lo condena al pago de las 'costas, distrayendo las civi-
les en favor del Dr. Manuel Ramón Sosa Vasallo, intervi-
niente, y las hace oponibles a la Cmcpañía Dominicana
da Seguros, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.
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no haber violado la Ley No. 241, al señor Manuel R. Sosa
Vasallo, por haber adquirido dicho ordinal la autoridad
de la cosa irrevocablemente juzgdaa, por no existir en el
presente caso ninguna apelación del Ministerio Público;
TERCERO: Condena al prevenido Pablo O. Victoria Soto,
al pago de las costas penales causadas de la presente al-
zada; CUARTO: Condena a los apelantes Pablo O. Victo-
ria Soto y Compañía Dominicana de Seguros, C. por A ,
al pago de las costas civiles de la presente instancia, con
distracción de las mismas en provecho de los Dres. Rafael
Cristóbal Cornielle Segura y Manuel Ramón Sosa Vasa-
llo, abogados de la parte civil constituida, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la Dominicana de Seguros, C. por
A., no ha expuesto en el momento de formular su recur-
so, ni posteriormente, los medios en que la funda, según
lo requiere, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, por lo que dicho recur-
so debe declararse nulo, en consecuencia sólo se procederá
a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar
culpable al prevenido recurrente, Pablo O. Victoria Soto
y fallar como lo hizo, después de ponderar los elementos
de juicio regularmente administrados en la instrucción
de la causa, dió por establecido: a), que el 26 de octubre
de 1976, el prevenido conducía su vehículo de norte a
sur, por la avenida Jiménez Moya, y al doblar por la es-
quina de la calle ElMemiso, de improviso a la izquierda
chocó con el vehículo que transitaba detrás; b), que con
motivo del choque el carro del Dr. Sosa Vasallo sufrió va-
rios desperfectos; e) que el accidente se debió a que el
prevenido no hizo las señales de que iba a doblar, confor-
me lo dispone el artículo 77, letra al, número 1, de la Ley
241; que el prevenido conducía a exceso de velocidad y en
forma descuidada y atolondrada, en violación a los Arts.
61 y 65, de la mencionada Ley de Tránsito;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de violación al artículo 77, letra a), número
1, de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, san-
cionados con la pena de RD$5.00 a RD$25.00, por el Art.
80 de dicha Ley; que al condenar al prevenido recurrente
a una multa de $10.00, le aplicó una sanci5n ajustada a
la Ley;

Considerando, que asimismo la Cámara a-qua, citó
por establecido que el hecho del prevenido habí aocasIo-
nado al Dr. Manuel Ramón Sosa Vasallo, parte civil cons-
ttiuída, daños y perjuicios materiales a su vehículo, que
evaluó en FtD$1,600.00, como reparación de los daños y
perjuicios materiales sufridos por dicho vehiculo; que al
condenar al prevenido recurrente al pago de esa suma, a
título de indemnización, más los intereses legales a par-
itr de la demanda, la indicada Cámara le aplicó correcta-
mente el artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspec-
tos la sentencia impugnada, en lo concerniente al interés
del prevenido recurrente, no contiene vicie alguno que
justifique su casación.

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniere
te a Manuel Ramón Sosa Vasallo, en los recursos de ca-
sación interpuestos por Pablo O. Victoria Soto y Compa-
ñía Dominicana de Seguros, (SEDOMCA), y contra la sen-
tencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictada en sus att;,i-
buciones correccionales el 9 de agosto de 1978, cuyo dis-
postiivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulo el recurso interpuesto per la
Compañía Dominicana de Seguros (SEDOMCA); y Terce-
ro: Rechaza el recurso del prevenido Pablo O. Victoria So-
to, y lo condena al pago de las costas, distrayendo las civi-
les en favor del Dr. Manuel Ramón Sosa Vasallo, intervi-
niente, y las hace oponibles a la Cmcpañía DominIcana
de Seguros, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.
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(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Franc isco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvaréz Perdió, Juan Bautsita Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado. y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTÉ-LACIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 10 de julio de 1978.

Materia: Civil.

Recurrentes: Angela Pérez Reyes y la Seguros Kit, S. A.
Abogado: Dr. Fabio T. Vásquez Cabral.

Recurrido: Cándido Jiménez Peralta.
Abogado: Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

o

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente consttiuída por los Jueces Nésiur
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Eipidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de agos-
to del 1981, años 138' de la Inde pendencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Angela
Pérez Reyes, dominicana, mayor de edad, domiciliada en
la calle Ramón Ramírez, No. 2, de esta ciudad, y la Segu-
ros Pepín, S. A., con su domicilio social en la calle Mer-
cedes esquina Palo Hincado, de esta capital, contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domirr
go, en sus atribuciones civiles, el 10 de julio de 1978, cuyo
dispositivo se copia más adelante;
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(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Franetsco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautsita Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado. y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 10 de julio de 1978.

Materia: Civil.

Recurrentes: Angela Pérez Reyes y la Seguros Pepin, S. A.
Abogado: Dr. Fabio T. Vásqucz Cabral.

Recurrido: Cándido Jiménez Peralta.
Abogado: Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente consttiuída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Eipidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de agos-
to del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte. de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Angela
Pérez Reyes, dominicana, mayor de edad, domiciliada en
la calle Ramón Ramírez, No. 2, de esta ciudad, y la Segu-
ros Pepín, S. A., con su domicilio social en la calle Mer-
cedes esquina Palo Hincado, de esta capital, contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en sus atribuciones civiles, el 10 de julio de 1978, cuyo
dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de los recurrentes, del 7 de agosto

de 1978, suscrito por el Dr. Fabio V. Vársquez Cabral, cé-
dula No. 2466, serie 57, en el cual se proponen, contra la
sentencia impugnada, los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el escrito de defensa del recurrido, del 19 Ce
septiembre de 1978, firmdao por el Dr. Luis Ernesto Flo-
rentino, cédula No. 76633, serie primera, recurrido que es
Cándido Jiménez Peralta, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chófer, domiciliado en la calle Luis Manuel Cáceres,
No. 192, de esta ciudad, cédula No. 9156, serie 50;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda de reparación de da-
ños y perjuicios intentada por el hoy recurrido, Cándido
Jiménez Peralta, contra la ahora recurrente Angela Pérez
Reyes, y en oponibilidad, contra la Seguros Pepin, S. A,
la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó el 13 de diciembre de 1977 una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza las conclu-
siones, tanto Principales, como subsidiarias, presentadas
por la parte demandada Angela Pérez Reyes y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., por los recursos precedente-
mente expueltos; Segundo: Acoge, con la modificación se-

ñalada antes, las conclusiones formuladas 1..or el deman-
dante Cándido Jiménez Peralta, por los motivos preceden-
temente expuestos, y en consecuencia condena a la de-

mandada Angela Pérez Reyes, a pagarle a dicha deman-
dante: a), la suma de Mil quinientos veintiocho pesos ora
con 40/100 (RD$1,528.40), a título de indemnización por
los daños y perjuicios materiales sufridos por dicho de-
mandante, a causa del accidente mencionado en les he-
chos de esta causa; b), Los intereses legales correspon-
dientes a esa suma, a partir del día de la demanda, a tí-
tulo de indemnización supletoria; y c), Todas las costas
causadas y por causarse en la presente instancia, distraí-
das en provecho del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Tercero:
Declara que la presente sentencia es oponible a la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del ve-
hículo con el cual se ocasionó el accidente de que se tra-
ta; así se pronuncia, manda y firma; b), que sobre apela-
ción de los ahora recurrentes, intervino la sentencia im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: PRIMERO: Admite como regular y válido, en cuanto
a la forma, el recurso de apelación interpuesto por Angela
Pérez Reyes y Seguros Pepín, S. A., en fecha 13 de febre-
ro de 1978, contra sentencia dictada por la Cámara de lo
Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha
13 de diciembre de 1977, en favor de Cándido Jiménez
Peralta, cuyo dispositivo dice así: /Talla: Primero: Recha-
za las conclusiones tanto Principales, como Subsidiarias,
presentadas por la parte demandada Angela Pérez Reyes
yla Compañía de Seguros Pepín, S. A., por las razones

precedentemente expuestas; Segundo: Acoge, con la modi-
ficación señalada antes, las conclusiones formuladas Por
el demandante Cándido Jiménez Peralta, por los motives
precedentemente expuestos y en consecuencia condena a
La demandada Angela Pérez Reyes, a pagarle a dicho de-
mandante; a), la suma cle Mil quinientos veintiocho pesos
oro con cuarenta (RD$1,500.40), a título de indemnización,
por los daños y perjuicios materiales sufridos por dicho
demandante, a causa del accidente mencionado en los he-
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eOído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de los recurrentes, del 7 de agosto

de 1978, suscrito por el Dr. Fabio V. Vásquez Cabral, cé-
dula No. 2466, serie 57, en el cual se proponen, contra la
sentencia impugnada, los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el escrito de defensa del recurrido, del 19 de
septiembre de 1978, firmdao por el Dr. Luis Ernesto Flcr
rentino, cédula No. 76633, serie primera, recurrido que es
Cándido Jiménez Peralta, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chófer, domiciliado en la calle Luis Manuel Cáceres,
No. 192, de esta ciudad, cédula No. 9156, serie 50;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda de reparación de da-
ños y perjuicios intentada por el hoy recurrido, Cándido
Jiménez Peralta, contra la ahora recurrente Angela Pérez
Reyes, y en oponibilidad, contra la Seguros Pepín, S. A,
la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Name-
nal, dictó el 13 de diciembre de 1977 una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza las conclu-
siones, tanto principales, como subsidiarias, presentadas
por la parte demandada Angela Pérez Reyes y la Cempa-
ida de Seguros Pepín, S. A., por los recursos precedente-
mente expueltos; Segundo: Acoge, con la moditcación se-
ñalada antes, las conclusiones formuladas i.or el &man-
dante Cándido Jiménez Peralta, por los motivos preceden-
temente expuestos, y en consecuencia condena a la de-

mandada Angela Pérez Reyes, a pagarle a dicha deman-
dante: a), la suma de Mil quinientos veintiocho pesos oro
con 40/100 (RD$1.528.40), a título de indemnización por
los daños y Perjuicios materiales sufridos por dicho de-
mandante, a causa del accidente mencionado en les he-
chos de esta causa; b), Los intereses legales correspon-
dientes a esa suma, a partir del día de la demanda, a tí-
tulo de indemnización supletoria; y c), Todas las costas
causadas y por causarse en la presente instancia, distraí-
das en provecho del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo.
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Tercera:
Declara que la presente sentencia es oponible a la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del ve-
hículo con el cual se ocasionó el accidente de que se tra-
ta; así se pronuncia, manda y firma; b), que sobre apela-
ción de los ahora recurrentes, intervino la sentencia im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: PRIMERO: Admite como regular y válido, en cuanto
a la forma, el recurso .de apelación interpuesto por Angela
Pérez Reyes y Seguros Pepín, S. A., en fecha 13 de febre-
ro de 1978, contra sentencia dictada por la Cámara de lo
Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha
13 de diciembre de 1977, en favor de Cándido Jimórtez
Peralta, cuyo dispositivo dice así: P'Falla: Primero: Recha-
za las conclusiones tanto Prine:pales, como Subsidiarias,
presentadas por la parte demandada Angela Pérez Reyes
yla Compañía de Seguros Pepín, S. A., por las razones

precedentemente expuestas; Segundo: Acoge, con la modi-
ficación señalada antes, las conclusiones formuladas Por
el demandante Cándido Jiménez Peralta, por los motives
precedentemente expuestos y en consecuencia condena a
La demandada Angela Pérez Reyes, a pagarle a dicho de-
mandante; a), la suma de Mil quinientos veintiocho pesos
oro con cuarenta (RD$1,500.40), a título de indemnización,
por los daños y perjuicios materiales sufridos por dicho
demandante, a causa del accidente mencionado en los he-
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chos de esta causa; b), los intereses legales correspondien-
tes a esa suma, a partir del día de la demanda, a título de
indemnización supletoria; Ve) todas las costas causadas
y por causarse en la presente instancia, distraída en pro-
vecho del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; Tercero: Declara
que la presente sentencia es oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo
con el cual se ocasionó el accidente de que se trata; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo del referido recurso, la Cor-
te, por autoridad propia y contrario imperio, rechaza las
conclusiones presentadas por la parte intimante por las
razones precedentemente señaladas; TERCERO: Confirma
la sentencia objeto del recurso de apelación, dictada
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segunda Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 13 de diciembre de 1977; CUARTO:
Condena a Angela Pérez Reyes, al pago de las costas de
alzada, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Luis Ernesto Florentino Lorenzo, abogado de la parte in-
timada, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara esta sentencia oponible a la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que causó el accidente, todo en virtud de lo dis-
puesto por el artículo 10 de la Ley 4117 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor.

Considerando, que en su memorial, los recurrentes
proponen, los siguientes medios de casación . Primer Me
dio: Violación del artículo 1315 del Código Civil; Segun-
do Medio: Violación al artículo 8, ordinal 1, letra j), de la
Constitución de la República; Tercer Medio: Violación al
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil (falta de
motivos); Cuarto Medio: Violación al artículo 302 del Có-
digo de Procedimiento Civil;

Considerando, que en su cuarto medio, que se exami-

na en primer término por tener prioridad sobre los 1--

más medios, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiel-
te: que aún cuando las disposiciones del artículo 302 del
Código de Procedimiento Civil son facultativos y no se
imponen al juez, ni aún por conclusiones formales, no po-
dría negarse esta medida cuando las circunstancias ya des-
critas por la causa que lo motivan, el peritaje tiene todas
las característiras en el caso de una sensibilidad jurídica
obligatoria; que aceptar simplemente y sin reservas los
documentos que aporta la parte demandante original, equi-
valdría a un alegato sin prueba, pues indirectamente pue-
den aceptars, corno no oponibles a la parte demandada,
por emanar de su propio interés, ser unilateral y no acep-
tado en ningún grado de jurisdicción, Pero,

Considerando, que el artículo 302 del Código de Pro-
cedimiento Civil estatuye que "cuando procediere un in-
forme de peritos, se ordenará por una sentencia, en la
cual se enunciarán claramente los objetos de la diligen-
cia pericial"; que de 'Conformidad con ese texto legal es
obvio que solamente el juez compete decidir facultativa-
mente, sobre la pertinencia o necesidad de que sea reali-
zada una información pericial, es decir, si a su Juicio esa
medida de instrucción se hace indispensable o útil para
esclarecer el asunto que es motivo de litigio; que en la
especie, la Corte a-qua, para rechazar esta medida de ins-
trucción, dió el motivo siguiente: "que no obstante con-
cluir la parte intimante principalmente, que se ordene un
Peritaje, a fin de determinar, tiempo y valor de la repa-
ración, y valor de la depreciación; sin embargo, esta Cor-
te considera innecesario disponer esta medida, debido a
que, contrariamente a lo alegado, en el expediente, ade-
más de que la suma de indemnización acordada por el
tribunal a-quo, es realmente inferior al total del valor de
las piezas y del costo de reparación del vehículo en cues-
tión, según se detallan y consigna en las citadas piezas
justificativas, las cuales se detallen en otra parte de este
fallo; resultando evidente que el señalado Tribunal no pon-
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chos de esta causa; b), los intereses legales correspondien-
tes a esa suma, a partir del día de la demanda, a título de
indemnización supletoria; ¡e) todas las costas causada;
y por causarse en la presente instancia, distraída en PO)-

mecho del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo, quien afir-
ma haberles avanzado en su totalidad; Tercero: Declara
que la presente sentencia es oponible a la Compañia de
Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora del vehículo
con el cual se ocasionó el accidente de que se trata; SE-
GUNDO: En cuanto al fondo del referido recurso, la Cor-
te, por autoridad propia y contrario imperio, rechaza las
conclusiones presentadas por la parte intimante por las
razones precedentemente señaladas; TERCERO: Confirma
la sentencia objeto del recurso de apelación, dictada pi,r
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segunda Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 13 de diciembre de 1977; CUARTO:
Condena a Angela Pérez Reyes, al pago de las costas de
alzada, con distracción de las mismn en provecho del Dr.
Luis Ernesto Florentino Lorenzo, abogado de la parte in-
timada, quien afirma haberles avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara esta sentencia oponible a la Compañia
de Seguros Pepín, S. A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que causó el accidente, todo en virtud de lo dis-
puesto por el artículo 10 de la Ley 4117 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor.

Considerando, que en su memorial, los recurrentes
proponen, los siguientes medios de casación. Primer Me-
dio: Violación del artículo 1315 del Código Civil; Segon-
do Medio: Violación al artículo S, ordinal 1, letra j), de la
Constitución de la República; Tercer Medio: Violación al
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil (falta de
motivos); Cuarto Medio: Violación al artículo 302 del Có-
digo de Procedimiento Civil;

Considerando, que en su cuarto medio, que se exami-
na en primer término por tener prioridad sobre los Uf-`-

más medios, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiea-
te: que aún cuando las disposiciones del artículo 302 del
Código de Procedimiento Civil son facultativos y no se
imponen al juez, ni aún por conclusiones formales, no po-
dría negarse esta medida cuando las circunstancias ya des-
critas por la causa que lo motivan, el peritaje tiene todar
las características en el caso de una sensibilidad jurídica
obligatoria; que aceptar simplemente y sin reservas los
documentos que aporta la parte demandante original, equi-
valdría a un alegato sin prueba, pues indirectamente pue-
den aceptars- como no oponibles a la parte demandada,
por emanar de su propio interés, ser unilateral y no acep-
tado en ningún grado de jurisdicción; pero,

Considerando, que el artículo 302 del Código de Pro-
cedimiento Civil estatuye que "cuando procediere un in-
forme de picritos, se ordenará por una sentena, en la
cual se enunciarán claramente los objetos de la diligen-
cia pericial"; que de 'Conformidad con ese texto legal es
obvio que solamente el juez compete decidir facultativa-
mente, sobre la pertinencia o necesidad de que sea reali-
zada una información pericial, es decir, si a su Juicio esa
medida de instrucción se hace indispensable o útil pura
esclarecer el asunto que es motivo de litigio; que en la
especie, la Corte a-qua, para rechazar esta medida de ins-
trucción, clió el motivo siguiente: "que no obstante con-
cluir la parte intimante principalmente, que se ordene un
Peritaje, a fin de determinar, tiempo y valor de la repa-
ración, y valor de la depreciación; sin embargo, esta Cor-
te considera innecesario disponer esta medida, debido a
que, contrariamente a lo alegado, en el expediente, ade-
más de que la suma de indemnización acordada por el
tribunal a-quo, es realmente inferior al total del valor de
las piezas y del costo de reparación del vehículo en cues-
tión, según se detallan y consigna en las citadas piezas
justificativas, las cuales se detallen en otra parte de este
fallo; resultando evidente que el señalado Tribunal no pon-
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deró la depreciación del referido vehículo, razones por los
cuales deben desestirnarse las conclusiones, de los inti-
mantes, por improcedente y mal fundada"; que, por lo
expuesto, el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando, qu,e en sus demás medios de casación,
que por su estrecha relación se reúnen para su examen,
los recurrentes alegan, en síntesis, que es indispensable
que una parte que alega un hecho en just i cia presente
pruebas fehacientes del hecho alegado; que la simple pre-
sentación de un documento que emane de la parte, sin
que este documento de carácter técnico, como en el caso,
sea sometido a un informe o criterio pericia], constituye
de por sí una violación franca al artículo 1315 del Código
Civil; que las condenaciones anteriores evidencian de una
manera absoluta, que la no concesión de un medio eficien-
te o imparcial para determinar los daños reales, conllevan
de una manera contundente e irrevocable, una franca vio-
lación al derecho de defender de los recurrentes; que por
tanto, por vía de consecuencia, la sentencia viola el Art.
141 del Código de Proceclirniento Civil por carecer de mo-
tivos justos que la fundamenten; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para confirmar la
sentencia del primer grado que había acordado una in-
demnización de RDS1,528.40 en favor de Cánddio J:m •

-nez Peralta, corno reparación por los daños materiales
experimentados como consecuencia del accidente, y pues-
to a cargo de Angela Pérez Reyes, dá como fundamente,
los siguientes motivos: "que del estudio ponderado reali-
zado a todos y cada uno de los documentos que existen
en el expediente, esta Corte, ha establecido lo siguiente:
a), que en fecha 13 de junio de 1975 ocurrió un accidCnte
autovilístico, mientras el señor Cesáreo Pérez Guerrero,
conducía el carro placa No. 141-0-14, marca Oldsmóbile,
registro No. 72791, motor No. G030-4579, chasis 628A01016,
modelo del año 1962, color verde mar, de Angela Pérez
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Reyes, asegurado con la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., mediante póliza No. A-45851, con vigencia desde el 13
de marzo de 1975 al 3 de julio de 1975, de este a este, Por
la avenida San Martín, al llegar a la calle José Ortega y
Gasset, se originó un choque con la Station Wagon placa
No. 201-030, marca Rambler, No. 74611, motor No. 801j..:1,
chasis A6KA854130264, modelo del año 1966, color verde,
propiedad de Cándido Jiménez Peralta, asegurado con Se-
guros Pepín, S. A., mediante póliza A-41110, vence el 31
de julio del 1975, conducida por el señor Manuel E. Bel-
-tré, quien transitaba de Sur a Norte por la calle José Or-
tega y Gasset; en el accidente resultó la Station Wagon,
con abolladuras en ambos guardalodos delanteros, born-
per delantero, desperfectos en el tren delantero, rotura
del chasis, amortiguadores, bonete, parrilla, radiador, ba-
tería, polea, abanico, desperfectos en la transmisión autc-
mtáica, rotura de los faroles delanteros y otros posibles
daños más, y el carr9 con abolladura en el guardalodo de-
lantero izquierdo; b), que, sometidos a la acción de la
justicia por la Policía Nacional, el Tribunal a poderado del
asunto dictó sentencia en fecha 11 de febrero de 1976, me-
diante la cual condenó a Cesáreo Pérez Guerrero, a un
mes de prisión y descargó a Manuel E. Deliré, sentencia
ésta que fué modificada en segundo grado en el sentido
de condenar a Cesáreo Pérez Guerrero a R1415.00, en fe-
cha 30 de noviembre de 1976; que del estudio de los por-
menores y consecuencias que rodean el presente caso, se
desprende que Cándido Jiménez Peralta. sufrió daños y
perjuicios materiales, a consecuencia del accidente ocurri-
do en fecha 13 de junio del 1975, según se detalla en el
emplazamiento, los cuales a juicio soberano del Tribunal
de primer grado deben serle estimado en la suma de Mil
quinientos veintiocho pesos con 40/100 (RD$1,528.401, aun-
que pudo ser superior dicha suma, esta Corte ante la no
apelación de Cándida Jiménez Peralta, y sus conclusiones
de que se confirme la sentencia recurrida, procede acoger
sus conclusiones, por ser justa y reposar en prueba legal";
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Reyes, asegurado con la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., mediante póliza No. A-45851, con vigencia desde el 13
de marzo de 1975 al 3 de julio de 1975, de este a este, por
la avenida San Martín, al llegar a la calle José Ortega y
Gasset, se originó un choque con la Station Wagon placa
No. 201-030, marca Rambler, No. 74611, motor No. 801j.:1,
chasis A6KA854130264, modelo del año 1966, color verde,
propiedad de Cándido JimSnez Peralta, asegurado con Se-
guros Pepin, S. A., mediante póliza A-41110, venee el 31
de julio del 1975, conducida por el señor Manuel E. Bel-
-tré, quien transdtaba de Sur a Norte por la calle José Or-
tega y Gasset; en el accidente resultó la Station Wagcn,
con abolladuras en ambos guardalodos delanteros, borm
per delantero, desperfectos en el tren delantero, rotura
del chásis, amortiguadcres, bonete, parrilla, radiador, ba-
tería, polea, abanico, desperfectos en la transmisión autc-
mtáica, rotura de los faroles delanteros y otros posibles
danos más, y el carrq con abolladura en el guardalodo de-
lantero izquierdo; b), que, sometidos a la acción de la
justicia por la Policía Nacional, el Tribunal apoderado del
asunto dictó sentencia en fecha 11 de febrero de 1976, me-
diante la cual condenó a Cesáreo Pérez Guerrero, a un
mes de prisión y descargó a Manuel E. Beltré, sentencia
ésta que fué modificada en segundo grado en el sentido
de condenar a Cesáreo Pérez Guerrero a RD$15.00, en fe-
cha 30 de novimnbre dr; 1976; que del estudio de los por-
menores y consecuencias que rodean el presente caso, se
desprende que Cándido Jiménez Peralta, sufrió daños y
periuicios materiales, a consecuencia del accidente ocurri-
do en fecha 13 de junio del 1975, según se detalla en el
emplazamiento, los cuales a juicio soberano del Tribunal
de primer grado deben serle estimado en la suma de Mil
quinientos veintiocho pesos con 40/100 (RD$1,528.40i, aun-
que pudo ser superior dicha suma, esta Corte ante la no
apelación de Cándida Jiménez Peralta, y sus conclusiones
de que se confirme la sentencia recurrida, procede acoger
sus conclusiones, por ser justa y reposar en prueba legal";
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deró la depreciación del referido vehículo, razones por los
cuales deben desestirnarse las conclusiones, de los inti-
mantes, por improcedente y mal fundada"; que, por lo
expuesto, el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando, que en sus demás medios de casación,
que por su estrecha relación se reúnen para su examen,
los recurrentes alegan, en síntesis, que es indispensable
que una parte que alega un hecho en justicia presente
pruebas fehacientes del hecho alegado; que la simple pre-
sentación de un documento que emane de la parte, sin
que este documento de carácter técnico, como en el caso,
sea sometido a un informe o criterio pericial, constituye
de por sí una violación franca al artículo 1315 del Código
Civil; que las condenaciones anteriores evidencian de una
manera absoluta, que la no concesión de un medio eficien-
te o imparcial para determinar los daños reales, conllevan
de una manera contundente e irrevZcable, una franca vio-
lación al derecho de defender de los recurrentes; que por
tanto, por vía de consecuencia, la sentencia viola el Art.
141 del Código de Procedirrilento Civil por carecer de mo-
tivos justos que la fundamenten; pero.

Considerando, que la Corte a-qua, para confirmar la
sentencia del primer grado que había acordado una in-
demnización de RD$1,528.40 en favor de Cánddio JIrmi.-
nez Peralta, como reparación por los daños materiales
experimentados como consecuencia del accidente, y pues-
to a cargo de Angela Pérez Reyes, dá como fundamente,
los siguientes motivos: "que del estudio ponderado reali-
zado a todos y cada uno de los documentos que existen
en el expediente, esta Corte, ha establecido lo siguiente:
a), que en fecha 13 de junio de 1975 ocurrió un accidente
autovilístico, mientras el señor Cesáreo Pérez Guerrerc,
conducía el carro placa No. 141-044, marca Oldsmóbile,
registro No. 72791, motor No. G030-4579, chasis 628A01016,
modelo del ario 1962, color verde mar, de Angela Pérez
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que, en la especie, habiéndose establecido, por los ele-
mentos de juicio que se aportaron al debate, que el ve-
hículo propiedad de Cándido Jiménez Peralta sufrió dete-
rioros y desperfectos en varias partes de su estructura
que lo hicieron inutilizable durante cierto tiempo, y s'en-
do de regla, en estos casos, que la reparación, que se acuer-
de puede comprender no sólo el daño material, sino tam-
bién el perjuicio derivado del lucro cesante, esta Suprema
Corte estima que los motivos dados sobre este Punto y
los dados por la sentencia anterior, que resultan confirma-
dos en cuanto a ese aspecto, conduce a deducir que la re-
paración acordada al recurrido Cándido Jiménez Peralta,
no es irrazoneble; por todo lo cual, en la sentencia im-
pugnada no se han cometido los vicios y violaciones seña-
ladas; por lo que, los medios qu,e se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Angela Pérez Reyes y la Segu-
ros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones ci-
viles, el 10 de julio de 1978, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del Presente fallo; Segundo: Conde-
na a Angela Pérez Reyes al pago de las costas y las dis-
trae en provecho del Dr. Luis Ernesto Florentino Loren-
zo, abogado del recurrido, quien afirma haberlas avanza-
do on su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. --
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial, de San
Cristóbal, de lecha 29 de noviembre de 1979.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: Universidad Nacional Pedro Ilenriquez Ureña.
Ahorrado: Dra. Angela Contreras.

Recurrido: Lic. Manuel Piñeyro Alonzo.
Abogado: Dr. Mariano Germán.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularment9 constituída por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Manuel A. Amiatna, Segundo
Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte R. Alburquer-
que Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de agosto
de 1981, arras 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Uni-
versidad Nacional Pedro Henríquez Ureña, con su estable-
cimiento principal en la avenida John F. Kennedy, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara de lo
Civil y Comercial del Distrito Judicial de San Cristóbal,
en sus funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Gra-
do y Envío, el 29 de noviembre de 1979, cuyo dispositivo
se copia más adelante;
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que, en la especie, habiéndose establecido, por los ele-
mentos de juicio que se aportaron al debate, que el ve-
hículo propiedad de Cándido Jiménez Peralta sufrió dete-
rioros y desperfectos en varias partes de su estructura
que lo hicieron inutilizable durante cierto tiempo, y son-
do de regla, en estos casos, que la reparación, que se acuer-
de puede comprender no sólo el daño material, sino tam-
bién el perjuicio derivado del lucro cesante, esta Suprema
Corte estima que los motivos dados sobre este Punto y
los dados por la sentencia anterior, que resultan confirma-
dos en cuanto a ese aspecto, conduce a deducir que la re-
paración acordada al recurrido Cándido Jiménez Peralta,
no es irrazoneble; por todo lo cual, en la sentencia im-
pugnada no se han cometido los vicios y violaciones seña-
ladas; por lo que, los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Angela Péi.ez Reyes y la Segu-
ros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte
de-Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones ci-
viles, el 10 de julio de 1978, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del Presente fallo; Segundo: Conde-
na a Angela Pénez Reyes al pago de las costas y las dis-
trae en provecho del Dr. Luis Ernesto Florentino Loren-
zo, abogado del recurrido. quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín Di:.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Fspaillat. --
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial, de San
Cristóbal, de techa 29 de noviembre de 1979.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: Universidad Nacional Pedro Henriquez Ureña.
Abogado: Dra. Angela Contreras.

Recurrido: Lic. Manuel Piñeyro Alonzo.
Abogado: Dr. Mariano Germán.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularment9 constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan
Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez,
Joaquín L. Hernández Espailiat y Leonte R. Alburquar-
que Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 5 de agosto
de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Uni-
versidad Nacional Pedro Henríquez Ureña, con su estable-
cimiento Principal en la avenida John F. Kennedy, de cata
ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara de lo
Civil y Comercial del Distrito Judicial de San Cristóbal,
en sus funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Gra-
do y Envío, el 29 de noviembre de 1979, cuyo dispositivo
se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. Angela Contreras, en representacVm

del Dr. Dario O. Fernández pspinal, abogado de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Mariano Guzmán, en representación del
Dr. Rafael Alburquerque, abogado del recurrido, en la lec-
tura de sus conclusiones; recurrido que lo es el Lic. Ma-
nuel Piñairo Alomo, dominicano, mayor de edad, casado,
profesor, domiciliado en esta ciudad, cédula No. 157572,
serie primera.

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente del 12
de diciembre de 1079, suscrito por su abogado, en el que
se proponen los medios de casación que w indican mas
adelante;

Visto el memorial de defensa Ódel recurrido, del 13
de enero de 1980, suscrito por su abogado;

Visto el memorial de ampliación, suscrito Por el abo-
gado de la recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se indican más adelante; y los artículos 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al,
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada y la demanda siguiente, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó una sentencia el
12 de diciembre de 177, con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: PRIMERO: Se declara justificada la dimisión presen-
tada por el Lic. Manuel Pitleyro A., a su Contrato de Tra-
bajo con la Universidad Nacional Pedro Ilenríquez Ureña,
y en consecuencia, se condena a esta última a pagarle las

prestaciones siguientes: 24 días de, preaviso, 135 días de
auxilio de cesantía, los salarios caídos durante el tiempo
de la suspensión ilegal, y más 3 meses de salarios, Por
aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, todó a base de un salario de RD$20.00 diarios,
(promedio) y nueve años de servicios; SEGUNDO: Se
condena a la parte demandada al pago de las costas, y se
ordena la distracción de las mismas en favor del Dr. Ra-

fael F. Alburquerque, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; b) que sobre el recurso interpuesto intervino
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: '"Falla:
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por la Universidad Na-
cional Pedro Henríquez Ureña, contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 12
de d:ciembre de 1977, dictada en favor del licenciado Ma-
nuel Piñeyro Alonzo. cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de est: misma sentencia; SEGUNDO: Rola-
tivamente al fonoo, Rechaza dicho recurso de alzada y
como consecuencia confirma en todas sus partes dicha
sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe, Universidad Nacional Pedro Henríquez Ureña,
al pago de las costas del proceclihn'ento, de conformidad
con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. Mariano Germán, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; c), que sobre el
curso de casación intervino el 20 de abril de 1979, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos,
Primero: Casa la sentencia dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, el 18 de abril del 1978, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo, en lo atinente a la
cesantía de las prestaciones acordadas al Lic. Manuel Pi-
ñeyro Alonzo, y envía el asunto así delimitado por ante
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Cristóbal, en sus atribuciones laborales; Segundo: Re-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido a la Dra. Angela Contreras, en representación

del Dr. Darío O. Fernández Espinal, abogado 'de la recu-
rrente, en la lectura de sus 'conclusiones;

Oido al Dr. Mariano Guzmán, en representación del
Dr. Rafael Alburquerque, abogado del recurrido, en la lec-
tura de sus conclusiones; recurrido que lo es el Lic. Ma-
nuel Piñeiro Alonzo, dominicano, mayor de edad, casado,
profesor, domiciliado en esta ciudad, cédula No. 157572,
serie primera.

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente del 12
de diciembre de 1079, suscrito por su abogado, en el que
se proponen los medios de casación que se indican mas
adelante;

Visto el memorial de defensa ,del recurrido, del 13
de enero de 1980, suscrito por su abogado;

Visto el memorial de ampliación, suscrito por el abo-
gado de la recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se indican más adelyante; y los artículos 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al,
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada y la demanda siguiente, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó una sentencia el
12 de diciembre de 1E77, con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: PRIMERO: Se declara justificada la dimisión presen-
tada por el Lic. Manuel Piñcyro A., a su Contrato de Tra-
bajo con la Universidad Nacional Pedro Henríquez Ureña,
y en consecuencia, se condena a esta última a pagarle las
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prestaciones siguientes: 24 días de preaviso, 135 días de
auxilio de cesantía, los salarios caídos durante el tiempo
de la suspensión ilegal, y más 3 meses de salarios, por
aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de
Trabajo, todo a base de un salario de RD$20.00 diarios,
(promedio) y nueve años de servicios; SEGUNDO: Se
condena a la parte demandada al pago de las costas, y se
ordena la distracción de las mismas en favor del Dr. Ra-
fael F. Alburquerque, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; 13) que sobre el recurso interpuesto intervino
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: `Talla:
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma
el recurso de apelación interpuesto por la Universidad Na-
cional Pedro Henríquez Ureña, contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 12
de diciembre de 1977, dictada en favor del licenciado Ma-
nuel Piñeyro Alonzo, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior de esti misma sentencia; SEGUNDO: Rela-
tivamente al fonoo, Rechaza dicho recurso de alzada y
como consecuencia confirma en todas sus partes dicha
sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe, Universidad Nacional Pedro Henríquez Ureña,
al pago de las costas del procedimiento, de conformidad
con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su dis-
tracción en provecho del Dr. Mariano Germán, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; c), que sobre el re-
curso de casación intervino el 20 de abril de 1979, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos,
Primero . Casa la sentencia dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, el 18 de abril del 1978, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo, en lo atinente S la
cesantía de las prestaciones acordadas al Lic. Manuel Pi-
ñeyro Alonzo, y envía el asunto así delimitado por ante
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Cristóbal, on sus atribuciones laborales; Segundo: Re-
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ochaza en sus demás aspectos el recurso interpuesto por la
Universidad Nacional Pedro Henríquez Urcña, contra la
misma sentencia; Tercero: Conuaansa las costas entre las
partes; d), que por último la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, como Tribunal de envío, dictó la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice .sí: "Falla: PRIMERO: Declara regular y válido el
recurso cla apelación interpuesto por la Universidad Na-
cional Pedro Henríquez Ureña, contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrtio Nacional, de fecha 12
de diciembre de 1977, dictada en favor del Lic. Manuel Pi-
ñeyro Alonzo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativa-
mente al fondo, Rechaza dicho recurso de alzada, limitado
al aspecto de la cuantía de las prestaciones laborales acor-
dadas al Lic. Manuel Piiieyro Alonzo, por la sentencia de
fecha 12 de diciembre de 1977, dictada por el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacionaf, y en consecuencia,
confirma dicha sentencia en lo que se refiere al Punto o
aspecto que condenó a la Universidad Nacional Pedro
Henríquez Ureña a pagar al Lic. Manuel Piñeyro Alonzo
los valores siguientes: 135 días de auxilio de cesantía y
los salarios caídos durante el tiempo de la sanción ilegal,
esto es, un año completo, a base de un salario cliarlo pro-
medio de RD$20.00, sin perjuicio de los demás puntos o
aspectos de la mencionada sentencia, que por tener auto-
ridad irrevocable de la cosa juzgada no pueden ser cono-
cidos por este Tribunal (dimisión justificada, 24 días de
preaviso y 3 meses de salarios por aplicación del ordinal
ro. del artículo 84 del Código de Trabajo); TERCERO:
Condena a la Parte que sucumbe. Universidad Nacional
Pedro Henríquez Ureña, al pago de las costas del procedi-
miento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley
No. 302, del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Tra-
bajo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Rafael

F. Alburquerque, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de la Ley; Violación de los artículos 44, 45, 46 y 4",
del Código de Trabajo por aplicación errónea. Violación
al artículo 42 del Código de Trabajo. Violación al artículo
122 del Código de Trabajo por falsa aplicación; Segunda
Medio: Desnaturalización de los hechos do la causa; Ter-
cer Medio: Falta de base legal. Otro vicio manifiesto en la
sentencia que mediante este recurso introductivo se im-
pugna lo es el de falta de base legal;

Considerando, que la recurrente, en el desarrollo de
su primer medio de casación, expone y alega en síntesis,
que la Cámara a-qua, al fallar corno lo hizo, incurrió en
el mismo error de interpretación de la ley, que lo habla
hecho la Cámara de Trabajo de Santo Domingo, cuya sen-
tencia fué casada, dando dió por sentado que la sanción
impuesta a Pifieyro Alonzo hoy recurrido, y que fué acep-
tada por éste, que consiste en privarlo de su docencia du-
rante el año académico 1976-1977, no lo privaba de su de-
recho a que le fueran pagados los salarios caídos durante
dicho período; manera de razonar, que implica una evi-
dente violación del artículo 42 (Ordinal 7mo.) del Código
de Trabajo; que además/ la Suprema Corte al casar la an-
terior sentencia sobre este mismo asunto, estableció que
en el caso no eran aplicables los artículos 44, 45, 46 y 47
del Código de Trabajo, en que la suspensión es obligato-
ria comunicarla al Departamento de Trabajo, para su
aprobación o nó, sino que se trataba de una sanción im-
puesta al recurrido y aceptada por éste, por hechos que
la Universidad, actual recurrente, estimó constituían fal-
tas, cometidas por éste, en el ejercicio de sus funaiones ;lo
que la indujo a casar la sentencia, entonces impugnada, en
el único punto de la cuantía de las prestaciones, ya que
las mismas habían sido calculadas, sobre un tiempo de la-
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chaza en sus demás aspectos el recurso interpuesto por la
Universidad Nacional Pedro Henríquez Urcña, contra la
misma sentencia; Tercero: ComPansa las costas entre las
partes; d), que por último la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal, como Tribunal de envío, dictó la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: PRIMERO: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por la Universidad Na-
cional Pedro Henríquez Ureña, contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrtio Nacional, de fecha 12
de diciembre de 1977, dictada en favor del Lic. Manuel Pi-

ñeyro Alonzo. cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO: Relativa-
mente al fondo, Rechaza dicho recurso de alzada, limitado
al aspecto de la cuantía de las prestacibnes laborales acor-
dadas al Lic. Manuel Piñeyro Alonzo, por la sentencia de
fecha 12 de diciembre de 1977, dictada por el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, y en consecuencia,
confirma dicha sentencia en lo que se refiere al punto o
aspecto que condenó a la Universidad Nacional Pedro
Henríquez Ureña a pagar al Lic. Manuel Piñeyro Alonzo
los valores siguientes: 135 días de auxilio de cesantía y
los salarios caídos durante el tiempo de la sanción ilegal,
esto es, un año completo, a base de un salario diar:o pro-
medio de RD$20.00, sin perjuicio de los demás puntos o
aspectos de la mencionada sentencia, que por tener auto-
ridad irrevocable de la cosa juzgada no pueden ser cono-
cidos por este Tribunal (dimisión justificada, 24 días de
preaviso y 3 meses de salarios por aplicación del ordinal
ro. del artículo 84 del Código de Trabajo); TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe, Universidad Nacional
Pedro Henriquez Ureña, al pago de las costas del procedi-
miento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley
No. 302. del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Tra-
bajo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Rafael

F. Alburquerque, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación de la Ley; Violación de los artículos 44, 45, 46 y 47,
del Código de Trabajo por aplicación errónea. Violación
al artículo 42 del Código de Trabajo. Violación al artículo
122 del Código de Trabajo por falsa aplicación; Segunda
Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa; Ter-
cer Medio: Falta de base legal. Otro vicio manifiesto en la
sentencia que mediante este recurso introductivo se irn-
pugna lo es el de falta de base legal;

Considerando, que la recurrente, en el desarrollo de
su primer medio de casación, expone y alega en síntesis,
que la Cámara a-qua, al fallar como lo hizo, incurrió en
el mismo error de interpretación de la ley, que lo había
hecho la Cámara de Trabajo de Santo Domingo, cuya sen-
tencia fué casada, cilancio dió por sentado que la sanción
impuesta a Piñeyro Alonzo hoy recurrido, y que fué acep-
tada por éste, que consiste en privarlo de su docencia du-
rante el año académico 1976-1977, no lo privaba de su de-
recho a que le fueran pagados los salarios caídos durante
dicho período; manera de razonar, que implica una evi-
dente violación del artículo 42 (Ordinal 7mo.) del Código
de Trabajo; que ademásy la Suprema Corte al casar la an-
terior sentencia sobre este mismo asunto, estableció que
en el caso no eran aplicables los artículos 44, 45, 46 y 47
del Código de Trabajo, en que la suspensión es obligato-
ria comunicarla al Departamento de Trabajo, para su
aprobación o nó, sino que s.," trataba de una sanción im-
puesta al recurrido y aceptada por éste, por hechos que
la Universidad, actual recurrente, estimó constituían fal-
tas, cometidas por éste, en el ejercicio de sus funciones ;lo
que la indujo a casar la sentencia, entonces impugnada, en
el único punto de la cuantía de las prestaciones, ya que
las mismas habían sido calculadas, sobre un tiempo de la-
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bor de nueve arios, en vez de ocho, que era lo que corres-
pondía al -.aso que la Cámara a-qua estatuyó en pugna
con lo decidido por la Suprema,Corte de Justicia, porque
no ponderó en su verdadero contenido y alcance las co-
municaciones dirigidas por el recurrido Pifieyro a la ac-
tual recurrente, la Universidad Nacional Pedro H.enriquez
preña, PlIOS de haberla hecho, otra hubiese sido la solu-
ción que le hubiese dado al presente caso; por último, ale-
ga la »ocurrente, en el desarrollo de este primer medio,
que la Cámara a-qua, al considerar ilegal la sanción im-
puesta al recurrido, por no estar autorizada por ningún
texto Legal, violó por falsa aplicación, los artículos del
Código de Trabajo ya mencionados, y cuando le atribuye
derecho a éste, para reclamar el pago de un año de sala-
rois, por trabajo que no ha prestado, viola además las dis-
posiciones del artículo 184 del mismo Código, por todo
lo cual la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que la sentencia impugnada y las pie-
zas del expediente ponen de manifiesto, que la Suprema
Corte de Justicia, para rechazar en parte y casar limitati-
vamente, la decisión recurrida, dió entre otros los siguien-
tes motives: "que, sin embargo, los hechos relatados en
la sentencia impugnada revelan que en la especie no se
trata de la suspensión prevista por los artículos 44, 45, 46
y 47 del Código de Trabajo, en la que es obligatoria la co-
municación del Departamento de Trabajo, para su apro-
bación o nó, sino de una sanción impuesta al Lic. Pifleyro
y aceptada por éste, por hechos que la Universidad estimó
constituían faltas en el ejercicio de sus funciones, sanción
que consistió en privarlo de su docencia durante el año
académico 1976-1977, situación muy distinta a la prevista
en los textos legales antes señalados; que, por tanto, los
motivos dados por el Tribunal a-quo para justificar la dimi-
sión del mencionado Profesor son totalmente erróneas;
que, sin embargo, la solución dada por la Cámara a-qua
está justificada, ya que por los hechos comprobados por

dicha Cámara, según consta en la sentencia impugnada, se
estableció que el Profesor Piñeyro dimitió de sus funcio-
nes de catedrático de la Universidad recurrente, en vista
de que ésta no obtemperó a su requerimiento de que se
le autorizase reintegrarse a sus labores después de
cumplida la sanción que le fué impuesta, lo que realmen-
te, a juicio de la Suprema Corte de Justicia, justificó su
dimisión; que como los motivos dados por la Cámara a-qua
son de puro derecho, la Suprema Corte los suple con los
aquí expuestos; que, por tanto, estos alegatos del primer
medio deben ser desestimdaos; "que todo lo expuesto an-
teriormente pone de manifiesto que el tiempo que laboró
el Profesor Piñeyro antes de su dimisión, fue únicamente
de ocho y no de nueve años, como se consigna en la sen-
tencia impugnada, para determinar la cuantía de las pres-
taciones que corresponden al referido Profesor; que, por
tanto, la cuantía de las prestaciones debe ser modificada
para que corresponda, a un período de trabajo de ocho
años; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser ca-
sada en cuanto a este punto únicamente";

Considerando, que de lo transcrito precedentemente,
se desprende que tal como lo alega la recurrente, en sus
medios lro. y 39, en lo que alega además, la existencia de
motivos erróneos y contradictorios, la Cámara Civil y Co-
mercial de San Cristóbgl, como tribunal de envío, al fa-
llar como lo hizo, incurrió obviamente, en los mismos vi-
cios y violaciones que lo había hecho, la Cámara de Tar-
balo del Distrito Nacional, cuya sentencia había sido ca-
sada; ya que ésta no hace otra en su fallo, hoy recurrido,
que mantener substancialmente, para justificar su deci-
sión, los mismos motivos, que ya habían sido considerados
definitivamente como erróneos por la sentencia de envío,
antes mencionada;

Considerando, que en tales circunstancias es obvio
que habiendo sido ordenado el envío, limitativamente, pa-
ra que la cuantía 4a las prestaciones pudiese ser hecha a
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tbor de nueve años, en vez de ocho, que era lo que corres-
pondía al caso; que la Cámara a-qua estatuyó en pugna
con lo decidido por la Suprema •Corte de Justicia, porque
no ponderó en su verdadero contenido y alcance las co-
municaciones dirigidas por el recurrido Piñeyro a la ac-
tual recurrente, la Universidad Nacional Pedro Ilenriquez
Ureña, Pues de haberle hecho, otra hubiese sido la solu-
ción que le hubiese dado al presente caso; por último, ale-
ga la recurrente, en el desarrollo de este primer medio,
que la Cámara a-qua, al considerar ilegal la sanción im-
puesta al recurrido, por no estar autorizada por ningún
texto legal, violó por falsa aplicación, los artículos del
Código de Trabajo ya mencionados, y cuando le atribuye
derecho a éste, para reclamar el pago de un año de sala-
rais, por trabajo que no ha prestado, viola además las dis-
posiciones del artículo 184 del mismo Código, por todo
lo cual la sentencia im pugnada debe ser casada;

Considerando, que la sentencia i mpugnada y las pie-
zas del expediente ponen de manifiesto, que la Suprema
Corte de Justicia, para rechazar en parte y casar limitati-
vamente, la decisión recurrida, dió entre otros los siguien-
tes motivos: "que, sin embargo, los hechos relatados en
la sentencia impugnada revelan que en la especie no se
trata de la suspensión prevista por los artículos 44, 45, 46
y 47 del Código de Trabajo, en la que es obligatoria la co-
municación del Departamento de Trabajo, para su a pro-
bación o nó, sino de una sanción impuesta al Lic. Piñeyro
y aceptada por éste, por hechos que la Universidad estimó
constituían faltas en el ejercicio de sus funciones, sanción
que consistió en privarlo de su docencia durante el año
académico 1976-1977, situación muy distinta a la prevista
en los textos legales antes señalados; que, por tanto, los
motivos dados por el Tribunal tt-que para justificar la dimi-
sión del mencionado Profesor son totalmente erróneas;
que, sin embargo, la solución dada por la Cámara a-qua
está justificada, ya que por los hechos comprobados por

dicha Cámara, según consta en la sentencia impugnada, se
estableció que el Profesor Piñeyro dimitió de sus funcio-
nes de catedrático de la Universidad recurrente, en vista
de que ésta no obtemperó a su requerimiento de que se
le autorizase reintegrarse a sus labores después de
cumplida la sanción que le fué impuesta, lo que realmen-
te, a juicio de la Suprema Corte de Justicia, justificó su
dimisión; que como los motivos dados por la Cámara a-qua
son de puro derecho, la Suprema Corte los suple con los
aquí expuestos; que, por tanto, estos alegatos del primer
medio deben ser descstimdaos; "que todo lo expuesto an-
teriormente pone de manifiesto que el tiempo que laboró
el Profesor Piñeyro antes de su dimisión, fue únicamente
de ocho y no de nueve años, como se consigna en la sen-
tencia impugnada, para determinar la cuantía de las pres-
taciones que corresponden al referido Profesor; que, por
tanto, la cuantía de las prestaciones debe ser modificada
para que corresponda, a un período de trabajo de ocho
años; que, por tanto, la sentencia impugnada debe ser ca-
sada en cuanto a este punto únicamente";

Considerando, que de lo transcrito precedentemente,
se desprenda que tal como lo alega la recurrente., en sus
medios lro. y 39, en lo que alega además, la existencia de
motivos erróneos y contradictorios, la Cámara Civil y Co-
mercial de San Cristóbal, corno tribunal de envío, al fa-
llar como lo hizo, incurrió obviamente, en los mismos vi-
cios y violaciones que lo había hecho, la Cámara de Ter-
balo del Distrito Nacional, cuya sentencia había sido ca-
sada; ya que ésta no hace otra en su fallo, hoy recurrido,
que mantener substancialmente, para justificar su deci-
sión, los mismos motivos, que ya habían sido considerados
definitivamente como erróneos por la sentencia de envío,
antes mencionada;

Considerando, que en tales circunstancias es obvio
que habiendo sido ordenado el envío, limi ftativamente, pa-
ra que la cuantía de las prestaciones pudiese ser hecha a
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base de ocho y no de nueve años de labor del reclaman-
te, el Juez del envío al fallar como lo hizo, sobrepasó el
límite de su apoderamiento, por lo que procede casar la
sentencia impugnada, sin que sea necesario ponderar los
demás medios del recurso,

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
faltas procesales, cuyo cumplimiento está a cargo de los
jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de lo Civil y Comercial del Distrito Judi-
cial de San Cristóbal, en sus atribuciones laborales, de
Segundo Grado, el 29 de noviembre de 1979, cuyo dispo-
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo, y en-
vía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Instan-
cia de San Pedro de Macorís, en las rrIsmas atribuciones;
Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS), — Néstor Contin Aybar, Manuel A.
Arniatna, Joaquín M. Alvarez Perca& Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdonto Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado. y
fué firmada, leída y Publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Nacio-
nal, en fecha 19 de noviembre de 1979.

Materia: Calificación.
Recurrente: Escolástico Cornelio.

Dios, l'atria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín 'Aybar. Presidente; Francisco Elpidio Betas, Joa-
quí M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secre-
tario General, en la {ala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 7 del mes de. agosto de 1981, años 138' de la
Xndependencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Escolás-
tico Cornelio, dominicano, mayor de edad, casado, con cé-
dula de identificación personal No. 25123, serie primera,
contra el veredicto dictado nor la Cámara de Calificación
del Distrito Nacional, en fecha 19 de noviembre del año
1979, cuyo dispositivo dice así: PRESOLVEMOE: PRIME-
RO: DECLARAR, como al efecto DECLARAMOS, que re-
sultan indicios graves y suficientes, para enviar al TRI-
BUNAL CRIMINAL, al nombrado ESCOLASTICO COR-
NELIO, como autor del crimen de homicidio, en perjuicio
de quien en vida se llamó Guillermo Elías Ortega.— SE-
GUNDO: ENVIAR, como al efecto ENVIAMOS, al TRI-
BUNAL CRIMINAL, al nombrado 'SCOLASTICO CORNE-
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base de ocho y no de nueve años de labor del reclaman-
te, el Juez del envío al fallar como lo hizo, sobrepasó el
límite de su apoderamientó, por lo qur procede casar la
sentencia impugnada, sin que sea necesario ponderar los
demás medie« de.1 recurso;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
faltas procesales, cuyo cumplimiento está a cargo de los
jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada

cial de San Cristóbal, en sus atribuciones laborales, de
por la Cámara de lo Civil y Comercial del Distrito Judi- 	 9sti l

Segundo Grado, el 29 eir noviembre de 1979, cuyo dispo-
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo, y en-
vía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Instan-
cia de San Pedro de Macorís, en las 2/191113S atribuciones;
Segundo; Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor ConVn Aybar, Manuel A.
Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdonto Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por /os
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado. y
fué firmada, leída y publicada per mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámara de Calificación del Distrito Nacio-
nal, en fecha 19 de noviembre de 1979.

Materia: Calificación.
Recurrente: Escolástico Cornelio.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín 'Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quí M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 7 del mas de agosto de 1981, años 138' de la
:Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Escolás-
tico Cornelio, dominicano, mayor de edad, casado, con cé-
dula de identificación personal No. 25123, serie primera,
contra el veredicto dictado por la Cámara de Calificación
del Distrito Nacional, en fecha 19 de noviembre del año
1979, cuyo dispositivo dice así: l'RESOLVEMOE: PRIME-
RO: DECLARAR, como al efecto DECLARAMOS, que re-
sultan indicios graves y suficientes, para enviar al TRI-
BUNAL CRIMINAL, al nombrado ESCOLASTICO COR-
NELIO, como autor del crimen de homicidio, en perjuicio
de quien en vida se llamó Guillermo Elías Ortega— SE-
GUNDO: ENVIAR, como al efecto ENVIAMOS, al TRI-
BUNAL CRIMINAL, al nombrado 'SCOLASTICO CORNE-
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LIO, para que allí sea juzgado con arreglo a la ley Por el
crimen que se le imputa. TERCERO: ORDENAR, como al
efecto ORDENAMOS, que las actuaciones de instrucción
así como un estado de los documentos y objetos que han
de obrar como elementos de convicción, scan tranDMtidos
por nuestro Secretario, inmediatamente después de expi-
rado el plazo del recurso de apelación a que es susceptible
esta Providencia, al Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, para los fines de ley correspondientes".

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua. en fecha 18 de febrero del
año 1980, a requerimiento del Dr. Ramón B. Suazo Rodrí-
guez, dominicano, mayor de edad, con Odian de identifi-
cación personal No. 73679, serie primera, en representa-
ción de Escolástico Cornelio, en la cal no se propone nin-
gún medio determMado de casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos los artículos 127 del Código de Procedi-
miento Criminal, modificado por la Ley 5155 de 1959, y 1,
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que de conformidad con el artículo 127
del Código de Procedimiento Criminal, modificado por la
Ley 5155 de 1959: "Las decisiones de la Cámara de Cali-
ficación no son susceptibles de ningún recurso"; que en el
caso ocurrente, como el recurso de casación ha sido in-
terpuesto contra una decisión de esa naturaleza, dictada
por la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, dicho
recurso no puede ser admitido;

Por tales motivos, UNICO: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Escolástico Cornelio,
contra el veredicto dictado por la Cámara de Calificación
del Distrito Nacional, en fecha 19 de noviembre del año

1979, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del Presente fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al
pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque C.-- Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audienoa pública del dia, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Fdo.): Miguel Jacobo.
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1979, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del Presente fallo; SEGUNDO: Condena al recurrente al
pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque C.-- Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Fdo.): Miguel Jacobo.

Y

LIO, para que allí sea juzgado con arreglo a la ley Por el
crimen que se Le imputa. TVRCERO: ORDENAR, como al
efecto ORDENAMOS, que las actuaciones de instrucción
así como un estado de los documentos y objetos que han
de obrar como elementos de convicción, sean tran2nVtidcs
por nuestro Secretario, inmediatamente después de espi-
tado el plazo del recurso de apelación a que es susceptible
esta Providencia, al Magistrado Procurador Fiscal del Dis-
trito Nacional, para los fines de ley correspondientes".

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Ma•atrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de Tasación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 18 de febrero del
año 1980, a requerimiento del Dr. Ramón B. Suazo Rodrí-
guez, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 73679, serie primera, en representa-
ción de Escolástico Cornelio, en la culi no se Propone nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos los artículos 127 del Código de Procedi-
miento Criminal, modificado por la Ley 5155 de 1959, y 1,
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que de conformidad con el artículo 127
del Código de Procedimiento Criminal, modificado por la
Ley 5155 de 1959: "Las decisiones de la Cámara de Cali-
ficación no son susceptibles de ningún recurso"; que en el
caso ocurrente, como el recurso de casación ha sido in-
terpuesto contra una decisión de esa naturaleza, dictada
por la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, dicho
recurso no puede ser admitido;

Por tales motivos, UNICO: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Escolástico Cornelio,
contra el veredicto dictado por la Cámara de Calificación
del Distrito Nacional, en fecha 19 de noviembre del año

rl
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apeláción de Santo Domin go, en

fecha 26 de mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: Jorge Radhamés de la Cruz.

Abogados: Correccionales.

Recurrido: José Oscar Valle Solares.
Abogado: Dr. Guillermo Escollo Guzmán.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte c:e-.
Justicia, constituida por los Jueces, Néstor Contín Aybar,
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sus-
tituto de Presidente; Francisco Elpiclio Betas, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdon) Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat
y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distri-
to Nacional, hoy día 7 de agosto del 1981, años 133' de la
Independenc ia y 118' de la Restauración, dicta en audien-

.cia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Jorge Radhamés de la Cruz, dominicano, ma-
yor de edad, casado, comerciante, domiciliado en la calle
Las Palmas No. 27, del sector de Las Palmas, Herrera, de
esta capital, portador de la cédula No. 127745, serie prime-
ra, la Seguros Patria, S. A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
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buciones correccionales, el 26 de mayo de 1978, cuyo dis-
posItivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Rafael Lolet Santamaría, a
nombre de Jorga Radhamés de la Cruz, en fecha 23 de
septiembre de 1976, contra sentencia de la Octava Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 30 de agosto de 1976, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Jorge Radhamés de la Cruz, domini-
cano. mayor de edad, casado, comerciante, portador de la
cédula personal de identidad No. 127745, serie 1, domici-
liado y residente en la calle Las Palmas, No. 27, del sec-
tor Las Palmas, Herrera, por no haber comparecido, no
obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se decla-
ra al nombrado Jorge Radhamés de la Cruz, de generales
anotadas, culpable de violación al artículo 405 del Código
Penal, en perjuicio de José Ovalle Solares, y en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa de RDS200.00
(Doscientos pesos oro), a sufrir la pena de (1) un año de
prisión correccional y al pago de las costas penales; Ter-
cero: Se declara regular y válida en cuanto a la forma.
la constitución en Parte civil, hecha por el señor José Os-
car Ovalle Solares, por mediación de su abogado constituí-
do, Dr. Guillermo Escotto Guzmán, contra el nombrado
Jorge Radhamés de la Cruz, por haber sido hecha de con-
formidad con la ley; y en cuanto al fondo, se condena a
Jorge Radhamés de la Cruz, al pago de una indemniza-
ción de RD$5,500.00 (Cinco mil quinientos pesos oro),
ascendente al valor de los cheques, a favor de José Os-
car Ovale Solares, como fusta reparación por los daños
y perjuicios causados; Cuarto: Se ordena la ejecución de
la fianza concedida al prevenido Jorge Radhamés de la
Cruz, por la Compañía de Seguros Patria, S. A., para ob-
tener su libertad provisional, en beneficio del señor José
Oscar Ovalle Solares, en virtud de que la Compañía Afian-
zadora se le dió oportunidad para presentar al afianzado
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apeláción de Santo Domin go, en

techa 26 de mayo de 1973.

BOLETIN JUDICIAL

Materia: Coneccional.

Recurrente: Jorge Radhamés de la Cruz.
Ahogados: Correccionales.

Recurrido: José Oscar Valle Solares.
Abogado: Dr. Guillermo Escotto Guzmán.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte Ce..
Justicia, constituida por los Jueces, Néstor Contín Aybar,
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sus-
tituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat
y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distri-
to Nacional, hoy día 7 de agosto del 1981, años 133' de la
Independenc ia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación. la  siguiente senten-

cia:
Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-

mente por Jorge Radhamés de la Cruz, dominicano, ma-
yor de edad, casado, comerciante, domiciliado en la calle
Las Palmas No. 27, del sector de Las Palmas, Herrera, de
esta capital, portador de la cédula No. 127745, serie prime-
ra, la Seguros Patria, S. A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
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# buciones correccionales, el 26 de mayo de 1978, cuyo dis-

positivo dice así: "Falla: PRIMERO: Admite como regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Rafael Lolet Santamaría, a
nombre de Jorge Radhamés de la Cruz, en fecha 23 de

. septiembre de 1976, contra sentencia de la Octava Cama-..
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-

.	 trito Nacional, en fecha 30 de. agosto de 1976, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Jorge Radhamés de la Cruz, domini-

e	 cano. mayor de edad, casado, comerciante, portador de la
cédula personal de identidad No. 127745, serie 1, domici-
liado y residente en la calle Las Palmas, No. 27, del sec-
tor Las Palmas, Herrera, por no haber comparecido, no
obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se decla-
ra al nombrado Jorge Radhamés de la Cruz, de generales
anotadas, culpable de violación al artículo 405 del Código
Penal, en perjuicio de José Ovalle Solares, y en conse-
cuencia se le condena II pago de una multa de RD$200.00
(Doscientos pesos oro), a sufrir la pena de (1) un año de
prisión correccional y al pago de las costas penales; Ter-
cero: Se declara regular y válida en cuanto a la forma.
la constitución en parte civil, hecha por el señor José Os-
car ()valle Solares, por mediación de su abogado constitui-
do, Dr. Guillermo Escotto Guzmán, contra el nombrado
Jorge Radhamés de la Cruz, por haber sido hecha de con-
formidad con la ley; y en cuanto al fondo, se condena a
Jorge Radhamés de la Cruz, al pago de una indemniza-
ción de RD$5,500.00 (Cinco mil quinientos pesos oro),
ascendente al valor de los cheques a favor de José Os-
car Ovalle Solares, como justa reparación pbr los daños
y perjuicios causados; Cuarto: Se ordena la ejecuci iin de
la fianza concedida al prevenido Jorge Radhamés de la
Cruz, por la Compañía de Seguros Patria, S. A., para ob-
tener su libertad provisional, en beneficio del señor José
Oscar Ovalle Solares, en virtud de que la Compañía Afian-
zadora se le dió oportunidad para presentar al afianzado
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Visto el escrito del interviniente Valle Solares, del
1 9 de diciembre de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 36, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, conforme a lo que dispone el ar-
tículo 36 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, son
irrecibibles los recursos de los condenados a penas de pri-
sión que exceda de seis meses, a menos de que estén re-
ducidos a prisión, o que para habilitar sus recursos se
constituyan por sí mismos en prisión. o que después de
condenados en última instancia hayan obtenido la liber-
tad bajo fianza; o en el caso de la Ley No. 2402, sobre asis-
tencia obligatoria de menores de 18 años, que el padre
condenado a una pensión haya suscrito ante el Ministerio
Pliblito correspondiente, un compromiso de pagar la Pen-
sión de que se trata, en la forma ya practicada; que como
el prevenido Jorge Radhamés de la Cruz después de ser
condenado por la Corte a-qua, no ha cwnplido los requisi-
tos expresados, su recurso de casación no puede ser admi-
tido;

Considerando, que conforme al artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, las personas puestas en
causa como civilmente responsables en los procesos Pena-
les no pueden recurrir válidamente en casación si no apo-
yan sus recursos con medios indicados y desarrollados en
las Actas de Casación, o en memoriales o escritos dirigi-
dos oportunamente a la Suprema Corte de Justicia; que
ese requisito se refiere obviamente no sólo a los responsa-
bles que indica el artículo 1384 del Código Civil, sino ade-
más a las Aseguradoras a que aluden la Ley No. 4117 de
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y
la Ley de Libertad Bajo Fianza, de 1915, y sus modifica-
ciones; que en el caso de la Seguros Potria, S. A., ahora
recurrente, no ha expuesto los medios en que fundamen-
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de que respondiera de sus hechos; y Quinto: Se condena
al prevenido Jorge Radhamés de la Cruz, y a la Compa-
ñía de Seguros Patria, S. Af, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Gui-
llermo Escotto Guzmán, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad. Por haber sido hecho de acuerdo con
la ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto del preven

ido, ido
JorgeJorge Radhamés de la Cruz, por no haber comparec 
obstante estar legalmente citada; TERCERO: Modifica la
sentencia apelada en cuanto a la indemnización impues-

ta y la Corte obrando contrariamente la fija en Cuatro
mil pesos oro (RD84,000.00), en provecho de la parte
vil constituida, por considerarse que esta suma está más
en consonancia con las circunstanc ias de la causa; CUAR-
TO: Confirma en todos sus demás aspectos la sentencia
apelada; y QUINTO: Condena a las partes que sucumben
al pago de las costas, ordenando la distracción de las ci-
viles en provecho del Dr. Guillermo Escotto Guzmán,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Guillermo Escotto Guzmán, abogado del
interviniente, en la lectura de sus conclusiones; intervi-
Mente que es . José Oscar Valle Solares, español, mayor de
edad, soltero, comerciante, domiciliado en la calle Manue-
la Diez No. 238, de esta ciudad, cédula 107798, serie pri-

mera;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el Acta de los recursos de casación, levantada

en la Seciletaría de la Corte a-qua el 27 de julio de 1978,

a requerimiento del Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez,
cédula 12406, serie 12, en representación de los recurren-
tes ya nombrados; Acta en la cual no se propone contra
la sentencia impugnada ningún medio determinado de
casación;
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de que respondiera de sus hechos; y Quinto: Se condena
al prevenido Jorge Radhamés de la Cruz, y a la Compa-
ñía de Seguros Patria, S. Af, al pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Gui-
llermo Escotto Guzmán, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad. Por haber sido hecho de acuerdo con
la ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto del prevenido
Jorge Radhamés de la Cruz, por no haber comparecido, no
obstante estar legalmente citado; TERCERO: Modifica la
sentencia apelada en cuanto a la indemnización impues-

ta y la Corte obrando contrariamente la fija en Cuatro
mil pesos oro (RD$4,000.00), en provecho de la parte c
vil constituida, por considerarse que esta suma está más
en consonancia con las circunstanc ias de la causa; CUAR-
TO: Confirma en todos sus demás aspectos la sentencia
apelada; y QUINTO: Condena a las partes que sucumben
al pago de las costas, ordenando la distracción de las ci-
viles en provecho del Dr. Guillermo Escotto Guzmán,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Guillermo Escotto Guzmán, abogado del
interviniente, en la lectura de sus conclusiones; intervi-
Mente que es . José Oscar Valle Solares, español, mayor de
edad, soltero, comerciante, domiciliado en la calle Manue-
la Diez No. 238, de esta ciudad, cédula 107798, serie pri-

mera;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el Acta de los recursos de casación,levantada

en la Secrietaría de la Corte a-qua el 27 de julio de 1978,
a requerimiento del Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez
cédula 12406, serie 12, en representación de los recurren-
tes ya nombrados; Acta en la cual no se propone contra

la sentencia impugnada ningún medio determina do de

casación;
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Visto el escrito del interviniente Valle Solares, del
1 9 de diciembre de 1980, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 36, 37, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, conforme a lo que dispone el ar-
tículo 36 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, son
irrecibibles los recursos de los condenados a penas de pri-
sión que exceda de seis meses, a menos de que estén re-
ducidos a prisión, o que para habilitar sus recursos se
constituyan por sí mismos en prisión. o que después de
condenados en última instancia hayan obtenido la liber-
tad bajo fianza; o en el caso de la Ley No. 2402, sobre asis-
tencia obligatoria de menores de 18 años, que el padre
condenado a una pensión haya suscrito ante el Ministerio
Públito correspondiente, un compromiso de pagar la Pen-
sión de que se trata, en la forma ya practicada; que como
el prevenido Jorge Radhamés de la Cruz después de ser
condenado por la Corte a-qua, no ha annulido los requisi-
tos expresados, su recurso de casación no puede scr admi-
tido;

Considerando, que conforme al artículo 37 de la Ley
sobra Procedimiento de Casación, las personas puestas en
causa como civilmente responsables en los procesos Pena-
les no pueden recurrir válidamente en casación si no apo-
yan sus recursos con medios indicados y desarrollados en
las Actas de Casación, o en memoriales o escritos dirigi-
dos oportunamente a la Suprema Corte de Justicia; que
ese requisito se refiere obviamente no sólo a los responsa-
bles que indica el artículo 1384 del Código Civil, sino ade-
más a las Aseguradoras a que aluden la Ley No. 4117 de
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y
la Ley de Libertad Bajo Fianza, de 1915, y sus modifica-
ciones; que en el caso die la Seguros Potria, S. A., ahora
recurrente, no ha expuesto los medios en que fundamen-
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I :ta su recurso, ni en el Acta del recurso, ni por ningún es-
crito o memorial posterior, por lo que su recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Admite como intcrvinien-
te a José Oscar Valle Solares en los recursos de casación
interpuestos por Jorge Radhamés de la Cruz y la Seguros
Patria, S. A., contra la sentencia dictada el 26 de mayo de
1978 por la Corte de A pelación de Santo Domingo, cuyo
dispositiivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara inadmisible el recurso de Jorge
Radhamés de la Cruz, contra la indicada sentencia; Ter-
cer»: Declara nulo el recurso de la Seguros Patria, S. A.,
contra la misma sentencia; Cuarto: Condena a Radhamés
de la Cruz al pago de las costas y distrae las civiles en
provecho del Dr. Guillermo Escolto Guzmán, abogado del
interviniente Valle Solares, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Becas, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado y
fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico. — (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma
coris, de fecha 30 de octubre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Eugenio Hernández Lizardo, Juan Isidro Martínez
y la Unión de Seguros, C. por A.

Intervinientes: Apolinar Mejía. Leovigildo Castillo y Compartes.
Abogado: Dr. Fernando Gutiérrez Guillén.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de ,,la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituida por los Jueces Néstor Contín Aybar,
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sus-
tituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa-
quín L. Henández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudda de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 del mes de agos-
to del año 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Eugenio Hernández Lizardo, dominicano, ma-
yor de edad, casado, chófer, cédula No. 13907, serie 27;
Juan Isidro Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero,
cédula No. 20207, serie 27; domiciliados uno y otro en Ha-
to Mayor; y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales el 30 de oc-
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ta su recurso, ni en el Acta del recurso, ni por ningún es-
crito o memorial posterior, por lo que su recurso es nulo;

Por tales motivos, Prirhero: Admite como intervinien-
te a José Oscar Valle Solanes en los recursos de casación
interpttestos por Jorge Ftadhamés de la Cruz y la Seguros
Patria, S. A., contra la sentencia dictada el 26 de mayo de
1978 por la Corte de APelación de Santo Dcmingo, euyo
dispositiivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara inadmisible el rocurso de Jorge
Radhamés de la Cruz, contra la indicada sentencia; Ter-
cero: Declara nulo el recurso de la Seguros Patria, S. A.,
contra la nrisma sentencia; Cuarto: Condena a Radhaméb
de la Cruz al pago de las costas y distrae las civiles en
proveeho del Dr. Guillermo Escotto Guzmán, abogado del
interviniente Valle Solares, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco ElpMio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Bácz, Joaquín L. Hernánd,n Espaillat.
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Se-
cretario Gencral.

La presente sentencia ha sido dada y firrnada por los
sefiores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audienda pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que c.ertifico. — (Fdo.): Miguel Jecobo.

) am 4
SENTENCIA DE FECIIA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Senteneia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma
cOris, de fecha 30 de octubre de 1979.

Materia: Correeetonal.

lteeurrentes: Eugenio Hernández Lizardo, Juan Lsidro Martinez
y la unión de Seguros, C. por A.

Intervinientes: Apolinar Mejfa, Leovigildo Castillo y Compartes.
Abogado: Dr. Fernando Gutiérrez Guillén.

Dies, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de ,,la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituída por los Jueces Néstor Contín Aybar,
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sus-
tituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdo:no Báez, Joa-
quín L. lIenández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudda de Santo Dorningo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 del mes de agos-
to del afio 1981, años 138' de la Independenda y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia Pública como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Eugenio Ilernández Lizardo, dominicano, ma-
yor de edad, casado, eliófer, cédula No. 13907, serie 27;
Juan Isidro Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero,
cédula No. 20207, serie 27; domieiliacios uno y otro en Ha-
to Mayor; y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia dietada en atribuciones correccionales el 30 de or
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tubre de 1979, por la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la Ieetura ctel rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Fernan-

do Gutiérrez Guillén, cédula No. 64820, serie 31, abogado
de los intervinientes Apol:nar Mejía, Leovigildo Castillo,
Candelario Cueto y Antonio Lora del Orbe, portadores,
respectivamente de las cédulas de identidad 23470-27;
242252-1;49873-23 y 36871-47;

Oído el dicamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los necursos, levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua el 9 de diciembre de 1979, a reque-
rimiento del Dr. Mauricio E. Acevedo Salomón, cédula
No. 114282, serie primera, en representaelón de los necu-
rrentes; acta en la que no se pro pone contra el fallo im-
pugnado ningún medio determinado_de casación;

Vis-to el escrito de los intervinientes, suscrito por su
abogado, Dr. Fernández Gutiérrez Guillén;

La Suprema Corte de JustIcia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 20, 23, 37, 62 y 65 de la
Ley sobre Proccdimierrto de Casacién;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los
documentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en la carretera San Pedro de Macorís-Hato Mayor, el 30
de diciembre de 1976, en e1 cual algunas personas resul-
taron con lesiones corporales, el Juzgado de Prirnera Ins-
tancia del Distrtio Judicial de San Pedro de Macorís, clic-
tó el 12 de noviembre de 1978, una sentencia cuyo dispo-
sitivo se transcribe en el de la ahora impugnada; y b),
qu9 sobre los recursos interpucstos, la Corte de Apelación
de San Pedro de Macorís, dietó el 30 de oetubre de 1979,
el fallo ahora impugnado en casación, del que es el si-
guiente dispostlivo: "Falla: PRIMERO: Admite como re-
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gulares y válidos, en cuanto a la forma, loe recursos de
aPelación interpueistos por Eugenio Iternández Lizardo,
Juan Isidro Martínez y la Unión de Seguros, C. por A.,
inculpado, persona eivilmente responsable y entidad ase-
guradora puesta en causa, respectivamente, contra senten-
cia dictada en atribuciones correccionalces y en fecha 12
de noviembre de 1978, por el Juzgado de Pr:mera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Pedro de llacorís, que con-
denó en defecto al referido inculpado Eugenio Hernández
Lizardo, a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión co-
rreccional, a pagar una multa de Cien pesos oro (RD$
100.00), y las costas penales, por el delito de violac'ón a
la Ley 211, de tránsito de vehículos de motor, en perjui-
eio die Leovigildo Castillo, Tomás Díaz, Juan Morla, Ru-
bén Darío Cueto y Apolinar Melía; además condenó tanto
a dicho inculpado Hernandez Lizardo como a Juan Isidna
Martínez, al pago solidario de las siguientes indcmnizacio-
nes: a) aez mil pesoseoro (RD$10,000.00), a Apolinar Me-
fia; b), (Ynco mil pesos oro (RD$5,000.00) a Leovigildo
Castillo; c), Tres mil pesos oro (FtD$3,000.00), a Rubén Da-
río Cueto y	 Tres mil ciento cuarenta y tres pesos oro
(RD$3,143.00), a Antonlo Lora del Orbe, constituído en
parte civil; as,í como las costtas civiles distraídas en prove-
cho de los doctores Fernando Gutiérrez Guillén y Alcibía-
des Escotto Veloz; y declaró oponible la sentencia interve-
nida a la Unión de Seguros, C. por A.; SEGUNDO: Ratifi-
ca el defecto pronunciado en la audiencia celebrada en fe-
cha 30 de agosto de 1979, contra Eugento Hernández Lizar-
do, Juan Isidro Martínez, y la Unión de Seguros, C. por
A., por falta de companecer, no obstante haber sido legal-
mente citadee; TEIRCERO: Modifica la mencionada sen-
tencia recurrida ,en cuanto al monto de las indemnizacio-
nes acordadas y, en co-nsecuencia, condena a Fugenio Her-
nández Lizardo y Juan Isidro Martínez, al pago solidario
de las siguientes indemnizaciones: a) Cinco mil pesos oro
RD$5,000 00), a Apolinar Mejía; b) Dos mil pesos oro (RD
$2,000.00) a Leovigildo Castillo; e) Mil pe gas oro (RD$1,-
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tubre de 1979, por la Corte de Apelación de San Peclro de
Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la 1e:tura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Fernan-

do Gutiérrez Guillén, cédula No. 64820, serie 31, abogado
de los intervinientes Apol:nar Mejía, Leovigildo Castillo,
Candelario Cueto y Antonio Lora del Orbe, portadores,
respectivamente de las cédulas de identidad 23470-27;
242252-1;49873-23 y 36871-47;

Oído el dicamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los necursos, levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua el 9 de diciembre de 1979, a reque-
rimiento del Dr. Mauricio E. Acevedo Salomón, cédula
No. 114282, serie primera, en representacIón de los recu-
rrentes; acta en la que no se proPone contra el fallo im-
pugnado ningún medio determinado_de casación;

Visto el escrito de los intendnientes, suscrito por s-a
abogado, Dr. Fernández Gutiérrez Guillén;

La Suprema Corte de JustIcia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 20, 23, 37, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimlento de Casacien;

Considerando, que en el fallo impugnado y en los
documentos a que el mismo se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en la carretera San Pedro de Macorís-Hato Mayor, el 30
de diciembre de 1976, en e1 cual algunas personas resul-
taron con lesiones corpora les, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrtio Judicial de San Pedro de Macorís, dic-
tó el 12 de noviembre de 1978, una sentencia cuyo dispo-
sitivo se transcribe en el de la abora impugnada; y b),
qua sobre los recursos interpucstos, la Corte de Apelwión
de Sztn Pedro de Macorís, dictó el 30 de octubre de 1979,
el fallo ahora impugnado en casación, del que es el si-
guiente dispostiivo: "Falla: PRIMERO: Admite como re-
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galares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de
anelación interpuostos por Eugenio Hernández Lizardo,
Juan Isidro Martínez y la Unión de Seguros, C. por A.,
inculpado, persona civilmente responsable y entidad ase-
guradora puesta en causa, respectivamente, contra senten-
cia dictacta en atribuciones correccionalces y en fecha 12
de noviembre de 1978, por el Juzgado de Pfanera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Pedro de llacorís, qu.e con-
denó en defecto al referido inculpado Eugenio Hernández
Lizardo, a sufrir la pena de seis (6) meses de prisión co-
rreccional, a pagar una multa de Cien pesos oro (RD$
100.00), y las costas penales, por el delito de violac'ón a
la Ley 241, de tránsito de vehículos de motor, en perjui-
cio de Leovigildo Castillo, Tomás Díaz, Juan Morla, Ru-
bén Darío Cueto y Apolinar Meiía; además condenó tanto
a dicho inculpado Hernández Lizardo como a Juan Isidro
Martínez, al pago solidario de las siguientes indcmnizacio-
nes: a) D!ez mil pesoseoro (RD$10,000.00), a Apolinar Me-
jía; b), (Ynco mil pesos oro (RD$5,000.00) a Lcovigiklo
Castillo; c), Tres mil pesos oro (RD$3,000.00), a Rubén Da-
río Cueto y dl, Tres mil ciento cuarenta y tres pesos oro
(RD83,143.00), a Antonlo Lora del Orbe, constituído en
parte civil; as,í como las cosrtas civiles distraídas en prove-
cho de los doctores Fernando Gutiérrez Guillén y Alcibía-
des Escotto Veloz; y declaró oponible la sentencia interve-
nida a la Unión de Seguros, C. por A.; SEGUNDO: Ratifi-
ca el defecto pronunciado en la audiencia celebrada en fe-
cha 30 de agosto de 1979, contra Eugenio Hernández Lizar-
do, Juan Isidro Martínez, y la Unión de Ségttros, C. por
A., por falta de comparecer, no obstante haber sido legal-
mente citadce; TERCERO: Itodifica la mencionada sen-
tencia recurrida en cuanto al monto de las indemnizacio-
nes acordadas y, en consecuencla, condena a Fugenio Her-
nández Lizardo y Juan Isidro Martínez, al pago solidario
de las siguientes indemnizaciones: a) Cinco mil pesos oro
RD$5,000.00), a Apolinar Mejía; b) Dos mil pesos oro (RD
S2,000.00) a Leovigildo Castillo; c) Mil pegas oro (RD$1,-



1968	 BOLETTN JUDICIAL

000.00) a Antonio Lora del Orbe, constituídos cn partes
como justa reparación por los daños y perjuicios

morales y materiales sufridos como result,ado del acci-
dente de que se trata; CUARTO: Confirma en sus demás
aspectos la mencionada sentencia apelada; QUINTO: Con-
dena a dieho inculpado al pago de las costas penales;
SEXTO: Condena tanto a Eugettio Hernández Lizardo co-
mo a Juan Isidro Martínez, al Pago de las costas civiles,
con distracción de las mismas en provecho de los doctores
Fernando Gutiérrez Guillén y Akibíades Escotto Veloz,
por aErmar haberlas avanzado en su mayor parte; SEP-
TIMO: Declara la presente sentencia común y oponible a
la Unión de Seguros, C. por A., hasta el lírnite de sus obli-
gaciones contractuales;

Considerando, que ni Juan Isidro Martínez, persona
puesta en causa como civilmente responsable, ni la Un'ón
de Seguros, C. por A., aseguradora de su responsabilidad
civil, han expuesto los medios en que fundan sus recursos,
como lo exige a pena de nulldad el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, para los no prevenidos;
que, en consecuencia se procederá úMeamente al conoci-
miento el recurso del prevenido recurrente, Hernández
Lizardo;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la Corte a-qua, para dezdarar la cul-
pabilidad del prevenido citado, e imponer:e las sanciones
puestas a su cargo, se ha limitado a expresar '"que, en
cuanto al fondo del aspecto penal del presente asunto, la
sentencia apelada debe ser confirmada, por cuanto de
acuerdo con los hechos y circunstancias de la causa, el
nornbrado Eugenio Hcrnández Lizardo es el responsable
único del presente accidente, lo que se correbora, además,
por su no comparecencia, ni antes el Juzgado a-qua, ni
por ante esta Corte de alzada, a fin de defenderse; que si
clertamente dicho fallo confirma esencialmente el dispo-
sitivo de la sentencia apelada, y que, de consiguiente los
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motivos de ésta podrían suplir la carencia o insuficiencia
manifiesta del fallo impugnado en el asp:cto que acaba
de ser expucsto, no es menos elerte que los motivos de
la sentencia de la jurtsdicción de primer grado, tampoco
satisfaoen el voto de la ley; que, en efecto, en la misma,
y en este orden de ideas, simPlemente se expresa: "Que
en la instrucción de la causa quedó establecido que en fe-
cha 29 de diciembre de 1976, mientras la camioneta Toyo-

.	 ta, del 1971, color vende, plaea 531-657, conducida por cl
chófer Eugenio Hernádez Lizardo transitaba de sur a nor-
te por la carretera Mella„ de San Pedro de Macorís a Ha-
to Mayor, impactó al autobús privado, Wo'skvagen, del
1976, color roio y blanco, placa No. 224-216, conduc:da
por el chófer Apolinar Tvlejía, al llegar al kil linetro 7; lo
que ocasionó lesiones corporales a varias personas y des-
perfectos de consideración de los vehículos de motor";
además "que de las posiciones vertIclas en el plenario por
el nombrado A polinar Mejía, se desprende la fa:ta impu-
tada al prevenido Eutenio Hernández Lizardo, como la
generadora del accidente automovilístico";

Considerando, que	 anterlormente expuesto revela
que el fallo impugnado carece de una exposición suficicn-
te de los hechos, que permita apreciar cemo ocurricron és-
tos; lo que impide a la Suprema Corte de Justieía cstable-
cer si en la especie se hizo o nó, una correcta ap:icación
de la Icy, por lo que el fallo impugnado debe ser casado
por falta de base legal y de motivos; salvo en lo fal'ado
en relac:ón con Apolinar alejía, al haber sido descargado
definitiva.mente;

Considerando, que las costas Podrán ser compensadas
cuando la sentencia fucre easada por fatla de base legal;

Por tales motivos, Printera: Admite como intervinkn-
te a Apolinar Mejía, Lcovigildo Castillo, Rubén Darío Cue-
to y Antonio Lora del Orbe, en los recursos de casación
interpuestos por Eugenio Hernández Lizardo, Juan Is dro
Martínez y la Unión de Seguros, C. por A., contra senten-
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000.00) a Antonio Lora del Orbe, constituídos en partes
como justa reparación por los daños y perjuicios

morales y materiales sufridos como resultado del acci-
dente de que se trata; CUARTO: Confirrna en sus demás
aspectos la mencionada sentencia apelada; QU1NTO: Con-
dena a clicho inculpado al pago de las costas penales;
SEXTO: Condena tanto a Euge.nio Hernández Lizardo co-
mo a Juan Isidro Martínez, al Pago de las costas civiles,
con distracción de las misrnas en provecho de los doctores
rernando Gutiérrez Guillén y Aleibrades Escotto Veloz,
por afirmar haberlas avanzado en su mayor parte; SEP-
TIMO: Declara la pre.sente sentencia común y oponible a
la Unión de Seguros, C. por A., hasta el límite de sus obli-
gaciones contractuales;

Considerando, que ni Juan Isidro Martínez, persona
puesta en causa como civilinente responsable, ni la Un'ón
de Seguros, C. por A., aseguradora de su responsabilidad
eivil, han expuesto los inedios en que fundan sus recursos,
coirno lo exige a pena de nulldad el artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, para los no prevenidos;
que, en consecuencia se procederá úrtricamente al conoci-
miento el recurso del prevenido recurrente, Hernández
Lizardo;

Considerando, que el examen dol fallo impugmado po-
ne de manifiesto que la Corte a-qua, para declarar la cul-
pabilidad del prevenido citado, e imponer!e las sanciones
puestas a su cargo, se ha limitado a expresar ."que, en
cuanto al fondo del aspecto penal del presente asunto, la
sentencia apelada debe ser confirmada, por cuanto de
acuerdo con los hechos y circunstancias de la causa, el
nombrado Eugenio Hernández Lizardo es el responsable
único del presente accidente, lo que se corrobora, aclemás,
por su no compareoencia, ni antes el Juzgado a-qua, ni
por antc esta Corte de alzada, a fin de defenderse; que si
clertamente dicho fallo confirma .esencialmente el dispo-
sitivo de la sentencia apelada, y que, de consiguiente los
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motivos de ésta podrían suplir la carencia o insuficiencia
manifiesta del fallo imprugnado en el aspccto que acaba
de ser expuesto, no es menos cierto que los motivos de
la sentencia de la jurisdiccXón de primer grado, tampoco
satisfacen el voto de la ley; que, en efecto, en la misma,
y en este orden de ideas, simPlemente se expresa: "Que
en la instrucción de la causa quedó .establecido que en fe-
cha 29 de diciembre de 1976, rnientras la carnioneta Toyo-
ta, del 1971, color verde, placa 531-657, condueicia por el
chófer Eugcnio Hernádnz Lizardo transitaba de sur a nor-
te por la carretera Mella„ de San Pedro de Macoris a Ha-
to Mayor, impactó al autobús privado, Wo'skvagen, del
1976, color rolo y blanco, placa No. 224-216, conduc'cla
por el chófer Apolinar IvIejía, al llegar al kiVanetro 7; lo
que ocasionó lesiones corporales a varias personas y des-
perfeetos de consideración de los vehículos d.e motor"; Y
ademús "que da las posiciones verticlas en el plenario por
el nombrado Apolinar Mejía, se desprmde la fa:ta impu-
tada al prevenido Eugenio Hernández Lizardo, como la
gencradora del accidente automovilístico";

Considerando, que lo anteriormente expuesto revela
que el falle impugnado carece de una exposición suficicn-
te de los hechos, que permita apreciar córno ocurrieron és-
tos; lo que impide a la Suprema Corte de Justicia cstable-
cer si en la especie se hizo o nó, una correcta aplicación
de la ley, por lo que el fallo impugnado debe ser cas-ado
por falta de base legal y de motivos; salvo en lo fal'ado
en rielac:ón con Apolinar Mejía, al haber sido descargado
definitivamente;

Consid,erando, que las costas Podrán ser compensadas
cuando la sentencia fuere casada por fatla de base legal;

Por tales motivos, Primera: Admite como intervinien-
te a Apolinar Mejía, Leovigildo Castillo, Rubén Darío Cue-
to y Antonio Lora del Orbe, en los re.cursos de casación
interpuestos por Eugenio Hernández Lizardo, Juan lidro
Martínez y la Unión de Seguros, C. por A., contra senten-
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cia dictada en atribuciones correccionales por la Cort,e de
Apelación de San Pedro de Macorís, el 30 de octubre de
1979, cuyo dispositivo se Ija transcrito en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos
interpuestos por Leovigildo Castillo y la Unión de Segu-
ros, C. por A.; Tercero: Casa el fallo impugnado en inte-
rés de los recurrentes. , y envía el asunto Por ante la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en iguales atribucio-
nes; y, Cuarta: Declara de oficio 1as costas penal.es  y com-
pensa las civiles entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa-
quin L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La prescnte sentencla ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
nt•-lienr . a pública del día, mes y afio, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECIIA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha lro, de rebrero de 1979.

Matcria: Correccional.

Renwrentes: Domingo Enrique Pérez y la Comparda 1>orninicana
de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr, José María Acosta Torres,

Dios, Patria y Lihertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituída por los Jueces Néstor Contín Aybar,
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sus-
tituto de Presidente; Franc:sco Elpidío Beras, Joaquin 1.1.
Alvarez Perelló, Juati Bautista Roia_s Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala dor.de celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 7 del mes de agosto del año 1981, años 138' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casac1ón, la siguiente senten-
cia:   

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domin-
go Enrique Pérez, dominicano, mayor de edad, con cédula
de identficación Personal No. 26441, ser:e 2; Valerio Her-
nández, dominicano, mayor de edad, soltero, con cédula
de identficación personal No. 11272, serie 68, y la Compa-
fila Dominicana de Seguros, C. por A., con asiento social
en esta ciudad de Santo Domingo, contra la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha lro. de febrero del año      
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cia dictada en atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de San Pedro de Ma:orís, el 30 de octubre de
1979, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Declara nulos los recursos
interpuestos por Leovigildo Castillo y la Unión de Segu-
ros, C. por A.; Tercero: Casa el fallo impugnado en inte-
rés de los recurrentes, y envía el asunto por ante la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en iguales atribucio-
nes; y, Cuarta: Declara de oficio las costas penales y com-
pensa las civiles entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez, Joa-
quín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

pública del día, mes y áfío, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Fdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 1ro. de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Domingo Enrique Pérez y la Compañia Dominicana
de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr, José María Acosta Torres.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituida por los Jueces Néstor Con.tín Aybar,
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sus-
tituto de Presidente; Franc:sco Elpidio Beras, Joaquín
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rolas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidas del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 7 del mes de agosto del año 1981, años 138' de la
Independencia y 118' de la Restauración, dieta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente stnten-
eia•

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domin-
go Enrique Pérez, dominicano, mayor de edad, con cédula
de identficación Personal No. 26441, serie 2; Valerio Her-
nández, dominicano, mayor de edad, soltero, con cédula
de identficación personal No. 11272, serie 68, y la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., con asiento social
en esta ciudad de Santo Domingo, contra La sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 1ro. de febrero del año
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1.975, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRLMERO: Pro-
nuncia el defecto contra Valerio Hernández por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante estar legal-
mente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado Vale-
rio Hernández, de geneles anotadas, culpable de violar el
artículo 49 de la ley 241, y en consecuencia se le condena
al pago de una multa de RD$100.00 (Cien pesos oro), a
sufrir la pena de seis (6) meses de prisión correccional y
al Pago de las costas penales; TERCERO: Se declara regu-
lar y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil hecha en audiencia por los señores Roque Antonio
Lorenzo y Carmen Bonilla, padres y tutores legales de la
menor accidentada, Carmen Raquel Lorenzo Montilla, por
medio de sus abogados doctores Tomás Mejía Portes e Hil-
da A. Martínez G., contra Domingo Pérez, por haber sido
hocha de conformidad con la ley, y en cuanto al fondo se
condena a Domingo Enrique Pérez, en su calidad de
persona civilmente responsable, al pago de una indemni-
zación de Tres mil quinientos pesos oro (RD$3,500.00),ad-
mitiendo la ocurrencia del hecho la falta de la víctima,
a favor de Roque Antonio Lorenzo y Carmen Zorrilla,
como justa reparación por los daños y perjuicios sufridos
con motivo de las lesiones recibidas por su hija menor
Carmen Raquel Lorenzo Zorrilla, en el aocidente, al pago
de los intereses legales de dicha suma, a título do indem-
nización supletoria y al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho de los doctores To-
más Mejía Portes e Hilda Martínez C, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Se declara
la presente sentencia común y oponible en su aspecto ci-
vil a la Compañía de Seguros Dominicana, C. por A., (SE-
DOMCA), entidad aseguradora del vehículo causante del
accidente, de conformidad con el artículo 10, Mod. de la
ley 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor;

Oído al Alguacil de turno en la lectura de rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de	 Cámara a-qua, en fecha 14 de febrero del
año 1979, a requerimiento del Dr. José María Acosta To-
rres, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 32511, serie 31, en representaóón de
Domingo Enrique Pérez, Valerio Hernández y la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes sus-
cr to por su abogado, Dr. José María Acosta Torres, ken fe-
cha 1ro. de diciembre de 1980;

La Su roma Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispos tivo, por lo
cual carece no sólo cre motivos, sino de toda relacién de
hechos;

Considerando, que ]os Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben constar ios hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el tex-
to de la Ley Penal aplicada, que al no prec sar la senten-
cia impugnada los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al
ejercer su poder de control, de decidir, si la ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la Casación del
fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casa-

da por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrán
ser compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha lro. de febrero del
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1275, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRLMERO: Pro-
nuncia el defecto contra Vaylerio Hernández por no ha-
ber comparecido a la audiencia, no obstante estar legal-
mente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado Vale-
rio Hernández, de geneles anotadas, culpable de violar el
artículo 49 de la ley 241, y en consecuencia se le condena
al pago de una multa de RD$100.00 (Cien pesos oro), a
sufrir la pena de seis (6) meses de prisión correccional y
al. Pago de las costas penales; TERCERO: Se declara regu-
lar y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil hecha en audiencia por los señores Roque Antonio
Lorenzo y Carmen Bonilla, padres y tutores legales de la
menor accidentada, Carmen Raquel Lorenzo Montilla, por
medio de sus abogados doctores Tomás Mejía Portes e Hil-
da A. Martínez G., contra Domingo Pérez, por haber sido
bocha de conformidad con la ley, y en cuanto al fondo se
condena a Domingo Enrique Pérez, en su	 calidad de
persona civilmente responsable, al pago de una indemni-
zación de Tres mil quinientos pesos oro (RD$3,500.00),ad-
mitiendo la ocurrencia del hecho la falta de la víctima,
a favor de Roque Antonio Lorenzo y Carmen Zorrilla,
como justa reparación por los daños y perjuicios sufridos
con motivo de las lesiones recibidas por su hija menor
Carmen Raquel Lorenzo Zorrilla, en el aocidente, al pago
de los intereses legales de dicha suma, a título de indem-
nización supletoria y al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas en provecho de los doctores To-
más Mejía Portes e Hilda Martínez C., quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Se declara
la presente sentencia común y oponible en su aspecto ci-
vil a la Compañia de Seguros Dominicana, C. por A., (SE-
DOMCA), entidad aseguradora del vehículo causante del
accidente, de conformidad con el artículo 10, Mod. de la
ley 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de motor;

Oído al Alguacil de turno en la lectura	 rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el Acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 14 de febrero del
año 1979, a requerimiento del Dr. José María Acosta To-
rres, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 32511, serie 31, en representaefón de
Domingo Enrique Pérez, Valerio Hernández y la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes sus-
cr to por su abogado, Dr. José María Acosta Torres, an fe-
cha 1ro. de diciembre de 1980;

La Suprama Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispos tivo, por lo
cual carece no sólo dé motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentenclas y en materia repre-
siva deben constar los hechos que resulten de la instrue-
ción y además, calificar esos hechos en relación con. l tex-
to de la Ley Penal aplicada, que al no prec sar la senten-
cia impugnada los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al
ejercer su poder de control, de decidir, si la ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casa-
da por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrán
ser compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 1ro. de febrero del
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año 1979, cuyo dispositivo ha sido copiado cn parte ante-
rior del presente fallo y envía el asunto por ante la Corte
de Apelación de San Cristóbal, en ras mismas atribucio-
nes; y SEGUNDO: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Ayabr, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Reras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Feli pe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre
tarso General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día. mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — tEdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Senteneict impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 17 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Maximina Dicent.
Abogado: Dr. Otto González.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisca Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy cría 7 del mes de agosto del año 1981, años 138'
de la Independencia, y 118' de la Restauraci5n, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maxi-
mina Dicent, dominicana, mayor de edad, soltera, con cé-
dula de identificación personal No. 112678, serie primera,
en la causa seguida a Abraham Alvarez Reyes, contra la
sentencia dictada por la Corte de A pelación de Santo Do-
mingo, en fecha 17 de noviembre del año 1977, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla- PRIMERO: Admite como regular y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 3 de febrero de 1977, por el Dr. Alfredo
Acosta Ramírez, a nombre y representación del prevenido
Abraham Alvarez Reyes, domin¿cano, mayor de edad, mi-

n.
4.
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rior del presente fallo y
envía el asunto por ante la Corte

de Apelación de San Cris, en las mismas atribucio-
nes; y SEGUNDO: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS) . — Néstor Contín Ayabr, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánz

ar, Felipe Os-

vedo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte a Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre

tarso General.	 firma
La presente sentencia ha sido dada y

	 da por los

señores Jueces que figuran en sanncabezamiento, en la
audiencia pública del dí	 Secretario General ,a, mes y	

, en él expresados, y

fué firmada, leída y publicada por mí, 
que certifico. — tEdo.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cbrte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 17 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Maximina Dicent.
Abogado: Dr. Otto González.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprcma Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisca Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvatdo Perdomo Bácz, Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, Leonte R. Alburquerque C., asistidos del Se.
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
nal, hoy día 7 del mes de agosto del año 1981, años 138'
de la Independencia, y 118' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maxi-
mina Dicent, dominicana, mayor de edad, soltera, con cé-
dula de identificación personal No. 112678, serie primera,
en la causa seguida a Abraham Alvarez Reyes, contra la
sentencia dictada por la Corte de A pelación de Santo Do-
mingo, en fecha 17 de noviembre del año 1977, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla PRIMERO: Admite como regular y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 3 de febrero de 1977, por el Dr. Alfredo
Acosta Ramírez, a nombre y representación del prevenido
Abraham Alvarez Reyes. domiMeano, mayor de edad, mi-
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litar, identificado por la cédula No. 2C040-2; del Estado
dominicnoa, y de la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra sentencia de fecha 1ro. de febrero de 1977,
dictada por la Octava Cámara 	 lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
dice así:	 PRIMERO: Se declara al nombrado Abra-
ham Alvarez Reyes, cabo, E. N., dominicano, mayor de
edad, casado, portador de la cédula personal de ildentidad
No. 20940, serie 2da., residente en el barrio Pueblo Nue-
vo, de San Cristóbal, D. N., culpable de violación a los
artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, y en consecuencia se
le condena al pago de una multa de Diez pesos oro (RD$
10.00) y al pago de las costas penales; SEGUNDO: Se de-
clara regular y válida en cuanto a la forma de la consti-
tución en parte civil, hecha por la señora Maximina Di-
cent, por mediación de su abogado Dr. Miguel Melgen
Hezny, contra el Estado Dominicano, en su condición de
comitente y persona civilmente responsable, por haber si-
do hecha de conformidad con la Ley, y en cuanto al fon-
do se condena al Estado Dominicano a pagar a la señora
Maximina Dicent, la suma de RD$3,000.00 (Tres mil pesos
oro), como justa reparación por los daños morales y mate-
riales sufridos por ella en su calidad de madre, tutora le-
gal del menor Fez Murat Dicent, quien resultó con
lesiones graves en el accidente, al pago de los intereses
legales de dicha suma, a partir de la fecha de la deman-
da, a titulo de indemnización supletoria; y al pago de las
costas civiles, en provecho del Dr. Miguel Melgen Hezny,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y TER-
CERO: Se declara la presente sentencia común, y oponi-
ble, en su aspecto civil a la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo causan-
te del accidente, de conformidad con el Art. 10, Mod. de
la Ley 4117, sobre seguro obFgatorio de vehículos de mo-
tor. Y por esta nuestra sentencia, así se pronuncia, man-
da y firma. (Fdos. Darío Bueno Pineda, Juez Presidente;
Enriquillo o Enrique Saladín, Secretario; por haberlo he-

cho de conformidad con las disposiciones legales; SEGUN-
DO: En cuanto al fondo de dicho recurso, se revoca en to-
das sus partes la sentencia apelada y la Corte obrando
por contrario imperio y autoridad propia, declara a Abra-
ham Alvarez Reyes, no culpable del detto puesto a su
cargo (violación a la Ley No. 241), y en consecuencia lo
descarga de toda responsabilidad penal y civil, por no ha-
ber violado la Ley 241 y deberse el accidente a la falta
exclusiva de la víctima, declarando de oficio las costas
penales; TERCERO: Rechaza las conclusiones presenta-

tir	 das en audiencias por la parte civil constituída, por impro-
cedente y mal fundadas; CUARTO: Condena a la parte ci-
vil constituida al pago de las costas civiles de la alzada,
ordenando su distracción en provecho del Dr. José Mauriz
Alvarez. abogado que afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictameit del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al Dr. Otto Carlos González Méndez, dominica-

no, mayor de edad, con cédula de identificación personal
No. 10477, serie 22, por sí y por el Dr. Miguel Melgen Hez-
ny, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 9993, serie 22, abogado de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 24 de not lembre
del ario 1977, a requerimiento del Dr. Miguel Melgen Hez-
ny, por sí y por el Dr. Carlos González Méndez, en repre-
sentación de Maximina Dicent, en la cual no se Propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el Memorial de casación de la recurrente sus-
crito por su abogado Dr. Miguel Melgen Hazay, en fecha
5 de diciembre del año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-

•



cho de conformidad con las disposiciones legales; SEGUN-
DO: En cuanto al fondo de dicho recurso, se revoca en to-
das sus partes la sentencia apelada y la Corte obrando
por contrario imperio y autoridad propia, declara a Abra-
ham Alvarez Reyes, no culpable del deLto puesto a su
cargo (violación a la Ley No. 2-11), y en consecuencia lo
descarga de toda responsabilidad penal y civil, por no ha-
ber violado la Ley 241 y deberse el accidente a la falta
exclusiva de la víctima, declarando de oficio las costas
penales; TERCERO: Rechaza las conclusiones presenta-

t	 das en audiencias por la parte civil constituida, por im pro-
cedente y mal fundadas; CUARTO: Condena a la parte ci-
vil constituida al pago de las costas civiles de la alzada,
ordenando su distracción en provecho del Dr. José Mauriz
Alvarez, abogado que afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamezt del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al Dr. Otto Carlos González Méndez, dominica-

no, mayor de edad, con cédula de identificación personal
No. 10477, serie 22, por sí y por el Dr. Miguel Melgen Hez-
ny, dominicano, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 9993, serie 22, abogado de la recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 24 de noviembre
cel año 1977, a requerimiento del Dr. Miguel Melgen Hez-
ny, por sí y por el Dr. Carlos González Méndez, en repre-
sentación de Maximina Dicent, en la cual no se Propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el Memorial de casación de la recurrente sus-
crito por su abogado Dr. Miguel Melgen Hazay, en fecha
5 de diciembre del año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-

)
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litar, identificado por la cédula No. 2C040-2; del Estado
dominicnoa, y de la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., contra sentencia de fecha lro. de febrero de 1977,
dictada por la Octava Cámara 'de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
dice así: !'Falla: PRIMERO: Se declara al nombrado Abra-
ham Alvarez Reyes, cabo, E. N., dominicano, mayor de
edad, casado, portador de la cédula personal de identidad
No. 20940, serie 2da , residente en el barrio Pueblo Nue-
vo, de San Cristóbal, D. N., cul pable de violación a los
artículos 49 y 65 de la Ley No. 241, y en consecuencia se
le condena al pago de una multa de Diez pesos oro (RD$
10.00) y al pago de las costas penales; SEGUNDO: Se de-
clara regular y válida en cuanto a la forma de la consti-
tución en parte civil, hecha por la señora Maximina Di-
cent, por mediación de su abogado Dr. Miguel Melgen
Hezny, contra el Estado Dominicano, en su cond i ción de
comitente y persona civilmente responsable, por haber si-
do hecha de conformidad con la Ley, y en cuanto al fon-
do se condena al Estado Dominicano a pagar a la señora
Maximina Dicent, la suma de RD$3,000.00 (Tres mil peses
oro), como justa reparación por los daños morales y mate-
riales sufridos por ella en su calidad de madre, t,Itora le-
gal del menor Fez Murat Dicent, quien resultó con
lesiones graves en el accidente, al pago de los intereses
legales de dicha suma, a partir de la fecha de la deman-
da, a título de indemnización supletoria; y al pago de las
costas civiles, en provecho del Dr. Miguel Melgen Hezny,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; y TER-
CERO: Se declara la presente sentencia común, y oponi-
ble, en su aspecto civil a la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo causan-
te del accidente, de conformidad con el Art. 10, Mod. de
la Ley 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de mo-
tor. Y por esta nuestra sentencia, así se pronuncia, man-
da y firma. (Fdos. Darío Bueno Pineda, Juez Presidente;
Enriquillo o Enrique Saladín, Secretario; por haberlo he-
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miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 	

tJ

Considerando, que el exafnen del fallo impugnada
pone de manifiesto que fué dictado en dIspositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de

Considerando, que los Jueces del fondo están en lahechos;

obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además calificar esos hechos en relación con elenten-

tex-

to de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la s
cia impugnada los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al

ejercer su poder de control de decidir si la ley ha sid bo ien

o mal aplicada, por lo que procede la casación del fallo

impugnado;Considerando, que cuando una sentencia es casada por
falta e insuficiencias de motivos, las 'ostas penales podrán

ser compensadas:
Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia 	 n

dictada

en atribuciones correccionales por la Corte de Apelació

de Santo Domingo, en fecha 17 de noviembre de 1977, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y Segundo: Com-

pensa las costas entre las partes.
(FIRMADOS). •— Néstor Contín Aybar, Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín L.
Alvarez Perelle, Juan Bautista Roías Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,

Leonte R. Alburquerque C.-- Miguel Jacobo, Secretario

General.La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezaraient», en la

audieno: a pública del día, mes y año, en él expresado, y

fué firmada, leída y 9,2.9.icada por mí, Secretario General,
que certifico. — (F :	• uel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
22 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Esmeraldo de Js. de la Rosa, Antonio Almonte y
Seguros Pepin, S. A.

Abogado: Dr. La A. Bireánn Rojas.

In terviniente: Edilio Maria Peña Batista;
Ahogado: Le. Rafael Salvador Ovalle P.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la 4República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 7 de agosto de 1981, años
138' de la Independencia y 118' de la Restauración, dieta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Es-
meraldo de Jesús de la Rosa, dominicano, mayor de edad,
casado, chófer, domiciliado en la calle 10, No. 25, de Villa
Olga, Santiago; y la Seguros Pepín, S. A., con su domici-
lio social .en esta ciudad, contra la sentencia dictada et 22
de junio de 1978, por la Corte de Apelación de Santiago,

Vi
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miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobrc Preced
i

-micnto de Casación;Considerando, que el examen del fallo impugnado
pone de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de

Considerando, que los Jueces del fondo estás
hechos:

obligación de motivar sus sentencias y en matr en la
 repre-

siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además calificar esos hechos en relación con el tex-
to de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la senten-
cia impugnada los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al
ejercer su poder de control de decidir si la leyación

ha sido bien

o mal aplicada, por lo que procede la cas 
impugnado;Considerando, que cuando una sentencia es casada npor

falta e insuficiencias de motivos, las costas penales podrá
ser compensadas;Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 17 de noviembre de 1977, cuyo

o

dispositivo ha sido copiado en parte anterior del p 
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y Segundo: Com-
pensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS).	 Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio oyera s, Joaquín L.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rolas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Secretario

General.
La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamien-M, en la
audieno: a pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. —	 '	 - iguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
22 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Esmeraldo de Js. de la Rosa, Antonio Almonte y
Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Lu's A. Bircánn Rojas.

Interviniente: Edilio María Peña Batista;
Abogado: Le. Rafael Salvador Ovalle P.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la 4tRepública, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 7 de agosto de 1981, años
138' de la Independencia y 118' de la Restauración, dieta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación i nterpuestos por Es-
meraldo de Jesús de la Rosa, dominicano, mayor de edad,
casado, chófer, domiciliado en la calle 10, No. 25, de Villa
Olga, Santiago; y la Seguros Pepín, S. A., con su domici-
lio socia] en esta ciudad, contra la sentencia dictada et 22
de junio de 1978, por la Corte de Apelación de Santiago,
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en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se co-
p'a más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Rafael Salvador Ovalle P., cédula Núm.

3129, serie primera; por sí s por el Lic. Tobías Oscar Nú-
ñez García, cédula No. 653, serie 88, abogados del inter-
viniente a la lectura de sus conclusiones; interviniente que
que es Edilio María Peña Batista, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, domiciliado en Estancia Vieja,
Santiago Rodríguez, cédula No. 4124, serie 46;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 26 de julio de 1978, a
requerimiento del Dr. Ambrioris Díaz Estrella, en repre-
sentación de los recurrentes ya nombrados, Acta en la
cual no se propone contra la senkncia que se impugna
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de julio
de 1980, suscrito por su abogado en casación, Dr. Luis A.
Bircánn Rojas, cédula No. 43324, serie 31, en el cual se
propone contra la sentencia impugnada el medio único
que se indica más adelante;

Visto el escrito del interviniente, del 4 de iuro de
1980, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49, 52 y 102 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del
Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 28, 62 y 45
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito que ocurrió
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el 5 de diciembre de 1976 en horas de la tarde, por la ca-
rretera Santiago-Jánico, Sección de Las Charcas, en el
cual resultaron dos menores con lesiones corporales, la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial d- Santiago, dictó el 25 de noviem-
bre de 1977 una sentencia cuyo dispositivo aparece más
adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b), Que,
sobre apelación de los ahora recurrentes en casación, in-
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
dice así: "Falla • PRIMERO: Admite en la forma el re-
curso de Apelación interpuesto por el Dr. Berto S. Velóz,
quien actúa a nombre y representación de Esmeraldo de
Jesús de la Rosa, Antonio Rojas Abréu y/o Ramón An.
tonio Almonte, persona civilmente demandada, y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia No. 530,
de fecha Veinticinco (25) del mes de noviembre del año
mil novecientos setenta y siete (1977), dictada por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Prírnera Instancia del
Distrito Judicial de €antiago, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "PRIMERO: Que debe pronunciar como en efecto
pronuncia el defecto contra el nombrado Esmeraldo de Js.
de la Rosa, por no haber comparecido a la audiencia, para
la cual estaba legalmente citado; SEGUNDO: Que debe
declarar como en efecto declara al nombrado Esmeraldo
de Jesús de la Rosa, culpable de violar el artículo 102 de
la Ley 241, sobre tránsito terrestre de vehículos de mo-
tor, y en consecuencia lo debe condenar y lo condena al
pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco pesos oro),
por el hecho puesto a su cargo; TERCERO: Que debe de-
clarar como en efecto declara buena y válida la constitu-
eión en Parte civil formulada por Edilio María Peña Ba-
tista, en su calidad de padre y tutor de la menor Adys
Milagros Peña Durán, por haberlo hecho en tiempo há-
bil y de acuerdo a las normas y exigencias del procedimien-
to, en cuanto a la forma; CUARTO: En cuanto al fondo,
debe condenar como en efecto condena a Esmeraldo de Je-
sús de la Rosa, solidariamente con Antonio Rojas Abréu
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en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se co-
p'a más adelante;

Oido al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Rafael Salvador Ovalle P., cédula Núm.

3129, serie primera; por sí y por el Lic. Tobías Oscar Nú-
ñez García, cédula No. 653, serie 88, abogados del inter-
viniente a la lectura de sus conclusiones; interviniente que
que es Edilio María Peña Batista, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, domiciliado en Estancia Vieja,
Santiago Rodríguez, cédula No. 4124, serie 46;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 26 de julio de 1978, a
requerimiento del Dr. Ambrioris Díaz Estrella, en repre-
sentación de los recurrentes ya nombrados, Acta en la
cual no se propone contra la sentencia que se impugna
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de julio
de 1980, suscrito por su abogado en casación, Dr. Luis A.
Bircánn Rojas, cédula No. 43324, serie 31, en el cual se
propone contra la sentencia impugnada el medio único
que se indica más adelante;

Visto el escrito del intervtniente, del 4 de Juro de
1980. suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49, 52 y 102 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del
Chdigo Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1, 28, 62 y 45
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito que ocurrió
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el 5 do diciembre de 1976 en horas de la tarde, por la ca-
rretera Santiago-Jónico, Sección de Las Charcas, en el
cual resultaron dos menores con lesiones coroorales, la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial dá Santiago, dictó el 25 de noviem-
bre de 1977 una sentencia cuyo dispositivo aparece más
adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b), Que,
sobre apelación de los ahora recurrentes en casación, in-
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: PRIMERO: Admite en la forma el re-
curso de Apelación interpuesto por el Dr. Berto S. Velóz,
quien actúa a nombre y representación de Esmeraldo de
Jesús de la Rosa, Antonio Rojas Abréu y/o Ramón An.
tonio Almonte, persona civilmente demandada, y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia No. 530,
de fecha Veinticinco (25) del mes de noviembre del año
mil novecientos setenta y siete (1977), dictada por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de €antiago, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "PRIMERO: Que debe pronunciar como en efecto
pronuncia el defecto contra el nombrado Esmeraldo de Js.
de la Rosa, por no haber comparecido a la audiencia, para
la cual estaba legalmente citado; SEGUNDO: Que debe
declarar como en efecto declara al nombrado Esmeraldo
de Jesús de la Rosa, culpable de violar el artículo 102 de
la Ley 241, sobre tránsito terrestre de vehículos de mo-
tor, y en consecuencia lo debe condenar y lo condena al
pago de una multa de RD$25.00 (Veinticinco pesos oro),
por el hecho puesto a su cargo; TERCERO: Que debe de-
clarar como en efecto declara buena y válida la constitu-
ción en parte civil formulada por Edilio María Peña Ba-
tista, en su calidad de padre y tutor de la menor Adys
Milagros Peña Durán, por haberlo hecho en tiempo há-
bil y de acuerdo a las normas y exigencias del procedimien-
to, en cuanto a la forma; CUARTO: En cuanto al fondo,
debe condenar como en efecto condena a Esmeraldo de Je-
sús de la Rosa, solidariamente con Antonio Rojas Abréu
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y/o Ramón Antonio Almonte, al pago de una indemniza
ción de Dos mil pesos oro, (RD$2,000.00), en favor de Edi-
lio María Batista, por los daños mcrales y materiales ex
perimentados por su hija menor Adys Milagros Peña Du-
rán, a consecuencia de los golpes y heridas sufridos por
ésta última; SEXTO: Que debe condenar como en efecto
condena a Esmeraldo de Jesús de la Rosa y Antonio Rojas
Abréu y/o Ramón Antonio Almonte, solidariamente al pa-
go de las costas civiles del procedimiento, con distracción
de las mismas en provecho de los licenciados Tobías Oscar
Núñez García y Rafael Salvador Ovalle P., quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Que
debe declarar como en efecto declara la Presente senten-
cia común, oponible y ejecutoria, con todas sus conse-
cuencias legales dentro de los límites de la póliza corres-
pondiente, contra la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
en su condición de aseguradora de la responsabilidad ci-
vil de Antonio Rojas Abréu y/o Ramón Antonio Almonte;
OCTAVO: Que debe condenar cano en efecto condena a
Esmeraldo de Jesús de la Rosa, al pago de las costas pe-
nales del procedimiento; SEGUNDO: Declara regular la
intervención en audiencia de la parte civil constituida;
TERCERO: Modifica el ordinal segundo de la sentencia
recurrida en el sentido de reducir la pena impuesta al pre-
venido Fsmeraldo de Jesús de la Rosa, al pago de una mul-
ta de Cinco pesos oro (RD.55,00), acogiendo .en su favor
cireunstanolas atenuantes; CUARTO: Modifica el ordinal
cuarto de dicha sentencia en el sentido de reducir la in-
demnización acordada a favor de la parte civil constitui-
da, a la suma de Un mil quinientos pesos oro (FtD$1,500.-
00), por considerar esta Corte que es esta suma justa, ade-
cuada y suficiente para reparar daños y perjuicios, tanto
morales como materiales experimentados por dicha parte
civil a consecuencia del accidente de que se trata; QUIN-
TO: Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspec-
tos; SEXTO: Condena a: prevenido al pago de las costas
penales; SEPTIMO: Condena a Esmeraldo de Jesús de la
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Rosa y Antonio Rojas Abréu y/o'Ramón Antonio Almon-
te, al pago de las costas civiles de esta instancia, ordenan-
do la distracción de las mismas en orovecho de los licen-
ciados Tobías Oscar Núñez García y Rafael Salvador Ova-
le P., quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad;

Considerando, que, contra la sentencia que impugnan
los recurrentes proponen el siguiente Medio Unico. ::ME-

.	 DIO UNICO DE CASACION: Falta de motivos y de base
legal sobre la causa del accidente; Violación de las reglas
de la prueba";

Considerando, que, en el desarrollo de ese medio úni-
co, los recurrentes exponen y niegan, en síntesis, que en
tudo el curso del proceso ellos opinaron que el accidente
fué causado porque álguien rompió el vidrio delantero
del carro que conducía Esmeraldo de Jesús de la Rosa,
lanzándole un palo; que los Jueces del fondo no acogen
ese criterio desechado por vago y contradictorio, un tes-
timonio que no presentó al respecto; que los Jueces, al
desechar ese criterio. no ofrecieron ninguna base para con-
denar al chófer De la Rosa y fallar como lo hizo; pe ro,

Considerando, que, para fallar como lo han hecho, la
Corte a-qua, en base a todos los elementos de juicio que
tuvo a su disposición, dió por establecido lo siguiente: a)
que el 5 de diciembre de 1976, en horas de la tarde, mien-
tras el carro placa 210-772, propiedad de Antonio Rojas
Abréu y/o Ramón Antonio Almonte, póliza No. A-21983-8,
de la Seguros Pepín, S. A., conducido por el chófer Esme-
raldo de Jesús de la Rosa, transitaba de Norte a Sur por
la carretera Santiago-Jánico, al llegar a la Sección de La
Charcas, atropelló a la menor Adys Milagros Peña, hija
de Edilio María Peña, y también a la menor Joselina Ro-
driguez, causándoles lesiones corporales, cuya curación,
según los certificados médicos, requerirán, más de 30 días,
pero menos de 45 días; b) que el accidente se produjo ex-
clusivamente por culpa del chófer De la Rosa, quien ma-
nejando en forma descuidada y atolondrada el vehículo
que conducia, dió un bandazo que lo llevó sobre el paseo
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y/o Ramón Antonio Almonte, al pago de una indemniza
ción de Dos mil pesos oro, (RD$2,000.00), en favor de Edi-
lio María Batista, por los daños morales y materiales ex-
perimentados por su hija menor Adys Milagros Peña Du-
rán, a consecuencia de los golpes y heridas sufridos por
ésta última; SEXTO: Que debe condenar como en efecto
condena a Esmeraldo de Jesús de la Rosa y Antonio Rojas
Abréu y/o Ramón Antonio Almonte, solidariamente al pa-
go de las costas civiles del procedimiento, con distracción
de las mismas en provecho de los licenciados Tobías Oscar
Núñez García y Rafael Salvador Ovalle P., quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Que
debe declarar como en efecto declara la presente senten-
cia común, oponible y ejecutoria, con todas sus conse-
cuencias legales dentro de los límites de la póliza corres-
pondiente, contra la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
en su condición de aseguradora de la responsabilidad ci-
vil de Antonio Rojas Abréu y/o Ramón Antonio Almonte;
OCTAVO: Que debe condenar como .en efecto condena a
Esmeraldo de Jesús de la Rosa, al pago de las costas pe-
nales del procedimiento; SEGUNDO: Declara regular la
intervención en audiencia de la parte civil constituida;
TERCERO: Modifica el ordinal segundo de la sentencia
recurrida en el sentido de reducir la pena impuesta al pre-
venido Esmeraldo de Jesús de la Rosa, al pago de una mul-
ta de Cinco pesos oro (RD$5,00), acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; CUARTO: Modifica el ordinal
cuarto de dicha sentencia en el sentido de reducir la in-
demnización acordada a favor de la parte civil constitui-
da, a la suma de Un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.-
00), por considerar esta Corte que es esta suma justa, ade-
cuada y suficiente para reparar daños y perjuicios, tanto
morales como materiales experimentados por dicha parte
civil a consecuencia del accidente de que se trata; QUIN-
TO: Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspec-
tos; SEXTO: Condena a: prevenido al pago de las costas
penales; SEPTIMO: Condena a Esmeraldo de Jesús de la

BOLETIN JUDICIAL	 1983

Rosa y Antonio Rojas Abréu y/o-Ramón Antonio Almon-
te, al pago de las costas civiles de esta instancia, ordenan-
do la distracción de las mismas en provecho de los licen-
ciados Tobías Oscar Núñez García y Rafael Salvador Ova-

•	 Ile P., quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad;
Considerando, que, contra la sentencia que impugnan

los recurrentes proponen el siguiente Medio Unico. ;;ME-
.	 DIO UNICO DE CASACION: Falta de motivos y de base

legal sobre la causa del accidente; Violación de las reglas
de la prueba";

Considerando, que, en el desarrollo de ese medio úni-
co, los recurrentes exponen y niegan, en síntesis, que en
todo el curso del proceso ellos opinaron que el accidente
fué causado porque álguien rompió el vidrio delantero
del carro que conducía Esmeraldo de Jesús de la Rosa,
lanzándole un palo; que los Jueces del fondo no acogen
ese criterio desechado por vago y contradictorio, un tes-
timonio que no presenté al respecto; que los Jueces, al
desechar ese criterio, no ofrecieron ninguna base para con-
denar al chófer De la Rosa y fallar como lo hizo; pero,

Considerando, que, para fallar como lo han hecho, la
Corte a-qua, en base a todos los elementos de juicio que
tuvo a su disposición, dió por establecido lo siguiente: a)
que el 3 de diciembre de 1976, en horas de la tarde, mien-
tras el carro placa 210 .772, propiedad de Antonio Rojas
Abréu y/o Ramón Antonio Almonte, póliza No. A-2,983-8,
de la Seguros Pepín, S. A., conducido por el chófer Esme-
raldo de Jesús de la Rosa, transitaba de Norte a Sur por
la carretera Santiago-Jónico, al llegar a la Sección de Lac.
Charcas, atropellé a la menor Adys Milagros Peña, hija
de Edilio María Peña, y también a la menor Joselina Ro-
driguez, causándoles lesiones corporales, cuya curación,
según los certificados médicos, requerirán, más de 3u días,
pero menos de 45 días; b) que el accidente se produjo ex-
clusivamente por culpa del chófer De la Rosa, quien ma-
nejando en forma descuidada y atolondrada el vehículo
que conducía, dió un bandazo que lo llevó sobre el paseo



de la carretera, por donde iban las menores que resulta-
ron atropelladas; que si bien se alegó en la instrucción
de la causa que alguien había lanzado al vehículo de De
la Rosa un palo que rompió el vidrio delantero del mis-
mo, ese hecho sólo fué sostenido por un testigo que de-
claró varías cosas contradictorias y en una ocasión se des-
dijo de lo que había declarado; que, por lo que acaba de
exponerse, el medio único de los recurrentes carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos a car-
go del prevenido De la Rosa configuran el delito previsto
en el articulo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos de Motor, de causar lesiones corporales a per-
sonas en el manejo o la conducción de un vehículo de mo-
tor, sanoionado en la letra c) de dicho texto legal, con las
penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD1100.-
00 a RD$500.00, cuando los golees o las heridas requieran
20 días o más para su curación, eqmo ocurrió en la espe-
cie; que al imponer al prevenido De la Rosa una multa de
RD$5.00, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes,
y reduciendo así la pena de Primer Grado, le aplicó una
pena legalmente justificada, siendo irrelevante que se ci-
tara como base de esa pena al artículo 102 de la Ley Na
241 de 1967, todo según lo permite cl artículo 25 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho ilícito del prevenido De la Rosa
causó daños y perjuicios materiales y moralesa Edilio Ma-
ria Peña Batista, padre de la menor lesionada, Adys Mila-
gros Peña, constituido en parte civil, que evaluó en RDS
1,000.00, reduciendo así lo evaluado en primer grado; que
al condenar al prevenido De la Rosa solidariamente con
Antonio Rojas Abréu y/o Ramón Antonio Almonte. pro-
pietario o propietarios del vehículo del accidente, puesto o
puestos en causa como civilmente responsables, y al pago
de esa suma, más los intereses legales, a Edilio María Pe-
ña Batista, consttuído en parte civil, la Corte a-ua, hizo

una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil; lo mismo que de los artículos 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor, al declarar oponibles las condenaciones
civiles ya indicadas a la Seguros Pepín S. A.;

Considerando, que examinada en los demás aspectos
la sentencia impugnada en lo concerniente al prevenido re-
currente no presenta vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Edilio María Peña Batista en lbs necursos de casación
interpuestos por Esmeraldo de Jesús de la Rosa, Antonio
Rojas Abréu y/o Ramón Antonio Almonte y la Seguros
Pepin, S. A., contra la sentencia dictada el 22 de junio de
1978, por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza los indicados recursos; Tercero: Conde-
na al prevenido De ly Roca al pago de las costas penales
y al mismo y a Antonio Rojas Abréu y/o Ramón Antonio
Almonte al pago de las civiles, las cuales se declaran dis-
traías en provecho de los Liedos. Tobías Oscar Núñez Gar-
cía y Rafael Salvador Ovalle P., abogados del ,Intervinien-
te, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad, y
oponibles a la Aseguradora ya mencionada, dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Bácz, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo. — Miguel Jacobo
F., secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señons Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audieno:a pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Fdo.): Miguel Jacobo.
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de la carretera, por donde iban las menores que resulta-
ron atropelladas; que si bien se alegó en la instrucción
de la causa que alguien había lanzado al vehículo de De
la Rosa un palo que rompió el vidrio delantero del mis-
mo, ese hecho sólo fué sostenido por un testigo que de-
claró varias cosas contradictorias y en una ocasión se des-
dijo de lo que había declarado; que, por lo que acaba de
exponerse, el medio único de los recurrentes carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos a car-
go del prevenido De la Rosa configuran el delito previsto
en el articulo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos de Motor, de causar lesiones corporales a per-
sonas en el manejo o la conducción de un vehículo de mo-
tor, sancionado en la letra c) de dicho texto legal, con las
penas de 6 mesa a 2 años de prisión y multa de RDS100.-
00 a RD$500.00, cuando los gol pes o las heridas requieran
20 días o más para su curación, cojno ocurrió en la espe-
cie; que al imponer al prevenido De la Rosa una multa de
RDS5.00, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes,
y reduciendo así la pena de Primer Grado, le aplicó una
pena legalmente justificada, siendo irrelevante que se ci-
tara como base de esa pena al artículo 102 de la Ley No.
241 de 1967, todo según lo permite el artículo 25 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho ilícito del prevenido De la Rosa
causó daños y perjuicios materiales y moralesa Edilio Ma-
ría Peña Batista, padre de la menor lesionada, Adys Mila-
gros Peña, constituido en parte civil, que evaluó en RD$
1,000.00, reduciendo así lo evaluado en primer grado; que
al condenar al prevenido De la Rosa solidariamente con
Antonio Rojas Abréu y/o Ramón Antonio Almonte, pro-
pietario o propietarios del vehículo del accidente, puesto o
puestos en causa como civilmente responsables, y al pago
de esa suma, más los intereses legales, a Edilio María Pe-
ña Batista, const:tuído en parte civil, la Corte a•ua, hizo

una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil; lo mismo que de los artículos 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor, al declarar oponibles las condenaciones
civiles ya indicadas a la Seguros Pepíti S. A.;

Considerando, que examinada en los demás aspectos
la sentencia impugnada en lo concerniente al prevenido re-
currente no presenta vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Edilio María Peña Batista en llos recursos de casación
interpuestos por Esmeraldo de Jesús de la Rosa, Antonio
Rolas Abréu y/o Ramón Antonio Almonte y la Seguros
Pepín, S. A., contra la sentencia dictada el 22 de junio de
1978, por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza los indicados recursos; Tercero: Conde-
na al prevenido De la,, Roca al pago de las costas penales
y al mismo y a Antonio Rojas Abréu y/o Ramón Antonio
Almonte al pago de las civiles, las cuales se declaran dis-
traías en Provecho de los Lindos. Tobías Oscar Núñez Gar-
cía y Rafael Salvador Ovalle P., abogados del .intervinien-
te, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad, y
oponibles a la Aseguradora ya mencionada, dentro de los
términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perellé, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Bácz, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburqucrque Castillo. — Miguel Jacobo
F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audieno:a pública del día, mes y ario, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apeaieón de santo Domingo, de

fecha 14 de Agosto d'e 1978,

Materia: Comercial.

Recurrentes: Torio Motors, C. por A., yio Evans Motors, Inc.
Abogado3: Dr. Santiago RodrIguez Lazala y Oscar M. Herasme.

Recurrido: Angel Berastain.
Abogado: Dr. Jorge A. Suero Isa.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominican a.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Franolsco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
manzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín 12. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretarlo General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 de agos-
to de 1981, años 138' de la Independeneia y 118' de la Res-
tauración, dieta en audienola pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto par la Tori-
no IVIotors, C. por A., y/o Evans Motors, Inc., con su do-
micilio social en la Av. 27 de Febrero No. 252, de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada el 14 de agosto de 1978,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buolones comerciales, cuyo dispositivo ae copia más adelan-
te;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Oscar M. H,erasme M., cédula No. 12932,
serie 22, por sí y por el Dr. Santiago Rodríguez Lazala,
cédula No. 2869, serie 11, abogados de la recurrente;

Oído al Dr. Jorge A. Subero Isa cédula No. 15398,
serie 13, abogado del recurrido Angel S. Bernstein, puer-
torriqueño, mayor de edad, casado, comerciante, domicilia-
do en la calle Primera No. 16, Urbanización El Cacique III,
de esta ciudad, cédula No. 15398, serie 13, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 28 de agosto
de 1978, suscrito por sus abogados, en el cual se propo-
nen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del recurriod, del 13 de septiembre
de 1978, firmado por su abogado;

Visto el escritor ampliativo de la recurrente, del 19
de septiembre de 1978;

Visto el escrito ampliativo del recurrido, del 7 de
mayo de 1979;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante y los artículos I,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Consderiando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda en reparación de da-
ños y perjuicios intentada por el ahora recurrido Angel E.
Bernstein, contra la actual recurrente, la Cámara Civil y
Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dicté el 22 de di-
ciembre de 1977, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"Falla PRIMERO: Rechaza las conclusiones presentadas
en audiencia por la parte demandanda, Torio Motors, C.
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apeaicón de Santo Domingo, de
fecha 14 de Agosto d'e 1978,

Materia: Comercial.

Recurrentes: Torino Motors, C. por A., y/o Evans Motors, Inc.
Ahogados: Dr. Santiago Rodríguez Lazala y Oscar M. Herasme.

Recurrido: Angel Berastain.
Ahogado: Dr. Jorge A. Suero Isa.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contén Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Franc isco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perclló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joa q uín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretarilo General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 7 de agos-
to de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre cl recurso de casación interpuesto par la Tori-
no Motors, C. por A., y/o Evans Motors, Inc., con su do-
micilio social en la Av. 27 de Febrero No. 252, de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada el 14 de agosto de 1978,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atri-

buo:ones comerciales, cuyo dispositivo se copia más adelan-
te;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Oscar M. Herasme M., crédula No. 12932,
serie 22, por sí y por el Dr. Santiago Rodríguez Lazala,
cédula No. 2869, serie 11, abogados de la recurrente;

Oído al Dr. Jorge A. Subero Isa, cédula No. 15398,
serie 13, abogado del recurrido Angel S. Bernsteizt puer-
torriqueño, mayor de edad, casado, corwreiante, domicilia-
do en la calle Primera No. 16, urbanización El Cacique
de esta ciudad, cédula No. 15398, serie 13, en la lectura
de sus conclusiones;

Oido el dictamen del Magistrado Prccurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 28 de agosto
de 1978, suscrito por sus abogados, en el cual se propo-
nen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del recurriod, del 13 de septiembre
de 1978, firmado por su abogado;

Visto el escrito ampliativo de la recurrente, del 19
de septiembre de 1978;

Visto el escrito ampliativo del recurrido, dcl 7 de
mayo de 1979;

La Suprema Corte de Justicia, de spués de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante y los artículos 1,
20 y 63 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Consderiando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda en reparación de da-
ños y perjuicios intentada por el ahora recurrido Angel E.
Bernstein, contra la actual recurrente, la Cámara Civil y
Comercial de la Tercera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 22 de di-
ciembre de 1977, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"Falla PRIMERO: Rechaza las conclusiones presentadas
en audiencia por la parte demandanda, Torino Motors, C.
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por A., y/o Evans Motors Inc., por improcedente y mal
fundada; SEGUNDO: Acoge las conclusiones presentadas
en audiencia por la parte demandante, Angel E. Bernstein,
por ser justas y reposar sobre prueba legal; y, en conse-
cuencia: a) Condena a la demandada Torino Motors, C. por
A., y/o Evans Motors Inc., a pagar al indicado demandante
Angel E. Bernstein, la suma de Diez mil pesos oro (RD$
10,000.00), a título de daños y perjuicios; b) condena igual-
mente a las indicadas demandas al pago de los intereses
Legales sobre esa cantidad, a títulos de daños y perjuicios
suplementarios y a partir de la fecha de la demanda; ThR-
CERO: Condena a la demandada, parte que sucumbe, al
Pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
del abogado Dr. Jorge A. Subero Ins, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad; b) que sobre el recurso in-
terpuesto, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: PRIIVIE
RO: Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto Por Torino Motors, C.
por A., y/o Evans Motors Inc., contra sentencia dictada
por la Tercera Cámara Civil y Comercial del Distrito Na-
cional, en fecha 22 de diciembre de 1977, por haber sido
incoado conforme a las formalidades legales; SEGUNDO:
En cuanto al fondo, Rechaza las conclusiones presentadas
en audiencia por la intimante en apelación y parte deman-
dada, Torino Motors, C. Por A., y/o Evans Motors Inc., por
improcedentes e infundadas en derecho; TERCERO: Aco-
ge en las conclusiones presentadas en audiencia por la par-
te intimada en apelación y demandante principal, Angel E.
Bernstein, por serjustas y reposar sobre prueba legal, y
en consecuencia: a) Confirma en todas sus partes la sen-
tencia escurrida por haber sido dictada conforme a dere-
cho; y b) Condena a la parte intimante en apelación, al
Pago de las costas de la presente instancia, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Jorge A. Subero Inc.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
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Considerando, que la recurrente propone, contra la
sentencia que impugna, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación del artículo 3 de la Ley No. 14
de fecha 10 de septiembre de 1974, G. O. No. 9346, que mo-
difica la Ley No. 50, de fecha 9 de noviembre de 1966, por
su falsa aplicación y errónea interpretación; Segundo Me-
dio: Violación de los artículos 7 y 8 de la Ley No. 4027,
del año 1955, G. O. No. 7793, por su falsa aplicación y
errónea interpretación; Violación de los artículos 1134 y
1165, del Código Civil, por falsa interpretación de los con-
tratos; Te .cer Medio: Violación del artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil, falta de motivos; desnaturali-
zación de los hechos; falta de base legal;

Considerando, que en su tercer medio, que se exa-
mina en primer lugar Por la solución que se le dará al
asunto, la necurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que
la Corte a-qua resuelva el presente caso sin detenerse a
cstud'ar el debido alcance de la ley que ocupa la materia,
así como tampoco produce los motivos pertinentes que jus-
tifiquen su proceder; que desnaturaliza los hechos, produ-
ce una sentencia poco meritoria y desafortunada; que An-
gel E. Bernstein, carece de calidad e interés para intentar
una acción contra Torino Motors, C. por A., y/o Evans Mo-
tors Inc., en vista de que la única persona llamada a ata-
car la supuesta irregularidad del procedimiento de in-
cautación, base de esta demanda, es Antonio Bello, pro-
pietario del vehículo objeto de esta contestación; que para
intenfer una acción es preciso tener el goce y el ejercicio
de un derecho reconocido por la Ley; que Antonio E. Berns-
tein, basa sus pretenciones en un hecho ilegítimo, porque
los beneficiarios de una exoneración, pueden desapoderar-
se de los vehículos así obtenidos, sin previamente haber
pagado los impuestos fiscales correspondientes; que Anto-
nio Bello no podía disponer del vehículo obtenido median-
te exoneración, la Ley se le impide; que la Torino Motors,
C. por A. y/o Evans Motors, Inc., tienen un interés legí.
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9por A., y/o Evans Motora Inc., por improcedente y mal
fundada; SEGUNDO: Acoge las conclusiones presentadas
en audiencia por la parte demandante, Angel E. Bernstein,
por ser justas y reposar sobre prueba legal; y, en conse-
cuencia: a) Condena a la demandada Torio Motora, C. por
A., y/o Evans Motora Inc., a pagar al indicado demandante
Aneel E. Bernstein, la suma de Diez mil pesos oro (RD$
10,000.00), a título de daños y perjuicios; b) condena igual-
mente a las indicadas demandas al pago de los intereses
Legales sobre esa cantidad, a títulos de daños y perjuicios
suplementarios y a partir de la fecha de la demanda; TER.
CERO: Condena a la demandada, parte que sucumbe, al
Pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
del abogado Dr. Jorge A. Subero Ins, quien afirma haber
las avanzado en su totalidad; b) que sobre el recurso in-
terpuesto, intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: PRIME
RO: Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto POr Torio Motora, C.
por A.., y/o Evans Motors Inc., contra sentencia dictada
por la Tercera Cámara Civil y Comercial del Distrito Na-
cional, en fecha 22 de diciembre de 1977, por haber sido
incoado conforme a las formalidades legales; SEGUNDO:
En cuanto al fondo, Rechaza las conclusiones presentadas
en audiencia por la intimante en apelación y parte deman-
dada, Torio Motors, C. Por A., y/o Evans Motors Inc., por
improcedentes e infundadas en derecho; TERCERO: Aco-
ge en las conclusiones presentadas en audiencia por la par-
te intimada en apelación y demandante principal, Angel E.
Bernstein, por serjustas y reposar sobre prueba legal, y

en consecuencia: a) Confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida por haber sido dictada conforme a dere-
cho; y b) Condena a la parte intimante en apelación, al
Pago de las costas de la presente instancia, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Jorge A. Subero Inc.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que la recurrente propone, contra la
sentencia que impugna, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación del artículo 3 de la Ley No. 14
de fecha 10 de septiembre de 1974, G. O. No. 9346, que mo-
difica la Ley No. 50, de fecha 9 de noviembre de 1966, por
su falsa aplicación y errónea interpretación; Segundo Me-
dio: Violación de los artículos 7 y 8 de la Ley No. 4027,
del año 1955, G. O. No. 7793, por su falsa aplicación y
errónea interpretación; Violación de los artículos 1134 y
1165, del Código Civil, por falsa interpretación de los con-
tratos; Te ter Medio: Violación del artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil, falta de motivos; desnaturali-
zación de los hechos; falta de base legal;

Considerando, que en su tercer medio, que se exa-
mina en primer lugar por la solución que se le dará al
asunto, la necurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que
la Corte a-qua resuelva el presente caso sin detenerse a
estud'ar el debido aloance de la ley que ocupa la materia,
así como tampoco produce los motivos pertinentes que jus-
tifiquen su proceder; que desnaturaliza los hechos, produ-
ce una sentencia poco meritoria y desafortunada; que An-
gel E. Bernstein, carece de calidad e interés para intentar
una acción contra Torio Motors, C. por A., y/o Evens Mo-
tors Inc., en vista de que la única persona llamada a ata-
car la supuesta irregularidad del procedimiento de in-
cautación, base de esta demanda, es Antonio Bello, rro-
pietario del vehículo objeto de esta contestación; que para
intent:r una acción es preciso tener el goce y el ejercicio
de un dcrecho reconocido por la Ley; que Antonio E. Berns-
toin, basa sus prete.nciones en un hecho ilegítimo, porque
los beneficiarios de una exoneración, pueden desapoderar-
se 4 los vehículos así obtenidos, sin previamente haber
pagado los impuestos fiscales correspondientes; que Anto-
nio Bello no podía disponer del vehículo obtenido median-
te exoneración, la Ley se k impide; que la Torio Motora,
C. por A. y/o Evans Motors, Inc., tienen un interés legí-
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timo cn precisar la naturaleza de la convención que le opo-
ne Angel E. Bernstein, y de la cual derivan o nacen sus
pretendidos derechos irente, a la recurrente; por lo que
procede casar la sentencia impugnada;

Considernado, que la Corte a-qua, para confirmar la
sentecia de primer grado, dá como fundamento de su fallo,
los motivos siguientes: ,"que analizados los escritos de de-
fensa y las conclusiones de las partes, es criterio de esta
Corte, rechazar las de Torino Motors, C. por A., y/o Evans
Motors Inc., por improcedentes e infundadas en derecho y
acoger las presentadas por la parte int!mada en apelación
y demandante principal, por ser justas y reposar en prue-
ba legal; que del estudio ponderado de las motivaciones,
tanto de hecho como de derecho, dados por el Juez de pri-
mer grado, en su sentencia, esta Corte es de opinión y ese
es su criterio, que los mismos son correctos y Jurídicos,
les cuales hace suyos, para proceder a la confirmación de
la mencionada sentencia"; que, obviamente el fallo que
se examina carece de una relac¿ón de los hechos de la
tis que permita a esta Suprema Corte de Justicia ejercer
sus facultades de control Para determinar si se juzgó bien
en derecho; que carece también, tal como lo expone la re-
currente, de todo asidero para dar por fundamentadas las
afirmaciones a que llegó el Juez a-quo, pues aún cuando
se confirmara el fallo del juez de primer grado, lo que
permtte suponer que se hizo en apelación una adopción
de esos motivos, como tales motivos no se reproducen y
como el recurrido no ha aportado en casación una copia
certificada de esa primera sentencia para ver, en cuales
medio de prueba sc apoyó el juez de primer grado para de-
cidir el caso, no es posible comprobar si el primer juez
dio motivos que puedan sup!ir los que debió dar y
no dió la Corte a-gutt; que, por consiguiente, en cl falto
impugnado se incurrió en los vicios y violaciones denuncia-
dos, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada,
sin necesidad de ponderar los demás medios del recurso;
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Considerando, que cuando una sentencia fuere casa-
da por falta de base legal, falta o insuficiencia de motivos,
los costas podrán ser compensadas;

Por tales motivos, P intero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones comerciales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo el 14 de agosto de 1978, cuyo dis-
positvo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía dicho asunto por ante la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; Segundo: Com-
pensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Ilernández Espaillat.—
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presenle sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que ; figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jacobo F.
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Considerando, que cuando una sentencia fuere casa-
da por falta de base legal, falta o insuficiencia de motivos,
los costas podrán ser compensadas;

Por tales motivos, P írnero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones comerciales, por la Corte de APda-
ción de Santo Domingo el 14 de agosto de 1978, cuyo dis-
positvo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía dieho asunto por ante la Corte d Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; Segundo: Com-
pensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presenle sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que, figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. — (Firmado): Miguel Jaccbo F.
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timo crt precisar la naturaleza de la convención que le opo-
ne Angel E. Bernstein, y de la cual derivan o nacen sus
pretendidos derechos frente' a la recurrente; por lo que
procede casar la sentencia impugnada;

Considernado, que la Corte a-qua, para confirmar la
sentecia de primer grado, da como fundamento de su fallo,
los motivos siguientes: ,"que analizados los escritos de de-
fensa y las conclusiones de las partes, es criterio de esta
Corte, rechazar las de Torio Motors, C. por A., y/o Evans
Motors Inc., por improcedentes e infundadas en derecho y
acoger las presentadas Por la parte intMada en apelacian
y demandante principal, por ser justas y reposar en prue-
ba legal; que del estudio ponderado de las motivaclones,
tanto de hecho tomo de derecho, dados por el Juez de pri-
mer grado, en su sentencia, esta Corte es de opinión y ese
es su criterio, que los mismos son correctos y lurídicos,
los cuales hace suyos, para proceder a la confirmación de
la mencionada sentencia"; que, obviamente el fallo qua
se examina carece de una relación de los hechos da la
tis que permita a esta Suprema Corte de Justicia ejercer
sus facultades de control Para determinar si se juzgó bien
en derecho; que carece también, tal como lo expone la re-
currente, de todo asidero para dar por fundamentadas las
afirmaciones a que llegó el Juez a-quo, pues aún cuando
se confirmara cl fallo del juez dé primer grada, lo que
permite suponer que se hizo en apelación una adopción
de esos motivos, como tales motivos no se reproducen y
como el recurrido no ha aportado en casación una copia
certificada de esa primera sentencia para ver, en cuales
medio de prueba se apoyó el juez de primer grado para dc-
cidir el caso, no es posible comprobar si el primer juez
dio motivos que puedan suplir los que debió dar y
no dió la Corte a-qua; que, por consiguiente, en el fallo
impugnado se incurrió en los vicios y violaciones denuncia-
dos, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada,
sin necesidad de ponderar los demás medios del recurso;
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Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contén Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manue 1 A. Amiama.
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat, y Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz'
mán, Distrtito Nacional, hoy día 7 de Agosto de 1981, años
138' de la Independencia y 118' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
A. Esquea, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do en la calle Duarte No. 16, de Bajos de Haina, cédula
No. 17592, serie 47, y la Comporiia Dominicana de Seguros,'
C. por A., con domicilio social en la Avenida Independen•

cia No. 55, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes civiles, el 26 de febrero de 1979, cuyo dis positivo S2
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de los recurrentes, del 15 de ma
yo de 1979, suscrito por cl Dr. Juan J. Sánchez A , cédu-
la No. 13030, serie 10, abogado de les recurrentes, en cl
cual se propone el medio que se indica más adelante;

Visto el escrito de defensa de los recurridos, del 12
de junio de 1979, firmado por los Dres. Antonio Rosar'o
y Raúl Reyes Vásquez, cédulas Nos. 14053 y 655;i, serie
54, y 5, respectivamente, recurridos que son José Alta-
gracia Pérez, cédula No. 52595, serie lra.. casado, chófer;
Jacinto Rodríguez, cédula No. 55065, serie lra., casado,
obrero, Manuel Antonio Pérez, cédula No. 216, serie 93,
soltero, obrero, todos dominicenos, mayores de edad, do-
miciliados en esta ciudad;

La Suprema Corte dp Justicia, después de haber
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda en reparación de da
ños y perjuicios intentada por los ahora recurridos José
Altagracia Pérez, Jacinto Rodríguez y Manuel Antonio
Pérez, contra los hoy recurrentes, la Cámara Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 12 de
noviembre de 1974 una sentencia cuyo dispositivo dice
así: ''FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones pre-
sentadas en audiencia por José Altagracia Pérez, Jacinto
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 26 de febrero de 1979.

Materia: Civiles.

Recurrentes: Rafael A. Esquca y la Compañía Dominicana de Se-

guros, C. por A.
Abogado: Dr. Juan J. Sánchez.

Revurridos: José Altagracia Pérez y Compartes.
Abogados: Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Numbre de la República, la Su prema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama.
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat, y Leonte Rafael Alburquerque Castillo.
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrtito Nacional, hoy día 7 de Agosto de 1981, años
138' de la Independencia y 118' de la Rcstauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
A. Esclusa, domiMeano, mayor de edad, casado, domicilia-
do en la calle Duarte No. 16, de Bajos de Haina, cédula
No. 17592, serie 47, y la C'ompoñía Dominicana de Seguros,'
C. por A., con domicilio social en la Avenida Independen-
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cia No. 55, de esta ciudad, contra la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes civiles, el 26 de febrero de 1979, cuyo dis positivo S2
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de los recurrentes, del 15 de ma
yo de 1979, suscrito por el Dr. Juan J. Sánchez A , cédu-
la No. 13030, serie 10, abogado de les recurrentes, en cl
cual se propone el medio que se indica más adelante;

Visto el escrito de defensa de los recurridos, del 12
de junio de 1979, firmado por los Dres. Antonio Rosar'o
y Raúl Reyes Vásquez, cédulas Nos. 14053 y 6:5513, serie
54, y 5, respectivamente, recurridos que son José Alta-
gracia Pérez, cédula No. 52595, serie lra.. casado, chófer;
Jacinto Rodríguez, cédula No. 55065, serie lra., casado,
obrero, Manuel Antonio Pérez, cédula No. 216, serie 93,
soltero, obrero, todos dominicenos, mayores de edad, do-
miciliados en esta ciudad;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por les re-
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda en reparación de da
ños y perjuicios intentada por los ahora recurridos José
Altagracia Pérez, Jacinto Rodríguez y Manuel Antonio
Pérez, contra los hoy recurrentes, la Cámara Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 12 de
noviembre de 1974 una sentencia cuyo dispositivo diice
así: "FALLA- PRIMERO: Rechaza las conclusiones pre-
sentadas en audiencia por José Altagracia Pérez, Jacinto
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Rodriguez y Manuel Antonio Pérez, parte demandante,
por improcedentes e infundadas; SEGUNDO: Acoge en su
totalidad las conclusiones presenstadas en audiencia por
Rafael A. Esquea y la Compañía Dominicana de Seguros.
C. por A., parte demandada, y, en consecuencia sobres.ee
el conocimiento de la demanda de que se trata, hasta tan-
to la Jurisdicción Penal apoderada del delito de violación
a la ley 241 sobre accidentes ocasionados con vehículos do
motor, puesto a cargo de Rafael Humberto Esquea, pro-
nuncia sentencia al respecto; TERCERO: Condena a José
Altagracia Pérez, Jacinto Rodríguez y Manuel Antonio Pé-
rez, parte demandante que sucumben en el incidente al
pago de las costas, ordenando la distracción de las mis-
mas en provecho del abogado Lie. Digno Sánchez, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor partc; b), que so-
bre los recursos interpuestos, intervino la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguien
te: "FALLA : PRIMERO: Admite, por ser regular en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por Jo-
sé Altagracia Pérez, Jacinto Rodríguez y Manuel Antonio
Pérez, contra la sentencia dictado en atribuciones civiles.
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distritc Na
cional, en fecha 12 de noviembse de 1974, cuyo dispositivo
figura transcrito precedentemente, por haber sido hecho
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO:
En cuanto al fondo, Revoca en todas sus partes la senten-
cio apelada, y en consecuencia, la Corte obrando por pro-
pia autoridad y contrario imperio: a) Rechaza las conclu-
siones de la parte recurrida, por improcedente y mal fun-
dadas, según los motivos expuestos precedentemente; b),
Condena al señor Rafael A. Esquea, en su calidad de guar-
dián de la cosa inanimada, al pago de las siguientes su•
mas: Seiscientos sesenta y cinco (RD$665.00) pesos oro,
en favor del señor José Altagracia Pérez, como indemni-
zación por los daños materiales ocasionados a su vehículo
en el accidente de que se trata; 2) la suma de Tres mil pe-

scs oro (RD$3,000.00), en favor del señor Jacinto Rodrí-
guez; y 3), la suma de Seiscientos pesos oro (RD$600.00),
en favor de! señor Manuel Antonio Pérez, como reparación
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos
por ellas como consecuencia del accidente de la especie;
c), más los interesas legales de cada una de las sumas
mencionadas, a partir de la fecha de la demanda, como in-
demnización complementaria; TERCERO: Condena cl se-
ñor Rafael A. Esquea al pago de las costas, con distrac-
icón de las mismas en favor de los Dres. Antonio Rosario
y Raúl Reyes Vásquez, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; y CUARTO: Declara la presente sen-
tencia común, oponible y ejecutable, a la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., por ser la cntidad asegu-
radora del vehículo causante del accidente;

Considerando, que en su memorial, los recurrentes
proponen, contra la sentencia que impugnan, el siguiente
medio único de casacieB; violación del articulo 3 del Có-
digo de Procedimiento Criminal; Violación del artículo
1384, párrafo primero del Código Civil; Falta de base le-gal y de motivos;

Considerando, que los recurrentes proponen, en sin
tesis, lo siguiente: que los exponentes, en aplicación del ar-
título 3 del Código de Procedimiento Criminal y de la má-
xima "lo penal mantiene a lo civil en estado", concluye-
ron tanto ante el Juez de primer grado, como ante los Jue-
ces de la Corte a-qua, solicitando el sobreseimiento de la
acción civil de los demandantes, hasta tanto fuere resuel-
to el recurso de oposición intentado por Rafael A. Esquea,
condenado en defecto Por vioación a la Ley 241; que apo-
yados en el accidente y en las lesiones recibidas, José A.
Pérez y compartes demandan a los recurrentes en cobros
de los daños, todo en el entendido de que Rafael A. Esquea
tenía la guarda del carro que conducía Rafael A. Esquea
en el momento del accidente; que la Corte a-qua al pro-
ceder como lo hizo, rechazando la solicitud de sobresei-
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Rodríguez y Manuel Antonio Pérez, parte demandante,
por improcedentes e infundadas; SEGUNDO: Acoge en su
totalidad las conclusiones preserftadas en audiencia por
Rafael A. Esquea y la Compañía Dominicana de Seguros.
C. por A., parte demandada, y, en consecuencia sobresee
el conocimiento de la demanda de que se trata, hasta tan-
to la Jurisdicción Penal apoderada del delito de violación
a la ley 241 sobre accidentes ocasionados con vehículos de
motor, puesto a cargo de Rafael Humberto Esquea, pro-
nuncia sentencia al respecto; TERCERO: Condena a José
Altagracia Pérez, Jacinto Rodríguez y Manuel Antonio Pé-
rez, parte demandante que sucumben en el incidente al
pago de las costas, ordenando la distracción de las mis-
mas en provecho del abogado Lic. Digno Sánchez, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; b), que so-
bre los recursos interpuestos, intervino la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo cs el siguien
te: "FALLA: PRIMERO: Admite, por ser regular en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por Jo-
sé Altagracia Pérez, Jacinto Rodríguez y Manuel Antonio
Pérez, contra la sentencia dictado en atribuciones civiles.
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distritc Na
cional, en fecha 12 de noviembse de 1974, cuyo dispositivo
figura transcrito Precedentemente, por haber sido hecho
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO:
En cuanto al fondo, Revoca en todas sus partes la senten-
cia apelada, y en consecuencia, la Corte obrando por pro-
pia autoridad y contrario imperio: a) Rechaza las conclu-
siones de la parte recurrida, por improcedente y mal fun-
dadas, según los motivos expuestos precedentemente; b),
Condena al señor Rafael A. Esquea, en su calidad de guar-
dián de la cosa inanimada, al pago de las siguientes su•
mas: Seiscientos sesenta y cinco (RD$665.00) pesos oro,
en favor del señor José Altagracia Pérez, como indemni-
zación por los daños materiales ocasionados a su vehículo
en el accidente de que se trata; 2) la suma de Tres mil pe-

scs oro (RD$3,000.00), en favor del señor Jacinto Rodrí-
guez; y 3), la suma de Seiscientos pesos oro (RD$600.00),
en favor de! señor Manuel Antonio Pérez, como reparación
por los daños y perJuicios morales y materiales sufridos
por ellas como consecuencia del accidente de la especie;
c), más los interesas legales de cada una de las sumas
mencionadas, a partir de la fecha de la demanda, como in•
demnización complementaria; TERCERO: Condena cl se-
ñor Rafael A. Esquea al pago de las costas, con distrae-
icón de las mismas en favor de los Dres. Antonio Rosario
y Raúl Reyes Vásquez, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; y CUARTO: Declara la presente sen-
tencia común, oponible y ejecutable, a la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., por ser la cntidad rscgu-
radora del vehículo causante del accidente;

Considerando, que en su memorial, los recurrentes
proponen, contra la sentencia que impugnan, el siguiente
medio único de casación; violación del artículo 3 del Có-
digo de Procedimiento Criminal; Violación del artículo
1384, párrafo primero del Código Civil; Falta de base
gal y de motivos;

Considerando, que los recurrentes proponen, en sín.
tesis, lo siguiente: que los exponentes, en aplicación del ar-
título 3 del Código de Procedimiento Criminal y de la má-
xima "lo penal mantiene a lo civil en estado", concluye-
ron tanto ante el Juez de primer grado, como ante los Jue-
ces de la Corte a-qua, solicitando el sobreseimiento de la
acción civil de los demandantes, hasta tanto fuere resuel-
to el recurso de oposición intentado por Rafael A. Esquea,
condenado en defecto Por vioación a la Ley 241; que apo-
yados en el accidente y en las lesiones recibidas, José A.
Pérez y compartes demandan a los recurrentes en cobros
de los daños, todo en el entendido de que Rafael A. Esquea
tenía la guarda del carro que conducía Rafael A Esquea
en el momento del accidente; que la Corte a-gua al pro-
ceder como lo hizo, rechazando la solicitud de sobresei-
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miento, olvidó y desconoció que la demanda que nos ocu
pa no se refiere a la simple puesta en causa del guardián
de la cosa inanimada, par9 que respondiera del daño que
esta cesa había producido por un hecho n o incriminado,
sino por un hecho incriminado, y este hecho incriminado
era una infracción a la Ley de Tránsito de Vehículos; que
por tanto, todas las incidencias que afectan la acción pú-
blica, afet'tan también a la acción civil y vice-versa, por
efecto de la indivisibilidad entre dichas acciones; que, por
tanto, el sobreseimiento de la demanda civil que nos ocu-
pa se impone, hasta tanto una sentencia penal ponga fin
al recurso de oposición ya mencionado, sentencia penal
que permitiera a la vez establecer si en la espocie la res-
ponsabilidad del recurrente Rafael A. Esquea queda com-
prometida o no; que estas razones son suficientes para
que el recurso de casación sea acogido y la sentencia im-

pugnada sea casada;
Considerando, que si es cierto tal y como lo admite

las partes en litis, que el hoy recurrente Rafael A. Esquea
fué demandado por los actuales recurridos, abogando su
demanda. en el hecho de la cosa inanimada, artículo 1384,
párrafo lro. dei Código Civil, abajo el entendido de que,
Rafael A. Esquea tenía la guarda del carro placa número
19990, conducido por Rafael A. Esquea. en el momento del
accidente, con el cual se causaron los daños a los hoy re-
curridos; y que, el artículo 1384, primera parte, del cita-
do Código Civil establece una presunción de responsabili-
dada a cargo del guardián de la cosa inanimada, que ha
producido un daño a ctro, presunción que sólo puede ser
destruida mediante la prueba de un caso fortuito o de
fuerza mayor, la falta de la víctima o de un tercero; no
es menos cierto, que en la especie, Rafael A. Esquea, con-
ductor del carro placa No. 39990, del cual se dice ser guar-
dián Rafael A. Esquea, fué condenado en defecto por sen-
tencia del 11. de noviembre de 1971, dictada por la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, la cual fué recurrida en oposición por

el defectuante Rafael A. Esquea, recurso pendiente de co-
nocimiento y fallo, según lo admite las partes en litis; que,
en estas especiales circunstancias, se imponía a la Corte
a-qua la obligación de abstenerse de fallar las demandas
en reparación civil intentadas por los ahora recorridos
contra los actuales recurrentes, hasta que la jurisdicción
represiva quedara definitivamente desapoderada del as-
pecto penal del asunto, porque de producirse un descargo
de Rafael A. Esquea, fundado en un caso fortuito o de
fuerza mayor, este puede, eventualmente, incidir en el
aspecto civil; que al no hacerlo así, la Corte a-qua incu-
rrió en la violación del artículo 3 del Código de Procedi-
miento Criminal, que contiene una regla de orden púlico,
razón por la cual procede casar la sentenc:a impugnada;

Considerando, que las costas podrán ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada, violación de las reglas
procesales, cuyo cumplimiento esté a cargo de los Jueces;

Por tales motivds, Primero: Casa la sentencia dieta-
da por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, el 26 de febrero de 1079, cuy.) dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo.
y envía dicho asunto por ante la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; Segun-
do: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat, y Leonte R. Alburquerque Castillo._
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico.— (Firmadol: Miguel Jacobo.
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miento, olvidó y desconoció que la demanda que nos ocu•
pa no se refiere a la simple puesta en causa del guardián
de !a cosa inanimada, parí que respondiera del daño que
esta cesa había producido por un hecho n o incriminado,
sino por un hecho incriminado, y este hecho incriminado
era una infracción a la Ley de Tránsito de Vehículos; que
por tanto, todas las incidencias que afectan la acción pú-
blica, afectan también a la acción civil y rice-versa, por

efecto de la indivisibilidad entre dichas acciones; que, por
tanto, el sobreseimiento de la demanda civil que nos ocu-
pa se impone, hasta tanto una sentencia penal ponga fin
al recurso de oposición ya mencionado, sentencia penal
que permitiera a la vez establecer si en la especie la res-
ponsabilidad del recurrente Rafael A. Esquea queda com-
prometida o no; que estas razones son suficientes para
que el recurso de casación sea acogido y la sentencia im-

pugnada sea casada;
Considerando, que si es ciertol, tal y como lo admite

las partes en litis, que el hoy recurrente Rafael A. Esquea
fué demandado por los actuales recurridos, abogando sn
demanda, en el hecho de la cosa inanimada, artículo 1384,
párrafo 1ro. del Código Civil, abajo el entendido de que,
Rafael A. Esquea tenía la guarda del carro placa número
19990, conducido por Rafael A. Esquea, en el momento del
accidente, con el cual se causaron los daños a los hoy re-
curridos; y que, el artículo 1384, primera parte, del cita-
do Código Civil establece una presunción de responsabili-
dada a cargo del guardián de la cosa inan i mada, que ha
producido un daño a otro, presunción que sólo puede ser
destruida mediante la prueba de un caso fortuito o de
fuerza mayor, la falta de la víctima o de un tercero; no
es menos cierto, que en la especie, Rafael A. Esquea, con-
ductor del carro placa No. 39990, del cual se dice ser guar.
dián Rafael A. Esquea, fué condenado en defecto por sen-
tencia del 11 de noviembre de 1971, dictada por la Segun-
da Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, la cual fué recurrida en oposición por

el defectuante Rafael A. Esquea, recurso pendiente de co-
nocimiento y fallo, según lo admite las partes en 	 que,
en estas especiales circunstancias, se imponía a la Corte
a-qua la obligación de abstenerse de fallar las demandas
en reparación civil intentadas por los ahora recurridos
contra los actuales recurrentes, hasta que la jurisdicción
represiva quedara definitivamente desapoderada del as-
pecto penal del asunto, Porque de producirse un descargo
de Rafael A. Esquea, fundado en un caso fortuito o de
fuerza mayor, este puede, eventualmente, incidir en el
aspecto civil; que al no hacerlo así, la Corte a-qua incu-
rrió en la violación del artículo 3 del Código de Procedi-
miento Criminal, que contiene una regla de orden púlico,
razón por la cual procede casar la sentencia impugnada;

Considerando, que las costas podrán ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada, violación de las reglas
procesales, cuyo cumplimiento esté a cargo de los Jueces;

Por tales motiv6s) , Primero: Casa la sentencia dieta-
da por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, el 26 de febrero de 1079, cuy.> dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo.
y envía dicho asunto por ante la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones; Segun-
do: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro•
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Bácz, Joaquín L.
Hernández Espaillat, y Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmados: Miguel Jacobo.
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FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1981

Segunda Cámara del Juzgado de Primera
Distrito Nacional, de fecha 27 de noviem-

Materia: Corrercionol.

Recurrentes: Juan Andfdar Cabrera, Fernando Alvarez Bogaert,
y Compailla de Seguros San Rafael, C. por A.:

Intervinientes: David Heredia de Jesús y Domingo A. Sanliago;

Abogado: Dr. Nelson Eddy Carrasco.

Dios, Patria y Libertad,
República Datninicana.

En Nombre de la República, W Suprema Corte de

Justicia, regularmence constituida por los 
AleCts Néstor

Contín Ayber, Presidente; Fernando E. Rave1.0 de la Fuen-

te, Primer Susttiuto de Presidente; 
Francisco Elpidio Be-

ras, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-

domo Báez, Joaquín Hernández Espaillat, y Leonte R. Al-
burquerque CasUilo, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 

dc. San-

to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 11cy día 10 del
mes de agosto del año 1981, años 138' de la Independen-
cia y 118' de la Restauración, ditta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursas de casación interpuestos Juan Plu-
tarco Andújar, dominicano, mayor de edad, cZdula Núm.
1925, serie 73; Fernando Alvarez Bogaert, dorninicano, ma-
yor de edad, casado, cédula 9875, serie 34, dorMelliados en
esta ciudad; y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
mees por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado cle

1998

SENTENCIA DE

Sentencia impugnada:
Instancia del
bre de 1978.

Primera Instancia del Distrito Nacional, el 2 7de noviem-
bre de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en sus conclusiones al Dr. Nelson Eddy Carras-

co, por sí y por el Dr. Ramón E. Suazo Rodriguez, cédulas
55273 y 73679, series 31 y ira., respectivamente, aboga-
dos de los intervinientes David Heredia de Jesús y Do-
mingo Antonio Santiago, portadores de las cédulas 6754
y 164588, series 68 y ira., respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Cámara a-qua, el 6 de diciembre de 1978, a re-
querimiento del Dr. Abraham Vargas Rosario, cédula No.
5596, serie 64, en representación de los actuales recurren-
tes; acta en la que no se propone ningún medio determi-
nado de casación;

o
Visto el escrito de los intervinientes, del 24 de mar-

zo de 1980, suscrito por sus bogados;
La Suprema Cort,e de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil:
1, 37. 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
las doeumentcs a que ella se refiere consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en esta ciudad, el 26 de julio de 1978, en el cual resulta-
ron con lesiones corporales dos personas y deterioradas
los vehículos que intervinieron en el mismo, el Tribunal
Especial de Tránsito del Distrito Nacional, dictó el 27 de
septiembre de 1978, una sentencia cuyo dispositivo sa
transcribe en el de la ahora impugnada; y b), que sobre
los recursos interpuestos, la Segunda Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nado-
nal dictó el 27 de nov:embre de 1978, la sentencia ahora
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FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1981

Segunda Carnora del Juzgado	
Pri mde	 era

Distrito Nacional, de fecha 27 de noviem-

Materia: Corrercionol.
Andújar Cabrera, Fernando Alvarez I3ogaert,

Recurrentes: Juanpañía de Seguros San Itafael, C. por A,;
y Com —_----

Intervinientes: David Heredi a
 de Jesús y Domingo A. Samia o;g

Abogada: Ur. Nelson Eddy 
Carrasco.

Dios, patria y Libertad,
República Daminicana.

	

En Nombre de la República, 	
Suprema Corte de

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín After, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Susttiuto de Presidente; Francisco Elpidio Be-

ras, Juan Bautista Rojas
Almánzar, Felipe Osvaldo Per
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burquerque Castillo, asistidos del

el
	 General, en
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to Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hcy día 10 del

mes de agosto del año 1981, años 138' de la Indepen
den-

cia y 118' de la Restauración, dieta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos Juan Flu-
tarco Andújar, dominicano, mayor de edad, cédula Núm.
1925, ser:e 73; Fernando Alvarez Bogaert, dominicano, ma-
yor de edad, casado, cédula 9875, serie 34, domiciliados en
esta ciudad; y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por

A., contra la sentencia dictada en atribuciones correcc io-

na'.es por la Segunda Cámara de lo Penal del juzgado de

• srafrENTIA DE

Sentencia impugnada:
Instancia del
bre de 1978.

Primera Instancia del Distrito Nacional, el 2 7de noviem-
bre de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en sus conclusiones al Dr. Nelson Eddy Carras-

co, por sí y por el Dr. Ramón E. Suazo Rodriguez, cédulas
55273 y 73679, series 31 y lra., respectivamente, aboga-
dos de los intervinientes David Ileredia de Jesús y Do-
mingo Antonio Santiago, portadores de las cédulas 6751
y 164588, series 68 y lra., respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Cámara a •qua, el 6 de diciembre de 1973, a re-
querimiento del Dr. Abraham Vargas Rosario, cédula No.
5596, serie 64, en representación de los actuales recurren-
tes; acta en la que no se propone ningún medio determi-
nado de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 24 de mar-
zo de 1980, suscrito por sus bogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil;
1, 37. 62 y 65 de la Ley sobre Prceedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en esta ciudad, el 26 de julio de 1978, en el cual resulta-
ron con lesiones corporales dos personas y deteriorados
los vehículos que intervinieron en el mismo, el Tribunal
Especial de Tránsito del Distrito Nacional, dictó el 27 de
septiembre de 1978, una sentencia cuyo dispositivo sa
transcribe en el de la ahora impugnada; y b), que sobre
los recursos interpuestos, la Segunda Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal dictó el 27 de noviembre de 1978, la sentencia ahora
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impugnada cuyo dispos i tivo dice así: "Falla: PRIMERO: Se
declaran buenos y válidos los recursos de Apelación inter-
puestos por los nombrados J9an Andújar Cabrera y Fer-
nando Alvarez Bogaert, en sus calidades de prevenido y
persona civilmente responsable, así como al prevenido por
los nombrados David Herrera de Jesús y Dem:ngo A. San-
tiago, contra sentencia No. 3489, dictada por el Tribunal
de Tránsito del Distrtio Nacional, en fecha 27-9-78, ape-
laciones éstas intentadas en la misma fecha en que f.ué dic-
tada la sentencia recurrida, la cual textualmente clicr. así:

Se pronuncia el defecto contra Juan F. Andújar
Cabrera, de violar el artículo 123 de la Ley 241, y se con-
dena a un (1) mes de prisión correccional y al pgca de las
costas. Tercero: Se descarga a Diógenes Mercado por no
haber violado la Ley 241; Cuarto: Se detiara buena y vá-
lida la constitución en parte civil interpuesta por David
Heredia de Jesús y Domingo A. Santiago, por interme-
d i o de sus abogados Dres. Nelson Eddy Carrasco y Ramón
E. Suazo Rodríguez, en cuanto a la forma y al fondo;
Quinto: Condena a Fernando Alvarez Bogaert solidaria-
mente con Juan P. Andújar Cabrera, al pago de la suma
de RD$1,000.00 (Un mil pesos oro), en favor de David He-
redia de Jesús, como justa reparación de los daños y ver-
juicios materiales y morales sufridos por éstos en el acci-
dente; Sexto: Se condena a Fernando Alvarez Bogaert y

Juan F. Andújar Cabrera al pago de los intereses 'agales
de dichas scmas, a partir de la fecha de la demanda, Sép-
timo: Se condena a Fernando Alvarez Bogaert y Juan F.
Andúiar Cabrera al pago de las costas en favor de los Dres.
Nelson Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Octavo:
Esta sentencia es oponible a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora
del vehículo que ocasioné los daños. Así se ordena y fir-
ma: Dra. Ligia Vásquez Olivares, Juez Tribunal Especial
de Tránsito; Luis Sergio Nina Gómez, secretario Tribunal

rt,
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de Tránsito, por ser regular en la forma y haberse recu-
rrido en tiempo hábil; SEGUNDO: En cuanto al fondo, se
confirma la sentencia apelada en todas sus partes, por ser
justas y reposar sobré base legal; TERCERO: Se condena
al nombrado Juan Andújar Cabrera al pago de las costas
penales; CUARTO: Se condena conjunta y solidariamente
a los nombrados Juan Andújar Cabrera y Fernando Alva-
rez Bogaert al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas, en favor de los Dres. Ramón E. Suazo Ro-
dríguez y Eddy Carrasco, quienes afinnan haberlas avan-
zado en su totalidad; QUINTO: Se declara la presente sen-
tencia, común, oponible y ejecutable con todas sus conse-
cuencias legales, a la Compañía de Segures San Ratael, C.
por A., por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo
marca Ford, asegurado bajo póliza No. AI-57643, todo de
acuerdo con la Ley 4117, que rige la materia";

Considerando, que ni Fernando Alvarez Bogaert, per
sena puesta en causa -tomo civilmente responsable, ni La
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., aseguradora
de su responsabilidad civil, han expuesto los medios en
que fundan sus recursos, como lo exige a pena de nulidad
ol articulo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
para los no prevenidos; que, en consecuencia, se procede-
rá únicamente al conocimiento del recurso del prevenido
recurrente, Juan Plutarco Andúlar;

Considerando, que el examen de la sentencia impug•
nada pone de manifiesto que la Cámara a-qua, para decla-
rar la culpabilidad del prevenido recurrente e imponerle
las sanciones puestas a su cargo, después de ponderar los
elementos de juicio que fueron administradas en la ins-
trucción de la causa, dió por establecido lo siguiente: a),
que el 26 de julio	 1978, el prevenido Andújar Cabrera
conducía de este a oeste por la Avenida George Washing-
ton, el vehículo placa privada 102-690, propiedad de Fer-
nando Alvarez Bogaert, con pó l iza de la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A.; b), que al aproximarse a la
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impugnada cuyo dispositivo dice así: "Falla: PR1MERO: Se
declaran buenos y válidos los recursos de Apelación inter
puestos por los nombrados Juan Andújar Cabrera y Fer-
nando Alvarez Bogaert, en sus calidades de prevenido y

persona civilmente responsable, así como al prevenido por
los nombrados David Herrera de Jesús y DemIngo A. San-
tiago, contra sentencia No. 3489, dictada por el Tribunal
de Tránsito del Distrtio Nacional, en fecha 27-9-78, ape-

laciones éstas intentadas en la misma fecha en que Cué dic-
tada la sentencia recurrida, la cual textualmente dice así:

'`Falla: Se pronuncia el defecto contra Juan F. Andújar
Cabrera, de violar el artículo 123 de la Ley 241, y se con-
dena a un (1) mes 4e prisión correccional y al pgca de las
costas. Tercero: Se descarga a Diógenes Mercado por no
haber violado la Ley 241; Cuarto: Sc deolara buena y vá-
lida la constitución en parte civil interpuesta por David
Heredia de Jesús y Domingo A. Santiago, por interme-
dio de sus abogados Dres. Nelson Eddy Carrasco y Ramón
E. Suazo Rodríguez, en cuanto a la forma y al fondo;
Quinto: Condena a Fernando Alvarez 13ogaert solidaria-
mente con Juan P. Andújar Cabrera, al pago de la suma
de RDS1,000.00 (Un mil pesos oro), en favor de David He-
redia de Jesús, como justa reparación de los daños y ver-
juicios materiales y morales sufridos por éstos en el acci-
dente; Sexto: Se condena a Fernando Alvarez Bogaert y

Juan F. Andújar Cabrera al pago de los intereses ingales
de dichas semas, a partir de la fecha de la demanda, Sép-
timo: Se condena a Fernando Alvarez Bogaert y Juan F.
Andújar Cabrera al pago de las costas en favor de los Dres.
Nelscn Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodriguez, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Octavo:
Esta sentencia es oponible a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora
del vehículo que ocasioné los daños. Así se ordena y fir-
ma: Dra. Ligia Vásquez Olivares, Juez Tribunal Especial
de Tránsito; Luis Sergio Nina Gómez, secretario Tribunal
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de Tránsito, por ser regular en la forma y haberse recu-
rrido en tiempo hábil; SEGUNDO: En cuanto al fondo, se
confirma la sentencia apelada en todas sus partes, por ser
justas y reposas sobré base legal; TERCERO: Se condena
al ncmbrado Juan Andújar Cabrera al pago de las costas
penales; CUARTO: Se condena conjunta y solidariamente
a los nombrados Juan Andújar Cabrera y Fernando Alva-
rez Bogaert al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas, en favor de los Dres. Ramón E. Suazo Ro-
dríguez y Eddy Carrasco, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; QUINTO: Se declara la presente sen-
tencia, común, oponible y ejecutable ccn todas sus conse-
cuencias legales, a la Compañía de Seguros San Ratae/, C.
por A., por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo
marca Ford, asegurado bajo póliza No. A1-57643, todo de
acuerdo con la Ley 4117, que rige la materia";

Considerando, que ni Fernando Alvarez Bogaert, per-
sona puesta en causa -2oMO civilmente responsable, ni
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., aseguradora
de su responsabilidad civil, han expuesto los medios en
que fundan sus recursos, como lo exige a pena d3 nulidad
el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
para los no prevenidos; que, en consecuencia, s.. procede-
rá únicamente al conocimiento del recurso del pre‘enido
recurrente, Juan Plutarco Andújar;

Considerando, que el examen de la sent?ncia impug•
nada pone de manifiesto que la Cámara a-qua, para decla-
rar la culpabilidad del prevenido recurrente e imponerle
las sanciones puestas a su cargo, después de ponderar los
elementos de juicio que fueron administrados en la ins-
trucción de la causa, dió por establecido lo sigu:ente: a),
que el 26 de julio c12 1978, el prevenido Andújar Cabrera
conducía de este a oeste por la Avenida George Wáshing-
ton, el vehículo placa privada 102-690, propiedad de Fer-
nando Alvarez Bogacrt, con póliza de la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A.; b), que al aproximarse a la
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intersección con la calle Socorro Sánchez, cl vehículo ci-
tado chocó por detrás al automóvil plcaa pública 126-
284, propiedad de Alberto ,Spilfeigel, que se encontraba
estacionado a su derecha en la misma vía y dirección en
que transitaba el prevenido con el vehículo que maneja-
ba; c), que a consecuencia de la colisión habida, resulta
ron con lesiones corporales curables antes de diez días,
David Heredia de Jesús y Domingo Antonio Santiago, pa-
sajeros del automóvil chocado; y c), que el hecho se de-
bió a la negligencia e imprudencia del prevenido, quien,
aunque al advertir el vehículo detenido, hizo uso de los
frenos del que conducía, no pudo evitar la colisión;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Cámara aitta, configuran a cargo del prevenido recurren-
te, Andújar Cabrera el delito de golpes y heridas invo-
luntarias, causadas con el manelo de un vehículo de mo-
tor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, y sancionado en la letra a), de
dicho texto legal con las penas de seis días a seis meses
de prisión y multa de RD$6.00 a RD$180.00. si del acci-
dente resultare el lesionado con una enfermedad o impo-
sibilidad de dedicarse a su trabajo en tiempo menor de
diez días, como sucedió en la especie; que al condenar la
Cámara a-qua al prevenido Andújar Cabrera a un mes de
prisión, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
le aplicó una pena ajustada a la Ley:

Considerando, que asímismo, la Cámara a-qua dió
por establecido que el hecho del prevenido había ocasio-
nado daños y perjuicios materiales y morales a David He-
redia de Jesús y Domingo Antonio Santiago, constituídos
en parte civil, que evaluó en la suma de RD$1,000.00, que
por lo tanto, al condenar al prevenido Andújar Cabrera
solidariamente con la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, al pago de dichas sumas en favor de
las personas constituidas en parte civil, la Corte a-qua

hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en cuanto concierne al interés
del prevenido, se presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien•
te a David Heredia de Jesús y Domingo Antonio Santiago,
en los recursos de casación interpuestos por Juan Andújar
Cabrera, Fernando Alvarez Bogaert, y la Compañía de Se-
guros San Rafael, e por A., contra la sentencia dictada
en atribuciones dictada en atribuciones correccionales por
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrtio Nacional el 27 de noviembre de 1978,
cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Declara nulos dichos recursos; Ter-
cero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por cl
prevenido recurrent(4 y lo condena al pago de las cos:as
penales; y Cuarto: Condena igualmente a dicho prevenido,
y a Fernando Alvarez Bogaert, al pago de las costas civi-
les, cuya distracción se dispone en provecho de los docto-
res Nelson Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodrígu ez,
abogados de los intervinientes, quienes afirman haberlas
avanzado, y las hace oponibles a la San Rafael, C. per A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco E pidio Beras, Juan Eau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa.
quín Iltmlández Espaillat, Leonte R. Alburquerque C. —
Miguel Jacobo, Secretario General

La presento sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado;, y
fué firmada, leída y oublicada por mí, Secretario Genial,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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intersección con la calle Socorro Sánchez, cl vehículo ci-
tado chocó por detrás al automóvil plcaa pública 126-
284, propiedad de Alberto Spilfeigel, que se encontraba
estacionado a su derecha en la misma vía y dirección en
que transitaba el prevenido con el vehículo que cnaneja-
ba; c), que a consecuencia de la colisión habida, resulta
ron con lesiones corporales curables antes de diez días,
David Heredia de Jesús y Domingo Antonio Santiago, pa-
sajeros del automóvil chocado; y c), que el hecho se de-
bió a la negligencia e imprudencia del prevenido, quien,
aunque al advertir el vehículo detenido, hizo uso de los
frenos del que conducía, no pudo evitar la colisión;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Cámara a-gua, configuran a cargo del prevenido recurren-
te, Andújar Cabrera el delito de golpes y heridas invo-
luntarias, causadas con el maneio de un veinculo de mo-
tor, previsto por el artículo 49 de a Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, y sancionado en la letra a), de
dicho texto legal con las penas de seis días a seis meses
de prisión y multa de RD$6.00 a RD$180.00. si del acci-
dente resultare el lesionado con una enfermedad o impo-
sibilidad de dedicarse a su trabajo en tiempo menor de
diez días, como sucedió en la especic; que al condenar la
Cámara a-gua al prevenido Andújar Cabrera a un mes de
prisión, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
le aplicó una pena ajustada a la Ley:

Considerando, que asírnismo, la Cámara a-qua dió
por establecido que e) hecho del prevenido había ocasio-
nado daños y perjuicios materiales y morales a David He-
redia de Jesús y Domingo Antonio Sanliago, constituidos
en parte civil, que evaluó en la suma de RD$1,000.00, que
por lo tanto, al condenar al prevenido Andújar Cabrera
solidariamente con la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, al pago de dichas sumas en favor de
Las personas constituidas en parte civil, la Corte irqua
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hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en cuanto concierne al interés
del prevenido, se presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a David Heredia de Jesús y Domingo Antonio Santiago,
en los recursos de casación interpuestos por Juan Andliar
Cabrera, Fernando Alvarez Bogaert, y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la szntencia (Ectada
en atribuciones dictada en atribuciones correccionales por
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrtio Nacional el 27 de noviembre de 1978,
cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Deelara nulos dichos recursos; Ter-
cero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por el
prevenido recurrenteo, y lo condena al pago de las cos.as
penales; y Cuarto: Condena igualmente a dicho preven:do,
y a Fernando Alvarez Bogaert, al pago de las costas civi-
les, cuyo distracción se dispone en provecho de los docto-
res Nelson Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez,
abogados de los intervinientes, quienes afirman haborlas
avanzado, y las hace oponibles a la San Rafael, C. por A.,
dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Epidio Beras, Juan Cau-
tista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa
quín nernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque C. —
Miguel Jacobo, Secretario General

La presente sentencia ha sido dada y frmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él exprezados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gen:ral,
que certifico.— (Firmadol: Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 18 de agosto de 1978.

Materio: Correccional.

Reeurrentes: Pedro Hernández y Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A.;

Abogados: Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco	 Be-
ras, Joaquín	 Alvarez Perelle, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au.
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Dis-
trtio Nacional, hoy día 10 del mes de agosto del año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre cl recurso de casación interpuesto por Pedro
Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, con cédu-
la de identificación personal No. 188841, serie ira.; Puerto
Plata Comercial y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., con asiento social en esta ciudad de Santo Do-
mingo, contra la sentencia dictada en atribuciones comer-

por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe.
cha 18 de agosto del año 1978, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en la

forma, el recurso de apelación interpuesto: a), por el Dr.
Luis R. Castillo Mejaí, a nombre y representación de Pe-
dro Hernández, Puerto Plata Comercial, C. por A., Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., ISEDOMCA), con-
tra sentencia dictada por la Séptima Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia d.el Distrito Nacional, en
fecha 12 de octubre de 1976; cuyo dispositivo dice así: "Fa-

PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el preve-
nido Pedro Hernández, de generales ignoradas, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido citado legalmen-
te y se declara Culpable, por haber violado el artículo 40,
letra e), de la Ley 241, en consecuencia se condena a Cin
cuenta pesos oro (RD$50.00) de multa y al pago ee las
costas penales, acogiendo circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Declara regular y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil incoada por el señor Andrés
Bueno de la Cruz, a través de su abogado Dra. Nelsy T.
Matos de Pérez, por h;ber sido hecha de acuerdo a la ley
en cuanto al fondo de dicha constitución condena al señor
Pedro Hernández y a Puerto Plata, C. por A., el primero
por su hecho personal y la segunda persona civilmente res-
ponsable, a pagar una indemnización de Ochocientos pe-
sos oro (RD$800.00), más los initereses de dicha suma, a
partir de la demanda, hasta la completa ejecución de la
sentencia, a título de indemnización complementaria, co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos a consecuencia del accidente; TERCERO: Conde-
na al señor Pedro Hernández y a la Puerto Plata, C. por
A., al pago solidario de las costas civiles con distracción
de las mismas, en provecho de la Dra. Nelsy T. Matos de
Pérez, quien afirma haerlas avanzado en su totalidad; y
CUARTO: Ordena que esta sentencia le sea común, opo-
nible y ejecutable a la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del vehícu-
lo que ocasionó el accidente, de conformidad con el Art.
10, Mod. de la Ley 4117. Por haber sido hecho dentro del
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 18 de agosto de 1978.

Materlo: Correccional.

Recurrentes; Pedro Hernández y Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A.;

Ahogados: Dr. Luis Randolto Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, reg-ularmence constituida por los Jucc% Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpido Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte R. Alburquerque C., asistidos
del Secretario Gencral, en la Sala donde ceiebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Dis-
trtio Nacional, hoy día 10 del mes de agosto del ario 1981,
arios 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro
Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, con cédu-
la de identificación personal No. 188841, serie ira.; Puerto
Plata Comercial y la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., con asiento social en esta ciudad de Santo Do-
mingo, contra la sentencia dictada en atribuciones comer-
ciates, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 18 de agosto del ario 1978, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en la

forma, el recurso de apelación interpuesto: a), por el Dr.
Luis R. Castillo Mejaí, a nombre y representación de Pe-
dro Hernández, Puerto Plata Comercial, C. por A., Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., iSEDOMCA1 con-
tra sentencia dictada por -la Séptima Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
fecha 12 de octubre de 1976; cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el preve-
nido Pedro Hernández, de generales ignoradas, por no ha-
ber comparecido, no obstante haber sido citado legalmen-
te y se declara Culpable, por haber violado el artículo 40,
letra e), de la Ley 241, en consecuencia se condena a Cmn
cuenta pesos oro (RD$50.00) de multa y al pago ee las
costas penales, acogiendo circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Declara regular y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil incoada por el señor Andrés
Bueno de la Cruz, a través de su abogado Dra. Nelsy- T.
Matos de Pérez, por Inber sido hecha de acuerdo a la ley
en cuanto al fondo de dicha constitución condena al señor
Pedro Hernández y a Puerto Plata, C. por A., el primero
por su hecho personal y la segunda persona civilmente res-
ponsable, a pagar una indemnización de Ochocientos pe-
sos oro (RD$800.00), más los initereses de dicha suma, a
partir de la demanda, hasta la completa ejecución de la
sentencia, a titulo de indemnización complementaria, co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos a consecuencia del accidente; TERCERO: Conde-
na al señor Pedro Hernández y a la Puerto Plata, C. por
A., al pago solidario de las costas civiles con distracción
de las mismas, en provecho de la Dra. Nelsy T. Matos de
Pérez, quien afirma haerlas avanzado en su totalidad; y
CUARTO: Ordena que esta sentencia le sea común, opo-
nible y ejecutable a la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del vehícu-
lo que ocasionó el accidente, de conformidad con el Art.
10, Mod. de la Ley 4117. Por haber sido hecho dentro del



riesir 

2006	 BOLETIN JUDICIAL  
BOLETIN JUDICIAL	 2007        

plazo y demás formalidades legales: SEGUNDO: Pronun-
cia el defecto contra Pedro Hernández, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmen-
te citado y emplazado; TERCERO: Confirma en todas sus
panes la sentencia recurrida; CUARTO: Condena al preve-
nido Pedro Hernández al pago de las costas penales de la
alzada; QUINTO: Condena a Pedro Hernández y a Puerto
Plata Comercial, C. por A., al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho de la Dra. Nelsy T.
Matos de Perez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; SEXTO: Declara esta sentencia común y oponi-
ble a la Compañía de Seguros Dominicana de Seguros, C.
por A., (SEDOIVICA), por ser la aseguradora del vehículo
que causó el accidente;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaria de la Cámara a-gua, en fecha 20 de abril del
año 1979, a requerimiento del Dr. Luis E. Castillo Mejía,
dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula de iden-
tificaeión personal No. 18933, serie 3, en representación
de Pedro Hernández. Puerto Plata Comercial, C. por A.,
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación.

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su
abogado Luis R. Castillo Mejía, en fecha 12 de enero del
año 1981;

La Suprema Corte Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación:

Considerando, que el examen del fallo impugnado,
pone de manifeisto que fué dictado en dispositivo, por lo

cual carece no sólo de motivos sino de toda violación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relac:ón con el tex-
to de la Ley Penal Aplicada; que al no precisar la senten-
cia impugnada, los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al
ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
falo impugnado;

Consdierando, que cuando una sentencia fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 18 de agosto del año
1978, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el esunto por ante la Corte de
Apelación de San Cristóbal, en las mismas atribuciones;
y SEGUNDO: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Buatista Rojas Almánzar Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburequerque C.— Miguel Jacobo F., Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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plazo y demás formalidades legales: SEGUNDO: Pronun-
cia el defecto contra Pedro Hernández, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido legalmen-
te citado y emplazado; TERCERO: Confirma en todas sus
partes la sentencia recorrida; CUARTO: Condena al preve-
nido Pedro Hernández al pago de las costas penales de la
alzada; QUINTO: Condena a Pedro Hernández y a Puerto
Plata Comercial, C. por A., al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho de la Dra. Nelsy T.
Matos de Pérez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; SEXTO: Declara esta sentencia común y oponi-
Me a la Compañía de Seguros Dominicana de Seguros, C.
por A., (SEDOMCA), por ser la aseguradora del vehículo
que causó el accidente;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 20 de abril del
año 1979, a requerimiento del Dr. Luis E. Castillo Mejía,
dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula de iden-
tificación personal No. 18933, serie 3, en representación
de Pedro Hernández. Puerto Plata Comercial, C. por A.,
y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación.

Visto el memorial de los recurrentes, suscrito por su
abogado Luis 11. Castillo Mejía, en fecha 12 de enero del
año 1981;

La Suprema Corte Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación:

Considerando, que el examen del fallo impugnado,
pone de trtanifeisto que fué dictado en dispositivo, por lo

cual carece no sólo de motivos sino de toda violación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de la instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación con el tex-
to de la Ley Penal Aplicada; que al no precisar la senten-
cia impugnada, los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al
ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Consdierando, que cuando una sentencia fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo DoMingo, en fecha 18 de agosto del año
1978, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el esunto por ante la Corte de
Apelación de San Cristóbal, en las mismas atribuciones;
y SEGUNDO: Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 11.
Alvarez Pereiló, Juan Buatista Rojas Almánzar Felipe Os-
valdo Perdono Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburequerque C.— Miguel Jacobo F., Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SWITENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelaciói; de Santo Domingo, do
fecha 11 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: José de Jesns Ramos Collado.
Abogado: Dr. Juan Pérez Alvarez,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Ayber, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez
Perclló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte
R. Alburquerque C., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, D istrito Nacional, hoy día 10 del
mes de agosto del año 19S1, años 138' de la Independencia
y 118' de la Restauración, dieta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

sobre el recurso de casación interpuesto por José de
Jesús Bueno Collado, dominicano, mayor de edad, soltero,
con cédula de identificación personal  No. 11766, serie 32,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 11
de septiembre del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: PRIMERO: Admite como regular y válido en cuanto
a la forma, los recursos de apelación interpuestos: a), por
el Dr. Julio Brache Cáceres, en fecha 21 de noviembre de
1977, en nombre y representación del prevenido Cornelio
Soto Ortiz, parte civil constituida y b), por Viriato A. Pe-

ña Tastalo, en fecha 1ro. de diciembre de 1977, a nombre
de José de Jesús Ramos Collado, prevenido, dominicano,
mayor de edad, contra sentencia de fecha 1ro. de noviem-

de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: PRIMERO: Se declara al nombrado

Seto Guerrero, y acogiendo circunstancias atenuantes a su
favor, se condena a pagar RDS50.00 (Cincuenta pesos oro)

José de Jesús Ramos Collado, culpable de violar el Art.
355 del C. P., en perjuicio de la menor Maritza Ivelisse

bre de 1977, dictada por la Segunda Cámara del Juzgado

de multa. SEGUNDO: Se condena al nombrado José de
Jcsús Ramos Collado, al pago de las costas penales; TER•
CERO: Se declara buena y válida	 cuanto a la forma, la
constitución en parte civil hecha por el Dr. Cornelio Soto
Ortiz, en su calidad de padre de .la menor Maritza Ivelisse
Soto Guerrero, por mediación de su abogado, Dr. Julio C.
Brache y la Dra. Altagracia Norma Bautista de Castillo,
por ajustarse a la Let,. CUARTO: En cuanto al fondo de
la rderida constitución en parte civil se condena al nom•
brado José de Jesús Ramos Collado, al pago de una indem-
nización de RD$500.00 (Quinientos pesos oro), en favor
del señor Cornelio Soto Ortiz, en su calidad de padre y
tutor de la menor agraviada Maritza 1. Soto Guerrero, co-
mo fusta reparación por los daños y perjuicios morales y
materiales sufridos por él a consecuencia de la sustracción
de dicha menor; QUINTO: Se condena al nombrado José
de Jesús Ramos Collado, al pago de los intereses legales,
de la suma acordada, a partir de la fecha de la demanda,
hasta la total ejecución de la sentencia, a titulo de indem-
nización supletoria; SEXTO: Se condena al nombrado Jo-
sé d,e Jesús Ramos Collado, al pago de las cestas civiles,
con distracción de las mismas, en provecho de les Dres.
Julio B. Brache y Altagracia R. Bautista de Castillo, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEPTI-
1510: Se ordena que en caso de insolvencia del nombrado
José de Jesús Ramos Collado, esta compensa la indemni-

a
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de ApelacióA de Santo Domingo, de
fecha 11 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: José de Jesús Ramos Collado.
Abogado: Dr. Juan Pérez Alvarez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Ayber, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez
Perelló Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. HernánCez Espaillat, Leonte
R. Alburquerque C., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, DIstrito Nacional, hoy día 10 del
mes de agosto del año 1981, años 138' de la Independencia
y 118. de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José de
Jesús Bueno Collado, dominicano, mayor de edad, soltero,
con cédula de identificación personal No. 11766, serie 32,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 11
de septiembre del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: PRIMERO: Admite ccmo regular y válido en cuanto
a la forma, los recursos de apelación interpuestos: 	 por
el Dr. Julio Brache Cáceres, en fecha 21 de noviembre de
1977, en nombre y representación del prevenido Cornelio
Soto Ortiz, parte civil constituida y b), por Viriato A. Pe-

ña Cast:110, en fecha 1ro. de diciembre de 1977, a nombre
de José de Jesús Ramos Collado, prevenido, dominicano,
mayor de edad, contra sentencia de fecha 1ro. de noviem-
bre de 1977, dictada por la Segunda Cámara del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: PRIMERO: Se declara al nombrado
José de Jesús Ramos Collado, culpable de violar el Art.
355 del C. P., en perjuicio de la menor Maritza Ivelisse
Soto Guerrero, y acogiendo circunstancias atenuantes a su
favor, se condena a pagar RDS50.00 (Cincuenta pesos oro)
de multa. SEGUNDO: Se condena al nombrado José de
Jcsús Ramos Collado, al pago de las costas penales; TEZEt•
CERO: Se declara buena y válida en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil hecha por el Dr. Cornelio Soto
Ortiz, en su calidad de padre de la menor Maritza Ivelisse
Soto Guerrero, por mediación de su abogado, Dr. Julio C.
Brache y la Dra. Altagracia Norma Bautista de Castillo,
por ajustarse a la	 CUARTO: En cuanto al fondo de
la refririda constitución en parte civil se condena al nom•
brado José de Jesús Ramos Collado, al pago de una indem-
nización de RD$500.00 (Quinientos pesos oro), en favor
del señor Cornelio Soto Ortiz, en su calidad de padre y
tutor de la menor agraviada Maritza I. Soto Guerrero, co-
mo Justa reparación por los daños y perjuicios morales y
materiales sufridos por él a consecuencia de la sustracción
de dicha menor; QUINTO: Se condena al nombrado José
de Jesús Ramos Collado, al pago de los intereses legales,
de la suma acordada, a partir de la fecha de la demanda,
hasta la total ejecución de la sentencia, a titulo de indem-
nización supletoria; SEXTO: Se condena al nombrado Jo-
sé de Jesús Ramos Collado, al pago de las cestas civiles,
con distracción de las mismas, en provecho de los Dres.
Julio B. Brache y Altagracia R. Bautista de Castillo, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad; SÉPTI-
MO: Se ordena que en caso de insolvencia del nombrado
José de Jesús Ramos Collado, esta compensa la indemni-
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nación fijada a razón de un día de prisión por cada peso
dejado de pagar, por haber sido dichos recursos interpues-
tos conforme a la Ley; SEGUNDO„ Eh cuanto al fondo de
dichos recursos se revoca el ordinal Cuarto de la senten-
cia apelada en cuanto al monto de la indemnización acor-
dada pr el Tribunal a-quo, y la Corte por propia autori-
dad y contrario imperio condena al prevenido José de Je-
sús Ramos Collado, al pago de una indemnización de RD
$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro), a favor de la parte civil
constituida por les daños morales y materiales sufridos por
el hecho culposo del prevenido, compensable dicha indem-
nización en caso de insolvencia del prevenido, con un día
de prisión por cd peso dejado de pagar; TERCERO: Con
firma en sus demás aspectos la sentencia apiada; CUAR
TO: Condena al prevenido al pago de las costas penales y
civiles de la alzada con distracción de las civiles en pro-
vecho del Dr. Julio Brache Cáceres, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Oido al Dr. Juan Pérez Alvarez, dominicano, mayor

de edad, con cédula de identificación personal No. 81.943,
serie lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua el 25 de septiembre del año
1978, a requerimiento del Dr. Juan Pérez Alvarze, domi-
nicano, mayor de edad, con cédula de identificación per-
sonal No. 81934, serie primera, en representación de José
de Jesús Ramos Collado, en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
por su abogado Dr. Juan Pérez Rivera, en fecha 10 de di-
ciembre del año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
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Criminal, y 1, 20, 23, 43 de la Ley sobre Procedi-
. nto de Casación;

Considerando que el examen del falloimpugnado po-
ne. de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación do
hechos;

Considerando que todos losjueoes del fondo están en
la obligación de motivar sus sentencias y en materia re-
presiva deben enunciar los hechos que resulten de la ins-
trucción y además, calificar esos hechos en relación con
el texto de la Ley Penal aplicada, que al no precisar la
sentencia impugnad los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia, está en la imposibildad al
ejercer su poder de control de decidir si la ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Considerando, que fuendo una sentencia fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrían ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 11 de septiembre del año
1978, y envía el asunto por ante le Corte de Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y Segundo:
Compensa las costas .entre las dos partes.

(FIRMADO). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Juan Bautista Rolas Almánzar, Felipa
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburquerque C. — Miguel Jacobo, secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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nación fijada a razón de un día de prisión por cada peso
dejado de pagar, por haber sido dichos recursos interpues-
tos conforme a la Ley; SEGUNDO,: En cuanto al fondo de
dichos recursos se revoca el ordinal Cuarto de la senten-
cia apelada en cuanto al monto de la indemnización acor-
dada pr el Tribunal a-quo, y la Corte por propia autori-
dad y contrario imperio condena al prevenido José de Je-
sús Ramos Collado, al pago de una indemnización de RD
$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro), a favor de la parte civil
constituida por les daños morales y materiales sufridos por
el hecho culposo del prevenido, compensable dicha indem-
nización en caso de insolvencia del prevenido, con un día
de prisión por cd peso dejado de pagar; TERCERO: Con
firma en sus demás aspectos la sentencia apelada; CUAR
TO: Condena al prevenido al pago de las costas penales y
civiles de la alzada con distracción de las civiles en pro-
vecho del Dr. Julio Brache Cáceres, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad.

Oído al Alguacil de turno en la sectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al Dr. Juan Pérez Alvarez, dominicano, mayor

de edad, con cédula de identificación personal No. 81.943,
serie 1ra., abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua el 25 de septiembre del año
1978, a requerimiento del Dr. Juan Pérez Alvarze, domi-
nicano, mayor de edad, con cédula de identificación per-
sonal No. 81934, serie primera, en representación de Jesé
de Jesús Ramos Collado, en la cual no se propone ningún
medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
por su abogado Dr. Juan Pérez Rivera, en fe ha 10 de di-
ciembre del año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de
liberado y vistos los articulos 195 del Código de Procedi-

miento Criminal, y 1, 20, 23, 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que el examen del falloimpugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación do
hechos;

Considerando que todos losjueces del fondo están en
la obligación de motivar sus sentencias y en materia re-
presiva deben enunciar los hechos que resulten de la ins-
trucción y además, calificar esos hechos en relación con
el texto de la Ley Penal aplicada, que al no precisar la
sentencia impugnad los hechos y estar carente de motivos,
la Suprerna Corte de Justicia, está en la imposibildad al
ejercer su poder de control 4e decidir si la ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Considerando, que fuendo una sentencia fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrían ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 11 de septiembre del año
1978, y envía el asunto por ante le Corte de Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; y Segundo:
Compensa las costas entre las dos partes.

(FIRMADO). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Juan Bautista Ralas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Al.burqu,erque C. — Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte cle Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de agosto de 1978,

Materia: Correccional.

Recurrentes: Santos Florentino Suero y la Compl5la de Seguros
Patria, S. A.;

Abogado: Dr. Juan Francisco Ntonclús C.

Dios, Patria y Libertad,
República Daminicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar, Ernlipe Osvaldo Perdomo
Báez, Jcaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo; asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10
del mes de agosto del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia v 118 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santos
Florentino Suero, dominicano, mayor de edad, portador de
la cédula de identidad personal No. 181952, serie primera.
domiciliado y residente en la calle José Martí No. 65, ba-
rrio de Villa Francisca, ciudad, y la Compañía de Segures
Patria, S. A., con asiento social en esta ciudad de Santo
Domingo, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 9 de agosto de 1978, cuyo dispositivo dice así:
"Falla: PRIMERO: Admite como regular y válido en la
forma el recurso de apelación interpuesto: a), por la Dra.
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Nelsy Matos de Pérez, a nombre y representación de Jo-
sé Reyes y/o José de los Santos; b) por el Dr. Carlos Du-
luc, a nombre y/o Santos Florentino Suero y la Ccmpe-
ñía de Seguros Patria, S. A., contra sentencia dictada por
la Octava Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 19 de septiembre
de 1977, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se declara a Santos Florentino Suero, dominicano, de 23
años de edad, chófer, portador de la cédula personal de
identidad No. 181952, serie primera, domiciliado y resi-
dente en la calle José Martí No. 65, de esta ciudad, cul-
pable de vioalr el Art. 49, letra d), de la Ley 241, y en
consecuencia se le condena al pago de una multa de RE
$100.00 (Cien pesos oro), acudiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes y al pago de las costas penales: SE-
GUNDO: Se declara buena y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por José Reyes y/o
José de los Santos, py mediación de su abogado Dra. Nel-
sy T. Mota de Pérez, contra Santos Florentino Suero, por
haber hecho de conformidad con la Ley y en cuanto al
fondo, se condena a Santos Florentino Suero, prevenido
y persona civilmente responsable, al pago de una indem-
nización de R.D$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro) a favor
de José Reyes y/o José de los Santos, en su condición de
htrmano de Juana IVIaría de los Santos y/o Juana Paula
de los Santos, fallecida en el accidente, al pago de l es in-
tereses de dicha suma, a contar de la fecha de la deman-
da, a título de indemnización supletoria, y al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
de la Dra. Nelsy T. Matos de Pérez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; y TERCERO: Se declara la pre-
sente sentencia, común y oponible en su aspecto civil a
la Compañía de Seguros Patria, S. A., entidad asegurado-
ra del vehículo causante del accidente, de cónfornidad
con ol Art. 10, Mod. de la Ley 4117 sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor. Por haber sido hecho dentro
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SF2TENCIA DE FECHA 10 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte dé Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de agosto de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Santos Florentino Suero y la Compfda de Seguros
Patria, S. A.;

Abogado: Dr. Juan Francisco Ntonclús C.

Dios, Patrin y Libertad,
República Daminicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar, 	 Osvaldo Perdomo
Ráez, Jcaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo; asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10
del mes de agosto del año 1981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118 de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santos
Florentino Suero, dominicano, mayor de edad, portador de
la cédula de identidad personal No. 181952, serie primera.
domiciliado y residente en la calle José Martí No. 65, ba-
rrio de Villa Francisca, ciudad, y la Compañía de Segures
Patria, S. A., con asiento social en esta ciudad de Santo
Domingo, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 9 de agosto de 1978, cuyo dispositivo dice así:

"Falla: PRIMERO: Admite como regular y válido en la
forma el recurso de apelación interpuesto: a), por la Dra.

Nelsy Matos de Pérez, a nombre y repnesentación de Jo-
sé Reyes y/o José de los Santos; b) por el Dr. Carlos Du-
lue, a nombre y/o Santos Florentino Suero y la Compe-
lía de Seguros Patria, S. A., contra sentencia dictada por
la Octava Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 19 de septiembre
de 1977, cuyo dispositivo dice así: "FALLA . PRIMERO:
Se declara a Santos Florentino Suero, dominicano, de 23
años de edad, chófer, portador de la cédula personal de
identidad No. 181952, serie primera, domiciliado y resi-
dente en la calle José Martí No. 65, de esta ciudad, cul-
pable de vioalr el Art. 49, letra d), de la Ley 241, y en
consecuencia se le condena al pago de una multa de RD
$100.00 (Cien pesos oro), acudiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes y al pago de las costas penales: SE-
GUNDO: Se declara buena y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por José Reyes y/o
José de los Santos, py mediación de su abogado Dra. Nel-
sy T. Mota de Pérez, contra Santos Florentino Suero, por
haber hecho de conformidad con la Ley y cn cuanto al
fondo, se condena a Santos Florentino Suero, prevenido
y persona civilmente responsable, al pago de una indem-
nización de RD$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro) a favor
de José Reyes y/o José de los Santos, en su condición de
hcrmano de Juana María de los Santos y/o Juana Paula
de los Santos, fallecida en el accidente, al pago de l os in-
tereses de dicha suma, a contar de la fecha de la deman-
da, a título de indemnización supletoria, y al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
de la Dra. Nelsy T. Matos de Pérez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; y TERCERO: Se declara la pre-
sente sentencia, común y oponible en su aspecto civil a
la Compañía de Seguros Patria, S. A., entidad asegurado-
ra del vehículo causante del accidente, de Confonnidad
con el Art. 10, Mod. de la Ley 4117 sobre Seguro Obliga-
tcrio de Vehículos de Motor. Por haber sido hecho dentro
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del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Mo-
difica la sentencia recurrida en su Ordinal Segundo, en
lo que se refiere a la indemnización acordada, y la Corte,
obrando por propia autoridad y contrario imperio ie fija
la suma deRDS3,000.00 (Tres mil peses oro) moneda na-
cional; TERCERO: Condena al prevenido y persona civil-
mente responsable, Santos Bienvenido Suero, al pago de
las costas penales y civiles, con distracción de estas últi-
mas en provecho de la Dra. Nelsy Matos de Pérez, aboga-
do que afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUAR-
TO: Declara la sentencia común y oponible a la Compa-
ñía de Seguros Patria, S. A., entidad aseguradora del ve-
hículo que causó el accidente; QUINTO: Pronuncia el de-
fecto contra la Compañía de Seguros Patria, S. A., por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citada y emplazada;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistradr- Procurador General

de la República;
Visto el acta del recurro de casación, levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el día 19 del mes de abril
del año 179, a requerhniento del Dr. A. Bienvenido Figue-
reo Méndez, dominicano, mayor de edad, portador de la
cédula de identificación personal número 12406, serie 12,
en representación de Santos Florentino Suero y de Segu-
ros Patria, S. A., en la cual no se propone ningún medio
determinado de Casación;

Visto el memorial de los recurrentes de fecha once,
(11) del mes de agosto del año mil novecientos ochenta,
(1980), suscrito por su abogado en casación, Dr. Juan Fran-
cisco Monclús C.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43, de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;
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Considerando, que el examen del fallo impugnado,
pone de manifiesto que fué dictada en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, quel os Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resutlen de la instruc-
ción, y además, calificar esos hechos en relación con el

de la Ley Penal aplicada, que al no precisar la senten-
cia impugnada los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al ejer-
cer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien
o mal aplicada, por lo que procede la casación del fallo
impugnado; -

Considerando que cwando una sentencia fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivois, $RIMERO: Casa la sentencia d-ci
tada en atribuciones correccionales, por la Corte de Ave-
la,ción de Santo Domingo, de fecha 9 de agosto de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, es las mismas atribuciones; y SEGUNDO:
Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F.,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y
fué firmada, lcíclá y publicada por mí, Secretario General,
quo certifico.— (Firmado): Miguel ,Jacobo.
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del plazo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Mo-
difica la sentencia recurrida en su Ordinal Segundo, en
lo que se refiere a la indemnización acordada, y la Corte,
obrando por propia autoridad y contrario impario ie fija

la suma deRDS3,000.00 (Tres mil pesos oro) moneda na-
cional; TERCERO: Condena al prevenido y persona civil-
mente responsable, Santos Bienvenido Suero, al pago de
las costas penales y civiles, con distraoción de estas últi-
mas en provecho de la Dra. Nelsy Matos de Férez, aboga-
do que afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUAR-

TO: Declara la sentencia común y oponible a la Compa-
ñía de Seguros Patria, S. A., entidad aseguradora del ve-
hículo que causó el accidente; QUINTO: Pronuncia el de-
fecto contra la Compañía de Seguros Patria, S. A., por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citada y emplazada;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistradc- Procurador General

de la República;
Visto el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el día 19 del mes de abril
del año 179, a requerimiento del Dr. A. Bienvenido Figue-
reo Méndez, dominicano, mayor de edad, portador de la
cédula de identificación personal número 12406, serie 12,
en representación de Santos Florentino Suero y de Segu-
ros Patria. S. A., en la cual no se propone ningún medio
determinado de Casación;

Visto el memorial de los rccurrentes de fecha once.
(11) del mes de agosto del año mil novecientos ochenta,
(1980), suscrito por su abogado en casación, Dr. Juan Fran-
cisco Monclús C.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43, de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado,
pone de manifiesto que fué dictada en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino dp toda relación de
hechos;

Considerando, quel os Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los hechos que resutlen de la instruc-
ción, y además, calificar esos hechos en relación con el tex-
to de la Ley Penal aplicada, que al no precisar la senten-
cia impugnada los hechos y estar carente de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al ejer-
cer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido bien
o mal aplicada, por lo que procede la casación del fallo
impugnado;

Considerando que cwando una sentencia fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivois, /RIMERO: Casa la sentencia d-ci
Cada en atribuciones correccionales, por la Corte de Ave-
lación de Santo Domingo, de fecha 9 de agosto de 1978,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ción de La Vega, es las mismas atribuciones; y SEGUNDO:
Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Báutista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo F.,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y nublicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA 1)E FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1981
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Materia: Tierras.

Recurrentes: Teodosia Ceballos, Teófilo Ceballos, Felipa Ceballos
y Compartes.

Abogada: Dr. Pedro María Solimán Bello.

Recurrido: Juan de la Cruz Ceballos.
Abogados: Dr. Rafael Acosta y Juan de la Cruz Ceballos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; FernaiVo E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
tas, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de
agosto del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teodo-
sia Ceballos, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios domésticos, cédula No. 815, serie 28, domiciliada en
Higüey, y de los sucesores de Teófilo Ceballos, Esmeralda
Ceballos Dino, soltera, de oficios domésticos, domiciliada
y residente en la casa No. 9, de la calle Uruguay, de la
ciudad de Barahona, cédula 3880, serie 18; Felipa Ceba-
llos Dino, soltera, de oficios domésticos, domiciliada y re-
sidente en Matachalupe, sección del municipio de Higüey,
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cédula 4244, serie 28; Andrés Ceballos Dino, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en El Mamey, sección del
Municipio de Higüey, cédula 646, serie 28; Cándido Ceba-
]los Dino, soltero, agricultor, domiciliado y residente en
Duyey, sección del Municipio de Higüey, cédula 662, se-
ric 28; Ricardo Ceballos Dino, soltero, obrero, domicilia-
do y residente en la ciudad de Barahona, cédula 4784, se-
rie 28; Rosa Ceballos Dino, casada, de oficios domésticos,
domiciliada y residente en Sanate, sección del Municipio
de Higüey, cédula 629, serie 28; Tomás Demetrio Ceballos
Dino, soltero, agricultor, domiciliado y residente en Du-
yey, sección del Municipio de Higüey, cédula 6996, serio
28; Juana Ceballos Dino, casada, de oficios domésticos,
domiciliada y residente en Santiago de los Caballeros, cé-
dula 8132, serie lra.; Demetrio Ceballos Dino, casado, al-
bañil, domiciliado y residente en la ciudad de La Roma-
na, cédula 20765, serie 18; y María Luisa Ceballcs Dino,
casada, de oficios dom4stioos, domiciliada y residente en
Santana, sección del municipio de Higüey. cédula 6566,
serie 28, todos dominicanos, mayores de edad, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el
4 de mayo de 1978, en relación con la Parcela No. 206,
del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de Higüey, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Pedra
María Solimán Bello, cédula No. 2612, serie 28, abogado
de los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 6 de julio de
1978, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el que
se proponen los medios de casación que se indican más
adelante;

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 4
de mayo de 1978.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 4
de mayo de 1978.

Materia: Tierras.

Recurrentes: Teodosia Ceballos, Teófilo Ceballos. Felipa Ceballos
y Compartes.

Abogada: Dr. Pedro María Solimán Bello.

Recurrido: Juan de la Cruz Ceballos. 	 tfr
Abogados: Dr. Rafael Acosta y Juan de la Cruz Ceballos. 	 Itr,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 41
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernane'n E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-

mánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez y Joaquín L. Her-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-

nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de
agosto del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teodo-
sia Ceballos, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios domésticos, cédula No. 815, serie 28, domiciliada en
Higüey, y de los sucesores de Teófilo Ceballos, Esmeralda
Ceballos Dino, soltera, de oficios domésticos, domic;l'ada
y residente en la casa No. 9, de la calle Uruguay, de la ce
ciudad de Barahona, cédula 3880, serie 18; Felipa Ceba-
llos Dino, soltera, de oficios domésticos, domiciliada y re-
sidente en Matachalupe, sección del municipio de Higüey,

cédula 4244, serie 28; Andrés Ceballos Dino, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en El Mamey, sección del
Municipio de Higüey, cédula 646, serie 28; Cándido Ceba-
llos Dino, soltero, agricultor, domiciliado y residente en
Duyey, sección del Municipio de Higüey, cédula 662, se-
rie 28; Ricardo Ceballos Dino, soltero, obrero, domicilia-
do y residente en la ciudad de Barahona, cédula 4784, se-
rie 28; Rosa Ceballos Dino, casada, de oficios domésticos,
domiciliada y residente en Sanate, sección del Municipio
de Higüey, cédula 629, serie 28; Tomás Demetrio Ceballos
Dino, soltero, agricultor, domiciliado y residente en Du-
yey, sección del Municipio de Higüey, cédula 6896, serie
28; Juana Ceballos Dino, casada, de oficios domésticos,
domiciliada y residente en Santiago de los Caballeros,
dula 8132, serie ira.; Demetrio Ceballos Dino, casado,

domiciliado y residente en la ciudad de La Roma-
na, cédula 20765, serie 18; y María Luisa Ceballos Dino,
casada, de oficios domésticos, domiciliada y residente en
Santana, sección del municipio de Higüey. cédula 6566,
serie 28, todos dominicanos, mayores de edad, contra la
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el
4 de mayo de 1978, en relación con la Parcela No. 206,
del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de Higüey, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Pedra
María Solimán Bello, cédula No. 2612, serie 28, abogado
de los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia, el 6 de julio de
1978, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el que
se proponen los medios de casación que se indican más
adelante;
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Visto el memorial de defensa, del 2 de agosto de 1978,
suscrito por el abogado del recurrido, Juan de la Cruz Ce-
ballos, dominicano, mayoir de edad, casado, agricultor, cé-
dula No. 6432, serie 28, domiciliado en la sección de El Lla-
no, Municipio de Higüey;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes en su memorial, que se indican más adelante,
y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere. consta lo siguiente:
a), que en ocasión del saneamiento de la Parcela No. 206,
del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de Higüey, el
Tribunal Superior de Tierras dicté el 13 de mayo del 1971
una sentencia por la cual ordenó la celebración de un nus-
vo juicio; b), que el Juez del. Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original designado paía conocer del nuevo jui-
cio, dictó una sentencia el 14 de abril de 1972, cuyo dispo-
sitivo se transcribe más adelante; c), que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se acoge, en cuanto a la forma, y se rechaza, en cuanto al
fondo, la apelación interpuesta en fecha 11 de mayo de
1972, por el Dr. Pedro María Solimán Bello, a nombre y

representación de los Sucesores de Teófilo Ceballos y la
señora Teodosia Ceballos, contra la Decisión No. 1, dicta-
da por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en
fecha 19 de abril de 1972, en cuanto se refiere a la Parce-
la No. 206 del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de
Higüey; 2do. Se confirma, en todas sus partes, la Decisión
No. 1, dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original, en fecha 19 de abril de 1972, en cuanto se refie-
re a la Parcela No. 206, del Distrito Catastral No. 4, del
Municipio de Higüey, cuyo dispositivo dice asi: "En la Par-
cela número 106.— Primero: Que debe ordenar y ordena,

el registro del derecho de propiedad de esta Parcela; con
una extensión supericior de 13 hectáreas, 79 áreas, 94 cen-
tiáreas, y sus mejoras, consistentes en yerba de guinea,
pangola, cercas de alambres de púas y una casa de tablas
de palmas, techada de canas y piso de cemento, en favor
del scñor Juan de la Cruz Ceballos, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, portador de la cédula No. 6432,
serie 28, domiciliado y residente en la sección El Llano,
del Municipio de Iligüey.— Segundo: Que debe rechazar
y rechaza, por improcedente y mal fundadas, las reclama-
ciones formuladas por los Sucesores de Teófilo Ceballos
y la señora Tecdosia Ceballos";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial las siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Falta de motivos; Violación de los artioulos 815, pá-
rrafo primero; 819, párrafo primero; 883 y siguientes del
Código Civil; 2228, 2229 y 2230, del mismo Código. — Se-
gundo Medio: Falta pie motivos que a su vez han dado lu-
gar a la violación del artículo 480 del Código de Procedi-
miento Civil en lo que respecta a la omisión de estatuir.
Violación de la Ley del Notariado vigente el día 10 de
marzo del 1910. Lesión del derecho de defensa— Tercer
Media: Motivación falsa, frustratoria e inaxis;encia, des-
de el punto de vista de los hechos de la causa. Desnatu-
ralización de los hechos de la esmsa;

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis,
en sus tres medios de casación, reunidos, en que Teófilo
Ceballos legó a sus herederos, los actuales recurrentes, las
Parcelas Nos. 198, 203 y 206 del Distrito Catastral No. 4,
del Municipio de Higüey; que las áreas que le faltan a los
herederos Teófilo y Teodosia Ceballos para completar sa
herencia se encuentra dentro de la Parcela No. 206, recla-
mada en su totalidad, de manera temeraria por el legato-
rio Juan de la Cruz Ceballos; que los Jueces que dictaron
el fallo impugnado silenciaron toda consideración tenden-
te a determinar la procedencia o improcedenria de los ale-
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Visto el memorial de defensa, del 2 de agosto de 1978,
suscrito por el abogado del recurrido, Juan de la Cruz Ce-
ballos, dominicano, mayoi• de edad, casado, agricultor, cé-
dula No. 6432, serie 28, domiciliado en la sección de El Lla-
no, Municipio de Higüey;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes en su memorial, que se indican más adelante,
y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere. consta lo siguiente:
a), que en ocasión del saneamiento de la Parcela No. 206,
del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de Higüey, el
Tribunal Superior de Tierras dictó el 13 de mayo del 1971.
una sentencia por la cual ordenó la celebración de un nue-
vo juicio; b), que el Juez del, Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original designado palta conocer del nuevo jui-
cio, dictó una sentencia el 14 de abril de 1972, cuyo dispo-
sitivo se transcribe más adelante; c), que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Se acoge, en cuanto a la forma, y se rechaza, en cuanto al
fondo, la apelación interpuesta en fecha 11 de mayo de
1972, por el Dr. Pedro María Solimán Bello, a nombre y
representación de los Sucesores de Teófilo Ceballos y la
señora Teodosia Ceballos, contra la Decisión No. 1, dicta-
da por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en
fecha 19 de abril de 1972, en cuanto se refiere a la Parce-
la No. 206 del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de
Higüey; 2do. Se confirma, en todas sus partes, la Decisión
No. 1, dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Original, en fecha 19 de abril de 1972, en cuanto se refie-
re a la Parcela No. 206, del Distrito Catastral No. 4, del
Municipio de Higüey, cuyo dispositivo dice así: "En la Par-
cela número 106.— Primero: Que debe ordenar y ordena,
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el registro del derecho de propiedad de esta Parcela; con
una extensión supericior de 13 hectáreas, 79 áreas, 94 cen-
tiáreas, y sus mejoras, consistentes en yerba de guinea,
pangola, cercas de alambres de púas y una casa de tablas
de palmas, techada de canas y piso de cemento, en favor
del señor Juan de la Cruz Ceballos, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, portador de la cédula No. 6432,
serie 28, domiciliado y residente en la sección El Llano,
del Municipio de	 Segundo: Que debe rechazar
y rechaza, por improcedente y mal fundadas, las reclama-
ciones formuladas por los Sucesores de Teófilo Ceballos
y la señora Teodosia Ceballos";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Falta de motivos; Violación de los artículos 815, pá-
rrafo primero; 819, párrafo primero; 883 y siguientes del
Código Civil; 2228, 2229 y 2230, del mismo Código. — Se-
gundo Medio: Falta	 motivos que a su vez han dado lu-
gar a la violación del artículo 480 del Código de Prooedi-
miento Civil en lo que respecta a la omisión de estatuir.
Violación de la Ley del Notariado vigente el día 10 de
marzo del 1910. Lesión del derecho de defensa.— Tercer
Medio: Motivación falsa, frustratoria e inaxistencia, des-
de el punto de vista de los hechos de la causa. Desnatu-
ralización de los hechos de la causa;

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis,
en sus tres medios de casación, reunidos, en que Teófilo
Ceballos legó a sus herederos, los actuales recurrentes, las
Parcelas Nos. 198, 203 y 206 del Distrito Catastral No. 4,
del Municipio de Higüey; que las áreas que le fallan a los
herederos Teófilo y Teodosia Ceballos para completar sa
herencia se encuentra dentro de la Panela No. 206, recla-
mada en su totalidad, de manera temeraria por el legato-
rio Juan de la Cruz Ceballos; que los Jueces que dictaron
el fallo impugnado silenciaron toda consideración tenden-
te a determinar la procedencia o improcedenria de los ale-
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gatos y conclusiones de las partes recurrentes con respec-
to a lo antes expuesto: que cuando el caso se encontraba
en estado de ser fallado, porque las partes habían con-
cluído al fondo, y el asunto estaba exhaustivamente dilu-
cidado, el Tribunal a-quo ordenó el traslado del Inspector
de Mensuras Catastrales a los terrenos de la Parcela No.
206 para que, previa citación de las partes, dicho funcio-
nario determinara quien se encontraba ocupando la raen-
cionada Paroela, debiendo rendir un informe y someter
un croquis ilustrativo de sus comprobaciones; que el Ins-
pector de Mensuras rindió su informe y presentó el croquis
correspondiente; que en éste se señalan las mejoras fo-
mentadas en la Parcela por Juan de la Cruz Ceballos, y
los montes que existen en la misma, los cuales tienen una
extensión de 5 Has., 76 As., y 00 Cas., equivalentes a 90.-
56 tareas; que a Juan de la Cruz Ceballos, le correspon-
dió en la sucesión de Teófilo Ceballos, 132 tareas en la
Parcela No. 206; y reclama el restofpor haberlo adquirido
de Rosa Caraballo Viuda de Braulio Ceballos; que Brítulio
Ceballos no llegó a ser dueño de esa porción de terreno,
ya que no era hijo legítimo de Manuel Ceballos; que, por
otra parte, según certificación del Notario Lic. Francisco
Adolfo Valdéz Martínez, en el original del acto de venta,
otorgado por Rosa Caraballo Vda. Ceballos, en favor de
Juan de la Cruz Ceballos el 10 de marzo de 1910, instru-
mentado por el Notario Octavio A. Reyes, no figura firma
da por la Vda. Ceballos; que quedó demostrado ante el
Tribunal a-quo, que la porción de terreno que pretendió
adquirir Juan de la Crub Ceballos de Rosa Caraballo Vda.
Ceballos es la misma que constituye en la actualidad el
monte virgen ubicado dentro de la Parcela en discusión,
la cual pertenece a todos los sucesores; que los jueces del
fondo silenciaron toda ponderación sobre la condición ju-
rídica actual de las 91 tareas y 58 varas de montes que
existen dentro de la Parcela No. 206, según las comproba-
ciones hechas en el terreno por el Inspector de Mensuras
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Ceara Viñas; que la posesión que inició Braulio Ceballos,
esposo de Rosa Caraballo, en los terrenos de Manuel Ceba-
llos, su padre natural, era precaria y no a título de pro-
pietario y no se presentaron pruebas de que intervirtió su
título, ni se demostró que el resto de la Parcela había en-
trado a formar parte de la comunidad matrimonial Ceba-
llos-Caraballo, y qué parte podía vender luego la viuda
de Ceballos; que los Jueces se basaron al dictar su fallo
en la declaración de dos testigos oídos por el Juez de Ju-
risdieción Original, los cuales carecen de todo valor jurí-
dico por el efecto devolutivo de la apelación; que dichos
jueces 5e fundaron para admitir la prescripción en fa-
vor de la Juan de la Cruz Ceballos, en las declaraciones
de estos testigos, los cuales fueron contradichas por los
testigos Chilo Robles y Casimiro Pouerié Garrido, quie-
nes afirmaron que esos montes fueron respetados como de
la propiedad de todos los sucesores; que tampoco en la
sentencia impugnada ie fija el punto de partida de la po-
sesión de Juan de la Cruz Ceballos, lo que era indispen-
sable para calcular el tiempo de la prescripción; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada revela que por ella se ordenó el registro del derecho
de propiedad de la mencionada parcela No. 206, en favor
de Juan de la Cruz Ceballos, en la siguiente forma: 132
tareas en virtud del acto de partición instrumentado por el
Notario Manuel Emilio Maríñez, el 25 de febrero de 1943.
lo que no ha sido impugnado por los demás herederos, y
el resto por haberlo adquirido por compra a Rosa Cara-
ballo Vda. Ceballos, según acto del Notario Octavio A. Re
yes, del 10 de marzo de 1910; que, además, los Jueces es-
timaron que Juan de la Cruz Ceballos había mantenido en
el terreno de esa Parcela una posesión con todos los ca-
racteres y por el tiempo exigido para adquirirla por pres-
cripción, de acuerdo con los artícillos 2229 y 2262 del Có-
digo Civil, a la fecha de la audiencia celebrada en el sa-
neamiento por el Juez de Jurisdicción Original; que los
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gatos y conclusiones de las partes recurrentes con respec-
to a lo antes expuesto: que cuando el caso se encontraba
en estado de ser fallado, porque las partes habían con-
cluído al fondo, y el asunto estaba exhaustivamente dilu-
cidado, el Tribunal a-quo ordenó el traslado del Inspector
de Mensuras Catastrales a los terrenos de la Parcela No.
206 para que, previa citación de las partes, dicho funcio-
nario determinara quien se encontraba ocupando la rnen-
cionada Parcela, debiendo rendir un informe y someter
un croquis ilustrativo de sus comprobaciones; que el Ins-
pector de Mensuras rindió su informe y presentó el croquis
correspondiente; que en éste se señalan las mejoras fo-
mentadas en la Parcela por Juan de la Cruz Ceballos, y
los montes que existen en la misma, los cuales tienen una
extensión de 5 Has., 76 As., y 00 Cas., equivalentes a 90.-
58 tareas; que a Juan de la Cruz Ceballos. le correspon-
dió en la sucesión de Teófilo Ceballos, 132 tareas en la
Parcela No. 206; y reclama el resto(por haberlo adquirido
de Rosa Caraballo Viuda de Braulio Ceballos; que Bráulio
Ceballos no llegó a ser dueño de esa porción de terreno,
ya que no era hijo legítimo de Manuel Ceballos; que, por
otra parte, según certificación del Notario Lic. Francisco
Adolfo Valdéz Martínez, en el original del acto de venta,
otorgado por Rosa Caraballo Vda. Ceballos, en favor de
Juan de la Cruz Ceballos el 10 de marzo de 1910, instru-
mentado por el Notario Octavio A. Reyes, no figura firma-
da por la Vda. Ceballos; que quedó demostrado ante el
Tribunal a-quo, que la porción de terreno que pretendió
adquirir Juan de la Crub Ceballos de Rosa Caraballo Vda.
Ceballos es la misma que constituye en la actualidad el
monta virgen ubicado dentro de la Parcela en discusión,
la cual pertenece a todos los sucesores; que los jueces del
fondo silenciaron toda ponderación sobre la condición ju-
rídica actual de las 91 tareas y 58 varas de montes que
existen dentro de la Parcela No. 206, según las comproba-
ciones hechas en el terreno por el Inspector de Mensuras
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Ceara Viñas; que la posesión que inició Braulio Ceballos,
esposo de Rosa Caraballo, en los terrenos de Manuel Ceba-
llos, su padre natural, era precaria y no a titulo de pro-
pietario y no se presentaron pruebas de que intervirtió su
título, ni se demostró que el resto de la Parcela había en-
trado a formar parte de la comunidad matrimonial Ceba-
llcs-Caraballo, y qué parte podía vender luego la viuda
de Ceballos; que los Jueces se basaron al dictar su fallo
en la declaración de dos testigos oídos por el Juez de Ju-
risdicción Original, los cuales carecen de todo valor jurí-
dico por el efecto devolutivo de la apelación; que dichos
jueces s.,e fundaron para admitir la prescripción en fa-
vor de la Juan de la Cruz Ceballos, en las declaraciones
de estos testigos, los cuales fueron contradichas por los
testigos Chilo Robles y Casimiro Pouerié Garrido, quie-
nes afirmaron que esos montes fueron respetados como de
la propiedad de todos los sucesores; que tampoco en la
sentencia impugnada te fija el punto de partida de la po-
sesión de Juan de la rruz Ceballos, lo que era indispen-
sable para calcular el tiempo de la prescripción; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada revela que por ella se ordenó el registro del derecho
de propiedad de la mencionada parcela No. 206, en favor
de Juan de la Cruz Ceballos, en la siguiente forma: 132
tareas en virtud del acto de partición instrumentado por el
Notario Manuel Emilio Maríñez, el 25 de febrero de 1943,
lo que no ha sido impugnado por los demás herederos, y
el resto por haberlo adquirido por compra a Rosa Cara-
ballo Vda. Ceballos, según acto del Notario Octavio A. Re-
yes, del 10 de marzo de 1910; que, además, los Jueces es-
timaron que Juan de la Cruz Ceballos había mantenido en
el terreno de esa Parcela una posesión con todos los ca-
racteres y por el tiempo exigido para adquirirla por pres-
cripción, de acuerdo con los artículos 2229 y 2262 del Có-
digo Civil, a la fecha de la audiencia celebrada en el sa-
neamiento por el Juez de Jurisdicción Original; que los

2020
	

BOLETIN JUDICIAL



   

• • •     

2022
	

ROLETIN JUDICIAL
	

BOLE1'IN JUDICIAL	 2023

jueces comprobaron, también, según consta en la senten-
cia impugnada, que ninguno de los demás sucesores Ceba-
llos habían tenido poseión en 'ese terreno, ni habían de-
mostrado que interrumpiron la prscripción que corría en
favor de Juan de la Cruz Ceballos; que para llegar a es-
tas conclusiones los jueces se basaron en las declaracio-
nes de dos testigos oídos por el Juez de Jurisdicción Ori-
ginal, y en las declaraciones de otros dos testigos oídos en
el juicio de la apelación, así corno en el informe rendido
el 17 de marzo de 1975 por el Inspector de Mensuras Ca-
tastrales, José A. Ceara Viñas, debatido en la audiencia
pública y contradictoria del 26 de octubre de 11976, y, ade-
más, por otros hechos y circunstancias de la causa;

Considerando, que, contrariamente a lo alegado por
los recurrentes. los jueces de la apelación pueden basar
sus fallas no sólo en las declaraciones de los testigos por
ellos interrogados, sino en los testimonios prestados ante
el Juez de primer grado, que no p vulnere, el efceto de-
volutivo de la apelación cuando los jueces de la apelación
fundan sus sentencias en las declaraciones prestadas ante
el juez de Primer Grado, que, así mismo, pueden basarse
para formar su convicción en aquellas declaraciones que
juzguen más verosímiles y sincaras, sin que por ello incu-
rran en desnaturalización alguna; que, por otra parte, aún
cuando el original del acto de venta otorgado en favor de
Juan de la Cruz Caballos, esta irregularidad quedó cubier-
ta por el efecto de la más larga prescripción que los Jue-
ces apreciaron se había cumplido en provecho del actual
recurrido, la que es concluyente de cualquier derecho que
se le oponga y constituye un título perfecto, y, por tanto,
los jueces no estaban en la obligación de contestar esos
alegatos de los recurrentes, los cuales tendían a demostrar
su derecho de propiedad sobre el terreno;

Considerando, en cuanto al alegato de los recurrentes
de que los jueces del fondo no fijaron, corno era su deber.
el punto de partida de la prescripción; que ellos no están

obligados a precisar el aumento en que se inició la po-
sesión, lo que es muchas veces difícil, sobre todo cuando
se trata de la prescripción más larga, como ocurre en la es-
pecie, por lo que les basta determinar si el poseedor había
ocupado el terreno por más de veinte años a la fecha de la
audiencia, en la que se objetó la prescripción alegada co- -
mo lo apreciaron los Jueces del caso; por todo lo cual les
medios que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Teodosia Ceballos, Esmeralda Ce-
ballos Dino, Felipa Cebasllos Dino, Andrés Ceballos Di-
no, Cándido Ceballos Dino, Ricardo Ceballos Dino, Rosa
Ceballos Dino, Tomás Demetrio Ceballos Dino, Juana Ce-
ballos Dino, María Luisa Ceballos Dino, contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 4 de mayo
de 1978, en relación con l.3 Parcela No. 206, del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Mbicipio de Higüey, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas y las distrae en
provecho del Dr. Rafael Acosta, quien afirma habanas
avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS). — Néstor Ccntin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.--
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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jueces comprobaron, también, según consta en la senten-
cia impugnada, que ninguno de los demás sucesores Ceba-
llos habían tenido poseión en 'ese terreno. ni habían de-
mostrado que interrumpiron la prscripción que corría en
favor de Juan de la Cruz Ceballos; que para llegar a es-
tas conclusiones los jueces se basaron en las declaracio-
nes de dos testigos oídos por el Juez de Jurisdicción Ori-
ginal, y en las declaraciones de otros dos testigos oídos en
el juicio de la apelación, así como en el informe rendido
el 17 de marzo de 1975 por el Inspector de Mensuras Ca-
tastrales, José A. Ceara Viñas, debatido en la audiencia
pública y contradictoria del 26 de octubre de 1:976, y, ade-
más, por otros hechos y circunstancias de la causa;

Considerando, que, contrariamente a lo alegado por
los recurrentes, los jueces de la apelación pueden basar
sus fallas no sólo en las declaraciones de los testigos por
ellos interrogados, sino en los testimonios prestados ante
el Juez de primer grado, que no pe vulnere, el efceto de-
volutivo de la apelación cuando los jueces de la apelación
fundan sus sentencias en las declaraciones prestadas ante
el juez de Primer Grado, que, así mismo, pueden basarse
para formar su convicción en aquellas declaraciones que
juzguen más verosímiles y sinceras, sin que por ello incu-
rran en desnaturalización alguna; que, por otra parte, aún
cuando el original del acto de venta otorgado en favor de
Juan de la Cruz Ceballos, esta irregularidad quedó cubier-
ta por el efecto de la más larga prescripción que los Jue-
ces apreciaron se había cumplido en provecho del actual
recurrido, la que es concluyente de cualquier derecho que
se le oponga y constituye un título perfecto, y, por tanto,
los jueces no estaban en la obligación de contestar esos
alegatos de los recurrentes, los cuales tendían a demostrar
su derecho de propiedad sobre el terreno;

Considerando, en cuanto al alegato de los recurrentes
de que los jueces del fondo no fijaron, como era su deber,
el punto de partida de la prescripción; que ellos no están

obligados a prceisar el aumento en que se inició la po-
sesión, lo que es muchas veces difícil, sobre todo cuando
se trata de la prescripción más larga, como ocurre en la es-
pecie, por lo que les basta determinar si el poseedor había
ocupado el terreno por más de veinte años a la fecha de la
audiencia, en la que se objetó la prescripción alegada co-
mo lo apreciaron los Jueces del caso; por todo lo cual les
medios que se examinan carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Teodosia Ceballos, Esmeralda Ce-
ballos Dino, Felipa Cebasllos Dino, Andrés Ceballos Di-
no, Cándido Ceballos Dino, Ricardo Ceballos Dino, Rosa
Ceballos Dino, Tomás Demetrio Ceballos Dino, Juana Ce-
ballos Dino, María Luisa Ceballos Dino, contra la sentencia
dictada por el Tribunal Superior de Tierras, el 4 de mayo
de 1978, en relación con la Parcela No. 206, del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Mépicipio de Higüey, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas y las distrae en
provecho del Dr. Rafael Acosta, quien afirma habanas
avanzado en su mayor parte.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. FIcrnández Espaillat.--
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Al>elación de Santo Domingo, de
fecha 21 de noviembre de 1977.

Materia: Civil,

Recurrentes: Producciones Selectas, S. A,
Atagado: Lic. Héctor Sánchez Morcelo.

Recurrido: The Chase Manhattan Bank.
Ahogados: Lic. José M1. Machado y Nítida Domínguez de Acosta.

Dios, Patria y Libertad,
República Daminicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida pór los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo
de la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L.
Hernández Espaillat, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de
agosto de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Produc-
ciones Selectas, S. A., con domicilio social en la calle Pre-
sidente Hipólito Irigoyen No. 16, apartamento 2-A, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada el 21 de noviembre de
1977, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus

atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más
adelante;	 •

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído a la Dra. Nítida Domínguez de Acosta, por sí
y por el Dr. José Manuel Machado, abogados del recurri-
do, The Case Manhattan Bank, S. A., en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por su abogado Lic. Héctor Sánchez Morcelo, del 7
de marzo de 1978, en el que se proponen los medios de ca-
sación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 28 do
marzo de 1978;

La Suprema Col/te de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que con motivo de una demanda intenta-
da por The Case Manhattan Bank, W. A., contra Produc-
ciones Selectas, S. A., tendiente a obtener la suspensión
de ejecución de una sentencia dictada el 5 de octubre de
1977, por la Cámara Civil y Comercial de la tercer.. Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dic-
tó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispo-
sitivo dice así: "TALLA: PRIMERO: Rechaza en parte las
conclusiones formuladas por la parte demandada; SEGUN•
DO: Acoge en par-te las conclusiones vertidas por la parte
demandante; TERCERO: Ordena la suspensión de la eje-
cución provisional de la sentencia dictada por la Cámara
de lo Civil y Ccmercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
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Dios, Patria y Libertad,
República Daminicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida pór los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo
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la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 de
agosto de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Produc-
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ciudad, contra la sentencia dictada el 21 de noviembre de
1977, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus

atribuciones corneccionales, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído a la Dra. Nítida Domínguez de Acosta, por sí
y por el Dr. José Manuel Machado, abogados del recurri-
do, The Case Manhattan Bank, S. A., en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por su abogado Lic. Héctor Sánchez Morcelo, del 7
de marzo de 1978, en el que se proponen los medios de ca-
sación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, del 28 do
mano de 1978;

La Suprema Coste de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que con motivo de una demanda intenta-
da por The Case Manhattan Bank, W. A., contra Produc-
ciones Selectas, S. A., tendiente a obtener la suspensión
de ejecución de una sentencia dictada el 5 de octubre de
1977, por la Cámara Civil y Comercial de la tercer., Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dic-
tó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispo-
sitivo dice así: "TALLA: PRIMERO: Rechaza en parte las
conclusiones formuladas por la parte demandada; SEGUN-
DO: Acoge en par-te las conclusiones vertidas por la parte
demandante; TERCERO: Ordena la suspensión de la eje-
cución provisional de la sentencia dictada por la Cámara
de lo Civil y Ccmercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
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fecha 5 de octubre de 1977; CUARTO: Compensa las cos-
tas de esta alzada;

Considerando, que en su memorial de casación, la re•
currente propone contra la sentencia impugnada los si-
guientes medios de casación: Primer 	 Violación fla-
grante e inexcusable del artículo 647 del Código de Comer-
cio; Segundo Medio: Violación indiscutible de los artículos

439, 459 y 460 del Código de Procedimiento Civil; Tercer
Medio: Violación, del derecho de defensa; falta de motivos
y de base legal. Desnaturalización inexcusable de docu-
mentos del proceso;

Considerando, que a su vez, el actual recurrido, so-
licitó el sobreseimiento del mismo recurso, y sobre di-
cho pedimento, se dictó una Resolución, que para la me-
jor comprensión, de la solución del caso, se copia a con-
tinuación: "Dios, Patria y Libertad.— República Domini-
cana.— La Suprema Corte de Justicia. En Nombre de la
República. Vista la instancia de fe ).̀lia 7 de marzo de
1978, dirigida a la Suprema Corte de Justicia y suscrita
por el doctor José Manuel Machado, que copiado textual-
mente, dice así: "A los Honorables Magistrados, Juez Pre-
sidente y demás Jueces que integran la Suprema Corte de
Justicia. Recurrente: Producciones Selectas, S. A. tProse-
sa).— Recurridos: The Chase Manhattan Bank, N. A.; Sen-
tencia: Corte de Apelación de Santo Domingo, del 21 de
noviembre de 1977. Honarables Magistrados: En fecha 7
de marzo de 1978, la Compañía Producciones Selectas, S.
A. (Prosesa), por intermedio de su abogado constituído,
el licenciado Héctor Sánchez Morcelo. interpuso un re-
curso de casación contra la sentenc ia dictada en fecha 21
de noviembre de 1077, y sobre una demanda intentada a
breve término por The Chase Manhattan Bank, N. A., en-
caminada a obtener la suspensión de la ejecución de la
sentencia dictada ol 5 de octubre de 1977 por la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en atri-
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la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó una sen-

sentencia comercial dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 21 de noviembre de 1977, modificándo-
le el 9 de enero de 1978. En fecha 25 de octubre de 1979,

de los medios de casación propuestos, o por todos ellos la

de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-

Cuarto: Compensa las costas de esta alzada. En el presen-
te recurso de casación. se solicitaba: casar por cualquiera

sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial

tancia del Distrito Nacional, en fecha 5 de octubre de 1977;

conclusiones vertidas por la parte demandante; Tercero:
Ordena la suspensión de la ejecución provisional de la

lla: Primera: Rechaza en parte las conclusiones formula-
das por la parte demandada; Segundo: Acoge en parte las

mingo dictó una decisión con el siguiente dispositivo: "Fa-
bucioncs comerciales, la Corte de. A pelación de Santo Do-

tencia con el siguiente dispositivo: Primero: Acoge como
regular y válida en euatto a la forma el recurso de ape-
lación interpuesto por The Chase Manhattan Bank, N. A.,
contra sentencia de fecha 5 de octubre de 1977, dictada
por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, por haber sido hecho de acuerdo con las forma-
lidades legales; Segundo: En cuanto al fondo, acoge las con-
clusiones formuladas por la parte recurrente, The Citase
Manhattan Bank. N. A. por ser justas y reposar sobre
prueba legal y en consecuencia la Corte, obrando por pro-
pi aautoridad y contrario imperio, xevoca en todas sus par-
tes la sentencia recorrida a que se contrae el presente ex-
pediente y rechaza las conclusiones de l.a parte intimada,
Producciones Selectas, S. A., (Prosesa), por improcedente
y mal fundada; y Tercero: Condena a Producciones Selec-
tas, S. A. (Presesa), al pago de las costas, con distracc:ón
de las mismas en provecho de los licenciados José Manuel
Machado y Nítida Domínguez de Acosta, quienes afirman
estarlas avanzando en su mayor parte. Por acto No. 256,
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fecha 5 de octubre de 1977; CUARTO: Compensa las cos-
tas de esta alzada;

Considerando, que en su memorial de casación, la re-
currente propone contra la sentencia impugnada los si-
guientes medios de casación: Primer Media: Violación fla-
grante e inexcusable del artículo 647 del Código de Comer-
cio; Segundo Medio: Violación indiscutible de las artículos
439, 459 y 460 del Código de Procedimiento Civil; Tercer
Medio: Violación del derecho de defensa; falta de motivos
y de base legal. Desnaturalizació n inexcusable de docu-

mentos del proceso;
Considerando, que a su vez, el actual recurrido, so-

licitó el sobreseimiento del mismo recurso, y sobre di-
cho pedimento, se dictó una Resolución, que para la me-
jor comprensión, de la solución del caso, se copia a con-
tinuación: "Dios, Patria y Libertad.— República Domini-
cana.— La Suprema Corte de Justicia. En Nombre de la
República. Vista la instancia de fea 7 de marzo de
1978, dirigida a la Suprema Corte de Justicia y suscrita
por el doctor José Manuel Machado, que copiado textual-
mente, dice así: "A los Honorables Magistrados, Juez Pre-
sidente y demás Jueces que integran la Suprema Corte de
Justicia. Recurrente: Producciones Selectas, S. A. (Prose-
sa).— Recurridos: The Chase Manhattan Bank, N. A.; Sen-
tencia: Corte de Apelación de Santo Domingo, del 21 de
noviembre de 1977. Honorables Magistrados: En fecha 7
de marzo de 1978, la Compañía Producciones Selectas, S.
A. (Prosesa), por intermedio de su abogado constituído,
el licenciado Héctor Sánchez Morcelo, interpuso un re-
curso de casación contra la sentencia dictada en fecha 21
de noviembre de 1077, y sobre una demanda intentada a
breve término por The Chase Manhattan Bank, N. A., en-
caminada a obtener la suspensión de la ejecución de la
sentencia dictada el 5 de octubre de 1977 por la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Tercera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en atri-

buciones cernerciales, la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo dictó una decisión con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Rechaza en parte las conclusiones formula-
das por la parte demandada; Segundo: Acoge en parte las
conclusiones vertidas por la parte demandante; Tercero:
Ordena la suspensión de la ejecución provisional de la
sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial
de la Tercera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 5 de octubre de 1977;
Cuarto: Compensa las costas de esta alzada. En el presen-
te recurso de casación, se solicitaba: casar por cualquiera
de los medios de casación propuestos, o por todos ellos la
sentencia comercial dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 21 de noviembre de 1977, modificándo-
le el 9 de enero de 1978. En fecha 25 de octubre de 1979,
la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó una sen-
tencia con di siguiente dispositivo: Primero: Acoge como
regular y válida en cuetto a la forma el recurso de ape-
lación interpuesto por The Chase Manhattan Bank, N. A.,
contra sentencia de fecha 5 de octubre de 1977, dictada
por la Cámara Civil y Comercial de la Tercera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, por haber sido hecho de acuerdo con las forma-
lidades legales; Segundo: En cuanto al fondo, acoge las con-
clusiones formuladas por la parte recurrente, The Chase
Manhattan Bank. N. A. por ser justas y reposar sobre
prueba legal y en consecuencia la Corte, obrando por pro-
pi aautoridad y contrario imperio,,revoca en todas sus par-
tes la sentencia recurrida a que se contrae el presente ex-
pediente rechaza las conclusiones de la parte intimada,
Producciones Selectas, S. A., (Prosesa), por improcedente
y mal fundada; y Tercero: Condena a Producciones Selec-
tas, S. A. (Prosesa), al pago de las costas, con distracción
de las mismas .en provecho de los licenciados José Manuel
Machado y Nítida Domínguez de Acosta, quienes afirman
estarlas avanzando en su mayor parte. Por acto No. 256,
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de fecha 6 de noviembre de 1979, instrumentado por el
Alguacil de Estrados de la Suprema Corte de Justicia, se-
ñor Mario González Magiolo, le fué notificada la senten-
cia de la Corte de ApelacióK, tanto a Producciones Selec-
tas, S. A., (Prosesa), como a su abogado licenciado Hée-
tor Sánchez Morcelo. En fecha 6 de febrero de 1980, el
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, se-
ñor Miguel Jacobo Fallal, certificó que a esa fecha no se
había interpuesto recurso de casación contra la mencio-
nada sentencia del 25 de octubre de 1979, por la cual ésta
adquirió la autoridad de la cosa irrevocablemente juzga-
da. En fecha 21 de febrero de 1979, la Suprema Corte de
Justicia, conoció del recurso de casación interpuesto por
Producciones Selectas, S. A. (Prosesa), contra la sentencia
de la Corte de Apelación de fecha 21 de noviembre, de
1976; según nuestras notificaciones, este recurso no ha
sido fallado todavía. Como el mencionado recurso de ca-
sación estaba encaminado a que ee anulara la sentencia
de la Corte de Apelación que ordénó la suspensión de la
ejecución de la sentencia del 5 de octubre de 1977, habien-
do sido revocada esta última, por la sentencia del 25 de
octubre próximo pasado de la Corte de Apelación de San-
to Domingo, es obvio que el recurso de casación contra la
sentencia del 21 de noviembre de 1977 carece de interés
práctico porque, en el mejor de los casos en que fuere ca-
sada la sentencia que ordenó la suspensión de la ejecu-
ción provisional de techa 5 de octubre de 1977 y su en-
vío a una Corte de Apelación para que se decida sobre el
fondo del recurso de suspensión, lo que hiciere la Corte de
envío no podrá ejecutarse ya que, ni podrá ordenar de
nuevo la suspensión de Ja ejecución, ni tampoco denegarlo,
en razón de que la sentencia del 5 de octubre de 1977, al
ser vocada por la del 25 de octubre de 1979, ya no puede
ser ejecutada. Concluyendo, entendemos que lo proceden-
te 	 disponer el sobreseimiento del recurso de casación
interpuesto por Prosesa y el cual se conoció en febrero de
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1979. Así se os pide en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, República Dominicana, a los diez (10) días
del mes de junio del año mil novecientos ochenta (11980).—
(Firmado): José Manuel Machado. — Atendido a que an-
tes de decidir sobre el pedimento contenido en la instan-
cia que antecede, procede que cl abogado del recurrido la
notifique, en un plazo de quince (15) días al abogado de
la recurrente, a fin de que, éste, si ha lugar, exponga sus
objeciones. La Suprema Corte de Justicia después de ha-
ber deliberado: RESUELVE: Ordenar que el abogado del
recurrido, licenciado José Manuel Machado, notifique, en
un plazo de quince (15) días, al abogado de la recurrente,
la instancia precedentemente copiada, a fin de que, éste,
si ha lugar, exponga sus objeciones. Dado en Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, hoy día diez y nueve (19) del
mes de mayo de mil novecientos ochenta y uno (1981),
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración.—
Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, nancisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburequerque Castillo.— La presente Resolu-
ción ha sido dada y firmada por los señores Jueces que
figuran más arriba, el mismo día, mes y año en él expre-
sados, lo que yo, Secretario General, certifico;

Considerando, que según consta en acto del alguacil
Fernando J. Romero P., fechado a 5 de junio de 1981, que
obra en el expediente, el recurrido, The Chase Manhattan
Bank, N. A., hizo notificar tanto a la recurrente, Produc-
ciones Selectas, S. A., como a su abogado, Lic. Héctor Sán-
chez Morcelo, la Resolución que se ha transcrito preceden-
temente y transcurrido el plazo indicado en la misma, no
hay constancia, de que la parte interesada haya protestado
contra su contenido;

Considerando, que en el caso, aún en la hipótesis de
que la sentencia impugnada adoleciera de algún vicio, que
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de fecha 6 de noviembre de 1979, instrumentado por el
Alguacil de Estrados de la Suprema Corte de Justicia, se-
ñor Mario González Magiolo, le fué notificada la senten-
cia de la Corte de Apelaciórf, tanto a Producciones Selec-
tas, S. A., (Prosesa), como a su abogado licenciado Héc-
tor Sánchez Morcelo. En fecha 6 de febrero de 1980, el
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, se-
ñor Miguel Jacobo Fallal, certificó que a esa fecha no se
habia interpuesto recurso de casación contra la mencio-
nada sentencia del 25 de octubre de 1979, por la cual ésta
adquirió la autoridad de la cosa irrevocablemente juzga-
da. En fecha 21 de febrero de 1979, la Suprema Corte de
Justicia, conoció del recurso de casación interpuesto por
Producciones Selectas, S. A. (Prosesa), contra la sentencia
de la Corte de Apelación de fecha 21 de noviembre, de
1976; según nuestras notificaciones, este recurso no ha
sido fallado todavía. Como el mencionado recurso de ca-
sación estaba encaminado a que re anulara la sentencia
de la Corte de Apelación que ordenó la suspensión de la
ejecución de la sentencia del 5 de octubre de 1977, habien-
do sido revocada esta última, por la sentencia del 25 de
octubre próximo pasado de la Corte de Apelación de San-
to Domingo, es obvio que el recurso de casación contra la
sentencia del 21 de noviembre de 1977 carece de interés
práctico porque, en el mejor de los casos en que fuere ca-
sada la sentencia que ordenó la suspensión de la ejecu-
ción provisional de fecha 5 de octubre de 1977 y su en-
vío a una Corte de Apelación para que se decida sobre el
fondo del recurso de suspensión, lo que hiciere la Corte de
envío no podrá ejecutarse ya que, ni podrá ordenar de
nuevo la suspensión de la ejecución, ni tampoco denegarlo,
en razón de que la sentencia del 5 de octubre de 1977, al
ser vocada por la del 25 de octubre de 1979, ya no puede
ser ejecutada. Concluyendo, entendemos que lo proceden-
te seria disponer el sobreseimiento del recurso de casación
interpuesto por Prosesa y el cual se conoció en febrero de
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1979. Así se os pide en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, República Dominicana, a los diez (10) días
del mes de junio del año mil novecientos ochenta (1;980).—
(Firmado): José Manuel Machado. — Atendido a que an-
tes de decidir sobre	 pedimento contenido en la instan-
cia que antecede, procede que cl abogado del recurrido la
notifique, en un plazo de quince (15) días al abogado de
la recurrente, a fin de que, éste, si ha lugar, exponga sus
objeciones. La Suprema Corte de Justicia después de ha-
ber deliberado: RESUELVE: Ordenar que el abogado del
recurrido, licenciado José Manuel Machado, notifique, en
un plazo de quince (15) días, al abogado de la recurrente,
la instancia precedentemente copiada, a fin de que, éste,
si ha lugar, exponga sus objeciones. Dado en Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, hoy día diez y nueve (19) del
mes de mayo de mil novecientos ochenta y uno (1981),
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración.—
NStor Contín Aybar, Jernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, F .lancisco Elpidio Reras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat,
Leonte R. Alburequerque Castillo.— La presente Resolu-
ción ha sido dada y firmada por los señores Jueces que
figuran más arriba, el mismo día, mes y año en él expre-
sados, lo que yo, Secretario General, certifico;

Considerando, que según consta en acto del alguacil
Fernando J. Romero P., fechado a 5 de junio de 1981, que
obra en el expediente, el recurrido, The Chase Manhattan
Bank, N. A., hizo notificar tanto a la recurrente, Produc-
ciones Selectas, S. A., como a su abogado, Lic. Héctor Sán-
chez Morcelo, la Resolución que se ha transcrito preceden-
temente y transcurrido el plazo indicado en la misma, no
hay constancia, de que la parte interesada haya protestado
contra su contenido;

Considerando, que en el caso, aún en la hipótesis de
que la sentencia impugnada adoleciera de algún vicio, que
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justificara su casación, en las circunstancias existentes,
según se desprende de lo anteriormente expuesto, es obvio
que al no serle factible legalmente a la recurrente en nin-
gún casa, la ejecución de uná sentencia, que ya sido irre-
vocablemente revocada, cualquier envio que se hiciera a
otro tribunal, no conduciría a ningún resultado positivo,
ya que ello equivaldría a solicitarle al mismo, que revivie-
ra lo que ya en derecho no existe; por todo lo cual, el pre-
sente recurso, al carecer de pertinencia, se desestima to-
taílmente, sin que sea necesario ponderar los medios del
recurso;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Producciones Selectas, S. A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, el 21 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Comin Aybar. Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Arniama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que oertifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 25 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Luis Manuel Ventura Valdéz, Belarminio Ureña y
la Unión de Seguros, C. por A.

Ahogado: Dr. Bolívar Soto Montás.
Interviniente: Consuelo Dipré Valdéz,
Abogado: Dr. César Darío Adames Figueroa.

Dios, Patrio y Libertad,
República Daminicana.

En Nombre de 1 República, la Suprema Corte de
Justicia, negularment constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 del mes
de agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta soeno Corte de Casación, la
siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis
Manuel Ventura Valdéz, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, chófer, domiciliado en la calle Duarte No. 425, de
la ciudad de Santiago de los Caballeros, cédula No. 63866,
serie 31; Belarminio Ureña, dominicano, mayor de edad,
domiciliado en la calle Eugenio Perdomo No. 78, cédula No.
40723, serie 31; y Unión de Seguros, C. por A., domiciliada

Á
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justificara su casación, en las circunstancias existentes,
según se desprende de lo anteriormente expuesto, es obvio
que al no serle factible legaklmente a la recurrente en nin-
gún caso, la ejecución de una sentencia, que ya sido irre-
vocablemente revocada, cualquier envío que se hiciera a
otro tribunal, no conduciría a ningún resultado positivo,
ya que ello equivaldría a solicitarle al mismo, que revivie-
ra lo que ya en derecho no existe; por todo lo cual, el pre-
sente recurso, al carecer de pertinencia, se desestima to-
talmente, sin que sea necesario ponderar los medios del
recurso;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Producciones Selectas, S. A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, el 21 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Compensa las costas entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Comin Aybar. Fernando
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Franc'sco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández	 Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 25 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Luis Manuel Ventura Valdéz, Belarmini0 Urefia y
la Unión de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Bolívar Soto Montás.
Interviniente: Consuelo Dipré Valdéz,
Abogado: Dr. César Darío Adames Figueroa.

Dios, Patrin y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de 11 República, la Suprema Corte de
Justicia, regularment constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio P,eras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joáqu.ín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 del mes
de agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
118' de la Restauración, dicta como Corte de Casación, la
siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis
Manuel Ventura Valdéz, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, chófer, domiciliado en la calle Duarte No. 425, de
la ciudad de Santiago de los Caballeros, cédula No. 63866,
serie 31; Belarminio Urefia, dominicano, mayor de edad,
domiciliado en la calle Eugenio Perclomo No. 78, cédula No.
40723, serie 31; y Unión de Seguros, C. por A., domiciliada
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en la calle Beller No. 98, de la ciudad de Santiago; con-
tra la sentencia de la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, dictada en sus atribuciones correccionales el 25 de
octubre de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el Acta de los recursos de casación levantada

en la Secretaría de la Corte	 el primero (1) de no-
viembre de 1977, a requerimiento del Lic. Guillermo Ro-
dríguez Alberti, cédula No. 145161, serie ira., en repre-
sentación de los recurrentes, en la que no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 16 de abril de 1979, firmado
por el Dr. Bolívar R. Soto Montás, cédula No. 22718, serie
2, por sí, y en representación del Lic. Guillermo Rodrí-
guez Alberti, cédula No. 145161, serie lra., abogados de los
recurrentes, en la que se proponen'Ios medios que se in-
dicarán más adelante;

Visto el escrito del 16 de abril de 1978, firmado por el
Dr. César Darío Adames Figueroa, abogado de la intervi-
niente Consuelo Dipré Valdéz, dominicana, mayor de edad,
casada, de quehaceres domésticos, domiciliada en Las Ga-
llardas, del Distrito Municipal de Yaguate, de la Provin-
cia de San Cristóbal, cédula No. 1550, serie 82;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a), que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido e] lro. de

abril de 1973, en el Distrito Municipal de Yaguate, en el
cual una menor sufrió golpes diversos, el Juzgado de Pri-
mera Instancia dle Distrito Judicial de San Cristóbal, dic-
tó en sus atribucionse correccionales, una sentencia el 28
de agosto de 1974, cuyo dispositivo se copia más adelan-
te; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte trqua
dictó el fallo ahora impugnado en casación, con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y
válidos los recursos de apelación interpuestos por el doc-
tor Maximilién Montás Aliés, a nombre y representación
del prevenido Luis Manuel Ventura Valdéz, de Belarminio
Ureña, persona civilmente responsable, y de la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., y porel doctor César Darío
Adames F., a nombre y representación de la señora Con-
suelo Dipré Valdéz, parte civil constituida, contra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 28 del mes de
agosto del año 1974, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Se declara bukna y válida la constitución en parte
civil hecha por Constielo Dipré Valdéz, a nombre y re-
presentación de su hija menor Inés Severiana Dipré Val-
déz, contra Luis Manuel Ventura Valdéz, Belarminio Ure•
ña y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser
justa y reposar en pruebas legales; Segundo: Se declara
a Luis Manuel Valdéz, culpable de violación a la Ley 241,
en perjuicio de Inés Severiana Dipré; en consecuencia, se
le condena a RD$25.00; Tercero: Se condena a Luis Ma-
nuel Valdéz y Belarminio Ureña, a pagar una indemniza-
ción a favor de Consuelo Diprl Valdéz, por los daños y
perjuicios sufridos por su hija menor ya anotada, como
consecuencia del accidente que nos ocupa, de RD$2,000.00;
Cuarto: Se condena a los señores Luis Manuel Ventura Val-
déz y Belarminio Ureña, al pago de las costas
civiles y penales, las civiles en favor del Dr. César Darto
Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Quinto: Se declara esta sentencia oponible en
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en la calle Beller No. 98, de la ciudad de Santiago; con-
tra la sentencia de la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, dictada en sus atribuciones correccionales el 25 de
octubre de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el Acta de los recursos de casación levantada

en la Secretaría de la Corte a-qua, el primero (1) de no-
viembre de 1977, a requerimiento del Lic. Guillermo Ro-
dríguez Alberti, cédula No. 145161, serie ira., en repre-
sentación de los recurrentes, en la que no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 16 de abril de 1979, firmado
por el Dr. Bolívar R. Soto Montás, cédula No. 22718, serie
2, por sí, y en representación del Lic. Guillermo Rodrí-
guez Alberti, cédula No. 145161, serte ; lra., abogados de los
necurrentes, en la que se proponen'Ios medios que se in-
dicarán más adelante;

Visto el escrito del 16 de abril de 1978, firmado por el
Dr. César Darío Adames Figueroa, abogado de la intervi-
niente Consuelo Dipré Valdéz, dominicana, mayor de edad,
casada, de quehaceres domésticos, domiciliada en Las Ga-
llardas, del Distrito Municipal de Yaguate, de la Provin-
cia de San Cristóbal, cédula No. 1550, serie 82;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a), que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el ira. de
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abril de 1973, en el Distrito Municipal de Yaguate, en el
cual una menor sufrió golpes diversos, el Juzgado de Pri-
mera Instancia dle Distrito Judicial de San Cristóbal, dic-
tó 	 sus atribucionse correccionales, una sentencia el 28
de agosto de 1974, cuyo dispositivo se copia más adelan-
te; b) que sebre los recursos interpuestos, la Corte a-qua
dictó el fallo ahora impugnado en casación, con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y
válidos los recursos de apelación interpuestos por el doc-
tor Maximilién Montás Aliés, a nombre y representación
del prevenido Luis Manuel Ventura Valdéz, de Belarminio
Ureña, persona civilmente responsable, y de la Compañía
Unión de Seguros, C. por A., y porel doctor César Darío
Adames F., a nombre y representación de la señora Con-
suelo Dipré Valdéz, parte civil constituída, contra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Cistrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 28 del mes de
agosto del año 1974, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Se declara bukha y válida la constitución en parte
civil hecha por Consiielo Dipré Valdéz, a nombre y re-
presentación de su hija menor Inés Severiana Dipré Val-
déz, contra Luis Manuel Ventura Valdéz, Belarminio Ure•
ña y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser
justa y reposar en pruebas legales; Segundo: Se declara
a Luis Manuel Valdéz, culpable de violación a la Ley 241,
en perjuicio de Inés Severiana Dipré; en consecuencia, se
le condena a RD$25.00; Tercero: Se condena a Luis Ma-
nuel Valdéz y Belarminio Ureña, a pagar una indemniza-
ción a favor de Consuelo Dipré Valdéz, por los daños y
perjuicios sufridos por su hija menor ya anotada, como
consecuencia del accidente que nos ocupa, de RD$2,000.00;
Cuarto: Se condena a los señores Luis Manuel Ventura Val-
déz y Belarminio Ureña, 	 l pago de las costas
civiles y penales, las civiles en favor del Dr. César Dario
Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Quinto: Se declara esta sentencia oponible en
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todas sus consecuencias a la Compañía de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente; SEGUNDO: Declara que
el prevenido Luis Manuel Ventura Valdéz, es culpable del
delito de golpes y heridas causadas involuntariamente con
vehículo de motor, en consecuencia, le condena a pagar
una multa de Veinticinco (RD$25.00), acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; TERCERO: Declara regu-
lar y admite la constitución en parte civil de la señora
Consuelo Valdéz Dipré, en su calidad de madre de la me-
nor lesionada, Inés Severiana Dipré 6 Lidia Valdéz, en
consecuencia, condena a Luis Manuel Ventura Valdéz y
Belarminio Ureña, a pagar conjuntamente, la cantidad de
Quinientos pesos oro (RD$500.00), por concepto de repa-
ración por los daños y perjuicios morales y materiales,
que le fueron ocasionados con motivo del accidente, más
los intereses legales de dicha suma, a título de indemniza-
ción suplementaria; CUARTO: Condena a Luis Manuel
Ventura Valdéz, al pago de las cosgas penales; QUINTO:
Condena a Luis Manuel Ventura y a Belarminio Ureña, al
pago de las costas civiles, con distracción en provecho del
doctor César Dario Adames Figueroa, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia oponible a la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., entidad aseguradora del vehículo que ori-
ginó el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial, el siguiente ún:co medio: Desnaturalización de
las hechos; Falta de prucba de que ocurriera el accidente
al prevenido; Falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo
de su único medio, alegan en síntesis, que el prevenido
negó la existencia del hecho, desde el principio del caso;
que cuando él pasó el lugar del accidente, no vió a nadie,

ni sintió ningún choque; que el hecho no ha sido cem-
probado;

Considerando, que la Corte a-gua, para declarar cul-
pable al prevenido del hecho, puesto a su cargo y fallar
como lo hizo después de ponderar los elementos de juioios
regularmente administrados en la instrucción de la causa,
dió por establecido: a), que el lro. de abril de 1973, mien-
tras Luis Manuel Ventura Valdéz transitaba por la carre-
tera Sánchez, conduciendo su camión placa 520-982, pro-
piedad de Belarminio (Jreña, asegurado mediante póliza
No. 19863, de la Unión de Seguros, C. por A., en horas de
la noche, de oeste a este, por el tramo Baní-San Cristóbal,
atropelló a Inés Severiana Dipré, que estaba en el paseo
de dicha carretera; b), que el hecho se debió a la torpeza
del prevenido que conducía su vehículo cerca del paseo
donde estaba situada la agraviada; c), que Inés Severiana
Dipré sufrió traumatismos curables después de 10 días y
antes de 20, según cestificado médico;

Considerando, quevjos hechos así establecidos configu-
ran le delito de golpes y heridas involuntarias, causados
coa el manejo de un vehículo de motor, previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los, y sancionado por ese mismo texto legal en su letra h)
con trcs meses a un año de prisión y multa de RD850.00 a
a RDS300.00, si el lesionado resultare enfermo o imposibili-
tado de dedicarse a su trabajo por diez días o más, pero
menos de veinte, como sucedió cn la especie; que, en con-
secuencia, la Corte a-gua al condenar al prevenido recu-
rrente, después de declararlo apable, a una multa de
RDS25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-gua dió por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionado
a Consuelo Dipré Valdéz, constituida en parte civil, da-
ños y perjuicios materiales y morales, que evaluó en RD$
500.00; más los intereses legales, que en consecuencia, la
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todas sus consecuencias a la Compañía de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente; SEGUNDO: Declara que
el prevenido Luis Manuel Ventura Valdéz, es culpable del
delito de golpes y heridas causadas involuntariamente con
vehículo de motor, en consecuencia, le condena a pagar
una multa de Veinticinco (RD$25.00), acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; TERCERO: Declara regu-
lar y admite la constitución en parte civil de la señora
Consuelo Valdéz Dipré, en su calidad de madre de la me-
nor lesionada, Inés Severiana Dipré ó Lidia Valdéz, en
consecuencia, condena a Luis Manuel Ventura Valdéz y
13elarminio Ureña, a pagar conjuntamente, la cantidad de
Quinientos pesos oro (RD$500.00), por concepto de repa-
ración por los daños y perjuicios morales y materiales,
que le fueron ocasionados con motivo del accidente, más
los intereses legales de dicha suma, a título de indemniza-
ción suplementaria; CUARTO: Condena a Luis Manuel
Ventura Valdéz, al pago de las cos penales; QUINTO:
Condena a Luis Manuel Ventura y a Belarminio Ureña, al
pago de las costas civiles, con distracción en provecho del
doctor César Dario Adames Figueroa, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte; SEXTO: Declara la pre-
sente sentencia oponible a la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., entidad aseguradora del vehículo que ori-
ginó el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial, el siguiente único medio: Desnaturalización de
los hechos; Falta de prueba de que ocurriera el accidente
al prevenido; Falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo
de su único medio, alegan en síntesis, que el prevenido
negó la existencia del hecho, desde el principio del caso;
que cuando él pasó el lugar del accidente, no vió a nadie,
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ni sintió ningún choque; que el hecho no ha sido com-
probado;

Considerando. que la Corte a-gua, para declarar cul-
pable al prevenido del hecho, puesto a su cargo y fallar
como lo hizo después de ponderar los elementos de juidos
regularmente administrados en la instrucción de la causa,
dió por establecido: a), que el 1ro. de abril de 1973, mien-
tras Luis Manuel Ventura Valdéz transitaba por la carre-
tera Sánchez, conduciendo su camión placa 520-982, pro-
piedad de Belarminio Ureña, asegurado mediante póliza
No. 19863, de la Unión de Seguros, C. por A, en horas de
la noche, de oeste a este, por el tramo Baní-San Cristóbal,
atropelló a Inés Severiana Dipré, que estaba en el paseo
de dicha carretera; b), que el hecho se debió a la torpeza
del prevenido que conducía su vehículo cerca del paseo
donde estaba situada la agraviada; ci, que Inés Severiana
Dipré sufrió traumatismos curables después de 10 días y
antes de 20, según certificado médico;

Considerando, qu&los hechos así establecidos configu-
ran le delito de golpes y heridas involuntarias, causados
Coa el manejo de un vehículo dé motor, previsto por el ar-
ticulo 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los, y sancionado por ese mismo texto legal en su letra b)
con tres meses a un año de prisión y multa de RD$50.00 a
a RDS300.00, si el lesionado resultare enfermo o imposibili-
tado de dedicarse a su trabajo por diez días o más, pero
menos de veinte, como sucedió cn la especie; que, en con-
sceuencia, la Corte a-gua al condenar al prevenido recu-
rrente, después de declararlo cúlpable, a una multa de
RDS25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, le
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionado
a Consuelo Dipré Valdéz, constituida en parte civil, da-
ños y perjuicios materiales y morales, que evaluó en RD$
500.00; más los intereses legales, que en consecuencia, la
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Corte a-qua al condenar a Luis Manuel Ventura Valdéz y

a Belarminio Ureña, al pago de esas sumas y al hacerlo
oponible a la Unión de Segáros, C. por A., hizo una co-
rrecta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código
Civil, 1 y 10 de a Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor:

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite corno intervinien-
te a Consuelo Dipré Valdéz, en los recursos de casación in-
terpuestos por Luis Manuel Valdéz, Belarminio Ureña y
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia de la
Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en sus atri-
buciones correccionales el 25 de octubre de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Rechaza los rectirsorr interpuestos; y Terce-
ro: Condena a Luis Manuel Venfira Valdéz, al pago de
las costas penales y a éste y a Belarminio Ureña al pago
de las civiles, distrayéndolas a favor del Dr. César Darío
Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado y las
hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro
de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Framisco
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo F., Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECI1A 12 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 3 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Isidro Paulino, Wilson Pollvar Caro Cuevas, y Luis
Manuel de la Torres Tormes.

Ahogado: Dr. Otto Carlos González Méndez.
Recurrido: Ildefonso Santos Durán.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidclite; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto dé Preaidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Peroró, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 del
mes de agosto del año 1981, años 138' de la Indepndencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Solare el recurso de casación interpuesto por Isidro
Paulino, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, cé-
dula No. 38583, serie Ira., domiciliado y residente en esta
ciudad; Wilson Bolívar Caro Cuevas, dominicano, mayor de
edad, soltero, obrero, sin cédula, domiciliado y residente
en esta ciudad, y Luis Manuel de la Torres Tormes, domi-
nicano, mayor de edad, soltero, estudiante, portador de la
cédula No. 148449, serie ira., domiciliado y residente en

• •
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Corte a-qua al condenar a Luis Manuel Ventura Valdéz y
a Belarminio Ureña, al pago de esas sumas y al hacerlo
oponible a la Unión de Segdros, C. por A., hizo una co-
rrecta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Chdigo
Civil, 1 y 10 de a Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor:

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite corno intervinien-
te a Consuelo Dipré Valdéz, en los recursos de casación in-
terpuestos por Luis Manuel Valdéz, Belarminio Ureña y
Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia de la
Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en sus atri-
buciones correccionales el 25 de octubre de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Rechaza los recurso:" interpuestos; y Terce•
ro : Condena a Luis Manuel Ventera Valdéz, al pago de
las costas penales y a éste y a Belarminio Ureña al pago
de las civiles, distrayéndolas a favor del Dr. César Darío
Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado y las
hace oponibles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro
de los términos de la Póliza.

Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Manuel A. Amiama, Francisco ElpiL
. Alvarez Perelló, Juan Bautista lto-
Oscaldo Perdomo Báez, Joaquín L.

— Miguel Jacobo F., Secretario Ge-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en -la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 3 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Isidro Paulino, WiLson Bolívar Caro Cuevas, y Luis
Manuel de la Torres Tormes.

Abogado: Dr. Otto Carlos Conzidez Méndez.
Recurrido: Ildefonso Santos Durán

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidetitte; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto dé Presidente; Francisco Elpidio Re-
ras, Joaquín M. Alvarez PereLó, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, asistidos del Secretario General en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia 12 del
mes de agosto del año 1981, años 138' de la Indepndencia
y 118' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

S.bre el recurso de casación interpuesto por Isidro
Paulino, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, cé-
dula No. 38583, serie lra.. domiciliado y residente en esta
ciudad; wilson Bolívar Caro Cuevas, dominicano, mayor de
edad, soltero, obrero, sin cédula, domiciliado y residente
en esta ciudad, y Luis Manuel de la Torres Tormes, dorti-
nicano, mayor de edad, soltero, estudiante, portador de la
cédula No. 148449, serie 1ra., domiciliado y residente en

(FIRMADOS). —
Ravelo de la Fuente,
dio Beras, Joaquín M
jas Almánzar, Felipe
Hernández Espaillat.
neral.
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esta ciudad, contra la sentencia correccional dictada per
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 3 de
octubre del año 11977, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite corno regulares y válidos, en cyantc, a
la forma, los recursos de apelación interpuestos per: a),

Dres. Otto Carlos González y Alfredo Acosta Ramírez, a
nombre de Isidro Paulino y Nelson Bolívar Caro Cuevas,.
en fecha 27 de octubre del 1976; b), por el Dr. Rafael An-
tonio Durán Oviedo, a nombre de Luis Manuel de la To-
rres Tormes, y partes civiles, en fecha 5 de noviembre del
1-976, y c), por el Dr. Luis Eduardo Norberto, a nombre
y representación de lprevenido Idelfonso Santos Durán
y Rafael Castillo y/o Empresa La Experiencia, C. por A.,
en fecha 19 de noviembre del 1976, todos contrTsentencia
de la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado oe Primera
Instancia del Distrito Nacional, del cha 18 de noviembre
del 1976, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara al nombrado Idelfonso Santos Durán, dominica-
no, mayor de edad, soltero, chófer Ccédula No. 2342, letie.
23, residente en la calle Penrtraci8n Este, No. 19, Los Mi-
nas, Distrito Nacional, cuxpable de violar el artículo 49,
letra c), do la ley 241, (golpes y heridas involuntarias,.
causadas con el manejo o conducción de vehículos de mo-
tor), curables después de veinte (2) y antes de treinta,
(30) dias, en perjuicio de Isidro Paulino, después de
te y antes de treinta días, en perjuicio de Nelson Bolívar
Caro Cuevas; en consecuencia se condena a una multa de
Veinticinco pesos oro (RD$25.00), dominicanos, tomando
circunstancias atenuantes 	 su favor; SEGUNDO: Se con-
dena al pago de las costas penales; TERCERO: Se declara
al cc-prevenido Luis Manuel de la Torres Tormes, dcrci-
nicano, mayor de edad, soltero, estudiante, cédula Núm.
148449, serie 1ra., residente en la calle Sabana Larga No.
34, Ensanche Ozama, No'Culpable, y en consecuencia se
le descarga de toda responsabilidad, por no haber violado
ninguna disposición de la Ley 241, las costas se declaran

de oficio; CUARTO:: Se , declara regular y válida la cons-
titución en parte civil en cuanto a la forma, hecha por los
señores Isidro Paulino, Nelson Bclivar Caro Cuevas y
Luis Minuel de Torres Tormes, y la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A.; en en cuanto al fondo, conde-
na a Idelfonso Santos Durán, Rafael M. Castillo M. y/o la
Empresa La Experiencia, al pago de una i ndemnización a
Quinientos pesos oro dcminicancs, RD$500.00), en favor
de Isidro Paulino, como justa reparación por los dañes y
perjuicios morales y materiales sufridos por él en el re-
ferido accidente;	 Quinientos pesos oro dominicanos, (1-1D
6500.00) en favor de Nelson Bolívar Caro Cuevas, como
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales su'ridos por él en dicho accidente; c), Ochocien-
tos pesos oro (RDS800.00) en favor de Luis Manuel de la
Torres Tormes, corno justa reparación por los daños ocasio-
nados a su vehículo Station wagon, ocasionados en el ac-
cidente y propietario	 mismo; QUINTO: Condena a los
antes dichos al pago dt, , los intereses legales de dicha sen-
tencia, a partir de la fe Na dala demanda, a título de in-
demnización supletoria, al pago_ de las costas civiles en
favor de los Dres. Rafael Antonio Durán Oviedo, Alfredo
Acosta R. y Otto Carlos González Méndez, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Se decla-
ra la presente sentencia No Oponible a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., por no haber condenado su
asegurado Luis Manuel de la Torres Tormes por haber
sido hecho de acuerdo a la ley; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto del prevenido Idelfonso untos Durán, por no ha-
ber comparecido no obstante estar debidamente citado;
TERCEMO: En cuanto al fondo, Revoca la mencionada
sentencia y la costas, obrando contrariamente, Declara la
no culpabilidad del recurrente Idolfonso Santos Durán y
en consecuencia lo descarga de toda responsabilidad, por
no haber violado ningunas de las disposiciones de la Ley
241, sobre tránsito de vehículos, declarando las costas de
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esta ciudad, contra la sentencia correccional dictada per
la Corte de Apelación de Santo Dorpingo, en fecha 3 de
octubre del año 11977, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite corno regulares y válidos, en cyantc. a
la forma, los recursos de apelación interpuestos por: a),
Dres. Otto Carlos González y Alfredo Acosta Ramírez, a
nombre de Isidro Paulino y Nelson Bolívar Caro Cuevas,.
en fecha 27 de octubre del 1976; b), por el Dr. Rafael An-
tonio Durán Oviedo, a nombre de Luis Manuel de la To-
rres Tormas, y partes civiles, en fecha 5 de noviembre del
1-976, y c), por el Dr. Luis Eduardo Norberto, a nombre
y representación de lprevenido Idelfonso Santos Durán
y Rafael Castillo y/o Empresa La Experiencia, C. por A.,
en fecha 19 de noviembre del 1976, todos contrTsentencia
de la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado cle Primera
Instancia del Distrito Nacional, del día 18 de noviembre
del 1976, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara al nombrado Idelfonso Santos Durán, dominica-
no, mayor de edad, soltero, chófer Ccédula No. 2342, .setie.
23, residente en la calle Pen rtraci8n Este, No. 19, Los Mi-
nas, Distrito Nacional, cu:cpable de violar el artículo 49,
letra c), de la ley 241, (golpes y heridas involuntarios,
causadas con el manejo o conducción de vehículos de mo-
tor), curables después de veinte (2) y antes de treinta,
(30) días, en perjuicio de Isidro Paulino, después de v2in-
te y antes de treinta días, en perjuicio de Nelson Bolivar
Caro Cuevas; en consecuencia se condena a una multa de
Veinticinco pesos oro (RD$25.00), dominicanos, tomando
circunstancias atenuantes ..m su favor; SEGUNDO: Sc con-
dena al pago de las costas penales; TERCERO: Se declara
al co-prevenido Luis Manuel de la Torres Tormes, dcrri-
nicano, mayor de edad, soltero, estudiante, cédula Núm.
148449, serie ira., residente en la calle Sabana Larga No.
34, Ensanche Ozama, No'Culpable, y en consecuenc ia se
le descarga de toda responsabilidad, por no haber violado
ninguna disposición de la Ley 241, las costas se declaran
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de oficio; CUARTO:: Sc • declara regular y válida la cons-
titución en parte civil en cuanto a la forma, hecha por los
señores Isidro Paulino, Nelson Bolívar Caro Cuevas y
Luis Minuel de Torres Tormes, y la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A.; en en cuanto al fondo, conde-
na a Idelfonso Santos Durán, Rafael M. Castillo M. y/o la
Empresa La Experiencia, al pago de una indemnización a
Quinientos pesos oro dominicanos, RDS500.00), en favor
de Isidro Paulino, como justa reparación por los dañes y
perjuicios morales y materiales sufridos por él en el re-
ferido accidente; b), Quinientos pesos oro dominicanos, (RD
$500.00) en favor de Nelson Bolívar Caro Cuevas, como
justa reparación por los daños y perjuicios morales y ma-
teriales su fridos por él en dicho accidente; c), Ochocien-
tos pesos ofo (RDS800.00) en favor de Luis Manuel de la
Torres Tormes, como justa reparación por los daños ocasio-
nados a su vehículo Station \Vagon, ocasionados en el ac-
cidente y propietario del mismo; QUINTO: Condena a los
antes dichos al pago dClos intereses legales de dicha sen-
tencia, a partir de la fe.c•a denla demanda, a título de in-
demnización supletoria, al pago_ de las costas civiles en
favor de los Dres. Rafael Antonio Durán Oviedo, Alfredo
Acosta R. y Otto Carlos González Méndez, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Se decla-
ra la presente sentencia No Oponible a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., por no haber condenado su
asegurado Luis Manuel de la Torres Tormes por haber
sido hecho de acuerdo a la ley; SEGUNDO: Pronuncia el
defecto del prevenido Idelfonso Cantos Durán, por no ha-
ber comparecido no obstante estar debidamente citado;
TERCERO: En cuanto al fondo, Revoca la mencionada
sentencia y la costas, obrando contrariamente, Declara la
no culpabilidad del recurrente Idolfonso Santos Durán y
en consecuencia lo descarga de toda responsabilidad, por
no haber violado ningunas de las disposiciones de la Ley
241, sobre tránsito de vehículos, declarando las costas de
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oficio; CUARTO: Rechaza las conclusiones presentadas
por las partes civiles constituidas, Isidro Paulino, Nelson
Bolívar Caro Cuevas y Luis Manuel de la Torres Termes,
por improcedentes e infundadas, ya que el accidente no
se debió a falta alguna cometida por las personas contra
quienes son dirigidas las referidas conclusiones de las partes
civiles constituidas; QUINTO: Condena a las partes civiles
que sucumben, al pago de las costas civiles, distrayéndo-
las en provecho del Dr. Luis E. Norberto, abopado que afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura de su rol ;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al Dr. Otto Carlos González Méndez, en la lectu-

ra de sus conclusiones, por sí y por el Dr. Rafael A. Durán
Oviedo, abogado de los recurrentes;

Vistas las actas de casación, levantadas an la Secreta-
ría de la Cámara a-qua, por Isidrztí Paulino y Nelson Bolí-
var Caro Cuevas, a rcquer'?,siento de los doctores Alfredo
Acosta Ramírez y Otto 'carlos González Méndez, cédulas
Nos. 9670 y 10477, series 22, respectivamente, y Luis Ma-
nuel de la Torres Tormes, a requerimiento del Dr. Rafael
A. Durán Oviedo, cédula No. 1772, serie 67, en fecha 6 del
mes de octubre del año 1977; en las cuales no se proponen
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del recurrente Luis Ma-
nuel de la Torres Tormes, de fecha 16 del mes de enero del
año 1981, suscrito por sU abogado Dr. Rafael Antonio Du-
rán Oviedo;

Visto el memorial de casación de los recurrentes Isi-
dro Paulino y Nelson Bolívar Caro Cuevas, de fecha 16
de enero de 1981, suscrito por sus abogados los doctores
Alfredo Acosta Ramírez y Otto Carlos González Méndez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-

miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43, de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligacIón de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enumerar los hechos que resulten de la i ns-
trucción, y además, calificar esos hechos en relación con
el texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la
sentecia impugnada los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia, está en la impcsibilidad, al
ejercer su taoder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del fa-
llo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, PRIME í̀i2: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionalel, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, de fecha 3 de octubre del año
1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior dcl
presente fa l lo y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en las mismas atribucío-
nes. y SEGUNDO: Compensa las costas entre las partes;

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco llpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo.
— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado:, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43, de la Ley sobre Prozedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en materia repre-
siva deben enumerar los hechos que resulten de la i ns-
trucción, y además, calificar esos hechos en relación con
el texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la
ventecia impugnada los hechos y estar carente de motivos,
la Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad, al
ejercer su caoder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada; por lo que procede la casación del fa-
llo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casada
por falta e insuficiene • de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, PRIMÉlít2: Casa la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionalels, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, de fecha 3 de octubre del año
1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior dcl
presente fa l lo y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en las mismas atribucio-
nes. y SECUNDO: Compensa las costas entre las partes;

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco l lpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo.
— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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oficio; CUARTO: Rechaza las conclusiones presentadas
por las partes civiles constituidas, Isidro Paulino, Nelson
Bolívar Caro Cuevas y Luis Manuel de la Torres Termes.
por improcedentes e infundadas, ya que el accidente no
se debió a falta alguna cometida por las personas contra
quienes son dirigidas las referidas conclusiones de las partes
civiles constituidas; QUINTO: Condena a las partes civiles
que sucumben, al pago de las costas civiles, distrayéndo-
las en provecho del Dr. Luis E. Norberto, abopado que afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte;

Oído al Alguacil de turno en la lectura de su rol ;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al Dr. Otto Carlos González Méndez, en la lectu-

ra de sus conclusiones, por sí y por el Dr. Rafael A. Durán
Oviedo, abogado de los recurrentes;

Vistas las actas de casación, lrvantadas en la Secreta-
ría de la Cámara a-qua, por Isidr4Paulino y Nelson Bolí-
var Caro Cuevas, a requer'?,siento de los doctores Alfredo
Acosta Ramírez y Otto 'earlos González Méndez, cédulas
Nos. 9670 y 10477, series 22, respectivamente, y Luis Ma-
nuel de la Torres Tormes, a requerimiento del Dr. Rafael
A. Durán Oviedo, cédula No. 1772, serie 67, en fecha 6 del
mes de octubre del año 1977; en las cuales no se proponen
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del recurrente Luis Ma-
nuel de la Torres Tormes, de fecha 16 del mes de enero del
año 1981, suscrito por sU abogado Dr. Rafael Antonio Du-
rán Oviedo;

Visto el memorial de casación de los recurrentes Isi-
dro Paulino y Nelson Bolívar Caro Cuevas, de fecha 16
de enero de 1981, suscrito por sus abogados los doctores
Alfredo Acosta Ramírez y Otto Carlos González Méndez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
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Dios, Patria y Libertad,
República Daminirarta•

En Nombre de la República, la Suprema Certe 
de

Justicia regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

te, Primer Sustituto de President;. Francisc o Elpidio Be--

ras, Joaquín M. Alvarez P.erelló,kuan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Penclomo 'Báez, Leonte R. Albur-
querque C., asistidos del Scretario General, en la Sala don-

de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Doming
eanos

o

de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 12 del
to del año 1981, arios 138' de la Independencia y 118' de da
Restauración ,Restauración, dicta en asistencia pública, corna Corte 

Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto po
de Seguros
r la Secra-

taría de Estado de Agri6iltura, y la Campaina 
San Rafael, C. por A., contra sentencia dictada en de

atribu-
San

ciones correccionales por la Corte de Apelactim 
Cristóbal, en fecha 22 de diciembre del año 1978, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y
válido el recurso de apelación interpuesto por la Dra. Ma-

ría	
Carmen Barreso de Lebrón, a nombre y represen-

loción de la Compañía de Suros San Rafael, C.
	 A.,

y de las personascivilmente
eg responsable, Secreta 

p
r
or
ía	 de

Estado de Agricultura, contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Pr:mera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, en fecha 31 del mes de octubre del año 1977,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara
buena y válida la constitución en paste civil hecha por Lo-
renzo Agüero, a nombre y representación de su hija me-
nor Enemencia Agüero contra Antonio Guerrero Díaz y
la Compañía de Seguros San Rafael, C. par A., la Secre-
taría de Estado de Agricultura, a través de su abogado
constituido y apoderado especial Dr. Maximilién F. ALés,
por ser justa en la forma y reposar en pruebe: legal; SE-
GUNDO: Se pronuncia el defecto en contra de Carlos Gue-
rrero Díaz, por no haber comparecido, no obstante haber
sido legatente citado a la audiencia; TERCERO: Se de-
clara al señor Carlos Antonio Guerrero Díaz, culpable del
delito de violación a la Ley 241, en perjuicio de la menor
Enemencia Agüero y en consecuencia se le condena a RD
S50.00 de multa. acog . ndo a su favor circunstancias ate-3
nuantes; CUARTO: So condena a los señores Carlos An-
tonio Guerrero Díaz y a la Stectaría de Estado de Agri-
cultura a pagar una indemniz ión de RD$1,500.00 a fa-
vor de la persona civilmente constituida, corno Justa re-
paración de los daños sufridos por ésta como consecuen-
cia del accidente; QUINTO: Se condena al señor Carlos
Antonio Guerrero Diaz, y a la Secretaría de Estado de
Agricultura, al pago de las costas civiles y penales, a fa-
vor del Dr. Maximilién F. Montás Allés, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad. SEXTO: Se declara esta
sentencia común y oponible en ¶odas sus consecuencias a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., ser la en-
tidad aseguradora del vehículo causante del accidente;
por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con
las formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defec-
to contra el prevenido Carlos Antonio Guerrero, por no
haber comparecido a la audiencia estando legalmente ci-
tado; TERCERO: Declara regular y admite la constitución
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Estado de Agricultura, contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, en fecha 31 del mes de octubre del año 1977,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Lo-
renzo Agüero, a nombre y representación de su hija me-
nor Enemencia Agüero contra Antonio Guerrero Díaz y
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., la Secre-
taría de Estado de Agricultura, a través de su abogado
constituído y apoderado especial Dr. Maximilién F. Aliés,
por ser justa en la forma y reposar en pruebn legal; SE-
GUNDO: Se pronuncia el defecto en contra de Carlos Gue-
rrero Díaz, por no haber comparecido, no obstante haber
sido legatente citado a la audiencia; TERCERO: Se de-
clara al señor Carlos Antonio Guerrero Díaz, culpable del
dellto de violación a la Ley 241, en perjuicio de la menor
Enemencia Agüero y en consecuencia se le condena a RD
850.00 de multa. acog . ndo a su favor circunstancias ate-
nuantes; CUARTO: S condena a los señores Carlos An-

)

tonio Guerrero Díaz y a la Sestetaría de Estado de Agri-
cultura a pagar una indemniztión de RD$1,500.00 a fa-
vor de la persona civilmente constituida, como Justa re-
paración do los daños sufridos por ésta como consecuen-
cia del accidente; QUINTO: Se condena al señor Carlos
Antonio Guerrero Díaz, y a la Secretaría de Estado de
Agricultura, al pago de las costas civiles y penales, a fa-
vor del Dr. IVIaximilión F. Montás Aliés, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad. SEXTO: Se declara esta
sentencia común y oponible en Todas sus consecuencias a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., ser la en-
tidad aseguradora del vehículo causante del accidente;
por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con
las formalidades legales; SEGUNDO: Pronurcia el defec-
to contra el prevenido Carlos Antonio Guerrero. por no
haber comparecido a la audiencia estando legalmente ci-
tado; TERCERO: Declara regular y admite la constitución
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sentencia 
impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 22 de diciembre de 1918.

Materia: Correccional. 	•

Itec	
ic

urrentes: Secretaria de estado de Agricultura y la Compatna

de Seguros San Rafael, C. por A.

Materia: Correccional.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana•

En Nombre de la República, la Suprema Certe de
Justicia regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente• Francisco Elpidio Be-
ras, Daquin M. Alvarez P•erelló,kfuan Bautista Rojas Al-

mánzar, Felipe Osvaldo Perelomo 'Bácz, Leonte R. Albur
querque C., asistidos del Siecretario General, en la Sala don-

de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo

de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 12 del mes de agos-

to del año 1981, años 138' de la Independencia y 11 or
8' de dela

Restauración, dicta en asistencia pública, carna Cte 

Casació n, la siguiente sentencia :	.

Sobre el recurso de casación interpuesto po
de Seguros
r la Secre-

taría de Estado de Agrie.dtu ra , y la Compaida 
San Rafael, C. por A., contra sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de s-

San

Cristóbal . en fecha 22 de diciembre del año 1978, cuyo di
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara

a regu
a

l
. M
ar y

válido el recurso de apelazión interpuesto por l Dra-
ría del Carmen Barreso de Lebrón, a nombre Y represen-
tación e a Compañía de Seguros San Raael, C. por A.,
y de las lpersonas civilmente responsablef Secretaría de
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en parte civil de la señora Lorenza Agüero, en represen-
tación de su hija Enemenzia Agüero. y condena a las per- •
sonas civilmente responsables puesta en causa a pagar la
cantidad de Un mil quinientos pesos oro (11D$1,50(1 .00). a
favor de Lorenza Agüero, por concepto de daños y perjui-
cios morales y materiales experimentados con motivo del
accidente que ocasionó lesiones corporales, curables des-
pués de diez días y antes de voInte a la menor Enemencia
Agüero, para reparar los daños y perjuicios ocasionados
más los intereses legales de dicha suma a título de indem-
nización complementaria; CUARTO: Condena a las perso-
nas civilmente responsables al pago de las costas civiles,
con distracción de dichas costas, en provecho del abogado
Dr. Maximilién F. Montás Aliés, por haberlas avanzado
en su mayor parte; QUINTO: Declara la presente senten-
cia oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que originó
el accidente. -

Oído al Alguacil de turno en 	 lectura del rol;

Oído el dictamen del i;4agistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 23 de enero del
año 1979, a requerimiento de la Dra. Matia del Carmen
Barroso de Lebrón, dominicana, mayor de edad, casada,
con cédula de identificación personal No. 120-129, serie pri-
mera, en representación de la Secretaría de Estado de
Agricultura y la CompaWa de Seguros San Rafael, C. por
A., en la cual no se propone ningún medio acterminado de
Casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley.
sobre Procedimiento de Casación interpuesto el recurso

por el Ministerio Público, por la parte civil o por la per-
áona civilmente responsable, el depósito de un memorial,
con la exposición de los hechos en que se funda, será obli-
gatorio 1a pena de nulidad, si no se ha motivado en recurso
en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente, por medio de un
memorial estos recurrentes, la Secretaría de Estado de
Agricultura y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., han expuesto los fundamentos del mismo , que en esas
condiciones dicho recurso resulta nulo al tenor del articulo
37 antes citado;

Consilerando, que no procede estatuir sobre las cos-
tas eiviles3porque la parte con interés contrario, no se ha
presentado en esta instancia a solicitarlas;

Por tales motivos, PRIMERO: Declara nulo el recurso
de Casación interpues o por la 	 Secretaria de Estado de
Agricultura y la Comr., ma de Seguros San Rafael, C. por
A., contra sentencia di da 	 atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de 	 Cristóbal, en fecha 22 de
diciembre del año 1978, cuyo	 ispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena
a los recurrentes al pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General!

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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en parte civil de la señora Lorenza Agüero, en represen-
tación de su hija Enemencia Agüero. y condena a las per- •
sonas civilmente responsables puesta en causa a pagar la
cantidad de Un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.00), a
favor de Lorenza Agüero, por concepto de danos y perjui-
cios morales y materiales experimentados con motivo del
accidente que ocasionó lesiones corporales, curables des-
pués de diez días y antes de veinte a la menor Enemencia
Agüero, para reparar los daños y perjuicios ocasionados
más los intereses legales de dicha suma a título de indem-
nización complementaria; CUARTO: Condena a las perso-
nas civilmente responsables al pago de las costas civiles,
con distracción de dichas costas, en provecho del abogado
Dr. Maximilién F. Montás Aliés, por haberlas avanzado
en su mayor parte; QUINTO: Declara la presente senten-
cia oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., por ser la entidad aseguradora del vehicula que originó
el accidente. -

Oído al Alguacil de turno en 	 lectura del rol;

Oído el dictamen del i-sfagistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 23 de enero del
año 1979, a requerimiento de la Dra. María del Carmen
Barroso de Lebrón, dominicana, mayor de edad, casada,
con cédula de identificación personal No. 120429, serie pri-
mera, en representación de la Secretaría de Estado de
Agricultura y la CompaiWa de Seguros San Rafael, C. por
A., en la cual no se propone ningún medio determinado de
Casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobro
Procedimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación interpuesto el recurso

por el MinisterioPúblico, por la parte civil o por la per-
Sona civilmente responsable, el depósito de un memorial,
con la exposición de los hechos en que se funda, será obli-
gatorio‘a pena de nulidad, si no se ha motivado en recurso
en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente, por medio de un
memorial estos recurrentes, la 	 Secretaría de Estado de
Agricultura y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., han expuesto los fundamentos del mismo , que en esas
condiciones dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo
37 antes citado;

Consierando, que no procede estatuir sobre las cos-s
tas civiles' porque la parte con interés contrario, no se ha
presentado en esta instancia a solicitarlas;

Por tales motivos, PRIMERO: Declara nulo el recurso
de Casación interpues o por la 	 Secretaría de Estado de
Agricultura y la Comp, ñía de Seguros San Rafael, C. por
A., contra sentencia di daatribuciones correccionales494si
por la Corte de Apelación de	 Cristóbal, en fecha 22 de
diciembre del año 1978, cuyo ispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena
a los recurrentes al pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Leonte R. Alburquerque C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General!

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE, FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 16 de 'marzo de 19711.

nateria: Correccional.

Recurrentes: Compañía Unión de Seguros, C. por A.; Juan A,
Rodriguet.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Supreml Corte de
Justicia regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo PerdomopBáez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte y.. Alyurquerque C., asistidos
del Secretarlo General, e/la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 12 del mes de Agosto dcl año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dieta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si
guicnt.e sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Unión de acguros, C. por A., con asiento soc:al en
esta ciudad de Santo Domiungo, en la causa seguida a Juan
A. Rodríguez, contra la sentencia dictada en stribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Franci sco
de Macorís, en fecha 16 de marzo del año 1979, cuyo dis-
positivo dice así: Falla: PRIMERO: Declara regular y vá-
lida en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to por la Compañía Aseguradora Unión de Seguros, C. por
A., contra senten•a correccional No. 722, de fecha 3 de

octubre de 1978, dictada por la Primera Cámara Penal del
Distrito Judicial de Iluarte, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: PR1MERO: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil hecha por el Sr. Luis Rosario C., Luis Ber-
nardo Then Mora, a través de sus abogados constituidos,
Dres. Enrique Paulino Then e Isidro Rafael Rivas Durán,
en contra del nombrado Juan Antonio Rodríguez Paulino,
la señora Edilia Rodríguez Féliz y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por ser regular en la forma y justa en
el fondo; SEGUNDO: Se declara al nombrado Juan Anto-
nio Rodríguez Paulino, de generales que constan, culpable
de violar la Ley 241, .en perjuicio de Luis Bernardo Then
Mora, y en consecuencia se condena al pago de las costas
penales; RCERO: Se declara al nombrado Luis Bernar-
do Then Mora, de generales que constan, no culpable de
violar la Ley 241, en perjuicio de Juan Antonio Rodríguez
Paulino, y en consecuencia se descarga por no haber viola-
do ninguna disposicid. a dicha Ley; Se declaran las costas
penüles de oficio; CL RTO: Se condena al nombrado
Juan Antonio Rodríg z, c unta y solidariamente con
la persona civilmente responsa e, señora Edilia Rodríguez
Félix, al pago de una indemnización de RD$5,000.00 (Cin-
co mil pesos oro), en favor de Luis Bernardo Then Mora, co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por éste en el presente caso; QUINTO: Se conde
111,2 a Juan Antonio Rodríguez y a la Sra. Edilia Rodríguez
Félix, al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Enrique Paulino Then e
Isidro Rivas Durán, quienes afirlInan haberlas avanzado en
su mayor parte; SEXTO: Se pronuncia el defecto contra la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., por no haber com-
parecido en la audiencia, no obstante haber sido legalmen-
te emplazada, y se declara la presente sentencia oponible,
comun y ejecutoria, contra la referida Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del ve-
hículo causante del accidente; SEGUNDO: Da Acta al pre.
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 16 de'marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Compañía Unión de Seguros. C. por A.; Juan A,

Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corle de
Justicia regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo PerdomopBáez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat y Leonte,. Alt•urquerque C., asistidos
del Secretario General, e i, la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, D:s-
trito Nacional, hoy día 12 del mes de Agosto dcl año 1981,
años 138' de la Independencia y 118' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com•
pañía Unión de Seguros, C. por A., con asiento social en
esta ciudad de Santo Domiungo, en la causa seguida a Juan
A. Rodríguez, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, en fecha 16 de marzo del año 1979, cuyo dis-
positivo dice así: Falla: PRIMERO: Declara regular y vá-
lida en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to por la Compañía Aseguradora Unión de Seguros, C. por
A., contra sentencia correccional No. 722, de fecha 3 de
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octubre de 1978, dictada por la Primera Cámara Penal del
Distrito Judicial de ]tuarte, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: PRIMERO: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil hecha por el Sr. Luis Rosario C., Luis Ber-
nardo Then Mora, a través de sus abogados constituidos,
Dres. Enrique PauEno Then e Isidro Rafael Rivas Durán,
en contra del nombrado Juan Antonio Rodríguez Paulino,
la señora Edilia Rodríguez Féliz y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por ser regular en la forma y justa en
el fondo; SEGUNDO: Se declara al nombrado Juan Anto-
nio Rodríguez Paulino, de generales que constan, culpable
de violar la Ley 241. en perjuicio de Luis Bernardo Then
Mora, y en consecuencia se condena al pago cle las costas

do Then tra, de generaba que constan, no culpable do
penales;	 CERO: Se declara al nombrado Luis Bernar-

violar la Ley 241, en perjuicio de Juan Antonio Rodríguez
Paulino, y en consecuencia se descarga por no haber viola-
do ninguna disposició. a dicha Ley; Se declaran las costas
penáles de oficio; CbORTO: Se condena al nombrado
Juan Antonio Rodrígt 	 c*unta y solidariamente con
la persona civilmente responsa e, señora Edilia Rodríguez
Félix, al pago de una indemnización de RD$5,000.00 (Cin-
co mil pesos oro), en favor de Luis Bernardo Then Mora, co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por éste en el presente caso; QUINTO: Se conde
na a Juan Antonio Rodríguez y a la Sra. Edilia Rodríguez
Félix, al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Enrique Paulino Then e
Isidro Rivas Durán, quienes afhtnan haberlas avanzado en
su mayor parte; SEXTO: Se pronuncia el defecto contra la
Compañía Unión de Segures, C. por A., por no haber com-
parecido en la audiencia, no obstante haber sido legalmen-
te emplazada, y se declara la presente sentencia oponible,
comun y ejecutoria, contra la referida Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del ve-
hículo causante del accidente; SEGUNDO: Da Acta al pre-
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venido Juan Antonio Rodríguez F. y a la perscna civilmen-
te responsable, Edilia Rodriguez Félix, del desistimiento de
su apelación; TERCERO: Mqdifica el Ordinal Cuarto de la
sentencia apelada en cuanto al monto de la indemnización
acordada, y la Corte, obrando por su propia autoridad, fija
en RD$3,000.00 (Tres mil pesos oro), la indemnización que
el prevenido y la persona civilmente responsable deberán
pagar solidariamente a la parte	 civil, Luis Eduardo Then
Mora, como justa reparación por los daños y perjuicios mo-
ralese y materiales sufridos por dicha parle, como conse-
cuencia del hecho impuesto al prevenido; CUARTO: Con-
dena al prevenido Jlan A. Rodriguez Paulino, al pago de
las costas penales y conjunta y solidariamente al pago de
las costas civiles, en ambos casos hasta el morro de sus
respectivos desistimientos, ordenando la distraceión en las
civiles a favor de los Dres. Enrique Paulino Then e Isidro
Rivas Durán, abogados que afirman haberlas avanzado en
su totalidad; QUINTO: Se declara la-presente sentencia co-
mún, oponible y ejecutoria, en el •rspeeto civil contra la

'Compañía de Seguros Unión 	 Seg.uros, C. por A., en vir-
tud de la Ley 4117;	 1

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 16 de abril del año
1979, a requerimiento del"Dr. Manuel Tejada Guzmán, do-
minicano, abogado, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 15878, serie 56, en representacion de
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en la cual ro se
propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;
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Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuésto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la .persona ivilmente responsable, el depósito de un
memorial con la exposición de los hechos en que se funda,
será obligaorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente, por medio de un
memorial, ésta recurrente. Compañía Unión de Seguros, C.
por A., ha expuesto los fundamentos del mismo; que en esas
condiciones dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo
37 antes citado;

Consi4erando, que no procede estatuir sobre las co-

tas civiles, tporque la parte con interés contrario no se ha
presentado en esta instancia a solicitarlas;

Por tales motivos PRIMERO: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto 	 la Compañía Unión de Seguros,

y

C. por A., contra la sen nciada en atribuciones corres-
cionales por la Corte de ApelaciN n de San Francisco de Ma-

TIta

corís, en fecha 16 de marzo del año 1979, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior 'del presente fallo; SEGUN-
DO: Condena a la recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernanro E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. 411ernández Espaillat Leon-
te Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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venido Juan Antonio Rodríguez F. y a la perscra civilmen•
te responsable, Edilia Rodríguez Félix, del desistimiento de
su apelación; TERCERO: Mqdifica el Ordinal Cuarto de la
sentencia apelada en cuanto al monto de la indemrización
acordada, y la Corte, obrando por su propia autoridad, fija
en RD$3,000.00 (Tres mil pesos oro), la indemnización que
el prevenido y la persona civilmente responsable deberán
pagar solidariamente a la parte civil, Luis Eduardo Then
Mora, como justa reparación por los daños y perjuicios mo-
ralesc y materiales sufridos por dicha parte, ccmo conse-
cuencia del hecho impuesto al prevenido; CUARTO: Con-
dena al prevenido Jlan A. Rodríguez Paulino, al pago de
las costas penales y conjunta y solidariamente al pago de
las costas civiles, en ambos casos hasta el morro de sus
respectivos desistimientos, ordenando la distracéión en las
civiles a favor de los Dres. Enrique Paulino Then e Isidro
Rivas Durán, abogados que afirman haberlas avanzado en
su totalidad; QUINTO: Se declara la-presente sentencia co-
mún, oponible y ejecutoria, en el . •tspecto civil contra la

'Compañía de Seguros Unión•t Seitiros, C. por A., en vdr-
tud de la Ley 4117; -r

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 16 de abril del año
1979, a requerimiento deltr. Manuel Tejada Guzmán, do-
aninicano, abogado, mayor de edad, con cédula de identifi-
cación personal No. 15878, serie 56, en representacion de
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en la cual ro se
propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y E5 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;
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Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuésto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la .persona c¿vilmente responsable, el depósito de un
memorial con la exposición de los hechos en que se funda,
será obligaorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente, por medio de un
memorial, ésta recurrente, Compañía Unión de Seguros, C.
por A., ha expuesto los fundamentos del mismo; que en esas
condiciones dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo
37 antes eitado;

Consilrando, que no procede estatuir sobre las cor-
tas civiles, porque la parte con interés contrario no se ha
presentado en esta instancia a solicitarlas;

Por tales motivos&PRIMERO: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto` por la Compañía Unión de Seguros,

temiyC. por A., contra la sentre ncia	 tada en atribuciones correr
cionales por la Corte de Apelaci n de San Francisco de Ma-
corís, en fecha 16 de marzo del año 1979, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUN-
DO: Condena a la recurrente al pago de las costas.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernanro E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rolas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L.4lernández Espaillat Leon-
te Rafael Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 22 de Julio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Isidro Antonio Molina, Pedro Anton ia Roqu? y

Compañía de Seguros Pepin, S. A.;
Ahogado: Dr. Luis A. Bircán Rojas.

Interviniente: Ricardo Blanco.
Abogado: Dr, R. Bienvenido Amaro.

Dios, Patria y Libertad,
República Daminicana.

En Nombre de la República, 1.1 Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida .Sor los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Frit5and3 E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de PfSidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiendas, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de
agosto de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente senii¿encia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Isidro Antonio Molina, Pedro Antunio Roque y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A.; los dos primeros; do-
minicanos, mayores de edad, chófer y agricultor, respecti-
vamente, domiciilados en Jamao y Tenares, Provincia de
Salcedo, y la Compañía de Seguros Pepín, S A., con do-
micilio social en la casa No. 122 de la calle Restauración,
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de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de San Francisco 4 Macorís, el 20 de julio de 1977, cuyo
disposit4vo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de septiembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González Reyes,
actuando en representación de los recurrentes, en la que
no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto memorial de los recurrentes, del 29 de junio
de 1979, suscrito por su abogado, Dr. Luis A. Bircánn Ro-
jas, en el que se proponen los medios de casación que se
indican más adelante;

Visto el escrito	 intervención de Ricardo Blanco,
(a) Ricardo Gilberto itoni	 lanco, dominicano, mayor
de edad, casado, agricultor, do	 iciliado en Monte Aden-
tro, Municipio y Provincia de	 alcedo, cédula No. 4995,
serie 55, suscrito por su abogados Dr. R. Bienvenido Ama-
ro ;

La Suprema Corte de Justicia, despuil.s de haber
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los; 1383 y 1384 del Código Civa; 1 y 10 de la Ley 4117
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu:os de Motor;
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a), que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 15 de febrero
de 1976, en la carretera que conduce de la Sección de
Monte Adentro a la ciudad de Salcedo, en que resultó un
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Materia: Correccional.

Recurrente«: Isidro Antonio Molina, Pedro Anton io Roqu' y

Compañía de Seguros Pepin, S. A.;
Abogado: Dr. Luis A. Bircán Rojas.

Interviniente: Ricardo Blanco.
Abogado: Dr, R. Bienvenido Amaro.

Dios, Patria y Libertad,
República Daminicana.

En Nombre de la República, 4 Suprema Corte do
Justicia, regularmente constituída,.por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Frdrnandii E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Pilisidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquin M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audienclas, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de
agosto de 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sen:)¿encia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Isidro Antonio Molina, Pedro Antonio Roque y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A.; los dos primeros; do-
minicanos, mayores de edad, chófer y agricultor, respecti-
vamente, domiciilados en Jamao y Tenares, Provincia de
Salcedo, y la Compañía de Seguros Pepín, 5 A., con do-
micilio social en la casa No. 122 de la calle Restauración,
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de la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación
de San Francisco de Macorís, el 20 de julio de 1977, cuyo
dispositAvo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte n-qua, el 15 de septiembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González Reyes,
actuando en representación de los recurrentes, en la que
no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto memorial de los recurrentes, del 29 de junio
de 1979, suscrito por su abogado, Dr. Luis A. Bircánn Ro-
jas, en el qüe se proponen los medios de casación que se
indican más adelante;

Visto el escritointervención de. Ricardo Blanco,
(a) Ricardo Gilberto Itoni 	 lanco, dominicano, mayor
de edad, casado, agricultor, do	 iciliado en Monte Aden-
tro, Municipio y Provincia de	 alcedo, cédula No. 4995,
serie 55, suscrito por su abogados Dr. R. Bienvenido Ama-
ro ;

La Suprema Corte de Justicia, desput:s de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y ]os artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los; 1383 y 1384 del Código Civa; 1 y 10 de la Ley 4117
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a), que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 15 de febrero
de 1976, en la carretera que conduce de la Sección de
Monte Adentro a la ciudad de Salcedo, en que resultó un

SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 22 de Julio de 1977.
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menor con lesiones corporales, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, dictó el 27 de oc-
tubre de 1976, una sentencio, cuyo disposiitivo se encuen-
tra inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es corno sigue: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Ezequiel Antonio González, a
nombre y representación del prevenido Isidro Antonio Mo-
lina, de la persona civilmente responsable Pedro Antonio
Roque y de la compañía aseguradora Seguros Pepín, S.
A., por asustarse a las normas procesales, contra senten-
cia número 901, dictada en fecha 27 de octubre de 1976,
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: "Falla: B.1'rimero: So
declara al prevenido Isidro Antonio Molina culpable de
violar el artículo 49, letra c), de la Ley 241, en perjuicio
del menor José Ricardo Blanco lapiz y en consecuencia
se condena a RD$35.00 (Treinta i cinco pesos oro), de
multa, acogiendo en su faS circunstancias atenuantes;
se condena además, al prio de las costas penales; Segun-
do: Se declara regular y válida la constitución en parte ci-
vil, tanto en la forma como en el fondo, hecha por el Dr.
Ramón Bdo. Amaro, a nombre y representación del nom-
brado Ricardo Blanco, quien actúa por sí mismo y en su
calidad de padre del menor agraviado José Ricardo Blan-
co Ruiz, en nombre del prevenido Isidro Antonio Molina.
en contra del comitente, señor Pedro Antonio Roque y

contra la compañía asegliradora Seguros Pepín, S. A., por
ser procedentes y bien fundadas; Tercero: Se condena al
prevenido Isidro Antonio Molina solidariamnete con su
comitente señor Pedro Antonio Roque, al pago de una in-
demnización de RD$1,250.00 (Mil doscientos cincuenta pe-
sos oro), para cada uno de los señores José Ricardo Blan-
co Ruiz y su padre Ricardo Blanco, C01110 justa reparación
por los daños morales y materiales por ellos sufridos, a
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consecuencia del hecho delictual cometido por el preveni-
do Isidro Antonio Molina, más los intereses legales de di-
chas indemnizaciones, a partir de la demanda en justicia
y a título de indemnización complementaria; Cuarto: Se
condena al prevenido Isidro Antonio Molina sclidariamen-
te con su comitente señor Pedro Antonio Roque al pago de
las costas civiles. ordenando la dfstracción de ellas, en fa-
vor del Dr. Ramón Bdo. Amaro, abogado, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto: Se declara
la presente sentencia en su aspecto civil, común, oponible
y ejecutoria a la Compañía Nacional de Seguros Pepín, S.
A., en virtud de las leyes 4117 y 126 sobre seguros priva-
dos; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido
por no Ifiber comparecido, no obstante cstar legalmente
citado; TZSCERO: Confirma en todos sus aspectos la sen-
tencia recrrlda; CUARTO: Condena al prevenido al pa-
go de las costas penales del presente recurso y a éste con-
junta y solidariamente con la persona civilmente respon-
sable, al pago de las) costas civiles de dicho recurso, or-
denando su clistracció.k en • vecho del Dr. Ramón Bdo.7141
Amaro, abogado, quien afirm ' haberlas avanzado en su
mayor parte; QUINTO: Decla.,a la presente sentencia en
su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria contra la
compañía aseguradora Seguros Pepín, S. A., en virtud de
la Ley número 4117;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial de casación, contra la sentencia impugnada, los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Falta de mo-
tivos sobre los hechos que produjeron el accidente, sobre
todo la conducta de la víctima; Segundo Medio: Violación
al artículo 1315 del Código Civil al declarar sin pruebas
al señor Ricardo Blanco como padre de la víctima;

Considerando, que en el desarrollo de un primer me-
dio de casación, los recurrentes se limitan a alegar, que la
sentencia impugnada,carece de una exposición de hechos
y de motivos suficientes, que permitan determinar cómo
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menor con lesiones corporales, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, dictó el 27 de oc-
tubre de 1976, una sentencie, cuyo disposiitivo se encuen-
tra inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Ezequiel Antonio González, a
nombre y representación del prevenido Isidro Antonio Mo-
lina, de la persona civilmente responsable Pedro Antonio
Roque y de la compañía aseguradora Seguros Pepín, S.
A., por ajustarse a las normas procesales, contra senten-
cia número 901, dictada en fecha 27 de octubre de 1976,
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: "Falla: alrintera: So
declara al prevenido Isidro Antonio Molina culpable de
violar el artículo 49, letra c), de la Ley 241, en perjuicio
del menor José Ricardo Blanco laniz y en consecuencia
se condena a RD$35.00 (Treinta 19 cinco pesos oro), de
multa, acogiendo en su fa s- 	 ch&nstancias atenuantes;
se condena además, al pítio de las costas penales; Segun-
do: Se declara regular y 	 la constitución en parte ci-
vil, tanto en la forma como en el fondo, hecha por el Dr.
Ramón Bdo. Amaro, a nombre y representación del nom-
brado Ricardo Blanco, quien actúa por sí mismo y en su
calidad de padre del menor agraviado José Ricardo Blan-
co Ruiz, en nombre del prevenido Isidro Antonio Molina.
en contra del comitente, señor Pedro Antonio Roque y
contra la compañía asegliradora Seguros Pepín, S. A., por
ser procedentes y bien fundadas; Tercero: Se condena al
prevenido Isidro Antonio Molina solidariamnete con su
comitente señor Pedro Antonio Roque, al pago de una in-
demnización de RD$1,250.00 (Mil doscientos cincuenta pe-
sos oro), para cada uno de los señores José Ricardo Blan-
co Ruiz y su padre Ricardo Blanco, como justa reparación
por los daños morales y materiales por ellos sufridos, a
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consecuencia del hecho delictual cometido por el preveni-
do Isidro Antonio Molina, más los intereses legales de di-
chas indemnizaciones, a partir de la demanda en justicia
y a título de indemnización complementaria; Cuarto: Se
condena al prevenido Isidro Antonio Molina sclidariamen-
te con su comitente señor Pedro Antonio Roque al pago de
las costas civiles. ordenando la cPstraccien de ellas, en fa-
vor del Dr. Ramón Bdo. Amaro, abogado, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto: Se declara
la presente sentencia en su aspecto civil, común, oponible
y ejecutoria a la Compañía Nacional de Seguros Pepín, S.
A., en virtud de las leyes 4117 y 126 sobre seguros priva-
dos; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido
por no Ifiber comparecido, no obstante cstar legalmente
citado; SCERO: Confirma en todos sus aspectos la sen-
tencia recorrida; CUARTO: Condena al prevenido al pa-
go de las costas penales del presente recurso y a éste con-
junta y solidariamenZ:e con la persona civilmente respon-
sable, al pago de las) costas civiles de dicho recurso, or-
denando su clistracció:i envecho del Dr. Ramón Bdo.741
Amaro, abogado, quien afirm ' haberlas avanzado en su
mayor parte; QUINTO: Decla.,a la presente sentencia en
su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria contra la
compañía aseguradora Seguros Pepín, S. A., en virtud de
la Ley número 4117;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial de casae:ón, contra la sentencia unpugnada, los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Falta de mo-
tivos sobre los hechos que proluleron el accidente, sobre
todo la conducta de la víctima; Segundo Medio: Violación
al artículo 1315 del Código Civil al declarar sin pruebas
al señor Ricardo Blanco como padre de la víctima;

Considerando, que en el desarrollo de un primer me-
dio de casación, los recurrentes se limitan a alegar, que la
sentencia impugnada,carece de una exposición de hechos
y de motivos suficientes, que permitan determinar cómo



ocurrió el accidente, si la víctima fué atropellada en el
paseo o en la carretera; que por otra parte, exsite contra-
dicción cuando se afirma que la causa eficiente del acci-
dente, fué entrar en una cur v a, sin tocar hocina y la de-
claración de que el menor se mantuvo en el paseo, pues
en esa ,circunstancia el no toque de bocina, hubiera sido
indiferente, lo contrario si hubiese intentado cruzar, pues
en ese caso, la bocina hubiera sido necesaria para detener
lo; que al no haberse establecido que el prevenido aban-
donara la carretera, hay un vicio de motivos; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido, y fallar como lo hizo, la ponderación
de todos los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dié por esta-
blecido:	 que como a eso de las 5:30 de la tarde del 15
de febrero de 1976. mientras el chófer Isidro Anton'o Mo-
lina, conducía el carro placa No. 212-708, propiedad de
Pedro Antonio Roque, asegurado cc A la Cía. de Seguros
Pepín, S. A., mediante Póliza No. P r252114-s, por la carre-
tera que oonduce de la See;',Zin dk Monte Adentro, a la
ciudad de Salcedo, al Ilegas¿i a una curva, atropelló al me-
nor de 14 años, José Ricardo Blanco Ruiz, hijo de Ricardo
Blanco, quien transitaba a' pié por el paseo de la carrete-
ra, a su derecha, y en la misma dirección que llevaba el
vehículo; b) que en el accidente, la víctima sufrió la frac-
tura de una pierna, lesión curable de:-pues de ocho meses,
según Certificado Médico; c) que dicho accidente se debió
a la forma temeraria y descuidada, de conducir, el chófer
su vehículo, ya que el peaTón caminaba correctamente por
el paseo;

Considerando, que lo expuesto precedentemente po-
ne de manifiesto, que contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, la sentencia impugnada, en cuanto al aspec-
to que se examina contiene motivos suficientes y perti-
nentes y una exposición de hechos que han permitido de-
terminar que la ley ha sido bien aplicada;
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Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, e] delito de gol-
pes y heridas involuntarias, producidas con el manejo de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la
Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y merv3lona-
do en dicho texto legal, en su letra c), con las penas de
RD$100.00 a RD$500.00 de multa, y prisVwi de seis me-
ses a 2 años, si la imposibilidad para dedicarse a su traba-
jo durare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que
en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente, al
pago de RD$35.00 de multa, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Consi&?rando, que en su segundo medio de casación
los recurrerhes se limitan a alegar, que la parte civil no hizo
la prueba dcs su calidad; pero,

Considerando, que en el ca co, consta en la sentencia
impugnada, que Ricaroia Blanco, se constituyó .en parte ci-
vil por sí y como padr' del menor José Ricardo Blanco
Ruiz y la contra parte, .}.n nb,na de las instancias discu-
tió su calidad para actuar com '. tal, por lo que el medio

""0 

que se examina resulta un medio nuevo, y como tal inad-
misible en casación;	 1

Considerando, que así mismo, la Corte a qua, apre-
ció que el hecho del prevenido había ocasionado daños y
perjuicios materiales y morales a Ricardo Blanco, consti-
tuido en parte civil, por sí y por su hijo José Ricardo Blan-
co Ruiz, que evaluó en la suma {je RD$1,250.00, para cada
uno de ellos; que por tanto al condenar a Isidro Antonio
Molina, solidariamente con su comitente Pedro Antonio
Roque, al pago de esa suma, como indemnización comple-
mentaria, haciéndolas oponibles a la Seguros P.epín, S.
A., la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1383 y 1384, del Código Civil, y 1 y 10 de la Ley
4117 de 1967, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor;
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Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol-
pes y heridas involuntarias, producidas con el manejo de
un veh ículo de motor, previsto por el artículo 49 de la
Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Veh,ículcs, y menelona-
do en dicho texto legal, en su letra c), con las penas de
RD$100.00 a RD$500.00 de multa, y pris•M de seis me-
ses a 2 años, si la imposibilidad para dedicarse a su traba-
jo durare 20 días o más, como ocurrió en ]a especie; quo
en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente, al
pago de RD$35.00 de multa, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a
la Ley;

Consicluando, que en su segundo medio de casación
los recurrethes se limitan a alegar, que la parte civil no hizo
la prueba dcs su calidad; pero,

Considerando, que en el ca co, consta en la sentencia
impugnada, que Ricareio Blanco, se constituyó en parte ci-
vil por sí y como padtic del menor José Ricardo Blanco
Ruiz y la contra parte, •Zm n.h.	 na de las instancias discu-NI
tió su calidad para actuar com . tal, por lo que el medio
que se examina resulta un medio nuevo, y como tal inad-
nisible en casación;	 t

Considerando, que así mismo, la Corte a qua, apre-
ció que el hecho del prevenido había ocasionado daños y
perjuicios materiales y morales a Ricardo Blanco, consti-
tuido en parte civil, por sí y por su hijo José Ricardo Blan-
co Ruiz, que evaluó en la suma {je RD$1,250.00, para cada
uno de ellos; que por tanto al condenar a Isidro Antonio
Molina, solidariamente con su comaente Pedro Antonio
Roque, al pago de esa suma, como indemnización comple-
mentaria, haciéndolas oponibles a la Seguros Pepín, S.
A., la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación de las ar-
tículos 1383 y 1384, del Código Civil, y 1 y 10 de la Ley
4117 de 1967, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor;        

I  ocurrió el accidente, si la víctima fué atropellada en el
paseo o en la carretera; que por otra parte, exsite contra-
dicción cuando se afirma que la causa eficiente del acci-
dente, fué entrar en una curva, sin tocar hocina y la de-
claración de que el menor se mantuvo en el paseo, pues
en esa circunstancia el no toque de bocina, hubiera sido
indiferente, lo contrario si hubiese intentado cruzar, pues
en ese caso, la bocina hubiera sido necesaria para detener-
lo; que al no haberse establecido que el prevenido aban-
donara la carretera, hay un vicio de motivos; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar cul-
pable al prevenido, y fallar como lo hizo, la ponderación
de todos los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dic por esta-
blecido: a) t, que como a eso de las 5:30 de la tarde del 15
de febrero de 1976. mientras el chófer Isidro AntoMo Mo-
lina, conducía el carro placa No. 212-708, propiedad de
Pedro Antonio Roque, asegurado cc 71 la Cía. de Seguros
Pepín, S. A., mediante Póliza No. P /252114-s, por la carre-
tera que conduce de la Sec;'.3n deSdlonte Adentro, a la
ciudad de Salcedo, al klega e a una curva, atropelló al me-
nor de 14 años, José Ricardo Blanco Ruiz, hijo de Ricardo
Blanco, quien transitaba a pié por el paseo de la carrete-
ra, a su derecha, y en la misma dirección que llevaba el
vehículo; b) que en el accidente, la víctima sufrió la frac-
tura de una pierna, lesión curable después de echo meses,
según Certificado Médico; c) que dicho accidente se debió
a la forma temeraria y descuidada, de conducir, el chófer
su vehículo, ya que el pea7ón caminaba correctamente por

paseo;
Considerando, que lo expuesto precedentemente po-

ne de manifiesto, que contrariamente a lo alegado por los
recurrentes, la sentencia impugnada, en cuanto al aspec-
to que se examina contiene motivos suficientes y perti-
nentes y una exposición de hechos que han permitido de-
terminar que la ley ha sido bien aplicada;                                    
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Considerando. que examinoda la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al
prevenido, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Ricardo Blanco, en los recursos de casación interpues-
tos por Isidro Antonio Molina, Pedro Antonio 	 y la
Seguros Pepin, S. A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, el 20 de julio de 1977, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del	 presente fallo;
Segundo: Rechaza los indicados recursos en todas sus por-
tes; Tercero: Condena a Isidro Antonio Molina, al pago
de las costas penales a y éste y a Pedro Antonip Roque, al
pago de las costas civiles, distrayéndolas en favor del Dr.
R. Bienvenido Amaro, abogado del intervinlente, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte, y las hace
oponibles a la Seguros Pepín, S. A.' 	 de los términos

de la Póliza.	 2'

tFIRMADOS). — Ne• r Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Fra I .ocisco Elpidio Beras, Joaquín
Alvarez Perelló, Juan áautista 	 Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y pubircada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 11 de noviembre de 1976.

Nlateria: Correccional.

Recurrentes: Pablo Julián Almánzar Villa, Luis Manuel Laurea-
no Solorin y la Unión de Seguros, C. por A.

Interviniente: Felipe Molina Peralta.
Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro.

4	

Dios, Patria y Libertad,
República I/Aninitana.

En Nonibre	 de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmnte ,constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Psesidei s̀e; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto d. PrelqInte; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidetra; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perellr, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar. Felipe Osvaldo Perdoní Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hcy día 14 de
agosto del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia!

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Pablo Julián Almánzar Villa, dominicano, ma-
yor de edad, casado, chófer, dem:ciliado en la sección de
Monte Llano, de Salcedo, cédula No. 13046, serie 55;
Luis Manuel Laureano Solorín, dominicano, mayor de edaC,
domiciliado en Jamao Afuera, Salcedo, cédula No. 20674,
serie 54, y Unión de Seguros, C. por A., domiciliado en la

fi



Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 11 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Pablo Julián Almánzar Villa, Luis Manuel Laurea-
no Solorin y la Unión de Seguros, C. por A.

interviniente: Felipe Molina Peralta.
Abonado: Dr. R. Bienvenido Amaro.
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Dios, Patria y Libertad,
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	 República

	

En Notribre de	 República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmnte constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Pscsideril e; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

	

te, Primer Sustituto 	 Preitteinte; Manucl A. Amiama,
Segundo Sustituto de Preside ira; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perellé, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdom Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 14 de
agosto del 1981, años 138' de la Independencia y 118' de
la Restauracien, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentenela

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Pablo Julián Almánzar Villa, dominicano, ma-
yor de edad, casado, chófer, domiciliado en la sección de
Monte Llano, de Salcedo, cédula No. 13046, serie 55;
Luis Manuel Laureano Solorín, dominicano, mayor de edad,
domiciliado en Jamao Afuera, Salcedo, cédula No. 29674,
serie 54, y Unión de Seguros, C. por A., domiciliado en la
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Considerando. que examimcla la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al
prevenido, no presenta vicio alguño que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinien-
te a Ricardo Blanco, en los recursos de casación interpues-
tos por Isidro Antonio Molina, Pedro Antonio Rol;tte y la
Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, el 20 de julio de 1977, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior dol presente fallo;
Segundo: Rechaza los indicados recursos en todas sus por-
tes; Tercero: Condena a Isidro Antonio Moliná, al pago
de las costas penales a y éste y a Pedro Antonlo Roque, al
pago de las costas civiles, distrayéndolas en favor del Dr.
R. Bienvenido Amaro, abogado del interviRiente, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte, y las hace
oponibles a la Seguros Pepín, S. A. 1 dentro de los términos
de la Póliza.	 n2

iFIRMADOS). — Né . 'Cb.r Cont'ín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Fra cisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista	 Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Jbaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y pubilcada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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calle Beller No. 98, de Santiago de los Caballeros, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, dictada en sus atribuciones correccionales el 11
de noviembre de 1976, cuyo dispositivo se copra YláS ade-

lante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador•General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Corte a-qua, el 6 de diciembre de 1976,
a requerimiento del Dr. César Darío Pimentel Ruiz, cédu-
la No. 77512, serie primera, en representación de los re-
currentes, en la que no se propone ningún met;io determi-
nado de casación;

Visto el escrito del 16 de abril de 1979, (firmado por
el Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado del interviniente Fe-
lipe Molina Peralta, dominkano, mayor de edad, jornale-
ro, domiciliado en Salcedo, cédula No. 7936, serie 64;

La Suprema Corte dr3Dusticilo, después de haber deli-
berado y vistos los artícuztís 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y 1,
37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 5 de agos-
to de 1975, en la ciudad de Salcedo, en el que una perso-
na resultó con lesiones corporales, el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Salcedo dictó el 11 de
noviembre de 1975, una sentenola en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b),
que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua, dictó
el fallo ahora impugnado en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Leví Anto-
nio Hernani González Cruz, quien actúa a nombre del Dr.
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Ramón González Hardy, a nombre y representación del
prettrido Pablo Julián Almánzar Villa, de la persona ci-
vilmente responsable, Luis Manuel Laureano Solarín, así
corno 4e la entidad aseguradora, Unión de Seguros, C. por
A., por asustarse a las normas legales, contra sentencia
número 591, dictada en fecha 11 de noviembre de 1975,
por ,el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Sal2edo, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Se pronun-
cia el defecto en contra del prevenido Pablo Julián Al-
mánzar Villa, por no haber comparecido a la audiencia,
no obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se
declara al prevenido Pablo Almánzar Villa, culpable de
violar al artículo 49, letra c), de la Ley 241, en perjuicio
del nomb ado Felipe Molina Peralta y en consecuencia se
condena a sufrir la pena de seis (6) rnese, de prisión co-
rreccional, se condena además al pago de las costas pe-
nales; T.c ro: Se pronuncia el defecto en contra del se-
ñor Luis Manuel LaYeano Solarín, comitente y persona
civilmente responsablíti del prevenido y de la comapañía
aseguradora Unión dg/Seg 	 , C. por A., por no haber
comparecido a la audiencia, n obstante haber sido legal-
mente citados; Cuarto: Se dec ra regular y válida en la
forma y en el fondo la consti ción en parte civil hecha
por el Dr. R. Bienvenido Amar , a nombre y repregenta-
ción del señor Felipe Molina Peralta, en contra del pre-
venido Pablo Julián Almázar Villa del comitente y per-
sona civilmente responsable, señor Manuel Laureano Sola-
rín, y contra la compañía aseguradora Unión de Seguros,
C. por A., por ser procedentes b bien fundadas; Quinto:
Se condena al prevenido Pablo Julián Almánzar Villa,
conjunta y solidariamente con su comitente y persona ci-
vilmente responsable, señor Luis Manuel Laureano Salo-
rín, al pago de una indemnización de RD$2,500.00 (Dos mil
quinientos pesos oro), en favor del señor Felipe Molina
Peralta como justa reparación por los daños morales y
materiales por él sufridos a consecuencia del accidente,
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calle Beller No. 98, de Santiago de los Caballeros, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de San Francizzo de
Macorís, dictada en sus atribuciones correccionales el 11
de noviembre de 1976, cuyo dispositivo se copa Naás ade-

lante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador-General

de la República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secretaría de la Corte a-quo, el 6 de diciembre de 1976,
a requerimiento del Dr. César Darío Pimentel Ruiz, cédu-
la No. 77512. serie primera, en representación de los re-
currentes, en la que no se propone ningún me90 deterrni-i
nado de casación;

Visto el escrito del 16 de abril de 1979, dirmado por
el Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado del interviniente Fe-
lipe Molina Peralta, dominicano, mayor de edad, jornale-
ro, domiciliado en Salcedo, cédull No. 7936, serie 64;

La Suprema Corte clf-itusticii5; después de haber deli-
berado y vistos los artícwcas 49 y 52 de la Ley 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, y 1,
37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 5 de agos-
to de 1975, en la ciudad de Salcedo, en el que una peno-
na resultó con lesiones cc,rporalcs, el Juzgado de Primera
Instancia del astríto Judicial de Salcedo dictó el 11. de
noviembre de 1975, una senteno:a en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; b),
que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua, dictó
el fallo ahora impugnado en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Levi Anto-
nio Hernani González Cruz, quien actúa a nombre del Dr.
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Ramón González Hardy, a nombre y representación del
prez senido Pablo Julián Almánzar Villa, de la persona ci-
vilmente responsable, Luis Manuel Laureano Solarín, así
ccmo de la entidad aseguradora, Unión de Seguros, C. por
A., por aiustarse a las normas legales, contra sentencia
número 591, dictada en fecha 11 de noviembre de 1975,
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Salledo, cuyo d ispositivo dice así: "Primero: Se pronun-
cia el defecto en contra del prevenido Pablo Julián Al-
mánzar Villa, por no haber comparecido a la audiencia,
no obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se
declara al prevenido Pablo Almánzar Villa, culpable de
violar ol artículo 49, letra c), de la Ley 241, en perjuicio
del nomb ado Felipe Molina Peralta y en consecuencia se
condena • sufrir la pena de seis (6) meses de prisión co-
rreccional se condena además al pago de las ccstas pe-
nales; Ts.	 : Se pronuncia el defecto en contra del se-
ñor Luis Manuel Laeweano Salarín, comitente y persona
civilmente responsabq del prevenido y de la comapañía
aseguradora Unión deliSeg s, C. por A., por no haber
comparecido a la audiencia, n obstante haber sido legal-
mente citadcs; Cuarto: Se dee ra regular y válida en la
forma y en el fondo la consti ción en parte civil hecha
por el Dr. R. Bienvenido Amar a nombre y representa-
ción del señor Felipe Molina Peralta, en contra del pre-
venido Pablo Julián Almázar Villa del comitente y per-
sona civilmente responsable, señor Manuel Laureano Sola-
rín, y contra la compañía aseguradora Unión de Seguros,
C. por A., por ser procedentes b bien fundadas; Quinto:
Se condena al prevenido Pablo Julián Almánzar Villa,
conjunta y solidariamente con su comitente y persona ci-
vilmente responsable, señor Luis Manuel Laureano Salo-
rín, al pago de una indemnización de RD$2,500.00 (Dos mil
quinientos pesos oro), en favor del señor Felipe Molina
Peralta como justa reparación por los daños morales y
materiales por él sufridos a consecuencia del accidente,
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más los intereses legales de dicha indemnización comple
mentaria; Sexto: Se condena al prevenido conjunta y scilida-
r : amente con su comitente y persona civilmente responSable,
Sr. Luis M. Laureano Solorín, al pago de las costas, civiles,
ordenando la distracción de las mismas a favcr del Dr. R.
B. Amaro, abogado, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte; Séptimo: Se declara la presente sentencia
en su aspecto civil común, oponible y ejecutoria a tla com-
pañía de seguros Unión de Seguros, C. por A., en virtud
de las leyes 4117 y 126 (sobre Seguros Privados). SEGUN-
DO: Pronunela cl detecto contra el prevenido, por no ha'
ber comparecido, no obstante estar legalmente citado;
TERCERO: Modifica el ordinal Quinto de la sentencia
apelada en el aspecto de la indemnización acoedada, y la
Corte, obrando por propia autoridad la fija en .a suma de
Dos mil pesos oro (RD$2,000.00).— CUARTA - Confirma
la sentencia apelada en sus demás aspectos; QUINTO: Con-
dena al prevenido al pago de las col(,as pznales del presen-
te recurso; SEXTO: Condena al p:).?venido y a la persona
civilmente responsable al n-go d las costas civiles del
presente recurso de alza4I y ordena su distracción en
provecho del Dr. R. Bien0 enido Amaro, quien afirma ha-
berlas avanzado en su inf iyor parte.— SEPTIMO: Declara
la presente sentencia en >su aspecto civil, común, oponible
y ejecutoria contra la compañía aseguradora Unión de Se-
guros, C. por A., en virtud de la Ley No. 4117;

Considerando, que ni Luis Manuel Laureano Solorín,
persona puesta en causa como civilmente responsable, ni
la Unión de Seguros, C. 'por A., también puesta en causa
han expuesto, al declarar su recurso ni posteriormente los
medios en que la fundan, conforme lo exige a pena de nu-
lidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; par lo que dichos recursos deben ser declarados
nulos y en consecuencia sólo se examinara el recurso del
prevenido recurrente;

Considerando, que la Corte a-qu mediante la ponde-
racilf de los cementes de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, para declarar
culpabk al prevenido, Pablo Julián Almánzar Villa, del
delito puesto a su cargo, dió por establecido lo siguiente:

que el 5 de agosto de 1975. se produjo un accidente de
tránsitg cuando el prevenido, al poner en marcha el jeep
placa Ño. 213-138, que estaba detenido en la calle Dr. Te-
jada Florentino, de la ciudad de Salcedo, lo hizo movien-
do la palanca de retroceso, y atropellando a Felipe Molina
Peralta, que estaba en ese memento detrás del vehículo;

que de resultas del accidente, el agraviado, sufrió fa
fractura del tercio medio del fémur derecho, curable en
120 días; ) que el accidente se debió al mover el chofer
la palancl, para retroceder cuando( su propósito era ini-
ciar la ma ha, y no cerciorárse de que detrás de su ve-
hículo hab una persona;

•
Considerando, qns los hechos así establecidos confi-

guran a cargo del pre venido recurrente, el delito de gol-
pes y heridas causadJ irnrn tariamente con el manejo
de un vehículo de motor, pnel. to por el artículo 49 de la
Ley 241 de 1967, sobre Tránsit' y Vehículos, y sancionado
por ese mismo texto legal, en	 letra c), con las penas de
6 meses a 2 años de prisión y 	 ulta de RDS100.00 a RD
RD$500.00, cuando la curación de las lesiones requieran 20
días o más, como sucedió en la► especie a la víctima, que
al condenar al prevenido recurrente a sufrir la pena de
seis meses de prisión correccional; acogiendo circunstan-
cias atenuantes, le aplicó una	 ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido causó daños y per-
juicios a Felipe Molina Peralta, constituido en parte ci-
vil, que evaluó en RD$2,000.00, que al condenar al preve-
nido juntamente con Luis Manuel Laureano Solorín, al
pago de esa suma, más los intereses legales a partir de la
demanda, a título de indemnización complementaria, la
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más los intereses legales de dicha indemnización comple-
mentaria; Sexto: Se condena al prevenido conjunta y sellida-
r : amente con su comitente y persona civilmente responSable,
Sr. Luis M. Laureano Solorín, al pago de las costas, civiles,
ordenando la distracción de las mismas a favcr del Dr. R.
B. Amaro, abogado, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte; Séptimo: Se declara la presente sentencia
en su aspecto civil común, oponible y ejecutoria a cla com-
pañía de seguros Unión de Seguros, C. por A., en virtud
de las leyes 4117 y 126 (sobre Seguros Privados). SEGUN-
DO: Pronunola el defecto contra el prevenido, por no ha.
ber comparecido, no obstante estar legalmente citado;
TERCERO: Modifica el ordinal Quinto de la sentencia
apelada en el aspecto de la indemnización acoeclada, y la
Corte, obrando por propia autoridad la fija en .a suma de
Dos mil pesos oro (RD$2,000.00).— CLIARTC,. Confirma
la sentencia apelada en sus demás aspectos; QTíNTO: Con-
dena al prevenido al pago de las colfas penales del presen-
te recurso; SEXTO: Condena al p!.2venida y a la persona
civilmente responsable al n'go d las costas civiles del
presente recurso de alza•sti y ordena su distracción en
provecho del Dr. R. Bien9 enido Amaro, quien afirma ha-
berlas avanzado en su m4ror parte.— SEPTIMO: Declara
la presente sentencia en	 aspecto civil, común, oponible
y ejecutoria contra la compañía aseguradora Unión de Se-
guros, C. por A., en virtud de la Ley No. 4117;

Considerando, que ni Luis Manuel Laureano Solorín,
persona puesta en causa como civilmente responsable, ni
la UnIón de Seguros, C. por A., también puesta en causa
han expuesto, al declarar su recurso ni posteriormente los
medios en que la fundan, conforme lo exige a pena de nu-
lidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; por lo que dichos recursos deben ser declarados
nulos y en consecuencia sólo se .examinara el recurso del
prevenido recurrente;

Considerando, que la Corte a-qu mediante la ponde-
k. 	 raci(lin de los cementes de juicio que fueron regularmente
R-	 administrados en la instrucción de la causa, para declarar

culpable al prevenido, Pablo Julián Almánzar Villa, del
delito puesto a su cargo, dió por establecido 10 siguiente:

que el 5 de agosto de 1975. se produjo un accidente de
tránsitq cuando el prevenido, al poner en marcha el jeep
placa Ño. 213-138, que estaba detenido en la calle Dr. Te-.
jada Florentino, de la ciudad de Salcedo, lo hizo movien-
do la palanca de retroceso, y atropellando a Felipe Molina
Peralta, que estaba en ese memento detrás del vehículo;

que de resultas del accidente, el agraviado, sufrió fa
fractura del tercio medio del fémur derecho, curable en
120 días;,) que el accidente se debió al mover el chofer
la palancs para retroceder cuando( su propósito era ini-
ciar la ma ha, y no cerciorárse de que detrás de su ve-
hículo hab una persona;

•
Considerando, qui los hechos así establecidos confi-

guran a cargo del prerenicio recurrente, el delito de gol-
pes y heridas causad‘h	 tariamente con cl manejo
de un vehículo de motor, preN. to por el artículo 49 de la
Ley 241 de 1967, sobre Tránsit y Vehículos, y sancionado
por ese mismo texto legal, en	 letra c), con las penas de
6 meses a 2 años de prisión y ulta de RD$100.00 a RD
RD$500.00, cuando la curación de las lesiones requieran 20
días o más, como sucedió en lalespeeie a la víctima, que
al condenar al prevenido recurrente a sufrir la pena de
seis meses de prisión correccional; acogiendo circunstan-
cias atenuantes, le aplicó una siición ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido causó daños y per-
juicios a Felipe Molina Peralta, constituido en parte ci-
vil, que evaluó en RD$2,000.00, que al condenar al preve-
nido juntamente con Luis Manuel Laureano Solorín, al
pago de esa suma, más los intereses legales a partir da la
demanda, a título de indemnización complementaria, la
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Corte a qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383
del Código Civil;	 P

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierno al interés del prevenido, la senten-
cia impugnada, no contiene vicio que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Admite como intert.tinien-
ie a Felipe Molina Peralta, en los recursos interpuestos
por Pablo Julián Almánzar Villa; Luis Manuel Laureano
Salorín, y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia de la, Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, dictada en sus atribuciones correccionales el 11 de
noviembre de 1976, cuyo dispositivo se ha copia49 en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Declara„ nulos los
recursos interpuestos por Luis Manuel Lauree m Salorín
y Unión de Seguros, C. por A.; y Tercero: Recilaza el re-
curso interpuesto por Pablo Julián :Almánzar Villa y lo
condena al pago de las costas penakIs y a él y á Luis Ma-
nuel Laureano Salorín, puestg , en t:ausa como civilmente
responsable, al pago de lassviles y las distrae en prove-
cho del Dr. R. Bienvenidol,Amaro, quien declara haberlas
avanzado en su mayor pay te, y las hace oponibles a la
Unión de Seguros, C. por ,A., dentro de .los términos de la
Pól iza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelle, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osv.ido Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ceneral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifieo.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal de Santiago, de fe-
sha 16 de enero de I97S.

Materia: Correccional.

Recurretles: Leonidas R. Santana, Erasmo Antonio Núñez y ta
Compañía de Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis Bircánn Rojas.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nor bre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, rc ularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Ay	 r, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M.	 'aren Pere ó, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdom;, Báez, Joaquín Hernández y Leon-
te Rafael Alburquerclu)	 o, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde ce	 ra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de 	 zmán, Distrito Nacional,
hoy día 14 de agosto del año 1 81, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restaur	 ión, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casactn interpuesto, conjunta-
mente, por Leonidas R. Santana, dominicano, mayor de
edad, soltero, chófer, cédula	 90298, serie 31, domici-
liado en la casa No. 16 de la callfi 5, de la Yaguita de Pas-
tor, de la ciudad de Santiago; Erasmo Antonio Núñez, do-
minicano, mayor de edad, domiciliado en la casa No. 13
de la calle Emilio Prud'homme, Bella Vista, de la dudad
de Santiago, y la Compañía Seguros Pepín, S. A., con su
domicilio social en la calle Restauración No. 122, de la ciu-
dad de Santiago, contra la sentencia dictada el 16 de ene-
ro del 1978, por la Cámara Penal del Juzgado de Primera
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Corte a qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383
del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierno al interés del prevenido, la senten-
cia impugnada, no contiene vicio que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Adrnite como intenvinien-
te a Felipe Molina Peralta, en los recursos interpuestos
por Pablo Julián Almánzar Villa; Luis Manuel Laureano
Salorín, y la Unión de Seguros, C. por A., contra la sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, dietada en sus atribuciones correccionales el 11 de
noviernbre de 1976, cuyo dispositivo se ha copialip en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Deckrz , nulos los
recursos interpuestos por Luis Manuel Laut'e rn Salorín
y Unión de Seguros, C. por A.; y Tercero: Rec.tiaza el re-
curso interpuesto por Pablo Julián iAlmánzar Villa y lo
condena al pago de las costas penaPS y a él y a Luis Ma-
nuel Laureano Salorín, puestn en ).;ausa como civilmente
respensabk, al pago de lassoviles y las distrae en prove-
cho del Dr. R. BienvenidolÁmaro, quien declara haberlas
avanzado en su mayor pa.te, y las hace oponibles a la
Unión de Seguros, C. por	 dentro de.los ténninos de la
POliza.

(FIRMADOS). — Néntor Contín Aybar, Fernando
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautlsta Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvado Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernandez Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario Ceneral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ks
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y
fué firrrtada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifito.— (Firmado): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DEL 1981

Scutencia impugnada: Tercera Cámara Pcnal dc Santiago, de fe-
sha 16 de enero de 197S.

Materia: Correccional.

Itecurra)tes: Lconidas R. Santana, Erasmo Antonio Núticz y la
Compañía de Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Luis Bircánn Rojas.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nor bre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, re ularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aytfr. Presidente; Francisco Elpidio I3eras, Joa-
quín M. ' 7arez Perk, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdom,, Bárez, Joaquín Hernández y Leon-
te Rafael AlburquerqV CS4jo, asistidos clel Secretario
Gencral, en la Sala donde cel 	 ra sus audiencias, en
ciudad de Santo Domingo de 	 zmán, Distrito Nacional,
hoy día 14 de agosto del año 1 81, años 138' de la Inde-
pendencia y 118' de la Restaur ión, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casacn interpuesto, corduntar
mente. por Leonidas R. Santana, dominicano, mayor de
edad, soltero, chófer, cédula Nit 90298, serie 31, domici-
liado cn la casa No. 16 de la callt 5, cle la Yaguita de Pas-
tor, de la ciudad de Santiago; Erasmo Antonio Núñez, do-
minicano, mayor de edad, domiciliado en la casa No. 13
de la calle Emilio Prud'homme, Bella Vista, de la e.udad
de Santiago, y la Compaiila Seguros Pepín, S. A., con su
domicilio social en la calk Restauración No. 122, de la ciu-
dad de Santiago, contra la sentencia dictada el 16 de ene-
ro del 1978, por la Cámara Penal del Juzgado de Primera
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Instancia del Distrito Judicial de Santdago, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura dcl rol;
Oído, en la lectura de sus conelusiones, al Dr. Luis A.

Bircánn Rojas, cédula No. 43324, scrie lra., abogado de
los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ceneral
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada
en la Secretaría de la Corte a-qtut, el 2 de febrero de 1978,
a requerimiento del Dr. Berto Veloz, en representación de
los recurrentes, en la eual no se propone ningún medio
determinado de casación;	 ..,‘

Visto el memorial de los reeurrentes, del;b8 de junio
del 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia„..'ilespués dt
liberado y visto el texto legal invc7ado por lcs
tes en su memorial, que se i -Jica }'nás adelante, y los ar-
títulos 49 de la Ley No.	 del 1967, de Tránsito y Ve-
hícuk)s, 1384 del Código COvil, 1 y 10 de la Lcy No. 4117,
del 1955, sobre Seguro 01:) .:igatorio de Vehiculos de Motor,
y 1 65 de la Ley sobre PiScedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los dozurnentos a que elfa se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el
18 de septiembre de 1978. ,,en la ciudad de Santiago, en el
que varias personas resullaron con leslones ccrporales, el
Juzgado de Paz de la Segunda Circuns.cripción del Muni-
cipio de Santiago, dictó una sentencia el 28 de enero de
1977, cuyo dispositivo se transm-ibe más ade l ante; b), que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo d:spositivo dice así: "PRIMERO: Que
debe declarar como en efecto declara el defecto contra el
nombrado Leonidas R. Santana, por no haber compareciclo

a la audiencia para la cual estaba legalmente citado;
UG:190: Que debe declarar como en efecto declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Joséis'Atelino Madera, a nombre y representación de Ca-
talina Morel y el Dr. Ramón Octavio Portela, a non/bre y
representación del prevenido y la Compañía de Seguros
Pepin,N.S. A., y la persona elvilmente responsable, por ha-
berlo 1.kcho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y
exigenclas del prozedimiento; 'fERCERO: Que debe con-
firmar como se confirma la sentencia anterior No. 114, de
fecha 28 de enero del 1977, dictada por el Juzgado de Paz
de la Segunda Circunscripción, cuyo dispositivo copiado
textualrnente dice así: PRIMERO: Que debe declarar, co-
mo en efçto declara al nombrado Lconidas R. Santana,
culpable d	 violar los artículos 49 a), 61 a), 65, 67, 31) y
73) de la	 cy 241, sobre tránsito de vehículos de motor,
en perjuich de los n brados Manuel Francisco Faria, Li-
lian Ma	 ado, Aur, Rodríguez y Catalina Morel, en
ocnsecuencia, lo debe („ondenar y condena al pago de una
multa de RD$25.00 vemticm: pesos oro), y costas; SE-
GUNDO: Que debe deelarar y 7lara regulares y válidos
en cuanto a las formas, las c4stituciones en parte civil
hecha por las nombradas Aura 4odriguez y Catalina Mo-
rel, en contra del nombrado Erasmo Antonio Núñez, por
haberse hecho en tiempo hábilyn cuanto al foncio, debe
condenar y condena al nombradt Erasmo Antonio Núñez
en su calidad de comitente del nombrado Leonidas R. San-
tana, al pago de las siguientes lindemnizaciones: La surna
de $500.00 (Quinientos pesos ort), a favor de la nombra-
da Aura Rodríguez; una indemnización a liquidar por es-
tado a favor de la señora Catalina Morel, como justa_s re-
paraciones por los daños y perjuicios recibidos por éstas
en el accidente de referencia; TERCERO: Que debe con-
denar y condena al nombrado Erasmo Antonio Níniez al
pago de los intereses legales de las sumas acordadas corno
indemnización prineipales y a título de indemnizaciones

haber de-• recurren-
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frInstancia del Distrito Judicial de Santdago, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiorves, al Dr. latds A.

Bircánn Rojas, cédulc No. 43324, scrie lra., abogado de
los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casacion, levarttada
en la Secretaría de la Corte a-qtta, el 2 de febrero de 1978,
a requerimiento del Dr. Berto Veloz, en representación de
los recurrentes, en la c.ual no se propone ningitn medio
determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del de junio
del 1979, suscrito por su abogado;	 t.

La Suprema Corte de Justicia,Idespués dt haber de-
liberado y visto el texto legal invc -lado por lcs . recurren-
tes en su memorial, que se Jica nás adelante, y los ar-
títulos 49 de la Ley No. çs del 1967, de Tránsito y Ve-
hículos, 1384 del Código 09-vil, 1 y 10 de la Lcy No. 4117,
del 1955, sobre Seguro Ob".igatorio de Vehiculos de Motor,
y 1 65 de la Ley sobre PtGcedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia irnpugnada, y en
los documentos a que dra se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido el
18 cie septicmbre de 1978. en la ciudad de Sanliago, en el
que varias personas resulearon con lesiones ccrporales, el
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Muni-
cipio de Santiago, dictó una sentencia el 28 de enero de
1977, cuyo dispositivo se transm-ibe más adelante; b), que
sobre los recursos interpuestos intervino la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo dice así: "PRIMERO: Que
debe declarar como en efecto declara el defecto contra el
nombrado Leonidas R. Santana, por no haber comparecido

a la audiencia para la cual estaba legalmente citado; SE-
UWSDO: Que debe declarar como en efecto declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpue.sto por el Dr.
José Poselino Madera, a nombre y representación de Ca-
talina Morel y el Dr. Ramán Octavio Portela, a nombre y
representación del prevenido y la Compañía de Seguros
Pepin,NS. A., y la persona ervilmente responsable, por ha-
berlo Itcho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y
exigenclas del procedimiento; TERCERO: Que debe con-
firmar como se confirma la sentencia anterior No. 114, de
fecha 28 de enero del 1977, dictada por el Juzgado de Paz
de la Segunda Cimunscripción, cuyo dispositivo copiado
textualmente dice así: PRINIERO: Que debe declarar, co-
mo en eft', to declara al nombrado Leonidas R. Santana,
culpable d	 violar los artículos 49 a), 61 a), 65, 67, 31) y

73) de la	 ey 241, sobre tránsito de vehículos de motor,
en perjuici	 de los rnçnbrados Manuel Francisco Faña, Li-
lian M	 ado, Aur, Rodríguez y Catalina Morel, en
oensecuencia, lo debe t,ondenar y condena al pago de una
multa de RD$25.00 iViÉintiera pesos oro), y costas; SE-
GUNDO: Que debe declarar y eclara regulares y válidos
en cuanto a las formas, las co stituciones en parte civil
hecha por las nombradas Aura 4odriguez y Catalina Mo-
rel, en contra del nombrado Erasmo Antonio Núiíez, por
haberse hecho en tiempo hábilyn cuanto al fondo, debe
condenar y conclena al nombradt Erasmo Antonio Núñez
en su calidad de comitente del nombrado Leonidas R. San-
tana, al pago de las siguientes Videmnizaciones: La stuna
de $500.00 (Quinientos pesos orb), a favor de la nombra-
da Aura Rodríguez; una indemnización a liquidar por es-
tado a favor de la señora Catalina Morel, como justas re-
paraciones por los daños y perjuicios recibidos por éstas
en el accidente de referencia; TERCERO: Que debe con-
denar y condena al nombrado Erasmo Antonio Núñez al
pago de los intereses legales de las sumas acordadas como
indemnización principales y a títalo de indemnizaciones
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suplementarias, a partir de las fechas de las dernandas en
Justicia; CUARTO: Que debe condenar y condena a' norn-
brado Erasmo Antonio Núñez, ,a1 pago de las costas civi-
les del procedimiento, distrayéndolas a favor de 'os Dres.
Manuel de Jesús Suánez y José Avelino Madera Fernán-
dez, abogados que afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad; QU1NTO: Que debe declarar y declara la presente
sentencia, común, oponible y ejecutable a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., en lo que respecta a la senora Ca-
talina Morel, en su caiidad de aseguradora de la respon-
sabilidad civil del nombrado Erasmo Antonio Núñez;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
momorial los siguient,es medios de casación; rritner Me-
dio: Violación del artículo 141 del Código de 7 rocedimicn-
to Civil al no consignar la sentencia las coriosiones cle
los recurrentes,y la publicidad del pronuncial niento de la
sentencia; Segundo Medio: Falta ,Je motivc; y motivos
crrados sobre diversos hechos;

Con.siderando, que lovr:ecuryentes alegan en el pri-
mer medio de su memonell, en síntesis, lo siguiente: "Que
de acuerdo con el artícull, 141 del Código de Procedimien-
to Civil, la scntencia dee contener una relación comple-
ta de los hechos y de tos procedimientos, consignar las
conclusiones de las partes, los motivos y el dispositivo;
que la sentencia impugt.acla no contibene las conclusiones
de las parte_s, como puede apreciarse por su simple lectu-
ra; que se limite a enunciar el nombre de los abogados que
postularon por las partvs y señalar que fueron oídos en
sus conclusiones; que tampoco se expresa en la sentencia
que ésta fué dictada en aucliencia pública, lo que es a pena
de nulidad; pero,

Considerando, que a pesar de que en cl aeta de au-
diencia correspondiente se hace constar que el Dr. José 911
Fernandez Rosario compareció a la mIsma en representa-
ción del Dr. Ambiorix Díaz Estrella, abogado Leonidas

Santana y Seguros Pepín, S. A., y que en la rnisrna no
conktan las .conclusiones de este ab3gado, los recurrentes
no fian hecho la prueba de que el referido abogado conolu-
yera tn la audiencia; que. contrariamente a lo alegado por
los recurrentes, al pié de la copia certificada de la sen-
tencia impugnada, depositada en el expediente, consta que
ella fve dada y firmada por el Juez de Primera Instancia
en attiiencia pública en la misma fecha que figura en la
sententia; que, por tanto, el primer mecilo clel recur:o
carece de fundamento y dcbc ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio, los recurren-
tes alegan en síntesis, lo siguiente: "Que la sentencia im-
pugnadvarece de motivos y dá motivos errados sobre di-
versos h hos; que, en ella no se establece el motivo por
eL cual e onductor Leonidas Santana se desvió de su tra-
yecto, si e trataba de algún desperfe-.:to inesperado del
vchículo, si fué bjpqueado por otro vehículo; ni se dice
cómo s roboó qu venía a una velocidad excesiva, ni
tampo se estableci.»que Catalina Morel era la propieta-
ria de la pared destrída;'çs no es cierto, corno se afir-
ma en 01 fallo impugnado qt los recurrentes no negaran
ni discutieron la propiedad dv vehízulo; pero,

Considerando, que en lai sentencia impugnada, me-
diante la ponderación de los efementos de juicio regular-
mente administrados en la instirucción de la causa, se dá
por establecido lo siguiente: a)Yuc el 13 de agosto de 1976,
mientras Leonidas R. Santana conducía el automóvil pla-
ca No. 209-997, propiedad depasmo Antomo Rodríguez,
con Póliza No. A-13914-S, de	 Seguros Pepin, S. A., por
la Avenida Imbert, de la ciudad de Santiago, perdió el con-
trol de su vehículo y se estrelló contra la pareo de la casa
No. 99 de dicha Avenida, propiedad de Catalina Morel, y
la destruyó en parte; b), que el accidente se ciebió a que
el prevenido, I.eonidas R. Santana conducía su vehícuto,
en el momento en que ocurrió el accidente, i una veloci-
dad por encima de la que permite la Ley Nr). 241, en la
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frsuplernentarias, a partir de las fechas de las demandas en
Justicia; CUARTO: Que debe condenar y condena a' nom-
brado Erasmo Antonio Núriez, ,a1 pago de las costas civi-
les del procedimiento, distrayéndolas a favor de 'os Dres.
Manuel de Jesús Suárez y .José Avelino Madc .ra Fernán-
(lez, abogados que afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad; QUINTO: Que debe declarar y declara la presente
sentencia, común, oponible y ejeeutable a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., en lo que respeeta a la senora Ca-
talina Morel, en su caiidad de aseguradora de la respon-
abilidad civil del nombrado Erasmo Antonio Núriez;

Considerando, qu,e los recurrentes propenen en su
memorial los siguientes medios de casación; Primer Me-
dio; Violación clel at-tículo 141 del Código de 1 rocedimien-
to Civil al no consignar la sentencia las evrillusiones de
los recurrentes,y la publicidad del pronuncia: niento de
sentencia; Segundo Medio: Falta ,de motivt; y motivos
errados sobre diversos hechos; ( 	 ‘,I.

Considerando, que lov,:ecurrentes alegan en el pri-
mer medio de su memon111, en síntesis, lo siguiente: "Que
de acuerdo con el artículh 141 del Código de Procedimien-
to Civil, la sentencia de-Ge contener una relación comple-
ta de los hechos y de los procedimientos, consignar las
conclusiones de las partes, los motivos y el dispositivo;
que la sentencia impuglada no contiene las conclusiones
cle las partes, como puede apreciarse por su simple lectu-
ra; que se limite a enunciar el nombre de los abogados que
postularon por la.s pars y señalar que fueron oídos en
sus conclusiones; que tampoco se expresa en la sentencia
que ésta fué dictada en audiencia pública, lo que es a pena
de nulidad; pero,

Considerando, que a pesar de que en el aeta de au-
diencia carrespondiente se hace constar que el Dr. José
Fernández Rosario compareció a la m:sma cn representa-
ción del Dr. Ambiorix Díaz EstrelLa, abogado Leonidas

Santana y Seguros Pepín, S. A., y que en la misma no
conaktan las eonclusiones de este abagado, los recurrentes
no fian hecho la prueba de que el referido abogado concht-
yera fín la audiencia; que, contrariamente a lo alegado por
los recurrentes, al pié de la copia certificada de la sen-
tencia impugnada, depositada en el expediente, cortsta que
ella fwé dada y firmada por el Juez de Primera lnstancia
en aulieneja pública en la misma fecha que figura en la
sententia; que, por tanto, el primer medio del recuno
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio, los recurren-
te,s alegan en stntesis, lo siguieríte: "Que la sentencia im-
pugnadvarece de motivos y dá motivos errados sobre di-
venos h i hos; que, en ella no se establece el motivo por
el cual ei onductor Leonidas Santana se desvió de su tra-
y-ecto, Sl e trataba de algún desperfozto inesperado del
vehículo, si fué b oqueado por otro vehículo: ni se dice1/2
cómo s roboó qu venía a una velocidad excesiva, ni
ta:npo se establecia ! que Catalina Morel era la propieta-
ria de la pared destrolída; •cr,, - no es cierto, como se afir-
ma en el fallo impugnado qdj los recurrentes no negarGn
ni discutieron la propiedad d4 vehlzulo; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada, me-
diante la ponderación de los ellementos de hucio regular-
tnente administrados en la in4ruceión de la causa, se dá
por establecido lo siguiente: al Xue el 13 de agosto de 1976,
mientras Leonidas R. Santana condttcía el automóvil pla-
ca No. 209-997, propiedad deprasmo Antonto Rodríguez,
con Paza No. A-13914-S, de le. Seguros Pepín, S. A., por
la Avenida Imbert, de la ciudad de Santiago, perdió el con-
trol de su vehículo y se estrelló contra la pared de la casa
No. 90 de dicha Avenida, propiedad de Catalina Morel, y
la destruyó en parte; b), que el accidente se debió a que
el prevenido, Leonidas R. Santana conducía su vehícu"so,
en el momento en que ocurrió el accidente, a una veloci-
dad por eneitna de la que permite la Ley Na. 241, en la
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zona urbana, y, además, por la forma descuidada en que
manejó el vehículo, poniendo en peligro vidas y proMda-
des; c) que en el accidente result.ron, tanto el prevenido
como tres personas que venían en el referido autamóvil,
con golps diversos, que curaron antes d,e diez días;

Considerando, que para Ilegar a esa conclusión. el
Juez ta-quo se basó, según consta en la sentencia inpugna-
da, en las declaraciones prestadas por el pteverlido, la
agraviada Aura Rodríguez, y también en los documentos
del expediente y demás circunstancias del proeeso; que,
por lo precedentemente expuesto y por el cxamen de la
sentencia impugnada se comprende que la misma contiene
motivos suficientes y pertinentes, y una relación comple-
ta de los hechos de la causa, que han permit.ido •r la Supre-
rna Corte de Justicia verificar que en ella sic ha hecho
una correcta aplicación de la Ley; que, por ténto, el
gundo y último medio del recurso ro.rec. e de tundamento
y debe ser desest.imado;

.Considerando, que los hrrhos si establecidos por la
Cámara a-qua, configurann delito de golpes y heridas,
por imprudencia, previstoOpor el artículo 49 de la Ley
No. 241 del 1967, de Trán.9:10 y Vehízulos, y sancionada en
la letra a) de este texto hgal con las penas ée 6 días a
rneses do prisión y multa de RD$6.00 a RD$180.00, si el
accidente produjera al lee!onado una enfermedad o impo-
sibilidad de dedicarse al trabajo por un tietnpa menor de
diez días, como ocurriet en la especie; que, en consecuen-

la Cámara Penal a-qtéú, al condenar al prevenido re-
eurrente a pagar una multa de RD$25.00, sanción aplicada
por el Juez a-quo, sin acoger circunstancias atenuantes,
procedió correctamente, ya que el Juez del Segundo Gra-
do no podía modificarla en ausencia de una apelación del
Ministerio Público;

Considerando, que, asíraismo, la Cárnara a-quo dió
por establecido que el hecho del prevenido había ocasio-
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nado a Aura Rodríguez. constituída en parte civil, dafios
y pt-juicios materiales y morales, que evaluó , en la suma
de R0S500.00, y a Catalina Morel, constituída también .en
parte ivil, daños materiales a justificar por cstado; que
al aplicar a Erasmo Antonio Núfiez, persona puesta en cau-
sa como civilmente responsable de 	 esas condenaciones,
más lo: intereses legales, a partir de la demanda, a tátulo
de indemnización, la Cámara a-qua hizo tma cot-recta apli-
cación el artículo 1384 del Código Civil; y- al hacer opo-
nible la referida sentencia a la Seguros Pepín, S. A., en
lo que respeeta a Catalina Morel, hizo también una correc-
ta aplicación de los artículos I y 10 de b Ley No. 4117,
del 1955 sobre Seguro Obligatorto de Vehículos de Motor;

Consleerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentenci impugnada, en lo que concierne al prevenido,
no contientdi vicio alguno que justifique su casvción;

Por ta ; es motivg, Primero: Rechaza los rectusos de
easaciótt-ídierpuestos pr Leonidas R. Santana, Erasmo An-
tonio Núriez y la Seguros Felín, S. A., contra la senten-
cia dictada por la Tercera CáNatra Penal dcl Juzgado de
I'rimera Instancia del DIstrito 	 de Santiago, en sus
atribuciones correccionales, el	 de enero clel 1978, cuyo
dispositivo e ha copiado en p.4%te anterior del presente
fallo.-- Segundo: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas penales.	 (1.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Fleras, Joaquín M. Alvartz Perelló, Juan Bautista
Roias Almánzar, Felipe Osvald& Perdomo Bitez, Joaquín
Hernández Espaillat, Leonte Ftafael Alburquerque Casti-
llo.— .Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
seriores Jueces que figuran en su encabezarniento, en la
aucliencia pública del día, mes y afio, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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zona urbana, y, además, por la forma descuidada en que
manejó el vehículo, poniendo en peligro vidas y prop;ecia-
des; c) que en el accidente resultron, tanto 	 prevenido
como tres personas que venían en el referido autgmóvil,
con golps diversos, qtte curaron antes de diez días;

Considerando, que para Ilegar a esa conclusión, el
Juez a-qtto se basó, según consta en la sentencia inkugna-
da, en las declaraciones prestadas por el pleveztido, la
agraviada Aura Rodríguez, y también en los documentos
del expediente y demás cireunstancias del proceso; que,
por lo precedentemente expuesto y por el cxamen de la
sentencia impugnada se comprende que la misma contiene
motivos suficientes y pertinentes, y una relacióp comple-
ta de los hechos de la causa, que han permitido r la Supre-
ma Corte de Justicia verificar que en ella sir ha heato
una correcta aplicación de la Ley; que, por ti cnto, el se-
gundo y último medio del recurso ctrece dc tundamento
y debe ser desestimado;

'Considerando, que los Inhos •Stsí establecidos por la
Cámara a-qua, configuran an delito de golpes y heridas,
por imprudencia, previstApor el artículo 49 de la Ley
No. 241 del 1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionada en
la letra a) de este texto hgal con las penas de 6 días a 6
meses 4 prisión y multa de RD$6.00 a RD$180.00, si el
accidente produjera al lOonado una enfertne(3ad o impo-
sibilidad de dedicarse al trabajo por un ticmpo menor de
diez días, como ocurrió en la especie; que, en consecuen-
eia, la Cámara Penal a-m2ra, al condenar al nrevenido re-
currente a pagar una multa de RD$25.00, sanción aplicada
por el Juez a-quo, sin acoger circunstancias atenuantes,
procedió correctamente, ya que el Juez del Segundo Gra-
do no podía modificarla en ausencia de una apelación del
Ministerio Público;

Considerando, que, asímismo. la Cárnara a-quo dió
por establecido que el hecho del prevenido había ocasio-

nado a Aura Rodríguez. constituída en parte civil, daños
y pZ. -juicios materiales y morales, que evaluó•en la suma
de R0$500.00, y a Catalina Morel, constituída también en
parte ivil, daños materiales a justificar por cstado; que
al aplicar a Erasmo Antonio Núfíez, persona puesta en cau-
sa como civilmente responsable de esas condenaciones,
más lo: intereses legales, a partir de la demanda, a título
de indélmnización, la Cámara a-qua hizo una correeta apli-
cación bel artículo 1384 del Código C,ivil; y al hacer opo-
nible /a referida sentencia a la Seguros Pepín, S. A., en
lo que respecta a Catalina Morel, hizo también una correc-
ta aplicación de los artículos 1 y 10 de la Le y No. 4117,
del 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Cons:terando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencii. impugnada, en lo que concierne al prevenido,
no contiendivicio alguno que justifique su casoción;

Por ta ; es motivb Primero: Rechaza los rc-cursos de
casación tterpuestos pr Leonidas R. Santana, Erasmo An-
tonio Núiíez y la Seguros P.enin, S. A., contra la senten-
cia dictada por la Tercera Cá3atra Penal dcl Juzgado de
l'rimera Instancia del D!strito idieial de Santiago, en sus
atribuciones correccionales, el 1k 6 de enero del 1978, cuyo
dispositivo se ha copiado en pd4,te anterior ciel presente
fallo.-- Segundo: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas penales.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio F3eras, Joaquín M. Alvartz Perelló, Juan Bautista
Roias Almánzar, Felipe Osvala Perdomo Bitez, Joaquín
Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo F., Seeretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jtteces que figuran en su encabezarniento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secnetario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jae.obo F.
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Cámora de Traba jo del Distrito yacional,

de fecha 10 de marzo de 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Luis Felipe Thompson,
Ahigado: Dr. Rafael Vidal Espinosa.

Recurrido: Ingenio Boca Chica.
,. bagado: Dr. Pedro José Marte M.

g
Dios, Patria y Libertad,	 e,
República Dominicana.	 c

o	 3
En Nombre de la Repúblicall la Supret et Corte de

Justicia, regularmente constituídk por los Juec .s Néstor
Contín Aybar, PresidenteriMantkl. A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; fOrancisco Elpidio Beras, Joaquín

rtM. Alvasez Perelle, Jua , Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, dt aquin L. Hernández y Leonte R.

Alburquerque Castillo, rasistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de
Santo Domingo de Guztán, Distrito Nacional, hoy día 14
del mes de Agosto del ano 1/981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' re la Resjuraoió n, dicta en audiencia públi-
ca como Corte de Cas én, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de Casación interpuesto por Luis Fe-
lipe Thompson, dominicano, mayor de edad, soltero, cédu-
la No. 46558, serie primera, domiciliado en la calle Juan
de Morfa No. 93, altos, de esta ciudad, contra la sentencia
dictada el 10 de marzo de 1978, por la Cámara de Trabajo ...?5
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Pedro José Marte M., cédula No. 8066,

serie 8, abogado del recurrido, en la lectura de sus con-
clusio'hes; recurrido que es el Ingenio Boca Chica, iuris-
dicción del Distrito Nacional, con personalidad jurídica
conforme a la Ley No. 7 de 1966;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la «epública;

Visto el memorial del recurrente, del '2 de octubre de
1978, suscrito por su abogado el Dr. Rafael A. Vidal Es-
pinosa, cédula No. 14486, serie primera, con el medio úni-
co de casación que se indica más adelante;

Vist/ el memorial del recurrido, del 21 de diciembre
de 1978, itscrito por su abogado, ya nambrado;

auto dictado en fecha 11 de agcsto del año
1981, pof el Presictilte de la Suprema Carte de Justicia,
por rorcSió del cual llama a los Magistrados Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manee A. Amiama y Joaquín M. Al-
varez Perelló, Jueces de estla Tt :ibunal, para integrar la
Suprema Corte de Justicia, e 1 la deliberación y fallo del
recurso de casación de que sektrata, de conformidad con
las Leyes Nos. 684 de 1934 y :•126 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de'
liberado y vistos los textos legáles invocados por el recu-,rrente, que	 mencionan mas adelante, y los artículos 1
y 65 de la Ley sobre Procedin-Onto de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos del expediente a que ella se refiere, consta lo
siguiente: a) que con motivo de una reclamación laboral
que no pudo ser conciliada y de la demanda subsiguiente,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó
el 5 de marzo de 1976 una sentencia con el siguiente chis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara carente de jus-
ta causa el despido operado por el Ingenio Boca Chica con-
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SENTENCI A DE FECHA 14 DE AGOSTO DEL 1981
<1.

Sentencia impugnada: Cámora de Trabajo del Distrito yacional,
de fecha 10 de marzo de 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Luis Felipe Thompsom
Abigado: Dr. Rafael Vidal Espinosa.

Recurrido: Ingenio Boca Chica.
bagado • rn• Pedro José Marte M.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

 i
En Nombre de la República0 la Suprei -t Corte de

Justicia, regularmente constituídái por los J uec s Néstor
Contín Aybar, Presidenterllan$ A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente;Itrancisco Elpidio I3eras, Joaquín
M. Alvasez Perello, Juat Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, 	 aquín L. Hernández y Leonte R.

Alburquerque Castillo,	 'stidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de
Santo Domingo de Guztán, Distrito Nacional, hcy día 14
del mes de Agosto del año 4981, años 138' de la Indepen-
dencia y 118' re la Resuraelón, dicta en audiencia públi-t
ca como Corte de CasaA ón, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de Casación interpuesto por Luis Fe-
lipe Thompson, dominicano, mayor de edad, sracro, cédu-
la No. 46558, serie primera, domiciliado en la calle Juan
de Morfa No. 93, altos, de esta ciudad, contra la sentencia
dictada el 10 de marzo de 1978, por la Cámara de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Pedro José Marte M., cédula No. 8066,

serie 8, abogado del recurrido, en la lectura de sus con-
clusidines; recurrido que es el Ingenio Boca Chica, juris-
dicción del Distrito Nacional, con personalidad jurídica
conforme a la Ley No. 7 de 1966;

(do el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, del 2 de octubre de
1978, suscrito por su abogado el Dr. Rafael A. Vidal Es-
pinosa, cédula No. 14486, serie primera, con el medio úni-
co de casación que se indica más adelante;r.

Vistq el memorial del recurrido, del 21 de diciembre
de 1978, liscrito por su abogado, ya nombrado;

Vistohel auto dictado en fecha 11 de agesto del año
1981, pqr; el Presidg-tte de la Suprema Corte de Justicia,
por nrelló del cual 1.1ama a los Magistrados Fernando E.
Ravelo de la Fuente, ManueL.A. Amiama y Joaquín M. Al-
varez Perelló, Jueces de esQa Tribunal, para integrar la
Suprema Corte de Justicia, e 1 la deliberación y fallo del
recurso de casación de que seutrata, de conformidad con
las Leyes Nos. 684 de 1934 y r126 de 1935;

La Suprema Corte de Juiticia, después de haber de•
liberado y vistos los textos legaIes invocados por el recu-
rrente, que	 mencionan más ladelante, y los articulos 1
y 65 de la Ley sobre Procedin‘'aento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos del expediente a que ella se refiere, consta lo
siguiente: a) que con motivo de una reclamación laboral
que no pudo ser conciliada y de la demanda subsiguiente,
el Juzgado de Paz de Trabajo dei Distrito Nacional dictó
el 5 de marzo de 1976 una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara carente de jus-
ta causa el despido operado por el Ingenio Boca Chica con-
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tra el reclamante Luis Felipe Thompson, y cn consecuen-
cia se condena al Ingenio Boca Chica a pagar al recle.nan-
te Luis Felipe Thompson las prestaciones siguientes: 24
días de preaviso, 60 días de cesantía, 2 semanas cw vaca-
ciones, la Proporción de Bonificación, la Proporción de la
Regalia Pascual, el beneficio señalado en lr segunda par-
te del artículo 21 del Pacto Colectivo de Cendicic aes de
Trabajo vigente en la Empresa, y más tres (3) meses de
salarios por aplicación del original 3ro. del Art. 84 del
Código de Trabajo, todo a base de un salario de RD$200.00
mensuales, y deduciendo del valor a que puedan ascen-
der las prestaciones antes mencionadas, la suma de RD$
362.00, que él admite haya recibido de la empresa demanda-
da al título de avance a liquidación; SEGUND ): Se con-
dena al Ingenio Boca Chica al pago de las co as y se or-
dena la distracción de las mismas en favor de Dr. Rafael
A. Vidal Espinosa, quien afirma haberlas ava zado en su
totalidad; b) que sobre apelación c kl Ingenio n—oca Chica
intervino el 10 de marzo de 1978 la sentencia aSiora im-
pugnada en casación, cuyprgsposirvo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regttrtr y válido, tanto en la forma
como en el fondo el reculo de apelación interpuesto por
el Ingenio Boca Chica, entra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 5 de mar-
zo de 1976, dictada en favor de Luis Felipe Thompson, cu-
yo dispositivo ha sido criado en parte anterior de esta
misma sentencia y como Consecuencia, revoca en todas sus
partes dicha sentencia i bzpugnada; SEGUNDO: Declara
prescripta la acción incordia por el reclamante, Luis Felipe
Thompson, iontra Ingenio Boca Chica, por haberlo hecho
fuera del plazo elgal; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe, señor Luis Felipe Thompson, al pago de las cos-
tas del procedimiento de ambas instancias, cte conformi-
dad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho de los Dres. Lic. Rafael Albur-
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querque y J. E. Hernández Machado y Lic. Zoilo Núñez,
quilnes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

nsiderando, que contra la sentencia que impugna,
el recu ente Thompson propone el siguiente Medio Uni-
co: Violación a los artículos 658, 659 y 660 dei Código de
Trabat por falsa aplicación; Falta de base legal;

Cobsiderando, que en apoyo de su medio único de
casaciói, el recurrente expresa y alega, en cintesis, que
él fui objeto de un desahucio por parte del Ingenio Boca
Chica, el 23 de octubre de 1974 y que fué el 26 de sep-
tiembre de 1975, cuando el Ingenio le pagó el desahuicio;
pero que, al no pagarle lo que el recurrente estima que
le faltaba! presentó su querella y luego su demanda, por
la diferen	 de salario que le faltaba, según el Pacto de
Trabajo pe, el cual se regía su relación con la empresa;
que la liq	 ación, incompleta, ocurrió ol 26 de septiem-
bre de 19 ; que er•• pues desde esa fecha cómo debía
contarsty,1 plazo para- su acción, que ejerció en tiempo
oportuno; pero, 	 •

Considerando, que la Cám a a-qua, mediante prueba
que hizo el Ingenio Boca ChicE( lo que hizo dicha empre-
sa el 23 de octubre de 1974 no ‘i ié desahuicio al ahora re-
currente Thompson, sino despedirlo por faltas cometidas;
que en tales condiciones, la Címara a-qua no ha ineu-i
rrido en las violaciones denunciadas por el recurrente,
puesto que si el despido ocurrió . 1 23 de octubre de 1974,
su querella del 8 de octubre de 1975 se produjo más allá
del término de dos meses que fila la ley para prestar las
reclamaciones labores, por despido;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Luis Felipe Thompson, contra la
sentencia dictada el 10 de marzo de 1978 por la Cámara
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente

1
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tra el reclamante Luis Felipe Thompson, y cn consecuen-
cia se condena al Ingenio Boca Chica a pagar al reelz nan-
te Luis Felipe Thompson las prestaciones siguientes: 24
días de preaviso, 60 días de cesantía, 2 semanas de vaca-
ciones, la Proporción de Bonificación, la Proporc i ón de la
Regalía Pascual, el beneficio señalado en Ir, segunda par-
te del artículo 21 del Pacto Colectivo de Cendicic nes de
Trabajo vigente on la Empresa, y más tres (3) nkeses de
salarios por aplicación del original 3ro. del Art. 84 del
Código de Trabajo, todo a base de un salario de RD$200.00
mensuales, y deduciendo del valor a que puedan ascen-
der las prestaciones antes mencionadas, la suma de RD$
362.00, que él admite haya recibido de la empresa demanda-
da al título de avance a liquidación; SEGUNO Se con-
dena al Ingenio Boca Chica al pago de las coy as y se or-
dena la distracción de las mismas en favar de Dr. Rafael
A. Vidal Espinosa, quien afirma ha, herlas ava zado en su
totalidad; b) que sobre apelación (121 Ingenio `roca Chica
intervino el 10 de mano de 1978 la sentencia as.ora im-
pugnada en casación, cuyvirsposilvo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regultr y válido, tanto en la forma
corno en el fondo el rectnE,-0 de apelación interpuesto por
el Ingenio Boca Chica, contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 5 de mar-
zo de 1976, dictada en fayor de Luis Felipe Thompson, cu-
yo dispositivo ha sido el¿Piado en parte anterior de esta
misma sentencia y como bonsecuencia, revoca cn todas sus
partes dicha sentencia iimpugnada; SEGUNDO: Declara
prescripta la acción incoraa por el reclamante, Luis Felipe
Thompson, iontra Ingenio Boca Chica, por haberlo hecho
fuera del plazo elgal; TERCERO: Condena a la parte que
sucumbe, señor Luis Felipe Thompson, al pago de las cos-
tas del procedimiento de ambas instancias, de conformi-
dad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho de los Dres. Lic. Rafael Albur-
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querque y J. E. Hernández Machado y Lic. Zoilo Núñez,
quiltes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

Censiderando, que contra la sentencia que impugna,
el recurrente Thompson propone el siguiente Medio Uni-
co: Violación a los artículos 658, 659 y 660 dei Código de
Trabajo, por falsa aplicación; Falta de base legal;

Copsiderando, que en apoyo de su medio único de
easacia el recurrente expresa y alega, en cintesis, que
él fué objeto de un desahucio por parte del Ingenio Boca
Chica, el 23 de octubre de 1974 y que fué el 26 de sep-
tiembre de 1975, cuando el Ingenio le pagó el desahuicio;
pero que, al no pagarle lo que el recurrente estima que
le faltabal presentó su querella y luego su demanda, por
la diferen	 de salario que le faltaba, según el Pacto de
Trabajo pcs, el cual se regía su relación con la empresa;
que la liq	 ación, incompleta, ocurrió ol 26 de septiem-
bre de 19— ; que er pues desde esa fecha cómo debía
conta	 plazo para• su acción, que ejerció en tiempo
oportuno; pero,	 •

Considerando, que la Came a a-qua, mediante prueba
que hizo el Ingenio Boca Chie4 lo que hizo dicha empre-
sa el 23 de octubre de 1974 no i ié desahuicio al ahora re-
currente Thompson, sino despedirlo por faltas cometidas;
que en tales condiciones, la Cmara a-qua no ha incu--
rrido en las violaciones denunciadas por ci recurrente,

1

puesto que si el despido ocurrió 1 23 de octubre de 1974,
su querella del 8 de octubre de 1975se produjo más allá
del término de dos meses que fía la ley para prestar las
reclamaciones labores, por despido;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Luis Felipe Thornosen, contra la
sentencia dictada el 10 de marzo de 1978 por la Cámara
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente



al pago de las costas, y las distrae en provecho del Dr. Pe-
dro José Marte, abogado del recurrido, quien afirma- es-
tarlas avanzando en su totalidad. •

(FIRMADOS1. — Nestor Contin Aybar, Fernatido E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautisla Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joac aín L.
Hernández. Espaillat, Leonte R. Alburquerque Cast'llo. —
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y

firmada, leída y publicada por mí, Se.cretalio Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F. /

o
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SENTENC1A DE FECI1A 17 DE AGOSTO DEL 1981

Sententia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
Acecha 3 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recturele: Rafacl A. Reyes Jiménez.
Ahogadost. Dr. Rafael Osorio Reyes, por sí, y

Ruiz.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En No,: bre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, re,	 armente constituida por los Jueces Néstor
Contín Ay	 , Presidete; Fernando R. Rava:o de la Fuen-
te, Primer	 stituto (1.:, Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joa4.4 M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Herindet y• paililit, Leonte R. Albur-)
querque C., asistidos del Secret rio General, en ]a Sala
donde celebra sus audiencias, e la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nació al, hoy día 17 del mes do
agosto de 1981, años 138' de la Irttlependencia y 119' dz la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia: '

Sobre el recurso de casaci Sn interpuesto por Rafael A.
lzReyes Jiménez, dominicano, may. r de edad, soltero, con

cédula de identificación personal o. 166598. serie prime-
ra, contra sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha
3 de diciembre del año 1977, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: PRIMERO: Declara inadmisible por tardio, el recur
so de apelación interpuesto por el Magistrado Procurador
Fiscal del Distrito Nacional, en fecha 23 de diciembre de
1974. SEGUNDO: Admite como regular y válido en cuan

Por el Dr. Víctor

1
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al pago de las costas, y las distrae en provecho del Dr. Pe-
dro José Marte, abogado del recurrido, quien afirma: es-,
tarlas avanzando en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautisa Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joareuín L.

Hernández. Espaillat, Leonte R. Alburquerque 	 —

Miguel Jacobo F., Secretario General.
La presente sentenela ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
lué firmada, leída y publicada por mí, Secreta. lo Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F. a;

01)
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1981

Sentenlia impugnado: Corte de Apelación de Santo Domingo,
'echa 3 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Rafael A. Reyes Jiménez.
Abogadod Dr. Rafael Osorio Reyes, por si. y por el Dr. Victor

Ruiz.

Dios, Patria y Libertad,
1
	 República Dominicana.

En Noi:. bre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, ret: armante constituida por los Jueces Néstor
Contín Ayb Presidente; Fernando R. Ravzio de la Fuen-
te, Primer,..,, stituto ciik Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joati.gin M. Alvarez Porelló, Felipe Osvaldo Perdomo
Báez, Joaquín L. Herrrdet, Espailint, Leonte R. Albur-
querque C., asistidos del Secrea rio General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, e la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacia 1, hoy día 17 del mes do
agosto de 1981, años 138' de la IriVependencia y 119' di la
Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte do
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casaci ein interpuesto por Rafael A.
iReyes Jiménez, dominicano, may tr de edad, soltero, con

cédula de identificación personal o. 166598. serie prime-
ra, contra sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por la Cortc. de Apelación de Santo Domingo, en fecha
3 de diciembre del año 1977, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: PRIMERO: Declara inadmisible por tardio, el recur•
so de apelación interpuesto por el Magistrado Procurador
Fiscal del Distrito Nacional, en fecha 23 de diciembre de
1974. SEGUNDO: Admite como regular y válido en cuan
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to a la forma el recurso de apelación interpuesto por los
Dres. Víctor E. Ruiz y Rafael Osorio Reyes, en fech. 10
de diciembre de 1974, contra sentencia de fecha 2 ue di-
ciembre de 1974, dictada por la Sexta Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Se de-
clara al nombrado Rafael Antonio Reyes Jiménez culpa
ble de violar la Ley 241, en consecuencia se con lena al
pago de una multa de Treinta pesos oro (RD830.00 y ces-
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Se declara al nombrado Luis Fermín Mena,
culpable de violar la Ley 241, y en consecuencia se descar-
ga por no haber viciado ninguna falta enumeradas en di-
cha Ley, y deberse el accidente a una falta única y exclu-
siva de Rafael Antonio Reyes Jiménez; TERC7RO: Se
clara buena y válida en cuanto a la forma la :onstitución
en parte civil intentada por Rafael Antonio leyes Jimé-
nez, en cuanto a Luis Fermín Me a, por ha "rías hecho
de acuerdo a las disposiciones legales, en censt Jencia y
en cuanto al fondo se rec ha..a po- improcedentes y mal
fundada; Por haberlo he no de conformidad con la Ley;
SEGUNDO: En cuanto al fondo, se confirma en todas sus
partes la sentencia apelat'a. TERCERO: Condena al preve-
nido al pago de 'las cost s penales.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen chl Magistrado Procurador General
de la Repúbilica;

Oído el Dr. Rafael Jsorio Reyes, por sí, y por el Dr.
Víctor E. Ruiz, abogado del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 3 de noviembre
del año 1976, a requerimiento del Dr. Rafael Osorio Reyes,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 18474, serie 48, por sí y por el Dr. Víctor
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F. Ruiz, dominicano, mayor de edad, con cédula de identi-
fica%ón personal No. 8163, serie 10, en la cual no se pro-
pone iningún medio determinado de casación;

ato el memorial de casación del recurrente suscrito
por sus abogados Dr. Rafael Osorio Reyes y Dr. Víctor F.
Ruiz, tn la fecha 16 de enero del año 1981;

Lai Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberad5 y vistos los artículos 195 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y 1, 20, 21 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo impugnado,
pone de snanifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual caree	 no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Consli	 rando, que los Jueces de fondo están en la

obligaciópt 	 e motiva- sus sentencias y en materia repre-
siva, d	 enunciar los hechos que resulten de la ins-
trucción y además,	 esos hechos en relación con
el texto de la Ley anal api:Va; que al no precisar la
sentencia impugnada los hechl y estar carentes de mo-
tivos, la Suprema Corte de Ju'kticia, está en la imposibili-
dad al ejercer su poder de co',3trol, de decidir si la Ley
ha sido bien o mal aplicada; 	 que procede la casación
del fallo impugnado;

Considerando, que cuando )na sentencia fuere casada
por falta o insuficiencia de mo ivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, PRIME 0: Casa la sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 3 de diciembre del año
1977, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, en las mismas atri-
buciones, y Segundo: Compensa las costas entre las partes.
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to a la forma el recurso de apelación interpuesto por los
Dres. Víctor E. Ruiz y Rafael Osorio Reyes, en fecb.. 10
de diciembre de 1974, contra sentencia de fecha 2 ae di-
ciembre de 1974. dictada por la Sexta Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera instancia del Distrito Nacio
nal, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO: Se de-
clara al nombrado Rafael Antonio Reyes Jiménez culpa
ble de violar la Ley 241, en consecuencia se coniena al
pago de una multa de Treinta pesos oro (RDS30.00 y ces
tas, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; SE
GUNDO: Se declara al nombrado Luis Fermín Mena, no
culpable de violar la Ley 241, y en consecuencia se descar-
ga por no haber violado ninguna falta enumeradas en di-
cha Ley, y deberse el accidente a una falta	 y exclu-
siva de Rafael Antonio Reyes Jiménez; TERCRO: Se de-
clara buena y válida en cuanto a la forma la constitución
en parte civil intentada por Rafael Antonio leyes Jimé-
nez, en cuanto a Luis Fermín Me á, por ha ^rlas hecho
de acuerdo a las disposiciones legales, en const ,iencia y
en cuanto al fondo se recha,.a pop improcedentes y mal
fundada; Por haberlo he no de conformidad con la Ley;
SEGUNDO: En cuanto al fondo, se confirma en todas sus
partes la sentencia apelaia. TERCERO: Condena al preve-
nido al pago de las cosí s penales.

Oído al Alguacil de '-urno en la lectura del rol;

Oído el dictamen d.1 Magistrado Procurador General
de la Repúbilica;

Oído el Dr. Rafael asorio Reyes, por sí, y por el Dr.
Victor E. Ruiz, abogado del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 3 de noviembre
del año 1976, a requerimiento del Dr. Rafael Osorio Reyes,
dominicano, mayor de edad, con cédula de identificación
personal No. 18474, serie 48, por sí y por el Dr. Víctor
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F. Ruiz, dominicano, mayor de edad, con cédula de identi-
fica' lión personal No. 8163, serie 10, en la cual no se pro-
pone'lningún medio determinado de casación;

ato el memorial de casación del recurrente suscrito
por sus abogados Dr. Rafael Osorio Reyes y Dr. Víctor F.
Ruiz, 4-\n la fecha 16 de enero del año 1981;

Lai Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberadi y vistos los artículos 195 del Código de Proce-
dimiento Criminal, y 1, 20, 21 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que el examen	 del fallo impugnado,
pone de snanifiesto que fué dictado en dispositivo, por lo
cual carel	 no sólo de motivos, sino de toda relación de
hechos;

Consit	 raudo, que los Jueces de fondo están en la
obligació0 e motiva. • sus sentencias y en materia repre-
siva, cy	 enunciar los hechos que resulten de la ins-
trucción y además, califica esos hechos en relación con
el texto de la Ley Final apt:*da; que al no precisar la
sentencia impugnada los hech s y estar carentes de mo-
tivos, la Suprema Corte de Jú ticia, está en la imposibili-
dad, al ejercer su poder de	 de decidir si la Ley
ha sido bien o mal aplicada; por / lo que procede la casación
del fallo impugnado;

Considerando, que cuando ¿na sentencia fuere casada
por falta o insuficiencia de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, PRIME 0: Casa la sentencia die-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 3 de diciembre del año
1977, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corta de
Apelación de San Pedro de Macorís, en las mismas atri-
buciones, y Segundo: Compensa las costas entre las partes.
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(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín .M.
Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R.'Alburquerque C.- - Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada pnr los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresa dos, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1981
it,

s-entenci . impugnado: Corte de Apelación de Santo Domingo, da
fe ha 31 cte Julio de 1978,

Materia: correccional.
,

Recurrente : Antonio Vásquez, Aridio de Jesús Reynoso Sánchez
y i Unión de Seguros.

Interviniente: Rafael Valerio Rosario.
Ahogado: Dr. Rafael L. ManIt/C7_

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En No9 re de la República, la Suprema Corte de
Justicia, ren , armente qrstituída por los Jueces Fernan-
do E. Rat , ito de la Fuente, Primer Sustituto del Presiden-
te, en funciones de Presidente;-Francisco Eipidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juaik Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espa; lat y Leonte R. Albur
querque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en !la oiudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia 17 del mes
de agosto del año 1981, años 138s. de la Independencia y
119' de la Restauración, dicta en ' udiencia pública, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación terpuesto por Antonio
Vásquez, dominicano, mayor de edad, chófer, con cédula
de identificación personal No. 40090, serie 56; Aridio de
Jesús Reynoso Sánchez, dominicano, mayor de edad, con
cédula de identificación personal No. 58709, serie prime-
ra, y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 31 de ju-

rer

1
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4$(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín, M.
Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo, Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Es p a 11 a t , Leonte R. Alburquerque C.- - Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada per los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mas y año, en él expresi idos, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.

OS SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1981
1?

4Sentenei1. impugnado; Corte de Apelación de Santo Domingo, de
f ha 31 de Julio de 1978,

Materia:

Recurren : Antonio Vásquez, Aridio de Jesús Rcynoso Sánchez
y i Unión de Seguros.

Interviniente: Rafael Valerio Rosario.
Abogado: Dr. Rafael L. Márquez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En No	 re de la República, la Suprema Corte de
Justicia,	 armente urstituída por los Jueces Fernan-
do E. Ra . .)5 de la Fuente, Primer Sustituto del Presiden-
te, en funciones de Presidentre;.Francisco Eipiclio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Jual Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espa'illat y Leonte R. Albur-
querque C., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en aya oiudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 del mes
de agosto del año 1981, años 138, de la Independencia y
119' de la Restauración, dicta en udiencia pública, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación Viterpuesto por Antonio
Vásquez, dominicano, mayor de edad, chófer, con cédula
de identificación personal No. 40090, serie 56; Aridio de
Jesús Reynoso Sánchez, dominicano, mayor de edad, con
cédula de identificación personal No. 58709, serie prime-
ra, y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 31 de ju•
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lío del año 1978, cuyo dispositivo dic,e así: "FALLA: PRI-
MERO: Admite como regular y válido, en cuanto a ta for-
ma, gel recurso de apelación interpuesto por el Dr ts Euoli-
des Acosta Figuereo, a nombre y representación•de An-
gel Maria Núñez y de la Compañía Unión de Seguros, C.
Por A., contra sentencia de fecha 20 de octubre de 1977,
dictada por la Segunda Cámara Penal del Distritt 1 Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: PRIMERO: iDeclare;a1 nom-
brado Rafael Valerio Rosario, no culpable de	 la
Ley No. 241, y en consecuencia se descarga de toda res-
ponsabilidad penal; SEGUNDO: Se declara al nombrado
Antonio Vásquez, culpable de violar los artículos 49 y
74 de la Ley 241 y aplicando el principio de no cúmulo de
penas, así como tomando circunstancias atenuantes a 	 su
favor, se condena a pagar RD$50.00 (Cincuent . pesos oro)
de multa; TERCERO: Se condena al nombr do Antonio
Vásquez, al pago de las costas penales y se d clara buena
y válida en cuanto a la forma larinstitución --n parte ci-
vil hezha por el nombrado Rafael lialerio Rosara. por ape-
lación de su abogado Dr. Rafrel L. Márquez, por ajustarse
a la Ley; QUINTO: En cu rito al fondo de la referida cons-
titución en parte civil se iondena al nombrado Aridio de
Jesús Reynoso en su calicad de comitente y persona civil-
mente responsable al pa ;o de una indemnización de RD$
800.00 (Ochocientos pesos oro) en favor del nombrado Ra-
fael Valerio Rosario, coLY o justa reparación por los daños
y perjuicios morales y 1 nteriales sufridos por él a con-
secuencia del accidente de que se trata, así como también
al pago de los intereses legales de la suma acordada, a
partir de la fecha de la Jemanda, hasta la total ejecución
de la sentencia a título de indemnización supletoria; SEX-
TO: Se condena al nombrado Aridio de Jesús Rey-noso al
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Rafael L. Márquez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totaltdad; SEPTIMO: Se declara la
presente sentencia, común y oponible y ejecutable, con

tontas sus consecuencias legales, a la Compañía Unión de
Segu)os, C. por A., por ser esta la entidad aseguradora
del ves' ículo marca Mazda, asegurado bajo la póliza No.
DS-34811, de acuerdo con. la Ley No. 4117, sobre seguro
obligatorio de vehículos de motor. Por haber sido hecho
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUN-
DO: Co.ifinna en todas sus partes la sentencia apelada por
haber salo dictada conform,e a derecho; TERCERO: Con-
dena a Antonio Vásquez y Ario de Jesús Reynoso al pa-
go de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Rafael L. Márquez, abogado que afirma
haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara es-
ta sentencia, común, oponible y ejecutable, a la Compa-
ñía Unión ')cle Seguros, C. por A., por ser la entidad ase-
guradora d i vehículo causante del accidente.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído dictado d€1 Magistrado Procurador General de

la Repúyr‘d;
Vista el acta del recurst> de casación levantada en la

Secretaria de la Cámára a-qual el 31 de agosto del año
1978, a requerimiento del Dr. Lolívar Soto Montás, domi-
nicano, mayor de edad, abogado, portador de la cédula de
identificación personal No. 2274 serie 2, en representa-
ción de Antonio Vásquez, Aridio de Jesús Reynoso Sán-
chez y Cía. Compañía Unión de eguros, C. por A., en la
cual no se propone ningún medio eterminado de casación;

Visto el escrito del intervi ente, Rafael Valerio Ro-
sario, dominicano, mayor de eda', soltero, portador de la
cédula de identificación personal No. 2320, serie 52, sus-
crito por su abogado Dr. Rafael Márquez, en fecha 14 de
marzo del año 1980;

Le Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;
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lio del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "FALLA- PRI-
MERO: Admite como regular y válido, en cuanto a let for-
ma, el recurso de apelación interpuesto per el Dr KEueli-
des Acosta Figuereo, a nombre y representación-de An-
gel María Núñez y de la Compañía Unión de Seguros, C.
por A., contra sentenoia de fecha 20 de octubre cie 1977,
dictada por la Segunda Cámara Penal del Distrit? Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice así: PRIMERO: Declars'al nom-
brado Rafael Valerio Rosario, no culpable de	 la
Ley No. 241, y en consecuencia se descarga de toda res-
ponsabilidad penal; SEGUNDO: Se declara al nombrado
Antonio Vásquez, culpable de violar los artículos 49 y
74 de la Ley 241 y aplicando el principio de no cúmulo de
penas, así como tomando circunstancias atenuantes a 	 su
favor, se condena a pagar RD$50.00 (Cincuenl pesos oro)
de multa; TERCERO: Se condena al nomhr do Antonio
Vásquez, al pago de las costas penales y se d clara buena
y vábida en cuanto a la forma la eihstitución en parte ci-
vil hecha por el nombrado Rafael 4alerio Rosart per ape-
lación de su abogado Dr. Rafael L. Márquez, por ajustarse
a la Ley; QUINTO: En cu nto al foi ndo de la referida cons-
titución en parte civil se :ondena al nombrado Aridio de
Jesús Reynoso en su calitad de comitente y persona civil-
mente responsable al pago de una indemnización de RD$
800.00 (Ochocientos pesos oro) en favor del nombrado Ra-
fael Valerio Rosario, cor o justa reparación por los daños
y perritielos morales y ilateriales sufridos por él a con-
secuiencia del accidente de que se trata, así como también
al pago de los intereses legales de la suma acordada, a
partir de la fecha de la demanda, hasta la total ejecución
de la sentencia a título de indemnización supletoria; SEX-
TO: Se condena al nombrado Aridio de Jesús Reynoso al
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Rafael L. Márquez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Se declara la
presente sentencia, común y oponible y ejecutable, con
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00111b. todas sus consecuencias legales, a la Compañía Unión de
Segti.)os, C. por A., por ser esta la entidad aseguradora
del vehículo marca Mazda, asegurado bajo la póliza No.
DS-348t, de acuerdo con. la Ley No. 4117, sobre seguro
obligatorio de vehículos de motor. Por haber sido hecho
dentro del plazo y demás formalidades legales; SEGUN-
DO: Co , firma en todas sus partes la sentencia apelada por
habcr silfo dictada conforme a derecho; TERCERO: Con-
dena a Intonio Vásquez y Aridio de Jesús Reynoso al pa-
go de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Rafael L. Márquez, abogado que afirma
haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Declara es-
ta sentencia, común, oponible y ejecutable, a la Compa-
ñía Unión pde Seguros, C. por A., por ser la entidad ase-
guradora d ‘11 vehículo causante del accidente.

Oído a Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído l dictado cle it Magistrado Procurador General de

la RepúVitd;
Vista el acta del recurst cle casación levantada en la

Secretaría de la Cámfara a-qu el 31 de agosto del año
1978, a requerimiento del Dr. Hlívar Soto Montás, domi-
nicano, mayor de edad, abogado, portador de la cédula de
identificación personal No. 2271:i serie 2, en representa-
ción de Antonio Vásquez, Aridio de Jesús Reynoso 	 Sán-
chez y Cía. Compañía Unión de eguros, C. por A., en la
cual no se propone ningún medio eterminado de casación;

Visto el escrito del intern ente, Rafael Valerio Ro-
sario, dominicano, mayor de eda , soltero, portador de la
cédula de identificación personal No. 2320, serie 52, sus-
crito por su abogado Dr. Rafael Márquez, en fecha 14 de
marzo del año 1980;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;
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Considerando que el examen del fallo impugnado,
pone de manifiesto que fué dictado en dispositiva, por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda rellición de.
hechos;

Considerando que los Jucces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en mate'ia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de ta instruc-
ción y además, calificar esos hechos en relación ;lcon el tex-
to de la Ley penal aplicada, que al no precisar la senten-
cia impugnada los hechos y estar carentes de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al
ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada, por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentenc. fuere casada
por falta e insuficiencia de motivps, las cos as podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
M	

	 .
ente a Rafael Valerio .cosario, en el recurso de casación

interpuesto por Antonio Vásquez, Aridio de Jesús Reyno-
so Sánchez y la Comptriía Unión de Seguros, C. por A.,
contra sentencia dictara en sus atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha
31 de julio del año	 cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del 5resente fallo; SEGUNDO: Casa la
sentencia antes mencio•tada y envía, l asunto por ante la
Corte de Apelación de San Cristóbal, en las mismas atri-
buciones; y TERCERC: Compensa las costas entre las par-
tes;

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rolas Almánzar, Joaquín L. Hernández EspaiLlat,
Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.
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La presente sentenoia ha sido dada y firmada por los
se-,"':ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué tórmada, leída y publicada por mi, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.



bal

2082	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando que el examen del fallo impugnado,
pone de manifiesto que fué dictado en dispositivo." por lo
cual carece no sólo de motivos, sino de toda re3Iición de
hechos;	 .-

Considerando que los Jueces del fondo están en la
obligación de motivar sus sentencias y en matelia repre-
siva deben enunciar los hechos que resulten de ta Mstru-..-
ción y además, calificar esos hechos en relaciótt lxm el tex-
to de la Ley penal aplicada, que al no precisar la senten-
cia impugnada los hechos y estar carentes de motivos, la
Suprema Corte de Justicia, está en la imposibilidad al
ejercer su poder de control, de decidir si la Ley ha sido
bien o mal aplicada, por lo que procede la casación del
fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentenci fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las cos	 podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Rafael Valerio b-tosario, én el recurso de casación
interpuesto por Antonio i Vásquez, Aridio de Jesús Reyna
so Sánchez y la Compatñía Unión de Seguros, C. por A.,
contra sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cn fecha
31 de julio del año	 cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del U-esente fallo; SEGUNDO: Casa la
sentencia antes mencionada y envía el asunto por ante la
Corte de Apelación de San Cristóbal, en las mismas atri-
buciones; y TERCERC,' Compensa las costas entre las par-
tes;

(FIRMADOS). — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rolas Almánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat.
Leonte R. Alburoucrque Castillo.— Miguel Jacobo, Secre-
tario General.

BOLETIN JUDICIAL	 2083

La presente sentenoia ha sido dada y firmada por los
seillores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué lirmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1981.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Dornirto, de
fecho 19 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: María Mireya Gil Minyetti.
Abogado: Dr. José F. Matos y Matos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Supreme. Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Ju ces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo le la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, J/pan Bautist I -' RojasAl-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat, Leonte R.,Alaunalkerque C., asistidos del
Secretario General, en la bala donde celebra sus audien-
cias, en la oiudad de Santa Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 17 del Mes de agosto del año 1981, años
138' de la Independencia ly 119' de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, romo Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de •:asaolón interpuesto por María
Mireya Gil Minyetti, dom inicana, mayor de edad, soltera,
con cédula de identificación personal No. 2822, serie 17,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en la fecha 19
de octubre del año 1977, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
PR17.11ERO: Admite como regular y válido en la forma, el
recurso de apelación interpuesta por el Dr. José F. Matos
por sí y por el Dr. Orígenes D'Oleo E., a nombre de María
M. Gil Minyetti, contra sentencia dictada por la Segunda
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Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
DIS'erito Nacional, en fecha 21 de junio de 1977, cuyo dispo-
sitivu dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara a la nom-
bradadMaría Mireya Gil Minyetti, culpable de los hechos
puestos a su cargo, y aplicando el principio del no cúmu-
lo de-pcnas, así como tomando circunstancias atenuantes
a su favor, se condena a pagar RD$25.00, (Veinte y cinco
pesos tiro) de multa; SEGUNDO: Se ordena el desalojo
provisional y sin fianza, de la ocupante de la propiedad
de la casa N9 14 de la calle 331, de Los Minas, no obstante
cualquier recurso; TERCERO: Se condena a la señora Ma-
ría Mireya Gil Minyetti, al pago de las costas penaltis;
CUARTO: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por el Dr. Manuel Beltré, por ser regu-

1rlar en la	 ma; QUINTO: En cuanto al fondo, se condena
a la nom rada María Mireya Gil Minyetti, a pagar una
indemnizahón de RD$500.00 (Quinientos pesos oro) al se-
ñor May 1 Beltré, epmo justa reparación por los daños
moral3'$' materiales sufridos por él a consecuencia de la
ocupación ilegal de la caso dl su propiedad, de parte de
la señora María Mireya Gil M1yetti; SEXTO: Se rechaza,
por improcedente y mal fundadas las conclusiones hechas
por la defensa de la prevenida; SEPTIMO: Se condena a
la señora María Mireya Minyettp, al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.

etSalvador Gómez González, qui t afirma haberlas avanza-
do en su totalidad. Por haber . Ido hecho de acuerdo con
las formalidades legales; SEGI/WO: Rechaza las conclu-
siones pronunciadas por la conra  apelante, por improce-
dente y mal fundada; TERCERti: Condena a la recurren-
te al pago de las costas civiles y penales, con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Salvador González, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1981-

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Dorni'fgo, de
fecho 19 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: María Mireya Gil Minyetti.
Abogado: Dr. José F. Matos y Matos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprems, Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Ju ces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo le la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco apidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, J/lan Bautist i -Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat, Leonte R.,Alburquerq.ue C., asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santi Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 17 del fíes de agosto del año 1981, años
138' de la Independencia iy 119' de la Restauración, dic-
ta 	 audiencia pública, .como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de •asaolón interpuesto por María
Mireya Gil Minyetti, dom nicana, mayor de edad, soltera,
con cédula de identificac ión personal No. 2822, serie 17,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en la fecha 19
de octubre del año 1977, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
PRIMERO: Admite como regular y válido en la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. José F. Matos
por sí y por el Dr. Orígenes D'Oleo E., a nombre de María
M. Gil Minyetti, contra sentencia dictada por la Segunda

Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 21 de junio de 1977, cuyo dispo-
sitivi dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara a la nom-
bradadMaría Mireya Gil Minyetti, culpable de los hechos
puestos a su cargo, y aplicando el principio del no cúmu-
lo de-p.mas, así como tomando circunstancias atenuantes
a su f Lvor, se condena a pagar RD$25.00, (Veinte y cinco
).esos tiro) de multa; SEGUNDO: Se ordena el desalojo
provisional y sin fianza, de la ocupante de la propiedad
de la casa N9 14 de la calle 331, de Los Minas, no obstante
cualquier recurso; TERCERO: Se condena a la señora Ma-
ría Mireya Gil Minyetti, al pago de las costas penales;
CUARTO: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por el Dr. Manuel Beltré, por ser regu-
lar en la r
a la nom rada María Mireya Gil Minyetti, a pagar una

1 i-ria; QUINTO: En cuanto al fondo, se condena

indemnizadión de RD$500.00 (Quinientos pesos oro) al se-
ñor Maw.,1 Beltré, epmo justa reparación por los daños
moraleitly materiales sufridos por él a consecuencia de la
ocupación ilegal de la casa' dk su propiedad, de parte de
la señora María Mireya Gil Myetti; SEXTO: Se rechaza,
por improcedente y mal fundadas las conclusiones hechas
por la defensa de la prevenida; SEPTIMO: Se condena a
la señora María Mireya Minyett;i, al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Salvador Gómez González, qui y afirma haberlas avanza-
do en su totalidad. Por haber . Ido hecho de acuerdo con
las formalidades legales; SEGII \DO: Rechaza las conclu-
siones pronunciadas por la corkra apelante, por improce-
dente y mal fundada; TERCERu: Condena a la recurren-
te al pago de las costas civiles y penales, con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Salvador González, abo-
gado que afirma haberlas avanzado en su totalidad.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
bente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
ciún de San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones,
y g?gundo: Compensa las costas entre las oartes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Raltelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautis-
ta hoyas Almánzar, Joaquín M. Alvarez Perelió, Felipe Os-
vale", Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández F-spaillat, y
Leonte R. Alburquerque C. — Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firi ada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, qusincertifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.

0c     
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Vista el acta de recurso de casación levantada en-:a
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 7 de marz8 del
año 1978, a requerimiento del Dr. José P. Matos y.)Matos,
dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula ie iden-
tificacien personal No. 27074. serie 18, en representación
de María Mireya Gil Minyetti, en la cual no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto cl memorial de casación de la recurr ente, sus-
crito por su abogado Dr. José F. Matos Matos, en fecha 22
de junio del año 11981;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo pugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispos fivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, s'ho de toda -'elación de
hechos;

Considerando, que 1 g JueceS-)del fondo están en la
obligación de motivar 51.1 sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los' hechos que resulten de la ins-
trucción y además, calificar esos hechos en relaciAn con
el texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la
sentencia impugnada lo»)hechos y estar carentes de moti-
vos, la Suprema Corte de Justicia, está en la imposibili-
dad, al ejercer su pode, de control de decidir, si la Ley
ha sido bien o mal aplici la; por lo que procede la casación
del fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos: Primero- Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 19 de octubre del año 1977, 

Jt                
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Vista el acta de recurso de casación levantada en .1a
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 7 de marzS del
año 1978, a requerimiento del Dr. José P. Matos y)Matos,
dominicano, mayor de edad, abogado, con cédula 	 iden-
tificacien personal No. 27074, serie 18, en representación
de María Mireya Gil Minyetti, en la cual no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de la recurr ente, sus-
crito por su abogado Dr. José F. Matos Matos, en fecha 22
de junio del año 11981;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1, 20, 23 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que el examen del fallo ir iPugnado po-
ne de manifiesto que fué dictado en dispos /ivo, por lo
cual carece no sólo de motivos, s'ho de toda L,elación de
hechos;

Considerando, que 1 g Juecelb del fondo están en la
obligación de motivar 	 sentencias y en materia repre-
siva deben enunciar los' hechos que resulten de la ins-
trucsción y además, calificar esos hechos en relación con
el texto de la Ley Penal aplicada; que al no precisar la
sentencia impugnada lo?hechos y estar carentes de moti-
vos, la Suprema Corte de Justicia, está en la imposibili
dad, al ejercer su podei de control de decidir, si la Ley
ha sido bien o mal aplica da; por lo que procede la casación
del fallo impugnado;

Considerando, que cuando una sentencia fuere casada
por falta e insuficiencia de motivos, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 19 de octubre del año 1977,
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cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apela-
cit rt de San Pedro de Macorís, en las mismas atribuciones,
y El?gundo: Compensa las costas entre las eartes.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Raíolo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautis-
ta holas Almánzar, Joaquín M. Alvarez Pereüó, Felipe Os-
vald'i Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Fspaillat, y
Leonte R. Alburquerque C. — Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firi ada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, quEtucertifico.— (Fdo.): Miguel Jacobo F.

e,
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelaciárt de San Cristóbri., de

techa 1G de mayo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Casimira Encarnación, c,s. Laura Berrea y llosaura

Evangelista Aybar.

República Dominicana.

Dios, Patria y Libertad,
,:.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jue .25 Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo' b la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco lp.pidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Jutn Bautista intójas Al-
mánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat, y Leont 'R. Al-
burquerque C., asistidos del Se,retario General, en la Sa-
la donce celebra sus audienlias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmáns Distrito 1.1acional, hoy día 17 del mes de
agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y 119'
de la Restauración, dicta ,pn audiencia pública, corno Cor-
te de Casación, la siguientg sentencia:

Sobre el recurso de ck mción interpuesto por Casimira
Encarnación, dominicana, ¿iayor de edad, soltera, con cé-
dula de identificación petabnal No. 54966, serie 2, en la
causa seguida a Laura Be roa y Rosáura Evangelista Ay-
bar, contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales, ver la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fe-
cha 16 de mayo del año 1979, cuyo dispositivo dice así:
FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso
de apelación interpuesto por Casimira Encarnación, parte
civil constituída, contra la sentencia dictada en fecha 6
de diciembre de 1978, por el Juzgado de Primera Instan-
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,-Çiá del Distrito Judicial de San Cristóbal, cuyo dispositivo
expresa: "FALLA: PRIMERO: En el aspecto penal, se
acoú el Dictamen Fiscal y rechaza la constitución en par-
te cidil por improcedentes y mal fundada; SEGUNDO: Se
declaran las costas de oficio; por haberlo intentado en
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales;
SEGLNDO: Pronuncia el defecto contra la referida par-
teeivrol por falta de concluir y confirma la sentencia del
triburull de primer grado en el aspecto civil del proceso;
TERegRO: No se decide respecto de las costas civiles,
por no haberlo solicitado la parte interesada;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oíd el dictamen del Magistrado Precuraclor General .

de la Rep",.blica;

Vistat)r31 acta del recurso de casación levantada en la
Seeretaríaltde la Cámara a-qua, en fecha 16 de Mayo del
año 197,-,1 requerintento de Casimira Encarnación, en la
cual nt .5.e propone ningún medio determinado de casación;

i,
La Suprema Coste de JúVicia, después de haber de-

liberado y vistos los articules 4, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casac" cn, cuando el recurso seaik
interpuesto por el Ministerio 1-blico, por la parte civil o
por la persona civilmente resp nsable, el depósito de un
memorial con la exposición derlos hechos en que se fun-
da, será obligatorio a pena de 1-1011dad, si no se ha motiva-
do el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el motrento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
memorial, ésta recurrente, Casimira Encarnación, ha ex-
puesto los fundamentos del mismo que, en esas condicio-
nes dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37, an-
tes citado;
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Recurrentes : Casimira Encarnación, es. Laura Lenta y Rosáura
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011111- "'Ncia del Distrito Judicial de San Cristóbal, cuyo dispositivo

expresa: "FALLA: PRIMERO: En el aspecto penal, se
acog\t, el Dictamen Fiscal y rechaza la constitución en par-
te cidil por improcedentes y mal fundada; SEGUNDO: Se
declaran las costas de oficio; por haberlo intentado en
tiemrp hábil y de acuerdo con las formalidades legales;
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la referida par-
te civ/ por falta de concluir y confirma la sentencia del
triburull de primer grado en el aspecto civil del proceso;
TERCERO: No se decide respecto de las costas civiles,
por no haberlo solicitado la parte interesada;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol.;

Oída el dictamen del Magistrado Procurador General
de la Rep-r.blica;

acta del recurso de casación Levantada en laSecretaríaltde la Cámara a-qua, en fecha 16 de Mayo del
año 197$,1 requerinbento de Casimira Encarnación, en la
cual nt le propone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Co. te de Jtkiticia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos d, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casaci ón, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Pi t blico, por la parte civil opor la persona civilmente respUnsable, el depósito de un
memorial con la exposición denlos hechos en que se fun-
da, será obligatorio a pena de	 si no se ha motiva-
do el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
memorial, ésta recurrente, Casimira Encarnación, ha ex-
puesto los fundamentos del mismo que, en esas condicio-
nes dicho recurso resulta nulo al tenor del artículo 37, an-
tes citado;

República Dominicana.
Dios, Patria y Libertad,

,:t
En Nombre de la República, la Suprema Corte de

Justicia, regularmente constituida por los Jue as Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo t f la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco 311pidio Be-

ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Jut on Bautista 'Solas Al-
mánzar, Joaquín L. Hernández Espaillat, y Leont 'R. Al-
burquerque C., asistidos del Se,retaÇlo General, en la Sa-
la donce celebra sus audienCias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito itlacional, hoy día 17 dei mes de
agosto del año 1981, años 138' de la Independenc ia y 119'
de la Restauración, dicta un audienciá pública, como Cor-
te de Casación, la siguien g sentencia:1

Sobre el recurso de c >ación interpuesto por Casimira
Encarnación, dominicana, Jayor de edad, soltera, con cé-
dula de identificación personal No. 54966, serie 2, en la
causa seguida a Laura Be roa y Rosáura Evangelista Ay-
bar, contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales, ver la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fe-
cha 16 de mayo del año 1979, cuyo dispositivo dice así:
FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso
de apelación interpuesto por Casimira Encarnación, parte
civil constituida, contra la sentencia dictada en fecha 6
de diciembre de 1978, por el Juzgado de Primera Instan-
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Considerando, que se procede estatuir sobre las costas.--
porque la parte con interés contrario no se ha presentado

en esta instancia a solicitarla;

Por tales motivos, PRIMERO: Declara nulo el recur-
so de casación interpuesto por Casimira Encarnació

n, con-

tra la sentencia dictada en atribuciones correccionalel por
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fechalf deen
mayo del año 1999, cuyo dispositivo ha sido cop:a.‹.) 
parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a
la recurrente al pago de las costas;

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquin M.
Alvarez Perolló, Juan Bautista Rojas Almánzar,. Joaquín
L. Hernández Espaillat, L.eonte R. Alburquerque:C.— Mi-

guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dagra y firmac ki,por los

señores Jueces que figuran en su encabezamlent,,-	
la

audiencia pública del día, mes 	 año, en él expresado, y

fué firmada, leída y publical. t por mí: Secretario General,

que certifica. (Fdo.): Miguel tfacobo.

c

101n+Sly.._ NTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1981

sSentenc\i impugnada: Corte de Apelación de La Vega, en :echa
. de septiembre de 1978.

Materia: $Correccional.
11

RecurrenINs: José 'tejada y Francisca Holguín Tineo.

Interviniente: Rafael E. Camilo Santos.
Abogado: Dr. Hugo Franciseo Alvarez V.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Noril re de la República, la Suprema Corte d2
Justicia, reg6larmente constituida por los jueces Néstor
Contin Ayl–fl, Presidettil; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Prime :Sustituto de Presicirmte; Francisco Elpidio Le-
ras, Joaquín M. Alvarel Pertlló,xJuan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín L. Hernández Apaillat, y L.eonte R. Al-
burquerque C., asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celara sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacicr al, hoy día 17 del mes
de agosto del año 1981, años 138' de. la Independencia y
119' cle la Restauración, dieta en k udiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente se4encia:

Sobre el recurso de casación 'nterpuesto por José Da-
río Tejada, dominicano, mayor de g2dad, soltero, con cédu-
la de identificación personal No. 49146, serie 47, y por
Francisca Holguín Tineo, dominicana, mayor de edad, sol-
tera, con cédula de identificación personal No. 1433, serie
47, en la causa seguida a Rafael E. Camilo Santos, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de La Vega, en fecha 8 de septiembre
del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO:
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Considerando, que se procede estatuir sobre las costas
. -.-

porque la parte con interés contrario po se ha presentadt
en esta instancia a solicitarla;	 ..,

i?

Por tales motivos, PRIMERO: Dara nul el
o	

c
recur

on-
-

so de casación interpuesto por Casimira
 clara 	n,

tra la sentencia dictada en atribuciones correccionale:4'por
la Corte de Apelación de San Cristóbal do

ha , en fecha
 cola lo en

de

mayo del año 1999, cuyo dispositivo 	
si 

parte anterior del presente fallo; SEGUNDO Condena a
la recurrente al pago de las costas;

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.

Ravelo de la Fuente, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquin M.

Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerquet ,C.— Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada ye firma.01,por los
aseñores Jueces que figuran en su enezamiencu. en la

diencia priblica del día, mes y ario, en él expresad
o, y

audiencia
fué firmad a

, leída y publicadí por mí Secretario General,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.

>1"--"N‘NTENCIA DE FECHA 17 DE AGOSTO DEL 1981

Sentent\ impugnada: Corte de Apelación de La Vega, en _echa
de septiembre de 1978.

Materia:‘,Ccrreccional.

Recurrels: José Tejada y Francisca Holguin Tinco.

Interviniente: Rafael E. Camilo Santos.
Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez V.

*,	 Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.í1/21

1
En Noriore de la República, la Suprema Corte de

Justicia, reg;larmente constituida por los Jueces Néstor
Contén Ayt.P, Presidenik; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Prime , sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvaretz Pertllójuan Bautista Rojas Al-
mánzar, Joaquín L. Hernández Imaillat, y Leonte R. Al-
burquerque C., asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacio- al, hoy día 17 del mesf.
de agosto del año 1981, años 138' . de la Independencia y
119' de la Restauración, dieta en't;tudiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación itterpuesto por José Da-
río Tejada, dominicano, mayor de tedad, salten, con cédu-
la de identificación personal No. 49146, serie 47, y por
Francisca Holguin Tineo, dominicana, mayor de edad, sol-
tera, con cédula de identificación personal No. 1433, serie
47, en la causa seguida a Rafael E. Camilo Santos, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de La Vega, en fecha 8 de septiembre
del año 1978, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIMERO.
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Declara regulares y válides, en la forma, los recursos riton-1
apelación interpuestos por la parte civil constituida, Fran-
cisco Holguin Tineo y la Compañía de Seguros Sa s Ra-
fael, C. por A., contra sentencia correccio nal No. .57, de
fecha 15 de julio de 1977, dictada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrit Judi-
cial de La Vega, la cual tiene cl dispositivo siguiente: PRI-
MERO: Se declara a Rafael E. Camilo Santos, cal abre de
violar la Ley No. 241, sobre golpes involuntario, ocasio-
nados con un vehículo de motor, en perjuicio de Sigfrido
Reinoso y José Darío Tejada, en consecuencia se le con-
dena al pago de una multa de RD$20.00, acogiendo a su
favor circunstancias atenuantes; SEGUNDO : Sq,le conde-
na además al pago de las costas penales; TERCERO: Se
descarga a Bráulio Concepción, por no habet i, violado la
Ley No. 241; CUARTO: Se declaran las cosI de oficio;
QUINTO: Se acoge buenas y válidas en cuant • a b forma
las constituciones en partes civileln incoadas ►  ^r rancis-
ca Holguin Tineo, en su calidad de madre del n3 anor Sig-
frido Reinoso, a través de su-abogado Dr. Ramón Arman-
do Peña S., y José DaríorTejada, a través de los Licdos.
Julio Benoit y Víctor Manuel Pérez Pereyra, en contra
Rafael E. Camilo Santos y al Estado Dominicano (Secreta-
ría de Estado de Agriceltura, y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., po haber sido interpuestos de acuer-
do a la Ley; SEXTO: Er cuanto al fondo se condena a Ra-
fael E. Camilo Santos y al Estado Dominicano, solidaria-
mente al pago de las si, uientes indemnizacione s: RD$2,-
500.00 (Dos mil quinient, s pesos oro) en favor de Francis-
co Holguín Tinco y RD$1,500.00 (Mil quinientos pesos oro)
en provecho de José Darío Tejeda, por los daños y perjui-
cios morales y materiales sufridos por ellos en el acciden-
te; SEPTIMO: Se condena además solidariame nte a Rafael
E. Camilo Santtos y al Estado Dominicano, al page, de los
Intereses legales de esas sumas a partir de las demandas,
más al. pago de las costas civiles, con distracción de 'las
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fr..._ mismas en provecho del Dr. Ramón Armando Peña S., y
alles Licdos. Julio Benoit y Víctor Manuel Pérez Perey•
ra, qu ienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
OCTAJO: Se declara la presente sentencia común, oponi-
ble y ejecutable a la Cía. de Seguros San Rafael. C.
por A. en su calidad de entidad aseguradora del vehículo
que ocosionh los accidentes; por haber sido hechos de con-
formicteil a la Ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra el prevenido Rafael E. Camilo Santos, por no haber
comparecido, no obstante haber sido citado legalmente;
TERCERO: Confirma de la decisión recurrida el Ordinal
Quinto y Revoca en todas sus partes los ordinales: Sexto,
Séptimo 1• Octavo, que es de lo que limitativamente está
apoderada esta Corte, por las solas apelaciones de la

co stituída, Francisco Holguín Tineo y la Compa-
par-

glte civil
ñía de Se ros San Rafael, C. por A., y obrando por pro-
pia autorid d y contrario imperio, decide: a) En cuanto al
fondo, conuena solan-'nte al prevenido Rafael E. Camilo
Santos,nelámo civilmetite responsable al pago de las si-
guientes indemnizaciones: 1! En favor de José Darío Teja-
da, RD$1,500.00 (Mil guinientot pesos); 2) Para Francisca
Holguín Tineo: RD$2,500.00 (D4 mil quinientos pesos oro),
sumas que esta Corte estima las más ajustadas para repa-
rar los daños sufridos por dichas partes civiles constitui-
das, realizándose en consecuenlia, las conclusiones he-
chas por las ya referidas parte., civiles contra e] Estado
Dominicano y la Compañía San tafael, C. por A., por im-1
procedentes y mal fundadas, a establecerse que el con-
ductor del vehículo, propiedad 4e1 Gobierno, no era pro-
posé de éste y que además no es-sba provisto de autoriza-
ción legal para el manejo de vehículos de motor (no te-
ner licencia), excluyendo la responsabilidad civil de la
compañía aseguradora, de conformidad al acápite c) de
la cláusula de Exclusiones Generales, de la Sección. D, so-
bre Responsabilidad Civil, de la correspondiente póliza
de seguros; CUARTO: Condena al prevenido Rafael E. Ca-
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Declara regulares y válidos, en la forma, los recursos cb.rf

apelación interpuestos por la parte civil constituída, Fran-
cisco Holguín Tineo y la Compañía de Seguros Sa Ra-
fael, C. por A., contra sentencia correccional No. .57, de
fecha 15 de julio de 1977, dictada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrit ) Judi-
cial de La Vega, la cual tiene el dispositivo siguiente: PRI-
MERO: Se declara a Rafael E. Camilo Santos, cul ab:e de
violar la Ley No. 241, sobre golpes involuntario, ocasio-
nados con un vehículo de motor, en perjuicio de Sigfrido
Reinoso y José Darío Tejada, v en consecuencia se le con-
dena al pago de una multa de RD$20.00, acogiendo a su
favor cireunstanclas atenuantes; SEGUNDO : Stp le conde-

na además al pago de las costas penales; TERCERO: Se

descarga a Braulto Concepción, por no habet i: violado la
Ley No. 241; CUARTO: Se declaran las cost s de oficio;
QUINTO: Se acoge buenas y válidas en cuant a la forma
las constituciones en partes civilesoincoadas ^r brancis-
ca Holguín Tineo, en su calidad de madre del nJ non Sig-
frido Reinoso, a través de strabogado Dr. Ramón Arman-
do Peña S., y José DaríorTejada, a través de los Licdos.
Julio Benoit y Víctor Manuel Pérez Pereyra, en contra de
Rafael E. Camilo Santos y al Estado Dominicano (Secreta-
ría de Estado de Agriceltura, y la Compañia de Seguros
San Rafael, C. por A., po haber sido interpuestos de acuer-
do a la Ley; SEXTO: Er cuanto al fondo se cindena a Ra-
fael E. Camilo Santos y al Estado Dominicano, solidaria-
mente al pago de las si, uientcs indemnizaciones: RDS2r
500.00 (Dos mil quinient' s pesos oro) en favor de Francis-
co Holguín Tineo y RD$1,500.00 (Mil quinientos pesos oro)
en provecho de José Darío Tejeda, por los daños y

a nerjui
iden-

-

cios morales y materiales sufridos por ellos en l cc
te; SEPTIMO: Se condena además solidariame nte a	 elRafa
E. Camilo Santos y al Estado Dominicano, al pago de los
intereses legales de esas sumas a partir de las demandas,
Más al pago de las costas civiles, con distracción de las
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fr .-.....— mismas en provecho del Dr. Ramón Armando Peña $., y......delgs Licdos. Julio Benoit y Víctor Manuel Pérez Perey-
ra, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
OCTAJO: Se declara la presente sentencia común, oponi-
ble y ejecutable a la Cía. de Seguros San Rafael, C
por A.,¡ en su calidad de entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó los accidentes; por haber sido hechos de con-
formiclasl a la Ley; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra el prevenido Rafael E. Camilo Santos, por no haber
comparecido, no obstante haber sido citado legalmente;
TERCERO: Confirma de la decisión recurrirla el Ordinal
Quinto y Revoca en todas sus partes los ordinales: Sexto,
Séptimo v Octavo, que es de lo que limitativamente está
apoderada esta Corte, por las solas apelaciones de la par-
te civil co - stituída, Francisco Holguín Tineo y la Compa-1
ñía de Se ros San Rafael, C. por A., y obrando por pro-
pia autorid d y contrario imperio, decide: a) En cuanto al
fondo, con(cena solany-nte al prevenido Rafael E. Camilo
Santos,4-Atno civilmezite responsable al pago de las si-
guientes indemnizaciones: 1? En favor de José Darío Teja-
da, RD$1,500.00 (Mil §uinientol- pesos); 2) Para Francisca
Holguín Tineo: RD$2,500.00 (Dos mil quinientos pesos oro),
sumas que esta Corte estima las más ajustadas para repa-
rar los daños sufridos por dichas partes civiles constituí-
das, realizándose en consecuenga, las conclusiones he-
chas por las ya referidas parte.. civiles coritra el Estado
Dominicano y la Compañía San tafael, C. por A., por im-1
procedentes y mal fundadas, a establecerse que el con-
ductor del vehículo, propiedad ''4e1 Gobierno, no era pro-
posé de éste y que además no es".:aba provisto de autoriza-
ción legal para el manejo de vehículos de mctor (no te-
ner licencia), excluyendo la responsabilidad civil de la
compañía aseguradora, de conformidad al acápite c) de
la cláusula de Exclusiones Generales, de la Sección D, so-
bre Responsabilidad Civil, de la correspondiente póliza
de seguros; CUARTO: Condena al prevenido Rafael E. Ca-
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mito Santos, en su calidad ya dicha, y a la parte civil cons-0,

civiles con distracción de las mismas en favor del Liz(e. Ra-
tituída, Francisco Holguín Tineo, al pago de las cc 3.Gás

món 13. García, quien afirma haberlas avanzado en h,u ma-
yor parte; QUINTO: Condena a Rafael E. Camilo Santos,
en su calidad ya expresada, al pago de las costaseivIles,
ordenando su distracción en favor de los letrados7Víztor
Pérez Pereyra, Julio Bonoit Martínez y Ramon Armando
Peña, quienes las avanzaron en su totalidad;

Oído al Alguacil	 turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez V., abogado del
interviniente Rafael E. Camilo Santos, dominVhno, mayor
de edad, soltero, con cédula de identificación .Azrsonal No.
47334, serie 47, en la lectura de sus conclusktetes;

Vista el acta del recurso de casación Levar. n 3a en la
Secretaría de la Cámara a-gua en fecha 16 de septiembre
del año 1978, a requerimiolt o del	 Armando Peña, do-
minicano, mayor de edad, abogado, con cédula de identi-
ficación personal Núm. 16424, serie primera, en repre-
sentación de Francisca Holguín Tineo, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Vista el acta del rettrso de casación levantada en la

	

Secretaría de la Cámara'. agua, en fecha 20 de septiembre	 4"

del año 1978, a requerint ente de los licenciados Julii Be.
noit Martínez y Víctor P rirez Pereyra, dominicano. mayo-
res de edad, en represeMaciún de José Darío Tejada, en
la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito del interviniente, Rafael E. Camilo

	

Santos, suscrito por su abogado, en fecha 22 de diciembre 	 '4
del año 1980;

#1/b-%.......fttLa Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
be do, y vistos les artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Proc. imiento de Casación;

.Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuEtto por el Ministerio Público, por la parte civil, o
por la persona civilmente responsable, el depósito de su
memot con la exposición de los hechos en que se fun-,da, ser . obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha moti-
vado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente por medio de un
memorial lde los recurrentes José Darío Teiada y Francisca
Holguín T o, han expuesto los fundamentos del mismo;
que, en es1 condiciones, dicho recurso resulta nulo al te-
nor del ari ulo 37 antes citado;

Por tg:es motivo] PRIMERO: Admite como intervi-
niente ..ittkafael a Camilo Santos, en el recurso de casa-
ción interpuesto por José <Darío Tejada y Francisca Hol-
guín Tineo, contra la'sentenci4iictada en atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de La Vega, en
fecha 8 de septiembre del año 1978, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUN-
DO: Declara nulo el recurso c19casación interpuesto porii
José Darío Tejada y Francisca olguín Tinco, contra la
sentencia antes mencionada; TE4CERO: Condena a los re-
currentes al pago de las costas'iciviles, con distracción do
las mismas en provecho del D.H. Hugo Francisco Alvarez
V., abogado del interviniente, qaen afirma haberlas avan-
zado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almázt.ar, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Lecmte Rafael Alburquerque Cas-
tillo.-- Miguel Jacobo F., Secretario General.
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milo Santos, en su calidad ya dicha, y a la parte civil cons-
tituída, Francisco Holguín Tinco, al pago de las cecas
civiles con distracción de las rnismas en favor del 14. Ra-
món B. García, quien afirma haberlas avanzado en, .0 ma-
yor parte; QUINTO: Condena a Rafael E. Camilo Santos,
en su calidad ya expresada, al pago de las costas .civiles,
ordenando su distracción en favor de los letrados; Víctor
Pérez Pereyra, Julio Bonoit Martínez y Ramon Armando
Peña, quienes las avanzaron en su totalidad;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez V., abogado del

intervinicnte Rafael E. Camilo Santos, domini 2b.no, mayor
de edad, soltero, con cédula de identificación 3tzrsonal No.
47334, serie 47, en la lectura de sus conclusi4les;

Vista el acta del recurso de casación levai n la en la
Secretaria de la Cámara a-que en fecha 16 de septiembre
del año 1978, a requerimiento del Er. Armando Peña, do-
minicano, mayor de edad, abogado, con cédula de identi-
ficación personal Núm. 16424, serie primera, en repre-
sentación de Francisca Holguín Tineo, en la cual no se
propone ningún medio determinado de casación;

Vista el acta del re; arso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámard aqua, en fecha 20 de septiembre
del año 1978, a requerinr ento de los licenciados Julii Be.
noit Martínez y Víctor Pérez Pereyra, dominicano, mayo-
res de edad, en represeMación de José Dario Tejada, en
la cual no se propone ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito del interviniente, Rafael E Camilo
Santos, suscrito por su abogado, en fecha 22 de diciembre
del año 1080;

•
(
41)10%.,,,.„.	 La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

be‘ do, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Proc imiento de Casación;

C nsiderando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuelto por el Ministerio Público, por la parte civil, o
por la persona civilmente responsable, el depósito de su
memorial con la exposición de los hechos en que se fun-
da, seril obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha moti-
vado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente por medio de un
memorial'de los recurrentes José Darío Tejada y Francisca
Holguín T. eo, han expuesto los fundamentos del mismo;
que, en es) condiciones, dicho recurso resulta nulo al te-
nor del ari k ulo 37 antes citado;

Por tl:ries motivos PRIMERO: Admite como intervi-
niente .".tlafael E. Camilo Santos, en el recurso de casa-
ción interpuesto por José IlDarío Tejada y Francisca Hol-
guín Tineo, contra la'sentenci9iictada en atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de La Vega, en
fecha 8 el,e septiembre del año 1978, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUN-
DO: Declara nulo el recurso dei casación interpuesto porn
José Darío Tejada y Francisca olguín Tineo, contra la
sentencia antes mencionada; TEJCERO: Condena a los re-
currentes al pago de las costas7riviles, con distracción de
las mismas en provecho del D.ii. Hugo Francisco Alvarez.V., abogado del interviniente, quen afirma haberlas avan-
zado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almáirar, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.
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ENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1981
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Juoe.es que figuran en su encabezamiento, en. la
audiencia pública del día, mes y año, en el expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario Grneral,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.

SeitteS. la Impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacionol,
de fecha 19 de diciembre de 1977.

3lateril: Trabajo.

Recurnkaten: Productos Químicos y Farmacéuticos. C. por A.
Abogodo: Dr. Jacen Draybi.

Recurrido: Santiago P. Alvarez Leger,
Abagadas: Dr. Ulises Cabrera y Freddy Zat-zueln.

r,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En N5mbre de 46t República, la Suprema Corte de
Justici..; i-egularmente constiltuída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidentey Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Jua% Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Dofingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 de agosto, del 1981, años 138' de la
Independencia y 119' de la Resiauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Canción, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Pro-
ductos Químicos y Farmacéuticos, C. por A., con su domi-
cilio social en la calle Sánchez No. 60, de esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, el 19 de diciembre de 1977, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

nr
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e
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?./



BOLETIN JUDICIAL

La presente sentencia ha sido dada y firmada por

señores Jueces que figuran en su encabozami.eMo, erria
audiencia pública del día, mes y' año, en exprendo, y

fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario G teral,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.

e
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S ENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1981

Sente.leia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacionol,
7 de fecha 19 de diciembre de 1977.

Trabajo.

ReeurrAten: Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por A.
Abegodo: Dr. Jacen Draybi.
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Recurrido: Santiago P. Alvarez Leger,
Abogados: Dr. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

9

Dios, Patria y Libertad,
il
	

República Dominicana.

En k4,Imbre de 49 República, la Suprema Corte de
Justicii . fregularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidentey Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Jualí Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte	 R. Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala rclonde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo DoOingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 de agostefridel 1981, años 138' de la
Independencia y 119' de la Res,auración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Ca Láción, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Pro-
ductos Químicos y Farmacéuticos, C. por A., con su domi-
cilio social en la calle Sánchez No. 60, de esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, el 19 de diciembre de 1977, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:



t

Oído al Dr. Jazem Draybi, cédula No. 54586, serie
mera, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; r

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Miguel
Jacobo, en representación de los Dres. Ulises Cat rera y
Freddy Zarzuela, cédulas Nos. 12215, serie 48, y 41L69, se-
rie 54, abogados del recurrido Santiago Pascual .,Alvarez
Leger, dominicano, mayor de edad, domiciliado encia calle
Ravelo No. 104, de esta ciudad, cédula No. 159445, serie
primera;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recr:reute, del
17 de marzo de 1978, suscrito por su abogado, "tin el que se
propone el medio de casaaión que luego se

Visto el escrito de defensa del, recurrido, llel 30 de
noviembre de 1978, firmado por sus abogados; -i

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los texto;  legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los 1315 del Có-
digo Civil; 83 y 84 del Código de Trabajo, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que er la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella	 refiere, consta lo siguiente: a),
que con motivo de una r elamación laboral que no pudo
ser conciliada y la siguie te demanda, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 29 de noviem-
bre de 1976, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Se rechaza por improcedente y mal fun-
dada, la demanda laboral intentada por Santiago Alvarez
Leger, contra Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por
A.; SEGUNDO: Se condena al demandante al pago de las
costas y se ordena la distracción de las mismas en favor
del Dr. Jazem Draiby, quien afirma haberlas avanzado en
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,	 Stnotalidad; b) que sobre apelación del ahora recurrido

Santiago P. Alvarez Leger, intervino el 19 de didembre
de 197, la sentencia impugnada en casación, cuyo disposi-
tivo eg el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y váliqo tanto en la forma como en el fondo el recurso de
apelación interpuesto por Santiago Pascual Alvarez Leger
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Opional, de fecha 29 de noviembre de 1976, en favor
de Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por A., cuyo
disopsitivo ha sido copiado en parte anterior de esta mis-
ma sentencia y en consecuencia, Revoca en todas sus par-
tes dicha sentencia apelada; SEGUNDO: Declara injustifi-
cado el chspido en el caso de la especie; TERCERO: Con-
dena al p- trono Productos Químicos y Farmacéuticos, C.
por A., a if garle al reclamante señor Santiago Paonal Al-
varez Legq, los valores siguientes: 24 días de salario por
concepto d31 preaviso; 15 días de auxilio de cesantía; 14 días
de vacad nes, la regía y bonificación del último año la-
borado,.la suma de RD$523.16 por concepto de horas ex-
tras, así como a una -sumalgu#1 a los salarios que habría
recibido el reclamante desde a inicio de la demanda y
hasta la sentencia definitiva, sin que los mismos excedan
de tres meses, todo calculado a base de un sueldo de RD$
3.40 diario; CUARTO: Condenaka Productos Químicos y
Farmacéuticos, C. por A., al pato de las costas del proce-
dimiento, ordenando su distracc vm en provecho del Dr. A.

7Ulises Cabrera L., quien afirme ? haberlas avanzado en su
totalidad, todo de conformidad[ con los artículos 5 y 16
de la Ley No. 302 de Gastos y ".gonorarios, 691 del Código
de Trabajo y 62 de la Ley No. 637, sobre Contratos de
Trabajo, vigente;

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial , el siguiente medio dr. casación: Desnaturalización de
los hechos de la causa y de las declaraciones del testigo
Lic. Araújo; falta de motivos y de base legal; Violación
de los artículos 141 del Código de Procedimiento Civil y
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Oído al Dr. Jazem Draybi, cédula No. 54586, serie

mera, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-4.
clusiones;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. syliguel
Jacobo, en representación de los Dres. Ulises Cak reza y
Freddy Zarzuela, cédulas Nos. 12215, serie 48, y 41169, se-
rie 54, abogados del recurrido Santiago Pascual ,Alvarez
Leger, dominicano, mayor de edad, domiciliado en,ia calle
Ravelo No. 104, de esta ciudad, cédula No. 159445, serie
primera;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recr rente, del
17 de marzo de 1978, suscrito por su abogado, :411 el que se
propone el medio de casación que luego se it 3ica;

Visto el escrito de defensa del, recurrido, del 30 de
noviembre de 1978, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los texto; legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los 1315 del Có-
digo Civil; 83 y 84 del Código de Trabajo, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que er la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella sc refiere, consta lo siguiente: a),
que con motivo de una r clamación laboral que no pudo
ser conciliada y la siguiente demanda, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 29 de noviem-
bre de 1976, una sentencia cuyo dispositivo dice así: ° • FA-
LLA: PRIMERO: Se rechaza por improcedente y mal fun-
dada, la demanda laboral intentada por Santiago Alvarez
Leger, contra Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por
A.; SEGUNDO: Se condena al demandante al pago de las
costas y se ordena la distracción de las mismas en favor
del Dr. Jazem Draiby, quien afirma haberlas avanzado en

Ifr*ss'Srit--	 'S otalidad; b) que sobre apelación del ahora recurrido
Santiago P. Alvarez Leger, intervino el 19 de diciembre
de 19 7, la sentencia impugnada en casación, cuyo disposi-
tivo ek el siguiente: "FALLA . PRIMERO: Declara regular
y váliqo tanto en la forma como en el fondo el recurso de
apelación interpuesto por Santiago Pascual Alvarez Leger
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito N3cional, de fecha 29 de noviembre de 1976, en favor
de Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por A., cuyo
disopsitivo ha sido copiado en parte anterior de esta mis-
ma sentencia y en consecuencia, Revoca en todas sus par
tes dicha sentencia apelada; SEGUNDO: Declara injustifi-
cado el cibspido en el caso de la especie; TERCERO: Con-
dena al pktono Productos Químicos y Farmacéuticos, C.
por A., a ir)garle al reclamante señor Santiago Pascual Al-
varez Legit, los valores siguientes: 24 días de salario por
concepto cln preaviso; 15 días de auxilio de cesantía; 14 dias
de vacaci ,,nes, la regía y bonificación del último año la-
borado, la suma de RD$523.16 por concepto de horas ex-
tras, así como a una «sumaiguel a los salarios que habría
recibido el reclamante desde li inicio de la demanda y
hasta la sentencia definitiva, sin que los mismos excedan
de tres meses, todo calculado a base de un sueldo de RD$
3.40 diario; CUARTO: Condena1a Productos Quimicos y
Farmacéuticos, C. por A., al pato de las costas del proce-
dimiento, ordenando su distraccin en provecho del Dr. A.
Ulises Cabrera L., quien afirmé' haberlas avanzado en su
totalidad, todo de conformidd con los artículos 5 y 16
de la Ley No. 302 de Gastos y Honorarios, 691 del Código
de Trabajo y 62 de la Ley No. 637, sobre Contratos de
Trabajo, vigente;

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial, el siguiente medio de casación: Desnaturalización de
los hechos de la causa y de las declaraciones del testigo
Lic. Araújo; falta de motivos y de base legal; Violación
de los artículos 141 del Código de Procedimiento Civil y
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57 y 59 de	 Ley 637 sobre Contratos de Trabajo;
crón de la Ley y exceso de poder; Violación del derecho de
defensa;

Considerando, que la recurrente, en su única medio
de casación expone y alega, en síntesis, lo siguienve: que
para fallar, como lo hizo, revocando la sentencia ate pri-
mer grado y concediendo al recurrente el beneficip de to-
das sus conclusiones y aún más, el Juez de la aliada ma-
nifestó "que a esta Cámara no puede merecer ningún cré-
dito las declaraciones del testigo Lic. Araújo, en razón de
que el mismo, aparte de ostentar un alto rango en la em-
presa, evidentemente fungía como patrono y tenía tal
calidad frente al reclamante, puesto que él mismo, de
acuerdo con sus propias declaraciones, fué la , .4-sona que
despidió a dicho reclamante y por tanto en es s condicio-
nes es imposible que sus declaraciones sean inparciales;
que por el contrario, las deelaracicres de Ale.andro Cas-
tro Peguero, a favor del trabajador, sí le merec:c-an cré-
dito a la Cámara de Trabajo, -in ponderar que dicho tes-
tigo es o era un estudiant e , por tanto un testigo profesio-
nal, complaciente y dudoso; que siendo un extraño, cómo
se explica su presencia en los lugares del trabajo el día
dcl despido; que las razones dadas por el Juez a-que para
rechazar las deelaracioncl: del testigo Lic. Araújo, entra-
ñan 	 desnaturalizackrt evidente de los hechos y del
testimonio de la causa; qce, por otra parte, al rechazar los
dccumentos depositados,	 pretexto de que "fueron con-
feccionados por la miszna : 'empresa, y por tanto no puede
derivar de ellos consecuerncias en su favor; que por tra-
tarse de denuncias hechas reiteradas y sucesivamente al
Departamento de Trabojo, podían servir como indicios o
presunciones de la veracidad e imparcialidad de las de-
claraciones del testigo Lic. Araújo, incurriendo en falta
de motivos y de base legal; que también invocamos desna-
turalización de los hechos, insuficiencia de motivos y fal--

. ta de base legal cuando el Juez de la alzada sostiene que
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Itondeelaraciones del testigo Castro Peguero "se despren-
den todos los demás hechos alegados como fundamento de
la dér

-
 anda, además que el patrono no los niega, Ya que

alega ura y simplemente justa causa del despido; que si
es verdad que el patrono insistió sobre todo en probar la
justa lausa del despido, ello fué porque sobre ese aspecto
gravitó más el debate, sin que por ello dejara de negar
las hor's extras, suplemento de sueldo, oponiéndose a esa
parte délas conclusiones; pero,

Considerando, que ante los Jueces del fondo fueron
celebradas medidas de instrucción, informativo a cargo de
la empresa demandada, el cual fué celebrado el 30 de oc-
tubre de 1975 en el que depuso el auditor de la misma,
Lieda. Arulalla Araújo, y contra informativo a cargo del
trabajadorgcelebrado el 21 de abril de 1976 en el que fué
oído como `testigo Alejandro Castro Peguero, cuyas decla-
raciones constan en k 1 sentencia impugnada;

ConSiderando, que, es de principio que la Suprema
Corte no puede censurar L; anreciación del valor de los
testimonios que reciben los Jueles del fondo, a menos que
se produzcan en esa apreciación una desnaturalización o
distracción de los hechos, lo que no se ha observado en el
presente caso; que cuando en cualquier caso se produzcan
testimonios divergentes, como 'Va suoedido en la especie
que se examina, y que es lo quit& ocurre habitualmente en
Justicia, los Jueces del fondo tíSnen la facultad suberana
de dar mayor crédito a los testflos que estimen como más
sinceros y cuyas declaraciones armonicen mejor la situa-
ción expuesta ante ellos; que por lo que acaba de exponer-
se, la primera parte del medio del recurrente carece de
fundamento y este debe ser desstimado;

Considerando, que, corresponde al patrono que pre-
tende que el despido tuvo una causa justa, probar sus ale-
gatos, de acuerdo con la regla general consagrada cn el ar-
ticulo 1315 del Código Civil, de la cual se hace una apli-
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57 y 59 de la Ley 637 sobre Contratos de Trabajo;
cfón de la Ley y exceso de poder; Violación del derecho de
defensa;

Considerando, que la recurrente, en su único medio
de casación expone y alega, en síntesis, lo siguienve: que
para fallar, como lo hizo, revocando la sentencia de pri-
mer grado y concediendo al recurrente el beneficip de to-
das sus conclusiones y aún más, el Juez de la aliada ma-
nifestó "que a esta Cámara no puede merecer ningún cré-
dito las declaraciones del testigo Lic. Araújo, en razón de
que c1 mismo, aparte de ostentar un alto rango en la em-
presa, evidentemente fungía como patrono y tenía tal
calidad frente al reclamante, puesto que él mismo, de
acuerdo con sus propias declaraciones, fué la >.prsona que
despidió a dicho reclamante y por tanto en elt s condicio-
nes es imposible que sus declaraciones sean Mparciales;
que por el contrario, las cleelaraciopes de Ale.andro Cas-
tro Peguero, a favor del trabajador, sí le mereeron cré-
dito a la Cámara de Trabajo, -in ponderar que dicho tes-
tigo es o era un estudiant e , por tanto un testigo profesio-
nal, complaciente y dudoso; que siendo un extraño, cómo
se explica su presencia en los lugares del trabajo el día
dcl despido; que las razones dadas por el Juez a-que para
rechazar las declaracionci: del testigo Lic. Araújo, entra-
ñan una desnaturalizaciin evidente de los hechos y del
testimonio de la causa; qce, por otra parte, al rechazar los
documentos depositados, ;ces pretexto de que "fueron con-
feccionados por la misma:' ;empresa, y por tanto no puede
derivar de ellos consecualcias en su favor; que por tra-
tarse de denuncias hechas reiteradas y sucesivamente al
Departamento de Trabojo, podían servir como indicios o
presunciones de la veracidad e imparcialidad de las de-
claraciones del testigo Lic. Araújo, incurriendo en falta
de motivos y de base legal; que también invocamos desna-
turalización de los hechos, insuficiencia de motivos y fal-

. ta de base legal cuando el Juez de la alzada sostiene que

!les .1-1»cleelaraciones del testigo Castro Peguero "se despren-
den todos los demás hechos alegados como fundamento de
la d4anda, además que el patrono no los niega, Ya que
alega Dura y simplemente Justa causa del despido; que si
es verdad que el patrono insistió sobre todo en probar la
justa i?ausa del despido, ello fué porque sobre ese aspecto
gravitó más el debate, sin que por ello dejara de negar
las horís extras, suplemento de sueldo, oponiéndose a esa
parte de i las conolusiones; pero,

Considerando, que ante los Jueces del fondo fueron
celebradas medidas de instrucción, informativo a cargo de
la empresa demandada, el cual fué celebrado el 30 de oc-
tubre de '1975 en el que depuso el auditor de la misma,
Licda.	 Araújo, y contra informativo a cargo dcl
trabajadorl1celebrado el 21 de abril de 1976 en el que fué
oído como	 Alejandro Castro Peguero, cuyas decla-
raciones c-censtan en ) sentencia impugnada;

Considerando, que, es de principio que la Suprema
Corte no puede censurar l,a apreciación del valor de los
testimonios que reciben los Jures del fondo, a menos que
se produzcan en esa apreciación una desnaturalización o
distracción de los hechos, lo que no se ha observado en el
presente caso; que cuando en cualquier caso se produzcan
testimonios divergentes, como 4'a sucedido en la especie
que se examina, y que es lo qtuf ocurre habitualmente en
Justicia, los Jueces del fondo	 la facultad suberana
de dar mayor crédito a los testi >pos que estimen como más
sinceros y cuyas declaraciones armonicen mejor la situa-
ción expuesta ante ellos; que por lo que acaba de exponer-
se, la primera parte del medio del recurrente carece de
fundamento y este debe ser desstimado;

Considerando, que, corresponde al patrono que pre-
tende que el despido tuvo una causa Justa, probar sus ale-
gatos, de acuerdo con la regla general consagrada en el ar-
tículo 1315 del Código Civil, de la cual se hace una apli-
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cación particular en los artículos 83 y 84 del Código
Trabajo; que el examen de la sentencia impugnada pone
de manifiesto que la Cámara a-qua, para justificar su de-
cisión se fundó, esencialmente, después de admitir 	 exis-
tencia del contrato de trabajo entre las partes y lue da-
cho contrato era por tiempo indefinido, en que /siendo
ésta la única prueba aportada por la empresa, es claro que
no ha probado la justa causa invocada; que auna ,ue ella
ha depositado una serie de comunicaciones hecheS al De-
partamento de Trabajo notificando faltas del reclamante,
es claro que éstos son documentos confeccionados por ella
misma y por tanto no puede desviar de ellos consecuencias
en su favor, ya que no consta que ello fuera verlicado por
el Departamento de Trabajo; Considerando, o • re el testi-
go Castro expresa: "En una motoneta regaba r icclidos y los
empacaba, duró trabajando un año y pico, aprd(imadamen-
te, ganaba RD$102.00, cobraba quintenalmentet en cheque;
la causa del despido fué que se le exigió que trabajara ho-
ras extras y no le pagaban y él lo reclamaba, por eso fué
que lo despidieron. Ante,-p1 reclamo le contestó Araújo,
que él no podía pagarle horas extras, que había que esta-
blecerse a ese nuevo horario; el señor le dijo que él era
un agitador y que quedaba despedido de la compañía. Yo
estaba presente en el memento del despido de Alvarez;
Leger le contestó al señoe que dónde estaba su liquidación
y le d4jo que no sabía (1 1. eso. Tienen un horario de 7 y
pico a ocho y pico, entra la de ocho a doce y de 2 a 6 de
la tarde; Alvarez entrabata eso de las 7 y pico y salía de
8 y pico de la noche, torlts los días; Considerando que de
estas declaraciones se infiere por otra parte que el recla-
mante no cometió•ninguna de las faltas que se le impu-
tan, sino que fué despedido por negarse a laborar horas
extras, ya que las mismas no le eran pagadas; así mismo,
de dichas declaraciones se desprenden todos los	 demás
hechos alegados como fundamento de la demanda. ade-
más de que el patrono no los niega, ya que alega pura y

siti-dernente justa causa del despido, que en consecuencia,
procede declarar injusto el despido y revocar la senten-
cia irr>nignada, ya que además de las vacaciones, regalía,
bonificlición y horas extras corresponden por ley, y el pa-
trono ro ha probado que se liberan en el cumplimiento de
esas obligaciones; que por lo transcrito, se evidencia que
la Cámara a-qua no ha incurrido en los vicios y violacio-
nes dentinciados, razón por la cual el medio que se exa-
mina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Productos Químicos y Far7nacéu-
ticos, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional el 19 de diciembre de
1977, cuyo tdispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente faeno; SEGUNDO: Condena a Productos Quimicos
y Farmacéuticos, C. por A., al pago de las costas, y las
distrae en l'avor de lauDres. Ulises Cabrera y Freddy Zar-
zuela, ahogados del recurrido, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor CAmtin Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo F., Secretario Geteeral.

La presente sentencia ha sito dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en "ru encabezamicnto, en la
audiencia pública del día, mes ;{ año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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cación particular en los artículos 83 y 84 del Código -1.11

Trabajo; que el examen de la sentencia impugnada pone
de manifiesto que la Cámara a•qua, para justificar su de-
cisión se fundó, esencialmente, después de admitir k. exis-
tencia del contrato de trabajo entre las partes y me di-
cho contrato era por tiempo indefinido, en que 'siendo
ésta la única prueba aportada por la empresa, es claro que
no ha probado la justa causa invocada; que aunque ella
ha depositado una serie de comunicaciones heeheS al De-
partamento de Trabajo notificando faltas del reclamante,
es claro que éstos son documentos confeccionados por ella
misma y por tanto no puede desviar de ellos consecuencias
en su favor, ya que no consta que ello fuera verificado por
el Departamento de Trabajo; Considerando, o • te el testi-
go Castro expresa: "En una motoneta regaba j icdidos y los
empacaba, duró trabajando un año y pico, aprdcimadamen-
te, ganaba RD$102.00, cobraba quineenalmentct en cheque;
la causa del despido fué que se le exigió que trabajara ho-
ras extras y no le pagaban y él lo reclamaba, por eso fué
que lo despidieron. Ante.col reclamo l.e contestó Araújo,
que él no podía pagarle horas extras, que había que esta-
blecerse a ese nuevo horario; el señor le dijo que él era
un agitador y que quedaba despedido de la compañía. Yo
estaba presente en el memento del despido de Alvarez;
Leger le contestó al seño9 que dónde estaba su liquidación
y le dijo que no sabia dI eso. Tienen un horario de 7 y
pico a ocho y pico, entra pa de ocho a doce y de 2 a G de
la tarde; Alvarez entrabac a eso de las 7 y pico y salía de
8 y pico de la noche, todis los días; Considerando que de
estas declaraciones se infiere por otra parte que el recla-
mante no cometió ninguna de las faltas que se le impu-
tan, sino que fué despedido por negarse a laborar horas
extras, ya que las mismas no le eran pagadas; así mismo,
de dichas declaraciones se desprenden todos los Jamás
hechos alegados como fundamento de la demanda. ade-
más de que el patrono no los niega, ya que alega pura y

silt:dentente justa causa del despido, que en consecuencia
procede declarar injusto el despido y revocar la senten-
cia in->mgnada, ya que además de las vacaciones, regalía,
bonificación y horas extras corresponden por ley, y el pa-
trono ro ha probado que se liberan en ed cumplimiento de
esas obligaciones; que por lo transcrito, se evidencia que
la Cámara a-qua no ha incurrido en los vicios y violacio-
nes der; tneiados, razón por la cual el medio que se exa-
mina carree de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Productos Químicos y Fartacéu-
ticos, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional el 19 de diciembre de
1977, cuyo tdispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fae o; SEGUNDO: Condena a Productos Químicos
y Farmacéuticos, C. por A., al pago de las costas, y las
distrae en lavor de lob,Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zar-
zuela, ahogados del recurrido, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS). — Néstor Gmtín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque Castillo.—
Miguel Jacobo F., Secretario Geteeral.

La presente sentencia ha sic'o dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en .ru encabezamiento. en la
audiencia pública del día, mes . ir año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1901

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito '4acion01,
de fecha 20 de septiembre de 1978.

.Materia: Trabajo.

Recurrente: Andrés Valera Troncoso.
Abogado: Dr. Ramón E. Suberví Pérez.

Recurrido: Cástulo de las Mercedes Franco. 	 •

Abogados: Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, itla Suprerna Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueccs Néstor
Contín Aybar, Francisco Elpi io Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan Bautistt cRojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo Ct! Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 19 de agosto del 198:,, años 138' de la Independencia y
119' de la Restauración, - dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la sig tiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés
Valerio Troneso, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado en la calle E, casa No. 15, Ensanche San Jerónimo,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada el 20 de sep-
tiembre de 1978, por la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

•n: 	 Oído al Dr. Ramón E. Suberví Pérez, cédula 11851,
seric 22, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiop.es;

Of'o al Lic. Miguel Jacobo, en representación oc los
Dres. L • ises Cabrera y Freddy Zarzuela, cédulas números
12215, Ilerie 48 y 41269, serie 55, abogados del recurrido
Cástulo de las Mercedes Franco Villar, dominicano, ma-
yor de e dad, obrero, domiciliado en la calle Félix María
del Mon 'e No. 10, Baní, cédula No. 21313, serie 3, en la
lectura 11& sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, del 19 de diciem-
bre de 197te suscrito por su abogado, en el cual se propo-
nen los me4los que se indican más adelante;

Visto el memorial del recurrido, del 24 de enero de
1979, firmado por sus abogados;

La Suprema Corte de justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos le geles citados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, Que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamaZán laboral, que no pudo
ser conciliada y la siguiente der :anda, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Naciont ai dictó el 7 de marzo de
1977, una sentencia cuyo dispdsitivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia
contra Andrés A. Valera Troncoso, por no haber comp -
recido, no obstante haber sido legalmente citado; SEGUN-
DO: Se rechaza por falta de pruebas la demanda laboral
llar, contra el señor Andrés A. Valera Troncoso; TERCE-
RO: Condena al demandante al pago de las costas; b) que
sdbre apelación del ahora recurrido Mercedes Franco, in
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 11101

Recurrente: Andrés Valera Troncoso.
	 e

Abogado: Dr. Ramón E. Subervi Pérez.

Recurrido: Cástulo de las Mercedes Franco, 	 •

Abogados: Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la 	 Suprenia Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Francisco 	 Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan 13autist cRojas Alxnánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo 	 Gunnán, Distrito Nacional, hoy
día 19 de agosto del 198; años 138' de la Independencia y
119' de la Restauración,3icta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la sig dente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés
Valerio Troncso, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado en la calle E, casa No. 15, Ensanche San Jerónimo,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada el 20 de sep-
tiembre de 1978, por la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

•o:	 Oído al Dr. Ramón E. Suberví Pérez, cédula 11851,
seric 22, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiop.es;

Of:". o al Lic. Miguel Jacobo, en representackin oc., los
Dres. L . lises Cabrera y Freddy Zarzuela, cédulas números
12215, a)erie 48 y 41269, serie 55, abogados del recurrido
Cástulo de las Mercedes Franco Villar, dominicano, ma-
yor de ^dad, obrero, domiciliado en la calle Félix María
del Mon'e No. 10, Baní, cédula No. 21313, serie 3, en la
lectura dts sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, del 19 de diciem-
bre de 1971e suscrito por su abogado, en el cual se propo-
nen los menos que se indican más adelante;

Visto el memorial del recurrido, del 24 de enero de
1979, firmado por suCabogados;

La Suprema Corte de,Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos INgales citados por los reru-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, Que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere!, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamaZón laboral, que no pudo
ser conciliada y la siguiente der :anda, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacion?i dictó el 7 de marzo de
1977, una sentencia cuyo dispósitivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia
contra Andrés A. Valera Troncoso, por no haber comp -
recido, no obstante haber sido legalmente citado; SEGUN-
DO: Se rechaza por falta de pruebas la demanda laboral
]lar, contra el señor Andrés A. Valera Troncoso; TERCE-
RO: Condena al demandante al pago de las costas; b) que
sobre apelación del ahora recurrido Mercedes Franco, in

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito '•acionol,
de fecha 20 de septiembre de 1978.	 f

Materia: Trabajo.
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tervino el 20 de septiembre de 1978, la sentencia 1111017

impugnada en casación, cuyo dispostiivo es el siguleAte:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tarto en
la ferma como en el fondo el recurso de apelació w inter-
puesto por el señor Cástulo de las Mercedes France Villar,
contra sentencia del Juzgado cle Paz de Trabajo el as-
trito Nacional de fecha 7 de marzo de 1977, dictada en fa-
vor del señor Andrés A. Valera Troncoso, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior de esta misrna antencia
y como consecuencia Revoca en todas sus partes 	 sen-
tencia impugnada; SEGUNDO: Declara iniusto el despido
en el caso do la especle; TERCERO: Condena al patrono
recurrido, Andrés A. Valera Troncoso, a pagar al reclaman-
te, señor Cástulo de las Mercedes Franco Villar, los va-
lores siguientes: 24 días de Preaviso; 195 día- de auxilio
de cesantía; 14 días de vacaciones, la Regali del último
año, la Bonificación de 1975, así como a una suma igual
a los salarios que habría devengalo el trabajador desde
el día de la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin
que excedan de tres moses, tocko calculado a base de RDS-
60.00 semanales, ó RD$1.0p0 diario, por aplicación del Re-
glamento No. 6127; CUALIO: Condena a la parte que su-
cumbe, señor Andrés A. Valcra Troncoso, al pago de las
costas del procedimiento de ambas instancias, de confor-
midad con los artículos 5, y 16 de la Ley 302, del 18 de ju-
nio de. 1964 y 691 del C digo de Trabajo, ordenando su
disstracción en vrovecho cte los Dres. A. Ulises Cabrera L.,
y Freddy Zarzuela, quienp afirman haberlas avanzado en
su totalidad;

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer 	 In-
suficiencia y carencea de motivación, artículo 141 del Có-
digo de Procedirniento Civil; Segundo Medio: Violación a
la regla de la prueba, articulo 1315 del Código Civil;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
de casación, que por su estreeha mlación se reúnen para
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-su examen, el recurrente propone, en síntesis, lo eiguien-
te.-lue la sentencia recurrida no dá las razones por la cual
el Juez a-quo llegó a la plena convieción de aceptar como
buena; y justas las pretensiones de Castulo de las Meroe-
des Fri nco Villar en contra de los intereses del recurren-
tc; quct el Juez a.-quo basa SUS motivaciones probatorias en
el informativo de fecha 17 de agosto de 1977 y en el con-
trainformativo de fecha 21 de septiembre de 1977, en los
cuales :, bas partes, inderxndientemente, hacer oir testi.-
gos, cu	 deelaraciones, que constan, estuvieron ajusta-
das a los intereses de la parte que reg.oresentaban; que el
Juez •a-quo consideró que las declaraciones vertidas per el
testigo dell recurrente fueron contradicterias, pero en sus
conclusiorles no presenta los puntos de hecho y de dere-
cho, que j estifiquen su conviorión, lo que es equivalente
a una falOde motivos y por consiguiente una violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; que
las declaraciones del testigo Francisco Osvaldo Medina Vio-
la, del informativo y rás de Amado Félix, del contra-infor-
mativo, en que basamenta el Juez su convieción, englo-
ban las manifestaciones desdos intereses opuestos, son dos
intereses que deben ser sustentSclos por los puntos de he-
cho y de derecho; que inexplicablemente el Juez a-quo
considera falsas y contraclictorias las declaraciones verti-
das por el testigo del contrainf‘ rmativo, del rectuTente,i
pero no explica, no motiva el pc qué de esas contradiecio-
nes, lo que hace incongruente Y earente de motivos sus
conclusiones; que, por otra partj, el que reclama la elecu-
olón de una obligación, debe probarla; que el recurrido
Franco Villar demanda una serie de reclamaciones; que el
Juez a-quo aceptó como buenas y válidas todas las peti-
ciones del hoy recurrido, de forma inexplicable, esto así,
perque el recurrido no aceptó al tribunal ningún documen-
to, ni argumento, que probara sus pretensiones, las cualcs
estan divorciadas de la realidad, en base a las argumenta-
ciones presentadas por el recurrente; que el Juez a-quo

laa
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tervino el 20 de septiembre de 1978, la sentencia ahore
impugnada en casación, cuyo dispostüvo es el siguiCAte:
"FALLA: PREUERO: Deolara regular y válido tarto en
la forma como en el fondo el recurso de apelació .; inter-
puesto por el señor Cástulo de las Mercedes Frana, Villar,
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo el Dis-
trito Nacional de fecha 7 de marzo de 1977, dictada en fa-
vor del señor Andrés A. Valera Troncoso, cuyo dispositivo
ha sido oopiado en parte anterior de esta misma entencia
y como consecuencia Revoca en todas sus partes • icha sen-
tencia impugnada; SEGUNDO: Declara iniusto el despido
en el caso de la especie; TERCERO: Condena al patrono
recurrido, Andrés A. Valera Troncoso, a pagar al reelaman-
te, señor Cástulo de las Mercedes Franco Villar, los va-
lores siguientes: 24 dias de Preaviso; 195 día c de auxilio
d,e cesantía; 14 días de vacaciones, la	 del último
año, la Bonificación de 1975, así como a una suma igual
a los salarios que habría devenga912 el trabajador desde
el día de la demanda y hasta la sentenc:a definitiva, sin
que excedan de tres /112SCS, tocko calculado a base de RDS-
60.00 semanales, ó RD$10110 diario, por aplicación del Re-
glamento No. 6127; CUA1a0: Condena a la parte que su-
cumbe, señor Andrés A. Valera Troncoso, al pago de las
costas del procedimiento de ambas instancias, de confor-
midad con los artículos 5, y 16 dc la Ley 302, del 18 de ju-
nio de 1964 y 691 del C digo de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho gte los Dres. A. Ulises Cabrera L.,
y Freddy Zarzuela, quienies afirman haberlas avanzado en
s-u totalidad;

Considerando, que el recurrente propone en su memo-
rial, los siguientes medios de casación: Primer 11Lxlio; In-
suficiencia y carenca de motivación, artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violacién a
la regla de la prueba, artículo 1315 del Código Civil;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios
de easación, que por su estrecha relación se reúnen para
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u examen, el recurrente propone, en sintesis, lo siguien-
tenue la sentencia recurrida no dá las razones por la cual
el Jttez a-quo Ilegó a la plena conviceión de aceptar como
buenal y justas las pretensiones de Cástulo de las Meroe-
des Fr. co Villar en contra de los intereses del recurren-
te; quÇ el Jucz a-qtto basa sus motivaciones probatorias en
el informativo de fecha 17 de agosto de 1977 y en el con-
trainformativo de fecha 21 de septiembre de 1977, en los
cuales 1 bas partes, independienternente, hacer oir test-
gos, cu . s doelaraciones, que constan, estuvieron ajusta-
das a los intereses de la parte que representaban; que el
Juez u-quo consideró que las declaraciones vertidas per el
testigo clill recurrente fueron contradicborias, pero en sus
conclusiories no presenta los puntos de hecho y de dere-
cho, que pstifiquen su convioeión, lo que cs equivalente
a una falti)de motivos y por consiguiente una violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; que
las declaraciones del testigo Francisco Osvaldo Medina Vio-
la, del informativo y Ths de Amado Félix, del contra-infor-
mativo, en que basamenta el Juez su convicción, englo-
ban las manifestaoiones déclos intereses opuestos, son dos
intereses que deben ser sustengdos por los puntos de he-
cho y de der.e.cho; que inexplicablemente el Juez a-quo
considera falsas y contradictorias las declaraciones verti-
das por el testigo del contrainf rmativo, del recurrente,1
pero no explica, no motiva el pc. qué de esas contradiccio-
nes, lo que hace incongruente y carente de motivos sus
conclusiones; que, por otra part42, el que reelama la eiecti-
eión de una obligación, debe probarla; que el recurrido
Franco Villar demanda una serie de reclamaciones; que el
Juez F.-quo aceptó como buenas y válidas todas las peti-
cicnes de/ hoy recurrido, de forma inexplicable, esto así,
porque el recurrido no aceptó al tribunal ningún docurnen-
to, ni argumento, que probara sus pretensiones, las cualcs
están divorciadas de la realidad, en base a las argumenta-
ciones presentadas por el necurrente, que el Juez a-quo



2108	 BOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 2109

21 descartó como valederos el testimonio vertido por el tes;
tigo del recurrente, aceptando en cambio como várubs
las vertidas por el testigo del recurrido, sin motivos en
qué basa su convicción; qde el Juez a-qtao también ie abs-
tiene de presentar los elementos probatorios de su :onvic-
eión, por lo que su sentencia esta viciada de nulid td, par
carecer de motivaciones probatorias; pero,

Considerando, que la Camara a-qua, antes de estatuir
sobre el fondo de la apelación interpuesta por C ,stulo de
las Mercedes Franco Villar, ordenó medidas de instruc-
ción, informativo y contrainformativo; que el primero fué
celebrado, a pelición del hoy recurrido Franco Villar, el 17
de agosto de 1977, en el que fué oído el testigolFrancisco
Osvaldo Meciina Viola, y el segundo, a cargo del hoy re-
currente. el 21 de septiembre de 1977, en el diue depuso
como testigo Amado Félix, cuyas deelaracionesi constan en
la sentencia impugnada;

Considerando, qtte entre variaedeclaraciones.no coin-
cidentes, los jueces del fondo pueden basarse, para formar
su convicción, .en aquella suie le parezca más sincera y ve-
rosímil, lo que no constituye vicio alguno, pues correspon-
de al ejercicio normal del poder soberano de apreciación
que tienen los jueces del fondo, sobre todo que, en la es-
pecie, la misma exposicián del recurrente revela que él

' que hace .en definitivo ee criticar esa apreciación por es-
timar que la deolaración, del testigo Amado Féllx, era la
correcta; que la credibilicrad o no que atribuyen los jueces
del fondo a la declaracióra de un t,estigo, sólo puede se.r
censurada en casación, cuando se haya incurrido en des-
naturalización, to que no ha sucedido en el presente caso,
ya que a las mismas, según to revela la sentencia impug-
nada, se le ha atribuído su verdadero sentido y akance;

Considerando, que la sentencia impugnada dá por es-
tablecido, que el hoy recurrido Cástulo de las Mercedes
Franco Villar prestaba servicios, como ayudante de Pata-

---net, al recurrente Andrés Valera Troncoso, arnparado por
un–bontrato de naturaleza indefinido, durante más de 13
afios,,..\clesnengando un salario de RD$60.00 semanales, y
que fi-V despedido sin causa justificada; por todo es pre-
eiso airitir, que, contrariamente a lo alegado por el re-

,curren.c, la sentencia impugnada contiene motivos sufi-
cientes y pertinentes, que han permitido a la Suprema Cor-
le de J ticia, verificar que en la especie la ley ha sido
bien aP. cada, por lo que, los alegatos del recurrente, con-
teniclos 1 t sus dos medios, carecen de fundamento y deben
ser desestrnados;

Por tales motivos, Printero: Rechaza el recurso de
casación s!nterpuesto por Andrés Vakra Troneoso, contra
la sentencia dietada por la Cámara de Trabajo del Juzga-
do de Prin)ra Instancia del Distrito Nacional, el 20 de
septiembre . de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
t,e anterior del presente fallo; Segundo: Condena a Andrés
Valera Troncoso al p‘o de las costas, distrayéndolas en
provecho de los Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela,
abogados del recurrido, qiiTenes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad.	 J

(FIRMADOS1. — Néstor Contín Ayabr, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Roias Almánzar, Felipe Osvalcki Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernándcz Espaillat, Leonte 'It. Alburquerque Castillo.
— Miguel Jacobo, Secretario Gegeral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Juetes que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, rnes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.
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21 descartó como valederos el testimonio vertido por el tes,
tigo del recurrente, aceptando en cambio como vár,jos
las vertidas por el testigo del recurrido, sin motivos en
qué basa su convicción; qtle el Juez a-qtro también >e abs-
tiene de prc.sentar los elementos probatorios de su L•onvic-
eión, por lo que su sentencia está viciada de nulid td, par
carecer de motivaciones probatorias; pero,

Considerando, que la Cámara a-qua, antes de estatuir
sobre el fondo de la apelación interpuesta por C .stulo de
las Mercedes Franco Villar, ordenó medidas de instruc-
ción, informativo y contrainformativo; que el primero fué
celebrado, a petición del hoy recurrido Franco Villar, el 17
de agosto de 1977, en el que fué oído el testigolFraneisco
Osvaldo Medina Viola, y el segundo, a cargo del hoy re-
currente, el 21 de septiembre de 1977, en el‘ijue depuso
como testigo Amado Félix, cuyas declaracione9 constan en
la sentencia impugnada;

Considerando, mte entre variasPideclaraciones.no coin-
cidentes, los jueces del fondo pueden basarse, para formar
su convicción, .en aquella fale le parezca más sincera y ve-
rosímil, lo que no constituye vicio alguno, pues correspon-
de al ejercicio normal del poder soberano de apreciación
que tienen los jueces del fondo, sobre todo que, en la es-
pecie, la misma exposición del recurrente revela que él lo
que hace en definitivo eze critiear esa apreciación por es-
timar qtte la decaaración. del testigo Amado Félíx, era la
correcta; que la credibilidad o no que atribuyen los jueces
del fondo a la declaración de un testigo, sólo puede ser
censurada en casación, cuando se haya incurrido en des-
naturalizacién, lo que no ha suoedido en el presente caso,
ya que a las mismas, según lo revela la sentencia impug-
nada, se le ha atribuído su verdadero sentido y alcance;

Considerando, que la sentencia impugnada dá por es-
tablecido, que el hoy recurrido Cástulo cke las Mercedes
Franco Villar prestaba servicios, como ayudante de Pata-

- ---na, al recurrente Andrés Valera Troncoso, amparado per
un-"contrato de naturaleza indefinido, durante más de 13
afios,clevengando un salario de RDS50.00 semanales, y
quo fl: despedido sin causa justificada; por todo es pre-
ciso aiimitir, que, contrariamente a lo alegado por el re-
curronle, la sentencia impugnada contiene motivos sufi-
cientes y pertinentes, que han permaido a la Suprema Cor-
le de Justicia, verificar que en la especie la ley ha sido

tu.bien ap.,,cada, por lo que, los alegatos del recrente, con-
tenidos c 1 su_s dos medios, carecen de fundamento y deben
ser desestfanados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación hiterpuesto por Andrés Valera Troncoso, contra
la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzga-
do de Prin,yra Instancia del Distrito Naeional, el 20 de
septiembre 'de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Condena a Andrés
Valera Troncoso al piko de las costas, distrayéndolas en
provecho de los Dres. Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela,
abogados del recurrido, quitenes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad.	 4,1

(FIRMADOSI. — Néster Contín Ayabr, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rolas Almánzar, Felipe Osvaldel Perdomo Baez, Joaquín
L. Hernandez Espaillat, Leonte 'tt.. Alburquerque Castillo.
— Miguel Jacobo, Secretario Gerfiral.

La presente sentencia ha sido dada y lirmada por los
señores Jueees que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Seere.tario General,
que certilica. (Fdo.): Miguol Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 2 de marzo de 1917.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Julio Damián Fortuna Almonte, Aquilino Pérez Tu-
veras y la Unión de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Bienvenido riguereo Méndez.

Interviniente: Eugenio NüfSez de la Cruz.
Abogado: D r César Augusto Medina.

Dios, Patria y Libertad,	 al
República Dominicana.

En Nombre de la República, da Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Feryando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Vjesidente; Manuel 	 A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpádio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos dl Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audieritias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia 19 del mes
de Agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
119' de la Restauración, dicta en audiencia pública como
Cotre de Casación, la siguiente sentencia:

Sobne los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Julio Damián Fortuna Altnonte, dominicano,
soltero, chófer, cédula No. 572, serie 73, residente en la
Sección de Pino, municipio de Loma de Cabrera; Aquilino
Pérez Tavarez, dominicano, mayor de edad, residente en
la sección El Partido, de Dajabón, y la Unión de Seguros.
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C. por A., con su asiento social en la calle Beller No. 98,
de 21entiago de los Caballeros, contra sentencia dictada en
atribuciones correccionales, el 2 de marzo de 1978, por la
Corte	 Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se
copia rás adelante;

Of. o al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Porfirio Chahín Tuma, en representación

del Dr.. . Bienvenido Figuereo Méndez, cédula No. 12406,\I
serie 12; bogado de los recurrentes, en la lectura de sus
oonclusio es;

Oído al Dr. Germán Alvarez, en representación del
Dr. Césai Augusto Medina, cédula No. 8325, serie 22,
abogado ctel interviniente Eugenio Núñez de la Cruz, do-
minicano, rlayor de edad, militar, cédula No. 11204, serie
26, domicilildo y residente en esta ciudad, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído a dictamenWel Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los rectirsos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qt»,4>a requerimiento del Dr.
Bienvenido Figuereo Méndez, en representación de los re-
currentes el 15 de marzo de 1977, en la cual no se propo-
ne contra la sentencia impugnada ningún medio determi-
nado de casación;	 2

Visto el memorial de los recurrentes del 19 de junio
de 1978, suscrito por su abogadd, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios que se indican
más adelante;

Visto el escrito del interviniente del 19 de junio de
1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, 1383
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 2 de marzo de 1977.

Materia: Correccional.
	 1

Recurrentes: Julio Damián Fortuna Almonte, Aquilino Pérez Ta-
veras y la Unión de Seguros, C. por A. 	 S

Abogado: Dr. Bienvenido Figuereo Méndez. 	 LI

Interviniente: Eugenio Núñez de la Cruz.
Abogado: Dr. César Augusto Medina.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana. 	 al)

En Nombre de la República, ja Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contén Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Viesidente; Manuel 	 A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos dEl Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audierleias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia 19 del mes
de Agosto del año 1981, años 138' de la Independencia y
119' de la Restauración, dieta en audiencia pública como
Cotre de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Julio Damián Fortuna Almonte, dominicano,
soltero, chófer, cédula No. 572, serie 73, residente en la
Sección de Pino, municipio de Loma de Cabrera; Aquilino
Pérez Tavarez, dominicano, mayor de edad, residente en
la sección El Partido, de Dajabón, y la Unión de Seguros,

C. por A., con su asiento social en la calle Beller No. 98,
de Zantiago de los Caballeros, contra sentencia dictada en
atribuciones correccionales, el 2 de marzo de 1978, por la.,..
Corte 1Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se
copia tí 

t
ás adelante;

Oko al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Porfirio Chahín Tuma, en representación

del Dr. .Bienvenido Bienvenido Figuereo Méndez, cédula No. 12406,\i.
serie 12; bogado de los recurrentes, en la lectura de sus

conclusio es:
Oído al Dr. Germán Alvarez, en representación del

Dr. Cészul Augusto Medina, cédula No. 8325, serie 22,
abogado ael interviniente Eugenio Núñez de la Cruz, do-
minicano, mayor de edad, militar, cédula No. 11204, serio
26, domicilildo y residente en esta ciudad, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dietamentl Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los reetirsos de casación levantada en
la Secretaria de la Corte a-qub,,l'a requerimiento del Dr.
Bienvenido Figuereo Méndez, en representación de los re-
currentes el 15 de marzo de 1,977, en la cual no se propo-
ne contra la sentencia impugnada ningún medio determi-

2nado de casación;	 1
Visto el memorial de los recurrentes del 19 de junio

de 1978, suscrito por su abogado', en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios que se indican
más adelante;

Visto el escrito del interviniente del 19 de junio de
1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
_ -14	 liberado y vistos los textos legales invocados por los recu-

rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, 1383
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y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 195>,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 	 y
65 da la Ley sobre Procedimidnto de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnatia y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a), t,Itte con
motivo de un accidente de tránstio ocurrido el 	 de no-
viembre de 1974, en el kilómetro 25 de la Autopista Duar-
te ,en el cual una persona resultó con lesiones corporales,
Ja Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de. Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó, el 2 de 5.-Cptiembre

de 1975, una sentencia cuyo dispositivo aparece copiado
en el de la ahora impugnada; b), que sobre les recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnad-) en casa-
edén, con el siguiente dispositivo: "Falla. PRIMERO: Ad-
mite como regular y válido en la forma el recierso de ape-
lación interpuesto por el Dr. Bienvenido Figuéreo Méndez,
en fecha 11 de septiembre de 1975, a nombre y represen-
tación de Julio Damian R,ortuna lmonte, (condenado),
de la parte civil responsable y de la Unión de Seguros, C.
por A., contra sentencia dictala por la Segunda Cámara
de 1 Penal del Juzgado :P Primera Instancia del Distrito
Nacclonal, en fecha 2 de septiembre de 1975, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al nombrado
Julio Damián Fortuna Almonte, culpable de violar los ar-
tículos 49 y 65 de la Le311241, en perjuicio de Eugenio Nú-
ñez de la Cruz y aplicanido el principio del no cúmulo de
pena, así como tomando eircunstancias atenuantes a su fa-
vor, se condena al pago 4 una multa de RD$25.00 (Vein-
ticinco pesos orol; Segundo: Se descarga a Eugenio Núñez
de la Cruz de los hechos puestos a su cargo; por no baber
vkiolado la ley 241 en ninguno de sus aspecto; Tercero: Se
ordena la suspensión de la licencia, que para manejar ve.
hículos de motor, ampara al señor Julio Damián Fortuna
Almonte, por el término de seis (6) meses, a partir de la
presente sentencia; Cuarto: Se declaran las costas pena-
les de oficio en cuanto al señor Eugenio Núñez y en cuan-
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te el nombrado Julio Damián Fortuna Almonte se ordena
el pago de las mismas; Quinto: Se declara bueno y válido
la con)itución en parte civil, hecha por el nombrado Eu-
genio l'túriez, a través del Dr. César Augusto Medina, en
contra ilel señor Julio Damián Fortuna Almonte, por ajus-
taese a- la ey; Sexto: En cuanto al fondo de la referida
constitución en parte civil se condena a los nombrados Ju-
lio Dam "n Fortuna Almonte, en su calidad de prevenido
y al S2115 Aquilino Pérez, persona civilmente responsable
por ser e te el propietario del camión productor el acci-
dente, alago de una indemnización de RD$600.00, (Seis-4
cientos p os oro), en favor del señor Eugenio Núñez de la
Cruz, como justa reparación por los daños y perjuicios mo-
rales y materiales sufridos por él, a consecuencia del acci-
dente de qul se trata; Séptimo: Se condena a los nombra-
dos Juko DMnián Fortuna Almonte y Aquilino Pérez Tava-
rez, al pago de los intereses legales de la la suma acorda-
da, a partir de la preInte sentencia, a título de indemni-
zación complementaria; OcLavo: Se condena a los nombra-
dos Julio Damián Fortuna Almwte o Aquilino Pérez Ta-
varez, al pago de las costas civigs, en provecho del Dr. Cé-
sar Augusto Medina, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Noveno: Se declara la presente sentencia co-
mún, oponible y ejecutable a la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., en vtirtud del Ara 10 de la Ley No. 4117;
SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida; TERCERO:
Condena a Julio Damián Fortunas Almonte y Aquilino Pé-
rez Tavarez, al pago de las costas civiles y penales, con dis-
tracción de las civiles en provecho del Dr. César Augusto
Maiina, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; CUARTO: Declara esta sentencia común y opo-
nible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser
la aseguradora del vehículo que causó el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Desnaturalización de los hechos y del eore



y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 195>-,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 	 y
65 de la Ley sobre Procedimidnto de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a), caue con
motivo de un accidente de tránstio ocurrido el lb de no-
viembre de 1974, en el kilómetro 25 de la Autopista Duar-
te ,en el cual una persona resultó con lesiones corporales,
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 	 Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó, el 2 de septiembre
de 1975, una sentencia cuyo dispositivo aparece copiado
en el de la ahora impugnada; b), que sobre les recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en casa-
ción, con el siguiente dispositivo: "Falla: PRIMERO: Ad-
mite como regular y válido en la forma el reonrso de apc-
lación interpuesto por el Dr. Bienvenido Figuúreo Méndez,
en fecha 11 de septiembre de 1975, a nombre y represen-
tazión de Julio Damián Rortuna asslmonte., (condenado),
de la parte civil responsable y de la Unión de Seguros, C.
por A., contra sentencia dictada por la Segunda Cámara
de lo Penal del Juzgado	 Primera Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 2 de septiembre de 1975, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al nombrado
Julio Damián Fortuna Almonte, culpable de violar los ar-
tículos 49 y 65 de la Ley(241, en perjuicio de Eugenio Nú-
ñez de la Cruz y aplicarldo el principio del no cúmulo de
pena, así como tomando 'ircunstancias atenuantes a su fa-
vor, se condena al pago de una multa de RD$25.00 (Vein-
ticinco pesos oro); Segundo: Se descarga a Eugenio Núñez
de la Cruz de los hechos puestos a su cargo; por no haber
volado la ley 241 en ninguno de sus aspecto; Tercero: Se
ordena la suspensión de la licencia, que para manejar ve-
hículos de motor, ampara al señor Julio Damián Fortuna
Almonte, por el término de seis (6) meses, a partir de la
presente sentencia; Cuarto: Se declaran las costas pena-
les de oficio en cuanto al señor Eugenio Núñez y en cuan-

BOLETIN JUDICIAL,	 2113

to nombrado Julio Damián Fortuna Almonte se ordena
el pago de las mismas; Quinto: Se declara bueno y válido
la con)itución en parte civil, hecha por el nombrado Eu-
genio	 a través del Dr. César Augusto Medina, en
contra el señor Julio Damián Fortuna Almente, por ajus-
taese a la ey; Sexto: En cuanto al fondo de la referida
constitución en parte civil se condena a los nombrados Ju-
lio Dam n Fortuna Almonte, en su calidad de prevenido
y al señ Aquilino Pérez, persona civilmente responsable
por ser é te el propietario del camión productor el acci-
denle, al ago (le una indemnización de RD$600.00, (Seis-
cientos p os oro), en favor del señor Eugenio Núñez de la
Cruz, com justa reparación por los daños y perjuicios mo-
rales y materiales sufridos por él, a consecuencia del acci-
dente de	 se trata; Séptimo: Se condena a los nombra-
dos Julio Dámián Fortuna Almonte y Aquilino Pérez Tava-
rez, al pago de los intereses legales de la la suma acorda-
da, a partir ds la prane sentencia, a título de indemni-
zación complementaria; Oclavo: S condena a los nombra-
dos Julio Damián Fortuna Alm9ipte o Aquilino Pérez Ta-
varez, al pago de las costas	 en provecho del Dr. Cé-
sar Augusto Medina, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Noveno: Se declara la presente sentencia co-
mún, oponible y ejecutable a la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., en virtud del Ar l 'g 10 de la Ley No. 4117;
SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida; TERCERO:
Condena a Julio Damián Fortuná Almonte y Aquilino Pé-
rez Tavarez, al pago de las costas civiles y penales, con dis-
tracción de las civiles en provecho del Dr. César Augusto
M-xlina, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; CUARTO: Declara esta sentencia común y opo-
nible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser
la aseguradora del vehículo que causó el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Desnaturalización de los hechos y del cor.-
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tenido de las piezas y documentos que informan el nxpe-
diente, e incorrecta aplicación del Derecho; Segundo Me-
dio: Violación al artículo Not 141 del Código de efrocedi-
miento Civil; Tercer Medio: Falta ei nsuficiencia	 Je moti-
vos; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus cuatro me-
dios de casación, que por su estrecha relación se reúnen
para su axemen, los recurrentes alegan: que la Ciate a-qua
incurrió en el vicio que informan el expediente,iya que en
primer lugar en el Acta de Policía que se instrumentó,
consta que el prevenido recurrente transitaba 	 norte a
sur por la autopista Duarte, y que el co-prepre‘?tnido, raso
Eugenio Núñez de la Cruz, transitaba de aeste a este por
la carretera Duarte vieja, y trató de cruzarua autopista,
y en segundo lugar el hoy recurrente en la 'Página 2 del
acta de audiencia de la Corte de Apelación del 14 de fe-
brro da 1977, declaró que el carrel:tonducido por Eugenio
de 1 aCruz, se le estrelló en la parte atrás del camión; que
sin embargo, no obstante lo transcrito en la página No. 5
invierte la d:rección portila que resultaba el carro condu-
cido por Eugenio de la Cruz, raso P. N., al decir que
hacía de este a oeste por la misma vía, desnaturalizando
de ese modo las declaraciones del prevenido Julio Damián
Fortuna Almonte y del	 Arcadio Alcántara de los San-
tos, quien lo declaró a s4ti Oficial Comandante, que el ca-
mión transitaba de nortc, a sur por la autopista Duarte, y
el carro de oeste a este por la carretera Duarte Vieja; que
la Corte a-gua fundamenta su sentencia, básicamente, en
la violación en la que ha incurrido a prevenido Ramón
Fortuna Almonte del artículo 61 de la ley 241, pero esa
circunstancia no figura consignada en ninguna de las pie-
zas que integran el expediente; que por otra parte, la Cor-
te a-qua, incurriera en el artículo 65, afirmando que el
prevenido recurrente violó el mismo par conducción te-
meraria, de modo que si examinamos la sentencia, se ob-
serva de inmediato que aparte de lo señalado preezdente-

mente, se ha violado el artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, ya que la exposición de hecho y de dere-
cho, tsue figura en los considerandos está divorciada por

con el dispositivo de la sentencia, lo que
no peimite apreciar a ese Tribunal si ha sido bien aplicada
la ley; pero,

Considerando, que en la Corte a-qua, para declarar
como Ni.co culpable del acioidente al prevenido recurrente
y fallar romolo hizo, dió por establecido mediante la pon-
deración de los elementos de Juicio que fueron regularmen-
te admillistrados en la instrucción de la causa, lo siguien-
te: a) qte el 18 de noviembre de 1974, en horas de la tar-
de, mientras Julio Damián Fortuna Almonte transitaba en
el carnlóntplaca No. 523-395, propiedad de Augusto Pérez
Tawutz, "gurado por póliza No. 34233, de la Unión de
Seguros, C. por A., de norte a sur, por la autopista Duar-
te, al Ilegar al kiló	 o 25, se originó un choque con cl
carro placa No. O-O3 	 por Eugenio Núñez de la
Cruz, quien transitaba ag, oeste a este por la misma vía,
resultando Eugenio Núñez de 4a Cruz con golpes curables
después de 30 y antes de 45 las; b) que el accidente se
debió a la imprudencia del conductor Julio Damián For-
tuna Almonte al conducir su vehículo de una manera des-
cuidada y atolondrada y a una velocidad superior, de
acuerdo a lo que dispone el a•rtículo 61 de la ley 241, lo
que no le permitió evitar el accidente; que los recurrentes
llaman desnaturalización, no es más que la crítica que le
merece, la apreciación que sobre los hechos de la causa hi-
cieron los jueces del fondo, lo que escapa al control de la
casación; que además, el fallo impugnado contiene una re-
lación completa de los hechos y circunstancias de la causa
que han permitido apreciar que en el presente caso se hizo
una correcta aplicación de la ley y motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, razón por la cual.
los medios que se examinan carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;
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tenido de las piezas y documentos que informan el expe-
diente, e incorrecta aplicación del Derecho; Segundo Me-
dio: Violación al artículo Ncy. 141 del Código de 9rocedi-
miento Civil; Tercer Medio: Falta ci nsuficiencia	 moti-
vos; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus cuatro me-
dios de casación, que por su estrecha relación se reúnen
para su axemen, los recurrentes alegan: que la Curte a-qua
incurrió en el vicio que informan	 expediente,''-ya que en
primer lugar en el Acta de Policía que se instrumentó,
consta que el prevenido recurrente transitaba 'le norte a
sur por la autopista Duarte, y que el co-preprenido, raso
Eugenio Núñez de la Cruz, transitaba de oeste a este por
la carretera Duarte vieja, y trató de cruzanua autopista,
y en segundo lugar el hoy recurrente en la página 2 del
acta de audiencia de la Corte de Apelación del 14 de fe-
brro de 1977, declaró que el carrc'bonducido por Eugenio
de 1 aCruz, se le estrelló en la parte atrás del camión; que
sin embargo, no obstante lo teanscrito en la página No. 5
invierte la dirección por' 11.a que resultaba el carro condu-
cido por Eugenio de la Cruz, raso P. N., al decir que lo
hacía de este a oeste por la misma vía, desnaturalizando
de ese modo las declaraciones del prevenido Julio Damián
Fortuna Almonte y del aso Arcadio Alcántara de los San-
tos, quien lo declaró a set Oficial Comandante, que el ca-
mión transitaba de norte: a sur por la autopista Duarte, y
el carro de oeste a este por la carretera Duarte Vieja; que
la Corte a-qua fundamenta su sentencia, básicamente, en
la violación en la que ha incurrido el prevenido Ramón
Fortuna Almonte del artículo 61 de la ley 241, pero esa
circunstancia no figura consignada en ninguna de las pie-
zas que integran el expediente; que por otra parte, la Cor-
te a-qua, incurriera en el articulo 65, afirmando que el
prevenido recurrente violó el mismo por conducción te-
meraria, de modo que si examinamos la sentencia, se ob-
serva de inmediato que aparte de lo señalado prewdente-

mente, se ha violado el artículo 141 del Código de Proce-
ditlento Civil, ya que la exposición de hecho y de dere-
cho, eue figura en los considerandos está divorciada por in-
compmtibilidad con el dispositivo de la sentencia, lo que
no pelmite apreciar a ese Tribunal si ha sido bien aplicada
la ley; pero,

Considerando, que en la Corte a-qua, para declarar
como tto culpable del aooidente al prevenido recurrente
y fallar romo lo hizo, dió por establecido mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmen-
te admilistrados en la instrucción de la causa, lo siguien-
te: a) qtle e118 de noviembre de 1974, en horas de la tar-
de, mientras Julio Damián Fortuna Almonte transitaba en
el cam:ón tiolaca No. 523-395, propiedad de Augusto Pérez
Tavarez, aegurado por póliza No. 34233, de la Unión de
Seguros, C. por A., de norte a sur, por la autopista Duar-
te, al llegar al kilótwtro 25, se originó un choque con
carro placa No. 0-03$, conducido por Eugenio Núñez de la
Cruz, quien transitaba dq, oeste a este por la misma vía,
resultando Eugenio Núñez deia Cruz con golpes curables
después de 30 y antes de 45 'días; b) que el accidente se
debió a la imprudencia del conductor Julio Damián For-
tuna Almonte al conducir su vehículo de una manera des-
cuidada y atolondrada y a una velocidad superior, de
acuerdo a lo que dispone el auqícuto 61 de la ley 241, lo
que no le permitió evitar el accidente; que los recurrentes
llaman desnaturalización, no es más que la crítica que le
merece, la apreciación que sobre los hechos de la causa hi-
cieron los jueces del fondo, lo que escapa al control de la
casación; que además, el fallo impugnado contiene una re-
lación completa de los hechos y circunstancias de la causa
que han permitido apreciar que en el presente caso se hizo
una correcta aplicación de la ley y motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, razón por la cual,
los medros que se examinan carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

RF
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Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de goves
y heridas involuntarias ocasionados con la conducci/5n de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la
ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y memdonacio
en la letra z), de la mencionada disposición legal cbn las
penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.u0
a RD$500.00, pesos, cuando la enfermedad o la

de la víctima para dedicarse a su trabajo, dárare 20
dias o más, como sucedió en la especie, que al coMdenar al
prevenido al pago de una multa de RDS25.00 pesos, aco-
giendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua Je aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qpa dió por
establecido, que el hecho del prevenido ocaskj,tó a Euge-
nio Núñez de la Cruz, constituido en parte civil, daños ma-
teriales y morales que evaluó en la,asurna de RD$600.00;
que al condenar al prevenido recurt.ente con Aquilino Pé-
rez Tavarez, puesto en causa como civilmente responsable,
al pago de la mencionada juma, más de los intereses le-
gales, a partir de la dernanala a título de indemnización
complementaria, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del
1 y 10 de la Ley 4117 sqbre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Moter, al decla:sar oponibles dichas condenao:o-
nes a la Unión de Seguros, C. por A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
en lo que concierne al prevenido, la sentencia impugnada
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te, a Eugenio Núñez de la Cruz, en oos recursos de casa-
ción interpuestos por Julio Damián Fortuna Almonte, Aqui-
lino Pérez Tavarez y la Unión de Seguros, C. por A., con-
tra la sentencia dictada en atribuciones correccionales, el
2 de marzo de 1978, por la Corte de Apelación de Santo

Domingo, cuyo dispositivo aparece copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Rechaza los mencionados
recurs,l; Tercero: Condena a Julio Damián Fortuna Al-
monte til pago de las costas penales y a éste y a Aquilino
Pérez Vavarez, al pago de las costas civiles ordenando su
distracción en favor del Dr. asar A. Medina, abogado deJ
interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte, y las declara oponibles a la Urgón de Seguros, C. por
A.; dent ? de los términos de la póliza.

(FIR IADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Berastjoaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Esplilla.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La prelute sentencia ha sido dada y firrnada por los
señores Juozes que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública delVía, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y pubLeada por mí, Secretario General,
que certifica. (pdo.): Migueli Jacobo.

it-
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Considerando, que los hechos así establecidos, confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes
y heridas involuntarias ocasionados con la conduccin de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 414 de la
ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos y men«ionaáo
en la letra	 de la mencionada disposición legal con las
penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.U0
a RD$500.00, pesos, cuando la enfermedad o la imrtosibili-
dad de la víctima para dedicarse a su trabajo, tbkare 20
días o más, como sucedió en la especie, que al coháenar al
prevenido al pago de una multa de RD$25.00 pesos, aco-
giendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua.le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte alita dió por
establecido, que el hecho del prevenido ocasiCiAó a Euge-
nio Núñez de la Cruz, constituido en parte civil, daños ma-
teriales y morales que evaluó en la lsurna de FtD$600.00;
que al condenar al prevenido recurrente con Aquilino Pé-
rez Tavarez, puesto en causa coLno civilmente responsable,
al pago de la mencionada,fiuma, más de los intereses le-
gales, a partir de la demaiitla a título de indemnización
complementaria, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del
1 y 10 de la Ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor, al declamar oponibles dichas condenaolo-
nes a la Unión de Seguros, C. por A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos
en lo que concierne al prevenido, la sentencia impugnada
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te. a Eugenio Núñez de la Cruz, en oos recursos de casa-
ción interpuestos por Julio Damián Fortuna Almonte, Aqui-
lino Pérez Tavarez y la Unión de Seguros, C. por A., con-
tra la sentencia dictada en atribuciones correccionales, el
2 de marzo de 1978, por la Corte de Apelación de Santo

Domingo. cuyo dispositivo aparece copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Rechaza los mencionados
recursos; Tercero: Condena a Julio Damián Fortuna Al-. e
monte 11.1 pago de las costas penales y a éste y a Aquilino
Pérez 'Tavarez, al pago de las costas civiles ordenando su
distracéión en favor del Dr. C&ar A. Medina, abogado del
interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte, y las declara oponibles a la Unión de Seguros, C. por
A.; dent ? de los términos de la póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio BerastJoaquin M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez, Joaquín L. Her-
nández Espluailla.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La prerente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Juecesque figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública delVía, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica. (rdo.): Migué, Jacobo.

ft.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago,	 fecha
14 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Santiago de Jesús Rodríguez, Alberto Shiffino y/o
Porfirio G mez y la Compañía de Seguros 	 ia, S. A.

Recurrido: Dr. Manuel de . Jesús Disla Suárez.

Interviniente: Zacarías González.
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República. dla Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fertiando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de 1msidente; Francisco Elpidio Ec-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus	 en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, I3istrito Nacional, hoy día 19 da
agosto de 1981, años 133' de la Independencia y 119' de
la Restauración, dieta en audiencia pública, como Corte de
Casaoión, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Santiago de Jesús Rodríguez, Alberto Shiffino
y/o Porfirio Gómez y la Compañía de Seguros Patria, S.
A.; los dos primeros dominicanos, mayores de edad, chófer
y propietario respectivamente, domiciliados en la sección
Loma de Guayacanes, Provincia Valverde, y Km. 4 de la
carretera Duarte, Santiago, Liccy al Medio, respectivomen-

te,.,y la Compañía con domicilio social en la casa No. 98 de
la calle Salvador Cucurullo esquina calle General López,
de la' ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada en
atribtkeiones correccionales, por la Cotte de Apelación de
Santiigo, el 14 de noviembre de 1077, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oí
Iti.

o el dictamen del Magistrado Procurador General
\.)

de la	 ública;
Visel acta del recurso de casación levantada en la

Secretatta de la Corte a-qua, el 20 de diciembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
actuando en representatión de los recurrentes, en la que
no se pr4ne ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 21 de junio
de 1979, suscrito pqksu abogado, en el que se proponen
los medios de casaciat que se indican más adelanta_;

Visto el escrito del interviniente, del 29 de junio de
1979, suscrito por su abogadeaDr. Lorenzo E. Raposo Ji-
ménez, y su escrito de réplica del 30 de junio de 1979;
interviniente que lo es, Zacarías González, dominicana,
mayor de edad, sotlera, de ofidios domésticos, domiciliada
en Jualete, Luperón, Puerto Pata, cédula No. 11572, se-
rie 40;	 .•:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y loa
documentos a que ella se refiere, consta: a), que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 29 de marzo
de 19'75, en El Mamey, Jurisdicción de Puerto Plata, la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Puerto Plata, dictó el 28 de septiembre de
1975, una sentencia, cuyo dispositivo se encuentra inserto
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SENTENCIA DE FECIIA 19 DE AGOSTO DEL 1981 —

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, ee fecha
14 de noviembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Santiago de Jesús Rodríguez, Alberto Shiffino y/o
Porfirio G mez y la Compañía de Seguros Pat¿ia, S. A.

Recurrido: Dr. Manuel de , Jesila Disla Suárez.

Interviniente: Zacarlas Gonzálee.
Ahogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad,	 .2

Repúbfica Dominicana.

En Nombre de la República: ala Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Ferdando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de 't;epidente; Francisco Elpidio Be-
tas, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus ?ludiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 da
agosto de 1981, años 133' de la Independencia y 119' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, corno Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Santiago de Jesús Rodríguez. Alberto Shiffino
y/o Porfirio Gómez y la Compañía de Seguros Patria, S.
A.; los dos primeros dominicanos, mayores de edad, chófer
y propietario respectivamente, domiciliados en la sección
Lema de Guayacanes, Provincia Valverde, y Km. 4 de la
carretera Duarte, Santiago, Licey al Medio, respectivomen-
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te,ty la Compañía con domicilio social en la casa No. 98 de
la call. Salvador Cueurullo esquina calle General López,
de la'eiudad de Santiago, contra la sentencia dictada en
atribileiones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santiigo, el 14 de noviembre de 1B77, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oí o el dictamen del Magistrado Procurador General

de la	 ública;
4aVis el acta del recurso de casación levantada en la

Secreta a de la Corte a-qua, el 20 de diciembre de 1977,
a requerimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez,
actuando en representación de los recurrentes, en la que
no se prolene ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 21 de junio
de 1979, suscrito pe‘su abogado, en el que se proponen
los medios de casacio que se indican más adelante;

Visto el escrito del laterviniente, del 29 de junio de
1979, suscrito por su abogadcaDr. Lorenzo E. Raposo Ji-
ménez, y su escrito de réplica del 30 de junio de 1979;
interviniente que lo es, Zacarías González, dominicana,
mayor de edad, sotlera, de oficios domésticos, domiciliada
en Jualete, Luperón, Puerto P;ata, cédula No. 11572, se-
rie 40;	 .,

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley
sobra Procedriniento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a). que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 29 de marzo
de 1975, en El Mamey, Jurisdicción de Puerto Plata, la Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Puerto Plata, dictó el 28 de septiembre de
1975, una sentencia, cuyo dispositivo se encuentra inserto
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en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos- in-
terpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PIIME-
RO: Declara regulares en las formas los recursos	 ape.-
laolón interpuestos por el Dr. Agustín González, al rpm-
bre y representación de Alberto o Albenzio Schiffino, per-
sona civilmente demandada y de la Compañía de Seguros
Patria, S. A., el interpuesto por el prevenido Santiago de
Jesús Rodríguez y por la parte civil constituida fkatarías
Gcnzález, contra sentencia de fecha veintiocho dLl mes de
noviembre del año mil novecientos setenta y cinco (1975),
dictada por el Juzgado de Primera Instancia de Distrito
Judicial de Puerto Plata, cuyo dispositivo copiado textual-"
mente dice así: Primero: Declara al nombrado Santiago de
Jesús Rodríguez, de generales anotadas, culpa" .e del deli-
to de homicidio involuntario, ocasionado con el manejo de
un vehículo de motor, en perjuicio de quien en vida res-
pndía al nombre de Alejandro de	 González, en ron-
secuenofa se condena al pago de una multa de RD$100.00
(Cien pesos oro) y al pago de lás costas; Segundo: Decla-
ra regular y válida, en cuail.tto a la forma la constitución en
parte civil hecha por Zacarías González, hecha por medio
de su abogado Dr. Lorenzo E. Rapso Jiménez, contra el pre-
venido Santiago de Jesús Rodrígcez, de la persona civil-
mente resvonsable, Albet lo Schiffino o Albensio Schiffi-
no, y en opo nibilidad contra la Seguros Patria, S. A.; en
cuanto al fondo condena a Santiago de Jesús Rodríguez y
Alberto Schiffino, al pago solidario de una indemnización
de RD$5,000.00 (Cinco mil pesos oro), en favor de la parte
civil constituida, como justa reparación de los da.ños mo-
rales y materiales experimentados por ella; Tercero: Con-
dena a Santiago de Jesús Rodríguez y Alberto Schiffino
o Albensio Schiffino, al pago de los intereses legales de la
suma acordada como indemnización, a partir de la deman-
da en justicia, a titulo de indemnización suplementaria;
Cuarto: Condena a los señores Santiago de Jesús Rodríguez

Schiffino o Albensio Schiffino, al pago solidario de las cos-
tas•leiviles con distracción de éstas, en provecho del Dr.
Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma estarlas avan-
zando en su totalidad; Quinto: Declara la presente senten-
cia coi nún, y oponible a la Compañía de Seguros Patria,
S. A., lentidad aseguradora de los riesgos del vehículo con-
ducido por Santiago de Jesús Rodríguez; SEGUNDO: Con-
firma la sentencia recurrida en todas sus partes; TERCE-
RO: Cc dena a Santiago de Jesús Rodríguez al pago de las
costas p nales; CUARTO: Condena a Santiago de Jesús Ro-
dríguez. Alberto o Albenzio Schiffino y a la Compañía de
Seguros Patria, S. A., al pago de las costas civiles, ordenan-
do su dittracción en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo
Jiménez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Consitrando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia rnpugnada, los siguientes medios de casación:
Desnaturalización de los hechos y de las declaraciones del
prevenido. Falta de kose legal e insuficiencia de motivos.
Desconocimiento del principio legal de caso fortuito;

Considerando, que erf el desarrollo de sus medios de
casación, los recurrentes expoAm y alegan: "Que la Cor-
te a-qua para dictar su sentencia se fundó exclusivamen-
te según se consigna en la misma, "en que el prevenido
fué torpe en la conducción de su vehículo, pues si él hu-
biera puesto un cambio de fuerya al notar que el vehículo
no obedecía a los frenos, el vehículo jeep se hubiese dete-
nido, y en consecuencia no ocurre el accidente" y que "sin
ningún género de dudas la causa única y determinante de
este accidente fué la falta (torpeza), cometida por dicho
prevenido en la conducción de su vehículo, falta a la cual
nos hemos referido"; lo anteriormente transcrito revela
que la sentencia impugnada carece de una relación cohe-
rente y completa de las circunstancias en que ocurri5 el
accidente, y que para llegar a tal conclusión, la Corte se
ha apartado de los hechos y circunstancias que surgen de
la instrucción de la causa, cuando el prevenido se le in-
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en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos in-
terpuestos intervino la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA . PrtIME-
RO: Declara regulares en las formas los recursos ¿e ape-
lactión interpuestos por el Dr. Agustín González, á rpm-
bre y representación de Alberto o Albenzio Schiffino, per-
sona civilmente demandada y de la Compañía de Seguros
Patria, S. A., el interpuesto por el prevenido Santiago de
Jesús Rodríguez y por la parte civil constituida fkacarías
González, contra sentencia de fecha veintiocho dLI mes de
noviembre del año mil novecientos setenta y cinco (1975),
dictada por el Juzgado de Primera Instancia de Distrito
Judicial de Puerto Plata, cuyo dispositivo copiacto textual-
mente dice así: Primero: Declara al nombrado Santiago de
Jesús Rodríguez, de generales anotadas, culpa'' .e del deli-
to de homicidio involuntario, ocasionado con el manejo de
un vehículo de motor, en perjuicio de quien en vida res-
pndía al nombre de Alejandro de 	 González, en ron-
secueno:a se condena al pago de una multa de RD$100.00
'(Cien pesos oro) y al pago de lás costas; Segundo: Decla-
ra regular y válida, en cuar% a la forma la constitución en
parte civil hecha por Zacarías González, hecha por medio
de su abogado Dr. Lorenzo E. Rapso Jiménez, contra el pre-
venido Santiago de Jesús Rodríguez, de la persona civil-
mente resvonsable, Alberto Schiffino o Albensio Schiffi-
no, y en opo nibilidad contra la Seguros Patria, S. A.; en
cuanto al fondo condena a Santiago de Jesús Rodríguez y
Alberto Schiffino, al pago solidario de una indemnización
de RD$5,000.00 rCinco mil pesos oro), en favor de la parte
civil constituida, como justa reparación de los daños mo-
rales y materiales experimentados por ella; Tercero: Con-
dena a Santiago de Jesús Rodríguez y Alberto Schiffino
o Albensio Schiffino, al pago de los intereses legales de la
suma acordada como indemnización, a partir de la deman-
da en justicia, a título de indemnización suplementaria;
Cuarto: Condena a los señores Santiago de Jesús Rodríguez
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Schiffino o Albensio Schiffino, al pago solidario de las cos-
tas.lciviles con distracción de éstas en provecho del Dr.
Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afirma estarlas avan-
zando en su totalidad; Quinto: Declara la presente senten-
cia coi nún, y oponible a la Compañía de Seguros Patria,
S. A.,Wntidad aseguradora de los riesgos del vehículo con-
ducido por Santiago de Jesús Rodriguez; SEGUNDO: Con-
firma la sentencia recurrida en todas sus partes; TERCE-

rkRO: Cc' clena a Santiago de Jesús Rodríguez al pago de las
costas nales; CUARTO: Condena a Santiago de Jesús Ro-
dríguez. Alberto o Albenzio Schiffino y a la Compañía de
Seguros Patria, S. A., al pago de las costas civiles, ordenan-
do su dittracción en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo
Jiménez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considgrando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia rimugnada, los siguientes medios de casación:
Desnaturalización de los hechos y de las declaraciones del
prevenido. Falta de ksc Legal e insuficiencia de motivos.
Desconocimiento del principio legal de caso fortuito;

Considerando, que erf el desarrollo de sus medios de
casación, los recurrentes expoctn y alegan: "Que la Cor-
te a-qua para dictar su sentencia se fundó exclusivamen-
te según se consigna en la misma, "en que el prevenido
fué torpe en la conducción de su vehículo, pues si él hu-
biera puesto un cambio de fuerzia al notar que el vehículo
no obedecía a los frenos, el vehículo jeep se hubiese dete-
nido, y en consecuencia no ocurre el accidente" y que "sin
ningún género de dudas la causa única y determinante de
este accidente fué la falta (torpezal, cometida por dicho
prevenido en la conducción de su vehículo, falta a la cual
nos hemos referido"; lo anteriormente transcrito revela
que la sentencia impugnada carece de una relación cohe-
rente y completa de las circunstancias en que ocurri5 el
accidente, y que para llegar a tal conclusión, la Corte se
ha apartado de los hechos y circunstancias que surgen de
la instrucción de la causa, cuando el prevenido se le in-



.. dicha declaración un sentido y alcance que no tiene, sin
incu2rir en el vicio de desnaturalización de los hechos, co-
mo ocurrió en la especie, por lo que procede acoger el me-
dio qui se examina, y casar la sentencia impugnada, sin
que sei:1 necesario ponderar los demás alegatos de los re-
currentes;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
desnatu:alización de los hechos, las costas podrán ser com-I\
pensadas

Por átles motivos, Primero: Admite como intervinien-
te Zacarí González, en los recursos de casación inter-
puestos p<v Santiago de Jesús Rodríguez, Alberto Schiffino
y/o Porfirio Gómez y la Compañía de Seguros Patria, con-
tra la sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte depelación de Santiago, el 14 de noviembre de
1977. cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo Casa la indicada sentencia y envía di-
cho asunto por ante 15.Corte de Apelación de La Vega. en
las mismas atribuciones; Tercero: Declara las costas pena-
les de oficio. y compensa l^ costas civiles entre las partes-

(FIRMADOS).  — Néstor 6Intín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.

1
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terroga sobre la causa del accidente responde entre otras
cosas, lo siguiente: "Yo manejaba el jeep de Gualete n El
Mamey, cuando iba a terminar de subir una subida el ve-
hículo se me apagó y se volvió pára atrás, parece pie una
de las mangueras se rompió; el señor que venía conmigo
parece que abrió la puerta y se salió"; 	 vehícul) esta-
ba en perfecto estado de funcionamiento, la puerta estaba
buena". Pregunta: ¿Ese Jeep no tenía cambio de fuerza;
Respuesta: Sí; Pregunta: ¿Por qué usted no lo halda pues
te? Respuesta: Lo tenía puesto. (Pág. 8 de la sentencia de
la Corte; es decir, se dan por establecidos los hechas, sin
que surjan de ningún elemento de juicio, sin eue haya
una versión distinta	 que llevara a la Corte a con :iderar lo
contrario y establecer que el prevenido no puso cambio de
fuerza, (página 9) y retener esta circunstancia como único
motivo de su decisón. Resulta evidente que esa conclu-
sión no surge de lo expuesto en el plenario y si la Corte
formó en ese sentido su íntima convicción, debió expre-
sar en qué se basaba; que en conseátencia se ha incurrido
el vicio de desnaturalización de los hechos y al no expre-
sar cl fundamento de su anreciación, incurrió también en
el vicio de falta de base lea91; por todo lo cual la sentencia
impugnada debe ser casada;

Considerando, que en la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que la Corte ,a-qua, fundamentó la culpabili-
dad del prevenido hoy rei.urrente, en el accidente de que
se trata, en la falta imputable a éste, por el hecho de no
haber utilizado el cambio de fuerza del vehículo que con-
ducía, como era su deber, cuando para evitar el accidente,
no'fué suficiente el empleo de los frenos del mismo, pero,

Considerando, que en la misma sentencia consta que
el mencionado prevenido, cuando fué interrogado sobre si
había utilizado o nó el cambio de fuerza del jeep, contes-
tó en forma clara y precisa, que lo tuvo puesto, y en ta-
les circunstancias, la Corte a-qua, no podía, como lo hizo,
sin haber dado las explicaciones justificativas, atribuirle
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terroga sobre la causa del accidente responde entre otras
cosas, lo siguiente: "Yo manejaba el jeep de Gualete n El
Mamey, cuando iba a terminar de subir una subida el ve-
hículo se me apagó y se volvió pára atrás, parece qtte una
de las mangueras se rompió; el señor que venía conmigo
parece que abrió la puerta y se salió"; 'Mi vehícul ) esta-
ba en perfecto estado de funcionamiento, la puerta estaba
buena". Pregunta: ¿Ese Jeep no tenia cambio de fuerza;
Respuesta: Sí; Pregunta: ¿Por qué usted no lo hab la mies
to? Respuesta: Izo tenía puesto. (Pág. 8 de la sentencia de
la Corte; es decir, se dan por establecidos los hechas. sin
que surjan de ningún elemento de juicio, sin rue haya
una versión distinta que llevara a la Corte a con :iderar lo
contrario y establecer que el prevenido no puso cambio de
fuerza, (página 9) y retener esta circunstancia como único
motivo de su decisón. Resulta evidente que esa conclu-
sión no surge de lo expuesto en el plenario y si la Corte
formó en ese sentido su íntima convicción, debió expre-
sar en qué se basaba; que en consecuencia se ha incurrido
el vicio de desnaturalización de los hechos y al no expre-
sar el fundamento de su anreciación, incurrió también en
el vicio de falta de base lehl; por todo lo cual la sentencia
impugnada deb,c ser casada;

Considerando, que en la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que la Corte ,a-qua, fundamentó la culpabili-
dad del prevenido hoy rei.urrente, en el accidente de que
se trata, en la falta imputable a éste, por el hecho de no
haber utilizado el cambio de fuerza del vehículo que con-
ducía, como era su deber, cuando para evitar el accidente,
no . fué suficiente el empleo de los frenos del mismo; pero,

Considerando, que en la misma sentencia consta que
el mencionado prevenido, cuando fué interrogado sobre si
había utilizado o nó el cambio de fuerza del jeep, contes-
tó en forma clara y precisa, que lo tuvo puesto, y en ta-
les circunstancias, la Corte a-qua, no podía, como lo hizo,
sin haber dado las explicaciones justificativas, atribuirle
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a dicha declaración un sentido y alcance que no tiene, sin
incu2 •ir en el vicio de desnaturalización de los hechos, co-
mo ocurrió en la especie, por lo que procede acoger el me-
dio qut se examina, y casar la sentencia impugnada, sin
que set necesario ponderar los demás alegatos de los re-
currentes;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
desnaturalización de los hechos, las costas podrán ser con:-
pensadas.

Por ibles motivos, Primero: Admite como intervinien-
te Zacarí González, en los recursos de casación inter-
puestos p<y Santiago de Jesús Rodríguez, Alberto Schiffino
yio Porfitto Gómez y la Compañía de Seguros Patria, con-
tra la sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de?fflpelación de Santiago, el 14 de noviembre de
1977. cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo Casa la indicada sentencia y envía di-
cho asunto por ante 191sCorte de Apelación de La Vega, en
las mismas atribuciones; Tercero: Declara las costas pena-
les de oficio, y compensa lat costas civiles entre las partes.

(FIRMADOS). — Néstor Cilltín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Alraánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica. (Fdo.): Miguel Jacobo.



1.!

y la

,c

BOLETIN JUDICIAL	 21252124	 120LETIN JUDICIAL

•SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 2 de septiembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Vick Chemical, División Richardson
Royal Insurance Company, Limited.

Abogado: Dr  M 4 Báez Brito.

Intervinientes: Silvani Gómez Herrera y Bienvenido	 les t'an•
tos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República. 1 3. Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida rpor los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Ferrando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, hoy día 19 de agosto del año 1981, años
138' de la Independencia y 119' de la Restauración. dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Vick
Chemical, División Richardson Morril, y la Royal Insuran-
ce Company, Limited, con sus domicilios sociales, respee-
tivarnente, en la calle Eduardo Vicioso, No. 218, y la Ave-
nida Máximo Gómez, No. 31, de esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, por la Corte

de Apelación de Santo Domingo, el 2 de septiembre de
197t, cuyo dispositivo se copia más adelante; 	 L.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oklo el dictamen del Magistrado Procurador General

de la :3evública;
Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-

ría de la Corto a-qua, el 23 de febrero de 1978, a requerí
miento del Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 31853, serie
36, a Anbre de los recurrentes; acta en la que no se pro-
pone nizvün medio determinado de casación;

Vist el memorial de los recurrentes, del 16 de abril
de 1979:: suscrito por su abogado, Dr. Báez Brito, memo-
rial en ' que se proponen los medios de casación que se
indican más adelante; así como la ampliación del mismo,
del 18 de a)il de 1979;

Visto el escrito del interviniente, Freddy Antonio Gil
Abréu, dominicano, mayor de edad, cédula No. 78086, serie
primera, con su dorrittilio en esta ciudad, suscrito por sus
abogados, doctores Silvani Gómez Herrera y Bienvenido
Montero de los Santos, con cédulas 1567 y 63744, series 23
y primera, respectivamente; if)

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se indican más adelante, y los artículos
1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehiculos de Motor; 1, 62 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a), que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en esta ciudad el 31 de octubre de 1973, en el que una per-
sona resultó con lesiones corporales, la Tercera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instanc: a del Distrito
Nacional, dictó el 7 de abril de 1975, una sentencia cuyo
dispositivo se copia en el de la ahora impugnada; y b),
que sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 2 de septiembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Vick Chemical, División Richardson 	 y la
Royal Insurance Company, Limited.

Ahogado: Dr. M. A. Baez Brito.

Intervinientes: Silvani Gómez Ilerrera y Bienvenido '!e les an-
tos.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.	 q

En Nombre de la República. 	 Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída rpor los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Ferrando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, hoy día 19 de agosto del año 1981, años
138' de la Independencia y 119' de la Restauración. dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Vick
Chemical, División Richardson Morril, y la Royal Insuran-
ce Company, Limited, con sus domicilios sociales, respec-
tivamente, en la calle Eduardo Vicioso, No. 218, y la Ave-
nida Máximo Gómez, No. 31, de esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales, por la Corte

de Apelación de Santo Domingo, el 2 de septiembre de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante; 	 ,.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
0;clo el dictamen del Magistrado Procurador General

de la "Sevública;
Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-

ría de la Corte a-qua, el 23 de febrero de 1978, a requeri-'
miento del Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 31853, serie
36, a Anbre dp los recurrentes; acta en la que no se pro-
pone nit,gún medio determinado de casación;

Vist el memorial de los recurrentes, del 16 de abrilel
de 1979,sus2rito por su abogado, Dr. Báez Brito, memo-
rial en ' que se proponen los medios de casación que se
indican más adelante; así como la ampliación del mismo,
del 18 de ayil de 1979;

Visto el escrito del interviniente, Freddy Antonio Gil
Abréu, dominicano, mayor de edad, cédula No. 78086, serie
primera, con su don%ilio en esta ciudad, suscrito por sus
abogados, doctores Silvaní Gómez Herrera y Bienvenido
Montero de los Santos, coN cédulas 1567 y 63744, series 23
y primera, respectivamente; i.›

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se indican más adelante, y los artículos
1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 1, 62 y 63 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a), que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en esta ciudad el 31 de octubre de 1973, en el que una per-
sona resultó con lesiones corporales, la Tercera Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instanc'a del Distrito
Nacional, dictó el 7 de abril de 1975, una sentencia cuyo
dispositivo se copia en el de la ahora impugnada; y b),
que sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación



de Santo Domingo, dictó el fallo ahora impugnado en ca-
sación, del que cs el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Admite como regular y válido en la forma el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 10 de marko de
1970 por el Dr. M. A. Báez Brito; a) a nombre de Vid' Che-
mic.al, Richardson Internacional, Royal Insurance Chimpa-
ny Limited, contra sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara de lo Penal del Distrito Nacional, en fecha 7 de abril
de 1975, cuya parte dispositiva dice así: "Falla: Plimero:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Onésimo tiosé Ri-
vera Guillén, quien estando debidamente citado no com-
pareció a la audiencia, y lo declara culpable por W i ber vio-
lado el artículo 49, letra c), y 65; en periuicio dei Freddy
Antonio Gil Abréu; en consecuencia se condena a pagar
una multa de doscientos pesos oro (RD$200.00). y al pago
de las costas penales del proceso; Segundof l Declara a
Freddy Antonio Gil Abréu, no culpable de los hechos pues-
tos a su cargo; en consecuencia se de-carga, ya que no ha
violado dicha ley 241; y declara Ids costas de oficio en
cuanto a él; Tercero: Ordena	 validez, en cuanto a la
forma, de la constitución er-parte civil formulada por Fred-
dy Antonio Gil Abréu, por haber sido hecho de acuerdo
a la ley; en cuanto al fondo, se condena solidariamente al
prevenido y a la persona civilmente responsable al pago
de una indemnización de Dos mil pesos oro (RD$2,000.00),
más los intereses legales a partir de la demanda, todo co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por la parte civil constituída; Cuarto: Condena en
la forma solidaria al prevenido y persona civilmente res-
ponsable al pago de las costas civiles, distrayéndolas en fa-
vor de los Dres. Silverio Gómez Herrera y Bienvenido Mon-
tero de los Santos, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Ordena que la presente sentencia
sea oponible a la Royal Insurance Co. Ltd., representada
en el pais por E. Preetzmann Aggcrholm, C. por A., enti-
dad aseguradora del vehículo causante del accidente, de

conformidad con el artículo 10 de la ley 4417, sobre Segu-
ro Obligatorio de Vehículos de Motor; por haber sido he-
cho de acuerdo a las formalidades legales; b), declara inad-
misible por tardío el recurso de apelación en lo que rcs-
pecta prevneido Onésimo José Rivera Guillén; SEGUN-
DO: Confirma la sentencia recurrida; TERCERO: Conde-
na al prevenido Onésimo José Rivera Herrera y Bienve-
nido Montero de los Santos, abogados que afirman haber-
las avanNiclo en su totalidad; QUINTO: Declara esta sen-
tencia col tún y oponible a la Compañía de Seguros Royal
Insurance Co. Ltd., representada en el país por B. Preetz-
mann Ags,brholm, C. por A., por ser la entidad asegurado-
ra del vebiculo causante del accidente, todo en virtud del
articulo 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos dyríctor;

Considerando, que los recurrentes proponen contra el
fallo impugnado los sizuientes medios de casación: Primer
Mcdio: Violación del atículo 1315 del Código Civil, Falta
de motivos y errónea aplicación del articulo 1384 del Có-
digo Civil; Segundo Medio: talta de motivos y falta de base
legal y violación por vía de conlcuencia del artículo 1384
del Código Civil;

Considerando, que en los dos medios d2 su memorial,
reunidos los recurrentes exponen y alegan, en síntesis,
que la Corte a-qua para justificar lo por ella decidido en
la especie, le hn atribuido a la Vick Chemical, Richardson
Internacional, la calidad de comitente del prevenido Oné-
simo José Rivera Guillén, sin que la persona agraviada
por el hecho de éste, Freddy Antonio Gil Abréu, constitui-
do en uarte civil, hiciera la prueba de ello, como era su
deber; que, para que fuera admitida, —como en efecto lo
fué-- la existencia del referido vehículo entre la Chemi-
cal Vick y el prevenido Rivera Guillén, quien conducía la
camioneta placa No. 28531, con la que atropelló al cami-
nante Gil Abréu, precisaba establecer previamente una
relación de dependencia entre el prevenido antes citado y

2126	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 2127



2126	 BOLETIN JUDICIAL

de Santo Domingo, dictó el fallo ahora impugnado en ca-
sación, del que es el siguiente dispositivo: "FALLA: Par-
MERO: Admite como regular y válido en la forma el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 10 de marzo de
1970 por el Dr. M. A. Báez Brito; a) a nombre de 	 Che-
mical, Richardson Internacional, Royal Insurance Cbmpa-
ny Limited, contra sentencia dictada por la Tercera Cá-
mara de lo Penal del Distrito Nacional, en fecha 7 de abril
de 1975, cuya parte dispositiva dice así: "Falla: P !imero:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Onésimo ,iose Ri-
vera Guillén, quien estando debidamente citado íro com-
pareció a la audiencia, y lo declara culpable por fler vio-
lado el artículo 49, letra c), y 65; en perjuicio eb< Freddy
Antonio Gil Abréu; en consecuencia se condena a pagar
una multa de doscientos posos oro (RD$200.00). y al pago
de las costas penales del proceso; Segundo:' a Declara a
Freddy Antonio Gil Abréu, no culpable de los hechos pues-
tos a su cargo; en consecuencia se de-carga, ya que no ha
violado dicha ley 241; y declara	 costas de oficio en
cuanto a él; Tercero: Ordena le validez, en cuanto a la
forma, de la constitución er-Arte civil formulada por Fred-
dy Antonio Gil Abréu, por haber sido hecho de acuerdo
a la ley; en cuanto al fondo, se condena solidariamente al
prevenido y a la persona civilmente responsable al pago
de una indemnización de Dos mil pesos oro (RD$2,000.00),
más los intereses legales a partir de la demanda, todo co-
mo justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos por la parte civil constituida; Cuarto: Condena en
la forma solidaria al prevenido y persona civilmente res-
ponsable al pago de las costas civiles, distrayéndolas en fa-
vor de los Dres. Silverio Gómez Herrera y Bienvenido Mon-
tero de los Santos, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad; Quinto: Ordena que la	 presente sentencia
sea oponible a la Royal Insurance Co. Ltd., representada
en el país por E. Preetzmann Agge.rholm, C. por A., enti-
dad aseguradora del vehículo causante del accidente, de
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conforalidad con el artículo 10 de la ley 4417, sobre Segu-
ro Óbligatorio de Vehículos de Motor; por haber sido he-
cho de acuerdo a las formalidades legales; b), declara inad-
misible por tardío el recurso de apelación en lo que res-
pecta al prevneido Onésimo José Rivera Guillén; SEGUN-
DO: Confirma la sentencia recurrida; TERCERO: Conde-
na al prevenido Onésimo José Rivera Herrera y Bienve-
nido Motero de los Santos, abogados que afirman haber-‘
las avam do en su totalidad; QUINTO: Declara esta sen-
tencia cm ,un y oponible a la Compañía de Seguros Royal
Insurance Co. Ltd., representada en el país por B. Preetz-
mann Aggbrholm, C. por A., por ser la entidad asegurado-
ra del vehículo causante del accidente, todo en virtud del
artículo 10 de la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos dMctor;

Considerando, que los recurrentes proponen contra el
fallo impugnado los sisuientes medios de casación: Primer
Medio: Violación del retículo 1315 del Código Civil, Falta
de motivos y errónea aplicación del artículo 1384 del Có-
digo Civil; Segundo Medio: taita, de motivos y falta de base
legal y violación por vía de concuencia del artículo 1384
del Código Civil;

Considerando, que en los dos medios de su memorial,
reunidos los recurrentes exponen y alegan, en síntesis,
que la Corte a-qua para justificar lo por ella decidido en
la especie, le ha atribuido a la Vick Chemical, Richardson
Internacional, la calidad de coSbente del prevenido Oné-
simo José Rivera Guillén, sin que la persona agraviada
por el hecho de éste, Freddy Antonio Gil Abréu, constitui-
do en uarte civil, hiciera la prueba de ello, como era su
deber; que, para que fuera admitida, —como en efecto lo
fué-- la existencia del referido vehículo entre la Chemi-
cal Vick y el prevenido Rivera Guillén, quien conducía la
camioneta placa No. 28531, con la que atropelló al cami-
nante Gil Abréu, precisaba establecer previamente una
relación de dependencia entre el prevenido antes citado y



2128	 BOLETIN' JUDICTAL BOLETIN JUDICIAL
	 2129

la demandada ahora recurrente, la Vick Chemical, o, en
todo caso, que ésta hubiese facilitado al prevenido o algún
titulo, del vehículo con que se ocasionó el daño, todo lo
que fué planteado por conclusiones expresas; que es obvio
que la Corte a-qua solamente pudo adoptar la errad't apre-
ciación a que se acogió, al omitir ponderar, dándoles un
verdadero' sentido y alcance, a las declaraciones del testi-
go Ramón Bienvenido Rivera, quien declaró que la, moteci-
cleta con que se hizo daño antes consignado, era d i: su pro-
piedad, habiéndola adquirido mediante un prés amo que
le hizo la Compañía, y que él, Rivera, se la habír: prestado
a un primo del prevenido, de nombre Julio CSir Rivera;
lo que era suficiente para que la Corte a-qua, en el pun-
to controvertido, hubiese formado su convicción en senti-
do contrario, en el que lo hizo; que por todo lo expuesto, el
fallo impugnado debe ser casado; pero,

Considerando, que dado el carácter obligatorio y de
interés social de la Ley 4117 de	 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehiculos de Motor, y además para una buena
administración de justicia, es preciso admitir la existencia
de una presunción de conjtencia entre el propietario do
un vehículo de motor y la persona que con su manejo ha
causado un daño a otra, salvo prueba en contrario, a car-
go del presunto comitente, excluyente de la referida pre-
sunción a su cargo;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la Corte a-qua, para dictarlo, dió nor
establecido mediante certificaciones de la Dirección de
Rentas Internas y dP la Superintendencia de Seguros, que
:tuvo a la vista, que la Vick Chemical era la propietaria
de la motocicleta placa 28531, con la que el preveido Oné-
simo José Rivera Guillén cometió el hecho puesto a su car-
go, y la aseguradora de la responsabilidad civil de la Vick
Chemical, la Royal Insurance Company Limited; y que
una vez establecido que contra el conductor dei vehículo
de motor antes citado había caído una sentencia condena-

toria con carácter irrevocable, la Vick Chemical solamente
poda escapar a la demanda civil en daños y perjuicios in-
terpuesta contra 	 al título que lo fué, probando que la
cosa no estaba bajo su cuidado o que entre el conductor
del veiículo y la empresa no existía ningún vínculo de co-
mitencia, lo que no hizo"; que al decidirlo así la Corte
a qua, contrariamente a lo alegado, no incurrió en ningu-
na de	 violaciones denunciadas, por lo que los medios

deben ser desestimados por carecer de funda-

..•
Por ,ralos motivos, Primero: Admite como intervinien-

tes a Freddy Antonio Gil Abréu, en los recursos de casa-
ción interpuestos por Vick Chemical, Richardson Interna-
tional, y la. Royal Insurance Company, Limited, contra !a
sentencia dbada en atribuciones correccionales por la Cor;
te de Apelación de Santo Domingo, el 2 de diciembre de
1977, cuyo dispositiqL se ha transcrito en parte anterior
del presente fallo; SeZtando: Rechaza dichos recursos;. Ter-
cero: Condena a la Vick Chemical, al pafo de las costas ci-
viles, cuya distracción se dispele en provecho de los abo-
gados del interviniente, FreddY Antonio Gil Abréu, docto-
res Silvani Gómez Herrera y Bienvenido Montero de los
Santos, quienes afirmaron estarlas avanzando en su mayor
parte, con oponibilidad de las mismas a la Royal Insurance
Company, Limited, dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
ias Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Bácz, Joaquín L.
Hernández Espaillat — Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

n't	 audiencia pública del día, mes y año en él expeesados, y
fué firmada, leída y publicada pot mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.—r (Fdo:) Miguel. Jacobo.

•

del ree
mente;
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la demandada ahora recurrente, la Vick Chemical, o, en
todo caso, que ésta hubiese facilitado al prevenido o algún
título, del vehículo con que -se ocasionó el daño, todo lo
que fué planteado por conclusiones expresas; que es obvio
que la Corte a-qua solamente pudo adoptar la .erradilt apre-
ciación a que se acogió, al omitir ponderar, dándoles un
verdadero' sentido y alcance, a las declaraciones del testi-
go Ramón Bienvenido Rivera, quien declaró que la motoci-
cleta con que se hizo daño antes consignado, era

)
su pro-

piedad, habiéndola adquirido mediante un prés , amo que
le hizo la Compañía, y que él, Rivera, se la habíz:, prestado
a un primo del prevenido, de nombre Julio Céslir Rivera;
lo que era suficiente para que la Corte a-qua, en el pun-
to controvertido, hubiese formado su convicción en senti-
do contrario, en el que lo hizo; que por todo lo cxpuesto; el
fallo impugnado debe ser casado; pero,

Considerando, que dado el carácter obligatorio y de
interés social de la Ley 4117 de	 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, y además para una buena
administración de justicia, es preciso admitir la existencia
de una presunción de conjtencia entre el propietario do
un vehículo de motor y la persona que con su manejo ha
causado un daño a otra, salvo prueba en contrario, a car-
go del presunto comitente, excluyente de la referida pre-
sunción a su cargo;

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la Corte a-qua, para dictarlo, dió por
establecido mediante certificaciones de la Dirección de
Rentas Internas y de la Superintendencia de Seguros, que
tuvo a la vista, que la Vick Chemical era la propietaria
de la motocicleta placa 22531, con la que el preveido Oné-
simo José Rivera Guillén cometió el hecho puesto a su car-
go, y la aseguradora de la responsabilidad civil de la Vick
Chemical, la Royal Insurance Company Limited; y que
una vez establecido que contra el conductor dei vehículo
de motor antes citado había caído una sentencia condena-
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toril con carácter irrevocable, la Vick Chemical solamente
podia escapar a la demanda civil en daños y perjuicios in-
terpuesta contra eNa, al título que lo fué, probando que la
cosa no estaba bajo su cuidado o que entre el conductor
del véüículo y la empresa no existía ningún vínculo de co-
mitencia, lo que no hizo"; que al decidirlo así la Corte
a qua, contrariamente a lo alegado, no incurrió en ningu-
na de	 violaciones denunciadas, por lo que los medios
del reciAso deben ser desestimados por carecer de funda-
mento;

Por ales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Frcnddy Antonio Gil Abréu, en los recursos de casa-
ción interpuestos por Vick Chemical, Richardson Interna-
tional, y la Royal Insurance Ccanpany,. Limited, contra la
sentencia clitttada en atribuciones correccionales por la Cor-.
te de Apelación de Santo Domingo, el 2 de diciembre de
1977, cuyo dispositit se ha transcrito en parte anterior
del presente fallo; Se lltindo: Rechaza dichos recursos; Ter-
cero: Condena a la Vick Chemical, al pafo de las costas ci-
viles, Cuya distracción se dispege en provecho de los abo-
gados del interviniente, Freddy Antonio Gil Abréu, docto-
res Silvani Gómez Herrera y Bienvenido Montero de los
Santos, quienes afirmaron estarlas avanzando en su mayor
parte, con oponibilidad de las mismas a la Royal Insurance
Company, Limitad, dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contin Aybar, Fernando E
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
fas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expeesat, y
fué firmada, leída y	 publicada pot mí, Secretario Gene-
ral, que	 (Fdo:) Miguel. Jacobo. •	•
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSI 0 nui.

Sentencia Impugnada: Cortenle Apelación de Santo Domingn, de
fecl/a 12 de Julio d'e 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Publio I3arías Culderón. la  Cooperaliva Domi-
nicona de Transporte, Inc, y la Seguros Peptral,S. A.

Abogado: Dr. Rafael A. Durán Oviedo.

j
Intervinientes: Esteban A. Fernández Chcco y Comy'Irtes.
Abogados: Dres. Julio E. Rodríguez y Pedro A. Rodríluez.

Dios, Patria y Libertad, ;
República Dominicana.

En Nombre de la República,la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jucces Néstor
Contín Aybar, Presidnete; Frilwisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló,"Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández,
Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy dia 19 del mes de agosto del año 1981, años 138' de la
lndependencia y 119' de la Restauración, dicta en auchen-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Publio Barías Calderón, dominicano, rna-
yor de edad, soltero, domiciliado en la calle 5-A, No. 27 de
Los Minas. Distrito Nacional, cédula No. 53012 serie pri-
mera, la Cooperativa Dominicana de Transporte, Inc., con
su domicilio en la calle Pedro Livio Cedeño No. 28, de asta
ciudad y la Seguros Pepín, S. A., con su domicilio social en
la calle Mereedes esquina Palo Hincado, contra la senten-

ci4 dietacia por la Cort,e de Apelación de Santo Domingo,
en sus atribuciónes correccionales, el 12 de julio de 1978,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;:
Oído el dictamen del Magistrado Proeurador General

de la República;
VIsta el acta de los recursos de casación levantada en

la Secibtaría de la Corte a-qua, el 31 de octubre de 1978,
a requ rimiento del Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo,et
cédula .779, serie 67, en representación de los recurren-
tes, en ja cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de junia
de 1979, terito por el Dr. Rafael Antonio Durán Oviecio,
abogado de los recurrentes, en el cual se proponen los
medios de casación ive se indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 4 de junio
de 1979, firmado por logaDres. Pedro Rodríguez A., y Ju-
lio Eligio Rodríguez, cédulaFpNos. 19665 y 22427, series
18, abogados de los intervinientes Esteban Antonio Fer-
nández Checo y María Francisca Corcino Méndez, domini-
canos, mayores de edad, domiciliados en la calle Eusebio
.Manzueta No. 91, de esta ciudad, cédulas Nos. 148352 y
1137, series 31 y 53, respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante, y, los art ícu-
los 49 y 52 de la Ley 241 del 1 967, sobre . Tránsito y Ve:
hículos; 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 del
1955, sobre Seguro Obligat,orio por vehículos de motor. y
1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los docwnentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
w que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte 'de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 cie julio ab 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Juan Publio Barias Calderón, la Cooperaiiva Dorni-
nicona dc Transporte. Ine. y la Seguros Pepin,S. A.

Ahogado: Dr. Rafael A. Durán Oviedo.

Intervinientes: Esteban A. Fernández Chcco y Comtrtes.
Abogados: Dres. Julio E. Rociriguez y Pedro A. Rodriguca.

Dios, Patria y Libertad,
República Dpminicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidnetej Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánz,ar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernandez,
Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, cn la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Naeional,
hoy día 19 del mes de agosto del año 1981, años 138' de la
Independencia y 119' de la Restauración, dicta en auchen-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Juan Publio Barías Calderón, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado en la calle 5-A, No. 27 de
Los Minas, Distrito Naclonal, cédula No. 53012 , serie pri-
mera, la Cooperativa Dominicana de Transporte, Inc., con
su domicilio en la calle Pedro Livio Cedeño No. 28, de esta
ciudad y la Seguros Pepín, S. A., ,con su domicilio social en
la calle Mereedes esquina Palo Hincado, contra la senten-

cig, dictada por la Cortie de Apelación de Santo Domingo,
en sus atribuciones correccionales, el 12 de julio de 1978,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;:
Oído el dictamen del Magistrado Proctu-ador Gencral

de la República;
Viista el acta de los recursos de casación levantada en

la Secktaría de la Corte a-qua, el 31 de octubre de 1978,
a reque rimiento del Dr. Rafael Antonlo Durán Oviedo,.1
cédula ,779, serie 67, en representación cle los recurren-
tes, en a cual no se propone ningún mcdio determinado
de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de junio
de 1979, Ighcrito por el Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo,
abogado de los recurrentes, en el ctxal se proponen los
medios de casaciónolue se indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 4 de junio
de 1979, firmado por los•Dres. Pedro Rodríguez A., y Ju-
lio Eligio Rodríguez, cédulat r Nos. 19665 y 22427, series
18, abogados de los intervinientes Esteban Antonio Fer-
nández Checo y María Francisca Corcino Méxidez, dornini-
canos, mayores de edad, domici/iados en la calle Eusebio
Manzueta No. 91, de esta ciudad, cédulas Nos. 148352 y
1137, series 31 y 53, respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber cle-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se Inencionan más adelante, y, los artícu-
los 49 y 52 de la Ley 241 del 1 967, sobre. Tránsito y Ve-
hículos; 1384 dcl Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 del
1955, sobre Seguro Obligatorio por vehículos d,e motor, y
1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
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esta ciudad el 31 de mayo de 1989, en el cual un monor..-
sultó con lesiones corporales, la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Prianera Instancia del Distrito Nacional
dictó el 20 de agosto de 1976, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante, inserto en el fallo alz„Va im-
pugnado; b) que sobre los reeursos interpuestos, intervino
el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: PRIMERO: Admite COMQ regular válido,
en cuanto a la forma el recurso de apelación interp9sto por
el Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, a nombre n y repre-
sentación de Juan P. Barías Calderón y Cooperniva Do-
minicana de Transporte Inc., y .Compañía de Selluros
pin, S. A., contra la sentencia dictada por la Pnm.era Cá-
mara Penal del Distrito Naciona, de fecha 20 de agosto
de 1976, cuyo dispositivo dice así: Falla: PROIERO:
declara al nombrado Juan P. Barías Calderón, de genera-
les que constan, culpable del cielito de golpes y herides
involuntarias causados con el mane,-.; )o conducción de ve-
hlículos de motor, previsto y sancionado por las disposielo-
nes del artículo 49, párrafo c), s' 65 de la Ley No. 241, ert
perjuicio del señor Manuel ::lías Fernández, y en consecuen-
cia se le condena al pago de una multa de Cien pesos oro
(RD$100.60) y al pago de las costas penales causadas; SE-
GUNDO: Se declara regular y válida en cuanto a la forma

,la constitución en parte civil incoada por los señores Es-
teban Antonio Fernandez Checo y María Francisca Corcino
Méndez, en sus calidades de padres y tutores legales del
menor agraviado Rafael Elías Fernández, por intermedio
de sus abogados constituídos Dres. Pedro Antonio y Julio
Eligio Rodríguez, en contra de la Cooperativa Dominicana
de Transporte, Inc., en su calidad de persona civilmente
responsable, por ser la propietaria del vehículo condudda
por Juan P. Barías C,alderón, y la puesta en causa de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., entidad aseguradora,
por haber sido hecho conforme a la Ley de la materia;
TERCERO: En cuanto al fondo, se condena a la Coope-
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rativa de Transporte, Inc., al pago de la suma de Trcs mil
pesos oro (RD$3,000.00), en favor y provecho de los seño-b

res Esteban Antonio Fernández Checo y María Frane.isca
Corcino, parte civil constituída, como justa indemnización
por los:daños morales y materiales sufridos por su hijo me.
nor Rafael Elías Fernández, en el accidente citado; CUAR-
TO: Se condena a la Cooperativa DominIcana de Transpor-
te, Inc., en su aludida calidad al pago de los intereses le-
gaks deta suma reclamada, computadas a partir de la fe-
cha de la i demanda y hasta la total ejecución de la senten-
cia a mt1 rvenir, a título de indemnización complementa-
ria, a favar de los reclamantes; QU1NTO: Se condena a la
Compañía: de Transporte, 	 en su calidad expresada,
al pago de las costaseivilet, con distracción de las mismas
en provecye los Dres. Pedro Antonio y Julio Eligio Ro-:
dríguc-z, abogados de la parte civil constituída, quiene.s
afirrnan haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Se
dedara la presente 91141tencia común, oponible y ejecuta-
ble con todas sus consecuencias legales a la Compañía
Seguros Pepín, S. A., entitiad aseguradora del carro placa
pública marca Austin, modelo 169, con póliza vigente No.
13154, con vencimiento el día 19 del mcs de marzo de 1970,
propiedad de la Cooperativa Dominicana de Transporte,
Inc., conducida por Juan P. Barías Calderón, de confor-
midad con lo dispuesto por el at-tículo 10, modificado de
la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de V.ehículos de Mg-
tor; Por haber sido hecho dentro del plazo y demás forma-
lidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra
Juan P. Barías Calderón, por no haber comparecido la
audiencia, no obstante habcr sido citado y emplazado;ICER-
CERO: Modifica la sentencia recurrida en su Ordinal Ter-
cero, en lo que respecta a la indemnización acordada, y la
Corte, por propio y contrario imperio, fija en la suma de
Quinientos pesos oro (RD$500.00) la indemnización qtte
deben pagar los recurrentes, en provecho de la parte civil
constituída, por estar esta suma ajustada a los hechos y
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esta cludad el 31 cle mayo de 1969, en el cual 1.171 menor, r3-
sultó con lesiones corporales, la Primera Cámara Pe,nal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional
dictó el 20 de agosto cie 1976, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante, inserto en el fallo altcYa im-
pugnado; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino
el fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo
dice así:	 PRIMERO: Admite como regular válido,
en cuanto a la fonna el recurso de apelación interprresto por
el Dr. Ralael Antonio Durán Ovicdo, a nombre y repre-
sentación de Juan P. Barías Calderón y Cooperniva Do-
minicana de Transporte Inc., y .Compañía de SoLjuros Pe-
pin, S. A., contra la senteneia dietada por la Primera Cá-
mara Penal del Distrito Nacional, de fecha 20 de agosto
de 1976, cuyo dispositivo dice así: Falla: PRZIIERO: S3
declara al nombraclo Juan P. Barías Calderóri, de genera-
les que constan, culpable del cielito de golpes y heridns
involuntarias causados con el mane n o conduoción de ve-
liículos de motor, previsto y sancionado por las disposicio-
nes del articulo 49, pitrrafo c), y 65 de la Ley No. 241, en
perjuicio del señor Manuel 'aías Fernández, y en consecuen-
cia se le condena al pago de una multa de Cien pesos oro
(RD$100.00) y al pago de las costas penales causadas; SE-
GUNDO: Se declara regular y válida en cuanto a la forma

constitución en parte civil incaada por los señores Es-
teban Antonio Fernández Checo y María Francisca Corcino
Móndez, en sus calidades de pacires y tutores legales del
menor agraviado Rafael Elías Fernández, por intennedio
de sus abogados constittddos Dres. Pedro Antonio y Julio
Eligio Rodríguez, en contra de la Cooperativa Dominicana
de Transporte, Inc., en su calidad de persona eivilmente
responsable, por ser la propietaria del vehículo condudda
por Juan P. Barías Calderón, y la puesta en causa de la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., eirtidad aseguradora,
por habea- sido hecho conforme a la Ley de la materia;
TERCERO: En cuanto al . fondo, se conde.na a la Coope-
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rativa de Transporte, Inc., al pago de la suma de Trcs mil
pesos oro (RD$3,000.00), en favor y provecho de los sefio-
res Esteban Antonio Fernández Checo y María Franeisca
Coreino, parte civil constituída, como justa indemnización
por los tdaños morales y materiales sufridos por su hijo me.
nor Rafael Elías Fernández, en el accidente eitado; CUAR-

TO: Se condena a la Cooperativa Dominicana de Trartsyx,r-
te, Inc., en su aludida calidad al pago de los intereses le-
gales deta suma reclamada, computadas a partir de la fe-
cha de la i demanda y hasta la total ejecución de la senten-
cia a intirvenir, a título de indemnización complementa-
ria, a fav..r de los reclamantes; QUINTO: Se conclena a la
Compaina de Transporte,(Inc.,.en su calidad expresada,
al pago de las costascivilel, con distracción de las mismas
en provechcille los Dres. Pedro Antonio y Julio Eligio
dríguez, abogados de la parte civil constituída, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO:
deelara la presente 	 común, oponible y ejec:uta-
ble con todas sus consecUencias legales a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., entiCad aseguradora del carro placa
pública marca Austin, modelo 1 169, con póliza vigente No.
13154, con vencimiento el día 19 del mcs de marzo de 1970,
propiedad de la Cooperativa Dominicana de Transporte,
Ine., conducida por Juan P Barías Calderón, de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 10, modificado de
la Ley 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de 11.-)-

tor; Por haber sido hecho dentro del plazo y demás forma-
lidades legales; SEGUNDO: Pronuncla el defecto contra
Juan P. Barías Calderen, por no haber comparecido a la
audiencia, no obstante habcr sido citado y emplazado; TER-

CERO: Modifica la sentencia recurrida en su Ordinal Ter-
cero, en lo que respecta a la inciemnización acordada, y la
Corte, por propio y contrario imperio, fija en la suma de
Quinientos pesos oro (RD$500.00) la indemnización que
deben pagar los recurrentes, en provecho de la parte civil
constituída, por est,ar esta suma ajustada a los hechos y
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cireunstancias de la eausa, y a los golpes rceibidos por la
víctima; CUARTO: Confirma la sent.encia recurrida en sus
demás aspectos; QU1NTO: Condena a Juan P. Barías Cal-
derón al pago de las costas penales; SEXTO: Corkdena a
Juan P. Barías Calderón y Cooperativa DoiniMloana de
Transporte, Inc., al pago de las costas eiviles cle la alzada,
con distracción en provecho de los Dres. Pedro Antonio y
Julio Eligio Rodríguez, abogados que afirmany haberlas
avanzado en su totalidad; SEPT1310: Deelara eita senten-
cia común y oponible a la Compañía de Segurc s Pepin, S.
A., entidad aseguradora del vehículo cansante ( . c1 aceiden-i.te;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
• la sentencia que impugnan los siguientes medios de casa-
ción Primer Medio: Violación 8, acápite 2, s'Itra j), de la
Constitución de la República Dominicana y artículo 69 del
Código de Procedimiento Civil, ((5ilación del dere•cho de
delensa; Desconocimiento, decisióhr Suprema Corte de Ju.s-
ticia, B. J. No. 750, página 1 ,85, mayo del año 1973; Se-
gundo Medio: Violación artieulo 141 del Códígo de Procedi-
miento Civil, falta de moilvos, falta de base legal;

Considerando, que en su prinier medio de casación,
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la Cor-
te a-qua conoció el fondo del asunto en fecha 6 de mayo
de 1978, habiéndose reservado el fallo para una próxima
audiencia, el cual fué dado posteriormente, en fecha 12 de
julio del referido año; que para la audiencia del 6 de ma-
yo de 1978, el ministerial actuante prooedió a citar el pre-
venido dizque en su domicilio real; pero, tal como se des-
prende de csa citación ,en ella no se indica la fecha de
la actuación, ni la persona con quién se habló al instru-
mentarse el acto; que para la misma audiencia apareció
otro acto mediante el cual se citaba al prevenido Baría
Calderón en la puerta principal del Tribunal, y fué así
cómo se procedió a conocer el fondo del proceso, y en esa
forma irregular se condenó tI prevenido en defecto, por

falta de compareccr; que al actuar como lo hizo, la Corte
a . qua, violó los textos legales que se indican más arriba,
al tornar como base un acto de citación que adolece de enun-
ciaciones intrinsecas como falta de fecha y el nombre de
la perscna ante la cual se hizo la citación en la puerta del
Tribunal; pero,

Considerando, que según consta en la sentencia im-
pugnada, el prevenido recurrente al conocerse del caso en
la Corte a-qua, el 6 de marzo de 1978, y 6 de mayo, como
señalan los recurrentes, concluyó al fondo, su abogado
constitu do Dr. Rafael Durán, por intermedio del Dr. Jor-
ge A. Mara, quien lo representó, pidiendo el descargo del
prevenido sin hacer ninguna objeción ni observación acer-
ca de la forma que dicho prevenido fué citado, lo cual es
suficiente 111&.,ra que el primer medio de casación sea deses-
timado; pero que, por otra parte, consta en el expediente
que el prevenido fulcitado, al no ser localizado en su do-
miciEo real, mediann .el procedimiento excepc. ional de ci-
tación pública, trazado pgr el ordinal 7mo. del artículo 69
del Código de Procedimiento pivil, citación que sirvió de
sebo a la Corte a-qua, para juzgar en defecto al prevenido
recurrente Juan Publio Barías Calderón; que, por estas
razones, el primer medio del recurso carece de fundamen-
to y debe ser desestimado;

Considerando, que en su segundo y último medio los
recurrentes alegan, en síntesis, que los requisitos del Art.
141 del Código de Procedimiento Civil son indispensables
para que la Suprema Corte de Justicia, en funciones de Cor-
te de Casación, constatando en cada caso, si la ley ha sido
bien o mal aplicada; que estas son las razones por las cua-
les se exige que la sentencia contenga la exposición suma-
ria de los puntos del hezho y de derecho, esto es, los moti-
vos que fundamenta la parte dispositiva de la misma; que
clel examen de la sentencia no se puede constatar qué ele-
mentos cle juicio tuvo en cucnta para apreciar los elemen-
tos constitutivos de la responsabilidad, de quIén fué la cul-
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circunstancias de la causa, y a los golpes recibidos por la
víctima; CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en sus
demás aspectos; QUINTO: Clondena a Juan P. Barías Cal-
derón al pago de las costas penales; SENTO: Condena a
Juan P. Barías Calderón y Cooperativa Domineana de
Transporte, Inc., al pago de las costas civiles de la alzada,
con dis-tracción en provecho de los Dres. Pedro Antonio y
Julio Eligio Rodríguez, abogados que afirman4 haberlas
avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara e7ta senten-
cia común y oponible a la Compañía de S.egurcS Pepin, S.
A., entidad aseguradora del vehículo cansante (el aociden-

r

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
' la sentencia que impugnan los siguientes medios de casa-
ción Pritner Medio: Violación 8, acápile 2, s'etra j), de
Constitución de la República Dominizana y artículo 69 del
Código de Procedimiento Civil, (viglación del derecho de
dalensa; Desconocimiento, decisióti Suprema Corte de Jus-
ticia, B. J. No. 750, página 11,85, mayo del año 1973; Se-
gundo Medio: Violación artíctdo 141 del Cóeágo de Procedi-
miento Civil, falta de mdilvos, falta de base legal;

Considerando, que en su primer medio de casación,
los recurrentes alegan, en sintesis, lo siguiente: que la Cor-
te a-qua conoció el fondo del asunto en fecha 6 de mayo
de 1978, habiéndose reservado el fallo para una próxima
audiencia, el cual fué dado posteriormente, en fecha 12 de
julio del referido año; que para la audiencia del 6 de ma-
yo de 1978, el ministerial actuante procedió a citar el pre-
venido dizque en su domicilio real; pero, tal como s.e des-
prende de esa citación ,en ella no se indica la fecha de
la actuación, ni la persona con quién se habló al instru-
mentarse el acto; que para la misma audiencia apareció
otro acto mediante el eual se citaba al prevenido Baría
Calderón en la puerta principal del Tribunal, y fué así
cómo se procedió a conocer el fond.o del proceso, y en esa
forma irregular se condenó al prevenido en defecto, por
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falta de comparecer; que al actuar como lo hizo, la Corte
a-qua, violó los textos legales que se indican más arriba,
al torn.ar como base un acto de citación que adolece de enun-
ciaciones intrínsecas como falta de fecha y el nombre de
la persona ante la cual se hizo la citación en la puerta del
Tribunal; pero,

Considerando, que según consta en la sentencia im-
pugnac\a, el prevenido recurrente al conocerse del caso en
la Corte a-qua, el 6 de marzo de 1978, y 6 de mayo, como
señalan los recurrentes, concluyó al fondo, su abogado
constitu.do Dr. Rafael Durán, por intermedio del Dr. Jor-
ge A. Mora, quien lo representó, pidiendo el descargo del
prevenido sin hacer ninguna objeción ni observación acer-
ca de la forrna que dicho prevenido fué citado, lo cual es

suficie.nte itra que el primer medio de casación sea deses-
timado; pero que, por otra parte, consta en el expediente
que el prevenido fuleitado, al no ser localizado en su do-
micilio real, mediannel procedimiento excepcional de
tación pública, trazado ppr el ordinal 7mo. del artículo 69
del Código de Procedimiénto pivil, citación que sirvió de
sebo a la Corte a-qua, para juzgar en defecto al prevenido
recurrente Juan Publio Barías Calderón; que, por estas
razones, el primer medio del recurso carece de fundamen-
to y debe ser desestirnado;

Considerando, que en su segundo y último medio los
recurrentes alegan, en síntesis, que los requisitos del Art.
141 del Código de Procedimiento Civil son indispensables
parn que la Suprema Corte de Justicia, en funciones de Cor-
te de Casación, constatando en cada caso, si la ley ha sido
biem o mal aplicada; que estas son las razones por las cua-
les se exige que la sentencia contenga la exposición suma-
ria de los puntos del hezho y de derecho, esto es, los moti-
vos que fundamenta la parte dispositiva de la misma; que
del examen de la sentencia no se puede constatar qué cle-
mentos de juicio tuvo en cuenta para apreciar los elernen-
tos constitutivos de la responsabilidad, de quáén fué la cul-

te;
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pa del accidénte, si de la víctima o del prevenido, y en uno
u otro caso, contra quién debía volearse la relación ! cau-
sal, por lo que consideramo,s que la Suprema Corte está
en la imposibilidad de determinar si la ley ha sido correc-
tamente aplicada, razón por la cval la sentencla ciebe ser
casada; pero,

- • Considerando, que la Corte a-qua, para consiclerar
que el accidente se debió a la falta exclusiva del

1
 ec.urren-

•te Juarr Publio Barías Calderón y fallar como 1 Inzo, dió
por establecido, mecliante la ponderación de les elemen-
tos de juicio que fueron regularmente adminis&Mos en la
instrucCión de la causa, lo siguiente: 1), O tle
yo de 19ED, a la una de la tarde, ocurriii un accidente de
tránsito en la calle Eusebio Manzueta, de esta ciudad, en
el cual el carro pLaca No. 53294, propiedad d.1a Coopera-
tiva Dominicana de Transporte, Inc., con póliza No. A-
13154 cle la Seguros Pepín. S. A.. conducido de oeste a este
cie la referida vía, por Juan F. Bai 17as Calderón, atropelló
al menor Rafael Elías Fernández,.causándole golpes y he-
ridas curables después dei 20 y antes de 30 días; 2), que
Barías Calderón conducía l vehículo en forma descuida-

y muy pegado a la acera derecha, donde alcanzó al me-
nor en el mornento en que éste bajaba-de la acera; que, en
otro orden de ideas, en la sentencia impuganda se da como
establecido, lo que no fue negado ni controvertido, por los
recurrentes, que el vehículo que conducía Juan Publio Ba-
rías Calderón, con el eual se causaron los golpes al menor,
era propiedad de la Cooperativa Dominicana de Transpor-
te, Inc., y que Barías Calderén estaba al servicio y bajo la
orden de la mencionada Cooperativa cuando ocurrió el acci-
dente; que, por todo lo expuesto, en la sentencia impug-
nada no se han cometido los vicios denunciados por los re-
currentes, por lo que, procede desestimar, por carecer cle
fundamento, el segundo y últhno medio del recurso;

Consideranclo, que los hechos establecidos constittlyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y he-

•
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ridas, por hnpruciencias causadas por la conducción de un,
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241
de 1967, y sancionado en la letra c) de dicho texto legal
con prisión de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 pe-
sos, cuando la enfermedad o irnposibilidad de la víctima
dure veinte días o más, como ocurrió en la especie; que, en
consccuencia, al condenarlo a una multa de 100 pesos, aco-
giendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pen. alustada a la Ley;

Cons derando, que examinada en sus demás aspectos
la senten	 impugnada, en cuanto concierne al prevenido
recurrente., no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por talas motivos, Primero: Admite corno intervinien-
te a Estebar Antonio Fernández Checo y a María Francis-
ca Corcino Mendez, en los recursos de casación interpues-
tos por Juan Publioirp.rías Calderón, la Cooperativa Do-
minicana de Trans.porte, Inc. y la Seguros Pepin, S. A.,
contra la sentencia dittada por la Corte de Apelación cle
Santo Domingo, en sus atriburCenes correccionales, el 12
de julio de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los referi-
dos recursos; Tercerm Condena a Juan Publio Barías Cal-
derón al pago cie las costas penales; Cuarto: Condena a la
Cooperativa Dominicana de Transporte, Inc., al pago de
las costas civiles y ordena su distracción en provecho de
los Dres. Julio Eligio Rodríguez y Pedro A. Rodriguez A.,
abogados de los intervinientes, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad, y los hace oponibles a la Segur
ros Pepín, S. A., dentro de los términos cie la póliza;

(FIRMADOS). — Nestor Contín Aybar, Francisco El-
picho Beras,J oaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Bá,ez, Joaquin
L. Ilernández Espaillat, Leonte R. Alburquerque C.--
guel Jacobo, Secretario Gen.eral.

• 31 de ma-
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ridas, por impruciencias causadas por la conducción de un.
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley 241
de 1967, y sancionado en la letra c) de dicho texto legal
con prisión de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 pe-
sos, cuando la enfermedad o irnposibilidad de la víctima
dure veinte días o más, como ocurrió en la especie; que, en
consccuencia, al condenarlo a una multa de 100 pesos, aco-
giendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pen.9' amsta a a la 1n;

Cons derando, que examinada en sus demás aspectos
la senten Ea impugnada, en cuanto concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por talás motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Estebar Antonio Fernández Checo y a igaría Francis-
ca Corcino Méndez, en los recursos de casación interpues-
tos por Juan Publiolrarías Calderón, la Cooperativa Do-
minicana de Trans.porte, Ine. y la Seguros Pepín, S. A.,
contra la sentencia dictac:a por la Corte de Apelación cle
Santo Dontingo, en sus atribtaCi.enes correccionales, el 12
de julio de 1978, cuyo dispositivo se ha-copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los referi-
dos recursos; Tercer.a: Condena a Juan Publio Barías Cal-
derón al pago de las costas penales; Cuarto: Condena a la
Cooperativa Dominicana de Transporte, Ine., al pago de
las costas civiles y ordena su dIstracción en provecho de
los Dres. Julio Eligio Rodríguez y Pedro A. Rodríguez A.,
abogados de los intervinientes, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad, y los hace oponibles a la Segur
ros Pepin, S. A., dentro de los terminos de la póliza;

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras,J oaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvalde Perdemo Bácz, Joaquin
L. Hernándcz Espaillat, Leonte R. Alburquerque C.-- Mi-
guel Jaeobo, Secretario General.
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pa del accidénte, si de la víctima o del prevenido, y en uno
u otro caso, contra quién debía volcarse la relación . cau-
sal, por lo que consideramos que la Suprema Corte está
en la imposibilidad de determinar si la ley ha sido correc-
tamente aplicada, razón por la cual la sentenc:a debe ser
casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para consid.e.rar
que el accidente se debió a la falta exelusiva del 	 ecurren-
te Juarí Publio Barías Ca.Iderón y fallar como loft hizo, dió
por establecido, mediante la ponderación de	 elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administtclos en la
instrucción de la causa, lo siguiente: 1), que el 31 de ma-
yo de 19CP, a la una 4e la tarde, ocurrió un accidente de
tránsito en la ealle Eusebio Manzueta, de esta ciudad, en
el cual el carro pbica No. 53294, propiedad djala. Coopera-
tiva Dominicana de Transporte, Inc., con póliza No. A-
13154 de la Seguros Pepín, S. A., conducido de oeste a este
cie la referida vía, por Juan F. Ba;fas Calderón, atropelló
al menor Rafael Elías Fernandez,.causándole golpes y he-
ridas curables después de 20 Y antes de 30 días; 21, que
Barías Calderón conducía s•el vehículo en forrna descuida-
da, y muy pegado a la acera derecha, donde alcanzó al me-
nor en el mornento en que éste bajaba-de la acera; que, en
otro orden de ideas, en la sentencia impuganda se d como
establecido, lo que no fué negado ni controvertido, por los
recurrentes, que el vehículo que conducía Juan Publio Ba-
rías Calderón, con el cual se causaron los golpes al menor,
cra propiedad de la Cooperativa Dominicana de Transpor-
te, Inc., y que Barías Calderón estaba al servicio y bajo la
orden cle la mencionada Cooperativa cuando OCUITiá el acci-
dente; que, por todo lo expuesto, en la sentencia impug-
nada no se han cometido los vicios denunciados por los re-
currentes, por lo que, procede desestimar, por carecer de
fundamento, el segundo y último medio del recurso;

Consideranclo, que los hechos establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes y he-



Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprzma Ccrte cie
Justicia, regtArmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuer.-
te, Primer Sustitutoresidente; Francisco Elpidio

Joaquín M. AlvácireMPPerelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Persjomo Báez, Joaquin L. Hernán-
dez Espa:lat, asistidos del Secretifario General, en la Sala
clonde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto
de 1981, afíos 138' de la Independencia y 119' de la Ftes-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Agus-
tín González, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer,
domiciliado en la calle Fl. Sol, No. 10, del Ensanche Capo-
tillo, de esta ciudad, cédula No. 29442, serie 56; Juan Cár-
denas, dominicano, mayor de edad, clorniciliado en Interior
I, No. 59, Ensanche Espaillat, ciudad, y Unión de Seguros,
C. por A., Avenida 27 de Febrero No. 263, ciudad, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de San Cristhbal,
dictada en sus atribuciones correccionales el 11 de octubre
de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

G.

_
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La presente sentencia ha siclo dada y firmada por los
sefiores Jueces que figuran en su eneabezamiento, eíi la
audiontia pública del día, mes/y año en él expeesados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Sccretario Gcne-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGrOSTO DEL 1981

Sentenda Imptignada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
feeha 11 de octubre de 1977.

Nlateria: Correecional.

Beeurrentes: Agustin González, Juan Girdenas y la Unión de Se-
gtts. C. por A•

Abogudo: cA. Bolivar Soto Montás
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, eh la
audiencia pública del día, mes y año en él expeesados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

Recurrentes: Agustín González, Juan Cárdenas y la Unión de Se-
guXos, C. por A.

Abogado: L Bolívar Soto Montás,

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprima Corte de
Justicia, regtglármente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto

	
residente; Francisco Elpidio rie-

ras, Joaquín M. AlvárYPerelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perjomo Báez, Joaquín L. Hernán-
dez Espa:11at, asistidos del Secretjrio General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 19 de agosto
de 1981, años 138' de la Independencia y 119' de la Res-
tauración, dieta en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Agus-
tín González, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer,
domiciliado en la calle El Sol, No. 10, del Ensanche Capo-
talo, de esta ciudad, cédula No. 29442, serie 56; Juan Cár-
denas, dominicano, mayor de edad, domiciliado en Interior
I. No. 59, Ensanche Espaillat, ciudad, y Unión de Seguros,
C. por A., Avenida 27 de Febrero No. 263, ciudad, contra
la sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal,
dictada en sus atribuciones correccionales el 11 de octubre
de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

SENTENCIA DE FECHA 19. DE AGOSTO DEL 1981
•

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 11 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

/47

di.
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Oído al Algtiacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la Repúbliza;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 11 de octubre de 1977,
a requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, en repre-
sentación de los recurrentes, en la que no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 7 de mayo de 1979, firmado por
el Dr. Bolívar Soto Montás, cédula 	 No. 2271 ,serie 56,
abogado de los recurrentes, .en el ,cual no se iropone L1
medio único que se indicará más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de 1- Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil, y 7 y 10 de la Ley 4117 de 1955; sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, y 1	 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 1ro. de abril
de 1975 en el Municipio de Villa Altagracia, en el que una
menor perdió la vida, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó en sus atribucio-
nes correccionales una sentencia el 21 de octubre de 1976,
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los
recursos interpuestos, la Corte a•qua	 dictó el fallo ahora
impugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los recursos de apelación
interpuestos por los Dres. Carlos Manuel Barías, Manuel
Emilio Amor de los Santos y Máximo M. Simonó Lugo, a
nombre y representación de la señora Andrea Chacón o
Andrea Romero Chacón, parte civil constituida por el Dr.
Bolívar Soto Montás, a nombre y representación de Agus-
tín González, prevenido, persona civilmente resopsabla,

Juan Cardona y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 21
del mes de octubre del año 1976, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara buena y válida la consti-
tución en parte civil hecha por Andrea Chacón o Andrea
Romero Chacón, por ser justa y reposar en prueba legal;
SEGUNDO: Se pronuncia el defecto contra Agustín Gon-
zález, p\r haber sido citado legalmente y no haber corr.-
parecido,y consecuencialmente se declara culpable de vio-
lación ala ley 241; Inciso 1ro. del articulo 49, en perjui-
cio de Ana Dilia Chacón, y en consecuencia se le condena
a seis meses de prisión correccional y RD$50.00 de mal-
ta; TERCERO: Se condena a los señores Agustín Gonzá-
lez y Juan ?Cardona, al pago de una indemnización de RD
$2,500.00 (5os mil quinientos pesos oro), a favor de la
señora Andrea Chacón o Andrea Romero Chacón, por la
pérdida de su hija " Dilia Chacón; CUARTO: Se conde-
na a Agustín González y Juan Cardona, al pago de las cos-
tas civiles y penales, lastiviles a favor de los Dres. Car-
los Manuel Arias Cuevas y Manuel Emilio Amor de los
Santos, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad; QUINTO: Se declara común y oponible en todas sus
consecuencias esta sentencia a la Compañía Unión de Se-
guros, C. por A., por ser la entidad aseguradora en el mo-
mento del accidente; por haberlos intentado en el momen-
to hábil y de acuerdo con las formalidades legales; SE-

GUNDO: Denlara que el prevenido Agustín González, es
culpable del delito de golpes y heridas involuntarias, que
causaron la muerte a la menor Ana Delia Chacón; en con-
secuencia, notifica la sentencia dictada por el Tribunal de
Primer Grado y lo condena a pagar una multa de Doscien-
tos pesos oro (RDS200.00). acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Admite la constitución en
parte civil de la señora Andrea Chacón o Andrea Romero
de Chacón, en su calidad de madre de la menor Ana Dilia
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 11 de octubre de 1977,
a requerimiento del Dr. Bolívar Soto Montás, en repre-
sentación de los recurrentes, en la que no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial del 7 de mayo de 1979, firmado por
cl Dr. Bolívar Soto Montás, cédula 	 No. 22712 ,serie 5d,
abogado de los recurrentes, en el cual no se 1 ropone cl
medio único que se indicará más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de 1" Ley 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código
Civil, y 7 y 10 de la Ley 4117 de 1955; sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor, y 1 	 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a que con mo-
tivo de un accidente de tránsito ocurrido el 1ro. de abril
de 1975 en el Municipio de Villa Altagracia, en el que una
menor perdió la vida, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó en sus atribucio-
nes correccionales una sentencia el 21 de octubre de 1976,
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los
recursos interpuestos, la Corte a-qua	 dictó el fallo ahora
impugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los recursos de apelación
interpuestos por los Dres. Carlos Manuel Barías, Manuel
Emilio Amor de los Santos y Máximo M. Simonó Lugo, a
nombre y representación de la señora Andrea Chacón o
Andrea Romero Chacón, parte civil constituida por el Dr.
Bolívar Soto Montás, a nombre y representación de Agus-
tín González, prevenido, persona civilmente resopsabla,

Juan Cardona y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 21
del mes de octubre del año 1976, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara buena y válida la consti-
tución en parte civil hecha por Andrea Chacón o Andrea
Romero Chacón, por ser justa y reposar en prueba legal;
SEGUNDO: Se pronuncia el defecto contra Agustín Gon-
zález, por haber sido citado legalmente y no haber corn-
parecidosy consecuencialmente se declara culpable de vio-
lación ala ley 241; Inciso lro. del artículo 49, en perjui-
cio de Ána Dilia Chacón, y en consecuencia se le condena
a seis meses de prisión correccional y RD$50.00 de mul-
ta; TERCERO: Se condena a los señores Agustín Gonzá-
lez y Juanardona, al pago de una indemnización de RD
52,500.00 (5os mil quinientos pesos oro), a favor de la
señora Andrea Chacón o Andrea Romero Chacón, por la
pérdida de su hila	 Dilia Chacón; CUARTO: Se conde-
na a Agustín González y Juan Cardona, al pago de las cos-
tas civiles y penales, lasTiviles a favor de los Dres. Car-
los Manuel Arias Cuevas y 	 Emilio Amor de los
Santos, quienes afirman haberlas avanzado en su totali-
dad; QUINTO: Se declara común y oponible en todas sus
consecuencias esta sentencia a la Compañía Unión de Se-
guros, C. por A., por ser la entidad aseguradora en el mo-
mento del accidente; por haberlos intentado en el momen-
to hábil y de acuerdo con las formalidades legales; SE-

GUNDO: Declara que el prevenido Agustín González, es
culpable del delito de golpes y heridas involuntarias, que
causaron la muerte a la menor Ana Delia Chacón; en con-
secuencia, notifica la sentencia dictada por el Tribunal de
Primer Grado y lo condena a pagar una multa de Doscien-
tos pesos oro (RD$200.00), acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Admite la constitución en
parte civil de la señora Andrea Chacón o Andrea Romero
de Chacón, en su calidad de madre de la menor Ana Dilia
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o Eudosia Chacón, en consecuencia, notifica en este aspec-
to la sentencia y condena a las personas civilmente res-
ponsables puestas en causa, señores Juan Cárdenas y Agu_-
tin González, a pagar conjuntamente la cantidad de Seis
mil pesos oro (RD$6,000.00), en favor de la parte civil cons-
tituida, a título de indemnización por concepto de los da-
ños y perjuicios morales y materiales que le fueron oca-
sionados con motivo del incidente que causó la muerte a
la mencionada menor; CUARTO: Condena a Agu itín Gon-
zález, al pago de las costas penales; QUINTO: Condena a
Agustín y José Cárdenas, al pago de las cost; s civiles;
SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible a la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., por ser la entidad ase-
guradora del vehículo que originó el accidente.

Considerando, que los recurrentes propor 1 el siguien-
te único medio: Falta de motivos y desnaturalización de las
versiones dadas por el prevenido; Falta de la víctima; Mon-
to de la indemnización;

Considerando, que los recurrentes alegan, en síntesis:
que el día del accidente, Agustín GonzáLez manejaba

su carro conforme a las disposiciones de las leyes de trán-
sito, en el kilómetro 41 de la autopista Duarte, Villa Alta•
gracia, es decir, a su derecha y a una velocidad moderada;

Que la menor fallecida y su acompañante Anacleta Ro-
dríguez iban en el paseo; c) que de manera imprudente se
metieron en la vía y el prevenido González no obstante
tocar bocina y frenar, no pudo evitar que la menor se es-
trellara con el guardalodo delantero derecho; d) que no
cs cierto, como expresa la Corte, que el accidente se debió
a la falta exclusiva del prevenido; que es el propio Agus-
tín González quien confiesa a la Corte que él tocó bocina
a la menor, que	 por el paseo detrás de la señora que
la acompañaba; que cuando le pasaba por el lado a dicha
menor fué cuando ella se le estrelló; c) que la Certe a-qua
no tomó en cuenta en ningún momento que el accidente no
ocurrió porque Agustín González haya sido el único cul-

pable, sino que hay que ponderar que la madre Ana
Chacón o Romero ha sido imprudente al dejar que la me-
nor, con apenas 8 años, caminara por la autopista Duarte
a buscar agua con una lata a una llave pública sin que
una persona adulta la condujera; que de haber retenido
esa falta, no hubiera fijado una indemnización de RD$
6,000.00, sino que hubiese fijado una indemnización más
baja, tomando en cuenta la falta cometida por la parte
civil coAtituída; pero,

Con4derando, que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido recurrente único culpable del accidente y fallar
como lo hizo, dió por establecido mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueron administrados en la
instrucción de la causa: a) que el 1ro. de abril de 1975,
mientras Aitistín González conducía el carro placa 203-
783, propiedad de Juan Cárdena por la autopista Duarte,
al llegar al kilómetik641 de dicha vía, atropelló a la me-
nor Ana Dilia Chtca, hija de Andrea Romero Chacón,
causándole la muerte ingantánea; b) que la niña estaba
parada en el contén, y el ehófIr al pasar con su vehículo
se llevó a la víctima al pasar por donde ella estaba; c) que
los hechos revelan que el prevenido Agustín González in-
currió en falta al manejar su vehículo, ya que vió a la
menor como a 40 metros y que caminaba por el paseo, lo
que le imponía tomar las debidas precauciones para evi•
tar el accidente; que el prevenido fué descuidado e impru-
dente, pues debió reducir la velocidad del vehículo a un
límite mínimo que le permitiera maniobrar y controlar !a
marcha de éste, de modo de evitar el accidente; que lo ex-
puesto revela que la Corte a-qua, sin incurrir en desnatu-
ralización alguna, dió motivos suficientes y pertinentes
que ponen de manifiesto que el prevenido fué el único cul-
pable del accidente, por lo que el medio único propuesto
que se examina, carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;
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o Eudosia Chatón, en consecuencia, notifica en este aspec-
to la sentencia y condena a las personas civilmente res-
r,onsables puestas en causa, señores Juan Cárdenas y Agu..-
tín González, a pagar conjuntamente la cantidad de Seis
mil pesos oro (RDS6,000.00), en favor de la parte civil cons-
tituída, a título de indemnización por concepto de los da-
ños y perjuicios morales y materia l es que le fueron oca-
sionados con motivo del incidente que causó la muerte a
la mencionada menor; CUARTO: Condena a Agustín Gon-
zález, al pago de las costas penales; QUINTO: Condena a
Agustín y José Cárdenas, al pago de las cosí: s civiles;
SEXTO: Declara la presente sentencia, oponible a la Com-
pañía Unión de Seguras. C. por A., por ser la entidad ase-
guradora del vehículo que originó el accidente.

Considerando, que los recurrentes propor el siguien-
te único medio: Falta de motivos y desnaturalización de las
versiones dadas por el prevenido; Falta de la víctima; Mon-
to de la indemnización;

Considerando, que los recurrentes alegan, en síntesis:
que el día del accidente, Agustín González manejaba

su carro conforme a las disposiciones de las leyes de trán-
sito, en el kilómetro 41 de la autopista Duarte, Villa Ahn-
gracia, es decir, a su derecha a una velocidad moderada;

Que la menor fallecida y su acompañante Anacleta Ro-
dríguez iban en el paseo; c) que de manera imprudente se
metieron en la vía y el prevenido González no obstante
tocar bocina y frenar, no pudo evitar que la menor se es-
trellara con el guardalodo delantero derecho; d) que no
es cierto, como expresa la Corte, que el accidente se debió
a la falta exclusiva del prevenido; que es el propio Agus-
tín González quien confiesa a la Corte que él tocó bocina
a la menor, que iba por el paseo detrás de :a señora que
la acompañaba; que cuando le pasaba por el lado a dicha
menor fué cuando ella se le estrelló; e) que la Corte a-qua
no tomó en cuenta en ningún momento que el accidente no
ocurrió porque Agustín González haya sido el único cul-

pablc, sino que hay que ponderar que la madre Ana Dilia
Chatón o Romero ha sido imprudente al dejar que la me-
nor, con apenas 8 años, caminara por la autopista Duarte
a buscar agua con una lata a una llave pública sin que
una persona adulta la condujera; que de haber retenido
esa falta, no hubiera fiiado una indemnización de RD$
6,000.00, sino que hubiese fijado una indemnización mías
baja, tomando en cuenta la falta cometida por la parte
civil coiltituída; pero,

Cons4derando, que la Corte a-qua para declarar al pre-
venido recurrente único culpable del accidente y fallar
ecmo lo hizo, dió por establecido mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueron administrados en la
instrucción de la causa: a) que el 1ro. de abril de 1975,
mientras Aetstín González conducía el carro placa 203-
783, propiedad de Juan Cárdena por la autopista Duarte,
al llegar al kilórnetis.41 de dicha vía, atropelló a la me-
nor Ana Dilia Chttc-cli, hija de Andrea Romero Chatón,
causándole la muerte imiantanea; b) que la niña estaba
parada en el contén, y el ehófiar al pasar con su vehículo
se llevó a la víctima al pasar por dónde ella estaba; c) que
los hechos revelan que el prevenido Agustín González in-
currió en falta al manejar su vehículo, ya que vió a la
menor como a 40 metros y que caminaba por el paseo, lo
Que le imponía tomar las debidas precauciones para evi-

tar el accidente; que el prevenido fué descuidado e impru-
dente, pues debió reducir la velocidad del vehículo a un
límite mínimo que le permitiera maniobrar y controlar la
marcha de éste, de modo de evitar el accidente; que lo ex-
puesto revela que da Corte a-qua, sin incurrir en desnatu-
ralización alguna, dió motivos suficientes y pertinentes
que ponen de manifiesto que el prevenido fué el único cul-
pable del accidente, por lo que el medio único propuesto
que se examina, carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;
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Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido, el delito de ocasionar la

involuntaria a las personas,' previsto y sancionado por
el inciso 1ro. del artículo 49 de la Ley 241 de 1967 sobre
tránsito y vehículos, con las penas de prisión de dos (21 a
cinco (5) años o multa de RD$500.00 a RDS2,000.00, corno
sucedió en la especie, que ál condenar al prevenido Agus-
tin González, después de declararlo culpable, al ipago de
una multa de RD$2,000.00, acogiendo a su favo b circuns-
tancies atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-cpia dió por
establecido que el hecho del prevenido ocasionó a Andrea
Romero Chacón o Andrea Chacón, constituida en parte ci-
vil, daños y perjuicios materiales y morales con la muerte
de su hija Ana Dilia Chacón, que evaluó 	 suma de
RD$6,000.00; que al condenar a Agustín González, preve-
nido, y a Juan Cárdenas, puestos en causa como civilmen-
te responsables, al pago de esa SUD a, titulo de indemni-
zación, y al hacerla oponible a la Unión de Seguros, C. por
A., la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los ar-
tículos 1383 y 1384 del código Civil, 1 y 10 de la Ley
4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos.
en lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Unico: Rechaza los recursos de ca
sación interpuestos por Agustín González, Juan Cárdenas
y Unión de Seguros, C. por A.. contra la sentencia de la
Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en atribu-
ciones correccionales, el 11 de octubre de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo y condena al prevenido al pago de las costas penales.

(FIRMADOS).— Néstor Contin Aybar, Fernando E.
Ravel'o de la Fuente, Francisco Elpidio Bwas, Joaquín M.
Alvarez Perellá, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdcino Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expeesados, y
fué firMS,da, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

„N
o



Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido, el delito de ocasionar la Muer-
te involuntaria a las personas,'previsto y sancionado por
el inciso 1ro. del artículo 49 de la Ley 241 de 1967 sobre
tránsito y vehículos, con las penas de prisión de dos (2) a
cinco (5) años o multa de RD$500.00 a RD$2,000.00, como
sucedió en la especie, que al condenar al prevenido Agus-
tin González, después de declararlo culpable, al pago de
una multa de RD$2,000.00, acogiendo a su favo g circuns-
tancias atenuantes, le aplicó una sanción alustada a la ley;

Considerando, que así mismo la Corte a-cga dió por
establecido que el hecho del prevenido ocasionó a Andrea
Romero Chatón o Andrea Chacón, constituida en parte ci-
vil, daños y perjuicios materiales y morales con la muerte
de su hija Ana Dilia Chacón, que evaluó 6.,,la suma de
Rll$6,000.00; que al condenar a Agustín González, preve-
nido, y a Juan Cárdenas, puestos en causa como civilmen-
te responsables, al pago de esa sun a, título de indemni-
zación, y al hacerla oponible a la Unión de Seguros, C. por
A., la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los ar•
tículos 1383 y 1384 del £ódigo Civil, 1 y 10 de la Ley
4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Unico: Rechaza los recursos de ca
sación interpuestos por Agustín González, Juan Cárdenas
y Unión de Seguros. C. por A., contra la sentencia de la
Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en atribu-
ciones correccionales, el 11 de octubre de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo y condena al prevenido al pago de las costas penales.

(FIRMADOS).— Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdemo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expeesados, y
fué firmIda, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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de Primera instancia del Distrito Judicial de Santiago, el
7 de-,octubre de 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la tá,mara a-qua el 17 de octubre de 1977, a requeri-
miento ctel Lic. Cirilo Hernández Durán, en representa-
ción de 1,')s recurrentes, acta en la cual no se propone,
contra la sentencia impugnada, ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 15 de iunio
de 1979, suwito por el Dr. Luis A. Bircánn Rojas, cédula
No. 43324, slFie 31, en el cual se proponen los medios que
se indican más adelante;

Visto el escritrili los intervinientes, del 15 de junio
de 1979, firmado por los Dres. Héctor Valenzuela y José
Joaquín Madera F., cédulá'No. 68516 y 49779, serie prime-
ra y 31, respectivamnete, abogtdos de los intervinientes
José Agustín Estrella o Jesús A. kstrella, Onésimo Mar-
tínez, Eligio Lantigua y Domingo Rodríguez Adames, do-
minicanos, mayores de edad, domiciliados en la ciudad de
Santiago, cédulas Nos. 15130, serie 32; 69162, serie 31;
32845, serie 34 y 7604, serie 35;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a),
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SENTENCIA DE FECIIA 19 DE AGOSTO bEL :981

Sentencia impIgnada: Tercera Cámara Penal de Santiago, de le-
cha 7 de octubre de 1977.

:11nteria: Correccional.

Recurrentes: Rodolfo Rodríguez y Compartes.
Ahogado: Dr. Luis A Bircánn Rojas.

Intervinientes: José Agustín 	 y Oompartes.	 5
Ahogados: Dres. José Joaquín Madera y Iléctor Valenritela.

República Dominicana.
Dios, Patria y Libertad,

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida r''Ir los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Francis,:o 	 Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo páez, Joaquín Hernández Espai-
Ilat y Leonte Rafael .Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 del mes de Agosto del año 1981, años
138' de la Independencia y 119' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, corno Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rodolfo Antonio Rodríguez Gómez, dominicano.
mayor de edad, casado, agrónomo, domiciliado en la calle
Tercera, No. 5-F, El Retiro 2do., de la ciudad de Santiago,
cédula No. 13391, serie 46 y la Seguros Patria, S. A., con
su domicilio social en la calle General López, No. 93, de
Santiago, contra la sentencia dictada, en sus atribuciones
correccionales, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DEL :981

Sentencia iinplgnada: Tercera Cámara Tenal de Santiago. de fe-
cha 7 de octubre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Rodolfo Rodriguez y Compartes.
Abogarlo: Dr. Luis A Bireánn Rojas.

Intervinientes: José Agustin astrelln y Compartes.
AbOKadus: Dres. José Joaquín Madera y Héctor Valenztiela.

República Dominicana.
Dios, Patria y Libertad,

En Nombre de la República, la Suprema Corte
Justicia, regularmente constituída	 los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Francis.a).  Lipidio l3eras, Joa-
quín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Tr3áez, Joaquín Hernández Espai-
llat y Leonte Rafael .Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 del mes de Agosto del año 1981, años
138' de la Independencia y 119' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Rodolfo Antonio Rodríguez Gómez, dominicano.
mayor de edad, casado, agrónomo, domiciliado en la calle
Tercera, No.	 El Retiro 2do., de la ciudad de Santiago,
cédula No. 13391, serie 46 y la Seguros Patria, S. A., con
su domicilio social en la calle General López, No. 93, de
Santiago, contra la sentencia dictada, en sus atribuciones
correccionales, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado
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de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, el
7 dencetubre de 1977, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de casación levantada en la Secretaría

de la Ckmara a-qua el 17 de octubre de 1977, a requeri-
miento del Lic. Cirilo Hernández Durán, en representa-
ción de tts recurrentes, acta en la cual no se propone,
contra la sentencia impugnada, ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 15 de lunio
de 1979, sukzito por el Dr. Luis A. Bircánn Rojas, cédula
No. 43324, grir e 31, en el cual se proponen los medios que
se indican más adelante;

Visto el escritr . t los intervinientes, del 15 de junio
de 1979, firmado por los Dres. Héctor Valenzuela y José
Joaquín Madera F., cédulg No. 68516 y 49779, serie prime-
ra y 31, respectivamnete, abogtdos de los intervinientes
José Agustín Estrella o Jesús A. kstrella, Onésimo Mar-
tínez, Eligio Lantigua y Domingo Rodríguez Adames, do-
minicanos, mayores de edad, domiciliados en la ciudad de
Santiago, cédulas Nos. 15130, serie 32; 69162, serie 31;
32845, serie 34 y 7604, serie 35;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955,
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 62 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a),
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(que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de Santiago el 4 de enero de 1977, en el .cual
varias personas resultaron con losiones corporales y los
vehículos con desperfectos, el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del Municipio de Santiago, dictó el
25 de marzo de 1077, una sentencia cuyo dispositivo se co-
pia más adelante, transcrito en el de la ahora impugna-
da; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el fa-
llo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivodice así:
"PRIMERO: Que debe declarar como en efecto declara
buenos y válidos los recursos de apelación int3?rpuestos
por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial
de Santiago, y por los señores Eligio Lantigua, Domingo
Rodríguez Adames, José Agustín Estrella o Jesús A. Es-
trella y Onésimo Martínez en cuanto a la forma, por ha-
ber sido interpuesto en tiempo hábil contra -ia sentencia
No .364, de fecha 25 de marzo del año 1977, dictada por el
Juzgado de Paz de la Primera Cirer - Icripción del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivd es-el siguiente: "PRI-
MERO: Que debe declarar como n efecto declara al nom-
brado Eligio Lantigua, cuktnable de violar el artículo 74-g
de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de motor, en
consecuencia se le condena al pago de R.D$5.00 de multa
y descarga al señor Adolfo Rodríguez; SEGUNDO: Conde-
na a Eligio Lantigua al pago de las costas del procedimien-
to y las declara de oficio en cuanto a Rodolfo A. Rodrí-
guez; TERCERO: Declara buena y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil intentada por José A.
Estrella o Jesús A. Estrella y Onésimo Martínez, quienes
tienen como abogados constituidos al Dr. José J. Madera,
contra Seguros Patria, S. A., y Rodolfo Rodríguez, por
haber sido hecha dicha constitución conforme a las reglas
procesales; CUARTO:Declara buena y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil intentada por EL-
gio Lantigua y Dominga Rodríguez, quienes tienen como

abogados constituídos al Dr. Héctor Valenzuela, contra Ro-
dolfo,Rodríguez y la Compañía de Seguros Patria, S. A.,
pr haber sido hecha dicha constitución conforme a las re-
glas procesales; QUINTO: En cuanto al fondo se rechazan
las constituciones en parte civil intentada por José A. Es-
trella o Jesús A. Estrella, Onésimo Martínez, Eligio Lanti-
gua y Domingo Rodríguez, por improcedente y mal funda-
da; SEXTO: Condena a José A. Estrella ó Jesús A. Estre-
lla, Onésimo Martínez, Eligio Lantigua, y Dominga Rodrí-
guez, partes civiles constituídas, al pago de las costas ci-
viles del ›rocedhnineto, ordenando su distracción en pro-
vecho del Lic. Cirilo Hernández; SEGUNDO: En cuanto al
fondo, debe revocar como en efecto revoca en todas sus
partes, la sentencia recurrida, y en consecuencia, debe pro-
nunciar comag en efecto pronuncia, el Defecto contra el
nombrado	 A. Rodríguez, por no haber compare-
cido, no obstante haber sido citado legalmente; TERCE-
RO: Que debe decla 	 como en efecto declara al nombra-
do Rodolfo A. Rodrígaz, culpable de violar los artículos
49, 123 y 61 de la Ley 241; sobre Tránsito de Vehículos de
Motor, y en consecuencia lo de4 e condenar y lo condena
al pago de una multa de RD$10.00 'tDiez pesos oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; CUARTO:
Que debe declarar como en efecto declara al nombrado
Eligio de Jesús Lantigua, no culpable de violar la Ley
241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, y en consecuen-
cia, lo debe descargar y lo descarga por no haber violado
ninguna de las disposiciones legales de dicha ley; QUIN-
TO: Que debe declarar como en efecto declara buena y vá-
lida las constituciones en partes civiles hechas por los se-
ñores Eligio de Jesús Lantigua, Dominga Rodríguez Ada-
mes, José Agustín Estrella ó Jesús A. Estrella y Onésimo
Martínez, por conducto de sus abogados Dres. Héctor Va-
lenzuela y José J. Madera, contra Rodolfo A. Rodríguez
y Seguros Patria, S. A.; SEXTO: Que debe condenar co-
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que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en
la ciudad de Santiago el 4 de enero de 1977, en el .cual
varias personas resultaron con lesiones corporales y los
vehículos con desperfectos, el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del Municipio de Santiago, dictó el
25 de marzo de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se co-
pia más adelante, transcrito en el de la ahora impugna-
da; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el fa-
llo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivonice así:
"PREVIERO: Que debe declarar como en efecto declara
buenos y válidos los recursos de apelación inf5rpuestos
por el Magistrado Procurador Fiscal del DistritO Judicial
de Santiago, y por los señores Eligio Lantigua, Domingo
Rodriguez Adames, José Agustín Estrella o Jesús A. Es-
trella y Onésimo Martínez en cuanto a la forma, por ha-
ber sido interpuesto en tiempo hábil contraria sentencia
No .364, de fecha 25 de marzo del año 1977, dictada por el
Juzgado de Paz de la Primera Circe- Yeripción del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivti es'el siguiente: "PRI-
MERO: Que debe declarar como e.n efecto declara al nom-
brado Eligio Lantigua, cubvable de violar el artículo 74-g
de la Ley 241, sobre Tránsito de Vehículos de motor, en
consecuencia se le condena al pago de RD$5.00 de multa
y descarga al señor Adolfo Rodríguez; SEGUNDO: Conde-
na a Eligio Lantigua al pago de las costas del procedimien-
to y las declara de oficio en cuanto a Rodolfo A. Rodrí-
guez; TERCERO: Declara buena y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil intentada por José A.
Estrella o Jesús A. Estrella y Onésimo Martínez, quienes
tienen como abogados constituídos al Dr. José J. Madera,
contra Seguros Patria, S. A., y Rodolfo Rodríguez, por
haber sido hecha dicha constitución conforme a las reglas
procesales; CUARTO:Declara buena y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil intentada por Eli-
gio Lantigua y Dominga Rodríguez, quienes tienen como
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abogados constituídos al Dr. Héctor Valenzuela, _ostra Ro-
dolfo.Rodríguez y la Compañía de Seguros Patria, S. A.,
pr haber sido hecha dicha constitución conforme a las re-
glas procesales; QUINTO: En cuanto al fondo se rechazan
las constituciones en parte civil intentada por José A. Es-
trella o Jesús A. Estrella, Onésimo Martínez, Eligio Lanti-
gua y Domingo Rodríguez, por improcedente y mal funda-
da; SEXTO: Condena a José A. Estrella ó Jesús A. Estre-
Ila, Onésimo Martínez, Eligio Lantigua, y Dominga Rodrí-
guez, partes civiles constituidas, al pago de las costas ci-
viles del orocedimineto, ordenando su distracción en pro-
vecho del Lic. Cirilo Hernández; SEGUNDO: En cuanto al
fondo, debe revocar como en efecto revoca en tod •is sus
partes, la sentencia recurrida, y en consecuencia, debe pro-
nunciar .como en efecto pronuncia, el Defecto contra el
nombrado efolfo A. Rodríguez por no haber compare-
cido, no obstante haber sido citado legalmente; TERCE-
RO: Que debe declak como en efecto declara al nombra-
do Rodolfo A. Rodrígaz, culpable de violar los artículos
49, 123 y 61 de la Ley 242; sobre Tránsito de Vehículos de
Motor, y en consecuencia lo deke condenar y lo condena
al pago de una multa de RD$10.00 Wiez pesos oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; CUAttTO:
Que debe declarar como en efecto declara al nombrado
Eligio de Jesús Lantigua, no culpable de violar la Ley
241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, y en consecuen-
cia, lo debe descargar y lo descarga por no haber violado
ninguna de las disposiciones legales de dicha ley; QUIN-
TO: Que debe declarar como en efecto declara buena y vá-
lida las constituciones en partes civiles hechas por los se-
ñores Eligio de Jesús Lantigua, Dominga Rodríguez Ada-
mes, José Agustín Estrella ó Jesús A. Estrella y Onésimo
Martínez, por conducto de sus abogados Dres. Héctor Va-
lenzuela y José J. Madera, contra Rodolfo A. Rodríguez
y Seguros Patria, S. A.; SEXTO: Que debe condenar co-
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mo en efecto condena, al señor Rodolfo A. Rodríguez, al
pago de las siguientes indemnizaciones: RD$600.00 (Seis-
cientos pesos orol, para cada uno de los señores Eligio cle
Jesús Lantigua, José A. Estrella o Jesús A. Estrella y Oné-
simo Martínez, a título de daños y perjuicios morales y
materiales recibidos por ellos en el accidente en cuestión
y al pago de una indemnización a justificar por Estado en
provecho do Dominga Rodríguez Adames, en su condición
de propietaria del carro placa 208-753; SEPTIMOnue de-
be condenar y condena al señor Rodolfo A. Rodríguez. al
pago de los intereses legales de las sumas acoikladas en
indemnización, contados a partir de la fecha de la deman-
da en justicia y a título de indemnización suplementaria;
OCTAVO: Que debe declarar corno en efecto declara la
presente sentencia, común, oponible y ejecutoria a la
Compañía de Seguros Patria, S. A., en su .condición de
compañía aseguradora de la responsabilidad civil de Ro-
dolfo A. Rodríguez; NOVENO: Qt. Ilebe condenar •omo
al efecto condena a Rodolfo A. RotIríg'bez, al pago de las

costas civiles con distracción	 las mismas en provecho
de los Dres. Héctor Valenazela y José A. Madera, quienes
afirman estarlas avarrando en su totalidad; DECIMO: Que
debe condenar come en efecto condena al señor Rodolfo
Rodríguez, al pago de las costas penales del procedimien-
to; DECIMOPRIMERO: Que debe declarar como en efec-
to declara las costas de oficio en cuanto al nombrado Eligio
de Js. Lantigua;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
la sentencia que impugnan, los siguientes medios da ca-
sación: Primer Medio: Falta de	 publicidad de la senten-
cia; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil, al no relatar los procedimientos
y no consignar las conclusioncs de las partes; Tercer

Motivación insuficiente;
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Considerando, que, en apoyo de su primer medio de
casación, les recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue:
que es de principio que los procesos Judiciales, salvo los
casos de divorcio, deben conocerse en audiencia pública y
que la sentencia debe pronunciarse en audiencia pública,
todo ello a pena de nulidad; que en ninguna parte del fa-
llo recurrido se dice que éste fué dictado en audiencia
pública; que la anomalía fue tan patente que después de
la redactión de la sentencia que la Secretaría del Tribu-
na!, en la certificación de la misma señala que fué dada
en audiel..cia pública, lo que no subsana en nada la grave
irregualridad, ya que la prueba de la publicidad de la au-
diencia debe contener la misma sentencia y no la certifi-
cación; pero,

Considttndo, que si ciertamente, tal como lo afir-
man los recurrentes, es preciso distinguir entre la publi-
cidad de las aúdIenip-n, que la Constitución instituye co-
mo una garantía de 12 contradicción e imparcialidad de
los juicios, y la publicacik, de las sentencias, lo que cons-
tituye una cuestión distinta; qu-s, en efecto, la Ley de Or-
ganización Judicial en su artículo 17, de un modo expre-
so, prescribe que las sentencias de los tribunales deben
dictarse en audiencia pública; que en la especie, contra-
riamente a lo alegado por los tecurrentes, estos requisitos
fueron debidamente cumplidos por la Cámara a-qua, el 16
de septiembre de 1977, se celebró la audiencia pública de
ese día para conocer la causa seguida a Rodolfo A. Rodrí-
guez y Eligio Antonio Lantigua, prevenidos de v:olacióri
a la ley 241 del 1967, no compareciendo el primero de los
prevenidos, y en esa audiencia el Juez le reservó el fallo
para dictarlo en una próxima audiencia; que el mismo fué
dictado el 7 de octubre de 1977, "en la sala donde se acos-
tumbra a celebrar sus audiencias", esto es, en audiencia
pública; que, por lo expuesto, los alegatos de los recurren-
tes carecen de fundamento y deben sor desestimados;



mo en efecto condena, al señor Rodolfo A. Rodriguez, al
pago de las siguientes indemnizacioncs: RD$600.00 (Seis-
cientos pesos oro), para cada uno de los señores Eligio de
Jesús Lantigua, José A. Estrella o Jesús A. Estrella y Oné-
simo Martínez, a titulo de daños y perjuicios morales y
materiales recibidos por ellos en el accidente en cuestión
y al pago de una indemnización a justificar por Estado en
provecho de Dominga Rodríguez Adames, en su condición
de propietaria del carro placa 208-753; SEPTIMOnue de-
be condenar y condena al señor Rodolfo A. Rodríguez, al
pago de los intereses legales de las sumas acordadas en
indemnización, contados a partir de la fecha de la deman-
da en justicia y a titulo de indemnización suplementaria;
OCTAVO: Que debe declarar Corno en efecto declara la
presente sentencia, común, oponibde y ejecutoria a la
Compañía de Seguros Patria, S. A., en su condición de
compañía aseguradora de la responsabilidad civil de Ro-
dolfo A. Rodríguez; NOVENO: Qt. Ilebe condenar como
al efecto condena a Rodolfo A. Rotirígítez, al pago de las

costas civiles con distracción 	 las mismas en provecho
de los Dres. Héctor Valenstela y José A. Madera, quienes
afirman estarlas avarr-ando en su totalidad; DECIMO: Que
debe condenar come en efecto condena al señor Rodolfo
Rodríguez, al pago de las costas penales del procedimien-
to; DECIMOPRIMERO: Que debe declarar como en efec-
to declara las costas de oficio en cuanto al nombrado Eligio
de Js. Lantigua;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra
la sentencia que impugnan, los siguientes medios de ca-
sación: Primer Medio: Falta de publicidad de la senten-
cia; Segundo Medio: Violación del artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil, al no relatar los procedimientos
y no consignar las conclusiones de las partes; Tercer Me-
dio: Motivación insuficiente;
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Considerando, que, en apoyo de su primer medio de
casación, les recurrentes alegan, en síntesis, lo que sigue:
que es de principio que los procesos judiciales, salvo los
casos de divorcio, deben conocerse en audiencia pública y
que la sentencia debe pronunciarse en audiencia pública,
todo ello a pena de nulidad; que en ninguna parte del fa-
llo recurrido se dice que éste fué dictado en audiencia
pública; que la anomalía fue tan patente que después de
la redacción de la sentencia que la Secretaría del Tribu-
nal, en la certificación de la misma señala que fué dada
en audiebeia pública, lo que no subsana en nada la grave
irregualridad, ya que la prueba de la publicidad de la au-
diencia debe contener la misma sentencia y no la certifi-
cación; pero,

Considg,frndo, que si ciertamente, tal como lo 	 afir-
man los recurrentes, es preciso distinguir entre la publi-
cidad de las auchent -‘, que la Constitución instituye co-
mo una garantía de 12 contradicción e imparcialidad de
los juicios, y la publicacitIn de las sentencias, lo que cons-
tituye una cuestión distinta; 	 en efecto, la Ley de Or-
ganización Judicial en su artículo :5, de un modo expre-
so, prescribe que las sentencias de los tribunales deben
dictarse en audiencia pública; que en la especie, contra-
riamente a lo alegado por los recurrentes, estos requisitos
fueron debidamente cumplidos por la Cámara a-qua, el 16
de septiembre de 1977, se celebró la audiencia pública de
ese día para conocer la causa seguida a Rodolfo A. Rodrí-
guez y Eligio Antonio Lantigua, prevenidos de v:olacióit
a la ley 241 del 1967, no compareciendo el primero de los
prevenidos, y en esa audiencia el Juez le reservó el fallo
para dictarlo en una próxima audiencia; que el mismo fué
dictado el 7 de octubre de 1977, "en la sala donde se acos-
tumbra a celebrar sus audiencias", esto es, en audiencia
pública; que, por lo expuesto, los alegatos de los recurren-
tes carecen de fundamento y deben ser desestimados;
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Considerando, que en su segundo medio, los recurren-
tes alegan, en síntesis, que de conformidad con el art4culo
141 del Código de Procedimiento Civil, toda sentencia de-
be contener una relación de los hechos y de los procedi-
mientos cumplidos, y las conclusiones de las partes; que
como puede advertirse en el fallo recurrido hay una casi
absoluta ausencia de la relación de los procedimientos,
y una omisión total de las conclusiones de las partes; que
en la omisión de las conclusiones de las partes es0tan vicio
gravísimo; que el dictamen del Ministerio Público fué
transcrito inin extenso", mientras que respecto c del abo-
gado de los impetrantes sólo dice "oído en sus conclusio-
nes", sin que se consignaran éstas; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada, muestra la prueba evidente de que en,'- misma han
sido cumplidos los requisitos legales exigidos por el artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento civil; que, específica-
mente, y en lo que respecta a las vibusioncs de los re-
currentes, cabe. señalar, que a la audiencia del 16 de sep-
tiembre de 1977, única celebrad& por la Cámara a-qua pa-
ra conocer el fondo de laS'apelaciones, compareció el Dr.
Cirilo Hernández, en representación de Rodolfo A. Rodr,í-
guez G., puesto en causa como civilmente responsable, y la
Seguros Patria, S. A., y concluyó en la forma siguiente:
"que confirmen en todas sus partes la sentencia del primer
grado referente al accidente que nos ocupa; que las par-
tes civiles constituidas sean condenadas al pago de las cos-
tas en provecho del Dr. Cirilo Hernández"; que, por lo
transcrito, es obvio que el medio que se consigna carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su tercer y último medio, los
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que en el pri-
mer grado el recurrente Rodolfo Antonio Rodríguz Gómez
fué descargado y condenado el otro conductor Eligio Lan-
tigua por pruebas aportadas a ese tribunal; que para jus-

tificar en el segundo grado un viraje de 180 7 y condenar
al déseargado y descargar al condenado era imprescindi-
ble que las motivaciones pertinentes para desechar la pri-
mera prueba y acoger la aportada en el segundo grado;
que no lo hizo asi la Cámara a-qua. sino que limitóse a
consignar todo lo favorable al conductor Eligio Lantigua Y

a ignorar inexistente todo lo favorable a Rodolfo Antonio
Rodríguez; que fue un examen unilateral y parcial con des-
medro d2l Derecho; que un Juez debe consignar todas las
pruebas y dar las motivaciones justificadas de su proceder
final, por• lo que, la sentencia impugnada debe ser casada;
pero,

Considerando, que, para declarar como único culpable
del accidente de que se trata al prevenido recurrente Ro-
dclfo Antot:, Q Rodríguez Gómez y fallar cauro lo hizo, la
Cámara a-qua ctió por establecido lo siguiente: a) que el
4 de enero de 1977, en horas de la mañana, ocurr1/2 un ac-
cidente de tránsitoih	 autopista Duarte, frente a la Uni-
versidad Católica Madre y Maestra, en el cual el carro
placa No. 142-289, con Póliza No. A-6842, de la Seguros
Patria, S. A., conducido de estewa oeste por la referida
vía, por su propietario Rodolfo A. Ivodríguez Gómez, cho-
có con el carro placa 208-753, propiedad de Dominga Ro-
dríguez Adames, manejado por Eligio Lantigua; b) que en
el accidente resultaron cen lesiones corporales Eligio Lan-
tigua, José Agustín Estrella y Onésimo Martínez, cura-
bles antes de diez días y ambos vehículos con desperfec-
tos; c) que el vehículo que manejaba Eligio Lantigua es-
tata estacionado a su derecha, cuando fué chocado, por la
parte trasera, por el carro que conducía Rodolfo A. Rodrí-
guez Gómez, al éste tratar de rebasar, por el lado dere-
cho, un camión que transitaba delante de él; que por lo ex-
puesto, es evidente que la sentencia impugnada tiene mo-
tivos suficientes que justifican su dispositivo, razón por la
cual, el medio que se examina también carece de funda-
mento  y debe ser desestimado;
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Considerando, que en su segundo medio, los recurren-
tes alegan, en síntesis, que de conformidad con el artículo
141 del Código de Procedimiento Civil, toda sentencia de-
be contener una relación de los hechos y de los procedi-
mientos cumplidos, y las conclusiones de las partes; que
como puede advertirse en el fallo recurrido hay una casi
absoluta ausencia de la relación de los procedimientos,
y una omisión total de las conclusiones de las partes; que
en la omisión de las conclusiones de las partes esMan vicio
gravísimo; que el dictamen del Ministerio Público fué
transcrito inin extenso", mientras que respecto c:del abo-
gado de los impetrantes sólo dice "oído en sus conclusio-
nes", sin que se consignaran éstas; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada, muestra la prueba evidente de que en.`- misma han
sido cumplidos los requisitos legales exigidos por el artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento 	 que, específica-
mente, y en lo que respecta a las Attlusiones de los re-
currentes, cabe señalar, que a la audiencia del 16 de sep-
tiembre de 1977, única celebrada por la Cámara a-qua pa-
ra conocer el fondo de laiapelaciones, compareció el Dr.
Cirilo Hernández, en -representación de Rodolfo A. Rodri-
guez G., puesto en causa como civilmente responsable, y la
Seguros Patria, S. A., y concluyó en la forma siguientes
"que confirmen en todas sus partes la sentencia del primer
grado referente al accidente que nos ocupa; que las par-
tes civiles constituidas sean condenadas al pago de las cos-
tas en provecho del Dr. Cirilo Hernández"; que, por lo
transcrito, es obvio que el medio que se consigna carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su tercer y último medio, los
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que en el pri-
mer grado el recurrente Rodolfo Antonio Rodríguz Gómez
fué descargado y condenado el otro conductor Eligio Len-
tigua por pruebas aportadas a ese tribunal; que para jus-
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tificar en el segundo grado un viraje de 180 9 y condenar
al dIscargado y descargar al condenado era imprescindi-
ble que las motivaciones pertinentes para desechar la pri-
mera prueba y acoger la aportada en el segundo grado;
que no lo hizo asi la Cámara a-qua. sino que limitóse a
consignar todo lo favorable al conductor Eligio Lantigua Y

a ignorar inexistente todo lo favorable a Rodolfo Antonio
Rodríguez; que fue un examen unilateral y parcial con des-
medro d21 Derecho; que un Juez debe consignar todas las
pruebas y dar las motivaciones justificadas de su proceder
final, por'lo que, la sentencia impugnada debe ser casada;
pero,

Considerando, que, para declarar como único culpable
del accidente de que se trata al prevenido recurrente Ro-
dolfo	 Rodríguez Gómez y fallar como lo hizo, la
Cámara a-qua aió por establecido lo siguiente: a) que el
4 de enero de 1977, n horas de la mañana, ocurr:•5 un ac-
cidente de tritnsitojh	 autopista Duarte, frente a la Uni-
versidad Católica Madre ,y Maestra, en el cual el carro
placa No. 142-289, con Póliza No. A-6842, de la Seguros
Patria, S. A., conducido de este.a oeste por la referida
vía, por su propietario Rodolfo A. Ivodríguez Gómez, cho-
có con el carro placa 208-753, propiedad de Dominga Ro-
dríguez Adames, manejado por Eligio Lantigua; b) que en
el accidente resultaron con lesiones corporales Eligio Lan-
tigua, José Agustín Estrella y Onésimo Martínez, cura-
bles antes de diez días y ambos vehículos con desperfec-
tos; c) que el vehículo que manejaba Eligio Lantigua es-
taba estacionado a su derecha, cuando fué chocado, por la
parte trasera, por el carro que conducía Rodolfo A. Rodrí-
guez Gómez, al éste tratar de rebasar, por el lado dere-
cho, un camión que transitaba delante de él; que por lo ex-
puesto, es evidente que la sentencia impugnada tiene mo-
tivos suficientes que justifican su dispositivo, razón por la
cual, el medio que se examina también carece de funda-
mento y debe ser desestimado;
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Considerando, que los hechos establecidos a caro del
prevenido recurrente, configuran el delito previsto en el
artículo 49 de la L2y sobre Tránsito y Vehículos No. 241,
del 1967, de causar golpes y heridas involuntarias con la
conducción de un vehículo de motor, sancionado en la le-
tra a) del mismo texto legal con la pena de 16 días a 6
meses de prisión y multa de RD$6.00 a RD$180.00, si la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima dtira menos
de 10 días, como ocurrió en la especie; que por tanto, al
condonar al prevenido recurrente a una mult3 de RD$-
10.00, acogiendo circunstancias atenuantes, lá Cámara
a-qua le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Cámara a-qua apre-
ció que el hecho de Rodolfo Antonio Rodríguez Gómez ha-
bía causado a Eligio Lantigua, José AgustIttaitrella y Oné-
simo Martínez, partes civil constituidas, daños y perjui-
cios, materiales y morales, y a D-1 anga Rodríguez Ada-
mes, daños materales, que evaluó ctñ las sumas de RD$600.-
00 para cada uno de los tres prb.neros y una indemnización
a justificar por estado ppra la última; que al condenar al
prevenido Rodríguezpónmez en su doble condición de con-
ductor y propietario del vehículo al pago de esas sumas,
y de los intereses legales a contar de la demanda, a títu-
lo de indemnización complementaria solicitada, la Cáma-
ra a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil, y del 1 y 10 de la Ley sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor al declarar oponible a la Se-
guros Patria, S. A., las condenaciones civiles impuestas al
prevenido;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
n:entes a José Agustín o Jesús Estrella, Onésimo Martínez,

Eligio Lantigua y Dominga Rodríguez Adames, en los re-,
cursos de casación interpuestos por Rodolfo Antonio Ro-
dríguez Gómez y Seguros Patria, S. A., contra la senten-
cia dictada en sus atribuciones correccionales, por lo Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago el 7 de octubre de 1977, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Rechaza los referidos recursos; TERCE-
RO: Condena a Rodolfo Antonio Rodríguez Gómez al pago
de las costas y distrae las civiles en provecho de los Dres.
Héctor Valenzuela y José Joaquín Madera F., abogados de
los intervinientes, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad, y las hace oponibles a la Aseguradora ya men-
cionada, dentro de los límites de la Póliza.

(FIRMÁlt8). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez	 Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, F" Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
Hernández Espaillaí, Leonte Rafael Alburquerque Castillo.
— Miguel Jacobo, Secretátio General.

La presente sentencia ha	 tkda y firmada por los
señores Jueces que figuran en su ehcabezannento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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Considerando, que los hechos cstabkcidos a cargo del
prevenido recurrente, configuraq el delito previsto en el
artículo 49 de la L2y sobre Tránsito y Vehículos No. 241,
del 1967, de causar golpes y heridas involuntarias con la
conducción de un vehículo de motor, sancionado en la le-
tra a) del mismo texto legal con la pena de 16 días a 6
meses de prisión y multa de RD$6.00 a RD$180.00, si la
enfermedad o la imposibilidad de la víctima dtira menos
de 10 días, como ocurrió en la especie; que por tanto, al
condenar al prevenido recurrente a una multa de RDS-
10.00, acogiendo circunstancias atenuantes, lá Cámara
a-qua le aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asímismo, la Cámara a-qua apre-
ció que el hecho de Rodolfo Antonio Rodríguez Gómez ha-
bía causado a Eligio Lantigua, José Agustí,nn: trella y Oné-
simo Martínez, partes civil constituidas, daños y perjui-
cios, materiales y morales, y a L iinga Rodríguez Ada-
mes, daños materales, que evaluó ¿it 	 sumas de RDS600.-
00 para cada uno de los tres pi41neros y una indemnización
a justificar por estado wyra la última; que al condenar al
prevenido Rodríguezpinez en su doble condición de con-
ductor y propietario del vehículo al pago de esas sumas,
y de los intereses legales a contar de la demanda, a títu-
lo de indemnización complementaria solicitada, la Cáma-
ra a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil, y del 1 y 10 de la Ley sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor al declarar oponible a la Se-
guros Patria, S. A., las condenaciones civiles impuestas al
prevenido;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en lo que concierne al prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a José Agustín o Jesús Estrella, Onésimo Martínez,

Eligio Lantigua y Dominga Rodríguez Adames, en los re-
cursos de casación interpuestos por Rodolfo Antonio Ro-
dríguez Gómez y Seguros Patria, S. A., contra la senten-
cia dictada en sus atribuciones correccionales, por lo Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago el 7 de octubre de 1977, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Rechaza los referidos recursos; TERCE-
RO: Condena a Rodolfo Antonio Rodríguez Gómez al pago
de las costas y distrae las civiles en provecho de los Dres.
Héctor Vallenzuela y José Joaquín Madera F., abogados de
los intervinientes, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad, y las hace oponibles ala Aseguradora ya men-
cionada, dentro de los limites de la Póliza.

(FIRM4aS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joacjeuín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Ffry Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
Hernández Espaillaí, Leonte Rafael Alburquerque Castillo.
— Miguel Jacobo, Secretal:io General.

La presente sentencia ha sich, 4,?cla y firmada por los
señores Juecc g que figuran en su ehcabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
Eue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE AGOSTO DEL 1931 ,

Sentencia impugnoda: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
31 de mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Elpidio Burgos Polanco y la Compaflia de Seguros
América, C. por A.

Abodgado: Dr. Francisco A. García Tineo.

Interviniente: Olivio Reyes Liranzo y Compartes.
Allegodes: Dres.	 Crispiniano Vargas Suárez y Roberto A. Ro

sacio.

Dios, Patria y Libertz.d,
República flon.Ir'etna.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente mnstituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presj,:leate; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espai-
Hat, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 21 del mes de agosto del año 1981, años
138' de la Independenaia y 119' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Elpi-
dio Burgos Polanco, dominicano, mayor de edad, casado,
comerciante, doficiliado en la calle Fernando Valerio No.
2, de Bonao, cédula No. 7369, serie 48; y la Compañía de
Scguros América, C. por A., con su domicilio principal en

el Edificio La Cumbre, Avenida Tiradentes, de esta capi-
tal, ,!ontra la sentencia dictada el 31 de mayo de 1973 por
la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones co-
rrece'onales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Ramón García hijo, en representación del

Dr. Francisco Antonio García Tineo, cédula No. 22072,
serie 37 1 abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. J. Crispiniano Vargas Suárez, por si y
por el Dr. Roberto A. Rosario Peña, abgados de los inter-
vinientes, en la lectura de sus conclusiones; intervinientes
que son Olivo Reyes Liranzo y Juan Francisco Santana:

Oído c:541ictamen del Magistrado Procurador General
de la RepúblicZ,

Vista el Acta..	 s recursos de casación, levantada
en la Secretaría dé forte a-qua el 8 de junio de 1978,
a requerimiento del Dr.∎Francisco Antonio García Tineo,
en representación de los recurr ates ya mencionados, Acta
en la cual no se propone contra )sentencia impugnada
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 18 de junio
de 1978, suscrito por su abogado, en el cual se propone
contra la sentencia que impugna el medio único que se in-
dica más adelanté;

Visto el escrito de los intervinientes, también del 18
de junio dc 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241
de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Ci-
vil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligato-
rio de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE AGOSTO DLL 1931

Sentencia impugnoda: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
31 de mayo de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Elpidio Burgos Polanco y la Compattia de Seguros
América, C. por A.

Abodgado: Dr, Francisco A. García Tineo.

Interviniente: Olivio Reyes Liranzo y Compartes.
Ahegodes: Dres. J. Crispiniano Vargas Suárez y Roberto A. Ro

sario.

•.^d
Dios, Patria y Libertz.d,
República Doit.kn'eAna.

En Nombre de la Repúbca, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente einstituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presyeeite; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espai-
llat, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 21 del mes de agosto del año 1981, años
138' de la Independenaia y 119' de la Restauración, dieta
cn audiencia pública, como Corto de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Eipi-
dio Burgos Polanco, dominicano, mayor de edad, casado,
comerziante, doficiliado en la calle Fernando Valerio No.
2, d. Bonao, cédula No. 7369, serie 48; y la Compañía de
Seguros América, C. por A., con su domicilio principal en

el Edificio La Cumbre, Avenida Tiradentes, de esta capi-
tal, ,lontra la sentencia dictada el 31 de mayo de 1978 por
la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones co-
rrecc'onales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Ramón García hijo, en representación del

Dr. Francisco Antonio García Tineo, zédula No. 22072,
serie 37 ) abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. J. Crispiniano Vargas Suárez, por si y
por el Dr. Roberto A. Rosario Peña, abgados de los inter-
vinientes, en la lectura de sus conclusiones; intervinientes
que son Olivo Reyes Liranzo y Juan Francisco Santana:

Oído Clalittamen del Magistrado Procurador General
de la Repúblic>,

Vista el Acta.	 recursos de casación, levantada
en la Secretaría d5 la forte a-qua el 8 de junio de 1978,
a requerimiento del Dr.I.Francisco Antonio García Tineo,
en representación de los recurra ktes ya mencionados, Acta
en la cual no se propone contra kti sentencia impugnada
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 18 de junio
de 1978, suscrito por su abogado, en el cual se propone
contra la sentencia que impugua el medio único que se in-
dica más adelantie;

Visto el escrito de los intervinientes, también del 18
de junio dé. 1978, suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241
de 1967 sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Ci-
vil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligato-
rio de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;
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Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en los
documentos del expediente a que ella se refiere, cmsta
lo siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsi-
to ocurrido el 26 de abril de 1974, cerca de las 6 de la tar-
de, en la carretera Bonao-Los Quemados, en el cual hubo
personas lesionadas y desperfectos de vehículos, la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega dictó el 9 de noviembre de
1976 una sentencia, en sus atribuciones correccica ales, cu-
yo dispositivo aparece más adelante, inserto en el de la
ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones interpues-
tas intervino el 31 de mayo de 1978 el fallo ahora impug-
nado en casación, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos, en la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por Elpidio Burgos Polanco,
en su doble calidad de prevenido y perso•rciVilmente res-
ponsable, la Compañía de Seguros América, C. por A., y
las partes civiles constituidas Olivkp:Jtves Liranzo y Juan
Francisco Santana, contra sentenció correccional N9 1338,
de fecha 9 de noviembre de 1976, dictada por la Primera
Cámara Penal del Juzga(b de Primera Instancia del nis-
trito Judicial de La Viéga, la cual tiene el dispositivo si-
guiente: 'PRIMERO: Se declara culpable a Elpidio Bur-
gos Polanco, de violar la ley No. 241, en perjuicio de Oli-
vo Reyes Liranzo y Juan Francisco Santana, y en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa de RD$30.00,
acogiendo en su favor amplias circunstancias atenuantes;
SEGUNDO: Se le condena además al pago de las costas
penales; TERCERO: Se descarga a Olivo Reyes Liranzo,
por no haber violado la Ley No. 241, ni sus reglamentos;
CUARTO: Se declaran en cuanto a él las costas penales de
oficio; QUINTO: Se acoge como buena y válida en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil formulada por
los Sres. Olivo Reyes Liranzo y Juan Francisco Santana,
a través de su abogado Dr. J. Crispiniano Vargas S., en

contra de Elpidio Burgos Polanco, el Dr. Juan Francisco
Pérez Velásquez y la Compañía de Seguros América, C.
por A.; SEXTO: Se admite el desistimiento puro y simple
de la constitución en parte civil incoada contra el Dr.
Juan Francisco Pérez Velásquez, por los señores Olivo Re-
yes Liranzo y Juan Francisco Santania y se condena a di-
chas partes civiles al pago de las costas del procedimiento
hasta el momento del desistimiento, distrayendo las mis-
mas en Iprovecho del Dr. Luis Osiris Duquela R., quien
afirma haberlas avanzado; SEPTIMO: En cuanto al fondo
se condena a Elpidio Burgos Polanco, al pago de las si-
guientes indemnizaciones: RD$5.000.00 (Cinco mil pesos
oro), en favor de Olivo Reyes Liranzo, por los daños mora-
les y materiales sufridos por las lesiones corporales y RD$
200.00 (Doedetos pesos oro), por los daños materiales
sufridos poréNnotor de su propiedad, y RD$1,000.00 y

pesos oro) en avor de Juan Francisco Santana, por
los daños morales, ateriales padecidos por él en el ac-
cidente; OCTAVO: Se condena además n Elpidio Burgos
Polanco, al pago de los Ishtereses legales de esas sumas, a
partir de la demanda, a título	 indemnización supleto-
ria; NOVENO: Se condena a El • o Burgos Polanco y a
la Compañía de Seguros América, C. por A., al pago soli-
dario de las costas civiles, distrayendo las mismas en pro
vecho del Dr. J. Crispiniano Vargas S., quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; DECIMO: Se declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía de
Seguros América, C. por A., por haber sido hechos de con-
formidad a la ley; SEGUNDO: Confirma de la decisión
recurrida los ordinales: PRIMERO, QUINTO, SEPTIMO,
a excepción en éste de la indemnización otorgada en fa-
vor de Juan Francisco Santana, que la aumenta en RD$
1,500.00 (Un mil quinientos pesos) suma que esta Corte
estima las ajustadas para repatar los caños merales y me-
teriales sufridos por dichas partes civiles constituidas;
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Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en los
documentos del expediente a que ella se refiere, consta
lo siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsi-
to ocurrido el 26 de abril de 1974, cerca de las 6 de la tar-
de, en la carretera Bonao-Los Quemados, en el cual hubo
personas lesionadas y desperfectos de vehículos, la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega dictó el 9 de noviembre de
1976 una sentencia, en sus atribuciones correccimales, cu-
yo dispositivo aparece más adelante, inserto en el de la
ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones interpues-
tas intervino el 31 de mayo de 1978 el fallo ahora impug-
nado en casación, cuyo dispositivo dice así: "Falla: PRIME.
RO: Declara regulares y válidos, en la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por Elpidio Burgos Polanco,
en su doble calidad de prevenido y person•renhlmente res-
ponsable, la Compañía de Seguros América, C. por A., y
las partes civiles constituidas Oliv.ein- Oves Liranzo y Juan
Francisco Santana, contra sentencii correccional NO 1338,
de fecha 9 de noviembre de	 dictada por la Primera
Cámara Penal del Juzgafb de Primera Instancia del nis-
trito Judicial de La Véga, la cual tiene el dispositivo si-
guiente: 'PRIMERO: Se declara culpable a IIpidio Bur-
gos Polanco, de violar la ley No. 241, en perjuicio de Oli-
vo Reyes Liranzo y Juan Francisco Santana, y en conse-
cuencia se le condena al pago de una multa de RD$30.00,
acogiendo en su favor amplias circunstancias atenuantes;
SEGUNDO: Se le condena además al pago de las costas
penales; TERCERO: Se descarga a Olivo Reyes Liranzo,
por no haber violado la Ley No. 241, ni sus reglamentos;
CUARTO: Se declaran en cuanto a él las costas penales de
oficio; QUINTO: Se acoge corno buena y válida en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil formulada por
los Sres. Olivo Reyes Liranzo y Juan Francisco Santana,
a través de su abogado Dr. J. Crispiniano Vargas S., en

BOLETIN JUDICIAL	 2159

contra de Elpidio Burgos Polanco, el Dr. Juan Francisco
Pérez Velásquez y la Compañía de Seguros América, C.
por A.; SEXTO: Se admite el desistimiento puro y simple
de la constitución en parte civil incoada contra el Dr.
Juan Francisco Pérez Velásquez, por los señores Olivo Re-
yes Liranzo y Juan Francisco Santania y se condena a di-
chas partes civiles al pago de las costas del procedimiento
hasta el momento del desistimiento, distrayendo las mis-
mas en )provecho del Dr. Luis Osiris Duquela R., quien
afirma haberlas avanzado; SEPTIMO: En cuanto al fondo
se condena a Elpidio Burgos Polanco, al pago de las si-
guientes indemnizaciones: RD$5,000.00 (Cinco mil pesos
oro), en favor de Olivo Reyes Liranzo, por los daños mora-
les y materiales sufridos por las lesiones corporales y RD$
200.00 (Daykntos pesos oro), por los daños materiales
sufridos póréSrnotor de su propiedad, y RD$1,000.00 y
(Mil pesos oro) en ̀avor de Juan Francisco Santana, por
los daños morales:	 ' íterialcs padecidos por él en el ac-
cidente; OCTAVO: Se condena además a Elpidio Burgos
Polanco, al pago de los iltereses legales de esas sumas, a
partir de la demanda, a título	 indemnización supleto-

ria; NOVENO: Se condena a Elpi Burgos Polanco y a
la Compañía de Seguros América, C. por A., al pago soli-
dario de las costas civiles, distrayendo las mismas en pro-
vecho del Dr. J. Crispiniano Vargas S., quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; DECIMO: Se declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía de
Seguros América, C. por A., por haber sido hechos de con-
formidad a la ley; SEGUNDO: Confirma de la decisión
rectutida los ordinales: PRIMERO, QUINTO, SEPTIMO,
a excepción en éste de la indemnización otorgada en fa-
vor de Juan Francisco Santana, que la aumenta en RDS

1.500.00 (Un mil quinientos pesos) suma que esta Corte
estima tas ajustadas para renatar los daños morales y me-
teriales sufridos por dichas partes civiles constituídas;
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confirma, además, los ordinales: OCTAVO y DECBIO, re-
chazándose así, por improcedentes y mal fundadas lasecon-
clusiones de las dichas partes civiles constituidas, en lo
que se refiere al ordinal SEXTO de la sentencia apelada,
en razón de que esto quedó definitivamente resuelto por
nuestra sentencia incidental en la audiencia de fecha 12
de mayo de 1978, por lo que es superabundante estatuir
nuevamn.ete sobre ese punto; TERCERO: Condena al pro-
venido Elpidio Burgos Polanco, al pago de las cestas pe-
nales de esta alzada y a las civiles, ordenando su distrac-
ción en favor de los Dres. J. Crispiniano Burgos Suárez y
Roberto A. Rosario, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad;

Considerando, que contra la sentencia que impugnan
los recurrentes proponen el siguiente medileAnico: PRI-
MER Y UNICO MEDIO: Desnaturalizaciht de los hechos
y circunstancias de la causa. Falt^. dacbase legal. Motivos
contradictorios y confusos". 	 1-17r

Considerando, que en apoyc'de ese medio, los recu-
rrentes alegan, en sintesie que conforme a las deposicio-
nes de dos personas, ?trambos grados de jurisdicción, el
accidente origen de es te caso se produjo en el centro de
la vía por la falta de los dos prevenidos, y no en los pa-
seos; que ninguno de los dos prevenidos tomó precaucio-
nes para evitar el accidente; que no tocaron bocina ni en-
cendieron luces, como debían hacerlo por estar lloviendo
intensamente; que los Jueces, tanto del Primer Grado co-
mo de Apelación realizaron un descenso sobre el lugar del
accidente y comprobaron lo que ya se ha dicho, por lo
que sólo dando motivos "contradictorios y confusos" han
podido dichos Jueces decidir que el accidente se produjo
por la culpa exclusiva del prevenido ahora recurrente, El-
pidio Burgos Polanco, incurriendo en el vicio de desnatu-
ralización; pero,
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Considerando, que, para declarar culpable exclusivo
del kcidente del caso a Burgos Polanco y fallar como lo
han hecho, a la Corte a-qua dio por establecido, en base a
todos los documentos de juicio que se aportaron en la ins-
trucción de la causa, incluso un descenso sobre el lugar
de los hechos, y haciendo suyos de modo expreso los mo-
tivos de hecho y derecho del fallo de Primera Instancia,
a) que el 26 do abril de 1974, siendo más o menos las 6
p. m., mientras Elpidio Burgos Polanco transitaba de Nor-
te a Sur por la carretera Bonao-Los Quemados, conducien-
do la camioneta de su propiedad placa No. 513-979, tuvo
un choque con la motocicleta placa No. 109-196, conduci-
da por Olivo Reyes Liranzo, que transitaba en sentido
contrario, causando golpes y heridas al conductor Reyes
Liranzo de • nóstico reservado y 	 diversas a Juan
Francisco Sant n, que viajaba montado en la parte tra-
sera de lx motoci ta curables en más de 60 días y
antes de 90, todob t . n les correspondientes certificados
médicos; que la carnioÇa conducida por Burgos Polanco
era de su propiedad y esTaba amparada por una póliza de
la Seguros América, C. por A.; Naue después del acciden-
te, la camioneta de Burgos Polanc quedó cruzada en el
espacio por donde transitaba de Sur a Norte la motos-ele-
ta, lo que demuestra que fué la camioneta, que marchaba
de Norte a Sur, la que invadió el carril de la motocicleta,
causando el aocidente;

Considerando, que por lo que acaba de exponerse,
que reproduce la relación de los hechos que consta en la
sentencia impugnada, es obvio que los alegatos de los re-
currentes carecen de fundamento y deben ser desestima-
dos;

Considerando, que en los hechos así establecidos a
cargo de Elpidio Burgos Polanco se cnnfigura el delito de
causar golpes y heridas involuntarias a las personas, pre-
visto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967 sobre

masamii~1111111111111~11L--------
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confirma, además, los ordinales: OCTAVO y DECLMO, re-
chazándose así, por improcedentes y mal fundadas las-con-
clusiones de las dichas partes civiles constituidas, en lo
que se refiere al ordinal SEXTO de la sentencia apelada,
en razón de que esto quedó definitivamente resuelto por
nuestra sentencia incidental en la audiencia de fecha 12
de mayo de 1978, por lo que es superabundante estatuir
nuevamn.ete sobre ese punto; TERCERO: Condena al pre-
venido Elpiciio Burgos Polanco, al pago de las cestas pe-
nales de esta alzada y a las civiles, ordenando su distrac-
ción en favor de los Dres. J. Crispiniano Burgos Suárez y
Roberto A. Rosario, quienes afirman haberlas avanzado en
su totalidad;

Considerando, que contra la sentencia que impugnan
los recurrentes proponen el siguiente medegermico: PRI-
MER Y UNICO MEDIO . Desnaturalizaciaí de los hechos
y circunstancias de la causa. Falte,daebase legal. Motivos
contradictorios y confusos".	 pir -e.

Considerando, que en apoyc"de ese medio, los recu-
rrentes alegan, en síntesir- que conforme a las deposicio-
nes de dos personas, s.": ambos grados de jurisdicción, el
accidente origen de este caso se produjo en el centro de
la vía por la falta de los dos prevenidos, y no en los pa-
seos; que ninguno de los dos prevenidos tomó precaucio-
nes para evitar el accidente; que no tocaron bocina ni en-
cendieron luces, como debían hacerlo por estar Ilov:endo
intensamente; que los Jueces, tanto del Primer Grado co-
mo de Apelación realizaron un descenso sobre el lugar del
accidente y comprobaron lo que ya se ha dicho, por lo
que sólo dando motivos "contradictorios y confusos" han
podido dichos Jueces decidir que el accidente se produjo
por la culpa exclusiva del prevenido ahora recurrente, El-
pidio Burgos Polanco, incurriendo en el vicio de desnatu-
ralización; pero,
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Considerando, que, para declarar culpable exclusivo
del lecidente del caso a Burgos Polanco y fallar como lo
han hecho, a la Corte a-qua dio por establecido, en base a
todos los documentos de juicio que se aportaron en la ins-
trucción de la causa, incluso un descenso sobre el lugar
de los hechos, y haciendo suyos de modo expreso los mo-
tivos de hecho y derecho del fallo de Primera Instancia,
a) que el 26 do abril de 1974, s!endo más o menos las 6
p. m., mientras Elpidio Burgos Polanco transitaba de Nor-
te a Sur por la carretera Bonao-Los Quemados, conducien-
do la camioneta de su propiedad placa No. 513-979, tuvo
un choque con la motocicleta placa No. 109-196, conduci-
da por Olivo Reyes Liranzo, que transitaba en sentido
contrario, causando golpes y heridas al conductor Reyes
Liranzo de.r nóstico reservado y lesiones diversas a Juan
Francisco Sant , que viajaba montado en la parte tra-
sera de la motoci ta curables en más de 60 días y
antes de 90, todo	 n los correspondientes certificados
médicos; que la camio ta conducida por Burgos Polanco
era de su propiedad y esiaba amparada por una póliza de
la Seguros América, C. por A.; u\Lue después del acciden-
te, la camioneta de Burgos Polaneil quedó cruzada en el
espacio por donde transitaba de Sur a Norte la motocicle-
ta, lo que demuestra que fué la camioneta, que marchaba
de Norte a Sur, la que invadió el carril de la motocicleta,
causando el aocidente;

Considerando, que por lo que acaba de exponerse,
que reproduce la relación de los hechos que consta en la
sentencia impugnada, es obvio que los alegatos de los re-
currentes carecen de fundamento y deben ser desestima-
dos;

Considerando, que en los hechos así establecidos a
cargo de Elpidio Burgos Polanco se cnnfigura el delito de
causar golpes y heridas involuntarias a las personas, pre-
visto en el artícullp 49 de la Ley No. 241 de 1967 sobre
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Tránsito y Vehículos, sancionado en la letra c) de dicho
texto legal con las penas de 6 meses a 2 años de
y RD$100.00 a RD$500.00 de.multa, cuando la curación
de las lesiones requieran 30 días o más, como ocurrió en
la especie con uno de los lesionados; que, por tanto al im-
poner a Burgos Polanco una multa de RD$30.00, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua
le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a•qua dió por
establecido que el hecho de Elpidio Burgos Polanco, con-
ductor y propietario del vehículo que originó el acciden-
te, causó daños y perjuicios a Olivo Reyes Liranzo y Juan
Francisco Santana, constituidos en parte civil, que evaluó
rewecto al primero en RD$5,000.00 por las I,Qsiones y RD
$200.00 por los daños ocasionados a su re5loeicleta, y cc ,n
respecto al segundo, Santana, por las,iesiones, en la su-
ma de RD$1,500.00, aumentando.r,4obre su apelación,
lo fijado en Primera Instancia 1;áiD$1,000.00); todo, en
adición a los intereses legales d partir de la demanda y
con oposición a la Segura• América, C. por A.; que al con-
denar al recurrente P,Zigos Polanco al pago de las indica-
das sumas a Suazo y Santana, constituidos en parte civil,
la Corte a-qua hizo una aplicación correcta del artículo
1383 del Código Civil, lo mismo que de los artículos 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, al declarar las condenaciones civi-
les citadas a la Seguros América, C. por A.;

Considerando, que examinada la sentencia en los de-
más aspectos que pudieran ser de interés para el preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Olivo Reyes Liranzo y Juan Francisco Santana,
en los recursos de casación interpuestos por Elpidio Bur-

gos Polanco y la Seguros América, C. por A., contra
sentencia dictada el 31 de mayo de 1978 por la Corte de
Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; SEGUNDO: Rechaza los indicados recursos;
TERCERO: Condena a Elpidio Burgos Polanco al pago de
las costas; distrae las últimas en provecho de los Dres. Ro-
berto A. Rosario Peña y J. Crispiniano Burgos Suárez, abo-
gados de los intervinientes, y quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad, haciéndolas oponibles a la Ase
guradora recurrente, dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her-
nándcz Esalati\Leonte Rafael Alburquerque Castillo.
Miguel Jacobo F.,-Secretario General.

La presente	 -cia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que fig an en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expeesados, y
fué firmada, leída y publicada1/21r mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Migue?'Jacobo.
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Tránsito y Vehículos, sancionado en la letra c) ele dicho
texto legal con las penas de 6 meses a 2 años de
y RD$100.00 a RDS500.00 demtulta, cuando la curación
de las lesiones requieran 30 días o más, como ocurrió en
la especie con uno de los lesionados; que, por tanto al im-
poner a Burgos Polanco una multa de RD$30.00, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua
le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho de Elpidio Burgos Polanco, con-
ductor y propietario del vehículo que originó el acciden-
te, causó daños y perjuicios a Olivo Reyes Liranzo y Juan
Francisco Santana, constituídos en parte civil, que evaluó
rctpecto al primero en RD$5,000.00 por las kesiones y RD
$200.00 por los daños ocasionados a su wrnoCicleta, y con
respecto al segundo, Santana, por las, lesiones, en la su-
ma de RD$1,500.00, aumentando ...iwnsobre su apelación,
lo fijado en Primera Instancia /./D$1,000.00); todo, en
adición a los intereses legales ü partir de la demanda y
con oposición a la Scgurg • América, C. por A.; que al con-
donar al recurrente P4Pgos Polanco al pago de las indica-
das sumas a Suazo y Santana, constituidos en parte civil,
la Corte a-qua hizo una aplicación correcta del artículo
1383 del Código Civil, lo mismo que de los artículos 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, al declarar las condenaciones civi-
les citadas a la Seguros América, C. por A.;

Considerando, que examinada la sentencia en los de-
más aspectos que pudieran ser de interés para el preve-
nido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Olivo Reyes Liranzo y Juan Francisco Santana,
en los recursos de casación interpuestos por Elpidio Bur-

gos Polanco y la Seguros América, C. por A., contra L-t

sentencia dictada el 31 de mayo de 1978 por la Corte de
Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; SEGUNDO: Rechaza los indicados recursos;
TERCERO: Condena a Elpidio Burgos Polanco al pago de
las costas; distrae las últimas en provecho de los Dres. Ro-
berto A. Rosario Peña y J. Crispiniano Burgos Suárez, abo-

gados de los intervinientes, y quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad, haciéndolas oponibles a la Ase
guradora recurrente, dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín Her
nández Esp14.1%. Leonte Rafael Alburquerque Castillo. —
Miguel Jacobo r,...Secretario General.

La presenteha sido dada y firmada por los11705:

señores Jueces que fi •an en su encabezamiento, en 3a
audiencia pública del día, mes y año en él expeesados, y
fué firmada, leída y publicadaltser mí, Secretario Gene-
ral, qu,e certlfico.— (Fdo.) MigueitkJacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE AGOSTO DEL 11981

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: Pcdrito Moreno.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Apieces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. B4117:1 de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Mánuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; i"›25isco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, JuareBatitsta Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Sáez, Joaquín L. Hernán-
dez. Espaillat y Leonte R' Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario Gener:,"Zn la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 21 del mes de agosto del año 1981,
años 138' de la Independencia y 119' de la Restauración,
dieta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedrito
Moreno, dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado
en Sabana Perdida, Villa Mella, cédula No. 140884, serie
primera, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, el 20 de noviembre de 1978, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

BOLETIN JUDICIAL	 2165

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Luis
Tomas Bonilla, cédula No. 9655, serie 34, abogado del re-
currente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
cie la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de diciembre de 1978,
a requer'miento del Dr. Luis Tomás Bonilla, en represen-
tr.ción de Pedrito Morneo, en la cual se propone el medio
de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial del 22 de junio del 1979, suscrito
por el abogado del recurrente, en el cual se propone el
medio que se indica más adelante;

Visto eu'eNttp dictado en fecha 20 de agosto de 1981
por el Presidente" te la Suprema Corte de Justicia, por me-

a l‘dio del cual llama . y -Magistrados Jueces de este Tribu-
nal, Fernando E. P-_'ve 1 de la Fuente, Manuel A. Arniama
y Francisco Elpidio Ber...- para integrar la Suprema Cor-
te de Justicia, en la deliberaciú y fallo del recurso de
casación de que se trata, de cordcZ"nidad con las leyes Nos.5684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberdao y visto el artículo 355 del Código Penal, 1382 del
Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
. los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una querella presentada por María
Caridad Reyes de Martínez contra el actual recurrente
por sustracción de su hija menor de edad, Ana o María
Martínez, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional dictó una sentencia
el 3 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se transcribe más
adelante; b) que sobre el recurso interpuesto intervino la
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de noviembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente: Pedrito Moreno.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. F •4.Ve1V de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Mínuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de. Presidente; :.72eisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juar'Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat y Leonte	 Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario Gener ` 'en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 21 del mes de agosto del año 1981,
años 138' de la Independencia y 119' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedrito
Moreno, dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado
en Sabana Perdida, Villa Mella, cédula No. 140884, serie
primera, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, el 20 de noviembre de 1978, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Luis
Tomad Bonilla, cédula No. 9655, serie 34, abogado del re-
currente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de diciembre de 1978,
a requer'mier.to del Dr. Luis Tomás Bonilla, en represen-
tnción de Pedrito Morneo, en la cual se propone el medio
de casación que se indica más adelante;

Visto el memorial del 22 de junio del 1979, suscrito
por el abogado del recurrente, en el cual se propone el
medio que se indica más adelante;

Visto etret- Ito dictado en fecha 20 de agosto de 1981
por el Presidentékle la Suprema Corte de Justicia, por me-

a\dio del cual llama	 v Magistrados Jueces de este Tribu-
nal, Fernando E. P-:ve de la Fuente, Manuel A. Amiama
y Francisco Elpidio Ber....- para integrar la Suprema Cor-
te de Justicia, en la deliberaci'n y fallo del recurso de
casación de que se trata, de confo 'dad con las leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberdao y visto el artículo 355 del Código Penal, 1382 del
Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
. los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una querella presentada por María
Caridad Reyes de Martínez contra el actual recurrente
por sustracción de su hija menor de edad, Ana o María
Martínez, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional dictó una sentencia
el 3 de mayo de 1977, cuyo dispositivo se transcribe más
adelante; b) que sobre el recurso interpuesto intervino la
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sentetvzia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA, PRIMERO: Admite como'regu-
lar y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuestto por el prevenido Pcdrito Moreno, en fecha
18 de mayo de 1977, contra sentencia dictada por la Ter-
cera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, del día 3 de mayo del año 1977,
cuyo dispositivo dice así: "Falla . Primero: Declara, culpa-
ble al nombrado Pedrito Moreno, inculpado de violación
al artículo 355 del Código Penal, en consecuencia se con-
dena a cien pesos (RD$100.00) de multa y al pago de las
costas penales; Segundo: Declara buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por Francisco Martínez, con-
tra Pedrito Moreno, en la forma y en cuanto al fondo se
le condena al pago de una indemnización 	 Quinientos
pesos oro (RD$500.00) a favor de la par yr civil, como jus-
ta reparación por los daños y porlelos experimentados
a causa de la sustracción de su 11 . 1 3 • .,,,enor María Martí-
nez; Tercero: Condena a Pedritp Moreno, al pago de las
costas civiles, distraídas en provecho del Lic. Juan Heri-
berto Ulloa, quien afira" haberlas avanzado en su tota-
lidad; SEGUNDO: Ea cuanto al fondo confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Condena en
costas al recurrente;

Considerando, que el recurrente propone tanto en
el acta del recurso de casación; corno en su memorial el
siguiente medio de casación; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo del medio pro-
puesto, el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que
la querella que puso en movimiento la acción pública fué
presentada a nombre de María Martínez, quien depositó
en el expediente un acta de nacimiento, mientras fué tam-
bién depositado un certificado médico en que figura Ana
Martínez, por lo que la Corte a-qua debió comprobar si se
trataba de dos personas distintas, y determinar sobre qué

persona recayeron los perjuicios cuya comisión se le im-
putabb al recurrente; que al no ponderar esos documentos
en la sentencia impugnada se incurrió en al vicio de
falta de base legal; pero,

Considerando, que el recurrente propone, tanto en
el acta del recurso de casación, como en su memorial, el
siguiente medio de casación; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo del medio pro-
puesto, el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que
la querella que puso en movimiento la acción pública fué
presentada a nombre de María Martínez, quien depositó
en el expediente un acta de nacimiento, mientras fué tam-
bién depositado un certificado médico en que figura Ana
Martínez, pcomlo que la Corte a•qua debió compsobar si se
trataba de dos .‘Nasonas distintas, y determinar sobre qué
persona recayeron 1%. 1 perjuicios cuya comisión se le im-
putaba al recurren te, , tic al no ponderar esos documen-
tas en la sentencia imPl-finada se incurrió en el vicio de
falta de base legal; pero,

Considerando, que los Jueces 	 fondo no tenían ne-
cesidad de ponderar esos documnetos, ya que no pudieron
tener ninguna duda sobre la identidad de la persona que
resultó agraviada en el caso, por cuanto en las audiencias
celebradas por el Juez de Primera 	 Instancia estuvieron
presentes, juntos, la agraviada y el prevenido, y éste nci
negó en ningún momento que ésta era la menor que él ha-
bía sustraído en la casa de sus padres, sustracción que,
por otra parte, él no había negado; que, por tanto, en la
audiencia impugnada no se ha incurrido en el vicio de
base legal alegado por el recurrente, y en consecuencia su
único medio de casación carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que la sentencia impugnada, mediante
Ja ponderación de los elementos de juicio, regularmente
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sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA, PRIMERO: Admite como regu-
lar y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuestto por el prevenido Pcdrito Moreno, en fecha
18 de mayo de 1977, contra sentencia dictada por la Ter-
cera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, del día 3 de mayo del año 1977,
cuyo dispositivo dice así: „ Falla: Primero: Declara, culpa-
ble al nombrado Pedrito Moreno, inculpado de violación
al artículo 335 del Código Penal, en consecuencia se con-
dena a cien pesos (RD$100.00) de multa y al pago de las
costas penales; Segundo: Declara buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por Francisco Martínez, con-
tra Pedrito Moreno, en la forma y en cuanto al fondo se
le condena al pago de una indeninización 	 Quinientos
pesos oro (RD$500.00) a favor de la par civil, como jus-
ta reparación por los daños y p erj Los experimentados
a causa de la sustracción de su 	 María Martí-
nez; Tercero: Condena a Peclritp - Moreno, al pago de las
costas civiles, distraídas en provecho del Lic. Juan Heri-
berto Ulloa, quien afiri haberlas avanzado en su tota-
lidad; SEGUNDO: E. cuanto al fondo confirma en todas
sus partes la sentencia recorrida; TERCERO: Condena en
costas al recurrente;

Considerando, que el recurrente propone tanto en
el acta del recurso de casación; como en su memorial el
siguiente medio de casación; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo del medio pro-
puesto, el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que
la querella que puso en movimiento la acción pública fué
presentada a nombre de María Martínez, quien depositó
en el expediente un acta de nacimiento, mientras fué tam-
bién depositado un certificado médico en que figura Ana
Martínez, por lo que la Corte a-qua debió comprobar si se
trataba de dos personas distintas, y determinar sobre qué

persona recayeron los perjuicios cuya comisión se le im-
putabb. al recurrente; que al no ponderar esos documentos
en la sentencia impugnada se incurrió en al vicio de
falta de base legal; paro,

Considerando, que el recurrente propone, tanto en
el acta del recurso de casación, corno en su memorial, el
siguiente medio de casación; Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo del medio pro-
puesto, el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que
la querella que puso en movimiento la acción pública fué
presentada a nombre de María Martínez, quien depositó
en el expediente un acta de nacimiento, mientras fué tam-
bién depositado un certificado médico en que figura Ana
Martínez, povv,to que la Corte • -qua debió compsobar si se
trataba de dos \p...sonas distintas, y determinar sobre qué
persona recayeron Iris perjuicios cuya comisión se le im-
putaba al recurren e:.,5 , tic al no ponderar esos documen-
tos en la sentencia iml .gnada se incurrió en el vicio de
falta de base legal; pero,”

Considerando, que los Jueces'?0 fondo no tenían ne-
cesidad de ponderar esos documnetos, ya que no pudieron
tener ninguna duda sobre la identidad de la persona que
resultó agraviada en el caso, por cuanto en las audiencias
celebradas por el Juez de Primera Instancia estuvieron
presentes, juntos, la agraviada y el prevenido, y éste nó
negó en ningún momento que ésta era la menor que él ha-
bía sustraído en la casa de sus padres, sustracción que,
por otra parte, él no había negado; que, por tanto, en la
audiencia impugnada no se ha incurrido en el vicio de
base Legal alegado por el recurrente, y en consecuencia su
único medio de casación carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que la sentencia impugnada, mediante
la ponderación de los elementos de juicio, regularmente
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administrados en la instruczión de la causa, dió por esta-
blecido lo siguiente: que en la audiencia pública oral y
contradictoria, la Corte de Apelación comprobó que Pe-
drito Moreno sustrabajo de su casa paterna, sin el consen-
timineto de sus padres o tutores, a la menor Ana o María
Martínez, hija de Francisco Martínez;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua, configuran	 delito de sustracción de meno-
res, previsto en el artículo 355 dal Código Penal, y san-
cionado por el mismo texto legal con las penas de uno a
dos años de prisión y multa de doscientos a quinientos pe-
sos, si la joven sustraída es menor de dieciséis años, co-
mo sucedió en la especie; que al condenar al prevenido al
pago de una multa de RD$100.00, después de declararlo
culpable del referido delito, la Corte ai-fzlia3rocedió co-
rrectamente, ya que, en ausencia de	 apelación del Mi-
nisterio Público no podía modificb . ",1 su perluielo la sen-
tencia de Primera Instancia que i'lpustí esa sanción al pre-
venido sin acoger circunstancias atenuantes;

Considerando, qusectlírnismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el 1,..5zho del prevenido Pedrito Moreno,
había causado a Francisco Martínez, padre de la menor
agraviada, constituído en parte civil, daños y perjuicios
materiales y morales, cuyo monto evaluó en RD$500.00;
que al condenar a dicho prevenido al pago de esa suma, a
título de indemnización, en favor de la parte civil consti-
tuida, la Corte .a-qua hizo una corrozta aplicación del ar-
tículo 1382 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en lo que concierne al preveni-
do recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedrito Moreno contra la senten-

cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
el 20	 noviembre de 1978, en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a dicho recurrente al
pago de las costas penales.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, Leonte R. Al-
burqucrque Castillo.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expeesatb-s, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que ceritqco.— (Fdo.) Miguel Jacobo.



4 1.

2168
	

BOLETIN

administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-.
blecido lo siguiente: que en la audiencia pública oral y
contradictoria, la Corte de Apeláción comprobó que Pc-
drito Moreno sustrabajo de su casa paterna, sin el consen-
timineto de sus padres o tutores, a la menor Ana o María
Martínez, hija de Francisco Martínez;

Considerando, que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua, configuran el delito de sustracción de meno-
res, previsto en el artículo 355 dal Código Penal, y san-
cionado por el mismo texto legal con las penas de uno a
dos años de pr isión y multa de doscientos a quinientos pe-
sos, si la joven sustraída es menor de dieciséis años, co-
mo sucedió en la especie; que al condenar al prevenido al
pago de una multa de RD$100.00, después.,de declararlo
culpable del referido delito, la Corte a>11.ia3rocedió co-
rrectamente, ya que, en ausencia de a apelación del Mi-
nisterio Público no podía modifich• I, su periuido la sen-
tencia de Primera Instancia que	 esa sanción al pre-
venido sin acoger circunstancialatenuantes;

Considerando, qttst.,.-2simismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el Lscho del prevenido Pedrito Moreno,
bahía causado a Francisco Martínez, padre de la menor
agraviada, constituído en parte civil, daños y perjuicios
materiales y morales, cuyo monto evaluó en RD$500.00;
que al condenar a dicho prevenido al pago de esa suma, a
título de indemnización, en favor de la parte civil consti-
tuída, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del ar-
tículo 1382 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en lo que concierne al preveni-
do recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pedrito Moreno contra la senten-
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cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
el 20 Je noviembre de 1978, en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a dicho recurrente al
pago de las costas penales.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Arniama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdló, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, Joaquín L. Hernández Espaiilat, Leonte R. Al-
burquerque Castillo.— Miguel Jc.,cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expeesad rs, yLué firmada, leída y	 publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que	 (Fdo.) Miguel Jacobo.
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Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de,
fecha 9 de octutu-e de 1978 y 22 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: La San Rafael, C. por A., y la Corporación Domini-
cana de Electricidad.

Abogados: Dres. Juan Manuel Pellerano y José de Js. Be'rges.

Recurridos: Elpidio de la Cruz ye ompartes.
Abogados: Dres. Raúl Reyes Vásquez y Antonio Rosario.

Dios, Patria y Libertadava-ss
República Dominicar. .1'.

En Nombre de la Repúldief if 1.4', Suprema Corte de
Justicia, regularmente constitzlitia por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto ds„t.fiesidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat, y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en al ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional. hcy día 21 de agosto de 1981, años 138' de
la Independencia y 119' de la Restauración, dicta en au-
diecia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la San
Rafael, C. por A., con su asiento social en la calle Leopol-
do Navarro esquina San Francisco de Macorís, de esta ciu-
dad, y la Corporación Dominicana de Electricidad, con su

asiento social en esta ciudad, en la Avenida Independencia,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, el 9 de
octubre y 22 de diciembre de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído, en la lectura de sus conclusiones, a los Dres.
Raúl Reyes Vásquez, cédula No. 6556, serie 5, por sí y en
representación del Dr. Antonio Rosario, cédula No. 14083,
serie 54, abogados de los recurridos, Elpidio de la Cruz
Rosario, casado, comerciante, cédula No. 4902; Eduviges
de la Cruz Vda. de León, soltera, de oficios domésticos,
cédula No. 3, serie 5; Rafael de León de la Cruz, cédula
No.4740, serie 5, casado, empleado privado; José de León
de la Cruz,	 No. 4029, serie 5, soltero, agricultor; An-
gel María de Lea, de la Cruz, cédula No. 4726, serie 5,

casado, chófer; Mark.	 árca de León de León de la Cruz,
cédula No. 2804, ¿4-ie'„5, soltera, de oficios domésticos;
Agueda de León de la C. z Belén, cédula No. 7834, serie
5, casada, de oficios domésticos; smael Reynoso de León,
cédula No. 7438, serie 5, soltero, t diante; Ofelia Reyno-
so de León, cédula No. 7428, serie 5, soltera, profesora;
María Virgen Reynoso de León, cédula No. 7942, serie 5,
soltera, estudiante; y Rosa Reynoso de León, cédula No.
3499, serie 5, soltera, estudiante; todos dominicanos, ma-
yores de edad, el primero domiciliado en la casa No. 22
de la calle General Eusebio Manzueta, de Yamasá; los cin-
co siguientes, en la casa No. 57 de la misma calle, y los
restantes en la casa No. 45 de la calle Orquideas, del Ba-
rrio Las Flores, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taria de la Suprema Corte de Justicia el día 1ro. de Fe-
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diecia pública, como Corte de Casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la San
Rafael, C. por A., con su asiento social en la calle Leopol-
do Navarro esquina San Francisco de Macorís, de esta ciu-
dad, y la Corporación Dominicana de Electricidad, con su

asiento social en esta ciudad, en la Avenida Independencia,
contrv la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en sus atribuciones correccionales, el 9 de
octubre y 22 de diciembre de 1978, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído, en la lectura de sus conclusiones, a los Dres.
Raúl Reyes Vásquez, cédula No. 6556, serie 5, por sí y en
representación del Dr. Antonio Rosario, cédula No. 14083,
serie 54, abogados de los recurridos, Elpidio de la Cruz
Rosario, casado, comerciante, cédula No. 4902; Edttviges
de la Cruz Vda. de León, soltera, de oficios domésticos,
cédula No. 3, serie 5; Rafael de León de la Cruz, cédula
No.4740, serie 5, casado, empleado privado; José de León
de la Cruz, ¿gtSea No. 4029, serie 5, soltero, agricultor; An-
gel María de Leó'\ de la Cruz, cédula No. 4726, serie 5,

casado, chófer; Mari.,	 área de León de León de la Cruz,
cédula No. 2804, :;érie',„5, soltera, de oficios domésticos;
Agueda de León de la C z Belén, cédula No. 7834, serie
5, casada, de oficios domésticos; jsmael Reynoso de León,
cédula No. 7438, serie 5, soltero, diante; Ofelia Reyno-
so de León, cédula No. 7428, serie 5, soltera, profesora;
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soltera, estudiante; y Rosa Reynoso de León, cédula No.
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rrio Las Flores, de esta ciudad;
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de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el día 1ro. de Fe-
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brero de 1977, suscrito por los Dres. Juan Manuel Pellera-
no Gómez y José de la Jesús Bergés Martín, abogado de
los recurrentes, en el que se propone el medio de casación
que se indica más adelante;

Visto el memorial de defensa de los rccurridos, del
9 de marzo del 1979, suscrito por su abogado;

Visto el escrito de ampliación al memorial de defen-
sa de los recurridos, del 9 de marzo de 1979, suscrito por
su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 18 de agosto del co-
rriente año 1981, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia por el cual Llama a los Magistra-
dos Fernando E. Ravelo de la Fuente y Manuel A. Amia-
ma, Juez de este Tribunal, para integrar la Suprema Cor-
te de Justicia, en la deliberación y fallo j-1 recurso de ca-
sación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justiaki, después de haber de-
liberado y vistos los artículo 1.384, del Código Civil, y 1
y 65 de la Ley sobre Prezedinilento de Casación;

Considerando, qde sólo se examinará el recurso de ca-
sación interpuesto contra la sentencia dictada por la Cor-
te a-qua, el 22 de diciembre del 1978, ya que el interpuesto
contra la del 9 de octubre del mismo año, dictada en de-
fecto, resulta improcedente después de haberse dictado la
sentencia sobre la oposición;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda en reparación de da-
ños y perjuicios la Cámara Civil y Comercial de la Terce-
ra Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia el 26 de mayo del 1978, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones

formuladas en audiencia por la parte demandada, Corpo-
ración Dominicana de Electicidad, y Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., por improcedentes y mal fun-
dadas; SEGUNDO: Declara a la Corporación Dominicana
de Electricidad, en calidad de guardián de la cosa inani-
mada (fluido eléctrico), responsable de los daños y per-
juicios sufridos por la parte demandante, y en consecuen-
cia, condena a la Corporación Dominicana de Electricidad,
al pago de las siguientes sumas: a) la suma de Veintidós
mil novecientos cuarenta y dos pesos con noventa y siete
centavos, (RD$22,942.97), en favor de los señores Eduvi-
ges de la Cruz de León, América de León García, Rafael
de León de la Cruz, José de León de la Cruz, Angel María
de León de la Cruz, Maria Cesária de León de la Cruz,
Agueda de León de la Cruz de Belén, Ismael Reynoso de
León, CesáritaNasmo Reynoso de León, Ofelia Reynoso
de León, María Vi en Reynoso de León y Rosa Reynoso
de León, a títulomnización por les daños y perjui-
cios materiales stürido., por ellos, a consecuencia de la
destrucción total de las esas Nos. 54, 52 y 50 de la calle
María Matilde Estevés, de la pc , ación de Yamasá, y de
la casa No. 14, de la calle Basilió	 León, de la misma
población, en el incendio ocurrido el día 25 de noviem-
bre del año 1976; b) la suma de Diez mil pasos oro (RDS
10,000.00), en provecho del señor Elpidio de la Cruz Ro-
sario, a titulo de la indemnización por los daños y perjui-
cios materiales sufridos por él como consecuencia de la
destrucción y pérdida de todas las mercancías existentes
en el establecimiento comercial como Supermercado Los
Compadres, así como en el almacén de provisiones conti-
guo al mismo, en las casas números 54 y 52 de la calle
María Matilde Estévez; d) la suma de Diez mil pesos oro
IRD$10,000.00), en provecho del señor Elpidio de la Cruz
Rosario, a título de indemnización por los daños y perjui-
cios morales sufridos por él a consecuencia de la pérdida
de su establecimiento comercial; TERCERO: Condena a la

•
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Corporación Dominicana de Electricidad al pago de los
intereses legales de cada una de las sumas indicac'as an-
teriormente, a partir de la fecha de la demanda, a titulo
de indemnización complementaria; CUARTO: Condena a
la Corporación Dominicana de Electricidad, al pago de las
costas de la presente instancia, cuya distracción se ordena
en provecho de los Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes
Vásquez, quienes afirman haberlas avanzado en su
dad; QUINTO: Declara la presente sentencia oponible, co-
mún y ejecutable en contra de la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., en su calidad de cntídad asegura-
dora de la responsabilidad civil de la Corporación Domi-
nicana de Electricidad; b) que sobre el recurso interpues-
to intervino la sentencia en defecto, dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales el 9 de octubre de 1978, cuyo	 es el si-
guiente: "FALLA : PRIMERO: Admite. por ser regular en
cuanto a la forma, el recurso de; 	 tejón interpuesto por
la Corporación Dominicana de »ectricidad, y la Compa-
ñía de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia dic-
tada en atribuciones eereerciales, en fecha 26 de mayo de
1978, por la Cámara rae lo Civil y Comercial de la Tercera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, por haber sido hecho de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Ratifica el defecto pro-
nunciado en audiencia contra la parte intimante, Corpora-
ción Dominicana de Electricidad y Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., por falta de concluir; TERCERO:
Rechaza en todas sus partes el indicado recurso de apela-
ción, por improcedente e infundado; CUARTO: Rechaza en
todas sus partes la sentencia objeto del presente recurso, por
haber sido dictada la misma conforme a derecho; QUINTO:
Condena a la Corporación Dominicana de Electricidad al
pago de las costas de la alzada y ordena la distracción de
las mismas en favor de los Dres. Antonio Rosario y Raúl
Reyes Vásquez, quienes afirman haberlas avanzado en su

totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia, común,
opottible y ejecutable contra la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., por ser la entidad aseguradora de la
responsabilidad civil de la Corporación Dominicana de
Electricidad; c) que sobre el recurso de oposición intervi-
no la sentencia ahora impugnada, dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones comer
ciales, el 22 de septiembre del 1978, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Admite, por ser regular en la
forma, el recurso de oposición interpuesto por la Corpora-
ción Dominicana de Electricidad y la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., contra sentencia dictada en atri-
buciones comerciales, por esta Corte de Apelación en fe-
cha 9 de octubre de 1978, cuyo dispositivo ha sido preceden-
temente; SjpUNDO: Rechaza por improcedente y mal
fundadas, las c ‘ lelusiones presentadas en audiencia por la
Corporación DorrY-:ricana de Electricidad y la Compañía
de Seguros San	 C. por A., según los motivos ex-
puestos; TERCERO: lInhaza en consecuencia, el recurso
de oposición de que se trata, y confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida, por!'ipber sido dictada confor-
me a derecho; CUARTO: Conderiá a la Corporación Do-
minicana de Electricidad y al pago de las costas, ordenan-
do su distracción en favor de los Dres. Antonio Rosario
y Raúl Reyes Vásquez, quienes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad: QUINTO: Declara la presente senten-
cia, oponible, común y ejecutable a la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., por ser la entidad aseguradora
de la responsabilidad civil de la Corporación Dominicana
de Electricidad;

Considerando, que las recurrentes proponen en su
memorial el siguiente único medio de casación; falta de
base legal;

Considerando, que las recurrentes alegan en apoyo
de su único medio de 	 	 lo siguiente: que la Corte
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Corporación Dominicana de Electricidad al pago de los
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a-qua se fundó para establecer que el origen del incendio
fué "provocado por un cortocircuito en los alambres exte-
riores que van a contador de la casa No. 54, de la calle
María Matilde Estévez; en las'cleclaraciones dedos testi-
gos de los recurridos; que uno de estos testigos, Santiago
Reyes Rosa, declaró que el origen del incendio se debió
a un cortocircuito que se originó en el contador; que esta
declaración, totalmente divergentes de las otras dadas por
los testigos, no fué apreciada por la Corte a-qua, la cual
no da motivos, ni mucho menos justifica, esa omisión, lo
que constituye el vicio de falta de base legal que impide
a la Suprema Corte de Justicia establecer en cuáles me-
dios probatorios se basó la Corte para establecer la causa
del siniestro, ya que la apreciación de dicha declaración
pudo haber conducido, eventualmente, a una solución
distinta del caso; que, por otra parte, 	 referida Corte
no fundamentó, en hecho, las evaluac i-mes de los daños
y perjuicios sufridos por los recua 	 remitiéndose pu-
ra y simplemente a los informes rend:dós por los peritos,
los cuales son insuficientes por si solos para determinar
el monto de tales daños yeperjuicios, poniendo a cargo de
los peritos la función té juzgar que corresponde única y
exclusivamente a los jueces; pero,

Considerando, que los jueces del fondo son sobera-
nos para apreciar el testimonio en justicia, y para funda-
mentar sus fallas, pueden escoger aquellas declaraciones
que crean más sinceras y verosímiles; que, además, se
trata en el caso de cuestiones de hechos de la apreciación
soberana de los jueces del fondo que no pueden ser cen-
suradas en casación; que, asímismo, dichos jueces pudie-
ron, como lo hicieron, al proceder a evaluar los daños su-
fridos en al incendio por los actuales recurridss, basarse
en las informaciones suministradas por los peritos desig-
nados por ellos a sus fines, todo lo que esta permitido por
la ley; que, los jueces no se fundamentaron para evaluar

esos daños únicamente en el informe de los peritos, sino
en lás declaraciones testimoniales, en los documentos y en
hechos y circunstancias de la causa, que la Suprema Corte
de Justicia estima suficientes; que, en consecuencia, el
medio único del recurso carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Corporación Dominicana de
Electricidad y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por
A., contra la sentencia de la Corte de Apelación de San-
to Domingo, dictada en atribuciones correccionales, el 22
de diciembre de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las costas, y las distrae en prove-
cho de lostens. Antonio Rosario y Raúl Vásquez, aboga-
dos de les ronuitidos, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad.

(FIRMADOS). _\Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, /anuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez •erelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Pe.N:lomo Báez Joaquin L.
Hernández Espaillat y Leonte Rafael Alburquerque Casti-
llo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.

Ya presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamineto, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia impugnada: Corte dt Apelación de Santo Domingo, de
techa 21 de junio de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Sixto Báez Rosario y la Unión de Seguros, C. por A.
Abogado: Dr. Bolívar Soto Montás.

Interviniente: Fermín Matos Carrasco.
Abogado: Dr. Bienvenido Montero de los Santos.

República Dominicana.
Dios, Patria y Libertad,

En Nombre de la República,;, S.1prema Corte de
Justicia, regularmente constituí& por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perellé,luan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdon-ro Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat y Leonte Rafael Alburquerque Castillo, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencais, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 26 del mes de agosto del año 1981.
años 138' de la lndepnedencia y 119' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Sixto Báez Rosario, soltero, chófer, cédula No.
19371. serie 55. domiciliado en la calle Padre Billini No.
12, de Salcedo; Miguel Angel Grullón T., domiciliado en
San Francisco de Macorís; y la Unión de Seguros, C. por
A., contra la sentencia dictada el 21 de Junio de 1977 por

la Core7.,e de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes correccionales, cuyo dispDsitivo se copia más adelan-
te;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el Acta de los recursos, levantada el 3 de agosto

de 1977, en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimien-
to del Dr. Bolívar Soto Montás, cédula No. 22718, serie 2,
en representación de los recurrentes ya nombrados, Acta
en la cual no se propone contra la sentencia impugnada
ningún medio determinado en casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de junio
de 1979, sus.c.,por su abogado el Dr. Bolívar Soto Mon-
tás, en el cual se''.ilopone contra la sentencia impugnada
el medio único que ,:bakidica más adelante;

•41

Visto el escrito dei ,tgnterviniente Fermín Matos Ca-
rrasco, dominicano, mayor: de edad, cédula No. 153189, se-
rie Ira., domiciliado en esta ea" suscrito del 4 de ju-
nio de 1979, suscrito por su abogado el Dr. Bienvenido
Montero de los Santos, cédula No. 63744, serie primera, en
la cual se propone contra el recurrente Sixto Báez Rosa-
rio el medio de inadmisión que se indica también más ade-
lante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor, y 1, 29, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y nc los
documentos del expediente a que ella se refiere, consta lo
siguiente: a) que con motivo de un accidente de tránsito
ocurrido en esta ciudad el 1ro. de septimebre de 1974 en Mil
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la mañana, en el cual una persona resultó con lesiones coy
perales, la Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado ele Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 21 de mar-
zo de 1975 una sentencia cuyo dispositivo figura más ade-
lante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino cl 21 de junio de 1977
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Bolívar Soto Montás, a nombre del preve-
nido Sixto Báez Rosario; de la persona civilmente respon-
sable puesta en causa y de la Compañía de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., contra sentencia de fecha 21 de ma-
yo de 1975, dictada por la Sexta Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuya
parte dispositiva dice así: "Falla: Primorao: Se pronuncia
el defecto contra el prevenido Sixto B ',Itosario, por no ha-
ber comparecido a la audiencia a I . -ual fuera legalmen-
te citado; Segundo: Declara al x9nbraao culpable de vio-
lar la Ley 241, en perjuicio de 11:ermín Matos Carrasco; en
consecuencia se condenpf,a1 pago de una multa de Veinti-
cinco pesos oro (RD$25.00) y pena de un mes (1) de pri-
sión correccional; Tercero: Declara a Matos Carrasco, no
culpable de violar la ley 241; en consecuencia se descarga
de toda responsabilidad penal, por no haber violado las
disposiciones de dicha ley; Cuarto: Declara bueno y váli-
do la constitución en parte civil intentada por Fermín M.
Carrasco, en contra del prevenido Manuel Nagel Grullón
T., al pago de las costas civiles de la alzada y al pago de
Setecientos pesos oro (RD$700.00) a favor de dicha par-
te civil constituida, por los daños morales y materiales,
más al pago de los intereses legales de dicha suma, a par-
tir de la demanda a título de indemnización supletoria y
al pago de las costas civiles con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los San-
tos, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quin-

to: Declara la presente sentencia, común y oponible a la
Compañía Unión de Seguros, C. por A. 3 por ser la entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente; Sexto:
Se rechazan las conclusiones del abogado de la defensa
de la Unión de Seguros, C. por A., por improcedente y
mal fundada; SEGUNDO: En cuanto al fondo del recurso
se pronuncia el defecto contra 9l prevenido Sixto Báez Ro-
sario, por no comparecer a la audiencia a la cual estaba
legalmente citado; TERCERO: Modifica el ordinal 4to. de
la sentencia apelada en cuanto a los intereses legales se
refiere, y la Corte por propia autoridad condena a Sixto
Báez Rosario al pago de una indemnización de Setecientos
pesos oro (RD$700.00) solamente reteniendo falta de parte
de la parte civil constituida; CUARTO: Confirma en sus
demás aspeOs la sentencia apelada; QUINTO: Condena
a los apelante?%1 pago de las costas penales y civiles de
la alzada respectNamente, con distracción de las civiles,
en provecho del j":1-.1-lienvenida Montero de los Santos,
quien afirma haberlas ,;tvanzado en su totalidad;

Considerando, que, contra la sentencia que impugnan,
los recurrentes proponen única :c,nte el siguiente medio:
Desnaturalización de los hechos; falta de pruebas cómo
ocurrió el accidente;

Considerando, que a su vez el interviniente Matos Ca-
rrasco propone que se declare inadmisible el recurso de
casación del prevenido Sixto Báez Rosario, en vista de
que la sentencia que lo condenó el 21 de junio de 1977 le
fué notificada el 4 de julio del mismo año y dicho preve-
nido declaró su recurso el 3 de agosto, o sea vencido el
plazo de diez días que fija para interposición de los re-
cursos penales de Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que tal como lo dice el interviniente,
la sentencia de que se trata le fué notificada al prevenido
el 4 de julio del 1977, por actuación del ministerial Eli-
gio Núñez Reyes, Alguacil de Estrados del Juzgado de
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la mañana, en el cual una persona resultó con lesiones car
porales, la Sexta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 21 de mar-
zo de 1975 una sentencia cuyo dispositivo figura más ade-
lante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino el 21 de junio de 1977
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Bolívar Soto Montás, a nombre del preve-
nido Sixto Báez Rosario; de la persona civilmente respon-
sable puesta en causa y de la Compañía de Seguros Unión
de Seguros, C. por A., contra sentencia dr.. fecha 21 de ma-
yo de 1975, dictada por la Sexta Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuya
parte dispositiva dice así: "Falla: Primoo o: Se pronuncia
el defecto contra el prevenido Sixto B - 1-r/osario, por no ha-
ber comparecido a la audiencia al; - -uat fuera legalmen-
te citado; Segundo: Declara al nokibraáo culpaWe de vio-
lar la Ley 241, en perjuicio de De/rmín Matos Carrasco; en
consecuencia se condenarsal pago de una multa de Veinti-
cinco pesos oro (RD$25.00) y pena de un mes (I) de pri-
sión correccional; Tercero: Declara a Matos Carrasco, no
culpable de violar la ley 241; en consecuencia se descarga
de toda responsabilidad penal, por no haber violado las
disposiciones de dicha ley; Cuarto: Declara bueno y váli-
do la constitución en parte civil intentada por Fermín M.
Carrasco, en contra del prevenido Manuel Nagel Grullón
T., al pago de las costas civiles de la alzada y al pago de
Setecientos pesos oro (RD$700.00) a favor de dicha par-
te civil constituida, por los daños morales y materiales,
más al pago de los intereses legales de dicha suma, a par-
tir de la demanda a título de indemnización supletoria y
al pago de las costas civiles con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los San-
tos, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quin-
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to: Declara la presente sentencia, común y oponible a la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., por ser la entidad
aseguradora del vehículo causante del accidente; Sexto:
Se rechazan las conclusiones del abogado de la defensa
de la Unión de Seguros, C. por A., por improcedente y
mal fundada; SEGUNDO: En cuanto al fondo del recurso
se pronuncia el defecto contra el prevenido Sixto Báez Ro-
sario, por no comparecer a la audiencia a la cual estaba
legalmente citado; TERCERO: Modifica el ordinal 4to. de
la sentencia apelada en cuanto a los intereses legales se
refiere, y la Corte por propia autoridad condena a Sixto
Báez Rosario al pago de una indemnización de Setecientos
pesos oro (RD$700.00) solamente reteniendo falta de parte
de la parte civil constituida; CUARTO: Confirma en sus
demás aspgititjizs la sentencia apelada; QUINTO: Condena
a los apelante? pago de las costas penales y civiles de
la alzada respcctN%mente, con distracción de las civiles,
en provecho del Jinienvenido Montero de los Santos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que, contra la sentencia que impugnan,
los recurrentes proponen únicar:yte el siguiente medio:
Desnaturalización de los hechos; falta de pruebas cómo
ocurrió el accidente;

Considerando, que a su vez el interviniente Matos Ca-
rrasco propone que se declare inadmisible el recurso de
casación del prevenido Sixto Báez Rosario, en vista de
que la sentencia que lo condenó el 21 de junio de 1977 le
fué notificada el 4 de julio del mismo año y dicho preve-
nido declaró su recurso el 3 de agosto, o sea vencido el
plazo de diez días que fija para interposición de los re-
cursos penales de Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que tal como lo dice el interviniente,
la sentencia de que se trata le fué notificada al prevenido
el 4 de julio del 1977, por actuación del ministerial Eli-
gio Núñez Reyes, Alguacil de Estrados del Juzgado de
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Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, todo
comprobado en el expediente por la Suprema Corte det'Jus-
Ocia; que, por tanto, habiendo el prevenido Báez Rosario
declarado su recurso de casación el 3 de agosto de 1977,
es cierto que ese recurso, en la especie, fué tardío y debe
declararse inadmisible por aplicación del artículo 29 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, sobre los recursos de Grullón T. y la
Unión de Seguros, C. por A., que ellos alegan, en apoyo
de su único medio de casación, que en la sentencia de la
Corte a-qua se desnaturalizan las declaraciones de los
choferes Báez y Montás Carrasco recogidas en el Acta
policial; que los hechos no ocurrieron como se declaran en
la sentencia; pero,

Considerando, que, examinada por estatomirema Cor-
te de Justicia el Acta Policial citada, lewatada el 3 de sep-
tiembre de 1974 y constante en efl „ediente, se lee en
ella la siguiente declaración del cyofer 'Sixto Báez Rosa-
rio: "Yo transitaba de Sur a Notte por la calle Yolanda
Guzmán, al llegar a la cale Barney N. Morgan, no pude
frenar a tiempo y choqueCon el vehículo del querellante";
por lo cual es claro que lo establecido por la Corte a-qua
en base a esa declaración del prevenido, no constituye el
vicio de desnaturalización; que en lo demás del medio pro-
puesto, lo que hacen los recurrentes válidos no es otra,
cosa que una apreciación distinta de cómo ocurrió el acci-
dente a la fecha por los jueces del caso, que son sobera-
nos para esa misión judicial; ve, por lo expuesto, el me-
dio único de los recurrentes carece de fundamento en su
doble aspecto y debe ser desestimado;

Considerando, que para condenar al recurrente Mi-
guel Angel Grullón T., en su calidad do propietario del
carro placa No. 213-401, con póliza de la Unión de Segu-
ros, C. por A., la Corte a-qua, lo mismo que el Juez de
Primer Grado dieron por establecido que el hecho ilícito   
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de su empleado como chófer, Sixto Báez Rosario había
causadb (lesiones corporales diversas, curables después de
10 días y antes de 45, según certificado médico) al moto-
ciclista Fermín M. Carrasco, daños y perjuicios materiales
v morales que evaluó en la suma total de RD$700.00;
que, al decidir así la Cotre a-qua ha hecho una correcta
aplicación del articulo 1384 del Código Civil, lo mismo
que de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1905
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor al decla-
rar oponible la condenación civil ya indicada a la Unión
de Seguros, C. por A.;

Por tales motivos, Primero: Admite como intersmuen-
te a Fermín Matos Carrasco en los recursos de casación

interpuestos jr Sixto Báez Rosario, Miguel Angel Gru-
llón y la Unibn'tle,Seguros, C. por A., contra la sentencia
dictada el 21 de JUNp de 1977 por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, cOlidispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fan o; '.eg-undo: Declaran inadmisible el
recurso de Sixto Báez Rolário; Tercero: Rechaza los recur-
sos de Miguel Angel Grullón y 12 Unión de Seguros, C.
por A., contra la misma sentencia; Cuarto: Condena a Six-
to Báez Rosario a las costas penales y civiles y a Miguel
Angel Grullón a las costas civiles, todas las cuales se dis-
traen en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los San-
tos, abogado del interviniente Carrasco, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad y las hace oponibles a
la aseguradora ya mencionada, dentro de los términos de
la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo.— Miguel Jacobo F., Secretario General.                                                       
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Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, todo
comprobado en el expediente por la Suprema Corte deJus-
ticia; que, por tanto, habiendo el prevenido Báez Rosario
declarado su recurso de casación el 3 de agosto de 1977,
es cierto que ese recurso, en la especie, fué tardío y debe
declararse inadmisible por aplicación del artículo 29 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, sobre los recursos de Grullón T. y la
Unión de Seguros, C. por A., que ellos alegan, en apoyo
de su único medio de casación, que en la sentencia de la
Corte a-qua se desnaturalizan las declaraciones de los
choferes Báez y Montás Carrasco recogidas en el Acta
policial; que los hechos no ocurrieron como se declaran en
la sentencia; pero,

Considerando, que, examinada por esWomirema Cor-
te de Justicia el Acta Policial citada, levziítada el 3 de sep-
tiembre de 1974 y constante en elt .,ediente, se lee en
ella la siguiente declaración del *kr Sixto Báez Rosa-
rio: "Yo transitaba de Sur a Not fe por la calle Yolanda
Guzmán, al llegar a la 9,1je Barney N. Morgan, no pude
frenar a tiempo y choque Con el vehículo del querellante";
por lo cual es claro que lo establecido por la Corte a-qua
en base a esa declaración del prevenido, no constituye el
vicio de desnaturalización; que en lo demás del medio pro-
puesto, lo que hacen los recurrentes válidos no es otra
cosa que una apreciación distinta de cómo ocurrió el acci-
dente a la fecha por los jueces del caso, que son sobera-
nos para esa misión judicial; ;pie, por lo expuesto, el me-
dio único de los recurrentes carece de fundamento en su
doble aspecto y debe ser desestimado;

Considerando, que para condenar al recurrente Mi-
guel Angel Grullón T., en su calidad de propietario del
carro placa No. 213-401, con póliza de la Unión de Segu-
ros, C. por A., la Corte a-qua, lo mismo que el Juez de
Primer Grado dieron por establecido que el hecho ilícito

de su empleado como chófer, Sixto Báez Rosario había
causado (lesiones corporales diversas, curables después de
10 días y antes de 45, según certificado médico) al moto-
ciclista Fermín M. Carrasco, daños y perjuicios materiales
v morales que evaluó en la suma total de RD$700.00;
que, al decidir así la Cotre a-qua ha hecho una correcta
aplicación del articulo 1384 del Código Civil, lo mismo
que de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 19o5
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor al decla-
rar oponible la condenación civil ya indicada a la Unión
de Seguros, C. por A.;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervimen-
te a Fermín Matos Carrasco en los recursos de casación

interpuestos	 Sixto Báez Rosario, Miguel Angel Gru-
llón y la Unión'tle, Seguros, C. por A., contra la sentencia
dictada el 21 de JUNio de 1977 por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, 41,11/44:dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente allo;'„,egundo: Declaran inadmisible el
recurso de Sixto Báez Rolrio; Tercero: Rechaza los recur-
sos de Miguel Angel Grullón y la Unión de Seguros, C.
por A., contra la misma sentencia; Cuarto: Condena a Six-
to Báez Rosario a las costas penales y civiles y a Miguel
Angel Grullón a las costas civiles, todas las cuales se dis-
traen en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los San-
tos, abogado del interviniente Carrasco, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad y las hace oponibles a
la aseguradora ya mencionada, dentro de los términos de
la Póliza.

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín
L. Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Cas-
tillo.— Miguel Jamba F., Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por losseñores Jueces que figuran en su encabczamineto,' en laa udiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DEL 1981

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Angel Troncoso y Arcadio Rosario de Moya y la
Seguros Pepfn, S. A.

Abogado: Dr. Rafael A Durán Oviedo.

Interviniente: Ana Lidia Cortorreal de Pichardo.
Abogado: Dr. Nicolás Tirado Javier,

d,ok. Dios, Patria y Libertad,
,República Dominicana.

En Nombre drINftepública, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente ynstituída por las Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Y. Tutista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 de agosto del año
1981, años 138' de la Independencia y 119' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación,
la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Miguel Angel Troncoso, chófer, domiciliado en
la calle 35, No. 27, del Ensanche Luperón, de esta ciudad;
Balbino Berroa Astacio y Arcadia Rosario de Mo ya, con
su domicilio en la calle Respaldo Josefa Brea, del Ensan-
che Luperón o del Capotillo, también de esta ciudad; y
la Seguros Pepin, S. A.., contra la sentencia dictada el 9



ti

2186	 BOLETIN JUDICIAL

de febrero de 1977 por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
figura más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido al Dr. Nicolás Tirado Javier, cédula No. 2202.

serie 67, abogado de la intervii:iente, en la lectura de sus
conclusiones; interviniente que es Ana Lidia o Ligia Cor-
torreal de Pichardo, dominicana, mayor de edad, casada,
de oficios domésticos, domiciliada en la casa No. 1 de la
calle Prolongación 35 Oeste, del Ensanche Luperón, de es-
ta ciudad, cédula No. 25213, serie 47;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua ci 7 de sepiianbre de 1978,
a requerimiento del Dr. Rafael Anto •; Durán Oviedo, cé-
dula No. 1772, serie 67, en repr	 ición de los recurren-
tes ya nombrados; Acta en la quí no se propone contra la
sentencia impugnada ningún friedio de determinado de
casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 18 de junio
de 1979, suscrito por su abogado, el Dr. Durán Oviedo, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los
medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 18 de junio de
1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Ve-
hículos; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No.
4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;
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Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos del expediente a que ella se refiere, cons-
ta lo siguiente: a) que con motivo de un accidente de trán-
sito ocurrido en esta ciudad el 4 de mayo de 1979, en la
noche, en el cual una persona resultó con lesiones corpo-
rales, la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 27 de no-
viembre de 1975 una sentencia cuyo dispositivo aparece
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que
sobre las apelaciones interpuestas, intervino el 9 de febre-
ro de 1977 la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regulares y válidos en la forma el recurso de apelación
interpuestos: a) por el Dr. Nicolás Tirado Javier, en fe-
cha 28 de noviembre de 1975; a nombre y representación
de Ana LitlitCortorreal de Pichardo; b) Por el Dr. Rafael
Antonio Durán N'iodo, en fecha 27 de enero de 1976, a
nombre de Angel jpw,coso, prevenido; de Barbino Berroa
Astasio y Arcadia' Rdiario de Moya, persona civilmente
responsable y la comPaina de seguros Pepín, S. A., con-
tra sentencia dictada por la Quinta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instar:1,i* del Distrito Nacional,
en fecha 27 de noviembre de 11975, cuya parte dispositiva
dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra
el prevenido Angel Troncoso, por no haber comparecido
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
Segundo: Declara al nombrado Angel Troncoso, de genera-
les ignoradas, residente en la calle 35, casa 27, del Ensan-
che Luperón, de esta ciudad, culpable del delito de viola-
ción al artículo 49, letra b), de la Ley 241, sobre Tránsito
de Vehículos, en perjuicio de la señora Ana Lidia Corto-
rreal de Pichardo, curables después de 10 días y antes de
20 días, en consecuencia se condena al pago de una multa
de Cien pesos oro (RD$100.00) y al pago de las costas pe-
nales causadas; Tercero: Declara buena y válida en cuan-
to a la forma, la constitución en parte civil hecha por los
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de febrero de 1977 por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo
figura más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Nicolás Tirado Javier, cédula No. 2202.

serie 67, abogado de la intervitiente, en la lectura de sus
conclusiones; interviniente que es Ana Lidia o Ligia Cor-
torreal de Pichardo, dominicana, mayor de edad, casada,
de oficios domésticos, domiciliada en la casa No. 1 de la
calle Prolongación 35 Oeste, del Ensanche Luperón, de es-
ta ciudad, cédula No. 25213, serie 47;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 7 de septiei- nbre de 1978,
a requerimiento del Dr. Rafael Autor; Durán Oviedo, cé-
dula No. 1772, serie 67, en reprel-, t..tón de los recurren-
tes ya nombrados; Acta en la qJ ino se propone contra la
sentencia impugnada ningún CSedio de determinado de
casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 18 de junio
de 1979, suscrito por su abogado, el Dr. Durán Oviedo, en
el cual se proponen contra la sentencia impugnada los
medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 18 de junio de
1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Ve-
hículos; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No.
4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos del expediente a que ella se refiere, cons-
ta lo siguiente: a) que con motivo de un accidente de trán-
sito ocurrido en esta ciudad el 4 de mayo de 1979, en la
noche, en el cual una persona resultó con lesiones corpo-
rales, la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 27 de no-
viembre de 1975 una sentencia cuyo dispositivo aparece
más adelante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que
sobre las apelacicnes interpuestas, intervino el 9 de febre-
ro de 1977 la sentencia ahora impugnada en casación, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regulares y válidos en la forma el recurso de apelación
interpuestos: a) por el Dr. Nicolás Tirado Javier, en fe-
cha 28 de noviembre de 1975; a nombre y representación
de Ana Lic.tortorreal de Pichardo; b) Por el Dr. Rafael
Antonio Durán e.yiedo, en fecha 27 de enero de 1976, a
nombre de Angel ,?pkyr-coso, prevenido; de Barbino Berroa
Astasio y Arcadia Fettlario de Moya, persona civilmente
responsable y la compañía de seguros Pepín, S. A., con-
tra sentencia dictada por la Quinta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instan't.:a. del Distrito Nacional,
en fecha 27 de noviembre de 11975, cuya parte dispositiva
dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra
el prevenido Angel Troncoso, por no haber comparecido
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
Segundo: Declara al nombrado Angel Troncoso, de genera-

igmoradas, residente en la calle 35, casa 27, del Ensan-
che Luperón, de esta ciudad, culpable del delito de viola-
ción al artículo 49, letra b), de la Ley 241, sobre Tránsito
de Vehículos, en perjuicio de la señora Ana Lidia Corto-
rreal de Pichardo, curables después de 10 días y antes de
20 días, en consecuencia se condena al pago de una multa
de Cien pesos oro (RD$100.00) y al pago de las costas pe-
nales causadas; Tercero: Declara buena y válida en cuan-
to a la forma, la constitución en parte civil hecha por los

1!
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señores Ana Lidia Cortorreal de Pichardo, por intermedio
de su abogado Dr. Nicolás Tirado Javier, en contro del
prevenido por su hecho persona}, en contra de 13arbine Be-
rroa Astacic y Arcadia Rosario de Moya, en su calidad de
per.z e/la	 ilmente responsable v la puesta en causa d. la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., en su calidad de enti-
dad aseguradora del vehículo, por haber sido hecho de
acuerdo a la Ley; Cuarto: En cuanto al fondo, condena
solidariamente al prevenido por su hecho personal y a
Barbino Berroa Astacio y Arcadia Rosario de Moya al pa-
go de una indemnización de mil setecientos pesos oro (1,-
700.00), a favor de la señora Ana Lidia Cortorreal de Pi-
chardo, como Justa reparación por los daños materiales y
morales por esta sufridos a consecuencia de lo que se tra-
ta; b) al pago de los intereses Legales de la suma acorda-
da, computados a partir de la fecha de la d6iramda y has-
ta la total ejecución de la sentencia; e) Ce las costas civi-
les, con distracción de las mismas pRyprovecho del Dr. Ni-
colás Tirado Javier, quien afirma Caberlas avanzado en su
totalidad; Quinto: Declara la presente sentencia oponible,
con todas sus consecuencias legales en el aspecto civil a la
compañía de seguros Penan, S. A., por ser la en t idad ase-
guradora del vehículo, de conformidad con el artículo 10
de la Ley 4117, sobre Seguros Obligatorios de Vehículos
de Motor; Por haber sido hechos cada uno dentro del pla-
zo y demás formalidades legales; SEGUNDO; Pronuncia
el defecto contra Angel Troncoso, prevenido; Barbino Be-
rroa Astacio y Arcadia Rosario de Moya, persona civilmen-
te responsable, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por
no haber comparecido ninguno de ellos, no obstante haber
sido legalmente citados y emplazados legalmente; TERCE-
RO: Modifica la sentencia recurrida en su ordinal 4to., en
lo que respecta a la indemnización acordada y la Corte por
propia autoridad la fija en la suma de Dos mil pesos oro,
(RD$2,000.00). CUARTO: Condena a Angel Troncos°, al
pago de las costas penales de la alzada; QUINTO: Conde-
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na a Angel Troncoso, Barbino Berroa y Arcadia Rosario de
Moya,' al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Nicolás Tirado Javier, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Con-
dena solidariamente a Angel Troncoso, Barbino Berroa As-
tacio y Arcadia Rosario de Moya al pago de los intereses
legales de la suma acordada en indemnizac ión a Ana Lidia
Cortorreal de Pichardo, a partir de la demanda hasta la
ejecución total de la sentencia; SEPTIMO: Declara la pre-
sente sentencia oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., por ser la aseguradora del vehículo que causó el acci.
dente;

Considerando, que, contra la sentencia que impugnan,
los recurrentes proponen los siguientes medios de casa-
ción: Primer yedio: Violación al Art. 8, acápi te 2, letra j),
de la Constitución de la República Dominicana y Art. 69
del Código de ProCedimiento Civil (Violación al derecho de
defensa). Desconoci"nto, Decisión Suprema Corte de
Justicia, B. J. No. 750»,?ágina 1185, mayo del año 1973. —
Segundo Medio: Violación delArt. 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil. Falta de motives. ,

Considerando, que en el desarrollo del primer me-
dio, los recurrentes alegan, en síntesis, que al prevenido
Angel Troncoso no se le hizo una citación regular y válida
para la última audiencia que celebró la Corte a-qua para
instruir el caso; pero,

Considerando, que en el expediente del caso, página
57, figura un Acto del Alguacil de Estrados de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, Eduardo Bernal, del 4 de
noviembre de 1976, audiencia que fué la última de ins-
trucción celebrada por dicha Corte; que, por lo expuesto,
el primer medio de los recurrentes carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo y último medio de
su memorial, los recurrentes alegan que en la sentencia

;atar.
71}'
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na a Angel Troncoso, Barbino Berroa y Arcadia Rosario de
Moya; al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Nicolás Tirado Javier, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Con-
dena solidariamente a Angel Troncoso, Barbino Berroa As-
tacio y Arcadia Rosario de Moya al pago de los intereses
legales de la suma acordada en indemnización a Ana Lidia
Cortorreal de Pichardo, a partir de la demanda hasta la
ejecución total de la sentencia; SEPTIMO: Declara la pre-
sente sentencia oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., por ser la aseguradora del vehículo que causó el
dente;

Considerando, que, contra la sentencia que impugnan,
los recurrentes proponen los siguientes medios de casa-
ción: Primer Itedio: Violación al Art. 8, acápi te 2, letra j),
de la Constitución de la República Dominicana y Art. 69
del Código de PrOC �dimiento Civil (Violación al derecho de
defensa). DesconocOtnto, Decisión Suprema Corte de
Justicia, B. J. No. 750,-5ágina 1185, mayo del ano 1973. —
Segundo Medio: Violacil delArt. 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil. Falta de motives.

Considerando, que en el desarrollo del primer me-
dio, los recurrentes alegan, en síntesis, que al prevenido
Angel Troncoso no se le hizo una citación regular y válida
para la última audiencia que celebró la Corte a-qua para
instruir el caso; pero,

Considerando, que en el expediente del caso, página
57, figura un Acto del Alguacil de Estrados de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, Eduardo Bernal, del 4 de
noviembre de 1976, audiencia que fué la última de ins-

trucción celebrada por dicha Corte; que, por lo expuesto,
el primer medio de los recurrentes carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo y último medio de
su memorial, los recurrentes alegan que en la sentencia
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señores Ana Lidia Cortorreal de Pichardo, por intermedio
de su abogado Dr. Nicolás Tirado Javier. en contra del
prevenido por su hecho persona}, en contra de 13arbino Be-
rroa Astado y Arcadia Rosario de Moya, en su calidad de
per.h??sa cit dmente responsable v la puesta en causa de la
Compañía de Seguros Pepín, .3. A., en su calidad de enti-
dad aseguradora del vehículo, por haber sido hecho de
acuerdo a la Ley; Cuarto: En cuanto al fondo, condena
solidariamente al prevenido por su hecho personal y a
Barbino Berroa Astacio y Arcadia Rosario de Moya al pa-
go de una indemnización de mil setecientos pesos oro (1,-
700.00), a favor de la señora Ana Lidia Cortorreal de Pi-
chardo, como Justa reparación por los daños materiales y
morales por ésta sufridos a consecuencia de lo que se tra-
ta; b) al pago de los intereses legales de la suma acorda-
da, computados a partir de la fecha de la d6;ritinda y has-
ta la total ejecución de la sentencia; e) Re las costas civi-
les, con distracción de las mismas en-yerovecho del Dr. Ni-
colás Tirado Javier, quien afirma Inberlas avanzado en su
totalidad; Quinto: Declara la presente sentencia oponible,
con todas sus consecuencias legales en el aspecto civil a la
compañía de seguros Pcsynn, S. A., por ser la entidad ase-
guradora del vehículo, de conformidad con el artículo 10
de la Ley 4117, sobre Seguros Obligatorios de Vehículos
de Motor; Por haber sido hechos cada uno dentro del pla-
zo y demás formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia
el defecto contra Angel Troncoso, prevenido; Barbino Be-
rroa Astado y Arcadia Rosario de Moya, persona civilmen-
te responsable, y la Compañía de Seguros Pepin, S. A., por
no haber comparecido ninguno de ellos, no obstante haber
sido legalmente citados y emplazados legalmente; TERCE-
RO: Modifica la sentencia recurrida en su ordinal 4to., en
lo que respecta a la indemniza:jvsn acordada y la Corte por
propia autoridad la fija en la suma de Dos mil pesos oro,
(RD$2,000.00). CUARTO: Condena a Angel Troncoso, al
pago de las costas penales de la alzada; QUINTO: Conde-
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impugnada se viola el artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, al aumentarse la cuantía de una indemniza-
ción fijada en Primera Instanci9, sin decir por qué hizo esa
modificación; pero,

Considerando, que, contrariamente a lo que dicen los
recurrentes, la Corte a-qua explica suficientemente en su
sentencia las razones por las que hizo el aumento a que se
refieren los recurrentes, de RD$1,700 a RD$2,000.00, razo-
nando así: "Porque (la agraviada), según sus propias de-
claraciones, estuvo más o menos dieciocho días imposibili-
tada para dedicarse a sus labores habituales, sin tomar en
cuenta el tiempo transcurrido para restablecerse definiti•
vamente, por lo que esto le ocasionó pérdida de tiempo pa-
ra dedicarse a su trabajo, molestias, ansiedades y princi-
palmente gastos económicos, mayores querlck que había
apreciado el Juez a-quo; que esa es la indemnización que
debe acordársele por la magnitud d ;os daños y perjui-
cios morales y materiales sufridos k'Sit ella con motivo del
accidente; que, por lo que acaba (J.: transcribirse de la sen-
tencia impugnada, se obvio que ella contiene el motivo
pertinente sobre el puni r planteado por los recurrentes en
su segundo y último medio, por lo que esta se declara tam-
bién sin fundamento;

Considerando, que, para declarar culpable al preve-
nido recurrente Angel Troncos° y fallar como lo hizo, la
Corte a-qua dió por establecido lo siguiente: base a los ele-
mentos de juicio que fueron aportados en la instrucción
de la causa: a) que el 4 de mayo de 1974, mientras el carro
placa 206-191, co-propiedad de Barbino Berrea Astado y
Arcadia Rosario de Moya, conducido por Angel Troncos°,
con póliza A-38913, vigente, de la Seguros Pepín, S. A.,
transitaba por la calle Prolongación 35 Oeste, del Ensan-
che Luperón, estropeó a Ana Lidia o Lidia Cortorreal de
Pichardo, causándole lesiones curables después de 10 días
y antes de 20, según el Certificado Médico; b) que el acci-
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dente se debió a que el carro conducido por el chófer A.
TroncoSo, corriendo a mucha velocidad, se subió en la ai,e-
ra de la casa habitada por Ana Ligia y Lidia Cortorreal
de Pichardo, quien se encontraba en la marquesina, atro-
pellándola allí el vehículo;

Considerando, que en los hechos así establecidos a
cargo del prevenido Troncos°, configuran el delito previs-
to en el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre Trán-
sito y Vehículos, de causar golpes y heridas a las perso-
nas involuntariamente con el manejo o la conducción de
vehículos de motor, delito sancionado en la letra b) del
mismo texto Legal con las penas de 3 meses a 1 año de pri-
sión y multa de RD$50.00 a RD$300.00 cuando la curación
de las lesiones requieran 10 o más días, pero menos de 20,
corno sucedi,YZ.'n la especie; que, por tanto, al aplicarle al
prevenido Troncos° una multa de RD8100.00, después de
acoger circunstanciasiytenuantes en su favor la Corte a-qua,
le impuso una pena 'arblitada a la ley, confirmando así en
lo penal lo decidido en Primera Instancia;

Considerando, que, asímisme la Corte a-qua, estimó
que el hecho del prevenido había causado a la víctima del
accidente, Ana Ligia o Lidia Cortorreal de Pichardo, cons
tituída en parte civil, daños y perjuicios materiales y mo-
rales que evaluó en RD$2,000.00; que, al condenar al chó-
fer Troncos° y a los propietarios del vehículo, Barbino Be-
rrea Astacio y Arcadia Rosario de Moya al pago de esa
suma, más los intereses legales de la misma, en provecho
de la agraviada, la Corte a-qua aplicó correctamente los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil, lo mismo que los
articulos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor al hacer oponibles esas
condenaciones civiles a la Seguros Pepín, S. A.;

Considerando, que, examinada la sentencia impugna-
da en los demás aspectos que pudieran interesar al prev.e-
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impugnada se viola el artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, al aumentarse la cuantía de una indemniza-
ción fijada en Primera Instancia, sin decir por qué hizo esa
modificación; pero,

Considerando, que, contrariamente a lo que dicen los
recurrentes, la Corte a-qua explica suficientemente en su
sentencia las razones por las que hizo el aumento a que se
refieren los recurrentes, de RD$1,700 a RD$2,000.00, razo-
nando así: "Porque (la agraviada), según sus propias de-
claraciones, estuvo más o menos dieciocho días imposibili-
tada para dedicarse a sus labores habituales, sin temar en
cuenta el tiempo transcurrido para restablecerse definiti-
vamente, por lo que esto le ocasionó pérdida de tiempo pa-
ra dedicarse a su trabajo, molestias, ansiedades y princi-
palmente gastos económicos, mayores querb que había
apreciado el Juez a-quo; que esa es la indemnización que
debe acordársele por la magnitud dl ;os daños y perjui-
cios morales y materiales sufridos P:Sr( ella con motivo del
accidente; que, por lo que acaba cj.i transcribirse de la sen-
tencia impugnada, se obvio que ella contiene el motivo
pertinente sobre el punt- planteado por los recurrentes en
su segundo y último medio, por lo que esta se declara tam-
bién sin fundamento;

Considerando, que, para declarar culpable al preve-
nido recurrente Angel Troncoso y fallar como lo hizo, la
Corte a-qua dió por establecido lo siguiente: base a los ele-
mentos de juicio que fueron aportados en la instrucción
de la causa: a) que el 4 de mayo de 1974, mientras el carro
placa 206-191, co-propiedad de Barbino Berroa Astado y
Arcadia Rosario de Moya, conducido por Angel Troncoso,
con póliza A-38913, vigente, de la Seguros Pepín, S. A.,
transitaba por la calle Prolongación 35 Oeste, del Ensan-
che Luperón, estropeó a Ana Lidia o Lidia Cortorreal de
Pichardo, causándole lesiones curables después de 10 días
y antes de 20, según el Certificado Médico; b) que el acci-
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dente se debió a que el carro conducido por el chófer A.
Troncoso, corriendo a mucha velocidad, se subió en la ate-
ra de la casa habitada por Ana Ligia y Lidia Cortorreal
de Pichardo, quien se encontraba en la marquesina, atro-
pellándola allí el vehículo;

Considerando, que en los hechos así establecidos a
cargo del prevenido Troncoso, configuran el delito previs-
to en el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967. sobre Trán-
sito y Vehículos, de causar golpes y heridas a las perso-
nas involuntariamente con el manejo o la conducción de
vehículos de motor, delito sancionado en la letra b) del
mismo texto legal con las penas de 3 meses a 1 año de pri-
sión y multa de RD$50.00 a RD$300.00 cuando la curación
de las lesiones requieran 10 o más días, pero menos de 20,
como sucedilitn la especie; que, por tanto, al aplicarle al
prevenido Troncos°, una multa de RD$3.00.00, después de
acoger circunstanciase-> tenuantes en su favor la Corte a-qua,
le impuso una pena ialélitada a la ley, confirmando así en
lo penal lo decidido en Pt'imera Instancia;

Considerando, que, asímismc la Corte a-qua, estimó
que el hecho del prevenido había causado a la víctima del
accidente, Ana Ligia o Lidia Cortorreal de Pichardo, cons
tituída en parte civil, daños y perjuicios materiales y mo-
rales que evaluó en RD$2,000.00; que, al condenar al chó-
fer Troncoso y a los propietarios del vehículo, Barbino Be-
rroa Astacio y Arcadia Rosario de Moya al pago de esa
suma, más los intereses legales de la misma, en provecho
de la agraviada, la Corte a-qua aplicó correctamente los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil, lo mismo que los
artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor al hacer oponibles esas
condenaciones civiles a la Seguros Pepín, S. A.;

Considerando, que, examinada la sentencia impugna-
da en los demás aspectos que pudieran interesar al prev.e-
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nido que figura entre los recurrentes, no presenta vicio al-
guno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Ana Ligia o Lidia Cortorreal de Pichardo en los re-
cursos de casación interpuestos por Angel Troncoso, Bar-
bino Barra Astado, Arcadia Rosario de Moya y la Segu-
ros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada el 9 de febre-
ro de 1977 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Re
chaza los indicados recursos; y Tercero: Condena a Angel
Troncoso al pago de las costas penales y a ésta y a Barbi-
no Berrea Astacio y Arcadia Rosario de Moya al pago de
las civiles, la distrae en provecho del Dr. Nicolás Tirado
Javier, abogado de la interviniente, quien atiyma haberlas
avanzado en su totalidad, y las declara oponibles a la Ase-
guradora ya mencionada, dentro de

( •términos de la P6-liza.
•

(FIRMADOS). — Néstor Contín Aybar, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió. Juan Bautisti...
Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L
Hernández Espaillat, Leonte Rafael Alburquerque Casti
110.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmdaa, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Miguel Jacobo.
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Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rolas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat
y Leonte R. Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario
General, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 3
de agosto de 1981, años 138' de la Independenc ia y 118' de
la Restauración, dicta en Cámara de Consejo, la siguiente
sentencia:

Vista el :-Yxpediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por La Agrosteca, S. A., contra la sentencia de
la Cámara Civil y ::194merzial de la Segunda Circunscrip-
ción del Juzgado dé Viimera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 28 de marzo de 1977;

Visto el dictamen del Marrado Procurador General
de la República;

Visto el artículo No. 10, párrafo II, de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Atendido a que el recurso de casación perimirá de
pleno derecho, si transcurrieren tres años, contados desde
la expiración del plazo de quince Mas que le concede el
artículo 8 al recurrido para que constituya abogado;

Atendido a que habiendo sido emplazado el recurrido
Empresa Dominicana, C. por A., el plazo de tres años de
la perención señalado en el párrafo II, del artículo 10 so-
bre Procedimiento de Casación, empezó a correr a partir
de la expiración del plazo de quince días señalados en el
artículo 8 de la misma Ley, y no habiendo la recurrente
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plazo de quince días señalado en el artículo 8 dé la mis-
ma Ley, y no habiendo el ;ccurrido pedido su defecto, el
recurso de casaón de que se trata perimió de pleno de-
recho;

RESUELVE:

Primero: Declarar la perención del recurso de casa-
ción interpuesto por Luis E. Díaz Páez, contra la senten-
cia dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda
Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 29 de ju-
nio de 1977; y Segundo: Ordenar que la presente senten-
cia sea publicada en el Boletín Judicial.

(FIRMADOS). — Néstor Contín A95:-.:r, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Rlvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánz e. ; Felipe Osvaldo Per
domo Báez, Jcaquín L. Hernández, Leonte Rafael Albur-
querque Castillo.— Dada y firmada ha sido la anterior son
tencia per los señores Jucees que figuran en su encabeza-
miento, en Cámara de Consejo, el mismo día, mes y año
en él expresados, lo que yo, Secretario General, certifico. —
(Firmado): Miguel Jacobo F.

LABOR DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA,
DURANTE EL MES DE AGOSTO DEL AÑO 1981

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos 	
Recursos de casación civiles fallados 	
Recursos de casación penales conocidos 	
Recursos de casación penales fallados 	
Suspensiones de ejecución de sentencias
Defectos 	
Exclusiones 	
Recursos declarados perimidos 	
Declinatorias 	
Desistimie9tos 	
Juramentación de Abogados 	
Nombramientos le Notarios 	
Resoluciones Adnitnistrativas 	
Autos autorizando emplazamientos
Autos pasando expedientes para dictamen 	
Autos fijando causas 	
Sentencias sobre apelación de libertad bajo fianza
Sentencia ordena libertad por haber prestado

fianza 	

	

Sentencia sobre solicitud de fianzz 	

15
11
31
42

2
1
2
3

1
1

4
2

23
	  19

52
43

3

TOTAL 	 264  

MIGUEL JACOBO F.,
Secretario General de la

Suprema Corte de Justicia.

Santo Domingo, D. N.,
3 de Agosto de 1981:
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